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PRIMERA PARTE 


CODIGO DE AGUAS 


EXPLICACIONES — ANOTACIONES — 
CONCORDANCIAS 
Y ‘NOMEN JURIS DEL TEXTO 


INDICACION GENERAL 


1 — Principales normas concordadas 
1) Código Civil. 
2) Código Rural 1875 — Título III). 


3) Ley 13667 de 18 VI 1968. Conservación de Suelos 
y Aguas. 


4) Ley 13.737 de 9 1 1967. Domínio de las Aguas 


2 — Enumeración de antecedentes concordados 


1) Proyecto DR. MARIO F. VALLS. (Asesor Regional 
de CEPAL), cuyo conocimiento debemos al Dr. HUGO FRU- 


GONE SCHIAVONE, a quien dejamos asentado nuestro agra- 
decimiento. 


Los restantes antecedentes, los recopiló, a nuestro pedi- 
do, con su habitual diligencia y amabilidad, el Proc. Osvaldo 
de Souza, que ha colaborado en dicha tarea, gravosa y tan 
útil, en esta obra, como en otras en que he comentado leyes 
nacionales (Arrendamientos Rurales, 2? Instancia y Casación, 
Estatuto del Trabajador Rural, Proceso Laboral). Por esta su 
sacrificada y continuada labor, que me ha permitido el acceso 
a materiales legislativos de suma importancia, quiero señalar 
aquí mi afectuoso y justiciero reconocimiento. 


2) Dr. OLAF BLIXEN. Autor de la excelente Exposición 
de Motivos y Comentarios sobre el Proyecto de Código de 
Aguas. (Comisión de Constitución y Legislación - Carpeta 
1153/75 - Repartido 1051/setiembre 1975, p. 5 - 124), una 
verdadera, técnica y útil monografía, para la comprensión del 
Código de Aguas. 
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3) Comisión Agricultura y Pesca. Consejo de Estado. 
Con la Asociación Cultivadores de Arroz. 


1) Sesión 28.X.1975 - (Carpeta 1153/1975 - Anteceden- 
te 550/975 - Referencia Rep. 1051/1975 - Noviembre 1975). 


2) Memorandum A. C. de Arroz. (Carpeta id. Antece- 
dente 620/1976 - Referencia Rep. 1051/75 y Ant. 550/75 - 
Abril 1976). 


3) Sesión 27.3.1978 - (Carpeta id. Antecedente: 248/78 
- Referencia: Rep. 1051/75. Anexos 1 y 2 Ants. 550/975, 
620, 637, 638, 647 y 659/1976, 212, 224/977 y Dist. 20/977 
- Marzo 1978). 


4) Comisión Agricultura y Pesca integrada por repre- 
sentantes de la Comisión Redactora del proyecto (I): 


1) Sesión 5.5.1970 - (Carpeta 1153/975 - Antecedente 
637/976 - Referencia: Rep. 1051/75 y Ants. 550/75 y 620/76 
- Marzo 1978). 


2) Sesión 75.1976 - (Carpeta Id. Antecedente 638/76. 
Referencia - id. y 637/76 - Mayo 1976). 


3) Sesión 10.5.1976 (Carpeta: id. - Antecedente 647/976. 
- Referencia: id. y 638/76 - Mayo 1976. 


4) Sesión 25.5.1976 (Carpeta id. Antecedente 659/976. 
Referencia: id. y 647/76. Junio 1976. 


5) Comisión de Constitución y Legislación Integrada 
con representantes del Comando Gral. de la Armada. 


Sesión de 31.V11.1978. (Carpeta 1153/975 - Antecedente: 
283/978 - Referencia: Rep. 1051, Anexo I y 11/77 y 532/978; 
Ants. 550/75, 620, 637, 638, 647, -659/76, -212 -y -224/77 y 
248/78. Agosto 1978). 
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6) Proyecto de la Comisión Agricultura y Pesca integra- 
da (II). (Anexo 1) al Repartido 1051 de junio de 1976). In- 
forme (p. 1-I1V), Proyecto p. 1 y sigs. 


7) Informe de la Comisión Revisora de la terminología 
y problemas de procedimiento (Acto Institucional 8) de 
19. V111.1977). 


8) Proyecto revisado (supra 7) enviado por el P. E. - 
(IIL). (Anexo II al Repartido 1051) Noviembre 1977. 


9) Diario de Sesiones del Constjo de Estado XLII Legis- 
latura (3er. período) 119? Sesión Ordinaria. Tomo 23 N°? 319 
de 28.X1.1978, p. 303-316 - Discusión en el Plenario. 


En p. 182-333 todos los Informes y Mensajes y los suce- 
sivos Proyectos. 


10) Proyecto de la Comisión de Constitución y Legis- 
lación integrada (aprobado pos el C. E.). (Anexo III al Repar- 
tido N? 1051/1978). - Informe (p. 1-19) - Código (p. 20-76). 


Ver “Código de Aguas de la R. O. del Uruguay anotado 
e indizado por los Dres. Alfredo CAPUTO y Arturo NAVA- 
RRO (ed. 1979) con un interesante Proyecto de Ley de Riegos. 


D 
PRINCIPIOS GENERALES 


3 — Principales disposiciones anteriores 


Las principales disposiciones legislativas sobre el Dere- 
cho de Aguas en Uruguay, fueron establecidas por la ley 
de 17/7/1875 que promulgó el ler. Código Rural del Uru- 
guay; en lo fundamental derivan de la Ley Española de 
1866, sobre dominio y aprovechamiento de aguas. Al pro- 
mulgarse la Ley 10.024 de 14/6/1941 que estableció un 
nuevo Código Rural, el a. 290 declaró derogado el C. Rural 
anterior, con excepción de una parte de sus normas y en 
especial su Título III “Del dominio y aprovechamiento de 
las aguas”. 


t 

En 1968, se dicta la Ley a S% de 18/6/1968, sobre 
“Conservación de suelos y aguas”, que en su Título II se 
ocupa del “alumbramiento de aguas subterráneas” y crea 
un “Fondo de Seguro” destinado a indemnizar a los pro- 
ductores que realicen en vano, perforaciones destinadas a di- 
cho alumbramiento. Tanto la frustración como la indemniza 
ción, se encaran como parciales. 


4 — Los temas del Código Rural 1875, que rigió 104 años 


En el C. Rural - 1875, los temas principalmente regula- 
dos son los siguientes: 


1) Dominio de aguas: pluviales, Secc. 1%, a 343 - 45; 
vivas, Secc. 2%, a 346 - 60; muertas, Secc. 3?, a 361; subte- 
rráneas, Secc. 4%, a 362 - 79; disp. grales. Secc. 5%, a 380 - 
384. 
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2) Tierras relacionadas: a) Alveo y aguas pluviales, Secc. 
67%, a. 385 - 88; arroyos y riberas, Secc. 7%, a. 389 - 95; lagos, 
Secc. 8%, a. 396 - 98. b) Accesiones y arrastres, Sece. 9%, a. 399 
- 414, c) Obras de defensa, Secc. 10%, a. 415 - 425. d) Deseca- 
ción, Secc. 11?, a. 426 - 434, 


3) Servidumbres: naturales, sec. 123, a. 435 - 44; Acue- 
ducto, sec. 13%, a. 445 - 483; estribo, sec. 14?, a. 484 - 87; 
abrevadero, sec. 15%, a. 488 - 92; camino de sirga, sec. 16?, 
a. 493 - 505. 


4) Aprovechamiento de las aguas: servicio doméstico, fa- 
bril y agrícola, -sec. -17%, -a. 506 - 08; pesca, sec. 122%, a 509 
- 15; navegación y flotación, sec. 19?, a. 516 - 530; disp. grales. 
sec, 20%, a. 531 - 49; abastecimiento de poblaciones, sec. 21? a 
550 - 58; ferrocarriles, sec. 22%, a. 559 - 63; riegos, sec. 23%, 
a. 564 - 89; canales de navegación, sec. 242, a. 590 - 95; bar- 
cas, puertos y establecimientos fabriles, sec. 25%, a 596 - 607; 
viveros, sec. 26% a 603 - 11. 


5) Autoridades: policía de las aguas, sec. 27%, a. 612 -15; 
Comunidades de regantes, sec, 28?*, a. 616 - 26; Jurados de 
Riego, a 627 - 30; competencia de jurisdicción en materia de 
aguas, sec. 30%, a. 631 - 34 


5 — Los temas en el C. de Aguas (C. Ag) 


Los temas en el nuevo Código son, sustancialmente, los 
mismos y, en gran parte, se mantienen, tecnificadas, unifi- 
cadas y adecuadas, las soluciones del 75. 


Las modificaciones principales se encuentran, en espe- 
cial: a) En las supresiones (v. infra VID que abarcan, además, 
de diferentes artículos - el Código Rural de 1875 incluía los 
arts. 343 a 634, es decir 291 arts. de una materia ahora re- 
gulada en 203 arts., o sea, 88 arts. menos. Se suprimieron 
las Secciones XVII a XXX, integramente (arts. 506 - 634, 
128 arts.). Las razones se expresan por la Comisión Redactora 
en la parte del Informe que se transcribe íntegramente en 
el ap. VIII). 
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De todo ello lo más significativo es lo relativo al riego, 
con referencia a lo cual el C. Rural recogía una tradición 
multisecular en España y otros países y que no había sido 
aplicada en el nuestro, en parte por desconocimiento, en par- 
te porque son relativamente recientes los sistemas de riego 
puestos en práctica a raíz del auge de la plantación de arroz 
en algunos departamentos; en parte, también, porque faltó 
la “inducción pedagógica” de la autoridad competente, en 
una nación que no se caracteriza, en especial en campaña, 
por una natural tendencia asociativa. 


ab) En las autoridades competentes: el Poder Ejecutivo, 
como autoridad nacional de aguas. 


Hay aquí una tendencia muy clara a lo que podría lla- 
marse la “nacionalización” del problema; el C. Rural 1875 
(al igual que el de 1942) suelen tender más bien, a la con- 
sagración del Municipio como principal autoridad. 


c) Una “judicialización” en el trámite de los problemas 
de servidumbres y en toda otra cuestión en que se planteen 
cuestiones jurídicas a dilucidar entre sujetos de derecho. 


Vale decir, un deslinde más claro en los límites en- 
tre Administración y Jurisdicción que debe considerarse aus- 
picioso. 


w d) Una tecnificación en la relación entre administrados 
y Administración, a través del otorgamiento de permisos y 
concesiones. 


6 — Las comunidades agrarias 


De nuestra parte no podemos menos que lamentar las su- 
presión de las normas relativas a la creación de comunidades 
de regantes y similares, por su alto valor desde el punto de 
vista de la cooperación entre los productores y el fomento 
de la mutua asistencia en el trabajo creador. 
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Por lo demás, cuando ha existido la “inducción pe- 
dagógica” a que nos referimos, estas comunidades o aso- 
ciaciones han dado resultado, como en el caso de ACOR 
(“Acción Comunitaria Regional” dependiente actualmente de 
SEPLACODI) y que adoptó como normas para su actución 
en las diferentes regiones de nuestra campaña, el art. 420 
del Código Rural de 1875 y el art. 72 del Código Rural de 
1942 (vigente) - (v. GELSI “Estudio del Derecho Agrario” 
II, cap. 14, N? 19). 


La “Asociación de Cultivadores de Arroz” (“Comisión de 
Constitución y Legislación integrada, sesión marzo 1978 - 
A 3 (3) p. 13-14) planteó “la vigencia de un artículo de la 
ley 13.892 de octubre 1970, que para nosotros mientras no 
haya una legislación en la materia, creemos oportuno man- 
tener”. Es el art. 472 que se acaba de referir y que se remite 
a los arts. anteriores de los Códigos Rurales. 


“Se entiende que... (tales) disposiciones revisten inte- 
rés para el sector arrocero por su posible aplicación a obras 
de represamiento e irrigación asumidas colectivamente por 
grupos o asociaciones de productores, al establecer un pro- 
cedimiento por el cual la mayoría de los interesados en un 
proyecto puedan decidir, sobre su realización, así como sobre 
la distribución de los aportes a que estarán obligados todos 
los vecinos, sobre su cobro y aplicación. O la aplicación de 
lo resuelto por la mayoría” (p. 13). 


La referida Asociación propugnaba un artículo expreso, 
declarando vigente el art. 420 C. Rural 1875, a los efectos 
del art. 472 Ley 13.892 de 14.X-1970, artículo que no se 
aprobó en definitiva. 


Sin embargo, entendemos que a los efectos de ACOR, si- 
gue vigente dicha norma, pues la Ley 13.892 no se remite 
pura y simplemente a lo que disponga el C. Rural 1875, si- 
no que extiende a las “agrupaciones y comisiones de vecinos, 
constituidas y promovidas en áreas locales y regionales para 
la formulación y ejecución de proyectos de desarrollo comu- 
nitario y regional” las “facultades atribuidas por el art. 73 
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de la Ley 10.024 (C. Rural) y el art. 420 inc. 2 del C. Rural 
1875”. Vale decir que ésta sigue vigente a los efectos 
de las referidas comunidades, sea que se ocupen o no del. 
problema de aguas. 


Por último, la referida Asociación corrobora nuestro pun- 
to de vista acerca de la actualización de las normas del “75” 
en momentos en que empieza a tener significación el riego 
en nuestro país. 


La sanción de un art. manteniendo la vigencia del ar- 
tículo 420, “tendrá consecuencias prácticas similares a las 
que se obtendrán del art. 588 - C. Rural actual. Esta última 
disposición, si bien nunca fue utilizada, había cobrado inte- 
rés ultimamente por su posible aplicación a obras de riego 
proyectadas por particulares. En este momento, esto se está 
planteando” (p. 14). El art. 588 establece la obligatoriedad 
del pago del canon a los propietarios de todos los terrenos 
que se benefician con el riego; una vez aprobado el plan de 
riego por la mayoría de los interesados; de no querer abo- 
narlo, deben ofrecer su terreno en venta a la empresa con- 
cesionaria del riego y sólo si ésta no lo compra, quedatá ex- 
ento del pago. 


7 — La autoridad de aguas 


La Comisión Redactora, que tan excelente labor realizara, 
entendió que no debería pronunciarse acerca de a quien co- 
rrespondería la autoridad de aguas, aunque aceptando el 
proncipio de nacionalización. Podría ser el P. E., alguno de T 
sus Ministerios o un Ente especial. 


La Comisión Revisora de Terminología, entendió, por su. 
parte, que a través de tal revisión podría ir algo más allá en 
dos puntos: la determinación de la autoridad de aguas, que 
estableció en el Poder Ejecutivo, atento a que se trata del 
poder administrador nacional, que abarca las diferentes- ès- 
pecialidades de la administración y para poder ásegurar la 
efectividad de la aludida nacionalización. El segundo aspec- 
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to fue el relativo a las referencias al procedimiento adminis- 
trativo y jurisdicional, conforme a la Constitución y al Acto 
Institucional N? 8 (v. N? 8), 


El suscrito realizó algunas exposiciones al respecto en 
el seno de la Comisión (en la que representaba a la Facul- 
tad de Derecho y C. Sociales). Se transcribe lo pertinente 
de lo que plantearan por escrito. 


a) El problema principal, de terminología, pero también 
de concepto, es la sustitución del término “autoridad de 
aguas” por el que corresponda. 


La denominación indicada puede prestar a confusión, da- 
do que la autoridad, en principio, es una sola y se confunde 
con la del Estado; a su vez, ésta se expresa a través de los 
diferentes órganos públicos creados por las normas pertinen- 
tes. 


En consecuencia, resulta indispensable realizar algunas 
opciones, desde el punto de vista: territorial (nacional, mu- 
nicipal); número de órganos (unidad o pluralidad); selección 
del órgano principal a cuyo ámbito corresponda la actuación 
en materia de aguas. 


Las sugerencias que se formulan (por la Comisión), abar- 


can estos aspectos. 


En ler. lugar, atento a la importancia que para todo 
el país tiene el agua, no parece dudoso que ha de encomen- 
darse las tareas respectivas a un órgano de competencia na- 
cional, En tal sentido la actuación que pueda caber, en su 
caso y en lo pertinente a los órganos municipales, se su- 
bordinará a las soluciones, que, a nivel nacional, se adopten. 


En 2? lugar, por el interés general comprometido y el 
uso frecuente que de la potestad pública, requiere su promo- 
ción, parece lógico que sea la Administración Central, la en- 
cargada de establecer y velar por el régimen de agua. 


“e 
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En 3er. término, ha de ser el Poder Ejecutivo, actuando 
por intermedio de el o los Ministros pertinentes, de acuerdo 
con su especialidad, según el régimen general (que abarca 
las correspondientes delegaciones), quien asuma estas fun- 
ciones debiendo así decidirse expresamente en el Código. 


b) En cuanto al Ministerio que deba ocuparse funda- 
mental o primariamente de estos problemas, las opciones 
son varias. Así el Instituto de Preservación del Medio Am- 
biente actúa en el M. de Educación y Cultura; el M. T. y 
Obras Públicas tiene una División de Hidrografía que se 
pronuncia sobre los problemas de navegabilidad, concesión 
de permisos para extracción de aguas de ríos y arroyos na- 
vegables o flotables, etc.; a su vez el M. Agricultura y Pes- 
ca tiene sectores especiales que se ocupan de la preservación 
de los recursos naturales renovables (suelo, agua, fauna y 
flora); el M. Relaciones Exteriores ha de ocuparse de los 
problemas internacionales que plantea el uso y manejo de 
ríos y arroyos fronterizos o que cursan por más de un país; 
sin contar con la intervención de O.S.E. en materia de pro- 
visión de agua potable a las poblaciones y de los Municipios 
en temas similares a estas últimas, de contaminación de 
aguas, etc. 


La Comisión Redactora, se pronunció por el MTOP y 
por nuestra parte entendemos,, como se dijo, que es el P. E. 
actuando con el Ministerio o Ministerios respectivos, el que 
debe actuar en cada caso. 

Pensamos sí que resulta conveniente establecer la com- 
petencia preferente de algún Ministerio en el cual se con- 
centre básicamente, salvo los casos mencionados de inter- 
vención concurrente de más de uno, según la especialidad, 
la materia de aguas. 


Desde tal punto de vista parece que —repetimos— sin 
perjuicio de las competencias concurrentes, la competencia 
genérica, debería concentrarse en el Ministerio de Agricultura 
y Pesca, por cuanto al mismo se le confiere la preservación 


() ley 15.234 > deso que el Toti o T Lh dy 13,167 
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del recurso y su co-relación con los restantes (tierra, fauna 
y flora). 


* Lo más importante es el recurso en sí, antes que la 
utilización o uso del mismo como instrumento de transporte 
a otras finalidades. 


Sin embargo, el art. 201, se inclinó por el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, lo cual plantea algunos pro- 
blemas de deslinde de competencias, atento a lo dispuesto 
por la Ley 13.667, que no entendemos derogada (v. in- 
fra VID). »e C) 


8 — El enfoque actualizado 


Ha de reconocerse que el estudio preliminar del ilustre 
especialista A. VALLS y el no menos significativo de la 
Comisión Redactora, dio lugar a una ley actualizada en as- 
pectos de gran significación práctica, de los que destacamos 
los siguientes. 


a) Enfoque —como ya se indicó— de carácter predo- 
minantemente nacional y no municipal, lo cual en un país 
de escasa superficie, buenos recursos hidrográficos y poca 
población, parece lo més indicado, atento, además, a la tras- 
cendencia del recurso para la vida humana y para todas las 
actividades, sociales y económicas, del hombre. 


b) Modo de encarar planificado el tema. 


Al Poder Ejecutivo le corresponde formular la política 
general de aguas y concretarla por zonas o regiones; esta 
política debe: abarcar a la conservación del recurso (1), su 
adecuada utilización (2) y la defensa contra sus efectos no- 
civos en relación a otros recursos o a la vida (humana, ani- 
mal, vegetal) (3). 


Se señalan, junto a tales fines u objetivos de la política 


de aguas, las principales etapas de la planificáción: estudio; 
formulación del plan; aplicación del mismo. 
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En cuanto a las medidas a adoptar su subrayan especial- » 
mente algunas de las específicas de este recurso: decretar, re- 
servar (1); establecer prioridades de uso (2); otorgar y sus- 
pender permisos y concesiones (3). 


En lo que se refiere a la eficacia de lo que se disponga, 
se establecen las normas habituales: 


—en cuanto a los actos, tanto los declarativos (certi- 
dumbre jurídica), como los constitutivos: 


—en lo relativo a procedimientos, se establecen en va- 
rias normas la posibilidad de expropiación e incluso, en Ca- 
sos excepcionales, la ejecución administrativa, es decir, di- 
recta por la administración. 


c) Sujetos de esta política, son todos los habitantes 
del país. 


Se trata, pues, de planificación realmente universal (en 

lo subjetivo), pero estableciendo: > t 
A TEN 

€—La responsabilidad del Estado. e Toa ho Á Aya ado) 


—El deber primario de los productores, que deben apli- 1 
car en su explotación lo que señale el Ministerio de Agri- E j 
cultura y Pesca en materia de suelos y agua; a los produc- i 
tores, por su especialidad les corresponde una verdadera fun- \ (y, 'S. 239 
ción de guardianes o conservadores de la naturaleza. 


—El deber de todos los habitantes de la República, de 
colaborar en la conservación y manejo de suelos y aguas, (1) 
un deber cívico, propio de quien habita determinado suelo. 


d) Se trata de un enfoque ecológico, vale decir de la 
relación del hombre —ser vivo con la naturaleza, referido 
a su comportamiento con respecto a ella, en cuanto reper- 
cute sobre sus posibilidades de vida; corresponde la respon- 
sabilidad de la adecuación de la misma, a la sociedad jurí- 
dicamente organizada. De ahí que se tomé en cuenta los 
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problemas del agua también en sus aspectos nocivos, para 
evitarlos o aminorarlos. 


Enfoque que ya se encontraba en algunos arts. del C. 
Rural 1875 (v. gr. arts. 589, 605 y 612), pero que ahora se 
entiende enfoque general del Código y se señala en la preo- 
cupación de la política de aguas, integrada, realmente según 
un punto de vista ecológico, vale decir, que debe abarcar 
todos los Wecursos naturales. De ahí, por ej., la referencia 
a los suelos, junto con las aguas, como ya antes en la Ley 
de Conservación de Suelos y Agua de 1968. 


e) El sentido nacional del problema de las aguas, en 
cuanto recurso que corresponde e importa a toda la nación, 
se manifiesta en la extensión del dominio público, pero al 
mismo tiempo, en la posibilidad de su utilización por los 
hombres concretos del país; "en la limitación temporal y or- 
ganizativa de usos y concesiones; “en las suspensiones de és- 
tos y la determinación de reservas; en el otorgamiento de 
servidumbres irrestrictas cuando la necesidad general lo 
impone; etc. 


9 — El Derecho Agrario y el recurso hídrico 


a) En el problema de la relación entre Derecho Agrario 
y las aguas, cabe adoptar un criterio en el que, lo reconoce- 
mos, recaímos casi enteramente, en nuestro “Informe sobre 
Derecho de aguas en Uruguay”, presentado al ler. Congreso 
Inter - Americano de Derecho Agrario (25 - 29 octubre 1971 
- Porto Alegre, R. G. do Sul - Brasil, Publicado en “Analis 
do I Congresso Inter - Americano de D. A.” p. 47-70 y en 
“Cuestiones de D. Rural”, VI, p. 157-203). Ese criterio es el 
de considerar el recurso natural —aquí el agua— e incluir en 
una sola disciplina toda la conducta humana vinculada con 
la misma. 


Se toma, pues, la realidad natural, el agua, en el quíntuple 
plano de: a) elemento para la navegación y flotación (medio 
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para determinado tipo de transportes); b) medio de vida pa- 
ra determinadas especies vegetales y animales; aquí se asienta 
la posibilidad de una de las industrias naturales más elemen- 
tales (recoger algas y otros elementos vegetales; pesca) e 
incluso la posibilidad de realizarla en forma artificial (vive- 
ros de peces); c) factor de productividad de la tierra (in- 
dispensable para su fertilidad); d) medio indispensable para 
mantener la vida de hombres. animales y plantas (abasteci- 
miento, abrevadero, riego); e) factor de establecimientos in- 
dustriales o fabriles. 


Vale decir que el agua como tal, aunque se encuentra, 
especialmente, en la zona rural, aunque discurre por ella, sin 
cauce o en cauces naturales o artificiales, también se da, ló- 
gicamente, en la zona urbana. Y si bien es fundamental para 
las industrias agrarias, también resulta (aunque lo sea 
menos) importante para otras industrias, sin contar con ser 
de indispensable utilización para la vida. 

Doa das Ars 

b) Pero ya en fan oporunidad señalábamos que la 
distinción entre D. A. y D. de Aguas solo podría estimarse 
segura si aquél asentara su peculiaridad en la referencia a la 
tierra como factor productivo y, por ende, a las industrias na- 
turales vinculadas a ella, industrias de productos naturales 
vivientes vegetales o animales. 


Un punto de vista que no compartimos “in totum”, por 
cuanto centramos la “agrariedad”, más bien en la actividad 
humana que tiene por objetivo a la bio-naturaleza, sin per- 
juicio de considerar a la tierra, “lato sensu” y al ambiente 
natural en la que ella asume plano primario, abarcando los 
vegetales y animales que en ella se encuentran y también el 
agua que corre por la misma. Se da para el D. A., como: 


1) Medio ambiente natural en el que normalmente se 
realizan las referidas actividades socio-económicas; 
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2) Asiento de tales actividades; 


3) Factor productivo directo en las mismas, integrando 
unidad económica de producción o indirecto, en cuanto algu- 
nos de tales elementos (v. gr. vegetales) lo requieran para 
constituirse. 


El Derecho como sistema normativo de conductas socia- 
les, es eminentemente humano y, por tanto, nos resistimos 
a sectorializar uno de sus aspectos, sobre la base de un ele- 
mento natural. Es la actividad humana, la realidad humana, 
la que debe enfocarse a tales efectos. 


Por otra parte, la realidad jurídica ya constituida, parece 
resistir este enfoque (que puede calificarse de des-humanizan- 
te del Derecho), por cuanto todo un sector del Derecho Mer- 
cantil, el Derecho Marítimo o de la Navegación existe desde 
hace siglos; el Derecho Internacional reivindica su competen- 
cia sobre el Derecho del Mar y otras ramas como el Derecho 
del Trabajo y el D. Aeronáutico, también tienden a ocuparse 
de problemas de aguas. 


c) Por lo demás, no puede negarse, aún en el enfoque 
que ya no compartimos, de la distinción entre D. A. y D. de 
Aguas, el vínculo existente entre los mismos. 


El vínculo lo da, en primer término, la zona 'especial a 
la que fundamentalmente se refieren las normas sobre aguas, 
sea en su lugar de ubicación o por la repercusión que les co- 
rresponde en zonas conexas, 


En 2° lugar, hay todo un conjunto de normas que se 
refieren a las tierras y su titularidad, sea arrastradas por las 
aguas O liberadas por éstas y de las mismas (álveo, accesio- 
nes, etc). 


Por otro lado, todo el sistema de servidumbres que so- 
portan mutuamente los diversos predios, en relación a las 
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aguas, por ser éstas fundamentales para que se logre el tun- 
cionamiento de la tierra como factor de producción. 


Todo ello hace que. la relación tierra -agua sea uno de 
los aspectos a tomar en cuenta por el D. Agrario. No en bal- 
de, por lo demás, la cit. Ley 13.667 se refiere al propio tiempo 
a la conservación de suelos y aguas, en el marco de un con- 
junto de leyes para una reforma de la situación del agro 
nacional ( fertilizante - semillas - fomento forestal - conser- 
vación de suelos y aguas; no se aprobó el proyecto de refor- 
ma de las estructuras, en cuya materia rige la ley 12.1.1948, 
sobre Instituto Nacional de Colonización). 


El agua, por lo demás, influye directa y neceasriamente 
sobre el factor básico tenido en cuenta por el D. Agrario —la 
tierra— y sobre las industrias que en ella se asientan y pro- 
curan producciones vegetales y animales; la tierra, sir el 
agua, no es factor de producción, 


d) Entendemos, por tanto, que la legislación sobre 
aguas, en lo fundamental, debe ingresar en el estudio del 
D. A., por cuanto se trata de un elemento indispensable en las 
explotaciones agrarias, para hacerlas posible, en sí mismo y 
como elemento sustentador de la productividad de la tierra 
y de la subsistencia de los productos vegetales y animales que 
las industrias agrarias pretenden obtener. 


Lo cual no excluye, como se dijo, que otros settores del 
Derecho se ocupen igualmente, en lo pertinente, de las aguas 
di.e. de la conducta humano-social que la tiene por objeto 
material, medio o elemento de su utilización). 


Todos los recursos naturales renovables que utilizan las 
industrias agrarias, que son indispensables para éstas, que 
forman parte de su objeto material, entre los cuales el agua, 
quedan incluidos, a través de las conductas humano-sotiales 
que a ellas se refieren, en el Derecho Agrario. 
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CODIGO DE AGUAS 


TITULO I 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1% (Normas). — El régimen jurídico de las aguas 
en la República Oriental del Uruguay se determina: 


1%) (Código) — Por lo dispuesto en este Código. 


2°) (C. Civil) — Por lo prescripto en el Código Civil y 
disposiciones modificativas y concordantes, en cuanto no re- 
sulte expresa o tácitamente derogado por el presente cuerpo 
de normas. 


32) (Normas especiales y de Derecho Internacional) — 
Por las disposiciones contenidas en leyes especiales, en los 
Tratados en que fuere parte la República y en otras normas 
de Derecho Internacional. 


10. — Concuerda con los Proyectos I, II y I. El Pro- 
yecto VALLS refería al Código el régimen jurídico de las 
aguas en el Uruguay (a. lo.) sin otros aditamentos. 


11. — Los antecedentes. En la discusión con los repre- 
sentantes del Comando de la Armada (A. 5), éstos (integran- 
tes de las Comisiones Técnicas del Río Uruguay, Río de la 
Plata y Frente Marítimo), C/N Yamandú FLANGINI, C/F 
Hugo LLUBERAS, C/F Julio ORTIZ y C/CFéliz PITTIER), 
indican la necesidad de “excepcionar en las disposiciones de 
este Proyecto, las aguas que en la República están sujetas 
a Tratados con otros Estados... Río Uruguay, ... Río de 
la Plata, ... Frente Maritimo y todas aquéllas limítrofes con 
la R. F. del Brasil” (p. 3). El C. VEGH VILLEGAS señaló 
que “si la extracción de aguas para riegos se considera como 
una afectación del aporte cuantitativo a ríos internacionales 
y tenemos en cuenta que prácticamente todos nuestros ríos 
desembocan en el R. Uruguay, la L. Merín y el R. Yagua- 
rón, ... prácticamente todo quedaría incluido en el D. Inter- 
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nacional” (p. 13). El C/N FLANGINI aclaró que se refería 
a los problemas de contaminación, para evitar las de ríos en 
condominio con otros países, de acuerdo con las obligaciones 
asumidas al respecto por el país, en los Tratados que la for- 
mulan (idi). Aunque el C. VIANA REYES señaló que el D. 
Interno y el D. Internacional “son normas jurídicas con ám- 
bitos diferentes” y que los eventuales desacuerdos entre am- 
bos deben solucionarse “en virtud del principio de especiali- 
dad” (p. 9), lo cual estaba contemplado en el Proyecto I (“por 
las disposiciones contenidas en leyes especiales y en normas 
de derecho internacional”), se aclaró la parte final del inc. 39: 
“en los Tratados en que fuera parte la Rpca. y en las normas 
de D. Internacional”. 


BLIXEN (4. 2) indica que el Código sólo fija en parte el 
régimen de aguas, “salvo las excepciones que puedan resul- 
tar de una concreta aplicación del principio de la especiali- 
dad”; reconoce la vigencia de las normas de D. Internacional 
y reconoce que el Código no se aplica al mar territorial, sal- 
vo que otra cosa se establezca en el texto. 


A su vez, la Comisión de Constitución y Legislación in- 
tegrada (A.10), señala que frente al cuestionamiento de los 
representantes del Comando Gral. de la Armada “resolvió 
mantener el texto propuesto, sin perjuicio de introducir al- 
gunas breves enmiendas a su numeral 3%”, Se suprime el 
inc. final que se revela injustificado (“las disposiciones con- 
tenidas en este Código no comprenden al mar territorial, sal- 
vo mención expresa en contrario”). a la vez que suponía in- 
sistir en un concepto que como el mar territorial, se encuen- 
tra en proceso de intensa revisión en el área internaciona ” 
(nro. 4, p. 4). 


12. — Ley 13.667 de 18.6.1968, sobre “Conservación de (1) 
Suelos y Aguas”. 


(17) Va Von Veo 12 +. 
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TITULO 1 
CAPITULO I 


Principios Generales 
Artículo 1% Inc. 1 — (Declaración de interés nacional). 


Declárase de interés nacional promover, proteger y re- 
gular el buen uso y la conservación de los suelos y de las 
aguas, tanto superficiales como subterráneas. 


Inc. 22 — (Prevención y contralor de perjuicios). 


En consecuencia, es deber del Estado velar por prevenir 
y controlar la erosión y pérdida de los suelos, las inundacio- 
nes, la sedimentación de embalses, represas, ríos y puertos 
y cuidar el buen uso de las aguas, así como detener y recu- 
perar las dunas. 


Art. 22 Inc. 1 — (Deber de colaboración). 


Los habitantes de la República deberán colaborar con el 
Estado en la conservación y manejo de los suelos y aguas. 


Inc. 2. — (Deber de los productores en aplicación de 
técnicas en la explotación). 


Los productores rurales quedan obligados a aplicar en 
su explotación las técnicas que señale el Ministerio de Ga- 
nadería y Agricultura, para evitar la pérdida o degradación 
del suelo, o lograr su recuperación y asegurar la conservación 
de las aguas pluviales. 


Art. 22 — (Fines de la política de Aguas). 


El Estado promoverá el estudio, la conservación y el 
aprovechamientd integral simultáneo o sucesivo de las agua 
y la acción contra sus efectos nocivos. 


13. — Concuerda con Proyectos 1 - II - III y Proyecto 
VALLS; éste hablaba de “la política de agua”, su contenido, 
en tanto que el Código establece que el sujeto activo de tal 
promoción, será el Estado, con lo cual, fija el deber público e (1) 
de impulsarla, al propio tiempo que señala su contenido e * 
indica la posibilidad de que se realice efectivamente por otros 


sujetos, además de los órganos públicos- 
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14. — Ley 14.106 de 14.3.1973, en su art. 84 dispone: “La 
conclusión y actualización de todo plano, estudio, informa- 
ción, investigación, que los diversos órganos o comisiones 
aporten con relación a la Oceanografía e Hidrografía, que uni- 
da al Sub Programa 4 del Programa 3 03 “Marina - Armada 
Nacional”, se efectuará por intermedio del Comando Gral. 
de la Armada”. Dicho Sub,- Programa establece la participa- 
ción y colaboración de la Armada en los programas de desa- 
rrollo nacional, de investigación científica, objetivos y metas, 
relevamiento general del Río de la Plata, prospección de los 
recursos del área marítima, desarrollo de la cuenca «del Pla- 
ta, etc. 


Art. 32 — (El P. E. autoridad nacional de aguas. Com-., 
petencia). 


El Poder Ejecutivo es la autoridad nacional en materia 
de Aguas. En tal carácter, le compete especialmente: 


o 1°) — (Política nacional). Formular la política nacional 
de aguas y concretarla en programas correlacionados o inte- 
grados con la programación general del país y con los pro- 
gramas para regiones y sectores; 


22) — (Reservas). Decretar reservas sobre aguas de 
dominio público o privado, por períodos no mayores de dos 
años, prorogables por resolución fundada, que impidan cier- 
tos usos o la constitución de determinados derechos. Si se 
tratare de aguas fiscales, la reserva podrá decretarse por pe- 
ríodos mayores o sin fijación de término; 
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39) — (Prioridades de uso). Establecer prioridades para 
el uso del agua por regiones, cuencas o partes de ellas, asig- 
nándose la primera prioridad al abastecimiento de agua po- 
table o poblaciones; 


42) — (Suspensión de usos. Revocación de concesiones). 
Suspender el suministro de agua en los casos de sequía pre- 
vistos por los artículos 174 y 190; 


59) — (Fijación de cánones por aprovechamiento). Es- 
tablecer cánones para el aprovechamiento de aguas públicas 
destinadas a riegos, usos industriales o de otra naturaleza, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 191. 


15. — Concuerda con el Proyecto VALLES, salvo en es 
tos aspectos: 1) Se habla de “autoridad de aguas”, al margen 
del P. E.; 2) La reserva no puede exceder de 10 años; 3) De 
tasas en vez de cánones. 


16. — Los antecedentes. VALLS indica la importancia 
de las reservas, ante “aguas cuya existencia sea contingente” 
(p. 2). Igualmente señala que la orientación general es a no 
establecer fórmulas rígidas en cuanto a prioridades: se apoya 
en las Reglas de Helsinki de la Internacional Law Associa- 
tion (art, VI) que proponen que “un uso o categoría de usos 
no goza por vía de preferencia sobre otro uso o categoría 
de usos”, “la conveniencia de implantar un régimen de prio- 
ridades no desaparece por el hecho de abundar las aguas en 
el Uruguay”, a la inversa esa abundancia puede provocar usos 
que “no proporcionan el provecho social adecuado” (p. 4). 


En este artículo la Comisión Revisora (A. 7 y 8) intro- 
dujo la fundamental variante, tendiente a otorgar al P. E. 
mismo, la calidad de “autoridad de aguas” en el plano na- 
cional; la competencia que se le asigna, deriva de esa impu- 
tación básica. 


Se' discutió mucho la conveniencia de las reservas y su 
plazo (A. 4. 1). Se hizo notar que los plazos son siempre ar- 


CÓDIGO DE AGUAS CONCORDADO Y ÁNOTADO 33 


bitrarios, pero que deben contemplar, razonablemente, la fi- 
nalidad perseguida, en el caso, el enfoque nacional (o regio- 
nal) (p. 4 - 19), dado que las reservas se decretan por 
razones de interés público. Este punto de vista sostenido en 
especial por el Dr. BLIXEN y el C. COPPETTI, los llevó a 
sustentar la solución de reducir a 2 años el plazo (de 10 en 
el P. VALLS y de 5 en el Proyecto 1), manteniendo su pro- 
rrogabilidad (A. 4 - 4). 


Se mantuvo “la prioridad para el abastecimiento de agua 
potable a poblaciones”, como única fijación rígida, atento a la 
naturaleza del bien tutelado” (BLIXEN, p. 19), quedando las 
restantes sujetas a la formulación de la política de aguas, se- 
gún las regiones y las situaciones. 


Se vuelve al término tradicional de “canon” en vez de 
“tasa” del proyecto VALLS. 


El a. 4% — Proyecto I, establecía que “la autoridad de 
aguas requiera la opinión del Ministerio de Relaciones Exte- 
riores, respecto a la constitución de derechos de aguas que 
pudieran afectar a países vecinos. Si no hubiera acuerdo en- 
tre la Autoridad y dicho Ministerio, decidirá el P.E.”. 


Este art. fue objetado por los delegados del Comando Gral. 
de la Armada (A. 5), que estimaban que el Proyecto (I y II) 
no era muy preciso en cuanto al reconocimiento de las com- 
petencias y por entender que no era suficiente pedir ia opi- 
nión al M. R. E. en una materia que evidentemente, era de 
su competencia; el conflicto de competencia podía existir, 
si no se establecía la jerarquía entre las normas involucradas. 


La Comisión de Constitución acordó suprimir el referi- 
do art. 4° (A. 10 - infra, N? 5 p. 4). 


17. — Ley 13.667 de 18.6.1968. “Conservación de Suelos 
y Aguas”. Now P LL 


< 
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CAPITULO II 
Competencia 


Artículo 3° — (Competencia del Ministerio de Agricul- 
tura y Pesca). 


El Ministerio de Ganadería y Agricultura coordinará y 
dirigirá todas las actividades tendientes a lograr un manejo 
adecuado del suelo y del agua, encomendándosele a tales 
efectos: 


a) — (Investigación sobre: Clasificación de tierras y 
métodos de conservación). 


Conducir investigaciones relacionadas con la clasificación 
de las tierras, según su uso y manejo y los métodos más ade- 
cuados para la conservación del suelo y del agua; publicar 
los resultados de estos trabajos; difundir la información re- 
lacionada con los métodos más apropiados para el uso de la 
tierra y la conservación del suelo y la humedad; 


b) — (Idem: Erosión). 


Realizar estudios e investigaciones conducentes a deter- 
minar las causas físicas, sociales y económicas de la erosión 
en las diferentes zonas del país; 


c) — (Proyectos demostración de conservación). 


Programar y realizar proyectos de demostración de con- 
servación de suelos y aguas; 


d) — (Programas educacionales). 


Promover y desarrollar programas educacionales en rela- 
ción con los principios y prácticas de la conservación de sue- 
los y aguas, pudiendo para estos efectos, realizar acuerdos 
con otros Ministerios, Universidad de la República, Universi- 
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dad del Trabajo, Consejos de Enseñanza, Intendencias Muni- 
cipales, Instituto de Colonización, etc.; 


e) — (Medidas preventivas). 


Promover la adopción de medidas preventivas tendientes 
a la conservación del suelo y la humedad, tales como regu- 
lación del uso de la tierra, métodos de cultivo y uso de la 
vegetación y prohibición de ciertas prácticas y cultivos en 
determinadas áreas; 


, 


f) — (Proyectos de recuperación o conservación). 


Programar y desarrollar proyectos de recuperación o 
conservación de sutlos, en regiones determinadas, de acuerdo 
a lo dispuesto en el Capítulo III; 


g) — (Promoción y aprovechamento de aguas). 


Promover en todas las formas posibles el aprovechamien- 
to integral de las aguas superficiales y subterráneas divul- 
gando tipos económicos de estanques con destino a abreva- 
deros, sistemas convenientes de riego, ya sea privados o 
cooperativos, técnicas de saneamiento de terrenos anegadizos, 
utilizando convenienttes disposiciones de avenamiento y de- 
sagúe y prácticas culturales de conservación de humedad; 


h) — (Programa nacional de investigación y promoción 
manejo y fertilidad). 


Realizar un programa nacional de investigación y pro- 
moción en materia de manejo y fertilidad de los suelos; 


i) — (Coordinación). 


La Dirección General y la Oficina de Programación y 
Política del Ministerio de Ganadería y Agricultura, coordina- 
rán los programas de todas las dependencias del' Ministerio 
que tengan cometidos relacionados con la materia. 
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Art. 4? — (Estudio de obras de riego, drenaje y sanea- 
miento). 


En todo estudio de nuevas obras de riego, drenaje y sa- 
neamiento que realice el Ministerio de Obras Públicas, deberá 
incluirse el informe de suelos de la zona comprometida por 
las obras, preparado por el Ministerio de Ganadería y Agri- 
cultura. Este estudio incluirá: clasificación de los suelos con- 
siderando sus aptitudes y.manejo; tasas de riego; prioridad 
del proyecto; rentabilidad del mismo; posibilidades o con- 
veniencia de reestructuración de la propiedad en la zona afec- 
tada, para un mejor aprovechamiento de la obra y del servi- 
cio de la deuda por parte de los usuarios. 


Art. 52 — (Proyectos concentración parcelaria). 


En los proyectos de concentración parcelaria en zonas 
donde existen problemas de erosión y mal uso del suelo, el 
Ministerio de- Ganadería y Agricultura promoverá proyectos 
de conservación en las nuevas unidades reestructuradas. 


Art. 6% — (Deber del INC). 


El Instituto Nacional de Colonización, en el desarrollo 
de sus proyectos, deberá aplicar las normas que dicte el Mi- 
nisterio de Ganadería y Agricultura en cumplimiento de es- 
ta ley y los principios establecidos en ella, de manera que la 
conservación del suelo sea considerada al determinar el ta- 
maño de las parcelas. Deberá establecer, además, en cada ca 
so, la capacidad de uso y las medidas de manejo y conserva- 
ción del suelo. 


Art. 4% inc. 1? — (Vigilancia y regulación obras por el 
P. E. - Ecología). 


Sin perjuicio de las atribuciones que competen a otros 
organismos públicos, el Ministerio competente podrá super- 
visar, vigilar y regular, de acuerdo con los reglamentos que 
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dicte el Poder Ejecutivo, todas las actividades y obras públi 
cas o privadas relativas al estudio, captación, uso, conserva- 
ción y evacuación de las aguas, tanto del dominio público 
como del privado y podrá disponer lo pertinente para la pro- 
tección contra sus efectos nocivos, incluso los que puedan al- 
terar el equilibrio ecológico de la fauna y la flora, dañar el 
ambiente natural o modificar el régimen pluvial; 


inc. 22 — (Regulación técnica. Suspensiones o supre- 
siones). 

A tal fin establecerá las especificaciones técnicas que de- 
berán satisfacer las observaciones, mediciones, labores, obras 
y servicios: podrá someterlos a su autorización; dispondrá la 
suspensión de las actividades que infringieren aquellas nor- 
mas y ordenará la eliminación o remoción de las obras efec- 
tuadas en contravención; 


inc. 32 — (Ejecución admva). 


Si la resistencia o demora de los obligados para eliminar 
o remover las obras pusiese en peligro la vida o la salud de 
las personas, podrá el referido Ministerio hacerlo por si mis- 
mo. 


18 — Los antecedentes 


Concuerda en general, con los Proyectos. El P. 
VALLS denomina al artículo “atribuciones policiales de la 
autoridad” 


La Comisión Redactora añadió en forma expresa en los 
efectos nocivos, “los que puedan alterar el equilibrio ecoló- 
gico de la fauna y la flora, dañar el ambiente natural”, por 
su significación (BLIXEN, p. 20). 


Con respecto a la autorización, suprime el calificativo de 
“previa”, “por cuanto señala una condición que es de esencia 
en dicha clase de actos” (id.). 


38 ADOLFO GELSI BIDART 


El P. VALLS sólo se refería a la “Autoridad”, en tanto 
que los últimos Proyectos establecieron quę “sin perjuicio de 
las atribuciones que competen a otros organismos públicos ...”. 
El Proyecto revisado (P. III) sustituyó por Ministerio compe- 
tente, la mención a la autoridad, según la solución de carácter- 
general adoptada por la misma y que se recoge en el Pro- 
yecto definitivo. 


Art. 52 inc. 1? — (Fijación de dotación de aguas para 
aprovechamiento). 


El Ministerio competente fijará y ajustará la dotación 
de aguas considerando el régimen hidrológico, la capacidad de 
retención de los embalses reguladores, el volúmen disponible 
de agua y los requerimientos de cada aprovechamiento; 


inc. 22 — (Idem: máxima utilización compatible con los 
recursos hidrológicos). 


Al fijar o reajustar la capacidad de retención de dichos 
embalses, procurará establecer la máxima utilización compa- 
tible con los recursos hidrológicos del a cuenca. 


19 — Antecedentes 


El art. establece los criterios que ha de tener en cuenta 
el P. E. para fijar las dotaciones, con lo cual se pretende res- 
tringir sus facultades, que de lo contrario serían excesiva- 
mente discrecionales (BLIXEN, p. 211). 


 —A A AAA ——A A A ——— —_—_———— A — A —— e 


El P. VALLES estableció la facultad de libre disposición 
de los excedentes por la Autoridad de Aguas, lo cual no ha 
sido recogido por el Código. 


lin a A a a a 


Se discutió ampliamente, por iniciativa del C. GAGGERO E 
el problema al que se dio solución en el inc. 2%, llegándose 
a una norma que tomaba en cuenta la conveniencia de la 
máxima utilización posible, referida por el C. GAGGERO y 
la necesidad de contemplar los recursos existentes en la cuen- 


AN 
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ca, que sostuvo la C. R£dactora del P. I. (A. 4. 1), (p. 21-27). 
El Ing. SANGUINETTI indicó la necesidad de que “cada cual 
pida el máximo posible dentro de las condiciones hidrológi- 
cas” (p. 25). 


Art. 6? — (Prohibición de uso de aguas en salvaguardia 
de la salud o evitar contaminación). 


Sin perjuicio de las atribuciones que competen a otros 
organismos públicos, el Ministerio competente podrá prohi- 
bir todos o algunos usos de determinadas aguas por el lapso 
que fuere necesario, en salvaguardia de la salud pública o 
con la finalidad de impedir o prevenir la contaminación o 
el deterioro del medio ambiente, sin pagarse en estos casos 
indemnización alguna. A tales efeectos, registrará y publica- 
rá estas prohibiciones. 


20 — Antecedentes 


Se modifica el P. VALLS que limitaba el uso recreativo 
o para abastecimiento doméstico o urbano; la Autoridad indi- 
cará qué usos se prohiben; no se limita a 1 año, estándose al 
tiempo que dure la causa que origina la prohibición; se aña- 
de, como en tantos otros arts. “la contaminación o el deterioro 
del medio ambiente”. 


Se establece el registro y la publicación de tales prohi- 
biciones. 


No se abona indemnización, atento a las causas señala- 
das. Se suprime el art. 5% del P. VALLS que mencionaba la 
responsabilidad del Estado por “perjuicio: directo que cau- 
sen las restricciones que imponga (el Estado) a la propiedad 
o a los derehos adquiridos sobre las aguas”, sin perjuicio de 
la vigencia de otros arts. del Código y de los principios ge- 
nerales sobre “responsabilidad del Estado por hecho admi- 
nistrativo” (BLIXEN, p. 22). 


a 


OA 


ES A —_ a 


PA 


ID 
INVENTARIO DE LOS RECURSOS 
HIDRICOS 
Ano 
21 — El inventario necesario d~ 


e 


a) Una de las características del nuevo D. A., con su 
preocupación ecológica, es la de conocer, en cada país, los 
recursos naturales renovables con que se cuenta. Así ocurre 
en Uruguay, con el ganado, a partir de DINACOSE; con los 
bosques desde la Ley Forestal (1968); con los recursos hídri- 
cos desde el C. Ag.; algo comenzó a hacerse con la fauna 
silvestre. 


Los recursos naturales tienen la característica de ser: 
inter-dependientes (v. gr. vínculo de la tierra con el agua, 
para mantener la fertilidad de aquélla) 2)degradables e inclu- 
so perecibles y renovables, lo cual supone —en el plano juri- 
dico— la necesidad de un conjunto de normas que imperen las 
conductas necesarias para que se logre la inter-comunicación, 
se evite la degradación y desaparición y se obtenga la reno- 
vación de los mismos, en su caso (en lo relativo a los recur- 
sos hídricos, por ej., importancia de los bosques). 


b) Lo que denominamos “principio del realismo agra- 
rio” significa en su 3? acepción, que al D. A. le corresponde 
tarea normativa y de ejecución peculiar de la conservación 
de los recursos naturales renovables (agua, suelo, vegetales, 
animales) (V. GELSI “Derecho Agrario y preservación de 
recursos naturales”en “Jornadas Ibero-americanas y europeas 
de D. A.” Zaragoza - Jaca, Julio 1976, ed. Mérida - Vene- 
zuela, 1976, p. 443 y sigs. y en “Revista de Direito Civil, in- 
mobiliario, agrario e empresarial”, año 1, julio - setiembre 


las, 
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1977, p. 135 - 151, N* 10 y 20. Todavía en esta obra predo- 
minante mi punto de vista anterior, en el sentido de sepa- 
rar D. A. y D. de Aguas). 


Lo primero a' realizar, en consecuencia, es el conocimien- 
to de los recursos de que se dispone: no puede conserv 
lo que no se conoce y de ahí que el art. 7% establezca el in- 
ventario - “descripción... (que) consigna ... el detalle por- 
menorizado de los bienes ...” (COUTURE “Vocabulario Ju- 
rídico””) con toda la más adecuada individualización. No sólo 
dónde se encuentra, sino cómo es en realidad y cantidad; 
además su origen o fuentes, los modos que alcanza, etc. 


c) El Título II) contiene un solo art. sobre inventario 
y los demás acerca del Registro de derecho al uso de aguas; 
el primero es el más trascendente, por cuanto atiende al re- 
curso en sí. 


Por lo demás se complementa con los datos que los usua- 
rios deben proporcionar al Ministerio, a los efectos de actua- 
lizar los elementos del inventario ( en especial art. 13 inc. 29 


y 3% y art. 14 sobre perforación de suelos y alumbramiento 
de aguas). 


d) El inventario supone la formación de un registro 
en el que constan los recursos hídricos existentes, aunque el 
Código no lo mencione con esa denominación. Una fase de 
la característica ya señalada del derecho registral en el D. A. 
es, justamente, el registro de elementos naturales y no de 
documentos que instrumenten actos jurídicos, aunque obvia- 
mente, el registro se realiza a través de las declaraciones do- 
cumentadas pertinentes. 


22 — Registro de derechos al uso de aguas 


a) El segundo Registro (Unico así denominado). es el 
“Registro público que llevará el Ministerio competente” y en 
el cual se inscribirán los “derechos al aprovechamiento de 
aguas y álveos del dominio público o fiscal”. 


ES MEAE RS ANEIS IR. IENEI a EENE 
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y Este Registro se establece como’ integral, otorgándose un 
plazo de 5 años para inscribir los títulos constituidos: antes 
del Código. 


Para los que se constituyan en el futuro, el propio Minis- 
terio o el ente que los otorgue, los inscribirá de oficio en el 
Registro, sin perjuicio de los datos que deba proporcionar el 
interesado. 


Se inscribe toda modificación que sufran tales derechos. 


b) El registro es de naturaleza pública, tanto por el 
q —————— a aŘĖŮÁ 
órgano que lo lleva (el Ministerio competente), como por la 
publicidad propia del mismo. 


Su finalidad es clara: saber exáctamente quiénes y con 
qué alcance (a), tienen derechos (b), sobre aguas del domi- 
nio público o fiscal (objeto: se excluyen las aguas del dominio 
privado (c), - para respetar tales derechos y para que la Ad- 
ministración y los terceros (el público) conozcan qué usos 
se encuentran aún disponibles y, por ende, otorgables o no 
a terceros. 


c) Sobre el punto de si el Registro es de naturaleza 
¿constituitva owleclarativa y, por ende, de publicidad de tales 
derechos, el Código no hace una expresa determinación. 


En cuanto a los derechos anteriores que, evidentemente. 
reconoce como tales y que fueron constituidos sin el registro 
señala que, “sólo podrán ser opuestos a la administración y 
a los terceros de buena fe si fueran inscriptos en el registro... 
dentro del plazo establecido en el mismo”, o sea que solo 
pueden oponerse en el caso de no inscripción, a los terceros 
de mala fé. Durante el plazo de 5 años. para hacerlos valer 
se requiere su inscripción y transcurrido el plazo, ya nó son 
oponibles, con lo cual, si bien no puede decirse que la ins- 
cripción contribuya a su constitución o establecimiento (pues 
ya existían), no hay duda de que prácticamente carecen de 
eficacia (in-oponibilidad). 


Te e Á e 
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Lo propio cabe decir de los derechos que se constituyan 
en el futuro o de sus modificaciones, Atento a que se trata 
de derechos al uso de aguas de dominio público o fiscal, la 
no-oponibilidad funciona quitando toda eficacia al derecho, 
puesto que no puede hacerse frente al titular del dominio 
del agua. 


En resumen, entendemos que la inscripción en el Regis- 
gistro éste carece de eficacia frente a la Administración y a 
los terceros de buena fé y si bien, por ende, “esset”, práctica- 


mente, “tamquam non esset”, por su imposibilidad de ejer- 
cicio eficaz. 


23 — El Registro de Traslaciones de Dominio. 


Se complementa esta actividad registral, por la comuni- 
cación al Registro de Traslaciones de Dominio del otorga- 
miento de derechos sobre aguas del dominio público o privado 
(aquí se incluye el fiscal) que afectaren a inmuebles que ins- 
cribiese (1), su extinción (2) y las restricciones al dominio 
y servidumbres que se impusieran (3), El Registro de Tras- 
laciones de Dominio lo inscribe al margen del acta y lo hace 
constar en los certificados que expide. 


Se hace, así, la conexión entre inmuebles y las aguas que 
los afectan o que discurren por ellos. 
CODIGO DE AGUAS 
Título II 


DEL INVENTARIO Y APRECIACION DE LOS RECURSOS 
HIDRICOS Y DEL REGISTRO DE LOS DERECHOS 
AL USO DE AGUAS 


Artículo 7 — (Inventario técnico actualizado). 


El Ministerio competente llevará un inventario actuali- 
zado de los recursos hídricos del país, en el cual se registra- 


CÓDIGO DE AGUAS CONCORDADO Y ANOTADO 45 


rá su ubicación, volúmen, aforo, niveles, calidad, grado de 
aprovechamento y demás datos técnicos pertinentes. 


24 — Antecedentes 


Concuerda con el P. VALLS, pero se suprime la refe- 
rencia a las aguas “internacionales”, por no quedar incluidas 
en el régimen que prevé este Título. - VALLS calificó a este 
Inventario de “físico”; la C. Redactora le añadió algunos ele- 
mentos: “aforo, niveles”. 


Art. 82 Inc. 1° (Registro: a) de titulares de aprovecha- 
miento constituidos anteriormente. Inscripción: plazo 5 años, 
a partir de 1.3.1979). Los titulares de derechos al aprove- 
chamiento de aguas y álveos del dominio público o fiscal, 
constituidos antes de la fecha en que entrare en vigencia es- 
te Código, deberán inscribrlos en un registro público que lle- 
vará el Ministerio competente, dentro de un plazo de cinco 
años a partir de la fecha mencionada. 


inc. 22 (Datos de la inscripción). 


La inscripciión indicará el título que ampara el apro- 
vechamiento, la extensión, condiciones y duración de esos 
derechos, la fuente de aprovechamiento, el inmueble y es- 
tablecimientos beneficiados, el nombre y datos personales de 
su propietario, la ubicación, planos y proyectos de presas, 
tomas, compuertas, canales y btras obras relativas al apro- 
vechamiento y demás especificaciones que se estimaren per- 
tinentes. 


25 — Antecedentes 


Concuerda con el a. 92 P. VALLS, pero: 1) añadiendo _ 
el registro de álveos y 2) precisando que se trata de aprove- 


chamiento “del dominio público o fiscal” (no las de dominio 
Privado). 
D a Moia marque pa AAMA 
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Art. 9% Inc. 1° (Registro: b) futuro - de derechos de uso 
sobre dominio público o fiscal: Inscripción de oficio: datos 
a. 8%). Los derechos que en el futuro se constituyeren sobre 
aguas y álveos del dominio público o fiscal, serán inscriptos 
de oficio en dicho registro por el Ministerio competente, 
con anotación de las circunstancias establecidas en el artícu- 
lo anterior, en cuanto constaren en el título que ampare el 
aprovechamiento. Los titulares de tales derechos estarán oblj- 
gados a proporcionar al referido Ministerio las informaciones 
requeridas para la inscripción que no obraren en poder del 
mismo. 


inc. 22—(Datos de otros organismos públicos). 


Cuando, por disponerlo así normas especiales, los de- 
rechos a estos aprovechamientos fueren otorgados por otros 
organismos estatales, éstos deberán suministrar al Ministerio 
competente la información pertinente a los fines del registro. 


26 — Antecedentes 


Concuerda (como el a. 8%) con el a. 9 P. VALLS, pero 
estableciendo varias precisiones: 1) y 2) (supra a. 8%) 3). La 
inscripción que era por iniciativa de parte en el a. 8% (dere- 
chos anteriores), pasa a ser de oficio por el propio Ministerio, 
que es quien la otorga; si la otorga otro órgano público, co- 
munica los fatos al Mipi aaa 2 q efectos de la inscripción. 

Art. 10 — (Registro: c) o canines a. 8 y 9). Las 
modificaciones que se produjeren en los derechos a que hacen 
referencia los dos artículos precedentes deberán ser igual- 
mente registradas. ( Lan Tren L UY 


27 — Antecedentes 


Se trata de una modificación al P. VALLS, aunque po- 
día entenderse implícito en el mismo, para precisar la situa- 
ción planteada. 
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Art. 11. — (Registro: naturaleza y oponibilidad dere- 
chos). 


Inc. 19 (Derechos anteriores). 


Los derechos al aprovechamiento de aguas y álveos de 
propiedad de particulares, constituidos antes de entrar en vi- 
gencia este Código, sólo podrán ser opuestos a la administra- 
ción y a los terceros de buena fe si fueren inscriptos en el 
registro a que hace referencia el artículo 8% y dentro: del pla- 
zo establecido en el mismo, 


Inc. 22 — —(Derechos de futuro). 


Los derechos al aprovechamiento de aguas y álveos de 
propiedad particular que se constituyeren en el futuro, sólo 
serán oponibles a la administración y a los terceros de buena 
fe desde el momento en que fueren registrados. 


Inc. 32 — -—(Modificaciones). 


Los mismo será para las modificaciones que se hicieren 
en tales derechos, ( ; 
¿les 
28 — Antecedentes 


“Los arts. 9? a 12. se aplican a los titulares de derechos 
constituidos al aprovechamiento: de aguas/ Se excluye, por 
tanto, del deber de inscribir, a aquellos derechos que son 
una mera consecuencia del ejercicio del dominio sobre el 
fundo y que, por ende, para llegar a existir como tales, no 
hayan requerido actos o hechos que específicamente lo hayan 
constituido” (BLIXEN, p. 23). 


Art. 12. Inc. 129 — (Comunicación al Registro de Tras- 
laciones de Dominio de: 1) otorgamiento derechos s/aguas; 
2) extinción; 3) restricciones de dominio y servidumbres). 


pv) 
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El Ministerio competente comunicará al Registro de 
Traslaciones de Dominio todo otorgamiento de derechos so- 
bre aguas de dominio público o privado que afectaren a in- 
muebles(que inscribiere, así como su extinción y las restric- 
ci al dominio y servidumbre que se impusieren. 


Inc. 2 (Inscripción al margen del acta del Registro de 
Traslaciones de Dominio), 


El Registro de Traslaciones de Dominio registrará esas co- 
municaciones y pondrá nota marginal en el acta correspondien- 
te, la que se hará constar en los certificados que expidiere. 


29 — Antecedentes 


Concuerda con el P. VALLS - art. 10, con aclaraciones 
correspondientes a nuestro régimen, en cuanto al registro, al 
sujeto que impone las restricciones y a la afectación (positi- 
va o negativa) de inmuebles. 


Art. 13. Inc. 19 — (Restricción de derechos de usuarios: 
a) permitir observaciones y mediciones; b) suministrar in- 
formación y muestras). Los usuarios de aguas del dominio 
público o privado deberán permitir las observaciones y me- 
diciones hidrológicas, meteorológicas y demás que fueren 
pertinentes, y suministrar la información y las muestras que 
dispusiere el Ministerio competente. 


Inc. 2% (Comunicaciones anuales). 


Los titulares de derechos al aprovechamiento privativo 
de aguas públicas o fiscales deberán comunicar anualmente 
al referido Ministerio, señalando el título que los ampara: 


1%) — (Modificaciones). 


La descripción de las modificaciones introducidas en las 
obras de captación y aducción, en las áreas e instalaciones 
beneficiadas; 


2% — (Caudales usados). 


Los caudales y volúmenes usados mensualmente; 


4 


EA 


E 
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3% — (Area beneficiada y producción). 


El área efectivamente beneficiada y la producción obte- 
nida. 


30 — Antecedentes 


Concuerda con el P. VALLS (a. 11: obligaciones de los 
usuarios) con escasas modificaciones de redacción. 


Art. 14. — (Información por perforación de suelos y 
alumbramiento de aguas). 


Los que perforaren el subsuelo en ejercicio de derechos 
otorgados por este Código, por el Código de Minería o por 
cualquier otro título, deberán suministrar al Ministerio com- 
petente información sobre las aguas que alumbraren y sobre 
las formaciones geológicas que las contuvieren. 


31 — Antecedentes 


Concuerda con el P. VALLS y los Proyectos 1 - II y III. 


II) 
DOMINIO DE LAS AGUAS 


32 — El Código Rural 1875 y la relación tierra (factor 
de producción) y agua. 


a) En tres aspectos fundamentalmente, las normas del 
Código Rural 1875 sobre aguas incidían en la tierra en cuan- 
to factor de producción: el fenómeno del aluvión, en cuanto 
implica transporte de tierra; la delimitación del álveo y de- 
más aspectos de la ribera de los ríos,; los procedimentos de 
desecación, que suponen la recuperación de tierra productiva, 
con desaparición (o encauzamiento) del agua en otras direc- 
ciones. (A este último punto nos referiremos en el Cap. V). 


En los tres casos, se trata de aspectos de la tierra deter- 
minados en correlación con el agua, en la medida en que 
se influyen mutuamente. Estos temas recurren en el C. Ag., 
con soluciones a veces coincidentes y en otras radicalmente 
diversas. 


b) El álveo o cauce natural es el terreno que cubren 
las aguas “en las mayores crecidas ordinarias” si se trata de 
arroyo o río (a. 389), lagos, lagunas y charcas (a. 396); si 
se trata de aguas pluviales, el que cubren “en barrancas, ram- 
plas u otras vías naturales” (a. 385). 


r 


El dominio de los álveos se reglamente como sigue: 


(1) Privado, si atraviesan fincas de dominio privado, 
por integrar éstas (a. 387 y 390). Limitación: no pueden cons- 
truir obras que puedan hacer variar su curso natural en per- 
juicio de terceros que puedan causar grave daño a otros pro- 
pietarios públicos o privados (a. 388). En el caso de lagos, 
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lagunas y charcas, a los dueños de las fincas colindantes, en 
principio (a. 397). 


(2) Públicos, en los demás casos (aguas pluviales a. 
386); en el caso de ríos y arroyos, si son navegables o flo- 
tables y si no lo son, en caso de atravesar terrenos públicos 
(a. 392 y 391). 


Las orillas de los lagos navegables que se hallen culti- 
vadas, sólo están sujetas a servidumbre de salvamento en caso 
de naufragio y además a la de embarco, desembarco, depósito 
de barcos y demás operaciones del servicio de navegación que 
establezca la autoridad (a. 398). 


Riberas. Son riberas de los ríos navegables o flotables; 
“las fajas o zonas laterales de sus álveos que solamente son 
bañadas por las aguas en las crecidas que no causan inunda- 
ción” (a. 393). Vale decir, pues, que se trata de una parte 
del álveo, la cubierta no siempre por las aguas, sino en la épo- 
ca de sus crecidas que podríamos llamar ordinarias (las ex- 
traordinarias son las que causan inundaciones). 


Cuando se trata de río o arroyo que linde con terreno 
de propiedad pública, se considera ribera “la extensión de 150 
metros medidos desde la mayor altura que alcanzan las aguas 
en las crecientes que no causan inundación” (a. 395). Vale 
decir que en este caso, se determina incluso la extensión 
respectiva, que queda indeterminada cuando se trata de los 
terrenos de carácter privado. 


c) En cuanto a “accesorios, arrastres y sedimentos de 
las aguas”, vale decir, el agua como factor de modificaciones 
en la situación de la tierra, la reglamentación prevé lo si- 
guiente: 


Cambios de cauce. La relación entre agua y tierra desde 
el punto de vista del dominio de esta última: 


(1) Se mantiene éste, cuando se produce una inunda- 
ción accidental (a. 398). 
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(2) Si el cauce queda abandonado, pasa su dominio al 
titular del terreno (a. 400). Viceversa, cuando el río o arro- 
yo navegable o flotable varía su dirección y abre “nuevo cau- 
ce en heredad privada, este cauce entrará en el dominio pú- 
blico” (a. 401), pero volverá a recuperarlo si fuese dejado en 
seco (id.). Se permite, en tal sentido al dueño, la realización 
de obras para restituir las aguas a su cauce acostumbrado 
(a. 402). 


j 


Aluvión. Se define el aluvión: 


(1) “el acrecimiento que se fòrma sucesiva e imper- 
ceptiblemente en las orillas de un río o arroyo”. Vale decir, 
la acumulación que se produce de manera insensible y conti- 
nuada. 


(2) También recibe esta denominación, “el espacio que 
, deja el agua corriente que se retira insensiblemente de una de 
las riberas sobre la otra” (a. 404). (1) 


En ambos casos, pues, se trata de un acrecentamiento de 
la tierra, sea por vía de “traslado sucesivo e imperceptible”, 
sea por el retiro del agua de una ribera a la otra. 


La propiedad del aluvión pertenece a los fundos ribere- 
ños, dentro de sus líneas de creación, prolongadas hasta el 
agua. 


ki A ón y prescripción. Si el río arranca una parte del 
Os fundo y lo transporta a la otra ribera o hacia abajo, la tierra 
sigue siendo de su dueño, para reclamarla y transportarla. Ple Le l “|, 
Si no lo hace dentro de 1 año, “la hará suya el dueño del «in». — f 
fundo a que fue transportada” (a. 405). 


Formación de islas. Las islas que podrían denominar- 
se “impropias”, vale decir, formadas porque el río se divide 
en dos brazos y rodea al fundo 'en todo (a. 407), o en parte 
(a. 406), o bien se segrega una parte del terreno (avulsión) y 
“queda aislada en el cauce”, no varía el dominio del terreno. 


Las islas “propiamente dichas” o formadas “en el lecho 
de ríos o arroyos no navegables ni flotables”, pertenecen a los 


EN es Caw hio & Ciria (Cow a q Wa nio! 


b- Terra de Bato fonde La lye STA Alaan) 
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propietarios ribereños en proporción a sus frentes, del lado 
en que se forma; si no es de un lado solo, se traza una línea 
en medio del río y pertenece a los propietarios de ambos la- 
dos, en proporción a sus frentes. Si los rios o arroyos son 
navegables y flotables (“lo accesorio sigue a lo principal”), 
pertenecen al Estado (a. 409). 


En todos estos casos, pues, se disciplina situaciones, en 
las que el agua interviene como factor de acrecentamiento o 
modificación del terreno. 


i hol. de A En materia de dominio se sigue el modo de adquirir “ac- 

| e atea cesión”, que según el Código Civil consiste en que “el dueño] 
de una cosa viene a serlo de lo que ella produce o de lo que | 
a ella se incorpora natural o artificialmente” (a. 731). y 


El agua al retirarse y al cambiar de cauce, o al transpor- 
tar tierra, aparece como factor de “acrecentamiento” o dismi- 
nución del terreno. En el caso de avulsión, la accesión requie- 
re, además, la prescripción, para configurar la adquisición y 
correlativa pérdida de dominio. 


También se disciplinan ciertas formas de la “ocupación, 
“modo de adquirir el dominio de las cosas que pertenecen a 
nadie y cuya adquisión no es prohibida por el derecho” (a. 706 
- C. Civil). 


(1) Animales. Pueden ser recogidos y salvados por cual- 
quiera, los que fueren “arrebatados por las corrientes de aguas 
públicas” (a. 411). 


Procedimento. Presentación al Juzgado de Paz, que re- 
solverá su depósito o venta en pública subasta si no puede 
conservarse. Publicaciones invitando a deducir reclamaciones; 
no se dice por cuál período, aunque se podría pensar por 
analogía con las leyes procesales, en 1/3 del período de 6 me- 
ses. Si aparece el dueño, se le entregará; de lo contrario lo 
hace suyo el que lo salvó. 


En ambos casos con pago de los gastos ocasionados. 
(a. 411). 
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(2) Maderos, frutos, muebles y productos de la indus- 
tria. Se procede en igual forma (a. 411). 


(3) “Brozas, ramas y leñas” que floten en el agua o se 
depositen en el cauce o en terreno de dominio público: son 
del primero que las recoge (“hallazgo”, a. 717 - C. Civil). 
Si en el dominio particular o en sus riberas, del dueño de 
las fincas. 


Se exceptúan “las algas y demás vegetales, cuya propie- 
dad pertenecerá al Estado, cuando sean arrojadas a la costa 
por el movimiento de las aguas” (Ley 13.937 de 9,01.1969 
art. 314). 


(4) Arboles arrancados y transportados por el agua, per- 
tenecen al propietario del terreno, si no los reclama el dueño 
dentro de 1 mes (aquí se unen “hallazgo presunto”, una es- 
pecie diferente, en rigor de la accesión: cosa mueble o cosa 
inmueble y prescripción de 1 mes, para que el dueño del te- 
rreno se haga dueño del árbol). (a. 413). 


(5) “Los objetos sumergidos en cauces públicos” per- 
tenecen a sus dueños; si transcurre 1 año, serán de quien los 
extraiga (de nuevo: hallazgo y prescripción). 


El dueño para extraerlos podrá pedir permiso al dueño 
del terreno y si no lo acuerda, al Juzgado de Paz, previa fian- 
za (a. 414). 


33 — El Código Rural 1875 y el dominio de las aguas 


a) Conflictos. 


Hablando en términos generales, los conflictos pueden 
plantearse entre el intérés general y el particular y entonces 
se da el derecho a la expropiación por causa de utilidad pú- 
blica. (a. 383); o entre dos intereses particulares. 


En el último caso, se dispone la posibilidad de. pres- 
cripción. dE: 


L 18,257 
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Se establece el criterio con que procederán la autoridad 
administrativa y los tribunales: “conciliar prudentemente el 
interés de la agricultura o industria, con el respeto a la pro- 
piedad (de la tierra o del agua”). (a. 384). 


b) Dominio de aguas pluviales. 


Se sigue el criterio de la accesión: las aguas pluviales 
pertenecen al dueño del predio (a. 343 y 344). Este puede, 
en consecuencia, construir aljibes, cisternas, estanques o ja- 
güeyes para conservarlas, no causando perjuicio al público o 
a terceros (a. 343 y 353). 


El municipio puede conceder autorización para construir- 
los en terrenos públicos fijando las condiciones de seguridad 
para transeúntes (a. 345). 


c) Aguas vivas (manantiales y corrientes). 
(1) Criterio dominial. 


Son públicos o del dominio público las aguas: - que na- 
cen en terrenos del dominio público (accesion) - de rios o 
arroyos navegables o flotables, es decir, aquéllos en los cua- 
les la navegación o flotaqión-seá posible natural artificial- 
mente; se requiere aquí fwdeclaración constituiiv la de- 
claración del Gobierno, oyendo ar Municipio y 


ociación 
Rural; - agua corriente común de los ríos o arroyos, “en cuanto 
al uso para los primeras necesidades de la vida, si hubiera 
camino público que la haga accesible”. (a. 346). 


Esto significa, pues, desde el punto de vista práctico, que 
cualquiera puede utilizarla. 


A su vez, las aguas que nacen en un predio, pertenecen 
al dueño (sea particular o el Estado) mientras discurran en 
aquél. (a. 347: accesión). 


Cuando salen del predio, las hacen suyas los (dueños de) 
predios sucesivos por los que pasan (a. 342). 


e o OS 
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Al Municipio pertenecen las aguas halladas en trabajos 


f donde se realizan obras públicas (a. 356). 

t 

i Aguas minero-medicinales: no tienen régimen especial, 
j salvo la sujeción a los reglamentos sanitarios (a. 360). 

E Si el dueño del predio utiliza sólo una parte fraccionaria 


del agua, el remanente podrá ser utilizado por los inferiores; 
si es fraccionaria "pero determinada, continúa en épocas de 
disminución utilizando igual canttidad absoluta (a. 357). 


(2) Limitación de uso. 


El fundamental es no - desviar el cauce del agua, cuan- 
do sale del predio (a. 348 y 350). 


No puede perjudicarse el derecho del otro ribereño 
(a. 353), ni del transporte fluvial. 


(3) Prescripción. 


La prescripción en la materia es de 30 años (a. 347, 356 
y 358). El dueño puede evitar el aprovechamiento de los pre- 
[e dios inferiores, salvo prescripción (obras visibles para faci- 
litar el curso y caída de las aguas - a. 347). 


Corresponde indemnización del poblado que utiliza el agua 
de una fuente de propiedad particular, a fijarse por peritos 
(a. 350). 


d) Aguas muertas y estancadas. 


Se sigue el criterio de la accesión, según el titular de do- 
minio del terreno. Así: “los situados en terrenos de aprove- 
chamiento comunal, pertenecen a los pueblos respectivos” 
(a. 361). 


i e) Aguas subterráneas. 


(1) Accesión. En materia de dominio y en virtud del 
modo de adquirir por accesión, las aguas subterráneas per- 
tenecen al dueño del predio (a. 362), salvo en caso de con- 
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cesionarios de minas y accesorios, que “tienen la propiedad 
de las aguas halladas en sus labores, mientras conservan las 
-de sus minas respectivas” (a. 377). 


(2) Alumbramiento. 


Autorización. — Si se trata del terreno propio, no es re- 
querida: si en terrenos públicos, por el Municipio; si en éstos 
pero por medio de pozos artesianos, socavones o galerías, por 
el gobierno (a. 363 - 364). 


Condiciones técnicas. — Se establecen distancias mínimas: 
2 m. en las poblaciones y 15 m. en el campo (a. 363). Pozos 
artesianos, socavones y galerías: 40 m. de edificios, ferroca- 
rril y carreteras: 100 m. de otro alumbramiento. 


Procedimiento. — Si hay peligro de daño, se suspende- 
rán a pedido de interesados (mayoría de regantes) o por el 
Municipio (a. 366). 


Por peritos se resolverá si hay peligro inminente, con lo 
cual se cancelará la concesión. (a- 366: peritos decisores). 


Se oirá peritos sobre la indemnización para el caso de 
perjuicios que ocasione la obra. Resuelve el Municipio (a. 367). 


(3) Investigación de aguas subterráneas. 


Autorización del dueño, sea particular o el Estado (Mu- 
nicipio), (a. 368). 


Procedimiento. — Iniciativa fijando el paraje y la exten- 
sión requerida (a. 369); depósito para responder de los da- 
ños y perjuicios que se ocasionaren (a. 372). 


Se otorga la exclusividad dentro de una zona paralelo- 
grámica que no excederá de 4 hectáreas (a. 373), o mil si 
es para hacer pozos artesianos (a. 376). 


Dentro de 6 meses de autorizado el estudio, se formaliza 
la iniciativa para realizar el proyecto; publicaciones; informe 
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de los ingenieros de la D. G. de Obras Públicas; resolución 
(a. 373). 


“Terminados los trabajos de alumbramiento, se expide el 
titulo de propiedad de las aguas (a. 374). 


En el caso de pozos artesianos se conceden 6 meses para 
iniciar los trabajos (en vez de para explorar) y no se fija 
plazo para concluirlos, pero si los suspenden por 4 meses, se 
produce caducidad, salvo fuerza mayor (a. 376). 


Caduca el derecho del concesionario; no termina las obras 
en plazo; deja cegar las obras e inutilizar las aguas (a. 375). 


(4) Servidumbre. — Los concesionarios tienen para 
la aplicación de las aguas llevadas a la superficie, la s. for- 
zosa de ac. y la ocupación temporal para la construcción de 
las obras (a. 376). 


34 — El problema del dominio de las aguas 


a) El problema del dominio de las aguas, más aún que 
el de la tierra, siempre provoca dudas y vacilaciones entre 
los técnicos. Por una parte, el agua es difícil de “asir”, de 
fijar, de ahí que suele vincularse jurídica, como lo está fí- 
sicamente, con la tierra por la que discurre o a la que deli- 
mita. 


Por otra parte, se trata de un elemento indispensable, en 
forma directa, para todas las manifestaciones de la vida y 
también de las industrias del hombre, de manera peculiar con 
las agrarias, por su interconexión con la tierra en cuanto 
factor productivo. Resulta entonces fundamental el contralor 
que la sociedad jurídicamente organizada como todo, deba 
tener acerca de este elemento vital. Desde nuestro punto de 


vista, es más importante que la discusión acerca de la titu- æ 
laridad del dominio de las aguas; el criterio de funcionalidad * 


parece señalarlo así. 
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b) El C. Rural 1875, como se vió, admitía el dominio 
público, fiscal y privado; los criterios eran la accesión (aguas 
pluviales; aguas muertas o estancadas; aguas subterráneas, 
salvo alumbramiento por quien obtiene autorización al res- 
pecto); en el caso de ríos o arroyos, si son navegables o flo- 
tables son de dominio público y, en caso contrario, quedan 
sujetas a los criterizs anteriores (accesión, según el dominio 
del predio). La prescripción puede ser modo de adquirir, en- 
tre particulares. 


c) La Ley 13.737 de 9 I 1969, estableció en el art. 260. 


“Art. 260. Las aguas que satisfagan, o sean suscep- 
tibles de satisfacer las necesidades de carácter colectivo, 
son del dominio público. Los Entes responsables de aqué- 
llos Programas en los que se use el recurso agua para 
el logro de sus cometidos específicos, con excepción de 
los que se prevén en la Ley N? 13.667 de 18.VI.1968, 
deberán someterlos al dictamen previo de ura Comisión 
integrada con representantes de los organismos competen- 
tes en la materia, de acuerdo a la reglamentación que 
establezca el Poder Ejecutivo. La Comisión, en su caso, 
podrá emitir directivas o normas complementarias para 
ejecución de los mismos. 


“Igual intervención le corresponderá a la citada Co- 
misión, en cuanto a las normas que regulan las concesio- 
nes para el uso de dichos recursos para el Sector 
privado, en aquéllos casos no previstos en la legislación 
vigente”. 

A pesar de que esta situación parece más drástica que 
la del C.Rural y prácticamente integra en el dominio público 
todas las aguas del país —¿cuáles son las no susceptibles de 
satisfacer necesidades colectivas, pues aún las muertas o es- 
tancadas podrían servir, por ej., para el riego?—, no existe 
diferencia práctica con lo que disponía el C. Rural. En efecto, 
¿cuales son los ríos o arroyos mo navegables ni flotables?. 
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De todos modos, la C. Redactora entendió que esta nor- 
ma había expropiado sin indemnización aguas pertenecientes 
al dominio privado, por lo cual correspondía su derogación, 
como así se hizo por el art. 200 - C. Ag. 


d) El C. Ag. comienza por reconocer las transferencias 
que al dominio privado se hubieren efectuado hasta la vigen- 
cia del mismo (1). 


Para el futuro establece el dominio público o el fiscal 
en su caso, de todas las aguas no incorporadas al dominio 
privado (2) y declara su imprescriptibilidad y la vigencia 
del instituto expropiatorio. 


e) Sin perjuicio de lo cual se mantienen, con las escasas 
modificaciones que se indican en las anotaciones a las nor- 
mas sancionadas infra, las soluciones particulares del C. Ru- 
ral. 


(1) * Aguas pluviales - criterio de accesión. 


(2) | Aguas manantiales: accesión. Se delimita mejor a 
éstas con relación a las que forman ríos o arroyo. 


(3) Ríos o arroyos - navegables o flotables, Aoao 
público. Los que no lo sean, son utilizables por el dueño del 
predio y si son limítrofes, por ambos ribereños, sucesivamen- 
te, según su ubicación. 


(4) Lagos, lagunas, charcas y aguas embalsadas: os 
sión. 
` 
(5) Aguas subterráneas: accesión, si en terreno estatal 
o fiscal; quien las extrae, con autorización del dueño del te- 
rreno. 


f)— Se siguen similares criterios para la reglamentación 
de los álveos, procurándose conformar aquélla con la que 
corresponde a las aguas, dada su anterior accesión. 
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El punto tal vez de mayor significación y más discutido 
(v. infra) lo constituye el relativo a la delimitación del álveo 
y de la ribera, que llevó a poner el acento en el primero y 
dejar de lado a la segunda y a una remisión a las posibles 
mediciones de las estaciones hidrométricas que se establezcan. 


35 — Accesiones, arrastres y sedimentos 


a) En cuanto a las accesiones, arrastres y sedimentos que 
provocan las aguas, las soluciones del C. ag. son las del C., 
Rural 1875, con algunas modificaciones, que se indican, infra, 
en la anotación del articulado. Existe una extendida aplica- 
ción de los modos de adquirir por accesión, ocupación y 
avulsión. Salvo expresa disposición en contrario, el agua no 
produce cambios en el dominio de la tierra. 


36 — Delimitación de los derechos del dominio público 
y particular — Casuística ilustrativa 


Para aclarar mejor la delimitación, nos permitimos pre- 
sentar dos o tres situaciones alusivas a esta reglamentación, 
ilustrándola a los efectos prácticos. 


a) Declaración de navegabilidad o flotabilidad de un río 
o arroyo. 


la 
El a. 31 C. ales precisa la situación en el sentido de 
que se trata de un acto mere-declarativo y que, por ende, 
solo se da seguridad o certidumbre, con la declaración que 
ahora sólo corresponde a la ley o al Poder Ejecutivo: no se 
constiuyen derechos, sino que se reconoce su existencia. 


El C. Rural exigía la previa audiencia del Municipio (por 
ser la autoridad más cercana al lugar de los hechos) y a la 
Asociación Rural del Uruguay, en una típica representación 
legal del interés de los productores que podían verse afec- 
tados. 
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No se reitera ahora esta doble audiencia, que si bien no 


preceptiva, podría mantenerse en la práctica por su eficacia 
en ese plano. 


b) Puente realizado por terceros, en un tramo del cau- 
ce de un arroyo que deslinda dos fracciones de un predio. 


Un productor (A) linda por ei N. con los Sres. B. y C., 
sirviendo de límite el arroyo X. A su vez el Sr. B. tiene 
otra fracción de campo (Bz) situado al oeste del campo del 
Sr. A y que está separada de la fracción de C, por el N. con 
el Arroyo X. La fracción de campo B; dista unos 40 metros de 
la fracción B. El propietario de ambas ha construido un puen- 
te por el interior del cauce del Arroyo X, para unirlas. Se pre- 
gunta si está en su derecho al efectuarlo o si su acción im- 
plica invadir el derecho ajeno. 


De acuerdo con el Código de Aguas “el álveo de un río 
o arroyo es el terreno que cubre sus aguas en las crecidas 
que no causan inundación” (art. 35 inc. 1). “Los álveos de 
los ríos y arroyos no navegables ni flotables pertenecen a 
los dueños de los terrenos en que se encuentran” (art. 32 
inc. 1), salvo si se trata de río o arroyo navegable o flota- 
ble en todo o en parte, en cuyo caso corresponde “al do- 
minio público” (art. 30 inc. 1). 


En consecuencia, si el arroyo X no es navegable, pertenece 
su cauce (en la parte cuestionada), a los Sres. A y C; si 
lo es, corresponde al dominio público. 


El Sr. B, en cuanto “ribereño”, puede establecer “bar- 
cas de paso y puentes de madera u otros materiales, siempre 
que no embaracen el curso de la corriente y con sujeción 
a los reglamentos de policía y seguridad”. 


c) Alveo de río o arroyo navegable o flotable y uso de 
los médanos que quedan a continuación de las barrancas en 
las bajantes del mismo. 


El problema que planteamos puede resumirse así: los 
médanos que quedan a continuación de las barrancas por el 
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retiro de las aguas en las bajantes del río navegable o flota- 
ble,¿son de dominio público o pertenecen al propietario del 
fundo ribereño?. De la respuesta a darse, dependerá —como 
lógica consecuencia— la solución al problema secundario: ¿tie- 
ne cualquier particular derecho a extraer arena de dichos 
médano?. ¿La autoridad municipal puede otorgar permisos 
para realizar esas extracciones?. ¿Qué actitud puede asumir, 
en tal caso, el propietario ribereño?. 


Los terrenos que deja al descubierto la bajante del río 
navegable o flotable, son de dominio público. El inc. 1 del 
art. 30 declara que “inegran el dominio público, las aguas A 
de los ríos o arroyos navegables o flotables en todo o en 
parte de su curso, así como los álveos de los mismos”. 


El art. 35 dispone: “El álveo de un río o arroyo es el 
terreno que cubren sus aguas en las crecidas que no causan 
inundación”; por tanto, los médanos de que se trata en el 
presente caso, integran el cauce del río. 


Coincidentemente con los citados, el art. 59 dispone que 
“cuando un río o arroyo navegable o flotable, variando natu- 
ralmente su dirección abriera un nuevo álveo en heredad pri- 
vada, este álveo entrará en dominio público”. Vale decir: 
todo cauce de río navegable escapa a la propiedad privada 
aunque el terreno en que se forme sea de un particular. 


Viceversa: “El dueño de la heredad la recobrará siempre 
que las aguas volvieran a dejarlo en seco, ya naturalmente, ya 
virtaa. : ; Pant 
en ue de los trabajos que se mencionan en el art. siguien- 
te. Cuando el cauce deja de serlo por haber cambiado de le- 
cho el río, vuelve a ser de propiedad particular”, puesto que 
cesa el fundamento de su afectación al uso público (vincula- 

ción con el río navegable o flotable). 


El art. 62 no es aplicable en este caso. Dispone que el 
aluvión pertenece a los fundos ribereños y al dar el concepto 
de aquél dice: “Se llama aluvión”: 
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19 — “Al crecimiento que se forma sucesivamente o im- 
perceptiblemente en las orrillas de un río o arroyo” y; 


22 — Se comprende bajo el mismo nombre el espacio 
que deja el agua corriente que se retira insensiblemente de 
la ribera”. 


El primer sentido no es aplicable aquí, pues no hay acre- 
cimiento —propiamente hablando— de la orilla del río; no 
es tierra o arena que el río va agregando lentamente a dicha 
orilla, sino materia que arrastra en su propio lecho, que for- 
ma parte del mismo. 


Tampoco lo es en el segundo sentido, ya que el río no se 
retira de una ribera, sino que, en las bajantes, deja en descu- 
bierto parte de su cauce. 


Por su parte el a. 61 dispone que los álveos públicos que 
queden perfectamente en seco, pasan a integrar el dominio 
fiscal y los ribereños. Estos tienen preferencia a su adquisi- 
ción frente a terceros. 


Extracción de arena. Si, por tanto, los referidos médanos 
son del dominio público, se tratará de bienes “cuyo uso per- 
tenece a todos los habitantes del Estado” (art. 477 C. Civil); 
de consiguiente, el propietario del fundo ribereño no puede 
oponerse a la extracción de arena de los mismos. Sólo podría 
reclamar, cuando se invadiera su propiedad o de algún otro 
modo obstaculizara el goce legítimo que puede hacer de ella. 


La intervención de la autoridad departamental no corres- 
ponde en principio, por no tratarse de propiedad municipal, 
no habiendo disposición especial que tal cometido le asigne. 
En realidad y respetando lo dispuesto en el art. 479 C. C., 
todo habitante de la República tendría derecho a hacer uso 
de la arena, por estar librada al uso público; a la autoridad 
central compete reglamentar esta facultad. 


En conclusión, los médanos que quedan a continuación 
de las barrancas por el retiro de las aguas en las bajantes 
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de río “navegable o flotable”, pertenecen al dominio público, 
estando librados, en consecuencia al uso público, siempre que 
se respete, para su acceso, el dominio de los predios respec- 
tivos `y la reglamentación que dicte la autoridad competente. 


d) — Arroyo limítrofe y aguadas. 


Un campo (A) limita con otro compo (B) en una línea 
de. unos 560 mts. dividida en dos rectas, una de 40) y otra 
de 160 mts. Aunque la línea divisoria se encuentra en el cen- 
tro de una zanja, al alambrar quedó dicha zanja 400 mts. 
dentro del campo B y sólo 160 metros en el campo A. ¿Tiene 
éste derecho a reclamar una rectificación en la línea de alam- 
brado, a fin de. obtener más aguada para su campo?. 


La contestación es afirmativa, pues expresamente lo re- 
suelve el Código Rural en su art. 19, que dice así: “Cuando 
haya de cercarse una propiedad cuyo límite por algún costado, 
en todo o en parte sea arroyo débil o cañada, el cerco deberá 
hacerse en zig-zag, pasando alternativamente de uno a otro 
lado del arroyo y dejando aguada y terreno proporcional pa- 
ra ambos linderos” (inc. 1). Como en este caso, evidentemen- 
te, el campo B fue más favorecido que A en cuanto a las 
aguadas, los dueños de éste pueden solicitar una rectificación 
del: trazado. 


Si no hubiera acuerdo de partes, el conflicto deberá de- 
terminarse conforme a los arts. 1° inc. 2 y 21 del C. Rural 
y, establecida la nueva dirección del alambrado, será pru- 
dente solicitar el permiso respectivo del Municipio (art. 9). 
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CODIGO DE AGUAS 
Título UI 


DEL DOMINIO DE LAS AGUAS 


Capítulo 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


Articulo 15. — (Dominio público o fiscal de aguas y 
álweos no incorporados al patrimonio privado al 1.3.1979). 


Integran el dominio público o el fiscal, en su caso, todas 
las aguas y álveos que no estuvieren incorporados al patri- 
monio de los particulares a la fecha de vigencia de este Có- 
digo. 


37 — Soluciones diversas en cuanto al dominio de aguas. 
Antecedentes 


a) El Código Rural establecía el dominio público o pri- 
vado, según los casos: 1) — Aguas pluviales: criterio de acce- 
sión, según el titular del predio (a. 343 y 344). 2) — Aguas 
vivas (manantiales y corrientes:) a) Accésión: las que nacen 
en un predio mientras discurren en él y b) del Estado, aguas 
de rios navegables o flotables; c) uso común del agua corrien- 
te (arts. 342, 346, 347, 356; d) prescripción: 30 años (a. 347, 
356, 358). - 3) Aguas muertas o estancadas (accesión - a. 361). 
- 4) Aguas subterráneas (atcesión - a. 377). 


b) — El P. VALLS estableció la fórmula que consagra 
el Código, que “interrumpe la constitución de derechos de 
propiedad sobre ls 
ba de sus derechos a quien lo invogque ... Con ello”se perf- 
mite a la autoridad planear el manejo de las aguas y cons- 


tituir derechos administrativos sobre ellas” (p. 8). - Cita, 
conforme a Dante CAPANERA (consultor en Legislación y 
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Administración de Aguas de la FAO - Informe 1967): “previo 

! a la preparación de una ley adecuada de aguas, es necesario 
Ñ que el Gobierno decida sobre el concepto de propiedad del 
agua, es decir, si considera que los recursos hidráulicos deben 
ser declarados propiedad del Estado en su totalidad o si el 
dominio permanecerá desmembrado entre aguas públicas y 
privadas. En todos los casos, la Ley debería conferir a la Ad- 
ministración centralizada e integrada de las aguas, todos los 
todo el recurso”, (p. 8). En el mismo sentido, VALLS Infor- 
me N? 1. “Uruguay: Problemas que plantea la incorporación 
de aguas al dominio público” (Santiago 1970). 


Por nuestra parte, entendemos menos trascendente el 
problema de la titularidad de las aguas, que el otorgamiento 


al Estado de poderes y funciones necesarios para contralor ) 


efectivo del recurso, 
_€tectivo del recurso. 


c) — El ler. Congreso Inter-Americano de Derecho Agra- 
rio (25-29/X/1971 - Porto Alegre. Río Grande do Sul - R.F. 
do Brasil) - En publicación del Ministerio de Agricultura y 
del I. N. de Colonización y Reforma Agraria: “Anais do I 
Congreso .I A. de D. Agrario”. - Acta de la 1% Comisións “D. 
Agrario Vinculo de Integración”). “Parecer general de la Co- 
misión sobre D. de Aguas y Recursos Hídricos, de las tesis 
presentada por el prof. Dr. Adolfo Gelsi Bidart y Dra. Ana 
L. Delmont Juchen. Teniendo en cuenta “1° que las aguas. 
constituyen uno de los recursos naturales fundamentales para 
el desarrollo; 


22% Que en muchos países, la concentración de las aguas 
en pocas manos es tan importante como la concentración de 
la tierra; 


3? Que es necesario hacer una utilización racional de 
este recurso de manera que sea aprovechado de la manera 
más beneficiosa para los intereses de la humanidad, 


| 
| 
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La Comisión acuerda: 


“1° Reafirmar que las aguas son un bien, un patri- 
monio nacional de uso público y que, por tanto, es ne- 
cesario una planificación de su uso y, en su utilización, 


se debe dar preferencia al fin general sobre el particular. 
Inia cl 


“22 Reafirmar la necesidad de que existan órganis- 
mos administrativos del Estado de carácter nacional, que 
trabajen en forma muy relacionada con el organismo 
de planificación continental. Este organismo estatal debe 
ser el encargado, en vía de planificación integral, de otor- 
gar los derechos para uso de su control con el fin de esta- 
blecer las preferencias y de realizar todo un estudio téc- 
nico que permita un aprovechamiento más racional y 
beneficioso de los recursos hídricos. 


“go Que el Derecho de aprovechamiento sobre las 
aguas debe ser a título precario, de manera que permita 
las medidas gubernamentáles, para un uso nacional bene- 
ficioso, 


“49 Que en la utilización de las obras hidráulicas de- 
be predominar el interés general sobre el interés parti- 
cular. 


“52 Que en el plano internacional será necesario 
aplicar igual criterio que en plano nacional, en base al 
estudio conjunto y preliminar de comisiones técnicas de 
todos los países interesados. 


“6% Divulgación (de la tesis y resoluciones) a todos 
los países participantes” (p. 15). 


En dichos “Anais...”, ver: (1) Ana Leopoldina Delmont 
JUCHEN “A situacao dos recursos hídricos no Brasil” (p. 
33-38); (2) Adolfo GELSI BIDART “Informe sobre Dere- 
cho de Aguas en Uruguay” (Código Rural 1875), p. 47-70; 


70 ADOLFO GELSI BIDART 


(3) José MIS MONDARO “Las aguas del dominio público 
en la Legislación Paraguaya” (p. 82-92). 


d) En resumen el Código: (1) respeta los derechos de 
dominio constituidos anteriormente a su vigencia, sin per- 
juicio de las limitaciones y expropiaciones ulteriores; 


(2) Declara del dominio público o fiscal, según el ca- 
so, todas las aguas y álveos no incorporados al dominio pri- 
vado al 1.3.1979. 


e) La Comisión Redactora puntualiza los siguientes as- 

pectos a tomar en cuenta para fijar el alcance de las nuevas 
. normas: (1) En el P. VALLS desaparecían todas las aguas 
f fiscales, en beneficio de lo dominialidad pública, lo que no 


pareció necesario a la Comisión. ( o copete a Eo du 


(2) También se separa del P. VALLS en cuanto éste 
E y „(Q atribuía dominialidad sin expropiacióņ a los medios natura- 
E Ta > es, no sustraidos según los Códigos Civil y Rural 1875 al do- 
E minio privado. 


S (3) Aunque pueda parecer superflua la norma (si no 
A son privadas, deben ser públicas o fiscales), sin embargo re- 
E sulta conveniente, por cuanto “si ciertas aguas en el régimen 
precedente pudieron ser consideradas res nullius ó res com- 
munis, por no haber sido incorporadas a ningún patrimonio 
E privado, tendrían una de las dos calidades que en el art. se 
indica. Corresponde a la doctrina señalar, si tal era el ré- 
gimen de las aguas en la atmósfera y en que medida la pre- 
visión alcanza a las aguas subterráneas no alumbradaş y a las 
E corrientes superficiales no navegables ni flotables” (BLI- 
i XEN, p. 27). 


Art. 16. inc. 19 — (Estado o Municipios únicos titulares 
públicos). 


Las aguas del dominio público y sus álveos pertenecen 


al Estado, salvo aquéllas que, por sus características o por 
e 
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disposición de una ley, deban considerarse del dominio públi- 


co de los Municipios. 
inc. 22 — (Exclusión de las demás personas públicas). 


Las demás personas públicas quedan excluidas de la ti- 
tularidad de dichos bienes del dominio público. 


38 — ¡Antecedentes 


Sólo aparece en los Proyectos I, II y III: “No es conve- 
niente que los bienes dominiales de esta naturaleza aparez- 
can repartidos, eventualmente, entre distintas personas pú- 
blicas, pues ello atentaría contra la unidad del régimen de 
aguas. Quedan exceptuadas las aguas y álveos que, por ex- 
presa disposición legal o por sus características, integren el 
dominio público municipal” (BLIXEN, p. 228). Cfr. Informe 
definitivo N°? 6, p. 5 - A - 10). 


“La dominialidad del bien correspondiente define o re- 
suelve el régimen jurídico de su administración” (C. VIANA 
REYES, A. 10, p.- 313). 


Art. 17. — (Imprescriptibilidad). 


Las aguas y álveos fiscales no podrán ser adquiridos por 
el modo prescripción. 


39 — Finalidad 


Se “interrumpe definitivamente toda prescripción no 
consumada” (BLIXEN, p. 28). - El P. VALLS declaraba 
inalienables el dominio de aguas. P. I, II y III permitían la 
enajenación del dominio fiscal: en el Proyecto definitivo só- 
lo se habla de la imprescriptibilidad, aparentemente no para 
decretar su inalienabilidad (que hubiera requerido norma ex- 
presa), sino para dejarlos sujetos a “las normas aplicables 
para esa clase de bienes”, como decían los Proyectos ante- 
riores. 
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Art. 18. — (Expropiación: declaración de necesidad pú- 
blica). 


Declárase de necesidad o de utilidad pública la expropia- 
ción de las aguas y de sus álveos de propiedad de particula- 
res, cuando así lo requiera la ejecución de la política nacional 
de aguas, concretada en los programas a que se refiere el ar- 
tículo 3°, debidamente aprobados, o cuando ello sea necesario 
para el cumplimiento de los fines establecidos en el artícu- 
lo 2%, o para la protección del medio ambiente natural. 


40 — Alcance 


En el Proyecto definitivo (IV, aprobado), se suprime el 
inc. 2, que atribuía al P. E. la designación de los bienes a 
expropiar, como una consecuencia de la modificación relativa 
a la “autoridad de aguas”, que es ahora el P. E. por inter- 
medio del Ministerio (o los Ministerios) que corresponda. 


Capítulo II AN 
DE LAS AGUAS PLUVIALES 


Artículo 19. — (Dominio: dueño del predio - accesión). 


Pertenecen al dueño del predio las aguas pluviales que 
caen o se recogen en el mismo, mientras escurren por él. Po- 
drá, en consecuencia, construir dentro de su propiedad las 
obras necesarias para su captación, conservación y aprove- 
chamiento, conforme a los reglamentos que dicte el Poder 
Ejecutivo, y sin perjudicar a terceros. 


41 — Antecedentes 


Concuerda con el a. 343 - C. Rural y el P. VALLS, con 
algunas precisiones más: “Las obras necesarias para su cap- 
tación, conservación y aprovechamiento, conforme a los re- 
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glamentos que dicte el P. E.”. El P. VALLS - art. 18, lo 
denomina: “agua que precipita en inmuebles privados”. En 
vez de “discurran” se usa la expresión “escurren”. 


Art. 20. — (Dominio público). 


Pertenecen al dominio público las aguas pluviales que 
escurren por torrentes y ramblas cuyos cauces sean del mis- 
mo dominio. 


42. — Concuerda con el a. 344 - C. Rural, con el cam- 
bio de “escurren” en vez de “discurren”. 


Art. 21. — (Alveo: aguas pluviales). 


Alveo de las corrientes de agua pluviales es el terreno 
que éstas cubren durante sus avenidas ordinarias, en barran- 
cas, ramblas y otras vías naturales. 


43. — Concuerda con el a. 385 - C. Rural: sólo se su- 
prime después del álveo, “o cauce natural”, como decía el Có- 
digo. Según la Comisión Redactora, el primero es un término 
etimológicamente más apropiado (p. 29-30). 


Art. 22. — (Prohibición de obras que varíen el curso, en 
perjuicio de tercero o que causen grave daño). 


Los propietarios de los álveos de aguas pluviales no po- 
drán construir en ellos obras: que puedan hacer variar su 
curso natuaral en perjuicio de terceros, o cuya destrucción 
por la fuerza de las avenidas pueda causar grave daño. 


44. — Concuerda con el a. 388 - C. Rural, con supre- 
siones meramente gramaticales, sustituyendo la casuística por 
una indicación más genérica y comprensiva de todos los da- 
ños que se puedan causar. 


Art. 23. — (Anuencia del P. E. para realizar actividades 
que puedan modificar el régimen pluvial). 
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Para realizar en la atmósfera actividades susceptibles de 
modificar el régimen pluvial se requerirá la anuencia del Po- 
der Ejecutivo, además de cumplirse los requisitos que otros 
órganos públicos impongan. 


45 — Explicación y antecedentes 


Concuerda con el a. 66 - P. VALLS, cambiándose “per- 
miso”, por “anuencia”, - Dice VALLS: “No se aprecia la 
urgencia en legislar la acción del hombre sobre las aguas 
meteóricas, porque no es previsible su desarrollo inmediato 
en el país y porque la ciencia meteorológica no proporciona 
todavía, los conocimientos necesarios para hacerlo. Pero la 
magnitud de los efectos que esa actividad podría tener sobre 
personas y Cosas, aconseja supeditar su ejercicio a decisión 
de la autoridad” (p. 35; el art. lleva el “nomen juris” de “ré- 
gimen pluvial”). 


No se reproduce el a. 345 - C. Rural, que facultaba a 
los Municipios a autorizar la construcción de aljibes o cister- 
nas en terrenos públicos, facultad de uso poco frecuente y 
que, por otra parte, se mantiene, si se trata de un bien mu- 
nicipal, aún sin decirlo. 


También se suprime el a. 386 (son del dominio público 
los cauces naturales que no son del dominio privado, lo cual 
resulta ya del art. 65) y 387 (“son de propiedad privada los 
cauces naturales de agua de lluvia que atraviesan fincas de 
dominio privado”, pues “los cauces de agua de lluvia siguen 
la condición del terreno donde se encuentran”, BLIXEN, 
p. 30)). 


Capítulo III 
DE LAS AGUAS MANANTIALES 


«Artículo 24. inc. 1 — (Aguas surgentes que no forman 
río ni arroyo). 
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Las disposiciones de este Capítulo se aplican a las aguas 
que gen naturalmente a la superficie corremsin llegar 
a constituir río o arroyo, aún cuando finalmente se incorpo- 
ren a ellos. 


inc. 2 — (Formación de río o arroyo). 


Cuando las aguas manantiales llegan a constituir ríos o 
arroyos, son aplicables a todo el curso de la corriente las 
disposiciones relativas a éstos. 


46 — Noción 


Se precisa el alcance de “aguas manantiales”, en base 
a estos caracteres: (1) surgen natural o espontáneamente a 
la superficie y (2) corren, (3) sin constituir río o arroyo, 
aunque lleguen a incorporarse a ellos: si los constituyen, se 


aplica a toda la corriente, el régimen de los ríos O arroyos: 


Art. 25 inc. 1 — (Dominio público y aprovechamiento, 
e también privado, si el titular las deja correr). 


Pertenecen al dominio público las aguas manantiales que 
nacen contínua o discontínuamente en terrenos de dicho do- 
minio, aunqué salgan de ellos. Podrán, no obstante, los pro- 
pietarios de los predios por los que entraren a correr dichas 
aguas aprovecharlas, por orden sucesivo, para usos domésticos 
o productivos, mientras la autoridad titular del dominio co- 
rrespondiente las deje correr. 


inc. 2 — (Dominio privado y aprovechamiento público 
para bebida e higiene humana y bebida animal, si tiene ac- 
ceso a ella). 


Aún cuando esas aguas corran por terrenos privados, po- 
drá también cualquier persona aprovecharse de ellas para los 
firígs señalados en los numerales 1° y 2° del artículo 163, con 
tal de que haya camino público que las haga accesibles. 


-4 


47. — Concuerda con el art. 346 inc. 19 C. Rural. Se 
establece el derecho de uso de los propietarios de predios 
sucesivos por los que corran, lo cual importa “un consumo 
del líquido... una verdadera apropiación de los mismos y 
derivados o extraídos. Pero no afecta a la propiedad de las 


corrientes, pues ésta es dominio inalienable e imprescripti- 
ble” (BLIXEN, p. 32). 


El a. 349 C. Rural establecía solución similar, cuando 
las aguas corren por terrenos de dominio privado. 


Se establece expresamentee la solución que el C. Rural 
en los arts. 347 a 349 disponía para las que nacieran en te- 
rrenos fiscales o particulares. 


Art. 26. inc. 1 — (Dominio del titular del predio - ac- 
cesión). 


Las aguas manantiales que nacen contínua o discontínua- 
mente en terrenos particulares o fiscales pertenecen al dueño 
respectivo, quien podrá aprovcharse de ellas mientras escu- 
rran por su predio. 


inc. 2 — (Aprovechamiento de parte de titulares de pre- 
dios sucesivos). 


Si después de haber salido del predio de su nacimiento, 
estas aguas entran a correr por otro predio de propiedad par- 
ticular o fiscal, el dueño de éste podrá, a šu vez, usarlas y 
aprovecharlas mientras el propietario del predio donde nacen 
las aguas las deje correr; y lo mismo podrán hacer, por su 
orden, los propietarios de los terrenos en que sucesivamente 
entren las aguas que no hubieren sido aprovechadas por los 
dueños de los terrenos superiores. 


48. — Concuerda con la solución del a. 25 y con el 
C. Rural, (a. 347). 


Art. 27. inc. 1 — (Interrupción por parte del dueño del 
predio donde nace; salvo derecho adquirido). 


NO E A A O aa 
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El propietario del predio donde nace el agua, podrá, en 
cualquier momento, interrumpir o disminuir la salida de 
aquélla de su terreno, aún cuando la estuvieren utilizando los 
dueños de los terrenos inferiores; salvo que alguno o algunos 
de dichos propietarios tuviere a su favor un derecho adquirido 
mediante modo hábil. 


inc. 2 — (Prescripción: 30 años). 


La prescripción, en los casos de este artículo, no se veri- 
ficará sino por el goce no interrumpido durante treinta años, 
contados desde que el dueño del predio inferior ejecutó, en 
éste o en el predio superior, obras visibles y permanentes 
destinadas a facilitar el aprovechamiento de las aguas en su 
terreno. 


inc. 3 — (Utilización determinada por el dueño del pre- 
dio donde nace: preferencia sobre los sucesivos, en épocas 
de empobrecimiento). 


No obstante, si el dueño del predio donde nace el agua 
no aprovechare más que una parte fraccionaria, pero deter- 
minada, de sus aguas, continuará, en épocas de disminución 
o empobrecimiento de manantial, usando y disfrutando la 
misma cantidad absoluta de agua, y la merma consiguiente 
será en desventaja y perjuicio de los propietarios de los 
terrenos inferiore , cualesquiera que fueren sus títulos al dis- 


49 — Concordancia y alcance 


Concuerda, el inc. 1 con el a. 347 inc. 4; el inc. 2, id. 
inc. 5; el inc. 3 con el a. 357 inc. 2 - C. Rural. 


En resumen: 1) Las aguas pertenecen al dueño del pre- 
dio donde nacen (accesión). 2) En tanto el agua discurre a 
otros y por otros predios, éstos pueden utilizarla. 3) Pero el 
dueño del predio donde nacen mantiene su derecho preferen- 
te, pudiendo intrrumpir el descenso de las aguas. 4) En el 
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c a a) I O 
caso, de etapas de empobrecimiento, prefiere el titular del pre- 
dio donde, nacen. 5) Lá adquisición de derechos por prescrip- 
ción requiére 30 años. Según la Comisión Redactora, “en esta 
prescripción de derecho a usar de las aguas, debe verse, más 
que la adquisición de un derecho de propiedad sobre la co- 
rriente o parte de ella, la institución de un derecho real, una 
servidumbre innominada”, de acuerdo a lo establecido por el 
art. 27 inc. 2, que recoge lo establecido en el a. 357 inc. 2 del 
C. Rural: “Si se tratara de un verdadero derecho de pro- 
piedad, no se advierte la razón para que el mismo quedara 
enervado transitoriamente frente al derecho del dueño de 
la fuente en las circunstancias a que se refiere el artículo” 
(p. 34). 


Art. 28. inc 1 — (Aguas manantiales que pasan por te- 
rrenos públicos: derechos de aprovechamiento). 


Si las aguas manantiales a que se refiere el artículo 26 
pasan a correr por predios del dominio público, la autoridad 
titular de dicho dominio tendrá los mismos derechos otor- 
gados a los propietarios de los predios inferiores por el ar- 
tículo mencionado. Todos podrán, además, aprovechar dichas 
aguas para ios flnes señalados en los numerales 1? y 2° del 
artículo 163, mientras escurran por dichos predios. 


inc. 2 — (Id. incorporadas definitivamente a álveos pú- 
blicos: pasan a ser públicas) 


Si se incorporan definitivamente a álveos públicos, ad- 
quirirán desde entonces tal carácter. 


50 — Alcance 


Se aplica la misma solución que en el caso contrario 
(a. 27). con la diferencia de que el titular es un órgano pú- 
blico. 


Art. 29 inc: 1. — (Aguas excedentes y punto de salida: 
no "putden desviarse, salvo acuerdo de todos los propietarios. 
sucesivos). 
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Las aguas no aprovechadas por el dueño del predio don- 
de nacen, así como las que sobrepasen de sus aprovechamien- 
tos, saldrán del predio por el mismo punto de su cauce natural 
y acostumbrado, salvo que todos los propietarios situados 
aguas abajo consintiesen en su desviación. 


inc. 2. — (Igual solución entre los predios sucesivos). 


Lo mismo se entiende con el predio inmediatamente in- 
ferior respecto del siguiente, observándose siempre este or- 
den. 


51 — Concordancias y diferencias 


Concuerda con el a. 348 C. Rural, pero en el P. II, de 
acuerdo con una modificación sugerida por el C. COPPETTI 
(A. 4 - 3), (p. 3), se agregó “salvo que todos los propietarios 
situados aguas abajo, consintieren su desviación” (Informe Co- 
misión 11.V1.1976, p. II - A. 6), con lo cual cambia el con- 
cepto, estableciéndose una excepción (autonomía de la volun- 
tad de todos los interesados) que no estaba en el C. Rural. 


La Comisión Redactora consideraba el art. proyectado, 
como “aplicación de las normas básicas de las servidumbres 
naturales de aguas, por las cuales no se puede hacer en el 
predio superior, cosa que 'agrave la situación del predio in- 
ferior. La salida de las aguas que manan de fuente natural, 
impone una servidumbre natural o, como lo expresa la doc- * 
trina francesa antigua, una obligación que nace de la ve- 
cindad” (BLIXEN, p. 35). 


Se eliminan los arts.: a) 356 - C. Rural, que establecía 
la adquisición por prescripción del derecho de aprovechar 
indefinidamente de las aguas de cañadas y manantiales del 
dominio público. Tratándose de aguas dominiales, no era ló- 

O -pico admitir las prescripción en este caso (Cfr. Luis VARELA 
“Apuntes de Derecho ministrativo. Legislación de Aguas” 
(Montevideo, 1910), que advertía una incongruencia con él 
a. 347 inc. 5, que requería la ejecución “de trabajos vísibles 
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destinados a facilitar la caída y curso de las aguas”, en el 
caso de aguas que nacen en predios de particulares. 


b) A. 358 y 359. Preveían situaciones del dueño del 
predio, una vez transcurridos 30 años de la promulgación del 
Código, acerca de la imposibilidad de interrupción de usos y 
aprovechamientos inferiores, (BLIXEN, p. 34-35). 


En la discusión en Comisión, se aclaró difusamente, que 
se entendía necesario y conveniente, y así se hizo el agregado 
pertinente, que indica acuerdo de todos los propietarios de pre- 
dios inferiores por los que discurría el agua (A. 4 - 3), 
p. 29-35). 


Capítulo IV 


DE LOS RIOS Y ARROYOS BA RA 


Artículo 30. inc 1. — (Dominio público: ríos y arroyos 
navegables o flotables y álveos). 


Integran el dominio público las aguas de los ríos y arro- 
yos navegables o flotables en todo o parte de su curso, así 
oco los álveos de los mismos. 


inc. 2. — (Alcance). 


Se entenderán por ríos y arroyos navegables o flota- 
bles aquéllos cuya navegación o flotación sea posible natural o 
artificialmente. 


52 — Concordancia 


Concuerda con el C. Civil - a. 478, N° 32 y con el 
C. Rural, a. 346 inc. 19 (aguas), 391 (álveos), (ríos y arroyos 
no navegables ni flotables, en terreno público), 392 (álveos 
de ríos o arroyos navegables o flotables). El art 391 apli- 
caba la regla del a. 390: los álveos de todos los arroyos per- 
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tenecen a los dueños de las heredades o de los terrenos que 
atraviesan. 


El Código reúne en un solo art. lo que el C. Rural es- 
tablecía por separado. 


53 — Alcance 


La disposición es (ya era) de suma extensión: a) Na- 
vegable o flotable; esta última condición, prácticamente es 
inherente a cada río o arroyo, por cuanto, aunque puede ha- 
berse pensado en flotabilidad de cosas voluminosas (por ej.: 
troncos unidos), no lo dice la ley. - b) En todo o en parte. - 
c) Natural o artificialmente, es decir, por obra del hombre. 


Salvo en este último caso, que requiere una previa ac- 
tuación del hombre, se trata de un hecho natural pre-existente 
a cualquier declaración. - Esta tiene el carácter de mere-de- 
clarativa: no constituye derecho, sino que lo acredita o cer- 
tifica (v. infra, art. 31) 


Art. 31. inc. 1. — (Declaración por el P. E.). 


El Poder Ejecutivo declarará los ríos y arroyos que de- 
ban considerarse navegables o flotables en todo o en parte 
de su curso. 


JA 
inc. 2. — (Naturaleza mere-decldtiva). 


La declaración legal o administrativa de la nevegabilidad o 
flotabilidad de los cursos de agua no atribuye a los mismos y 
a sus álveos la calidad de bienes del dominio público, sino 
que meramente confirma su pertenecia a dicho dominio. 


54. — Concuerda con el art. 516 - C. Rural; se suprime 
el previo asesoramiento necesario de la Municipalidad (ór- 
gano público del lugar donde se encuentra el arroyo o río) y de 
la Asociación Rural del Uruguay (representativa de los pro- 
ductores); lo cual no significa que no pueda seguirse solici- 
tando, pero no en carácter preceptivo. 
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Se- establece de manera expresa, la naturaleza mere-de- 
clarativa del acto administrativo pertinente, lo cual ya surgía 
de las disposiciones precedentes. 


Art. 32. inc. 1. — (Alveos de ríos y arroyos no navega- 
bles ni flotables: dominio - accesión. - Aprovechamiento del 
agua). 


Los álveos de los ríos y arroyos no navegables ni flota- 
bles perterieten a los dueños de los" terrenos en que se en- 
cuentran. Dichos dueños podrán aprovechar las aguas del río o 

rróyo, al pasat su predio, para menesteres domésticos, 
usos productivos 'u otras finalidades lícitas, pero con sujeción 
a lo establecido en los artícuos 33 y 34. 


ins. 2. — (Uso común según camino público de acceso) 


Todos podrán además usar aquéllas aguas, de acuerdo 
con -los reglamentos, para las primeras necesidades de la vi- 
da, (Si) hubiere camino público que las hicere accesibles. 

i 


ins. 3. — (Barcas y puentes de paso, por ribereños). 


En estos ríos y arroyos podrán establecer los ribereños 


barcas de paso -y puentes de madera u otros materiales siem- 


pre que no embaracen el curso de la corriente, y por suje- 


ción a los reglamentos de policía y seguridad. 


55. — Concuerda (inc. 1) con el a. 390 - C. Rural, 
añadiéndole “ríos”. — El inc. 2 concuerda con el a. 478 inc 
59.C..Civil-y -el inc.:3-con el C. Rural a. 524, 596 y 597. 


a 


Se modificó este. último, en cuanto no se alude como en 
aquél, a las Municipalidades y los puentes referidos son los 
de madera, como en el C. Rural, y también “de otros materia- 
les siempre que no embaracen el curso de la corriente”, a 
propuesta del C. COPPETTI y redacción del Dr. BLIXEN 
i 4. 3) p. 4.- 5). 


Art. 33 — (Aprovechamiento del agua de arroyos y ríos 
no navegables ni flotables: limitaciones provenientes de:). 
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El uso.de las aguas de los ríos y arroyos a que së re- 
pere el artículo anterior estará sujeto a las limitaciones si- 
A A A AS A 


guientes: 
1° (Reglamentos P. E.). 


Las que surjan de los reglamentos sobre la materia, y 
en especial, de los que dictare el Poder Ejecutivo con la fi- 
halidad de preservar el régimen, caudal, navegabilidad o flo- 
{abilidad u otros caracteres de las corrientes del dominio 
público alimentadas por aquellas aguas. 


22 (No causar perjuicio al otro propietario ribereño). 


En el caso de corrientes ubicadas en el límite del predio, 
las que derivan de la obligación de no perjudicar al otro pro- 
pietario ribereño. 


32 (No alteración del curso y'restitución de aguas so- 
Hrantes). 


La obligación de no alterar ni desviar el curso de la co- 
rriente, y de restituir a la misma las aguas que sobraren de 
los aprovechamientos que hiciere el propietario del predio. 


56. — Concuerda, el inc, 1°, en cuanto-principio implíci- 
to o explícito, con varios arts. del C. Rural, en especial el art. 
h3, aunque referido éste a las Municipalidades, órgano públi- 
cp preferido —por su proximidad— en las referencias de los 
Códigos Rurales de 1875 y 1942; se trata ahora del P. E. 
atento a la toma de posición —racional— del Código de 
Aguas, especialmente a partir del P. III (Comisión: Revisora 
de Terminología). 


El inc. 2 — No causar daño a propietarios ribereños tie- 
ne antecedente similar en el a. 600 - C. Rural, al igual que 


el inc. 3. 


Art. 34 inc. 1. — (Aprovechamiento en orden sucesivo). 
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®©) Cuando un río o arroyo no navegable ni flotable. corra 
por terrenos pertenecientes a diferentes dueños, el uso y 
aprovechamiento se efectuará de acuerdo con un orden de 
preferencia que corrsponderá a su ubicación en el curso de 
la corriente, de modo que los propietarios de los predios infe- 
riores entrarán a disfrutar de las aguas que pasen por sus 
predios, luego de los aprovechamientos que hayan hecho los 
propietarios superiores. 


inc. 2. — (Respeto de derechos adquiridos al uso por 
el propietario de predio inferior). 


Sin embargo, los HUEVOS aprovechamientos en el predio 
superior no podrán menoscabar derechos anteriormente ad- 
quiridos al uso de esas mismas aguas por el propietario de 
un predio inferior.. 

O teje Amd gia A pa ae dl epee 
57 — Criterio y alcance 


El criterio establecido es la preferencia según la ubi- 
cación en el curso de la corriente (primero en el espacio re- 
corrido por la corriente de agua). El C. Rural a. 354 otorgaba 
preferencia al “predio atravesado por la corriente”, “sobre 
los colindantes al cauce” y ello, “en toda su longitud”. Se 
suprime esta referencia y se deja, en todos los casos, la del 
propietario del predio por el que corra el río, según la ubi- 
cación en el curso de la corriente. 


Se respetan los derechos adquiridos, según lo estable- 
cía el inc. 2 del a. 354 - C. Rural; el Proyecto 1, aclaraba “sea 
por título, sea por prescripción”, lo” cual fue suprimido en 
el definitivo Proyecto IV 


a ma 


Art. 35. inc. 1. — (Noción de álveo). 


El álveo de un río o arroyo es el terreno que cubren sus 
aguas en las crecidas que no causan inundación. 


Abr e rc 


inc. 2. — (Remisión, en caso de existir estaciones hi- 
drométricas). 
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Si existieren estaciones hidrométricas se estará a lo es- 
tablecido en el artículo siguiente. 


58 — Antecedentes - deliberación - nociones 


Esta noción es y fue, de las más discutidas en especial 
con referencia a riberas, conceptos ambos de líneas de dis- 
tinción bastante grises, en la legislación, en las ciencias hí- 
dricas y en la doctrina jurídica. 


El Código Rural, en su art. 389 disponía: “Alveo o cau- 
ce natural de un arroyo o río, es el terreno que cubren sus 
aguas en las mayores crecidas ordinarias”. Y en el art. 393 
la definición de riberas: “las fajas o zonas laterales de sus 
álveos que solamente son bañadas por las aguas en las cre- 
cidas que no causan inundación”, lo cual trae consigo la 
duda para separar las “crecidas ordinarias” de las que “no 


causan inundación” A 


La Comisión Redactora (BLIXEN, p. 42 - 43) señaló 
la dificultad y la posible coincidencia de ambas indicaciones, 
dado “que no es posible suponer para el límite del álveo una 
línea distinta de la que limita la ribera, pues el todo debe, 
en ese límite, coincidir con la parte” (cfr. E. SAYAGUES 
LASO “Tratado de Derecho Administrativo”, tomo II, p. 210). 
Transcribe las definiciones de PAULO (Dig. Lib. 43. Tít. 12. 
Ley 3, parr. 1) “Ribera se reputa a la que contiene al río 
en su máxima crecida (‘plenissimum flumen’) y la de UL- 
PIANO (éste se refiere a la inundación): “si el río inundó 
alguna tierra y no hizo álveo para sí, no se hace público lo 
que fue cubierto por el agua” (Dig. ibid. parr. 9). 


El Proyecto 1 no mantuvo la doble definición y optó 
por las mayores crecidas ordinarias, siguiendo a la Ley Espa- 
ñola de 1879. 


Entiende que la determinación de esta línea: 1) es más 
fija y segura científicamente; la del comienzo de la inunda- 
ción es difícil de determinar en el campo; 2) resulta de cri- 
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terios matemáticos; 3) ha sido aplicada en los últimos 40 
años y es la aplicada en el Decreto 19.XII.1935. 


El C. COPPETTI planteó la cuestión que se discutió 
exhaustivamente (4. 4. 3) p. 7 - 17; también, A. 5 p. 25 - 
26). Entendió poco preciso, por ambiguio, lo ordenado en este 
art.: el Ing. SANGUINETTI prefiere la redacción actual por 
continuidad histórica y porque en algunos sitios no hay es- 
taciones hidrométricas, lo cual no permite realizar medicio- 
nes. Se pensó en deferirlo al art. siguiente, que establece 
el modo de la medición, pero por último se redactó el art. tal 
como queda en el Código por tratarse de un tipo de redac- 
ción independiente de los datos que se obtendrán de las es- 
taciones hidrométricas (que pueden o no existir) 


VALLS en su Proyecto señaló que “el límite lo da el 
punto de crecida en que comienza la inundación, concepto 
de clara inteligencia, pero de difícil definición sobre el te- 
rreno”., 


El P. E. dio una amplitud nueva a la ribera (Decreto 
19.XI1.1935); el límite inferior se estableció en el nivel me- 
dio de las aguas y el superior en la medición de 2 promedios: 
el de todas las alturas que sobrepasen el promedio anterior 
“(p. 9). Luego se excluyó al Río de la Plata, por tratarse 
de crecidas que siguen el régimen marítimo (Decreto de 
17.3.1941). 


Esta fijación matemática era ilegal, según VALLS, pues 
no la.fijaba el Código. El Decreto de 30.1V.1948 y el de 
20.V.1948, crean una Comisión Honoraria para hacer un es- 
tudio sobre la fijación de las riberas de los predios colindan- 
tes con cauces públicos y la fijación del _ancho de la faja 
del dominio público en la costa del Plata y del Atlántico. 
(Proyecto de Ley 1952, aprobación de la C. de Diputados, 
pero retirado del Senado). 


Según VALLS, las definiciones del C. Rural de :álveo 
(389) y ribera (393) dan este resultado: según la primera 
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la ribera. es. parte del cauce; la 2? no reproduce de manera 
idéntica su límite. El modo de armonizarlos (“las crecidas 
ordinarias son las que no causan inundación”. a. 393) no es 
claro y subsiste la dificultad de determinar cuáles son las 
más altas crecidas ordinarias (p. 10), VALLS procuraba: so- 
lucionar el problema estableciendo: 1) que la autoridad ca- 
da 5 años mandará publicar en el D. Oficial los aforos y: 
las alturas a las que lleguen las aguas en sus más altas cre- 
cidas ordinarias; 2) las mediciones se presumirán ciertas, sal- 
vo prueba en contrario (a. 8). 


El C. COPPETTI era partidario de establecer el límite 
superior y el inferior tal como lo indicaba el Decreto de 
19.XII.1935; añadió que como están las cosas.. . “la ribera 
llegará a confundirse con el álveo en determinado momento”, 
“si se seca totalmente”, añadió el Dr BLIXEN (A. 4. 3) p. 
14); “las alturas que determina el álveo contiene parte de 
las riberas que son bañadas’ por las crecidas extraordina- 
rias” (p. 8). ` 


El Dr. BLIXEN se opuso a la fijación del límite in- 
ferior, porque no fue necesaria hastá el momento, sin que 
se plantearan problemas (lo cual fue corroborado por el Ing. Y e limbo 
SANGUINETTI, de Hidrografía, 'p. 65) y, además, porque 
plantearía inconvenientes prácticos, la solución propuesta. En fudeni 
especial en relación a las servidumbres vinculada Uher, e 
beras: “¿que pasará cuando las aguas... estén por debajo Varak l, 
del nivel inferior de la ribera?. Quedará una faja de lecho tl) 
de río que normalmente está cubierta por las -aguas, que; Muy/ dl 
queda desvestido de ellas” (p. 14) ¿cómo se aplicarían, las Cy 
servidumbres y otras normas en tal caso? K Mmd 

O 


En definitiva “se suprimió la, definición de riberas”, no 
se hizo mención del límite inferior y se dejó solamente de- 
finido el superior. (C. COPPETTI: A. 5, p- 25 - 26) A su 
vez el C. VIANA REYES indicó que como “se trata de de- 
terminar cuál es el dominio público ... lo que importa real- 
mente es el límite superior, ya que es justamente ahí donde 
la ley establece que existe dominio público” (A. 5, p. 27). 
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La Comisión de Constitución y Legislación en su Informe 
definitivo: (N? 8) reitera estas razones, para la redacción del 
art. 35, concordantes con las expresadas en las deliberaciones 

| de Comisión: 1) El antecedente del Decreto de 19. XII. 1935; 
2) Necesidad de observaciones de más de 10 años en esta- 
ciones hidrométricas que no existen “en la cantidad necesa- 
| ria, sin perjuicio de que se atengan a éstos en caso de exis- 
| tir; 3) Para determinar cuál es el dominio úblico, lo que 
| 


Í es hasta ahí,-—donde-Ja-ley-..es ce que existe domin z 
i blico. 
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Art. 36. — (Modo de realizar la determinación del álveo 
o línea superior de las. riberas de ríos o arroyos del dominio 
público o fiscal). 


: El límite del álveo o línea superior de las riberas de 
E ríos y arroyos del dominio público o fiscal, con excepción del 
i Río de la Plata, se fijará en la siguiente forma: 


1? — (Observación 12 años, nivel medio). A 


Se determinará el nivel medio de las aguas, tomando al 
efecto períodos de observación no menores de doce años. 


A 2% — (Promedio de altas aguas ordinarias). 


Se fijará el promedio de altas aguas ordinarias, que co- 
j rresponderá al promedio de todas las alturas de aguas que 
sobrepasen el nivel medio. 


A 
= 


-r 


.32 — (Promedio de alturas que sobrepasan alturas 29). 


| El promedio de todas las alturas de aguas que sobrepa- 
¡ sen la altura determinada de acuerdo con el numeral 2% co- 
l rresponderá al promedio de las crecidas extraordinarias. 


| 
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4° — (Media aritmética de 2% y 39). 
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La media aritmética de los valores obtenidos con arreglo 
a lo establecido en los numerales 2% y 3%, determinará el 
límite del álveo o línea superior de la ribera. 


59. — Concuerda con el Decreto de 19.X11,1935 que es- 
tablece como “procedimiento... para deslindar los bie- 
nes de uso público de esos ríos y arroyos a que se refieren 
el art. 478 del C. Civil y los arts. 389, 393 y 395 del C. Ru- 
ral”, (Considerando 1), de carácter “uniforme para todas las 
riberas, dado que no existe razón para someter a distinto ré- 
gimen los de los ríos y arroyos navegables o flotables y la 
costa del mar” (Considerando II), el siguiente: 


art. 1° “La La Dirección de Hidrografía deberá proceder 
a calcular el nivel medio de las aguas correspondiente a las 
estaciones hidrométricas instaladas o que en adelante se ins- 
talen, tomando al efecto períodos de observación no menores 
de 12 años (inc. 1). El nivel medio así determinado, corres- 
ponde al límite inferior de la ribera de dominio público a 
que se refieren el art. 478 del Código Civil y el art. 393 del 
C. Rural” (inc. 29), 


art. 22 “El promedio de todas las alturas de aguas que 
sobrepase el nivel medio, corresponderá al promedio de altas 
aguas ordinarias”. 


art. 3% “El promedio de todas las alturas de agua que 
sobrepase la altura que se determinará, según el art. anterior, 
corresponderá al promedio de altas aguas ordinarias”. 


art. 4% “La mediana de los valores obtenidos con arre- 
glo a lo que establecen los arts. 2% y 3%, deberá tomarse como 
altura de las mayores crecidas ordinarias, que el art. 389 - 
C. Rural fija como límite superior del cauce de dominio pú- 
blico. Este límite corresponderá al límite exterior de la ri- 
bera ensanchada a que se refiere el art. 395 del mismo Có- 
digo”. : 


art. 5% “Queda autorizada la Dirección de Hidrografía, 
para practicar, por etapas sucesivas con su personal técnico, 
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las operaciones necesarias para relacionar los "ceros de las 
distintas..escalas hidrométricas, con el cero del puerto de 
Montevideo”. i 


60 — Precisiones de la deliberación 


La discusión del art. se hizo, con el anterior 


El C. COPPETTĪI propuso (y así se resolvió) que se 
sustituyera: “la mediana de los valores obtenidos” (en el 
inc. 4%) por “la media aritmética de los valores obtenidos”, 
cancepto más preciso que el anterior. 


En la Discusión en C. E., el C. COPPETTI (p. 306). se- 
ñaló: “Los arts. 36, 37 y 38, fundamentalmente se refieren 
al problema de la delimitación de las riberas. La ribera con 
tas costas del mar es, indudablemente, el límite natural y ló- 
gico entre la tierra firme y el agua. Constituye la materializa- 
ción de la orilla, de la que depende el movimiento de las ma- 
reas líquidas que obedece, a su vez, al principio de la atrac- 
ción que ejercen el Sol y la Luna sobre nuestro planeta. 


“Las riberas de los rios interiores es también un límite, 
pero el plano que la determina no responde a un fenómeno de 
la mecánica celeste. De ahí el procedimiento para la determi- 
nación descrito en los arts. 35 y 36...” (p, 306). 


Art 37. — (Línea superior de las riberas en el Río de 
la Plata y en el Q. Atlántico). En el Río. de la Plata y en 
el Océano Atlántico, la línea superior. de la ribera será la 
que resulte del promedio de, las máximas, alturas. registradas 
cada año, durante un período no menor de veinte años. 


61. — Los antecedentes son los mismos de los art. 35 
y 36 (vide). Además A. 5 (p. 25 - 41); A. 4, 3) p. 17 - 20. 


En la Discusión en el C. E. el C. COPPETTI dio las 
explicaciones técnicas: pertinentes (p. 306 - 307) vide. 


4 
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El Informe final de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación realiza todas las puntualizationes conceptuales y 
gráficas sobre consideraciones generales, nivel medio del mar 
y linea de ribera (numeral 8. v. 2% Parte V}. 


Art 38. — (Expropiación eventual).. 

Si por aplicación de lo dispuesto en los artículos 36-y -37 
resultare que deban pasar a propiedad del Estado bienes: de 
particulares, deberá procederse a la expropiación respectiva, 


62 — Finalidad 


Se refleja la preocupación de la Comisión Redactora de 
mantener la expropiación, con el pago respectivo en caso de 
pasar bienes particulares al dominio del Estado (cfr. art. 200). 
En el P. IV (aprobado en definitiva), se suprime la parte 
final, “sin perjuicio del derecho de prescripción que pudiere 
alegar el Estado”, 


63 — Los bosques comunales del C. Rural 


El Art. 395 — C. Rural establecía:: “En los terrenos 
de propiedad pública limitados por ríos y. arroyos, se desig- 
na como riberas de éstos, la extensión de 150 mts.y; medi- 
dos desde la mayor altura que alcanzan las aguas en las cre- 
cientes que no causan inundación (inc. 1.) En las enajena- 
ciones fiscales de la fracción adyacente, se pondrá por límite 
la ribera designada (inc. 2). Si en la fracción enajenada no 
existiese camino público, impondrá en las enajenaciones la 
El P. E. determinará la forma del respectivo deslinde (in- 
ciso 4”). * E A 


-e P ` a“ r 


* Esta ‘disposición tradutía -una muy ‘laudable inquietud 
por la conservación y constitución “de montes de uso "para la 
comunidad: Conforme a las Leyes -Coloniales, el P- E. en 
1852 y 1856 había sostenido--que tos” montes”-o bosques -sil* 
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vestres eran de propiedad pública, salvo aquéllos compren- 
didos en tierras enajenadas con inclusión de aquéllos. La Co- 
misión Redactora del C. Rural 1875 se inclinó por la solución 
del Código Civil (inspirada en la legislación inaugurada, en 
España, por las Cortes de Cádiz) en el sentido de no enu- 
merar entre los bienes nacionales o fiscales a los montes sil- 
vestres. Desde el punto de vista práctico, el uso común ha- 
bía traído la ruina de muchos bosques, y la Comisión pensó 
que el propietario los cuidaría mejor. 


Por otra parte, los dueños “con egoísmo inexplicable” 
se niegan a vender o venden a altos precios, la leña reque- 
-rida por sus vecinos. 


En el Proyecto de Código Rural se estableció que los Mu- 
nicipios deben “reservar, cuando menos, en los éjidos de los 
pueblos, un área de 400 cuadras para montes y abrevaderos 
comunales”. Y añade: “Existen en los diversos departamen- 
tos, tierras fiscales limitadas por ríos y arroyos, con montes 
o bosques naturales, que pertenecen al fisco. La Administra- 
ción puede libremente extender la ribera de esos ríos y arro- 
yos en la parte que corrésponde a tierras y montes de pro- 
piedad pública, hasta la distancia más conveniente y la Co- 
misión juzga bastante la de 150 mts. desde la mayor altura 
a que llegan las crecientes ordinarias que no causan inun- 
dación”. 


La Comisión Redactora suprimió este artículo por razo- 
nes que no compartimos, atento a la necesidad de una polí- 
tica forestal en el país: “Este artículo sólo podría haber to- 
mado sentido si se hubiera destinado la faja efectivamente a 
dicho fin y si tal fin fuera prioritario. La constitución de 
montes náturales es sin duda importante, pero no puede ha- 
cerse indiscriminadamente como lo establece la disposición 
y ... el objetivo era el de proporcionar leña a los pobladores, 
lo que puede ser útil si responde a una política sistemática 
nacional en ese sentido”. Pensamos que podría haberse man- 
tenido el art., con las modernizaciones del caso, integrándo- 
lo en las previsiones de la Ley Forestal. 


CóDico DE AGUAS CONCORDADO Y ANOTADO 93 


Noto Pues AA 
DE LOS LAGOS LAGUNAS CHARCAS Y 
AGUAS EMBALSADAS 


Capítulo V 


Artículo 39. inc. 12 — (Dominio Público). 


Integran el dominio público las(águas) y Áveodae los la- 
gos, lagunas, charcas y embalses que “ocupan terrenos de 
propiedad del Estado y se alimentan con aguas públicas. 


inc. 22 — (Dominio Fiscal o privado). 


Los restantes son de propiedad fiscal o particular. según 
ocupen terrenos fiscales o particulares. 


64 — Concordancias y diferencias 


Concuerda con el art. 361 - C. Rural, añadiendo los em- 
balses (concentración artificial). Se requieren 2 condiciones, 
ara la dominialidad (pública); es decir que sean públicos, 
tanto el terreno como las aguas que las alimentan. 


Para el dominio fiscal o particular, sólo se requiere la 
> titularidad del terreno ocupado. 


Se suprime - es una de las herencias coloniales (y fa- 
vorables) que permanecieron en el Código Rural y que el nue- 
vo Código puntualmente descarta - la parte final del art. 
361 inc. 22 - C. Rural, "los situados en terrenos de aprovecha- 
miento comunal (que) pertenecen a los pueblos respectivos”. 


Art. 40. inc. 19 — (Remisión). 


Son aplicables a los lagos, lagunas y charcas las disposi- 
ciones de los arts. 35 (álveo), 36 (determinación: del álveo) 
y 38 (expropiación eventual). 


inc. 22 — (Determinación del límite del álveo en los em- 
balses). 
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En los embalses dominiales o fiscales, el Poder Ejecutivo 
determinará en cada caso, en qué forma se fijará el límite 
del álveo o línea superior de la ribera, debiendo eventual- 


mente aplicarse lo «dispuesto por el art. 38 (expropiación 
eventual). 


65 — Ratio legis 


“En estos casos (inc. 2°) la altura de las aguas no puede 
ser fijada por los criterios, que rigen para las riberas natura- 
les... fundada en los hechos de la naturaleza” (BLIXEN 
p. 45). 


Art. 41. — (Dominio privado de los dueños de fincas 
A lindantes). 


Pertenecen a los dueños de las fincas lindantes los ál- 
veos de “lós lagos, lagunas y charcas que no pertenecen al 
Estado o a algún particular. 


66 — Concuerda con el art. 397 - C. Rural, del que 
se suprimió “o, por título especial de dominio a algún par- 
ticular”. 


ra 


Capítulo VI Moks anh as Doni nato 


DE LAS AGUAS SUBTERRANEAS Y MEDICINALES 


Artículo 42. inc. 19 — (Dominio estatal, existentes en 
terrenos de dominio público o fiscal). 


| 

| 

| Las aguas subterráneas existentes o que se alumbren en 
terrenos del dominio público o fiscal son de propiedad es- 
| tatal, salvo los derechos que pudieran haberse adquirido al 
amparo de los artículos 364 y 365 del Código Rural. 


| 
: inc. 22 — (Normas aplicables). 
| 


D a 
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e E 


El uso y aprovechamiento de tales aguas -se- regirá por 
lle dispuesto en el Título VI y en los artículos siguientes de este 
Código, en lo que fuere pertinente. 


67 — Concordancias y diferencias 


El C. Rural - art. 362 otorga al dueño del predio en 
propiedad, las aguas subterráneas obtenidas por medio 
pozos ordinarios o artesianos. 


El Código de Aguas reconoce, aún en el caso de terrenos 
áblicos, los derechos adquiridos por particulares, por alum- 
hramientos realizados en los mismos, previa autorización del 
gobierno o del Municipio (arts. 364 y 365). 


Art. 43. inc. 19 — (Dominio de quien extrae las 
aguas: (1) propietario del predio donde se extrae). l 


El propietario de un predio lo será también de las águas 
ubterráneas que extrajera en el mismo con sujeción a lo 
ispuesto en los artículos 46 y siguientes de este Código. 


inc. 29 — (2) (Autorización del própietatio y del Mi- 
nisterio). 


Quien extrajere aguas subterráneas de un predio de pro- 
piedad particular con permiso de su propietario y con auto- 
rización del Ministerio competente otorgada de conformidad 
cpn las disposiciones de este Título, se hará dueño de las 
aguas extraídas, salvo que otra cosa se hubiese pactado con 
el propietario el predio. i i 


68 — 'Alcance' 


El modo de «adquisición lo da la extracción. No hay pro- 
núnciamiento sobre las aguas subterráneas, mientras forman 
dichas hapas: ¿res nullius, res publicae?. La C. Redactora 
nọ hace pronunciamiento al respecto (BLIXEN p. 47 + 48). 
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Art. 44. — (Aprovechamiento por los titulares de con- 
cesiones mineras, mientras conserven éstas). 


Los titulares de concesiones mineras podrán aprovechar 
las aguas halladas en sus labores mientras conserven la con- 
cesión respectiva. 


69 — Concuerda con el art. 377 - C. Rural salvo en 
modificaciones de redacción y con el a. 68 - Código de Mine- 
ría - El C. Rural hablaba de propiedad y el Código de Aguas 
de “aprovechamiento”. 


Art. 45. — (Licencia para perforación). ya 

Toda persona, que por cuenta propia o ajena, pretenda 
perforar el subsuelo para investigar o alumbrar aguas sub- 
terráneas deberá obtener licencia de perforador, expedida por 
el Ministerio competente conforme a las normas que éste 
estableciere. Dicho Ministerio podrá suspenderla o revocarla 
en caso de infracción a las disposiciones de este Código o a 
las normas legales o reglamentarias sobre la materia. 


70 — Concuerda con el a. 51 del P. VALLS. El C. 
Rural exigía autorización del dueño del predio o de la auto- 
ridad respectiva, si fuese en terreno del Estado o del Mu- 
nicipio (v. C. Rural arts. 368, 370, etc.). 


Art. 46. inc. 1° — (Reglamentación sobre búsqueda de 
aguas subterráneas (1). 


La búsqueda de aguas subterráneas, las perforaciones y 
excavaciones del subsuelo para su alumbramiento, la insta- 
lación de maquinarias y equipos para extraerlas y elevarlas 
y la construcción de las obras que ello requiera, estarán su- 
jetas a los reglamentos que se dicten y a las autorizaciones 
otorgadas por el Ministerio competente, cuando se trate de 
predios de propiedad particular, o a los permisos o concesio- 


nes que se otorguen, conforme a lo dispuesto en el Título VI 


cuando se trate de bienes del dominio público o fiscal. 


pc o a A "Ra aa 
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inc. 22 — (Fijación de horarios y caudales (2). 


Al reglamentar y autorizar estas actividades, podrán 
también fijarse los horarios y caudales de extracción previo 
aforo de los mismos. 


71 — Concuerda con el Código Rural (a. 364 - 379), 
ordenándose técnicamente: 1) autorizaciones, si se trata de 
terrenos particulares; 2) permisos o concesiones, si de terrenos 
públicos. El inc. 22 concuerda con el a. 47 P. VALLS. 


Art. 47. inc. 1° — (Criterios para el otorgamiento: evitar 
contaminación o perjuicio a napas o a terceros (3). E 


Para otorgar las autorizaciones y las concesiones o per- 
misos en su Caso, se cuidará que, como consecuencia de las 
obras o labores, no se produzcan contaminación o perjuicio 
a llas napas acuíferas, ni se deriven o distraigan aguas públicas 
dé su corriente natural, ni se causen daños a terceros. 


inc. 22 — (Medidas: precautorias; suspensión; cancela- 
ión o revocación). : 


Si tales hechos se produjeren, o existiere peligro de ello, 
Ministerio respectivo adoptará las medidas que estimare per- 
tinentes, de oficio o a. petición de parte interesada, y podrá 
incluso disponer la suspensión delos trabajos por el tiempo 
que fuere necesario para solucionar la situación, o aún la 
cancelación de la autorización, o la revocación del permiso 
o concesión. 


72 — Concuerda el inc. 2 con el a. 51 in fine del P. 
VALLS. Parcialmente, con el C. Rural a. 375 (caducidad por 
inhtilizar las aguas halladas); "366 (anular la concesión, por 
destrucción o merma del agua). 


Art. 48. — (Autorización: silencio administrativo como 
tátita denegación). 


Las autorizaciones para efectuar en las propiedades par- 
lares las operaciones señaladas en el artículo 46 se repu- 
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tarán tácitamente denegadas si el Ministerio competente no 
las otorgare expsesamente dentro de los plazos que fijará la 
reglamentación. 


73 — Concuerda con el a. 48 inc. b) del P. VALLS, 
pero limitándolo a la autorización: En la Constitución 1967 
art. 318, podría estimarse conforme a la misma, por cuanto el 
transcurso del plazo supone denegación; de acuerdo con el 
Acto Institucional 8, estimamos que cabe esta solución, por 
cuanto el silencio administrativo no ha sido reglamentado 
de manera uniforme (v. GELSI “Proceso y A. 1. 8” p. 140 
y 215). 


Art. 49. — (Fundos privados: no requiere autorización 
previa, excavación pozos bebida e higiene). 


En los predios privados no se requerirá autorización pa- 
ra excavar pozos ordinarios destinados solamente a dar sa- 
tisfación a las necesidades de bebida e higiene humana y be- 
bida del ganado, así como a otros usos domésticos que 
determinare la reglamentación. 


74 — Antecedentes y deliberación 


El C. Rural permitía al dueño abrir libremente pozos 
(a. 363); ahora se restringe tal facultad al caso de pozos (1) 
ordinarios, (2) destinados a satisfacer necesidades de bebida 
humana o animal e higiene humana. 


Según la C. Redactora, los “pozos ordinarios”, en la Ley 
Española de 13.6.1879 a. 20, son los realizados para usos 
domésticos; en el Código “los pozos superficiales cavados sin 
uso de máquinas”, excluyéndose “a los que deberán llamarse 
perforados” (p. 50 - 51). Entendemos que esta limitación no 
surge de la letra del Código y no puede excluirse, sin más, 
la utilización de máquinas para excavar estos. pozos. 


En la: discusión en el C. E., volvió a deliberarse exten- 
samente sobre este punto. El C. GRUSS propuso que se 
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egregara: riegos de quintas y cultivos, así como otros usos 
domésticos y productivos que determinare la reglamentación”, 
El C. VIANA REYES dijo que aunque escapaba un poco al 
espiritu original, podría establecerse. El C. COPPETTI es- 
tima que no debe introducirse la mención del riego, atento 
a que se procura hacer un relevamiento de todos los recursos 
hídricos del país (p. 308). 


Por su parte el C. GARCIA CAPURRO pidió la defini- 
ción de “pozos ordinarios”, que para él es el que se hace 
a pala y pico y no por medio de perforadora: Según el C. 
COPPETTI, la definición la da el a. 49 (“destinados sola- 
mente a dar satisfacción a las necesidades de bebida e hi- 
giene humana y bebida del ganado”). 


Según el C. VIANA REYES, pozo ordinario es lo con- 
trario a pozo perforado y se remite a los arts. 45 y 46. Si el 
pozo ordinario tiene caudal suficiente para el riego de huer- 
tos y quintas, rige la disposición del a. 49. 


El C. GARCIA CAPURRO creía que debía fijarse el cri- 
terio según el caudal de los pozos y su rendimiento (a. 310) 
pero esto no prosperó (p. 310 - 312). 


Art. 50. — (Normas sanitarias y demás vigentes). 


Cuando se tratare de extavar pozos ordinarios en zonas 
* urbanas, suburbanas y rurales deberán ajústarse a las'nor- 
mas vigentes, “sanitarias o de otro orden. 


75 — Remisión y razones 


El Código se remite a las reglamentaciones que existan, 
las que deberán aplicarse en las excavacions de pozos ordi. 
narios.: Concuerda, genéricamente, con el a. 49 P. VALLS. 


La redacción es del P. II, habiéndose suprimido las re- 
glas sobre distancias que preveía el P. I. que en este punto 
seguía la orientación del C. Rural, a. 363. 
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Se llegó a tal solución después de múltiples discusiones 
en cuanto al límite de las distancias (siempre arbitrarias: 2, 
03,04...) y a la inconveniencia de establecerlas de ma- 
nera rígida en la ley dejando la solución del problema a la 
reglamentación que se dictara, por tratarse de detalles y por- 
que aquéllas pueden tomar mejor en cuenta las convenien- 
cias según las circunstancias de la realidad. (Ver A. 9. 3) p. 
24 - 33) y 4), p. 11 - 16). 


Art. 51. — (Reglamentación por el P. E.: (4) de dis- 
tancias para realizar pozos artesianos y galerías). 


El Poder Ejecutivo reglamentará las distancias mínimas 
que deberán guardarse para ejecutar nuevos pozos artesianos, 
socavones o galerías, teniendo en cuenta la zona en que se 
practicaren, la naturaleza de los terrenos y las limitaciones 
establecidas en el artículo 47, y en leyes especiales., 


76 — Concuerda con los arts. 362 y 367 C. Rural ge- 
néricamente, y con el a. 49 P. VALLES. 


Art. 52. inc. 1% — (Concesiones y permisos de explora- 
ciones: indicaciones). 


Las solicitudes para ejecución de calicatas o exploracio- 
nes en busca de aguas subterráneas, en terrenos públicos o 
fiscales, deberán indicar la ubicación y la extensión del pre- 
dio en donde se ejecutarán aquéllas, la ubicación de los edi- 
ficios de predios colindantes, los puntos en que serán prac- 
ticadas y el destino que se dará a las aguas que se extraje- 
ren. Deberá hacerse constar asimismo, que las operaciones 
no infringen lo dispuesto en los artículos precedentes. 


inc. 22 — (Otorgamiento por el Ministerio). 
El ma competente otorgará el permiso o concesión 


que correspondiere de acuerdo con lo dispuesto en el Titu- 
lo VI. 
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inc. 3? — (Autorización en terrenos particulares: indi- 
caciones y conformidad propietario predio). 


Cuando las solicitudes tuvieren por objeto la ejecución 
de calicatas o exploraciones en propiedades particulares, ade- 
más de las indicaciones precedentes, se deberá hacer constar 
fehacientemente la conformidad del propietario del predio, 
si no fuese él quien solicitare la autorización. 


77 — Concuerda parcialmente con el a. 369 - C. Rural; 
éste no se refería al caso de efectuarse en terrenos particu- 
lares. 


Art. 53. inc. 1? — (Ejecución de calicatas: demarcación 
y extensión de la zona). 


Cuando se autorizare la ejecución de calicatas, se demarca- 
rá una zona de forma poligonal, preferentemente rectangular, 
dentro de la cual nadie podrá hacer iguales exploraciones. La 
dimensión de esta zona dependerá de la constitución y cir- 
cunstancias del terreno, pero nunca excederá de veinte hec- 
táreas. 


inc. 22 — (Autorizaciones, permisos o concesiones para 
hacer pozos). 


Una misma persona podrá obtener, a la vez o sucesiva- 
mente, autorizaciones, permisos o concesiones para diversas 
zonas, cumpliendo, respecto de cada una, con las condiciones 
estipuladas en este Capítulo. 


78 — Concuerda con el a. 372 - C. Rural, con leves 
variantes de redacción. 


Art. 54. — (Reglamentación: (5) Plazos de caducidad 
por inacción en búsqueda, alumbramiento y uso). 


La reglamentación fijará los plazos en que caducarán las 
autorizaciones, permisos o concesiones para búsqueda, alum- 
bramiento y uso de aguas subterráneas por inacción de ios 
interesados. 


102 ADOLFO GELSI BIDART 


79 — Concuerda, genéricamente con el C. Rural, con 
la diferencia de que el Código de Aguas remite la solución 
a normas reglamentarias, en tanto que el C. Rural las fijaba 
en los arts. 375 y 376; todo sin perjuicio de normas sobre ex- 
tensión de permisos y concesiones. 


Art. 55. — (Remisión). 


Serán aplicables a las aguas alumbradas, las disposiciones 
de los arts. 25 (pertenecen al dominio público si nacen en te- 
rrenos del mismo, sin perjuicio del aprovechamiento por los 
terrenos donde corren), 26 (idem, pero al dominio fiscal o 
particular, en iguales circunstancias) y 27 (interrupción por 
el dueño del predio donde nacen; prescripción). 


80 — Antecedentes 


La Comisión Redactora precisa que esta aplicación es 
'secundum quid”, por cuanto “en algunos casos la disposición 
del art. 27 no será aplicable, pues el título convencional o 
testamentario que pueda otorgar el propietario de la fuente 
a favor de un usuario inferior (a. 27) no lo podrá otorgar 
un permisario o un concesionario, cuyos derechos al agua es- 
tán regulados en el Título TV. Por eso la remisión a dichos 
arts. en cuanto fueren aplicables” (pero —añadimos— ésto no 
lo dice). 


Concuerda, en general, con los arts. 381 y 382 - C. Rural 
al menos, en cuanto al enfoque. 


Artículo 56. Inc. 1. (Noción de aguas mineralizadas o 
medicinales). Se consideran aguas medicinales o mineraliza- 
das, según los casos, aquellas que, por su temperatura, ca- 
racterísticas físicas o composición química, sean susceptibles 
de aplicación terapéutica o dietética en relación con la sa- 
lud humana. 


Inc. 2. (Competencia del MSP). Compete al Ministe- 
rio de Salud Pública señalar, genéricamente o en cáda caso, 
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las aguas que pertenezcan a estas categorías, y determinar 
la naturaleza de sus aplicaciones, y si su uso requiere o no 
vigilancia médica. 


Inc. 3. (Opción del MSP en todos los casos. Remisión 
a normas sobre aguas manantiales, subterráneas o ríos y arro- 
yos). Regirán para estas aguas las normas relativas a aguas 
manantiales, subterráneas o de ríos o arroyos, según sea el 
caso; pero, para su aprovechamiento en cuanto tales, deberá 
recabarse la opinión del citado Ministerio, previamente al 
otorgamiento de la autorización, permiso o concesión. 


do 


81 — Concuerda con el art. 56 - P. VALLS, modificán- 
dolo en lo siguiente: a) Características físicas o composición 
química, en vez de “composición física o química”. b) Se 
señala expresamente al MSP que es la autoridad sanitaria. 
c) En vez de remisión a normas sobre concesión o permiso, 
la remisión es, según los casos a las reglas sobre aguas ma- 
nantiales, subterráneas o de ríos y arroyos. 


82 — La Ley 13.667 de 18.V1.1968 contiene el siguiente: 


(ALa 15.239 Aaye Aa No: de O) 


TITULO II 
ALUMBRAMIENTO DE AGUA SUBTERRANEA 


Artículo 23. (Fondo de Seguro de Alumbramiento de 
Agua Subterránea). Créase un “Fondo de Seguro de Alum- 
bramiento de Agua Subterránea”, destinado a indemnizar par- 
cialmente a los productores rurales que —amparándose en 
esta ley— efectúan inversiones en la ejecución de perforacio- 
nes destinadas a alumbrar agua subterránea para usos agro- 
pecuarios, sin alcanzar resultados favorables. 


Art. 24. Inc. 1° - (Recursos). El Fondo que se crea por 
el artículo anterior, estará integrado por: 


a) (Presupuesto). — Las sumas que establezca la ley, o 
determine el Poder Ejecutivo con cargo a partidas autorizadas 
para fines de desarrollo agropecuario. 


CEA 


Md i N 


h 


AS 


-ə1 əs ənb e Aen3n1(] Top 091801095) omyysuj qəp 23WIOJUI [9 
IS '(OJUSTWIRBIQUIN[Y əp 0INS98S AP OTUSAUON) “2 “UY 


*3JUe3rorTos Te ered esolauo aJUSUIBAISIDX9 IB][NSOI ap 
-ənd exqo 8] anb o “so[qeioAe] uos OU SEoISO[OIPTY SAUOTITPUOD 
se] 2nb e1e]ms91 ews e] ap oprni e opuena oged a3s9 əp atul 
-IXa Bapod sengy Á Sojang ap uşppəsq e] íesneo sp uorsoid 
-XƏ UJS “SOPRuorsedo SoJseg So] osea [a Ua opueuoqe “uorjsoS ns 
əp I13sIsop eIpod opesaa1a3ul 1H *(OJUSTUNISISIC) - og “SU 


“epuienba1 peprues e] us esuetioyqns enge 1e1quin]e sp 
sepeptriqisod Ser opuetroalde ‘euoz e] 9p OJUSTUNIDOUODII [e ep 
-3001d anb ered Aengni() 19p oId01095) 0391354] [8 Opriruel 
elas senSy Á so[ang ep uọpəəIq Y] SP SULIOJUT q4 “ueIesead 
-Xə ənb SIPEPpIs2I3U SE] sqn ered epriienbas enge op peprjueo 
e] 91qos Ojusrulelosase 'emppnonSy Á eliapeuer) ap OrIo3sTu 
-IW Tep sengy Á sojang ap UQI00aII([ Y] Y 1epprnos ugIəqəp 
Ka] esa 10d ejue¡dul əs ənb usuS9l [e osiedode us sopeselo) 
-UI SOT *(OJUSTuIeJOs9se SP POyroros) - əf “9UI “92 “YY 


"01N313 əzuəs 
-21d təp uọpesjde e] Sp səzuəruəsoId sos.1mo91 sor Sopo} 938187 
-Isod9p UBISq9p [eno e] ua ‘Aengniın [9p 09130109) 03n3195U] 
[op Uspio e] e *éauRIiejqng en3y ap OJUSTUIBIquIniy ep ol 
-n398 9P OPUO Y - [EUPEN oJosa,, epeuruousp ‘Lengnan qəp 
[ejuatIOg eonqudoy e] sp o9ueg pe us peradsa ezusno eun ap 
elnylade e] asezliopny *(eoday ‘oog ejuang) “cz “uy 


:£en$n1(] [ep 09 
-130109£) 03M313SUT [Sp 03.189 e B.I8]59 OPUOJ 9359 Əp UQIORAJSIU 
-upy 81] ‘(091801099 “1 [a 10d UQTORIISIUTUIPY) - og ‘our 


*£enSn1f] Top 09130[09£) oyysug [ep au 
-10JUY OtABId oappmoəalg Iəpoq 19 10d opefrg eos ewad e] ap 0) 
-UOU [H 'O110338]S138s Opey[nsa1 uod sauotoelojtad usjnosle ‘Ləl 
ajuesaid e] 10d eso əs anb usurdal te opiBooe əsopuşjqey ‘anb 
SOPpes3193u1 SO] uBIeuoqe anb eunid eun — (seumig) (q 


L4vdig IST) OXTIOAY pOT 


Din 


mm 


A 


T 


CópIco DE AGUAS CONCORDADO Y ANOTADO 105 


fiere el artículo anterior, fuera satisfactorio, o si el interesado 
reduce sus aspiraciones a las posibilidades indicadas por el Ins- 
tituto Geológico del Uruguay, suscribirá, en caso de acogerse 
al régimen del “Seguro de Alumbramiento de Agua”, un con- 
venio sobre las siguientes bases: 


a) (Aprobación I. Geológico). — El interesado podrá 
contratar la ejecución de la perforación con el Instituto Geoló- 
gico del Uruguay o con la empresa que considere conveniente, 
pero en el último caso el contrato deberá ser aprobado por el 
Instituto Geológico del Uruguay, el que tendrá a su cargo la 
fiscalización del emplazamiento elegido para la perforación, el 
contralor de su ejecución y el del aforo de caudal correspon- 
diente. 


(Garantías). — El Poder Ejecutivo, al reglamentar la 
ley, determinará qué garantías deberán prestar las empresas 
del estricto cumplimiento de sus obligaciones. 


b) (Indemnización por resultados no favorables). — Si 
la perforación no alcanzara resultado favorable, el interesado 
percibirá una indemnización equivalente al 75 % (setenta y 
cinco por ciento) del importe del trabajo realizado, incluida 
la prima a que hace referencia el apartado c). 


(Noción). — Se considerará.que una perforación no ha 
dado resultado favorable cuando el caudal alumbrado, dentro 
de la profundidad fijada por el Instituto Geológico del Uru- 
guay, no alcance al 50 % (cincuenta por ciento) del caudal 
previsto por dicho organismo. 


c) (Primas). — A fin de integrar el “Fondo de Seguro 
de Alumbramiento de Agua Subterránea”, los interesados de-" 
berán verter a dicho Fondo, previamente a la ejecución de los 
trabajos, la prima a que hace referencia el Inciso b) del ar- 
tículo 24. 


Art. 28. (Arrendatario y Propietario). En caso de que 
la obra haya sido realizada por cuenuta del arrendatario o 
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por inundaciones accidentales, Aquí el agua no puede actuar 
como factor de modificación en la situación ¡jurídica de la 
tierra; lo transitorio de la modificación, su accidentalidad, así 
lo justifica. 


Art. 58. Inc. 19 - (Alveos secos por cambio natural del 
curso de aguas; se mantiene la propiedad del dueño del terre- 
no). Los álveos de ríos y arroyos que quedaren permanente- 
mente en seco de orilla a orilla, por variar naturalmente el 
curso de las aguas, pertenecerán a los dueños de los terrenos 
que atravesaba la corriente en toda la longitud respectiva. 


Inc. 2° - (Idem entre predios de diferente dueño: equi- 
distancia de la divisoria). Si dichos álveos separaban here- 
dades de distintos dueños, la línea divisoria correrá equidis- 
tante de unas y otras. 


Inc. 39 (Franjas laterales en seco: en proporción a los 
frentes). Si lo que quedare en seco fueren franjas laterales, 
se estará a lo dispuesto en el artículo 62 para el caso de alu- 
vión. 


85 — Antecedentes 
El Inc. 19 y el 22 concuerdan con el art. 400 - C. Rural. 


El Inc. 2? concuerda con el art. 402 inc. 1, in fine, que se 
remite al art. 404, como el cit. inc. 2% al art. 62 del nuevo 
texto. 


Según la Comisión Redactora el C. Rural no preveía el 
caso de los embalses artificiales, lo cual se incluirá en el nue- 
vo texto, por ser genérico. En realidad la redacción es igual 
(“por variar naturalmente el curso de las aguas”) y en am- 
bos casos podría acudirse a la analogía para el ¿aso de embal- 
ses artificiales. 


Artículo 59. (Cambio natural de dirección del río nave- 
gable o flotable). 
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inc. 1. (Dominio público del álveo que abre en terre- 
no privado). Cundo un río o arroyo navegable o flotable, va- 
riando naturalmente su dirección abriere un nuevo álveo en 
heredad privada, este álveo entrará en dominio público. % 


inc. 2. (Dominio nuevamente privado, si queda en se- 
co). El dueño de la heredad lo recobrará siempre que las 
aguas volvieran a dejarlo en seco, ya naturalmente, ya en 
virtud de los trabajos que se mencionan en el artículo si- 
guiente. 


86 — Concuerda con el artículo 401-C. Rural. 


Artículo 60. Inc. 19 - (Obras para restituir las aguas de 
ríos y arroyos a su cauce anterior). Toda vez que un río o 
arroyo, sea o no navegable o flotable, cambie naturalmente 
su curso, cualquiera de los propietarios ribereños del álveo 
abandonado, así como los ribereños del nuevamente formado, 
podrán hacer las obras necesarias para restituir las aguas a 
su «acostumbrado curso, con sujeción a los siguientes requi- 
sitos: 


19°) (Autorización - Plazo). — Deberá requerirse auto- 
rización del Ministerio competente antes de transcurrido un 
año del cambio de curso. Dicha autorización fijará las condi- 
ciones, fecha de iniciación y plazo en que deban realizarse 
las obras. 


2°) (Caducidad). — Si las obras no se iniciaren den- 
tro del plazo fijado, las variaciones naturalmente operadas ad- 
quirirán carácter definitivo, salvo el caso en que la demora 
fuera producida por fuerza mayor. 


.32) (Pago de costos proporcional). — Todos los pro- 
pietarios beneficiados estarán obligados a contribuir al costo 
de los trabajos en la proporción de las ventajas que las obras 
les reportaren. 


inc. 2. (Restricción parcial a. 58). Si la restitución al 
álveo originario no pudiera lograrse totalmente, se estará a 
lo dispuesto en el art. 58, respecto a la parte de aquel que 
permanentemente quedare en seco. 
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87 — Concuerda con el a. 757-C. Civil y los a. 401 y 
402 - C. Rural con variantes: a) El C. Rural sólo se refería a 
rios O arroyos navegables y flotable, añadiendo que el nuevo 
cauce pasaba a dominio público, por tal razón (a. 401). El C. 
Civil tiene igual redacción. 


b) Se establece un plazo perentorio de 1 año para pe- 
dir la autorización; de no pedirse, las variaciones (salvo caso 
de fueza mayor) se estiman definitivas. 


c) Las obras pueden realizarlas tanto los ribereños del 
álveo abandonado, como los ribereños del formado nueva- 
mente. 


d) Se determina la obligatoria contribución a las obras, 
de los propietarios beneficiados. 


Art. 61. (Alveos en seco; propiedad fiscal; facultad de = 
enajenar). Los álveos públicos que quedaren permanentemen- 
te en seco a consecuencia de trabajos u obras debidamente 
autorizadas, pasarán a integrar el dominio fiscal respectivo, 

y podrán ser enajenados por el ente público propietario. 


(Preferencia de ribereños para la adquisición). Los pro- 
pietarios ribereños del álveo que hubiere quedado en seco 
tendrán preferencia, frente a otros interesados, para adqui- 
rirlo por el monto de la tasación que realice la Dirección 
General del Catastro Nacional. 


88 — Diferencias 


Se da solución diferente a la prevista por el a. 403 - C. 
Rural y a. 757 C. Civil: a) El álveo en seco pasa al dominio 
fiscal. 


b) La autoridad puede enajenarlo. 


c) Tendrán preferencia para adquirirlo los propietarios 
ribereños. 


Art. 62. Inc. 1° - (Noción de aluvión: 1) Acrecimiento 
en orillas. 2) Espacio que queda al retirarse el agua de las 
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riberas). Se llama aluvión al acrecimiento que se forma su- 
cesiva e imperceptiblemente en las orillas de los ríos, arroyos, 
lagos y lagunas y se comprende bajo el mismo nombre el es- 


pacio que deja el agua que se retira insensiblemente de la 
ribera. 


Inc. 2? - (Propiedad: 1) Ribereños s./sus frentes. 2) Do- 
minio público si el río, arroyo, lago o laguna lo es). El aluvión 
pertenece a los predios ribereños en proporción a los respec- 


tivos frentes sobre la ribera anterior, sin perjuicio del ca- Y 


rácter público de la ribera de los ríos, arroyos, lagos y lagunas 
que integran ese dominio. 


89 — Concordancia y diferencias 


El inc. 1° concuerda con el a. 404 C. Rural y 752 inc. 1° 
C. Civil, con los siguientes cambios: a) Se agrega la mención 
de lagos y lagunas. b) Se suprime el retiro de una a otra ri- 
bera; basta que se retire de una. 


En el Inc. 2? en parte concuerda con el a. 404 (2° párrafo) 
C. Rural y el art. 752 inc. 22 C. Civil, pero modificándolos 
como sigue: a) La propiedad no se determina por la prolon- 
gación de las líneas de demarcación de los predios hasta el 
agua; según Varela esto podía llevar a disminuir y aún hacer 
desaparecer la ribera de uno de los ribereños. Se aplica el 
sistema de mantener la proporción entre los frentes de los 
ribereños sobre la anterior línea de ribera (en la parte en 
que ha sido acrecida por el aluvión), y la nueva ribera for- 
mada; “cada uno avanza así, sobre el nuevo sector de la 
orilla, un frente proporcional al que tuvo sobre el anterior, 
antes de acumularse el aluvión” (C. Redactora, p. 56). En 
verdad la redacción no es tan clara como la explicación; pues 
aquella solo dice: “pertenece a los propietarios ribereños en 
proporción a los respectivos frentes sobre la ribera anterior”. 


El C. Rural y el C. Civil añadían que debía dejarse el 
espacio determiñado por el a. 393 si se trata de ríos o arroyos 
navegables o flotables (3 metros). El nuevo artículo se limita 
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a agregar: “sin perjuicio del carácter público de la ribera de 
les rios, arroyos, lagos y lagunas que integran ese dominio”. 


V. los fundamentos del sistema Cotelle, que se recogen en 
Verela (N? 129) y Cestau (N°? 314). 


Art. 63. (Aluvión por arranque de parte del predio. 
Caducidad 1 año; extinción y adquisición de propiedad). Si 
río o arroyo, sea o no navegable o flotable, arrancare vio- 
lenta y repentinamente una parte del fundo ribereño y lo 
transportare hacia el de abajo o a la orilla opuesta, el dueño 
de la parte arrancada conservará su dominio para el solo 
efecto de llevársela; pero si no la reclamare dentro del año 
subsiguiente, la hará suya el dueño del fundo al que fué 
transportada. 


90 — Coincidencia y fundamento 


Concuerda, con variantes de redacción con el a. 405 - C. 
Rural y con el a. 753 - C. Civil. 


Como dice Cestau (p. 316), “el aluvión se adquiere por 
los propietarios de los fundos ribereños por el solo ministe- 
rio de la ley, ya que ella .. los consagra propietarios, sin 
exigirles formalidad alguna”. Desde el punto de vista de los 
modos de adquirir, pues, se trata de accesión prolongada por 
un año. Desde el punto de vista de la extinción del derecho 
de propiedad del anterior dueño, se produce por el niero 
transcurso del año sin que se haya efectuado la reclamación 
pertinente. 


Art. 64. (Isla: 1) Segregada de predio. 2) Predio conver- 
tido en isla. No se modifica el dominio). Si la porción co- 
nocida de terreno segregado de una orilla quedare aislada en 
el cauce, continuará perteneciendo incondicionalmente a su 
antiguo dueño. Lo mismo sucederá si, dividiéndose la corrien- 
te en brazos, circundare y aislare algunos terrenos. 


91 — Contuerda con el artículo 406 - C. Rural y, la 2? 
parte con el a, 756 - C. Civil. 
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Art. 65. (Isla: 2) id. a. 64. Aquí se habla de la totalidad 
del predio). Si un río o arroyo, sea o no navegable o flotable, 
se dividiere en dos brazos que volvieren después a juntarse, 
encerrando al predio de un propietario y convirtiéndolo en 
isla, ese propietario conservará el dominio de aquél. 


92 — Concuerda con el a. 407 - C. Rural y el a. 756 C. 
Civil. 


Art. 66. (Isla formada en el lecho de ríos o arroyos no 
navegables ni flotables) l 


Inc. 1° - (Sobre un lado) (Propiedad en proporción al 
frente). Las islas que se formaren en el lecho de los ríos y 
arroyos no navegables ni flotables, pertenecerán a los propie- 
tarios ribereños del lado en que se formare la isla, y en pro- 
porción de sus frentes con relación a aquélla. 


Inc. 2? - (Sobre ambos lados - Propiedad en proporción 
al frente). Si la isla no estuviere formada de un solo lado, 
partiendo de una línea divisoria que se supondrá tirada en 
medio de la corriente, pertenecerá a los propietarios ribere- 
ños de ambos lados, y en la proporción antes señalada. 


93 — Concordancia y fundamento . 


Concuerda con los arts. 408 - C. Rural y 755 - C. Civil, 
Se agrega después de en proporción a sus frentes, “con rela- 


ción a aquélla” (isla), para precisar el frente a tomar en cuen- 
ta. 


Para un exhaustivo comentario V.S.D. Cestau (“De los 
modos de adquirir - Comentarios a los arts. 754 y 735 C. Civil, 
N°? 329-50). 


Art. 67. (Islas en ríos o arroyos navegables: pertenecen 
al Estado). Las islas que se formaren en ríos y arroyos na- 
vegables o flotables pertenecerán al Estado. 


94 — Concuerda con arts. 409 - C. Rural y 754 - C. Civil 
pero se establece un cambio en el verbo que del futuro pasa 
al presente. 
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Art. 68. (Hallazgo en aguas de dominio público). 


Inc. 1° - (Cualquiera del público). Cualquiera puede re- 
coger y salvar animales, maderas, frutas, muebles u otros 
objetos que hayan sido arrebatados por aguas del dominio 
público o hayan caído en ellas. 


Inc. 2° - (Remisión al Código Civil). Si se ignorare quien 
es el dueño de los objetos, serán aplicables las disposiciones 
contenidas en los artículos 725 a 730 del Código Civil. 


Inc. 32 - (Autorización u observancia de requisitos, $e- 
gún el Ministerio competente). Lo dispuesto en este artículo 
no obsta a la facultad del Ministerio competente de condi- 
cionar la recolección o el salvamento al otorgamiento de una 
autorización o a la observancia de otros requisitos, según los 
casos. 


95 — Concuerda, en parte, con los cit. arts. del C. Civil 
y con el art, 411 -C. Rural. Pero éste daba intervención pos- 
terior a la autoridad judicial y fijaba el procedimiento; se 
faculta ahora a establecer los requisitos para efectuar la ex- 
tracción, según lo disponga el Ministerio respectivo. 


Art. 69. (Objetos sumergidos). 


Inc. 19 (Plazo de 1 año para retirarlos. De lo contrario: 
Hallazgo). Los objetos que estuvieren sumergidos en aguas 
de dominio público seguirán perteneciendo a sus dueños; pero 
gi durante un año no los extrajeren, serán de las personas que 
lo hicieren, previo permiso del Ministerio competente. 


Inc. 2? - (Solicitud de autorización para retirarlos. Si lo 
niega, autorización por el Juez de Paz). El dueño de objetos 
sumergidos en aguas de propiedad particular o del dominio 
fiscal solicitará del dueño de las mismas el permiso para ex- 
traerlos y, en caso de que éste lo negase, concederá el permi- 
sp el Juez de Paz del lugar, previa fianza de daños y perjui- 
a y baja la responsabilidad del solicitante. 
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arrancados y transportados por las aguas pertenecerán al pro- 
pietario del terreno a donde vinieren a parar, si no los recla- 
maren dentro de un mes los antiguos dueños, quienes de- 
berán abonar los gastos ocasionados en recoger los árboles o 
ponerlos en lugar seguro. 


99 — Concuerda con el a. 413 - C. Rural. 


Art. 73. (Sedimentos minerales en álveos: remisión al 
Código de Minería). Los sedimientos o yacimientos minerales 
que se encuentren en álveos del dominio público, fiscal o pri- 
vado, quedan sujetos a las disposiciones del Código de Mine- 
ría. 


100 — Concuerda en lo esencial, aunque con redacción 
diferente, con el a. 410, inc. 2- C. Rural. 
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IV) 
SERVIDUMBRES 


101 — Las soluciones en el Código Rural de 1875 
a) Servidumbre en las riberas. 


(1) Todas las riberas están sujetas a las servidumbres 
de zona para uso público en el interés de la navegación, la 
pesca, la flotación y el salvamento (3 m.) pudiendo ampliar 
o disminuir según los casos. (a. 393). 


(2) Las riberas del mar, Río de la Plata, Uruguay y 
Yaguarón, estarán sujetas además a las siguientes: Salvamen- 
to, que comprende la de varar los barcos pescadores en caso 
de riesgo, que es de 20 m. desle el límite inferior de la playa. 
No impide sembrar o edificar, previo conocimiento de la auto- 
ridad de la Marina; ésta podrá oponerse, si se crean perjuicios 
a la servidumbre (a. 394 y 398). 7 


(3) Idem, la de vigilancia litoral: zona de 6 m. situada 
en la anterior (a. 394). 


b) Servidumbre natural en materia de agua: “Los tẹ- 
rrenos inferiores están sujetos a recibir las aguas que _ natu- 
ralmente y sin obra del hombre, fluyen de los superiores, así 

como la piedra o terreno que arrastran en su curso” (a. 435). 


Esta servidumbre comporta las siguientes consecuencias: 


(1) En el predio superior no puede hacerse nada que 
agrave o que dirija en forma especial (albañal, acequia) 
(a. 435) el agua. 


(2) El predio inferior: -1 No puede hacer nada que la 
estorbe (a. 435). -2 Si se detiene, debe remover el obstáculo 


O o v 
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o permitir que lo remueva quien se sienta perjudicado, así 
como lo que puede en el futuro obstaculizar o promover inun- 
dación (a. 436 y 444). Cuando se trate de acumulación de 
piedras, tierra, broza u otros objetos que embarazando su 
curso natural pueden producir daños (inundación, distracción 
de aguas, etc.), los interesados podrán exigir la remoción o 
efectuarla. Si no se les- concede autorización, se podrá pedir 
autorización a la autoridad (administrativa: municipal, ar- 
tículo 444). -3 Mantener las obras defensivas existentes y 
repararlas o permitir su reparación, ibid. (a. 437). Todo pro- 
pietario que participe del beneficio de tales obras, debe con- 
tribuir a los gastos (a. 438). 


(3) Pueden hacerse ribazos, malecones o paredes que 
sin impedir el curso“de las aguas ni agravar (en su caso) la 
servidumbre, permitan regularizar el curso. 


p- Suavizar la corriente o aprovecharla en su caso, tanto en 
el predio superior como en el inferior (a. 441 y 442). 


(4) Si las aguas que fluyen son producto de alumbra- 
mientos artificiales o sobrantes de acequia de riego oO pro- 
cedentes de establecimientos industriales que de nuevo se 
crearen, el dueño del predio inferior tendrá derecho a exigir 
el resarcimiento de los daños y perjuicios (a.-439). 


c) Servidumbre de abrevadeto y de saca de agua. Se es- 
tablece: 


(1) En favor de alguna población o caserío (a: 488). 


(2) Previa indemnización. 


(3) Abarca _la obligación de dar paso, en los predios 
sirvientes, a personas y ganados (a. 490); quedan excluidos 
los pozos ordinarios, cisternas, jugiieyes, aljibes, edificios y 
terrenos cerrados con pared: vale decir que se trata de una 
servidumbre «de zona rural, aunque en beneficio de poblados 
o caseríos. 


IS 
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Los dueños de los predios sirvientes, pueden variar la 
dirección de la vía o senda destinada al uso de esta servi- 
dumbre, pero no en su anchura ni entrada y sin que la exen- 
ción perjudique al uso (a. 492). 


d) Setvidumbre de camino de sirga y otras que gravan 
a los predios ribereños: 


(1) Grava a los predios contiguos a la ribera de los ríos 
navegables o flotables; se trata de un camino de 1 m. (peato- 
nes) o 2 m. (caballerías). No se toma en cuenta otros vehículos 
(a. 493). Puede imponerse por el Gobierno en beneficio de 
los canales de navegación, cuando sea necesario (a. 497). 


Es exclusivo para el servicio de navegación y flotación 
fluvial (a. 496). 


Esta servidumbre trae consigo la limitación de que en 
el camino no podrán hacerse plantaciones ni edificios que 
la obstaculicen (a. 498); deberán cortarse las ramas a altura 
conveniente (a. 499). 


(2) También dichos predios están sometidos a servi- 
dumbre de amarre o afianzamiento de maromas o cables pa- 
ra establecer barcas de paso; pero el dueño tiene derecho a 
daños y perjuicios (a. 500).8u imposición corresponde al 
Municipio, oyendo previamente al dueño del terreno (a. 501). 


(3) Id. al depósito de mercaderías, descargadas y salva- 
das en caso de avería, naufragio o similares (a. 503); se de- 
ben los daños. 


(4) Id. al depósito de las redes de pescadores y pro- 
ducto de la pesca, no más allá, en principio, de los 3 metros 
(a. 504). También de las maderas conducidas a flote (a. 502). 


(5) Id. el depósito de las materias que se extraigan pa- 
ra desbrozar y limpiar los cauces de ríos, arroyos o barran- 
cos (a. 505). 
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+e) Servidumbre de acuerducto. Es la de mayor impor- 
tancia, pues supone la realización de obras especiales para 
obtener, artificialmente, el pasaje de agua por diferentes 
predios hasta el que ha de utilizarla. 


(1) Noción. — La servidumbre (s.) de acueducto (ac.) 
es un gravamen (carga: servidumbre) que consiste en la 
conducción de aguas por predios intermedios entre el lugar 
donde se encuentran las mismas (naturaleza y objeto - en 
rigor sujeto: pasivo) y el predio o el establecimiento fabril 
(objeto, i. e., sujeto activo, que las requiere para riego o 
utilización industrial (finalidad) (ver art. 445). 


Las reglas de la s. ac. se extienden a otras servidum- 
bres similares, aunque difieren por su finalidad, o sea las 
de: “Salida y dirección de aguas sobrantes” y la realizada 
para “desecar pantanos y filtraciones naturales por medio de 
zanjas y canales de desagúe” (a. 453). 


Se trata de una servidumbre primordialmente rural, 
de ahí la importancia que aquí le asignamos. El Código, en 
efecto, expresamente dispone que las servidumbres “urbanas” 
de “acueducto, canal, puente, cloaca, sumidero y demás esta- 
blecidas para el servicio público y privado de las poblacio- 
nes, edificios, jardines y fábricas”, se rigen por las normas 
positivas en el siguiente orden: 1%) Ordenanzas generales 
y locales de policía urbana; 2%) El C. Civil; 3%) (En su de- 
fecto) el C. Rural. Esta es una de las normas que más cla- 
ramente procuran marcar la autonomía o especificidad (pre- 
ferimos lo primero) del Derecho Rural, por vía negativa o 
de exclusión (a. 483). 


(2) Alcance (o delimitación). El Código señala (prin- 
cipio que puede considerarse constante en materia de servi- 
dumbre) que la s. ac. ha de realizarse procurando el menor 
perjuicio; 1% al (titular del) predio dominante (“llevarlo 
por un rumbo que permita el libro descenso de las aguas y 
que por la naturaleza del suelo no haga excesivamente dis- 
pendiosa la obra”); 2° al (titular del) predio sirviente y, 
en especial, “a los terrenos cultivados” (a. 447). 
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He aquí nuevamente señalado el principio del servicio a 
la producción: tanto en la s. ac. en sí, como en la preocupa- 
ción por evitar el daño a los sembrados. 


Se establecen, además, expresas limitaciones al estable- 
cimiento de la s. ac. 


Quedan exentos de la misma: 


(1) Casas y corrales, patios, huertas y jardines exis- 
tentes al hacerse la solicitud respectiva (a. 446 y 460). 


(2) El acueducto ya existente, salvo expreso consenti- 
miento del titular del predio sirviente a la nueva servidum- 
bre, con las respectivas indemnizaciones (a. 461). 


(3) Servidumbre accesoria (al servicio de la s. ac. pa- 
ra su exclusivo beneficio: es “inherente” a la misma (a. 473). 


(4) Modalidades. — El ac. puede construirse con acequia 
abierta o cubierta o con cañería o tubería. La regla es la vo- 
luntad del interesado, pero sin embargo puede imponerse una 
u otra modalidad, según el interés general predominante: v. 
gr. profundidad que la haga peligrosa, peligro de inficionar 
aguas o causar daños (a. 463). 


(5) Duración. — La s. ac. puede ser temporal o perpetua 
(a. 468), con consecuencias en cuanto a las indemnizaciones 
pertinentes (469 - 70). 


(6) Derecho (y obligaciones correlativas). Del titular 
del predio sirviente: 


- Pago del precio del terreno que ocupa el ac. más una 
franja de no menos de 1 m. de ancho a los costados, si la s. es 
perpetua (a. 448, 469 y 479). 


Si es temporal, el doble del arriendo correspondiente a la 
duración del gravamen, por la parte que se ocupa (a. 469). 
En el primer caso, al precio debe añadirse un 10 % (a. 448). 
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- Daños y perjuicios que se ocasionen a la finca (a. 448 
y 469). 


- Cerrar y cercar el ac. (a. 477). 


Del titular del predio dominante: 


- Impedir plantaciones u obras nuevas en el espacio la- 
teral de 1 m. (a. 450 y 479). 


- Realizar limpieza, cuidado y reparación del ac. (a. 449). 


- Realizar las obras necesarias al respecto (a. 471), pu- 
diendo a tal efecto sanear temporalmente los terrenos indis- 
pensables para el depósito de materiales (a. 471). Se incluye: 
fortificación de céspedes, estacadas, paredes o ribazos de piedra 
suelta (no plantaciones) (a. 476). 


- En el caso de quien quiera construirse otro ac. que pase 
por el suyo, puede oponerse. Si lo consiente, podrá pedir in- 
demnización, como el dueño del predio sirviente, para el ler. 
ac. o para lo que aquél exceda del primero, “a prorrata del 
nuevo volumen de agua introducido”, incluso la obra en lo 
que aprovechara al 2° (a. 451). 


De los titulares de predios vecinos: reclamar la construc- 
ción de puentes para el paso seguro y cómodo (a. 455: una 
modalidad de la's. de paso). 


De la autoridad: 


- “Se necesita autorización especial del Gobierno, para 
sacar canales de los ríos y arroyos navegables o flotables (o 
para atravesarlos - a. 464), debiendo entenderse concedida 


aquélla, con sujeción a las leyes y reglamentos de la materia” 
(a. 456). 


- Si deben atravesarse caminos vecinales, el Consejo 
Local; departamentales o nacionales, el Municipio (a. 464). 


(7) Dominio del predio y del ac. 


Cóbico DE AGUAS CONCORDADO Y ANOTADO 123 


- El ac., incluyendo “el agua, el cauce, los cayeros y los 
márgenes serán considerados. como parte integrante de la he- 
redad o edificio a cuyo favor se ha construido la servidumbre, 
pero con las modificaciones consiguientes, según sea la s. per- 
manente o por tiempo”. (a. 479). La propia fórmula “serán 
considerados como...” y la alusión final a la distinta situa- 
ción según la temporalidad de la s., parecen indicar que en 
el caso de servidumbre temporal, el dueño del predio sirvien- 
te, no pierde el dominio del cauce. Esto se refuerza, porque 
el a. 469 dispone que en tal situación no se abone el precio 
del terreno (como en el caso de s. ac. perpetua, a. 469 y 470): 
“se abonará previamente al dueño del terreno, el duplo del 
arriendo correspondiente a la duración del gravamen por la 
parte que se ocupa...” (inc. 1). 


De manera que se trata de una s., i. e, un derecho real 
que recae sobre el inmueble, o sea que grava la utilización 
libre' de éste por su' dueño, debiendo soportar el paso de las 
aguas. i 


- Se prevé expresamente (según los principios genera- 
les) el condominio entre los titulares de la se. de ac. aclarán- 
dose (idem) que su uso por cualquiera de los condóminos 
conserva el derecho para todos” (a. 481). 


- En caso de abandono del ac., “volverá el terreno a la 
propiedad y uso exclusivo del dueño de la heredad sirviente”, 
pero éste queda obligado “a restituir lo que se le pagó por 
valor del suelo” (a. 454); esta disposición se encuentra en 
la línea de lo referido:sub a), en cuanto al dominio del terre- 
no. 


(8) Implantación de la s. ac. forzosa. — La s. ac. puede 
imponerse de manera forzosa por razones de interés público, 
vale decir “para la conducción de aguas destinadas a algún 
servicio público, que no exige la formal expropiación del te- 
rreno” (a. 457). En nuestro concepto, esto ocurrirá en el caso 
de s. ac. temporal; si es perpetua, procederá la expropiación 
del terreno. 
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En 2% término, puede imponerse por razones de interés 
privado, vale decir, de interés del predio dominante, pero sólo 
en casos taxativamente consagrados: 


. Riegos. 

. Baños. 

. Fábricas. 

. Desecación de lagunas o pantanos. 

. Salida de aguas de alumbramiento artificiales. 
. Drenajes. 


(Los primeros casos abarcan también la salida de los 
drenajes) (a. 458). 


La s. ac. forzosa supone un procedimiento administrati- 
vo, en el cual por iniciativa oficial o de los interesados, siem- 
pre debe oirse: a los dueños de los terrenos (eventuales) ` 
sirvientes, al Municipio y la Dirección (Ministerio) de Obras 
Públicas. Corresponde la decisión al Gobierno. 


(9) Implantación de la s. ac. voluntaria. Se estará al 
acuerdo de partes, pero debiendo tenerse en cuenta, en todo 
caso, el interés general y los interesés de terrenos comprome- 
tidos, según las reglas de la s. ac. 


(10) Extinción (a. 480 - 482). — La s. ac. se extingue, 
por acuerdo de partes, en el caso anterior, y, además, en los 
siguientes: 


+ - Caducidad. Si dentro del plazo fijado, el concesionario 
no hace uso de ella, después de satisfacer al dueño del terreno 
lo que le adeuda (a. 459). 


> - Prescripción. No uso durante 10 años. 


x - Imposibilidad de usarlo por el estado del terreno; pero 
revive si se soluciona dicho problema antes de 10, años. En 
rigor esto se comprende «en el caso anterior. Sólo que el le- 
gislador incluye aquí el caso de fuerza mayor y no sólo la 
omisión voluntaria. 
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- Consolidación o confusión. 


- (Temporal). Por el vencimiento del plazo por el que 
fue fijada. 


- Expropiación forzosa, por causa de utilidad pública. 


Consecuencias: El terreno vuelve a.la propiedad o al uso 
exclusivo del titular (a. 454). El dueño de la s. ac. tiene dere- 
cho a aprovecharse de los materiales que fuesen suyos. 


(11) Procedimientos judiciales y periciales. Se establece 
de manera expresa: 


- En caso de s. ac. forzosa, “el acueducto... se abrirá 
por donde designen peritos nombrados por las partes y el 
tercero en discordia” (a. 463, inc. 3: peritos “decisores”, cuyo 
nombramiento es preceptivo). 


- Judicial - Se establece la competencia de los Tribunales 
en razón de materia, según el interés a servir: si es “algún 
servicio público”, será competente el Juzgado de Hacienda,x 
siendo parte el Fiscal de Hacienda (Ministerio Fiscal). Si es 
por razón de interés privado, será competente la Justicia or- w 
dinaria, según el monto del asunto. 


La oposición del dueño (excepción): falta de legitima- 
ción activa por no ser el actor titular del agua -o del terreno 
dominante, o poder realizarse sobre otros predios con iguales 
ventajas para el que la pide y menor perjuicio para el que la 
sufre (a. 465). 


El problema de la propiedad es de previo pronunciamiento 
y la disposición parece plantearlo también como de “especial” 
pronunciamiento, por cuanto dice que “no se hará lugar a la 
concesión hasta que se decida la cuestión de propiedad” (ar- 
tículo 467). 


El juicio será breve y sumario “en el caso del interés 
público” y nada se dice cuando se trata del de interés privado, 
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por lo cual nos inclinamos por igual solución, en base a la 
analogía (a. 460). 


f) Servidumbre de estribo, de paso, de parada o parti- 
dor. 


(1) Sin perjuicio de la posibilidad de que se constituya 
convenciónalmente, puede imponerse la servidumbre forzosa, 


por autoridad administrativa, como en el caso de la de acueduc- 
to. ` 


La servidumbre de estribo es la que puede imponerse a 
solicitud del que intenta construir una presa y para apoyarla 
necesita de las riberas y otros terrenos: en esto consiste la 
servidumbre: se apoya la presa sobre terrénos ajenos (a. 484). 


Puede decretarse como para la s. ac. y previas las in- 
demnizaciones que también rigen para aquélla (a. 485 y 486). 


(2) Servidumbre de parada, dique o partidor: es la que 
puede imponérse a los dueños de las márgenes, para construir 
parada o dique, con la finalidad de dar riego o mejorar un 
predio (a. 487). 


En caso de oposición se señala un procedimiento judicial 
de competencia del Juzgado de Paz. 


Procedimiento sumarísimo: Se oye al peticionante ya 
los opositores (sustanciación): luego a la Municipalidad y se 
resuelve, concediendo o denegando el permiso. Hay apelación 
para ante el Superior (a. 487). 


102 — Antecedente: Memoramdum sobre Servidumbres 
forzosas presentado por el Dr. Joaquín Olaso Carrasco, al 
Consejo de Estado, durante las deliberaciones previas a la 
sanción del Proyecto 


(Pór considerarlo de sumo interés y con la “anuencia de 
nuestro destacado colega, se transcribe aquí). 


CÓDIGO DE AGUAS CONCORDADO Y ANOTADO 127 


4 


a) Distintas situaciones” 
“(1) Hipótesis normal 


El propietario de un predio recoge aguas pluviales o al- 
macena aguas corrientes (de arroyo, manantiales o de una 
presa artificial) y pretende regar otro u: otros predios de su 
propiedad. Para esto trata de constituir una servidumbre de 
naturaleza forzosa (art. 80 del proyecto) e impone la misma 
utilizando el mecanismo previsto en la sección 11, o sea una 
servidumbre de acueducto. 


“(2) Propietario que construye represa sin tener tierras 
regables de su propiedad. 


El propietario de un predio, considerando las condiciones 
de almacenaje de aguas de su predio, construye una represa 
y desea vender agua a predios inferiores. 


Realiza una multimillonaria inversión como negocio. 


No es propietario de otras tierras regables por lo que 
contrata con un tercero, con una empresa arrocera, para que 
le suministre tierras de riego. Estas empresas, que se espe- 
cializan en promover el cultivo de arroz, financiarlo y co- 
mercializarlo previo paso por el molino, arriendan tierras a 
determinados propietarios de inmuebles y a su vez subarrien- 
dan esos predios a sus plantadores. Esto es la realidad na- 
cional. 


Como bien señalaban a la Comisión los representantes 
de los cultivadores de arroz, el factor riego y la construcción 
de represas son las principales limitantes de la ampliación 
de los cultivos de arroz. 


Según el artículo 82 “podrá reclamar la imposición de 
servidumbre quien teniendo derecho a disponer de aguas, 
paa servirse de ellas para los usos agrícolas, ganaderos o 
ndustriales de su propiedad, etc.” 


La hipótesis de constituir una servidumbre de acueducto 
sobre predios ajenos para vender agua alos propietarios o 
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arrendatarios de otros predios inferiores, no está prevista en 
el Código proyectado y necesita acuerdo de partes. El ar- 
tículo 96 proyectado dice: “el dueño del predio sobre el cual 
se pretende imponer una servidumbre de acueducto, podrá 
oponerse a ella en los siguientes casos: 


i) Si quien lo solicitare no tuviera derecho a disponer de 
las aguas que pretende tonducir, o no fuera titular de 
un derecho de propiedad, usufructo o goce del terreno 
que pretende beneficiar con la obra. 


ii) Si, para el fin solicitado, el acueducto pudiera estable- 
cerse sobre otros predios con iguales ventajas para el 
que pretenda imponer la servidumbre y con menores 
inconvenientes para quien haya de sufrirla”. 


En la exposición de motivos del Proyecto, página 70, se 
señala que el dueño del fundo sirviente se puede oponer a la 
pretensión del propietario que procura imponer la servidum- 
bre de acueducto por tres motivos: 


En primer lugar, puede oponerse porque el reclamante 
no tenga derecho a disponer del agua que pretende conducir, 
si bien ese derecho de disposición puede provenir de varios 
títulos, inclusive el de concesión o permiso de la autoridad 
para uso de aguas públicas. Puede además oponerse por no 
tener el reclamante ni siquiera el derecho de goce del predio 
dominante; de ésto resulta que no podrá el dueño del predio 
sirviente oponerse ni al propietario ni al poseedor, usufruc- 
tuario, usuario o aún al mero arrendatario del predio, puesto 
que éste tiene el goce del mismo. 


Es esta la opinión meramente prevalente y la que mejor 
se adapta a las condiciones del desarollo económico. 


Quiere decir, que de acuerdo al código proyectado el 
propietario de un predio puede imponer servidumbre de 
acueducto siempre y cuando pueda disponer de esas aguas en 
otros predios dé su propiedad o sobre los cuales tenga el 
uso o goce: No prevee la figura de que sea un propietario 
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que pretenda imponer una servidumbre para vender el agua 
a terceros”. 


“(3) Situación del arrendatario que construyé una re- 
presa en predio ajeno o que arrienda un predio conteniendo 
una represa. 


En este caso se pretende imponer una servidumbre de 
acueducto para regar otros predios que a su vez arrienda 
con destino a cultivos agrícolas (típico caso de empresas 
arroceras). 


Para calificar esta hipótesis, los representantes de los cul- 
tivadores de arroz pretenden modificar el artículo 86 que da 
derecho a constituir una servidumbre forzosa sólo a quien es 
propietario del predio dominante. 


A esos efectos se planteó a la Comisión modificar el 
inciso 32 y eliminar la palabra propietario para habilitar tam- 
bién al arrendatario para que pueda imponer una servidum- 
bre demandándola en carácter urgente. Es decir, que podría, 
de prosperar este criterio, imponer una servidumbre tanto el 
propietario, usufructuario, como el arrendatario”. 


“(4) Servidumbre temporal de acueducto. 


Dice el artículo 100: “La servidumbre de acueducto pue- 
de establecerse también temporalmente. 


En tal caso se abonará al dueño del terreno la suma que 
acordaren las partes o la que fijará el Juez teniendo en 
cuenta los perjuicios que la indisponibilidad del terreno cause 
al propietario, según la duración prevista para la servidumbre 
y los demás daños que sean consecuencia forzosa del grava- 
men. 


Será además de cargo del dueño del predio dominante 


la reposición de las cosas a su antiguo estado, terminada la 
servidumbre”. 


has 
f 


Si 
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.Sugieren los arroceros indicar como indemnización por 
servidumbre temporal cuando no mediare acuerdo de partes, 
el precio de la renta corriente para similares predios, en la 
época y por el total de la superficie afectada. 


Se pretende encauzar el criterio del Juez para obligar al 
propietario del predio sirviente a que acepte una renta dentro 
de ciertos límites razonables. 


Sabido es que el cultivo de arroz es rotativo. Luego de 
tres años de cultivo es necesario dejar la tierra en descanso 
por un período mayor. 


Mientras tanto lás aguas se desviarán hacia otros predios 
a los cuales habrá que contratar también en arrendamiento 
y deberán constituirse otras servidumbres forzosas de acue- 
ducto para regar aquellas. 


“(5) Servidumbre de apoyo o estribo de presa. 


El artículo 104 se refiere a la servidumbre de apoyo o 


estribo de presa en predio ajeno para poder derivar aguas 


sobre las que se tengan derecho con destino a usos agrícolas, 


-ganaderós o industriales de su predio. 


Aquí también los representantes arroceros preveen con 
buen criterio la hipótesis de que el embalse no sea de agua 
proveniente de un arroyo, sino de captación de aguas pluvia- 
les a través de una represa. Sería en verdad una, servidumbre 
de presa o azud. 


Aquí se entra en un problema jurídico de envergadura: 
La inundación de predios .ajenos en beneficio de otros para 
construir una represa. Hasta ahora en nuestra legislación, ha 
dependido de la voluntad de las partes. Por esta razón ha sido 
casi imposible hacer Una represa cuando se afectare en alguna 
medida un predio ajeno. 


La constitución de una servidumbre forzosa para cons- 
truir: azudes es una cosa “necesaria y conveniente para el 
país" ya, que, la retención de aguas depende de la topografía 
del terreno, 
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La constitución de una servidumbre forzosa puede ser 
otorgada al propietario del predio dominante y como lo re- 
claman los señores arroceros, también a los arrendatarios. 


En este sentido el Dr. Canessa señalaba en la Comisión 
que el. plazo del arrendamiento destinado ʻa construir una 
presa tendría que tener una duración. de no menos de 15 a 20 
años para poder desquitar el valor de la inversión. 


Obviamente los predios sirvientes deberán ser indemni- 
zados en forma definitiva sin perjuicio. de otorgarles otros de- 
rechos que se sugieren al final del presente memorandum”. 


“b) Soluciones. 


Las hipótesis planteadas a vía de ejemplo ponen de re- 
lieve la necesidad de resolver por vía legal el conflicto de 
intereses legítimos planteados entre quienes tienen el dere- 
cho a imponer una srvidumbre de acueducto o de presa y 
quienes, previa indemnización, tienen: la obligación de acep- 
tarlo en forma forzosa. 


Revisando someramente la evolución de la legislación 
encontramos: 


“(1) Desde el derecho francés, ley del 25/abril/1845 
con antecedentes en la legislación romana, el titular del do- 
minio de distintas fracciones distanciadas entre sí podía uti- 
lizar el agua sobre-abundante de alguna de ellas. 


El derecho de servidumbre se concedía, previa indemni- 
zación debiendo probar el dueño de esas propiedades la ne- 
cesidad de regar esos cultivos. 


La servidumbre de acueducto era un derecho real contra 
un predio ajeno. De este modo ha sido recógido en casi todos 
los códigos civiles sin mayores modificáciones. 


(2) Por su parte la legislación portuguesa, Normas de 
Alvará 1804, obliga a los propietarios 'de predios inferiores a 
aceptar una servidumbre real en beneficio del predio domi- 
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nante: “Podrá el propietario del predio sirviente sin que ello 
perjudique el pasaje del agua, utilizar el agua del acueducto 
a su costo”. 


Aquel propietario que pretenda regar sus tierras después 
que haya construido el acueducto, será admitido a tener parte 
en la división del agua pagando su cuota parte de las ex- 
pensas comunes a los demás interesados que lo hicieron 
construir. 


Si éstos no se pudieran individualizar se depositarán en 
el cofre del Consejo. Y si fuera necesario hacer división ju- 
dicial de aguas, en ésto se seguirá el arbitrio de peritos in- 
teligentes. 


Comenta Lobao: La ley portuguesa proponía dar al titu- 
lar del predio dominante derecho a las aguas que pretendiese 
canalizar por el predio del vecino. 


Sostiene que solamente podía tener una servidumbre el 
titular del dominio del predio, el fideicomisario, el enfiteuta, 
el usufructuario, etc. 


Y agrega: “Por el contrario carecen de acción los que 
no tienen dominio aunque lo poseen a nombre ajeno, como 
los arrendatarios por más que sea ad longus tempus porque 
estos no adquieren dominio alguno por tales arrendamientos”. 


“(3) El Código Civil portugués de 1867 y el decreto 
número 5.787 del 10/mayo/1919 perfeccionan la servidumbre 
de acueducto otorgando el derecho a “cualquiera que tenga 
derecho a las aguas en beneficio de la agricultura o la indus- 
tria que podrá trasladar las que necesite ya sea propietario, 
enfiteuta o simple usufructuario”. 


Como todo derecho que restringe la propiedad ajena la 
servidumbre de acueducto es inseparable del predio al que ac- 
tiva o pasivamente pertenece. 


Aparece así una figura más amplia que la del propieta- 
rio:” “Cualquiera que tenga derecho”. 
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(4) El Código Civil uruguayo en su artículo 569 habla 
de “el dueño de un predio rústico o de un establecimiento 
industrial que quisiera servirse para la irrigacón de sus tie- 
rras o para el uso de su fábrica de las aguas naturales o ar- 
tificiales a que tenga derecho de disponer”. 


La servidumbre en nuestro derecho es real ya que sola- 
mente puede ser establecida en favor del propietario del 
predio dominante. ibid 


“(5) En el Código Civil argentino art. 3082 y 3083 “to- 
do predio rústico está sujeto a servidumbre de acueducto a 
favor de otro predio rústico que carezca de las aguas nece- 
sarias para el cultivo de sementeras, etc.” 


Es una servidumbre constituida de predio a predio es 
decir que debe imponerse sobre uno o más fundos en bene- 
ficio de otro fundo. El tratadista argentino Alberto G. Spota 
interpreta que la servidumbre puede ser solicitada en caso 
de falta de acuerdo además del propietario por el usufruc- 
tuario, usuario, o por el poseedor del inmueble. 


Se pregunta si el arrendatario puede ejercer la facultad 
regulada por el art. 3082. El autor argentino llega a la con- 
clusión de que sí, ya que por tener derecho a utilizar las 
aguas debe también tener concomitantemente la facultad de 
conducirlas al fundo arrendado a través de inmuebles ajenos. 


La ley exige tan sólo que se pruebe una necesidad, pre- 
vista en el artículo 3082 y el derecho de disponer de las aguas 
cuyo tránsito se exige en los términos del art. 3083. 


“(6) Código Civil brasileño, impone una servidumbre 
predial de un dueño a otro. 


El propietario del predio sirviente pierde así algunos de 
esos derechos dominiales. 


Pero además reconoce a “quien quiera que sea” canali- 
zar en provecho de la agricultura o industria mediante previa 
indemnización a través de otros predios, el agua a que se ten- 
ga derecho. 
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| ”- Se crea un nuevo instituto al imponer una servidumbre 
Ml de cárácter personal. 


4 La doctrina brasileña sostiene que “quien quiera que sea” 
da también derecho al poseedor y al arrendatario a imponer 
una servidumbre legal de acueducto. 

f} 

| 


El legislador brasileña tiene comò preocupación que el 
acueducto sea una obra necesaria a la agricultura. 


Hay preocupación en aumentar la productividad del 
predio dominante a costa de imponèr una servidumbre al 
i predio sirviente. 


i “(7) El Código de Aguas de Brasil en su art. 117, es- 
`H tablece una verdadera servidumbre legal de acueducto “a to- 
dos es permitido canalizar por el predio de otro las aguas 
ta a que tiene derecho mediante previa indemnización del dueño 
e ll de este predio: 


ll 
f 
j$ 
| i) Para las primeras necesidades de vida, i 
BE i ii) Para.servicios de la agricultura o de la industria, 
i iii) Para el escurrimiento de las aguas sobreabundantes, ~ 


”$ a 


g iv) Para el desecado de los terrenos”. 


l i No se hace ninguna exigencia en cuanto al _título del 
y l; demandante de la servidumbre. La ley exige solamente que 
i j el usuario tenga derecho o necesidad de las aguas que pre- 
| tende canalizar. 


E | Estas disposiciones fueron dictadas en interés de la 
agricultura y de la industria y dadas las circunstancias de 
que en el Estado Río Grande do Sul, había un gran desarrollo 
q del cultivo del arroz con parcelas regadas artificialmete a 
i través del proceso de captación y conducción del agua. 


A A su vez el 75 ojo de los agricultores no eran propietarios 
de la tierra sino arrendatarios o aparceros. De ahí que el 
gobierno revolucionario de 1934 impuso de un nuevo espíritu 
al Código de Aguas. Así lo entiende Bolívar. Correa, Porto 
Alegre 1968, “Das servidoes de aquedutos e presa”. 


| 
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En el art. 5% se establece que el usuario del derecho real 
de derivar el agua de un predio a otro pueda «ser eel propie- 
tario del predio dominante o el titular del ingenio (arrocero) 
industrial en él establecido. 


En el art. 71 se asegura a los dueños o poseedores de 
los predios atravesados o bañados por las corrientes el dere- 
cho a servirse de esas aguas "para aplicarlas a.la agricultura 
o a la industria. 


Quiere decir que puede ser el dueño del predio o.el sim- 
ple poseedor, arrendatario, comodatario o aparcero. 


El Código de Aguas brasileño introduce un nuevo con- 
cepto de servidumbre personal dejando de lado al propieta- 
rio y otorgando a “quien quierá que sea” a todos los que 
quieran trabajar la tierra desde que prueben tener derecho 
y necesidad de conducir aguas a través de predios ajenos. 


Es un derecho legal, un derecho personal apartado del 
concepto clásico. 


Este apartamiento ha sido condicionado por la realidad 
económico-social de un país de economía acentuadamiente 
agrícola y con una industria incipiente. 


Los mismos principios se aplican por el. art. 119 a la 
servidumbre de represas o azudes. 


También es importante sañaler el art. 134: 


“Si hubiera aguas sobrantes en el acueducto y otro pro- 
pietario quisiera tener parte en las mismas, ello le será con- 
cedido mediante indemnización y pagando además de eso, la 
cuota proporcional de expensas por la conducción de aquellas 
desde el punto desde donde se pretenden derivar. 


“1) Concurriendo varios pretendientes serán preferidos 
los dueños de los predios sirvientes”. 


“2) Para las primeras necesidades de la vida, el dueño 
del predio sirviente podrá usar gratuitamente de' las aguas 
de acueducto”. 
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Es decir que los pretendientes a las aguas sobrantes 
tendrán que tener derecho y necesidad para derivar y usar 
esas aguas. 


Aquí la ley hace perder al fundo dominante el arbitrio 
de uso de las agúas a su conveniencia. 


El propietario del predio sirviente por un lado es in- 
demnizado por la servidumbre del acueducto. Por otro, si 
reclama el uso del agua deberá contribuir proporcionalmente 
en los gastos de la conducċión del agua (incluye captación 
y represamiento del agua), acordando libremente el precio 
y demás condiciones. 


Se ha hecho referencia a la legislación brasileña por tra- 
tarse de una situación similar a la nuestra en cuanto a la ne- 
cesidad de riego y desarrollo de los cultivos agrícolas. 


Existe en Brasil una larga experiencia en cuanto al uso 
de aguas mediante la aplicación de principios contenidos en 
los artículos citados. 


Toda vez que las partes no han podido llegar a un acuer- 
do ha intervenido el Poder Judicial dando lugar a una am- 
plia elaboración doctrinaria y jurisdiccional para dar solu- 
ción a los problemas planteados. 


La situación del Uruguay es diferente. Existe un inci- 
piente uso del riego en vías de expansión. 


Se cultivan entre 35,000 y 45.000 Hás. de arroz y algu- 
nas de cañas de azúcar, 


Se riega mediante la utilización de aguas provenientes 
de ríos, arroyos y lagunas, previa autorización y regulación 
del Ministerio de Obras Públicas. 


La crisis del petróleo y la expansión de las áreas de cul- 
tivo ha comenzado a despertar la necesidad de la construc- 
ción de represas particulares con fines de riego en predios 
inferiores, o la utilización de agua en industrias toda vez que 


pl 
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el área industrial se instale en el interior del país lejos de 
los servicios estatales del agua. 


Por estos hechos se considera oportuno definir en el có- 
digo de aguas proyectado, principios rectores sobre los que 
podrá ordenarse en el futuro la voluntad de las partes o en 
su caso la labor judicial para resolver los conflictos de in- 
tereses. 


De ahí que sea necesario precisar algunos conceptos: 


Si el legislador entiende que el titular de un derecho 
de servidumbre, sea permanente o temporal, puede ser no 
solo el propietario (concepto clásico), sino también el arren- 
datario o poseedor, para beneficiar otras tierras que también 
éste ha contratado (en arrendamiento para su propio cultivo 
y el de terceros mediante contratos de subarrendamientos) 
puede llegarse a conflicto de intereses entre propietarios de 
tierras regables y las empresas arrendatarias. 


Por la aplicación del sistema de imponer servidumbres 
de naturaleza personal dichas empresas podrían prácticamen- 
te adueñarse de las posibilidades de riego, dada la actual con- 
formación de la agricultura arrocera. 


En este sentido el pago por el pasaje de un acueducto 
es siempre una cantidad ínfima en relación con los intereses 
en juego. 


Por ejemplo, un propietario asociado ton una empresa 
arrocera construye una represá y constituye una toma de 
agua en los futuros embalses internacionales o en los actua- 
les ríos. 


Los propietarios aguas abajo dependerían de la volun- 
tad:de la empresa arrendataria quien a su vez cedería- agua: 
exclusivamente a quien le arriende su tierra en las condicio- 
nes que ellos pactaren. No existe en este caso el equilibrio 
de las partes frente a la contratación, por ejemplo frente al 
propietario que ha adquirido ese predio precisamente para 
destinarlo al cultivo del arroz. 
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Es necesario buscar una solución flexible que no tenga 
la rigidez de la actual legislación (Código Civil y Código Ru- 
ral) de principios clásicos en materia de servidumbre (de- 
recho dominial) ni tampoco la apertura revolucionaria del 
regimen brasileño que ha dado lugar a ‘permanentes conflic- 
tos en 'el ámbito judicial. 


Esta última legislación aplicada a la estructura actual 
del cultivo del arroz en nuestro país pondría en manos de 4 
o 5 empresás arroceras toda la tierra y el agua disponible lo 
que a la postre no sería beneficioso ni para éstos, ni para los 
arrendatarios, ni para los propietarios de tierras que quisie- 
ran hacer en el período de rotación por ejemplo, una explo- 
tación técnica en base a praderas artificiales regadas. Se 
propone pues una solución intermedia que permite tanto a 
los propietarios de tierras, como a los arrendatarios, cualquie- 
ra. Sean, poder invertir en represas y utilizar el agua a su 
conveniencia, pero manteniendo los derechos que acuerda la 
propiedad en cuanto al uso y goce de esas tierras limitándolo 
sólo por el interés general (en este caso de la agricultura o 
industria) en beneficio del arrendatario, pero no acordando 
a éste ni más derechos ni más posibilidades «que las que tie- 
ne el propietario para acceder a utilizar también .el curso 
de las aguas que circulan por su propio predio, 


14] 


c) Solución sugerida. 


Por todas estas consideraciones se sugiere un inciso, que 
podría agregarse al art. 96 cuyo concepto sería el siguiente: 
“Toda vez que se constituya una servidumbre de acueducto, 
y el titular del predio dominante no fuere propietario de las 
tierras a regar o utilizar en la propia industria, los propieta- 
rios de los predios sirvientes tendrán derecho a disponer de 
las aguas conducidas a través de esós predios en forma pro- 
porcional al volumen de aguas disponibles o del total del área 
regable en su caso. 


“Concurriendo varios pretendientes. serán preferidos los 
dueños de los “predios sirvientes respecto de otros interesados 
ocupantes a cualquier título de los predios inferiores. 


\\ 
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“Quien utilice el agua deberá abonar su cuota parte pro- 
porcional en los gastos de regadío y. en caso de falta de acuér- 
do el Juez fijará el precio promedio que abonen los usua- 
rios de los predios inferiores o los vigentes er el momento, 
para situaciones similares. 


“Igual derecho asistirá al propietario del predio sirvien- 
te a quien se hubiere impuesto de una servidumbre de re- 
presa o azud”. 


La incorporación de un artículo como el presente, posi- 
bilitaría la existencia de toda clase de acuerdos entre propie- 
tarios y arrendatarios provocando un desarrollo armónico “y 
racional de la utilización de las aguas respecto de los dere- 
chos inherentes a la propiedad, y la de los arrendatarios en 


(das) 


103 — El enfoque general del Código de Aguas 


En términos generales, puede decirse que, con las modi- 
ficaciones que infra se indican en la anotación del articulado, 
el C. Ag. mantiene las soluciones vigentes (Código Civil y 
Código Rural). Pero procura: 


a) Tecnificar todo el régimen y unificarlo, sintetizando 
múltiples disposiciones en menor número de ellas y derogan- 
do, en consecuencia, otras. (v. notas al, art. 102). 


b) En tal sentido, por una parte distingue entre las 
servidumbres civiles tradicionales, vale decir, las que se es- 
tablecen sobre un predio en beneficio de otro y por otro la- 
do las administrativas, que són las impuestas a todos los in- 
muebles “para el ejercicio de los cometidos de las personas 
públicas estatales”. 


Desde el punto de vísta del modo ne se ha- 


bla de servidumbres naturales, que se imponer por la ley y 
se dan o establecen por un medio natural y las que —homó- 
logamente— podría denominarse artificiales, 'vale decir, las 
que requieren actos jurídicos del hombre para establecerse. 
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Una tercera distinción que igualmente se menciona, es 
entre las servidumbres fOrzosas, impuestas por la ley y las 
voluntarias, acordadas por los interesados. Una 4? división 
que cabe señalar, es entre servidumbre principal y accesoria; 
ésta última al servicio de la primera, para cuyo ejercicio pue- 
de resultar indispensable. 


c) Desde el punto de vista de los órganos que imponen 
las servidumbres, la clasificación alude a los órganos judicia- 
les para las civiles, y el P. E. para las administrativas. En 
tal sentido se mejora la solución del C. Rural que daba in- 
tervención a las autoridades administrativas (municipales) 
en el establecimiento de aquellas servidumbres. 


d) Las servidumbres individualmente consideradas se 
reiteran en lo civil y en lo administrativo, en cuarito a su 
consistencia. 


La descripción sustancial de las servidumbres permane- 
ce, en general, como en el C. Rural 1875, por lo cual nos re- 
mitimos al artículo 102 y a lo que se indica infra en los nu- 
merales 105 y siguientes de anotación al articulado del C. Ag. 


CODIGO DE AGUAS 
TITULO IV 


DE LAS SERVIDUMBRES EN MATERIA DE AGUAS 


Capítulo 1 
DE LAS SERVIDUMBRES NATURALES 


Artículo 74. Inc. 1 (Terrenos inferiores gravados por 
S./ agua que fluye naturalmente). — Los terrenos inferio- 
rés están sujetos a recibir las aguas que, naturálmente y sin 
obra del hombre, fluyen de los superidres, así como la pie- 
dra, tierfa o arena que arrastren en su curso. En el predio 
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inferior no se puede hacer cosa alguna que estorbe esta ser- 
vidumbre, ni en el superior cosa que la agrave. 


Inc. 2. (Obras de regulación). — Cumpliendo estos re- 
quisitos, tanto el propietario del predio superior como el del 
inferior podrán construir en su respectivo terreno obras de 
regulación que faciliten el aprovechamiento de las aguas o 


suavicen sus corrientes, impidiendo que arrastren consigo la As 
tierra vegetal o causen otros perjuicios., & met 4 v s 
aa E pelo ca marea ho. Po er 18219 am 


Inc. 3. (Obras para dirigir aguas a terrenos de terce- Q, Cuna 
ro: previa constitución de servidumbre). 


Para dirigir aguas sobre predios ajenos deberá previa- 
mente constituirse servidumbre. 


104 — Concordancas y diferencias 


a) Concuerda con el artículo 558 —C. Civil y el articu- 
lo 435 del C. Rural—, parcialmente y en lo fundamental. 


b) En el inc. 1 se sustituye a “piedra o terreno”, “por 
“piedra, tierra o arena”. El P. VALLS hablaba de “piedra o 
tierra”. 


Siguiendo al P. Valls: Se sustituye las indicaciones es- 
pecíficas: “No se puede dirigir un albañal o acequia sobre el 
predio vecino, si no se ha constituido esta servidumbre espe- 
cial”, —por la más genérica: “Para dirigir aguas sobre pre- 
dios ajenos deberá previamente constituirse servidumbre”, 
vale decir que no queda constituida “ex lege’ por cuanto ésta 
alude a lo que podría denominarse 'descenso natural de las 
aguas”, descenso no debido, por tanto, a la mano del hombre. 


Se aclara la posibilidad de obras que realicen los titula- 
res de ambos predios, según el criterio de mantener la caída 
o descenso, tal como naturalmente se produce por la fluen- 
cia del agua, según su surgimiento y la correlativa posición 
de los predios: 
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“Cumpliendo estos requisitos (no estorbar en el inferior, 
no agravar la situación en el superior (inc. 1 in fine, concor- 
dante con el inc. 3 del artículo 558, el inc. 2 del artículo 435 
y de la parte final del inc. 1 artículo 69, P. VALLS), tanto el 
propietario del predio superior como el del inferior. podrán 
construir en su respectivo terreno obras de regulación que 
faciliten el aprovechamiento de las aguas o suavicen sus co- 
rrientes, impidiendo que arrastren consigo la tierra vegetal 
o causen otros perjuicios”. El articulado se basa en el inc. 
2 del artículo 67, P. VALLS con similar redacción, aunque al- 
go más detallado; se aclara que los propietarios que pueden 
hacerlas son tanto los del predio superior como los del infe- 
rior; y a la finalidad de ‘suavizar’ la corriente, se agrega la 
facilitación del aprovechamiento de las aguas. 

02 lua a rel As ini 

c) Según el P. VALLS, las modificaciones se inspiran dán- 
doles, aclaramos, un alcance más amplio del que tenían en el 
C. Rural, en los siguientes artículos del mismo. 


Lo relativo a obras de regulación, en lo que dispone el 
artículo 441: “El dueño del predio inferior o sirviente tiene 
también derecho a hacer, dentro de él ribazos, malecones o pa- 

Canoa de u-redes que, sin impedir el curso de las aguas, sirvan para re- 

E O -thra a  B8ularizarlas o para aprovecharlas en su caso”. Aquí se ad- 

| aN a vierten las dos finalidades (usar o suavizar) que ahora es- 
tablece el artículo. 


A su vez, para el dueño del predio dominante dispone 
lo: propio el artículo 442: “Del mismo modo puede el dueño 
del predio superior o dominante construir dentro de él ri- 
bazos, malecones o paredes que sin agravar la servidumbre 
del predio inferior, suavicen las corrientes de las aguas, im-_ 


pidiendo que arrastren consigo la tierra vegetal o n 


desperfectos en la finca”. 


pra 


Como se advierte, el nuevo texto: 


— unifica los dos artículos mencionados; 
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— iguala la situación de los dos propietarios; em el C. 
Rural, el propietario del predio dominante solo podrá hacer 
obras para suavizar el curso del agua. 


105 — Naturaleza 


a) El “escurrimiento natural” como le llama el P. VALLS 
es encarado por el Código Civil como “servidumbre legal”; el 
C. Rural, en cambio, la denomina servidumbre “natural”. 


En rigor, se trata de enfoques diversos, pero no contra- 
puestos. El C. Civil menciona la fuente jurídica del grava- 
men y el C. Rural, el hecho que da lugar al mismo. Se trata 
de dos clasificaciones diferentes: fuente de la servidumbre 
(ley o contrato); hecho creador, ʻen la realidad (la naturale- 
za o la obra del hombre). 


b) La C. Redactora señala las objeciones de la doctrina a 
esta denominación, pero no tanto desde el punto de vista in- 
dicado, como en el plano de sí realmente es una servidum- 
bre o una mera restricción del dominio, impuesta por la ley. 


También indica su origen en el Código Napoleón (ar- 
tículo 639): “las que derivan de la situación natural de los 
lugares; ... de las obligaciones impuestas por la ley y las 
que provienen de las convenciones entré propietarios”. No 
habría fundo dominante y fundo sirviente, sino obligacio- 
nes y derechos recíprocos de.los titulares de los predios (BLI- 
XEN, pág. 58). 


Sin embargo, la noción legal del artículo 550 C. Civil, 
parece de aplicación aquí: “Servidumbre judicial o simple- 
mente servidumbre es un gravamen impuesto sobre un pre- 
dio en utilidad de un predio de distinto dueño” (inc. 1). 
“Las servidumbres provienen de la ley o de la voluntad de 
los propietarios” (artículo 555). 


-GUILLOT (“Comentario del Código Civil — De las Ser- 
vidumbres”, -2% ed.; en adelante “Servidumbres”) la consi- 
dera como servidumbre legal y aclara: “la ley ... no hace 
más que respetar un hecho de la naturaleza: el de que las 
aguas de los terrenos “superiores descienden a los inferiores 
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.. la ley no distingue ... entre las aguas de río o arroyo 
y las pluviales”, con la única condición de que las aguas des- 
ciendan “naturalmente y sin obra del hombre (p. 62). 


La servidumbre de este artículo no es de interés público 
de donde se sigue que puede modificarse ... y aun extinguir- 
se por voluntad expresa o tácita de los propietarios, o sea por 
título, por destinación del padre de familia o por prescrip- 
ción (p. 65). 


Art. 75. inc. 1. (Obstáculos a la fluencia). — Si el 
agua corriente se detuviere en un predio por hecho ajeno a 
la mano del hombre, o si acumulare piedras, arenas, tierras, 
brozas u objetos que, embarazando su curso natural, produ- 
jeren o pudieren producir inundaciones, torrentes u otros da- 
ños, los perjudicados o quienes corrieren peligro de serlo po- 
drán exigir del dueño del predio que remueva el obstáculo, 
o les permita removerlo. 


Inc. 2. (Servidumbre legal temporal de depósito de 
materiales). — En tales casos, el dueño del predio donde se 
produjo la obstrucción o detención de las aguas deberá tole- 
rar que los materiales extraídos del cauce sean depositados 
temporariamente en su predio. 


106 — Concordancias y noción 


a) Concuerda, en lo fundamental, con el artículo 554 
C. Civil y los arts. 436, 444 y 505 C. Rural, que inspiran al 
P. VALLS. 


b) El artículo concuerda con el artículo 70 - P. VALLS 
con modificaciones en la redacción: se suprime, después de 
“brozas u objetos”, la expresión, no indispensable “que ellas 
arrastran”; se sustituye “podrán obligar a sus propietarios”, 
por la más técnica expresión de “podrán exigir” (exigen- 
cia: pretensión); también se suprime el apartado final del 
inc. 1 “También deberán permitir el acceso a sus predios pa- 
ra la limpieza de cauces y álveos con los mismos fines”, pro+ 
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bablemente por quedar incluido en la posibilidad de remover 
el obstáculo. 


Sobre intervención de la autoridad ver artículo 78, por lo 
cual no se menciona aquí, como en el P. VALLS. 


c) El artículo 559 del C. Civil se refiere a la detención 
por “hecho ajeno a la mano del hombre” y confiere al “que 
se sienta perjudicado” la posibilidad de “reclamar”, “ut su- 
pra” Idéntica la redacción del artículo 436, C. Rural. 


d) El artículo 444, C. Rural introduce la precisión de 
que el obstáculo se origine por la acumulación de “piedras, 
tierras, brozas u otros objetos” (el mismo artículo habla, 
además, de “arenas”); estos “embarazando su curso natural, 
pueden producir embalses con inundaciones, distracción de 
las aguas u otros daños”; el artículo actual es más genérico 
y, por ende, más amplio. 


Se añade un segundo inciso de particular interés sobre 
legitimación pasiva y recurso a la autoridad: “Si el dueño 
no residiese en el pueblo, el requerimieito se entenderá con 
su apoderado o colono; y si tampoco estuvieran en él y el 
caso fuese urgente o se negase infundadamente el permiso, 
lo concederá la autoridad (¿administrativa o judicial?). Los 
gastos que se originen de los trabajos de desbroces y limpieza 
serán satisfechos por todos los propietarios que participen de 
su beneficio, en proporción al interés que reporten” (inc. 1). 
“Si hubiere lugar a la reparación de daños, serán a cargo 
del causante” (inc. 2). 


El artículo 505, C. Rural disponía: “Cuando los cauces 
de los ríos y arroyos o barrancos hayan de desbrozarse y lim- 
piarse de arena, piedras u otros objetos' depositados por las 
aguas que obstruyendo o torciendo su curso, amenacen cau- 
sar daño, se someterán los predios ribereños a la servidum- 
bre temporal de depósito de las materias extraídas, abonán- 
dose finalmente los daños y perjuicios o dándose la oportu- 
na fianza”. 
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El C. Rural alude aquí a la servidumbre temporal de 
depósito de materiales en los predios ribereños cuando de- 
ban desobstruírse. Es algo más amplio que el artículo actual, 
que solo alude al predio donde se produjo la obstrucción O 
detención de las aguas, tal vez por no haber tenido en cuen- 
ta la indicación de GUILLOT de que también tales situaciones 
quedan incluidas en las servidumbres del artículo 558 (aho- 
ra 74, C. Aguas). 


e) GUILLOT señala que el artículo 539, C. Civil sigue al 
artículo 521, P. Acevedo, que concuerda con el artículo 74, 
Ley de Aguas Españolas (1866); que a su vez Se origina en 
Las- Partidas (Ley 15, Título 32, Partida 39). 


El caso más frecuente es el del estancamiento del agua 
en el predio inferior (“Servidumbres” p. 67), pero además 
abarca todo otro perjuicio: “inundación u otro hecho cual- 
quiera, como en la privación del uso del agua a que se tenga 
derecho” (p. 68). 


Naturalmente que también hay lugar a reclamo si la 
interrupción en vez de ser por obra de la naturaleza, lo es 
por mano del hombre (art. 561 y argumento “a fortiori”). (p. 
68 - 69). 


f) Nótese que el artículo 75, conforme con el artículo 
70 del P. VALLS, permite plantear la pretensión en vía pre- 
cautoria, lo cual se subraya tanto en el hecho de la natura- 
leza (“produjera o pudiera producir”) como en la legitima- 
ción para actuar (“los perjudicados o quienes corrieren pe- 
ligro de serlo”). 


g) La C. Redactora señala que, siguiendo una observa- 
ción de Varela, correspondería unificar los artículos 436 (559, 
C.'Civil) y 444 (tomado de la Ley Española de Aguas de 
1866); pero reconoce que no existiendo total identidad en- 
tre ambas hipótesis, corresponde mantener su distinción (BLI- 
XEN, p. 60). 


Art. 76. (Reparación de obras de defensa). — El pro- 
pietario de un predio en que existan obras de defensa para 
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contener el agua, o donde, por la variación de su curso, sea 
necesario construirlas de nuevo, estará obligado a hacer las 
reparaciones o construcciones necesarias, según los casos, o a 
permitir que, sin perjudicarlo, las hagan los dueños de los 
terrenos que sufrieren o estuvieren expuestos a sufrir daño, 
si tal cosa no se hiciere, 


107 — Concordancias y alcance 


a) Concuerda con solo variantes de redacción con el: 
artículo 560, C. Civil y artículo 437, C. Rural. 


b) También aquí se subraya el carácter que puede ser 
$ precautorio, de la actuación. 


c) “Se ha eliminado, (aclara la C. Redactora) el requi- 
sito de que el daño sea inminente”, atento a que este térmi- 
no se refiere tanto a lo “que amenaza o pende amenazante-. 
mente”, como a “lo que ha de suceder prontamente”. En el 
22 sentido, no parece justificado el requisito, máxime por la 
alternativa que se confiere al propietario, de hacer las obras. 
o permitir que se hagan, limitándose en el segundo caso a 
“praestare patientiam” sin perjuicio de que deba concurrir 
a los gastos si fuere beneficiado por la obra, según el artícu- 
lo 77 (BLIXEN, p. 60). 


d) Guillot señala que, de no estar construidas las obras, 
dado que todo lo relativo a servidumbres debe interpretarse 
en forma estricta, “los propietarios amenazados o perjudica- 
dos deben construir en sus propios fundos las obras necesa- 
rias para prevenir o reparar el daño” (“Servidumbres”, p. 
70). SALVO, en nuestro concepto, la posibilidad de constituir 
servidumbre según el artículo 74 in fine. 


Art. 77. (Contribución a los gastos por beneficios; res- 
ponsabilidad). — Los propietarios beneficiados por las obras 
y labores a que se refieren los artículos anteriores estarán 
obligados a contribuir a los gastos de su ejecución en pro-. 
porción a los beneficios que de ellas recibieren, salvo su de- 
recho a resarcirse contra quien, por su culpa, hubiese ocasio- 
nado el daño o provocado el peligro, 
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108 — Concordancias y alcance 


a) Concuerda, en lo fundamental, con variantes de re- 
dacción, con los artículos 561, C. Civil y 438, C. Rural. El 
P. VALLS (artículo 72) se refería (con variantes de redacción) 
a la primera parte del artículo. 


Se agrega a “obras”, el término (algo anticuado) de “la- 
bores”, introducido por el P. Valls, por cuanto algunas de las 
tareas no quedan incluídas en “obras”, por tratarse de “tra- 
bajos”, aclara la C. Redactora (BLIXEN, p. 61). 


b) El artículo contempla, por ende dos situaciones di- 
ferentes: 


(a) La obligación de los propietarios beneficiados, de 
contribuir al pago de los gastos de ejecución “en proporción 
a los beneficios” que reciban de las obras o tareas. 


(b) La consagración de los principios generales de res- 
ponsabilidad civil: responsabilidad de quien, por su culpa, 
ocasiona el daño o provoca el peligro. Queda aclarado que los 
propietarios deben contribuir al referido pago, sin perjuicio 
de resarcirse (repetir) contra quien causó, culpablemente, el 
daño. 


c) GUILLOT aclara que: (a) Los propietarios beneficiados 
no deben ser interpelados previamente en cuanto a hacer obras 
o tolerarlas; ello corresponde sólo al del predio en que han de 
ejecutarse (p. 85). 


(b) Si las obras sólo son utilizadas y aprovechadas por 
un propietario (del predio en que existen) sólo éste debe 
abonar (p. 73, 74 y 75, “Servidumbres”). 


Art. 78. (Facultades del Ministerio, ex artículos 75 y 
76). — Las facultades atribuidas por los artículos 75 y 76 a 
los dueños de los predios perjudicados o amenazados podrán 
ser también ejercidas por el Ministerio competente para pre- 
servar la regularidad del régimen hidrológico o evitar daño 
a terceros. 
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109 — Concordancias y diferencias 


a) Concuerda con el P. VALLS (artículo 70), al facul- 
tar a la Administración a intervenir en los casos de los ar- 
tículos 75 y 76, limitándola a los “casos en que parece justi- 
ficado” es decir: (a) para preservar la regularidad del ré- 
gimen hidrológico; 


(b) cuando la obstrucción de aguas o la ruina de las 
obras defensoras pueda constituir peligro para terceros, “es- 
pecialmente aquellos que no sean los titulares de las acciones 
mencionadas de los artículos 75 y 76, pues respecto de éstos 
no habría razón alguna para que se constituyese en su perso- 
nero”. (BLIXEN, p. 61). 


b) Se suprimen los artículos 439 y 440 del C. Rural, 
por no referirse a “servidumbres naturales o nacidas de la 
vecindad, como las calificaba el derecho francés intermedio”, 
sino a hecho del hombre (“procedentes de alumbramientos 
artificiales o sobrantes de acequias de riego o procedentes de 
establecimientos industriales”, artículo 439).. . 


En segundo lugar se estima inadecuada la solución (ser- 
vidumbre legal y pago de daños y perjuicios) inclinándose læ 
C. Redactora, por la procedencia (en su caso) de la servidum- 
bre de acueducto. (BLIXEN, p. 61). 


CAPITULO II 


DE LAS SERVIDUMBRES CIVILES 


SECCION I 
DE LAS SERVIDUMBRES EN GENERAL 


Artículo 79. Inc. 1. (Servidumbres forzosas). — Las 
servidumbres de que trata este Capítulo son forzosas en cuan- 
to, dados los presupuestos que la Ley prevé para que sean 
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exigibles, no puede el propietario del predio sirviente excu- 
sarse de ellas. 


Inc. 2. (Servidumbres voluntarias). — Pueden también 
constituirse voluntariamente o por título, en cuyo caso se es- 
tará a éste para fijar sus caracteres, con tal que no se contra: 
ríen disposiciones legales o el orden público. En lo pertinen- 
te se aplicarán a las servidumbres voluntarias las disposicio- 
nes del Libro II, Título IV, Capítulo III, del Código Civil. 


110 — Noción de servidumbres civiles. Concordancias. 


a) Estas servidumbres se denominan “civiles” por opo- 
sición a “administrativas”, sin perjuicio de que como lo in- 
dica la C. Redactora, “en ciertos aspectos la actividad admi- 
nistrativa ... intervenga para limitar o reglamentar su al- 
cance y utilización”; pero en lo fundamental se regulan “dere- 
chos y obligaciones entre particulares” (BLIXEN, p. 61 - 62). 


El C. Civil preve implicitamente la calidad de forzosas 
de algunas (no todas) las servidumbres legales, aunque, por 
lo demás sólo son forzosas las que legalmente son establecidas, 
vale decir, que solo tienen su fuente en la ley, —sobre la base 
del interés protegido, extrayendo las consecuencias en cuanto 
a su posible o no— procedente modificación. 


El artículo 555 señala el doble origen de las servidum- 
bres: “provienen de la ley, de la voluntad de los propieta- 
rios”. En cuanto a las formas, se distinguen las que “tienen 
por objeto (i. e. finalidad o causa final) la utilidad general 
o de un pueblo o de los particulares” (artículo 556); y agre- 
ga: “las servidumbres legales que tienen por objeto el inte- 
rés de los particulares, pueden ser derogadas o modificadas 
por la voluntad de éstos” (artículo 557). 


b) Por otra parte, hay servidumbres legales que no 
requieren ninguna actuación de interesado para constituirse 
(servidumbres “naturales” artículo 74) y otras que requie- 
ren” el ejercicio de una acción” (GUILLOT “Servidumbres” 
p. 49), como la de acueducto, v. gr. 
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c) El inc. 2 concuerda con el artículo 621, C. Civil: 
“Cada cual podrá construir en su predio las servidumbres 
que quiera y adquirirlas sobre los predios vecinos, con la 
voluntad de los propietarios, con tal que no se dañe con ellas 
el orden público ni se contravenga a las leyes”. 


El Cap. III del C. Civil al que se remite el -artículo 79 
abarca los artículos 621 a 645; de ellos resulta que no sólo 
los propietarios, sino incluso al comprador al que aún no se 
le haya otorgado la tradición (artículo 695), además de "los 
casos de prescripción (artículos 629, 632 y conc.), pueden 
ser titulares de las servidumbres. 


SECCION II 


DE LAS SERVIDUMBRES FORZOSAS 


19 
DE LA SERVIDUMBRE DE ACUEDUCTO 


Artículo 80. Inc. 1 (Noción). — Servidumbre de acue- 
ducto es el derecho de conducir a través de predios ajenos 
las aguas de que se puede disponer. 


Inc. 2 (Predio dominante y sirviente)). — En la ser- 
vidumbre de acueducto es predio dominante aquel al cual 
las aguas se destinan o del cual se desaguan, drenan o escu- 
rren; predio sirviente es el que debe tolerar que las aguas 
pasen por él en beneficio de otro predio. 


$ 111 — Noción y concordancias 


a) Acueducto, proviene, etimológicamente de agua 
(aqua) y conducto (ductor). 


Las “Institutas” de Justiniano, siguiendo a Ulpiano la 
definen: “Aquaeductus est jus aquae ducendae per fundum 
alienum” (L. II, Tít. III). Es “el derecho ¿oncedido por la ley 
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al dueño de una heredad o de un establecimiento industrial, 
de conducir por los predios ajenos, las aguas de que tenga 
derecho a disponer” (GUILLOT “Servidumbres”, p. 104). 


El artículo 80 aplica la definición de Ulpiano, añadiendo 
a las aguas, “de que se puede disponer”; la C. Redactora 
aclara: Por cualquier título, incluso concesión o permiso de 
la autorización pública competente, sin perjuicio de la ex- 
tensión por las causales que la ley preve (artículo 643, C. Ci- 
vil): 


b) El C. Civil (artículo 569) y el C. Rural (artículo 
445), daban igual noción, con redacción diferente, que en lo 
pertinente decía así: “El dueño de una heredad o de un es- 
tablecimiento industrial (dominante) que quiera para el riego 
de su predio o para el uso de su fábrica (finalidad) de las 
aguas naturales o artificiales de que tenga derecho a disfru- 
tar (derecho: más técnico que “de que se puede disponer”), 
podrá conducir a su costa esas aguas, por heredades inter- 
medias...” (consistencia o peculiaridad de la servidumbre). 


No dicen cuál es el predio dominante y cuál el sirviente 
de manera expresa, pero surge claramente de la redacción del 
inc. 1 cit. del artículo 445. El inciso 2 da el ‘nomen juris’ de 
la servidumbre. 


c) La servidumbre de acueducto debe imponerse expre- 
samente, a pedido del interesado (artículo 81). 


Art. 81. Inc. 1 (Finalidades). — Podrá reclamar la 
imposición de la servidumbre quien, teniendo derecho a dis- 
poner de aguas, quiera servirse de ellas para los usos produc- 
tivos de su predio, así como quien quiera dar salida a las 
aguas alumbradas o sobrantes, o desecar los pantanos, la- 
gunas o charcas de su heredad. 


Inc. 2 (Indemnización o gratuidad presunta). — El 
dueño del predio sirviente tendrá derecho a que se le pague 
una indemnización conforme con lo establecido en el articulo 
85; pero si la servidumbre se hubiera constituido por título, 
se estará a la voluntad de quienes la hubieran acordado o de 
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quien la hubiere otorgado, según los casos. Si nada se hubie- 
re establecido, se entenderá en ese caso constituida gratuita- 
mente. 


112 — Concordancia y fines. Indemnización. 


a) Concuerda con el C. Civil, artículos 569 y 577 y 
con el C. Rural, artículos 445 y 453. 


b) Las finalidades incluidas abarcan: (a) Usos produc- 
tivos del predio. En los antecedentes se hablaba de “riego 
del predio”, término más restrictivo (v. gr.: abrevar el ga- 
nado, etc.); (b) Dar salida a las aguas alumbradas o sobrantes 
(no se incluia expresamente el origen, vale decir, que pu- 
dieran ser alumbradas, aunque quedaba incluido, en. nuestro 
concepto, por su excedencia). (c) Desecar los pantanos, lagu- 
nas o chacras (coincide con los antecedentes). 


c) La indemnización (artículo 85), no es forzosa, por lo 
cual las partes disponen libremente de ella, en el título. Se 
interpreta el silencio del título, como gratuidad; se trata de 
presunción interpretativa, es decir, de norma supletoria de 
la voluntad. de las partes. Parecería que, a su vez, deberá 
ser ley entre las partes, salvo lo dispuesto por el artículo 634: 
“reconocimiento expreso del dueño actual del predio sirvien- 
te”. 


Art. 82. (Derecho a constituir servidumbre de acueduc- 
to por dueño del predio inferior, por el que discurran aguas 
alumbradas). — El propietario del predio inferior sobre el 
cual se dejaren correr aguas alumbradas o sobrantes del pre- 
dio superior podrá obligar al dueño de éste a que le construya 
acueducto en su terreno, pagándole lo que correspondiere 
según el artículo 85, salvo que prefiriese aprovecharse de 
ellas, en cuyo caso se estará a lo que acuerden las partes. 


113 — Constitución de s./ por el propietario del predio 
sirviente, 


a) Se preve una solución equitativa al permitir que el 
dueño del predio sirviente por el que discurren aguas “alum- 
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bradas o sobrantes? (tal vez la o sobre, porque como re- 
cuerda la C. Redactora, el inferior está forzado a recibirlas 
si son manantiales, pero no si son alumbradas). Se establece 
como opción a su favor: aprovecharlas u obligar al dueño 
del predio superior a constituir servidumbre (en adelante: 
s./) de acueducto. Es un caso poco frecuente, perọ justo, en 
que se exige la constitución de la s./ por el dueño del predio 
sirviente y no del dominante. 


b) La hipótesis no estaba prevista en los antecedentes. 
El C. Rural (artículos 380-81-82) preveía la adquisición por 
prescripción, además de su aprovechamiento (cfr. P. VALLS, 
artículos 27, 28 y 56). 


Art. 83. (Exclusión de edificios y anexos). — No podrá 
imponerse servidumbre de acueducto sobre los edificios o los 
corrales, patios, jardines y huertas que de ellos dependan. 


114 — Concuerda con el C. Civil, artículo 570 y el 
C. Rural, artículos 446 y 460. Se sustituye “casas” por “edi- 
ficios”, de mayor extensión y utilizado ya en el artículo 460. 


Art. 84. (Criterios de realización). — Inc. 1. (1% Rum- 
bo que permita el libre descenso y 2% No demasiado dispen- 
dioso). — En la servidumbre de acueducto va implícito el 


derecho de llevarlo por un rumbo que permita el libre 
descenso de las aguas, y que, por la naturaleza o los acciden- 
del suelo, no haga excesivamente dispendiosa la obra. 


Inc. 2. (3% Menos perjuicio al predio sirviente. Gene- 
ralmente: el más corto). — Verificadas estas condiciones, 
se llevará el acueducto por el rumbo que menos perjuicio 
cause al predio sirviente. El rumbo más corto se mirará co- 
mo el menos perjudicial para éste y como el menos costoso 
para el beneficiario de la servidumbre, si no se probare lo 
contrario, 


Inc. 3. (4% Conciliación de las partes. Equidad. 5% In 
dubio pro predio sirviente). — El Juez conciliará, en lo po- 
sible, los intereses de las partes; y, en los puntos dudosos, 
decidirá a favor de las heredades sirvientes. 
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115 — Concordancias y criterios de realización. 


Concuerda con el C. Civil, artículo 571 y el C. Rural, 
artículo 447. Se agrega a naturaleza, “accidentes” del terre- 
no, pues el primero “se refiere a la clase, género o índole 
del mismo según sus caracteres físico-químicos o mineraló- 
gico, mientras que el segundo apunta, en especial, a las 
irregularidades de la superficie” (BLIXEN, p. 67). 


Nótese el “in dubio pro” predio sirviente, empleable por 
tratarse del que soporta el gravamen, en beneficio de otro. 


Art. 85. (Indemnización al dueño del predio sirviente). 
Inc. 1. (Aspectos que abarca). — El dueño de la heredad 
sirviente tendrá derecho a que se le pague el precio de (1) 
todo el terreno que ocupe el acueducto y (2) el de un espacio 
de un metro de anchura a cada lado de él, (3) además de 
la indemnización por los daños inmediatos que provoque la 
obra. Si por las características de ésta se requiriera un es- 
pacio lateral mayor, lo fijarán las partes y si no se avinieren, 
lo hará el Juez. 


Inc. 2. (Oportunidad del pago). — El precio del terreno 
ocupado y la indemnización por los daños deberán pagarse 
antes de emprender la construcción del acueducto. 


Inc. 3. (Imposición como medida cautelar). — Cuando 
se demande la servidumbre con carácter de urgente, justifi- 
cándose dicho extremo en forma sumaria, deberá el Juez im- 
poner provisoriamente la servidumbre, previa fianza que 
prestará el actor por la suma en que aquél prudencialmente 
estime los perjuicios y el costo de reposición de las cosas a 
su estado anterior, en caso de ser desestimada la acción. 


116 — Concordancia, oportunidad del pago y cautela. 


a) Concuerda con el C. Civil, artículo 572 y el C. Rural, 
artículo 448, inc. 1. Se suprime el sobreprecio del 10 %, di- 
ficil de justificar y cuyo monto resulta arbitrario. 
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b) Se añaden dos disposiciones de interés: (a) Opor- 
tunidad del pago: Antes de comenzar la construcción. “Es 
la fórmula propuesta por Bibiloni en su Anteproyeto de Re- 
formas al C. Civil Argentino, Libro III, Título XI, Capítulo 
11, Artículo 11, inspirado en el C. Italiano” (BLIXEN, p. 68). 
Pero ya lo establecía el C. Rural, artículo 469 (“Se abonará 
previamente al dueño, en el caso de ser “temporal” (Inc. 1); 
no dice “previamente”, en el caso de ser “perpetua”, pero 
se infiere del hecho de que la disposición sobre servidumbres 
perpetuas se coloca de inmediato (sin párrafo aparte) a la 
temporal y se limita a decir lo que se abonará (que es dife- 
rente según la duración de la servidumbre). (b) La impo- 
sición de la servidumbre como medida cautelar, “inspirado 
en el artículo 1189 del C. Civil y Mercantil de la Prov. de 
Sta. Fé” (BLIXEN, ibid). Nótese que se requiere, como de cos- 
tumbre en las medidas cautelares, la justificación sumaria 
de la urgencia y la contracautela; en esta última se estará 
a lo que el Juez estime prudencialmente que sumen los per- 
juicios y el costo de reposición de las cosas a su estado an- 
terior. 


-Art. 86. (Responsabilidad civil del dueño del acueducto. 
Exigencia de reparaciones). — Llegado el caso tendrá tam- 
bién derecho el propietario del predio sirviente a que se le 
indemnice el daño ocasionado por filtraciones y derrames de 
aguas, salvo que ello hubiere ocurrido por fuerza mayor o 
caso fortuito, y sin perjuicio de su derecho de exigir las re- 
paraciones necesarias para evitar los daños, las cuales serán 
de cuenta del dueño del acueducto. 


117 — Concordancias y alcance 


a) GConcuerda en parte con el artículo 572, inc. 2 - C. 
Civil y artículo 448, inc. 2 - C. Rural. 


Los antecedentes aluden al daño ocasionado por filtra- 
ciones y derrames sólo si son imputables a defectos de cons- 
trucción del acueducto. 
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b) La disposición establece: (a) Indemnización en todo 
caso, salvo caso fortuito o fuerza mayor, de acuerdo con las 
disposiciones de responsabilidad de las cosas o aquiliana, ar- 
tículo 1334, inc. 1, C. Civil (cfr. SPOTA, BLIXEN, p. 68). La 
C. Redactora dice que aquí hay una inversión del onus pro- 
bandi aunque por nuestra parte entendemos que es una re- 
glamentación diferente de la responsabilidad (“cosas de que 
uno se sirve o están a su cuidado”). La consecuencia no es 
inversión de carga de la prueba, sino qúe el objeto de la 
prueba recae sobre objetos diversos y, como siempre, corres- 
ponde, ante todo probar (por propio interés) a aquél a quien 
los hechos referidos pueden favorecer; atento a que sólo por 
caso fortuito o fuerza mayor cabe exonerar de responsabilidad 
al dueño del acueducto, a éste interesa realizar tal prueba. 


Además la nueva disposición es más amplia, porque los 
antecedentes sólo configuraban la responsabilidad por defec- 
tos constructivos y la nueva, en todos los casos. 


(b) También se establece el derecho del dueño del pre- 
dio sirviente a reclamar la realización de las reparaciones 
necesarias para evitar los daños, vale decir, prevención de 
daño futuro. En esto concuerda con el artículo 471, C. Rural. 
párrafo final (v. infra Nota al artículo 88, N°? 2). 


Art. 87. (Preservación del acueducto): (a) Exclusión de 
plantaciones y obras nuevas; b) Fortalecer —por sí— las 
márgenes - daños). El dueño del acueducto podrá impedir 
que se hagan plantaciones u obras nuevas en el espacio la- 
teral a que se refiere el artículo 85. Podrá igualmente opo- 
nerse a que se planten a corta distancia de la obra árboles 
cuyas raíces puedan dañarla, y podrá obligar a que se corten 
las de los que amenazaren causarle perjuicio, en cuanto fuere 
necesario 


Podrá también el propietario del acueducto fortalecer 
sus márgenes con césped, estacadas, ribazos o muros de con- 
tención, en la medida que lo justifique el fin buscado, in- 
demnizando los perjuicios al dueño de la heredad sirviente. 
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118 — Concordacias y diferencias 


a) El Inc. 1 concuerda con el artículo 574 - C. Civil y 
el artículo 450 C. Rural. Se añade la oposición a la plantación 
de árboles a corta distancia, si las raíces pueden dañar el 
acueducto. 


El dueño del acueducto podrá hacer valer su oposición 
mediante el proceso de denuncia de obra nueva, como lo re- 
cuerda GUILLOT (“Servidumbres”, p. 118). 


El Inc. 2 concuerda con el artículo 476 - C. Rural, que 
agregaba “pero no en plantaciones de ninguna clase”, —lo 
cual se entiende implicito— dado que esto se prohibe al dueño 
del predio sirviente por el inc. 1. 


b) Se añade: “indemnizando los daños y perjuicios al 
dueño de la heredad sirviente”, porque ésto puede ocurrir 
años después de establecido el acueducto por lo que no esta- 
rían incluidos en la previsión del artículo 85. (BLIXEN p. 69). 


Art. 88. (Autorización legal para ingreso de técnicos, 
obreros, inspectores y cuidadores con sus máquinas - Pre- 
aviso). — El dueño del predio sirviente estará obligado a 
permitir la entrada de técnicos y obreros, con las máquinas 
y vehículos necesarios para la limpieza y reparación del 
acueducto, a condición de que el interesado le dé previamente 
aviso de ello. Está obligado, asimismo, con la misma condi- 
ción, a permitir la entrada de inspectores y cuidadores con 
la frecuencia que las partes acuerden, o que, en su defecto, 
determine el Juez, según las circunstancias. 


119 — Concordancias y diferencias 


a) Concuerda con el artículo 573 - C. Civil y artículo 
449 - C. Rural; se sustituye trabajadores, por técnicos y 
obreros y se añade las máquinas y vehículos necesarios para 
la limpieza y reparación. Tanto en el caso, como en el de 
los cuidadores, ha de darse pre-aviso. 
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En cuanto a los cuidadores, la frecuencia de su ingreso 

se fijará por las partes o, en su defecto, por el juzgado. 


b) El artículo 471 - C. Rural partía de una afirmación 
acerca de que “Serán de cuenta del que haya promovido y 
obtenga la servidumbre de acueducto, todas las obras ne- 
cesarias para su construcción, conservación y limpieza. A 
estos fines, podrá ocupar temporalmente los terrenos indis- 
pensables para el depósito de materiales, previa indemniza- 
ción de daños y perjuicios o fianza suficiente. La adminis- 
tración o los interesados, podrán impelerlo a ejecutar las 
obras y mondas necesarias para impedir estancamientos oO 
filtraciones de que se origen deterioros”. Concuerda en ge- 
neral, con el artículo 96 del nuevo texto (v. infra). 


Art. 89. (Inserción de otro acueducto en el existente). 
Inc. 1. (Oposición a nuevo acueducto; ofrecimiento de :pa- 
saje por el existente). — El que tiene a beneficio suyo un 
acueducto en su heredad puede oponerse a que se construya" 
otro en ella, ofreciendo pasaje por el suyo a las aguas de 
que otra persona quiera servirse, con tal que de ello no se 
siga un perjuicio notable al que quiera abrir un nuevo ca- 
nal. 


Inc. 2. (Pago al dueño acueducto, proporcional a volu- 
men de aguas). — Aceptada esta oferta, se pagará al dueño 
de dicho acueducto la parte del valor dél suelo ocupado por 
éste, incluso el espacio lateral a que se refiere el artículo 
85, a prorrata del nuevo volumen de agua introducida en él, 
y se le reembolsará, además, en la misma proporción, lo que 
valiere la obra en toda la longitud que aprovechare al inte- 


regado. 


Inc. 3. (Ensanche: A costa del 2° dueño de acueducto). 
— Si fuere necesario ensanchar el acueducto, lo hará a su 
costa el interesado, y pagará el nuevo terreno ocupado por 
el acueductó y por el espacio lateral, así como todo otro 
perjuicio que resultare de dicho ensanche. 
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120 — Concuerda con el artículo 575 - C. Civil y ar- 
tículo 451 - C. Rural. 


No se trata de servidumbre: El acueducto pertenece al 
mismo dueño de la heredad. 


Art. 90. (Mayor volumen de agua: Indemnización; 
nuevas obras). — Si el que tiene un acueducto en heredad 
ajena quisiera introducir mayor volumen de agua en él, po- 
drá hacerlo indemnizando de todo perjuicio a la heredad 
sirviente; y si para ello fuese necesario hacer nuevas obras, 
se observará al respecto lo dispuesto en el artículo 85. 


121 — Concuerda con el artículo 576 - C. Civil y ar- 
tículo 452 - C. Rural. 


Art. 91. (Servidumbre de acueducto dentro de acueduc- 
to existente: Requiere consentimiento del dueño de éste. - 
Indemnización artículo 85). — No podrá tener lugar la ser- 
vidumbre forzosa de acueducto por dentro de otro acueducto 
preexistente, a menos que el dueño de éste la consiñtiere. En 
tal caso corresponderá al propietario del predio sirviente la 
indemnización pertinente, según lo establecido en el artículo 
85, si se ocupare más terreno o se causaren nuevos perjui- 
cios. 


123 — Concordancias, diferencias y fundamentos 


a) Concuerda, en parte, con el artículo 461 - C. Rural, 
pero se suprime la posible oposición del dueño del predio 
sirviente, que establecía el C. Rural, añadiendo que en tal 
caso, se instruiría el respectivo expte., y se indemnizaría 
a dicho propietario “si se ocupare cuya zona de terreno”. 
El nuevo texto se remite, en cuanto a indemnización, a di- 
cha circunstancia y, además, a lo previsto en el artículo 85. 


b)) La C. Redactora explica la nueva redacción indi- 
cando: (1) Que el propietario del predio sirviente puede 
oponerse, pero que (2) la imposición de la s./ debe hacerse 
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por via judicial. El fundamento de la oposición será el mis- 
mo que puede aducirse para oponerse en general a las s./ de 
acueducto (artículo 95), pero no porque atraviese «a otro 
acueducto pre-existente; en este caso la oposición, si cabe, 
corresponde al dueño del acueducto. (BLIXEN, p. 69). 


Art. 92. (División del predio que recibe el agua por 
acueducto). — Siempre que un terreno de regadío que reci- 
ba el agua por un solo punto se divida por herencia, venta u 
otro título entre dos o más dueños, los de la parte superior 
quedan obligados a dar paso al agua como servidumbre de 
acueducto para el riego de las inferiores, sin poder por ello 
exigir indemnización, salvo que otra cosa se hubiera dispuesto 
en el título. 


124 — Concordancia y diferencia de redacción 


Concuerda con el inc. 1 del artículo 462, C. Rural. Se 
suprime el inc. 2, que establecía la pericia necesaria para de- 
terminar el punto por donde se abriría el acueducto. 


La modificación atiende a la técnica jurídica: en lugar 
de traslación de dominio, título que es donde puede constar 
una solución diferente. 


Art. 93. inc. 1. (Modos de realizar el acueducto). — 
La servidumbre de acueducto se constituirá: 


12 (Acequia abierta). — Con acequia abierta; pero, si 
por su profundidad o situación ofreciere peligro a personas o 
animales, deberá ser provista de cercos o resguardos o cons- 
truida de modo que no ofrezca tales inconvenientes. 


22 (Cañería o tubería). — Con cañería o tubería, a vo- 
luntad del interesado; pero ello será obligatorio cuando las 
aguas puedan contaminar a otras o absorber sustancias no- 
civas, o causar daños a obras o edificios, y, en general, siem- 
"pre que ello resulte necesario, según las circunstancias: 
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Inc. 2. (Reglamentaciones P. E.). — En ambos casos 
los acueductos deberán ajustarse a la reglamentación que dic- 
te el Poder Ejecutivo. 


125 — Concordancias y diferencias 


Concuerda con el artículo 463, C. Rural, pero en lugar 
de acequia abierta, acequia cubierta y cañería o tubería, só- 
lo se dejan la 1? y la 3?. Se unifican las dos últimas en una 
sola, según el artículo 86, Ley Española de 13/V1/1879, pro- 
curando “una fórmula genérica para abarcar todos los casos, 
difíciles de prever singularmente, en que sea necesario en- 
tubar el acueducto” (BLIXEN, p. 70). 


El problema de sí debían dejarse las tres distinciones del 
C. Rural o reducirlas a las dos actuales, propuesto por el C. f 
Coppetti, fué ampliamente discutido en la Comisión de Agri- a 
cultura y Pesca, integrada con representantes de la C. Redac- | 
tora (10/V/1976). El Dr. BLIXEN subrayó que acequia cu- 
bierta y entubamiento son dos cosas distintas (p. 34); el C. 
Coppetti señaló necesidades de salubridad para el entuba- 
miento (p. 36) y la opinión general fué la de establecer una 
redacción genérica, que de algún modo incluyera lo vigen- 
te (p. 36 y 38). Por su parte el C. COPPETTI indicó que co- 
rrespondía optar por la solución que se estimara más conve- 
niente (p. 37). 


Art. 94. (Autorización del titular si atraviesa bien del 
dominio público). — Para que un acueducto pueda atrave- 
sar un bien del dominio público, se deberá contar con la 
conformidad del titular del dominio en cuestión, quien fija- 
rá las condiciones en que ella se otorgará. Dicho titular po- 
drá negarla, si se derivaren perjuicios para el aprovechamien- 
to del bien. 


126 — Concordancia y extensión 


El C. Rural, artículo 404, establecía la autorización de la 
autoridad pertinente, pero sólo se refería a caminos (por una 
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parte) y a canales o ríos o arroyos navegables o flotables 
(por otra). 


La "fórmula actual es más genérica y establece la nega- 
tiva fundada en que “se derivaren perjuicios para el apro- 
vechamiento del bien”, fórmula que parece satisfactoria a la 
C.. Redactora (BLIXEN p. 70) pero que, por nuestra parte, en- 
tendemos demasiado amplia, dado que siempre algún perjui- 
cio en tal aprovechamiento, provoca el acueducto. Más ló- 
gico hubiera sido prever el pago de los daños. 


Art. 95. (Oposición del dueño del predio sirviente. Cau- 
sales). — El dueño del predio sobre el cual se pretenda im- 
poner una servidumbre de acueducto podrá oponerse a ello 
en los casos siguientes: 


19 (Carencia de derecho del pretensor). — Si quien lo 
solicitare no tuviera derecho a disponer de las aguas que pre- 
tende conducir, o no fuera titular de un derecho de propie- 
dad, usufructo o goce del terreno que pretende beneficiar 
con la obra. 


22 (Posibilidad de imponerla en otros predios, con ma~ 
yor conveniencia). — Sí, para el fin solicitado, el acueduc- 
to pudiera establecerse sobre otros predios con igualés ven“ 
tajas para el que pretenda imponer la servidumbre, y con 
menores inconvenientes para quien haya de sufrirla. 


127 — Concuerda, en lo fundamental, con el artículo 465; 
C. Rural. Las causales son: 


1) Carecer de derecho a disponer de las aguas, quien lo 
aléga. 
2) Carecer de derecho de propiedad, usufructo o goce 


del terreno que pretende beneficiar. 


3) Si puede establecerse en otro predio “con igual ven- 
taja para el que lo pide y menos inconvenientes para el que 
lo sufre”. 
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Art. 96. (De cargo del tiular de la S./ las obras de 
construcción, conservación y limpieza. Ocupación tempora- 
ria a tal efecto). — Serán de cuenta del titular de la servi- 
dumpre activa de acueducto todas las obras necesarias para 
su construcción, conservación y limpieza. A estos fines po- 
drá ocupar temporalmente los terrenos indispensables para 
el depósito de los materiales, previa indemnización de daños 
y perjuicios o fianza suficiente, a juicio del Juez, en el caso 
de no ser aquéllos fáciles de prever o de no conformarse con 
la suma ofrecida al dueño del predio sirviente. Este podrá 
obligarlo, además, a ejecutar la limpieza y obras necesarias 
para impedir estancamientos o filtraciones de que se originen 
deterioros, 


128 — Concuerda con escasa diferencia de redacción con 
el a. 471 -C. Rural. Se suprime la referencia a la administra- 
ción; es sólo el dueño del predio quien puede reclamar las 
obras aludidas: el C. Rural lo establecería siguiendo la ley 
Española 1866. 


Art. 97. (Construcción de puentes por dueño acueduc- 
to y dueño predio sirviente). — El dueño del acueducto de- 
berá construir y conservar a su costa en el predio sirviente 
puentes para el tránsito seguro y cómodo de las personas; 
vehículos y ganados, en cuanto ello fuere necesario. Podrá 
a su vez el dueño de la heredad sirviente construir otros, con 
tal que tengan la solidéz requerida y no amengiien las dimen- 
siones del acueducto ni embaracen el curso del agua. 


129 — Concuerda con el a. 579 - C. Civil y con el a. 455 
- C. Rural, que se refieren además a otras obras: “acueductos 
subterráneos y todas las demás obras semejantes para la con- 
tinuación del riego o de la corriente”; los puentes se refieren , 
al tránsito. La 2? parte concuerda con el a. 478-C. Rural. i 


Art. 98. (Exclusividad del acueducto: prohibiciones). 
—- Fuera de los casos previstos en los artículos anteriores, 
nadie podrá construir puentes ni acueductos sobre acueduc- 
tos ajenos, ni desviar sus aguas, ni aprovecharse de los pro- 
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ductos de ellas, ni de las márgenes, ni utilizar la fuerza de 
la corriente, sin expreso consentimiento del dueño del pre- 
dio dominante. 


130 — Concordancia y diferencia; fundamento 
a) Concuerda con el artículo 479, inc. 2, C. Rural. 


b) Contiene diversas prohibiciones a terceros, para man- 


tener la exclusividad del derecho al uso del acueducto por 
su titular, 


c) Se suprime el inc. 1, que decía “En toda acequia o 
acueducto, el agua, el cauce, los cayeros y los márgenes se- 
rán considerados como parte integrante de la heredad o edi- 
ficio a cuyo favor se han constituido las servidumbres, pero 
con las modificaciones consiguientes, según sea la servidum- 
bre permanente o por tiempo”. Lo subrayado, es algo así 
como una metáfora jurídica, porque como acertadamente di- 
jo la C. Redactora, “el acueducto importa servidumbre,. pero, 
no traslación de dominio de la parte afectada por el grava- 
men”; “el hecho de que el fundo sirviente en su totalidad 
sigue siendo ajeno al dueño del dominante, resulta sin más 
de la propia definición del acueducto (artículo 82)” (BLI- 
XEN, p. 71 y p. 72). 


El ‘dueño’ del acueducto lo es del agua (salvo,'tal vez, en 
el acueducto de desagúe, en el que se abandonan al que se sirve 
de ellas) y las cañerías o tuberías, pero no el terreno, ni las 
aguas, ni los cayeros, ni las fajas lateráles, ni el cauce. de la 
acequia, todas las cuales pertenecen al dueño del terreno. 


Solo cabe recordar que “las servidumbres son insépara- 
bles del predio a que activa o pasivamente perteriecen” Tar- 
tículo 553), (BLIXEN, p. 72-73). í 


Art. 99. inc. 1. (Servidumbre temporal). — La servi- 


dumbre de acueducto puede establecerse también temporal- 
mente. Í 
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%- Inc. 2. (Indemnización). — En tal caso se abonará al 
duebo del terreno la suma que acordaren las partes, o la que 
fijará el Juez teniendo en cuenta los perjuicios que la indis- 
ponibilidad del terreno cause al propietario, según consecuen- 
cia forzosa del gravamen. 


Inc. 3. (Reposición de las cosas al estado anterior). — 
Será además de cargo del dueño del predio dominante la re- 
posición de las cosas a su antiguo estado, terminada la ser- 
vidumbre. 


113 — Concordancias y diferencias 


Concuerda con el artículo 468, C. Rural, que divide a las 
S./ de acueducto en temporales y perpetuas y artículo 469 
que fija los criterios de indemnización. 


Aquí la solución es distinta porque el C. Rural estable- 
ce el pago del duplo del arriendo, más los daños y ahora, los 
perjuicios por indisponibilidad del terreno (en el fondo, si- 
tuación equivalente: aquí se habla de la causa a solucionar 
y antes del modo de aplicar la solución) y los demás daños. 
(cfr. artículo 475, C. Rural). 


La reposición de cosas al estado anterior queda inclui- 
da en los demás pagos efectuados (valor del terreno) y ade- 
más, por la recuperación de sus plenos derechos de uso; en 
la temporal, ni directa ni indirectamente queda indicada tal 
compensación (cfr. BLIXEN, p. 73-74). 


Art. 100. (Conversión de la S./ temporal en perpetua. 
- Indemnización ex artículo 85). — La servidumbre temporal 
puede convertirse en perpetua si se dieren las condiciones re- 
queridas para ello. En tal caso, se abonará al propietario del 
predio sirviente la suma teniendo en cuenta lo que se hubie- 
re satisfecho por la servidumbre temporal. 


132 — Concuerda, en lo fundamental, con el a. 470-C. 
Rural; en ambas normas se descuenta lo abonado por la S./ 
temporal, 
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Art. 101. (Extinción de la S/. 1). reintegro del uso de 
terrenos y fajas laterales al dueño del predio). — Cuando una 
servidumbre se extinga, el terreno ocupado por el acueducto 
y las fajas laterales volverán al uso y goce exclusivo de la he- 
redad sirviente. 


133 — Noción, concordancia 


Se consolidan los derechos de uso y goce de la parte 
gravada con la propiedad del fundo. 


El C. Rural en el artículo 384, y el C. Civil en el artícu- 
lo 578 disponían que en caso de ser abandonado el acueduc-. 
to, se produce la aludida consolidación pero el propietario del 
predio sirviente deberá restituir lo que se le pagó por valor 
del suelo”, cosa que rechazó la C. Redactora por cuanto “la 
extinción de la servidumbre no le es imputable” al dueño del 
predio sirviente, (BLIXEN, p. 74). 


Art. 102. (Extinción de la S./ 2). — Derecho del due- 
ño del predio dominante: retiro de materiales; si por remi- 
sión o renuncia, lo que se establezca y de no mencionarse, se 
entienden abandonados). Extinguida una servidumbre perpe- 
tua, el dueño del predio dominante podrá retirar los materia- 
les que fueren suyos y que se hubieren utilizado en la cons- 
trucción, mientras no prescriba su derecho sobre ellos. Si la 
servidumbre fuera temporal, podrá también hacerlo con su- 


jeción a la obligación de reponer las cosas a su antiguo esta- 
do (artículo 99). 


Si la extinción se produjere por la remisión o renuncia 
del dueño del predio dominante (artículo 643, numeral 2? del 
Código Civil) se estará a los términos en que se hubiere 're- 
mitido o renunciado el derecho, y si nada se hubiere dicho, 
se entenderá que el remitente o renunciante ha abandonado 
los materiales. , 

134 — Concuerda con el a. 482- C. Rural, pero en éste, 


en el caso de S./ perpetua, solo para el caso de extinción por 
imposibilidad ó desuso, 
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¡ 135 — Disposiciones del C. Rural no incluidas en el nuevo 
p texto, (cfr. BLIXEN, p. 75). ' 


E Art. 456. — Se entiende reglado por el Título VI sobre 
: uso y aprovechamiento de aguas públicas. Se trata de la au- 
i torización del Gobierno para hacer canales de ríos o arroyos 
navegables o flotables; concuerda con el artículo 580 del C. 
Civil. En rigor, se trata de una norma que mejor queda in- 
cluida en el referido Título, al que pertenece. 


A a 


a 


Art. 457 — Se refiere a S./ Adm.va de acueducto. 


ia RA RA 


Aft. 458. — Finalidades del acueducto; queda incluida, 
más genéricamente, en el artículo 81. 


-pai TRARRE AAA 
z = A 


Art. 459, — Se suprime, por cuanto las S./ civiles ya 
nó pueden imponerse por vía administrativa sino solamente 
por vía "judicial. 


i f Arts. 466 y 467. — Proceso Sumario con el M. Fiscal pa- 
¡Ñ ra la imiposición de servidumbre en favor de un servicio; que- 
dx incluido en la regla general del artículo 114. 


fii Art. 472. -— Fijación “de la anchura que debe tener la 
: | acequia y sus márgenes”. Aunque no de' manera expresa, que- 
¡e da- incluido en lo previsto en los Arts..82 y 84. 

l 


l Art. 473. — “El derecho de paso por sus márgenes: pa- 

E Ki ra su exclusivo servicio” conferido al dominante conforme 

l . con el artículo 449, contemplado en el artículo 88, C. Aguas. 
| 


Art. 474. — “Si el acueducto atravesase vías públicas o 
: particulares de. cualquier naturaleza que sean, quedará obli- 
1 gado. el que haya obtenido la concesión, a construir y con- 
| servar las alcantarillas y puentes necesarios; y si hubiera. 
de atravesar otros acueductos, se procederá de modo que no 

retarde ni acelere el curso de las aguas, ni disminuya su cau- 

| dal, ni adultere su calidad”. Aunque de manera más gené- 

| rica, la existericia de estas mismas disposiciones surge de lo 
A siguiente: 1) En cuanto a las vías públicas, se requiere la 
e | autorización y fijación de condiciones, por la autoridad res- 
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pectiva (artículo 94). 2) En cuanto a las vías privadas, co- 
rresponde al titular la construcción dé todas las obras nece- 
sarias para construcción, conservación y limpieza del acue- 
ducto (artículo 96); especificamente los puentes necesarios 
(artículo 98). 3) El artículo 98 prohibe desviar aguas, ni 


aprovecharse de sus productos, en relación con acueductos 
existentes, 


Art. 477. — “La S./ de acueducto no obsta para que el 
dueño del predio sirviente pueda cerrar este y cercarlo”. Es- 
to es obvio y, por lo demás, existe el deber de cercar peri- 
metralmente a cada predio (C. Rural, Art. 8 y siguientes). 


Art. 480. — Extinción de servidumbre de acueducto. Se 
suprime, por remisión a lo que dispone el C. Civil, para to- 
das las servidumbres en el artículo 643. 


Art. 481. — Uso por un condómino, conserva la servi- 
dumbre para todos. Así lo dispone el Código Civil, Art. 645 
para todas las servidumbres; de ahí la supresión. 


Art. 483, — Servidumbres urbanas, de acueducto, canal, 
puente, cloaca, sumidero y demás establecidas para el uso de 
las poblaciones. Se rige por las ordenanzas Municipales y, 
en su caso, las disposiciones de O.S.E. en cuanto provee el 
servicio público de agua en las ciudades, villas y pueblos, 


s 20 


DE LA SERVIDUMBRE DE APOYO DE PRESA 
Y DE LA DE PARADA O PARTIDOR 


Art. 103. Inc. 1. (S/. de estribo o apoyo de presa: 
a) En río no navegable). —.Cuando para la derivación o to- 
ma de aguas de un río o arroyo no navegable ni flotable sea 
necesario establecer una presa, y quien haya de hacerlo no: 
sea dueño de las riberas o terrenos en que necesite apoyarla, 
podrá reclamar la imposición de la servidumbre de apoyo de 
presa, previa la indemnización correspondiente. š 


170 ADOLFO GELSI BIDART 


Inc. 2. (Legitimación: derecho y fines agrarios). — El 
que reclame la imposición de esta servidumbre deberá tener 
derecho a disponer de las aguas que pretenda captar o de- 
rivar, y deberá destinarlas a usos productivos de su predio. 


136 — Concordancias y alcance 


a) Concuerda, parcialmente, con el artículo 484, C. Rural, 
que la denomina de estribo de presa. El C. de Aguas habla 
de “apoyo de presa” y distingue el caso de ríos y arroyos no 
navegables ni flotables (artículo 103) y navegables (artícu- 
los (artículo 104). 


b) Es S./ que se establece: (a) para la derivación o to- 
ma de aguas, con el fin de utilizarlas en usos productivos de 
un predio; (b) que requiere presa y (c) el titular no lo es 
de las riberas o terrenos en que deba apoyarse. 


e 
e 


“No se aplica a aguas alumbradas ni tampoco a las ma- 
nantiales, salvo que se hallen en el caso del inc. 2 del art. 24”, 
es decir cuando llegan a constituir río o arroyo.. 


Art. 104. (Id.: b) en río o arroyo navegable o flota- 
ble: S|/ó permiso o concesión según titularidad del predio). 
— Si se tratare de un río o arroyo navegable o flotable, pro- 
cederá la servidumbre sólo en cuanto fuere necesario ocupar 
parte de los predios particulares ribereños para apoyar la pre- 
sa o embalsar el agua. La ocupación del álveo del dominio 
público requerirá el pertinente permiso o concesión de uso 
de la autoridad competente. 


137 — Alcance 


Corresponde la S./ si se trata de ocupar predios parti- 
culares ribereños; si se trata de álveo de dominio público, 
requiere permiso œ concesión. 


Art. 105. Inc. 1. (Indemnización previa — Vía judi- 
cial). — Decretada la servidumbre forzosa de apoyo depre- 


ia 
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sa por el Juez, se abonará al dueño del predio sirviente el 
precio del terreno ocupado y se le indemnizarán los daños y 
perjuicios que le cause la imposición de la servidumbre. 


Inc. (Varios predios). — Lo mismo se hará cuando la 
servidumbre recaiga sobre más de un predio, como por ejem- 
plo, cuando ambos ribereños deban soportarla. 


138 — Alcance y diferencias 
1 


Difiere del C. Rural, artículo 485, que daba competencia 
al Gob.no; aquí la tiene la justicia, que también deberá fi- 
jar la indemnización. 


Esta abarca: (1) valor del terreno ocupado; (2) daños 
y perjuicios que se causen. Concuerda con el artículo 486, C. 
Rural 


Se aplica la S./ sea que recaiga sobre un solo predio o 
sobre los dos predios ribereños, v. gr. cuando es complemen- 
tación de la de acueducto (BLIXEN, p. 77). 


Art. 106. (Remisión a la S./ de acueducto). — Son apli- 
cables a la servidumbre de apoyo de presa, en lo pertinente, 
las disposiciones establecidas para la servidumbre de acue- 
ducto en los artículos 83, 86, 88, 95, 96 y 99 a 102 de este 
Código. 


139 — Remisión al articulado. 


El artículo 106 se remite a los artículos que contienen 


las siguientes normas: 83 (exclusión de edificios y anexos); 


86 (indemnización por daños de infiltraciones y derrames), 
88 (entrada de técnicos, obreros y cuidadores), 95 (oposición 
del titular del predio sirviente), 96 (obras de construcción, 
conservación y limpieza, de cargo del titular), 99 (S./ tem- 
poral e indemnización), 100 (idem transformada en perpe- 
tua), 101 (extensión y consolidación del uso en la propiedad), 
102 (retiro de materiales). 
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Art. 107. (S./ dè parada o. de partidor). — El que ‘pa- 
ra dar riego a su heredad, o mejorarla, necesite construir pa- 
rada o partidor en la acequia o reguera limítrofe por donde 
reciba el agua, podrá exigir que el dueño de la otra margen 
permita su construcción, previo abono de los daños y perjui- 
ciós, y con tal que no se ocasionen mermas al riego del linde- 
ro o de los demás que tuvieren derecho a aprovechar las 
aguas de la acequia. 


140 — Concordancia .y consistencia. 


Concuerda con el inc. 1 del artículo 487, C. Rural. Se su- 
prime el inc. 2, que se refiere al trámite procesal. 


Se trata de una S./ (1) con finalidad de riego, (2) con- 
sistente en construir parada o partidor en la acequia o re- 
guera limítrofe por donde reciba el agua, y (3) para que lo 
permita el dueño de la margen respectiva. 


Según la C. Redactora se aplica a las acequias que divi- 
den dos predios y también a las que sirven a otros predios 
que no sean los limítrofes (BLIXEN, p. 78). 


$ 3% 


DE LA SERVIDUMBRE DE AMARRADURA i 


Art. 108. Inc. 1. (S./ amarradura). — Los predios ; 
ribereños están sujetos a la servidumbre de que en ellos se 
amarren o afiancen las maromas o cables necesarios para su- 
jetar, dirigir o arrastrar barcas de paso, sin perjuicio de la 
indemnización de los daños y perjuicios que ello causare. 


Inc. 2. (Sobre predio ribereño - Ríos navegables: au- 
torización). — Podrá reclamar la imposición de esta servi- Í 
dumbrè el propietario ribereño con respecto al predio situa- 3 
do en la orilla opuesta, pero, si se tratare de ríos o arroyos | 
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navegables o flotables, deberá obtener previamente autoriza- 
ción del Ministerio competente para establecer dichas bar- 
cas. 


141 — Concordancia y diferencias - Noción 


a) Concuerda con el artículo 500, C. Rural. 
iif. 

b) Consiste en amarrar o afianzar en predios ribere- 
ños, las maromas o cables necesarios para sujetar, dirigir o 
arrastrar barcas de paso. 


Debe indemnizarse, previamente, los perjuicios que se 
causen. 


c) En el C. Rural, lo imponía el Municipio (artículo 
501) ahora, el Juzgado; cuando se trata de ríos o arroyos na- 
vegables corresponde, previamente al Ministerio respectivo, 
la autorización para establecer, no la S|/ sino las barcas que 
la requerirían. 


$ 40 
DE LA SERVIDUMBRE DE SALVAMENTO 


Art. 109. (Fajas para la aplicación de la S./) Inc 1. 
(Aguas limítrofes). — Los terrenos lindantes con el Océano 
Atlántico, con los ríos de la Plata, Uruguay, Cuáreim y Ya- 
guarón y con la Laguna Merín estarán sujetos a servidum- 
bre de salvamento, en una faja de veinte metros desde la 
margen de las aguas. 


di). 

Inc. 2. (Ríos o arroyos navegables o flotables). — Los 
terrenos contiguos a los demás ríos, arroyos, lagos y lagu- 
nas navegables o flotables estarán sujetos a idéntica servi- 
dumbre, en una faja de cinco metros determinada en la mis- 
ma forma. 

Inc. 3. (Noción de margen de las aguas). — A los efec- 
tos de este artículo se entenderá, por margen de. las aguas la 
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línea de altura de las mismas en el tiempo o en los sucesiz , 
vos lapsos en que se hiciere uso efectivo “de la servidumbre. 
Por consiguiente, el límite de esta faja de salvamento subi- 
rá o descenderá conforme el agua del mar, ríos o lagos avan- 
ce o se retire, 


142 — Concordancia y antecedentes 


a) Concuerda parcialmente con el artículo 394, C, Ru- 
ral, inc. 1 con el numeral 12 


Pero se añade la franja de 5 m. para los demás ríos o 
arroyos navegables o flotables. 


b) El inc. 3 establece que se entenderá por margen de 
las aguas: “la línea de altura de las mismas en el tiempo o 
en los sucesivos lapsos en que se hiciere uso efectivo de la 
servidumbre” y saca, como consecuencia, que dicho límite “su- 
birá o descenderá, conforme el agua del mar, ríos o lagos 
avance o se retire”, 


En la discusión de la Comisión integrada de 7/V/1976 
se discutió el punto, señalando el Dr. BLIXEN que la S./ de 
salvamento no puede establecerse a una línea fija, pues lo que 
importa en ella es el momento preciso, el instante histórico / 
en que se tiene que hacer uso de ella y de nada sirve esta- 
blecer algo fijo qué' será superado por la realidad (inunda- 
ción, etc.), (p. 30). Oscila según el movimiento de crecida, 
inundaciones; cfr. C. GAGGERO (p. 31). 


El C. Rural (artículo 394, inc. 2c) disponía “Esta zona 
litoral terrestre o de salvamento, avanzará conforme el agua 
del mar o de los ríos se retirase y se retirará donde el agua 
avanzare, porque siempre ha de estar adherida a la playa”. 
Una indicación bastante precisa acerca de la movilidad de 
la faja y su inserción a la playa. 


Art. 110. Inc. 1. (Noción y consistencia). — La ser- 
vidumbre establecida en el artículo anterior se otorga en 
favor de quienes sufrieren o estuvieren expuestos -a sufrir 
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naufragio, avería, encallamiento u otra necesidad semejante, 
y también cuando el estado del mar, los ríos, lagos o lagunas 
obligare a varar las embarcaciones, a desembarcar tripulan- 
tes o pasajeros, a depositar momentáneamente en tierra los 
efectos transportados y a efectuar las demás operaciones que 
aconsejaren las circunstancias. 


Inc. 2. (Depósito de objetos). — Asimismo deberán los 
propietarios tolerar que los objetos y mercaderías que hubie- 
ren sufrido el siniestro o estuvieren expuestos al peligro, 
sean depositados aún más allá de la faja mencionada, pero 
sólo en la medida en que ello fuere requerido por la urgen- 
cia de las operaciones o por el volumen de las embarcacio- 
nes, mercaderías y objetos salvados. 


143 — Concordancias y noción 


a) Concuerda en general, con mayores precisiones, con 
el artículo 394, inc. 1%, C. Rural y con el artículo 503 (de- 
pósito de objetos). 


b) La disposición actual aclara: (1) Titulares de la 
misma son los que sufren o estuvieren en riesgo de sufrir 
naufragio, avería, encallamiento o necesidad semejante. 


(2) Consiste en varar embarcaciones, desembarcar per- 
sonas o cosas, depositar éstas aún más allá de la faja y rea- 
lizar todas las: operaciones aconsejables para evitar los ries- 
gos. Se amplía así, genéricamente, lo que dispone el C. Ru- 
ral, 


(3) Todo ello, en la zona o franja genéricamente de- 
limitada al efecto. 


(4) No requiere trámite alguno, ni intervención de la 
autoridad. 


c) Se puede señalar que no es S./ civil en sentido es- 
tricto, pues no hay predio dominante (cfr. BLIXEN, p. 80); 
más bien se trataría de restricciones legales al ejercicio. (ex- 
clusivo) del derecho de propiedad. 
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Art. 111. (Derechos del propietario del predio sirvien- 
te: ayiso a la autoridad naval). — El propietario de los in- 
muebles sirvientes podrá sembrarlos, plantarlos y aun edi- 
ficarlos en las zonas sujetas a servidumbre, pero para esto 
último deberá dar aviso a la autoridad naval competente, la 
que podrá prohibirlo o limitarlo para que ello no impida el 
ejercicio de la servidumbre de salvamento. 


144 — Concuerda con el a. 394 inc. 52 y 6% -C. Rural, 
con modificaciones no sustanciales, 


En resumen: puede utilizarse la faja de salvamento por 
el dueño del predio, ‘pero. deberá: consultar previamente a la 
autoridad naval, por si alguna de tales actividades pudiera 
obstar al salvamento. 


Art. 112. (Indemnización y límites de responsabilidad 
por el hecho de las cosas). — Los perjuicios que se causen a 
los predios afectados por esta servidumbre les serán indemni- 
zados, pero si el daño hubiese sido causado por los bienes 
afectados por el siniestro o expuestos al peligro, sus dueños 
responderán sólo hasta el monto del valor de los objetos sal- 
vados. 


145 — Concordancia parcial 
Concuerda con el artículo 394, inc. 3, C. Rural, 
Se suprime el privilegio de gastos por auxilios y recom- 


pensa del hallazgo. El monto se limitará al valor de los bie- 
nes salvados, sólo en cuanto a los daños causados por éstos. 


$ 59 
DE LA SERVIDUMBRE DE ABREVADERO 


Artículo 113. (S./ de abrevadero). Inc. 1. (Noción y 
límites). — En caso de persistente sequía, que afecte a todo el 
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territorio nacional o a determinadas regiones o zonas del país, 
podrá el Poder Ejecutivo establecer temporalmente la .servi- 
dumbre de abrevadero en beneficio de los predios ganaderos 
que carezcan de aguadas suficientes, para que quienes los 
exploten abreven sus ganados en las aguadas de los predios 
linderos o cercanos. En ningún caso esta servidumbre podrá 
ejercerse de modo que haga peligrar el mantenimiento de los 
ganados del propietario del predio que la reclama o apareje 
peligro de trasmisión de enfermedades. 


Inc. 2. (Reglamentación: Orden de preferencia). — La 
reglamentación determinará el orden de preferencia con que 
los propietarios o quienes exploten los predios beneficiados 
podrán abrevar sus ganados en el predio sirviente. 


Inc. 3. (Derecho de paso). — La servidumbre de abre- 
vadero apareja el derecho de paso por los predios intermedios, 
así como por el mismo predio en que deba abrevar el gana- 
do. El paso se ejecutará por los lugares en que cause menor 
perjuicio al predio gravado. 


Inc. 4. (Indemnización de perjuicios). — Los perjuicios 
que se causen a los predios sirvientes, serán indemnizados 
por los beneficiarios de la servidumbre. 


146 — Concordancia y noción 


Concuerda con el C. Rural, artículos 488 - 492, con la si- 
guiente modificación fundamental. 


En el C. Rural se establece solamente en beneficio de 
poblados o caseríos; en el C. de Aguas, en beneficio de predios 
ganaderos que carezcan de aguadas suficientes. 


La- servidumbre es: (1) En beneficio de predios ganaderos 
afectados por la sequía y que por ello carecen de aguadas su- 
ficientes. 


(2) Grava al predio con aguadas excedentes a las nece- 
sidades de su propios ganados. 
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3% De apoyo de presa y de parada o partidor. 

4% De obras de captación y regulación de aguas. 
* 52 De colectores de saneamiento. 

6% De camino de sirga. 

7% De amarradura. 

8? De señalamiento. 

9% De salvamento. 

10 De estudio. 

11 De ocupación temporaria. 

12 De depósito de materiales. 

13 De paso. 


148 — Noción 


Se hace enumeración de las servidumbres administrati- 


vas, vale decir, impuestas para el ejercicio de los cometidos 


que competen a las personas públicas estatales y que afectan 
a los predios. Tampoco aquí, en general, habría predio domi- 
nante, aunque puede haberlo (v. gr. inc. 1%, 2%, 3%, etc.). 


Las impone el Poder Ejecutivo, que es la superior autori- 
dad en materia de aguas. Esto asegura, una cierta medida 
de uniformidad, especialidad y, cuando se trata de otros entes 
si no de objetiva imparcialidad absoluta, al menos de distan- 
ciamiento de la cuestión. 


Las concordancias con normas anteriores se establecen en 
la reglamentación particularizada; estaban ya previstas en el 
C. Rural. El C. de Aguas hace una clara delimitación entre 
civiles y administrativas. El C. Rural las trataba en forma con- 
junta. 


Art. 116. (Facultades conferidas por leyes especiales a 
otros órganos). — Lo dispuesto en el artículo anterior es-sin 
perjuicio de las atribuciones que las Administraciones De- 
partamentales poseen, dentro de su competencia, para imponer 
alguna o algunas de dichas servidumbres, así como de las fa- 
cultades conferidas por leyes especiales a otros entes públi- 
cos o a otros órganos del Estado. 
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149 — Ley especial 


Sin perjuicio de que el P. E. es la Autoridad en la mate- 
ria, pueden leyes especiales conferir a las autoridades muni- 
cipales u otros órganos, facultades en la materia. Esta norma 
subraya la preferencia de la “lex specialis”. 


Art. 117. (Procedimiento administrativo: (1) Fundamen- 
tos y fijación de perjuicios estimados). — La imposición de 
las servidumbres mencionadas en el artículo 115 se hará previo 
expediente instruido por la administración, en el cual debe- 
rán constar las razones determinantes de la medida y sus 
fundamentos legales y técnicos, así como la estimación pecu- 
niaria de los perjuicios que la servidumbre ocasionare, si los 


hubiere. 

Art. 118. Inc. 1. (2) Notificación personal o por edic- 
tos). — Cuando se trate de las servidumbres mencionadas 
en los numerales 1% a 8? del artículo 115, el propietario del 
inmueble será notificado personalmente, o por edictos, si se 
ignorase su paradero o no se le pudiese ubicar en la Repúbli- 
ca, a efectos de tomar vista del expediente antes de adoptarse 
resolución. Los edictos se publicarán por tres días consecu- 
tivos en el Diario Oficial y en un diario del lugar o de la 
capital de la República. 


Inc. 2. (3) Plazo 15 o 30 días. Observaciones. (4) Prue- 
ba: 10 a 30 días hábiles), — Si el propietario hubiese sido 
notificado personalmente, dispondrá de quince días hábiles para 
formular a la administración las observaciones que estime 
pertinentes, y de treinta si se le hubiese notificado por edic- 
tos. Pasado el plazo correspondiente, y si existiesen hechos 
controvertidos, la administración abrirá el expediente a prue- 
ba por el término de 10 a 30 días hábiles, según la naturale- 
za de los hechos discutidos y la urgencia del caso. De lo con- 
trario, quedará el expediente pronto para resolución. 


Art. 119. (5) Resolución. (6) Notificación, Impugnación 
administrativa y jurisdiccional, C. A. de reparación y anula- 
torio). — La resolución que imponga la servidumbre deberá 
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ser notificada en la forma establecida en el artículo antérior 
(inciso primero) y será impugnable, tanto en vía anulatoria 
como en vía reparatoria, conforme al régimen vigente para 
los áctos administrativos. 


Art. 120. (Cumplimiento) Inc. 1: (Acuerdo). — Cuan- 
do existiere acuerdo, la servidumbre se hará efectiva previo 
pago de la indemnización. 


Inc. 2. (Oposición: Ejecución, previa consignación - 
Pago .y proceso de fijación definitiva). — Si existiese oposi- 
ción, sea en cuanto a la. procedencia de la servidumbre, sea 
en cuanto al monto de la indemnización, la administración 
podrá hacer efectiva la servidumbre consignando la cantidad 
por ella ofrecida, que podrá ser percibida por el propietario, 
quedando a salvo su derécho de perseguir por la vía corres- 
pondiente, y de acuerdo con lo prescripto en el artículo ante- 
rior, la fijación «y cobro del resto de la indemnización que 
pretendiere. 


Inc..3. (Imputación de pago previo al definitivo). — En 
todos los casos, la cantidad percibida por el propietario se 
imputará a la suma que, en definitiva, deba abonar la admi- 
nistración por perjuicios ocasionados. 


Art. 121. (Indemnización de perjuicios, incluso por du- 
ración de procedimientos y variación monetaria). — En todos 
los casos se indemnizarán los perjuicios que ocasione la dura- 
ción de los procedimientos, incluso los que deriven de las va- 
riaciones del valor de la moneda, salvo los que resulten de 
demoras imputables al propietario. 


” Art. 122. Inc. 1. (Autorización Juzgado de Paz para 
ingresar al-predio gravado). — Si el dueño del inmueble gra- 
vato por la servidumbre negare la entrada al mismo a los 
funcionarios encargados de ejecutar las tareas encaminadas 
a hacerla efectiva, la administración solicitará del Juez de 
Paz del lugar, la orden para ingresar al inmueble gravado, a 
fin de ejecutar en él las tareas dispuestas. El Juez, al dictar 
la orden, autorizará el uso de la fuerza pública para el caso 
que. fuere necesario. 
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Inc. 2. (Salvamento: Autorización no requerida). — En 
easo de urgencia, y si se tratare de la servidumbre señalada 
en el numeral 9? del artículo 115, no se requerirá autorización 
judicial, bastando notificar a los ocupantes del inmueble, si 
los hubiere, la orden emanada de la autoridad competente para 
intervenir en el salvamento, la que podrá utilizar la fuerza 
pública o requerir su auxilio para hacerla efectiva, quedando 
responsable de los abusos que se cometieren. 


Inc. 3. (Salvamento: Urgencia, no requiere previo pago): 
— En tales casos de urgencia, y tratándose de la servidumbre 
mencionada, tampoco será preceptivo el pago o la consigna- 
ción previos a que se refiere el artículo 120, y podrá dis- 
pensarse el cumplimiento de todos los trámites indicados en 
el artículo 117, pero ellos deberán llevarse a cabo lo antes 
posible. 


Art. 123. (Protección arrendatario y similares). Inc, 1. 
(Intimación para que manifieste si los hay). — Cuando para 
imponer alguna de las servidumbres de que trata este Capí- 
tulo se notificare al propietario del inmueble gravado, se le 
intimará a que manifieste si existen en el mismo arrendata- 
rios u otros titulares de derechos reales o personales al apro- 
vechamiento o explótación del bien, a efectos de que sean 
igualmente notificados, para hacer valer ante la administra- 
ción sus derechos por los perjuicios que pudiere ocasionarles 
la servidumbre. Si la administración tuviere por otro medio 
noticia de la existencia de tales titulares de derechos, los 
notificará igualmente. 


Inc. 2. (Responsabilidad del propietario si no denuncia 
para su notificación). — Cuando el dueño fuere notificado 
personalmente, responderá ante la administración o los terce- 
ros, según los casos, por los daños que respectivamente “les 
ocasionare su omisión en proporcionar la información reque- 
rida. 


Inc. 3. (Indemnización al arrendatario. Recursos ex ar- 
tículo 119). — En caso de que:la administración reconociere 
la existencia de perjuicios al arrendatario o a los demás titu- 
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uares de derechos antes mencionados, los indemnizará en las 
mismas condiciones establecidas precedentemente y el que se 
sintiere perjudicado podrá interponer los recursos y accciones 
pertinentes, conforme a lo previsto en el artículo 119. 


Art. 124. (Concesionarios de servicio público). Inc. 1. 
(Legitimación para solicitar imposición de servidumbre). — 
Los concesionarios de un servicio público podrán solicitar a 
la autoridad concedente, la imposición de una o más de las 
servidumbres administrativas señaladas en el artículo 115, se- 
gún fuere necesario para el cumplimiento del objeto de la. 
concésión. 


Inc. 2. (Actuación de la Administración). — Resuelta 
favorablemente la solicitud, la administración procederá de 
conformidad con lo establecido en los artículos anteriores. 


Inc. 3. (Indemnización previa). — Si la constitución de 
la servidumbre aparejare perjuicios que hubieren de ser in- 
demnizados, el concesiónario deberá satisfacer la suma que 
correspondiere previamente a hacerse efectiva la servidum- 
bre. 


Inc. 4. (Responsabilidad concesionario frente a Admi- 
nistración). — La autoridad concedente podrá repetir contra 
el concesionario las cantidades excedentes que estuviere obli- 
gada a pagar a los propietarios si posteriormente se les re- 
conociere -derecho a una mayor indemnización. Pero el conce- 
sionario no responderá de los perjuicios causados al dueño 
por culpa de la administración. 


Inc. 5. (Libertad de contratación sobre responsabilidad). 
— Lo dispuesto en el inciso precedente será sin perjuicio de 
que otra cosa pueda pactarse en el instrumento de fa conce- 
sión. 


Inc. 6. (Legitimación ae permisarios y concesionarios 
de uso de aguas y álveos públicos y titulares de permisos ex 
artículo 192). — Los pefmisarios y concesionarios de uso de 
aguas y álveos públicos y los tituleres de los permisos a que 
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se. refiere el artículo 192, podrán solicitar a la administración 
la imposición de las servidumbres establecidas en los nume- 
rales 10 a 13 del artículo 115, en las mismas condiciones es- 
tablecidas en el presente artículo. 


Art. 125. (Servidumbres sobre bienes de entidades es- 
tatales). Inc. 1. (Principio: Gratuidad y pago de perjuicios). 
— Las servidumbres administrativas que deban constituirse 
sobre bienes de propiedad de entes estatales se impondrán a 
título gratuito, pero si su implantación cuasare perjuicios 
graves, deberán ser indemnizados. 


Inc. 2. (Excepción: Inc. 6 del artículo 124). — La dis- 
posición precedente no se aplicará en la hipótesis prevista en 
el último inciso del artículo 124, debiendo en tal caso los 
permisarios y concesionaflos de uso abonar la indemnización 
que correspondiere según lo dispuesto en esta Sección. 


Art. 126. Inc. 1. (Utilidad pública: Expropiación de 
predios si es más conveniente para interés público). — De- 
clárase de utilidad pública la expropiación de los inmuebles 
que, conforme con el artículo 115, quedarían sujetos a las 
servidumbres que en él se mencionan, cuando para los fines 
perseguidos sea más conveniente a los intereses públicos optar 
por la expropiación total o parcial del inmueble, en lugar de 
imponer el gravamen. 


, Inc. 2. (Designación por P.E.). — La designación de 
los bienes a expropiar será hecha por el Poder Ejecutivo, salvo 
si el caso fuere de competencia de las Administraciones Mu- 
nicipales o si leyes especiales hubieren facultado a otros entes 
estatales a dictar dicho acto. 


150 — Indice 


El presnte capítulo tiene por finalidad principal: Enume- 
rar las servidumbres administrativas (artículo 115); fijar 
órgano de su imposición (artículo 115 y 116); el procedimiento 
a seguir tanto en vía administrativa (artículo 117 - 120) como 
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jurisdiccional (artículos 119, 120 y 122); legitimación para- 
solicitar la imposición de las servidumbres (además de la 
iniciativa ex: officio del P.E.) en casos especiales (artículo 
124); los sujetos pasivos de la servidumbre y activos de la 
indemnización (artículo 123) y límites de la indemnización 
(artículo 121). V. el excelente estudio de C. LEVRERO 
BOCAGE “Algunas cuestiones sustantivas relativas a las nor- 
mas generales sobre S./ admvas. contenidas en el C. Ag.” 
(Rev. U. de Estudios Admvos. -1980,- I, p. 29). 


SECCION II 


DE LAS SERVIDUMBRES ADMINISTRATIVAS 
EN PARTICULAR 


1) S./ de saca de agua y 
2) S./ de abrevadero 


Artículo 127. Inc. 1. (S./ de saca de agua y de abre- 
vadero). — Las servidumbres de saca de agua y de abrevadero 
podrán imponerse en favor de una población o caserío: La 
primera, cuando ello sea necesario para el uso de sus habi- 
tantes y la segunda, cuando así lo requiera el mantenimiento 
de sus ganados. 


Inc. 2. (Exclusiones). — Ninguna de estas servidumbres 
podrá ser ejercida sobre pozos ordinarios, cisternas, aljibes y 
zanjas, ni sobre las aguas existentes dentro de edificios o 
de' terrenos cercados por pared. 


Art. 128. (Fijación del ancho de la senda de paso, oyendo 
previamente a los interesados). — Cuando la administración 
establezca cualquiera de ambas servidumbres, fijará el ancho 
de la vía o senda que haya de conducir al punto destinado 
a la extracción del agua o al abrevadero, según los casos, oyen- 
do previamente a los interesados. 


151 — Noción y concordancias 


El C. Rural. unificaba ambas servidumbres -(artíciulos 488 
92); el de Agúas distingue la de saca de agua para el uso de 


e 
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habitantes de una población y la: de abrevadero, pafa.el;man: 
tenimiento de los ganados de tal población. 


Concuerdan en el sentido de que sólo, se impone, en, favor: 
de población o caserío (artículo 488 - C. Rural) y en que, no, 
se impone sobre pozos ordinarios, cisternas, aljibes y zanjas. 
En la discusión de la Comisión de Agricultura y Pesca inte- 
grada, se eliminó el americanismo “jagúeyes” (Sesión 7/V/976, 
p. 22-23). E 


El C. Rural mencionaba el dar paso como inherente a esta 
S./. El C. Aguas lo dice implícitamente, al señalar que debe 
fijar el ancho de la vía o senda a”utilizar para la servidum- 
bre (artículo 490 - C. “Rural y artículo 128 del nuevo texto): 


3) S./ de camino de sirga (cables) 


Art. 129. (Noción). — La servidumbre de .camino de 
sirga consiste en la obligación de dejar expedita en las propie- 
dades privadas una senda de tres a diez metros de ancho con- 
tigua a la línea superior de la ribera, en los ríos, arroyos, lagos, 
y lagunas navegables o flotables. Esta senda será destinada al 
servicio de las actividades de la navegación y flotación. 


152 — Concordancias y consistencia 


En el C. Rural como en éste, se trataba de S./ de natura- 
leza administrativa. 


Concuerda con el C. Rural, artículos 493 y 496, pero varían 
las dimensiones: 1 m. para peatones y 2 para jinetes en el 
primero y de 3 a 10 m. en el actual. 


Esta S./: a) Grava las propiedades ribereñas a ríos, arro- 
yos, lagos y lagunas ‘navegables o flotables. b) Está al servicio 
de la navegación y flotación (finalidad). ¿) Consiste 'en el de- 
ber de dejar expedita una senda de 3 a 10 mettos de antho, 
contigua a la línea superior 'de la ribera. 


Art. 130. (Imposición por Resolución del P. E. indicando: 
vía de agua; trayecto; ancho). — La servidumbre de camino 
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de sirga sólo se impondrá por resolución expresa del Poder Eje- 
cutivo, en la cual se individualizarán los ríos, arroyos, lagos o 
lagunas y los trayectos, lugares o pasos en donde será aplica- 
ble, y en dicha resolución se fijará el ancho de la senda dentro 
de los límites establecidos en el artículo anterior. Si nada se 
hubiese especificado, se entenderá fijado el ancho menor. 


153 — Concordancia y diferencia 


Concuerda con el artículo 494 - C. Rural, con la diferen- 
cia, derivada de lo dispuesto en el artículo 129 de que, con- 
tando un mínimo y un máximo, el P. E. debe determinarlo; si 
no lo hace, queda fijado (legalmente) el mínimo. 


Art, 131. Inc. 1. (Prohibición de plantaciones y cons- 
trucciones). — Decretada la servidumbre, no podrán hacerse 
plantaciones, siembras, cercos, zanjas ni cualesquiera otras 
obras o labores que embaracen el uso del camino de sirga. El 
dueño del terreno podrá, no obstante, aprovecharse exclusiva- 
mente de la vegetación baja que naturalmente se críe en él. 


Inc. 2. (Corte de ramas que obstaculicen la navegación). 
— Las ramas de los árboles que ofrezcan obstáculos a la nave- 
gación o flotación, o al uso del camino, serán cortadas a con- 
veniente altura, 


154 — Concordancia 


Concuerda con los artículos 498 (el Inc. 1) y 499 (el 
Inc. 2) del C. Rural. 


Art. 132. (Exclusión de edificios o construcciones perma- 
nentes. Posibilidad de expropiación). — No podrá imponerse 
la servidumbre sobre inmuebles donde existan edificios o cons- 
trucciones permanentes. En tales casos, cuando la administra- 
ción considere necesario establecer el camino de sirga a través 
de las partes edificadas o construidas de un predio, deberán 
expropiarse los terrenos ocupados por dichos edificios o cons- 
trutciones. 
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155 — Fundamento 


No tiene concordancia con el C. Rural; se funda en que la 
S./ no es universal, sino de imposición contingente; no sería 
lógico imponer la S./ non-redificandi, si no ha de impo- 
nerse la de sirga. (BLIXEN, p. 90). 


Art. 133. (Cese de la S./ por pérdida permanente de na- 
vegabilidad y flotabilidad). — Cesará la servidumbre de ca- 
mino de sirga que se hubiese impuesto, cuando el río, arroyo 
o laguna navegable pierda permanentemente dichas caracte- 
rísticas. 


156 — Concordancia 
Concuerda con el artículo 495 - C. Rural. 


Art. 134. (Canales de navegación). — Podrá imponerse 
la servidumbre de camino de sirga en los canales de navega- 
ción, si ello fuere necesario. 


157 — Concordancia y fundamento 


En principio excluidos de la S./, puede imponérseles si 
ello fuere necesario. Concuerda con el artículo 497 - C. Rural, 


4) S./ de amarradura 


Art, 135. (Noción). — Fuera del caso establecido en el 
artículo 108, la servidumbre de amarradura para afianzamiento 
de maromas o cables destinados a sujetar embarcaciones o 
barcas de paso en los ríos, arroyos, lagos y lagunas navegables 
o flotables será impuesta sobre los predios ribereños por la 
autoridad competente para regular la navegación o flotación 
en dichas aguas. 


158 — Noción y concordancia parcial 


Con igual consistencia que la S./ civil respectiva (artículo 
108); en este caso, se impone por la Administración (a) sobre 
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los predios ribereños (b) y para regular la navegación o flota- 
ción en las aguas de los ríos o arroyos o lagos o lagunas nave- 
gables o-flotables (c). : 


El C. Rural. en el artículo.500 preveía la S./ de amarradu- 
ra que grava a los predios ribereños, “para el establecimiento 
de barcas de paso”, se entiende entre una y otra ribera, pero 
no la administrativa que. aquí se edicta. 


5) S./ de señalamiento 


Art. 136. Ine. 1. (Nocióri). — La servidumbre de seña- 
lamiento podrá ser impuesta, por las mismas autoridades men- 
cionadas en el artículo anterior, para erigir o instalar en los 
predios ribereños de aguas navegables o flotables, postes, se- 
ñales y demás mecanismos adecuados para servir de ayuda a la 
navegación. i 


Inc.2. (Alcance). — Esta servidumbre apareja la obliga- 
ción de dejar expedita y libre de vegetación u otros obstáculos 
la parte del predio gravado que se requiere para no obstruir 
o dificultar la visión de la señal por las embarcaciones. 


159 — Consistencia 


También en servicio de la navegación, consiste en estable- 
cer en los predios ribereños diferentes señales o indicadores 
para la navegación; incluye el dejar expedita la parte del predio 
indispensable para no obstaculizar la visión de la señal. 


6) S./ de salvamento 


Art. 137. (Complementariedad con artículos 109 y 110). 
— Sin perjuicio del derecho que los artículos 109 y 110 otor- 
gan á quienes se hallaren en las situaciones previstas en dichas 
disposiciones, el Poder Ejecutivo y demás autoridades ¿ompe- 
tentes, podrán imponer la servidumbre establecida en los ar- 
tículos 109 y siguientes del presente Título para cumplir las 
tareas de salvamento de las personas y bienes que sufrieren 
o hubieren súfrido el siniestro, o estuvieren expuestos al pe- 
ligro. En tales 'ċasos, podrá la autoridad encargada del salva- 
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mento ampliar el ancho de las fajas mencionadas en los ar- 
tículos citados, según fuere necesario, así como tomar todas 
las demás medidas convenientes para facilitar las operaciones. 


160 — Sin concordancia 
No previsto en el C. Rural, 


Art. 138. Inc. 1. (Universalidad. Depósito). — Todos 
los inmuebles de la República quedan afectados: a la servi- 
dumbre de salvamento cuando, por acción o amenaza de las 
aguas, estuvieren en peligro vidas humanas y, por razones «de 
proximidad o seguridad, o por requerirlo así las operaciónes 
de salvataje, fuere conveniente trasladar a dichos inmuebles 
a las víctimas del siniestro o a quienes corrieren peligro inmi- 
nente, así como sus efectos personales. 


Inc. 2. (Facultades del P. E.). — El Poder Ejecutivo, o 
la autoridad encargada del salvamento, en su caso, dispondrá 
lo pertinente para hacer efectiva en cada oportunidad esta 
servidumbre. l 


161 — Concordancia parcial y consistencia 


El artículo 503 - C. Rural se refiere al depósito de merca- 
derías y objetos en casos de urgencia, naufragio y similarés. 


A diferencia de los artículos 109-110, aquí la iniciativa 
corresponde al P.E. y demás autoridades públicas competen- 
tes (a); pueden ampliar el ancho de las fajas sujetas a la 
S./ (b); grava a todos los inmuebles de la República para el 
caso de necesidad (c). 


- (S./ principales e instrumentales) 


- Art. 139. Las servidumbres establecidas en los numera- 
les 10 a 13 del artículo 115 podrán ser constituidas como prin- 
cipales, pero se entenderán constituidas implícitamente cuan- 
do: sean necesarias para la aplicación de las demás servidum:- 
bres establecidas en este Capítulo. 
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162 — Aplicación 


Una aplicación de este principio sería la no inclusión del 
artículo 490 - C. Rural (S./ de paso), por considerarla im- 
plícita aquí (BLIXEN, p. 89). 


7) $S./ de estudio 


Art. 140. (Noción y alcance). — La servidumbre de es- 
tudio comprenderá el libre acceso a los predios gravados, las 
labores necesarias para búsqueda de aguas, la extracción de 
muestras de aguas superficiales y subterráneas, así como la 
instalación de carpas para el alojamiento de los técnicos y per- 
sonal auxiliar por el tiempo indispensable para efectuar los 
reconocimientos y relevamientos necesarios. 


8) S./ de ocupación temporaria 
9) 5.7 de depósito de materiales 


Art. 141. (Alcance). — En las servidumbres de ocupa- 
ción temporaria y de depósito de materiales, se entenderá 
comprendido el emplazamiento y circulación de máquinas y 
vehículos, la instalación de viviendas provisorias y la de toma 
de agua necesaria para los trabajos y para la bebida e higiene 
del personal de la administración. 


10) S./ de paso 


Art. 142. Inc. 1. (Paso y tránsito para la policía del 
servicio). — En la servidumbre de paso se entiende compren- 
dida la facultad de transitar para cumplir la policía de servi- 
cio, la vigilancia de las instalaciones y la reparación que ellas 
requieren. 


Inc. 2. (Criterio: Lugar que cause menor perjuicio). — 
La referida servidumbre se aplicará en los puntos más favo- 
rables para el logro de los fines a que esté destinada y, en 
cuanto sea posible, por los lugares que causen menor perjuicio 
al predio sirviente procurando conciliar los intereses opuestos. 
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Su ancho será el indispensable para el tránsito seguro y có- 
modo de las personas y vehículos y para el acarreo o transpor- 
te de los materiales necesarios para las obras y labores. 


163 — Antecedente 


Según la C. Redactora los artículos 140 a 142 están par- 
cialmente inspirados en el Decreto Ley N? 9026 de 29.1V.1933 
(artículo 1° lit. A), B) y C). 


- (Indemnizaciones) 


Art. 143. (Indemnización, incluso si las S./ se imponen 
para la aplicación de otras). — El carácter implícito de las 
servidumbres aludidas en el artículo 139 no excluyen la obli- 
gación de la administración de indemnizar los perjuicios que 
se originen al hacer uso de ellas, si no se hubiese previsto 
al tiempo de fijar la compensación, o si, por hechos supervi- 
nientes, resultasen desproporcionadamente mayores de los es- 
timados en un principio. 


DS 


e 


V) 
OBRAS DE DEFENSA Y MEJORAMIENTO- 


i 
164 — Las soluciones del Código Rural de 1875 
a) Obras de defensa contra aguas públicas. 


Se establecían normas especiales acerca de las obras de 
defensa contra las aguas públicas, de significación no sólo 
práctica sino también jurídica por las limitaciones a los de- 
rechos, la imposición de formas colectivas de actuación y los 
procedimientos que se disponen. 


(1) Obras realizadas por el dueño del predio lindante 
(“plantaciones”, “defensa de estacas”). 


Procedimiento: 


- Dar cuenta a la autoridad local (dependiente del Go- 
bierno Departamental), (artículo 415). 


- Si las obras invaden el cauce, debe pedirse al Gobierno 
Nacional (ríos o arroyos navegables y flotables) o al Muni- 
cipio (en los demás casos) (artículo 416). Se oirá previamente 
a los dueños de los predios colindantes y a la Dirección de 
Obras Públicas. 


El Municipio puede conceder una autorización general, 
sujeta a las tondiciones pertinentes (artículo 418). 


(2) Obras realizadas por una “comunidad” de propieta- 
rios de predios linderos. El Municipio puede imponer a un 
conjunto de propietarios la realización de tales obras, cuando 
sean de alguna consideración. 
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Procedimiento: 


- Solicitud de interesados. Convocatoria a Junta de los mis- 
mos, la que decidirá por mayoría “computada por la parte de 
propiedad que cada uno represente” (articulo 419). Designa- 
ción de Comisión que realice la distribución de las cargas y 
se encargue de recaudar y realizar la obra, bajo la dirección 
de un ingeniero. 


- Recurso de queja ante el Municipio. 


- El Municipio ejerce el derecho de “alta inspección” so- 
bre todos los actos de la Comunidad (artículos 419 - 421). 


(3) Obras realizadas por el Municipio. 


- Para precaver o contener inundaciones pertinentes, en 
caso de emergencia pagará la indemnización por los perjuicios 
que cause y un interés del 5 % (artículo 422). 


- Para defender las poblaciones o caminos vecinales (ar- 
tículo 423). 


Los propietarios ribereños, si fueren beneficiados, contri- 
buirán con la parte proporcional que corresponde, mediante 
peritaje (uno por cada parte y un tercero en caso de discor- 
dia) (artículo 424), 


b) La “desecación de lagunas y terrenos pantanosos”. 


Se refiere al seneamiento y recuperación de terrenos aptos 
para las industrias agrarias, en casos en que el agua los hace 
inservibles para las mismas y en que aquélla se manifiesta 
como inadecuada para cualquiera de los usos habituales del 
hombre. 


Los artículos 426 - 434 - C. Rural (1875) reglamentan el 
tema, de acuerdo a las siguientes bases. 


(1) Clasificación de terrenos: Salubres e insalubres (ar- 
tículo 430; en el segundo caso, procede la desecación forzosa. 
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(2) Procedimiento. Iniciativa del Estado (el Gobierno 
Nacional o el Municipal) en el caso de ser insalubre o de tra- 
tarse de terreno fiscal; o del o los dueños respectivos (ar- 
tículos 430 y 426 - 27). 


Si son varios los dueños y algunos piden la desecación 
en común, se llama a Junta y se está a lo que resuelva la ma- 
yoría (artículo 428). 


La desecación misma se realizará por el o los dueños (ar- 
tículo 427) y puede imponerse si la mayoría de éstos lo quiere 
(artículo 427) o el terreno es insalubre (artículo 430). Si 
aquellos no lo efectúan, el Municipio (o el Gobierno) puede 
concederla a una empresa particular; si no hay iniciativa en tal 
sentido “se sacará la empresa a pública subasta” (artículo 432, 
inciso 2) en el caso de terrenos del Estado; también en los 
particulares, si la desecación es forzosa por razones de sani- 
dad o mayoría de condóminos, por razón de analogía. 


(3) Decisión. Como queda dicho (supra (2) la decisión 
se reserva al mismo dueño o a los condóminos, con la pecu- 
liaridad de que se reglamenta el condominio imponiendo la re- 
gla de la mayoría (artículo 427 - 28). 


Si no hay acuerdo total o si el terreno es público corres- 
ponde la decisión a la autoridad pertinente; lo propio si el 
terreno es insalubre. En principio, se trata del Municipio res- 
pectivo (artículo 430). 


(4) Consecuencias de la desecación: 


- Si se realiza riego, se pagará un canon por el tiempo 
que establezca la autoridad, que no excederá de 99 años (ar- 
tículo 433). 


- Modo de adquirir peculiar: “el terreno saneado quedará 
de propiedad de quienes hubieren realizado la desecación o 
saneamiento; abonando únicamente a los antiguos dueños la 
suma correspondiente a la capitalización del rendimiento anual 
que de tales pantanos y encharcamientos reciba” ( artículo 


A 


431, inciso 2). Esta solución se aplica en el caso de terrenos 


insalubres que pertenezcan al Estado, “mediante el abono, 
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por el concesionario, del rendimiento anual capitalizado según 
el. artículo anterior” (artículo 432, inciso 1). Se trata, pues, 
de un modo de adquirir la propiedad, establecido “ex-lege” 
y por la realización de una obra de interés común, como lo 
expresa el artículo 429: “si las lagunas o parajes pantanosos 
perteneciéren al Estado o a algún común de vecinos, procu- 
rará el Gobierno que se desequen y saneen para ensanche 
del terreno laborable en el país”. 


En cúanto a las concesiones, procedimiento, consecuencias, 
etc., son de aplicación las normas generales en materia de 
riegós (artículos 584 - 585). 


165 — El enfoque general del C. Aguas 


Se siguen, en general, las orientaciones del C. Rural, pero 
organizando y unificando la reglamentación añadiendo algu- 
nos elementos importantes de tecnificación: 


a 3 E a) -Se insiste en un enfoque ecológico de la mayor im- 
e Saia ee: 


ahcia que no estaba en estas secciones ni con tal amplitud 
en el C. Rural 1875 (artículos 144, 145, 152 y 161). Se indican 
situaciones concretas a prever (artículo 152) y la interven- 
ción preceptiva de la autoridad a cuyo cargo esté la protección 
del medio ambiente natural, cuando se proyectan obras en: 
bañados, zonas’ pantanosas o lagunas (artículo 161). 


b) Corresponde al P.E. la intervención en las obras 
que se realicen (plartos, reglamentaciones, autorizaciones, 
aplicación de multas y otras sanciones). Sin perjuicio de las 
actividades de los particulares en sus propios terrenos, direc- 
tamente o en régimen de convenio con el Estado. Se estable- 
ce la posibilidad de expropiación, cuando fuere necesario. 


Se suprime el régimen de comunidades, sin perjuicio de 
la que pueden acordar entre sí, los interesados; también se 
suprime el ‘modo de adquirir peculiar’ en el caso de desecación 
de terrenos pantanosos por una empresa dedicada al efecto. 


Las restantes peculiaridades se indican infra, en la ahota- 
ción de los artículos pertinentes. 


—- Y 
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TITULO V 
DE LAS OBRAS DE DEFENSA Y MEJORAMIENTO 
Y DISPOSICIONES PREVENTIVAS 
CAPITULO I 


DE LA DEFENSA DE LAS AGUAS, 
ALVEOS Y ZONAS ALEDAÑAS 


1) (Defensa de aguas) Qs e _ Dee 2 g > A 4 
Artículo 144. Inc. 1. (Prohibición de introducir matée- 
rias peligrosas). — Queda prohibido introducir en las “aguas 


o colocar en lugares desde los cuales puedan derivar hacia 
ellas, sustancias, materiales o energía susceptibles de poner” 
en peligro la salud humana o animal, deteriorar el medio am- 
biente natural o provocar daños. 


Inc. 2. (Medidas necesarias. Suspensión de actividades). 
-— Sin perjuicio de las atribuciones que competen a otros or~ 
ganismos públicos, el Ministerio competente (Aictará)las pro- 
videncias y aplicará las medidas necesarias para, impedirlo, 
las que, cuando correspondiere, deberán ser conforme a los 
Tratados Interancionales aplicables. Igualmente, podrá. dispo- 


ner la suspensión preventiva de la actividad presuntamente Coda Sat 


peligrosa, mientras se realicen los estudios o trabajos dirigi- 
dos a impedir la contaminación. 


166 — Concordancia parcial. Los antecedentes del C, 
Rural 


Concuerda, parcialmente con el P. VALES, artículo 60; 
se añaden las medidas pertinentes. 


El C. Rural contenía dos disposiciones al respecto. que 
vale la pena transcribir, porque son antecedentes directos, un 
siglo antes, de la actual preocupación por evitar lá contamina- 
ción y salvaguardar la ecología. 


Dxc 2 53/8 
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Artículo 605 - “Cuando un establecimiento industrial 
comunicase a las aguas sustancias y propiedades nocivas a la 
salubridad o a la vegetación, la Municipalidad dispondrá que 
se haga un reconocimiento facultativo (pericia necesaria); y 
si resultase cierto el perjuicio, mandará que se suspenda el 
trabajo industrial (medida preventiva de ¿uspensión) hasta 
que sus dueños adopten el oportuno remedio. Los derechos y 
gastos del reconocimiento serán satisfechos por el que hubie- 
se dado la queja, si resultase infundada y en otro caso, por el 
dueño del establecimieito (sanción económica). 


Artículo 612 Inc. 2 - Incluido en la Secc. 27 sobre “Po- 
licía de las aguas”. “Queda prohibido arrojar a ningún río, 
arroyo o tañada, residuos de saladeros o mataderos, así como 
cualquiera otra clase de materias cuya descomposición per- 
judique la buena calidad del agua”. 


Art. 145. Inc. 1. (Posibilidad de permitir las activida- 
des). — El Ministro competente podrá permitir las activida- 
des mencionadas en el artículo anterior en los siguientes ca- 
sos: 


1°) (Posibilidad de regeneración). — Cuando el cuerpo re- 
ceptor permita los procesos naturales de regeneración. 


2°) (Interés público). — Cuando el interés público en hacerlo 
sea superior al de la conservación de las aguas, sin per- 


ona 4 (253/20) juicio de las medidas que se adopten para prevenir el 


Aa ad 


daño o advertir el peligro. 


Inc. 2. (Previa vista autoridad sanitaria y autoridad de 
conservación medio ambiente). — La autoridad sanitaria se- 
rá oída en todos los casos en que exista peligro para la salud 
humana, así como la autoridad responsable de la conservación 
del ambiente animal y vegetal, cuando éste peligre. 


167 — Concuerda con el P. VALLS a. 60. 


Art. 146. (Condicionamiento de actividades admitidas). 
— Cuando el Ministerio competente permitiere las operacio- 


e o a a — 
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nes a que se refiere el artículo anterior, podrá establecer los 
límites máximos dentro de los cuales los cuerpos receptores 
podrán ser afectados por las sustancias, energía o materiales 
mencionados, así como podrá imponer el tratamiento previo 
de los afluentes pára regenerar las aguas. 


168 — Conctferda, parcialmente con el a. 60 in fine del 
P. VALLS, 
Art, 147. Inc. 1. (Sanciones). — Las infracciones a lo 


dispuesto en el artículo 144 serán sancionadas por el Minis- 
terio competente del modo siguiente: 


1°) (Multas). — Con multa graduada entre N$ 10.00 (diez 
nuevos pesos) y N$ 10.000.00 (diez mil nuevos pesos), 
según la gravedad de la infracción, de conformidad con 
la reglamentación que dictará el Poder Ejecutivo. Los 
límites mencionados, así como el monto de las multas, 
serán anualmente actualizados por el Poder Ejecutivo 
de acuerdo con los índices de aumento en los precios de 
consumo, determinados para el ejercicio inmediato an- 
terior por las oficinas especializadas del Poder Ejecuti- 
vo. 


2%) (Caducidad de permiso o concesión). — Con la caduci- 
dad del permiso o concesión de uso de aguas que hubiere 
otorgado al infractor. 


Inc. 2. (Acumulabilidad de sanciones. Sanción penal). 
-— Las sanciones mencionadas podrán imponerse conjuntamen- 
te, y se entenderán sin perjuicio de la sanción penal que co- 
rrespondiere cuando el hecho constituyere delito. 


169 — Concuerda con los arts, 218 y 225 - C. Penal 


Art. 148. (Clausura temporaria o definitiva). — En caso 
de infracciones graves o reiteradas por parte de un estable- 
disponer su clausura temporaria o definitiva, según los ca- 
sos, previo informe del Ministerio competente. 
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2) (Defensa de aguas y tierras) 


Art. 149. (Imposición de prácticas y de obras a realizar: 
poder de policía del uso y conservación de aguas y álveos). — 
El Ministerio competente podrá imponer prácticas para el 
buen uso y conservación de las aguas y álveos públicos, y po- 
drá obligar a la adecuación o remoción de las obras e insta- 
laciones que atenten contra tal uso y conservación, o que causen 


pérdidas innecesarias por escurrimiento, filtración, evapora- 
ción o inundación. 


3) (Alveos y zonas aledañas) 


Art. 150. Inc. 1. (Obras de defensa - Aviso dentro de 
15 días de iniciadas - Facultad de suspensión). — Los dueños 
de predios lindantes con álveos del dominio público pueden 
defender sus márgénes contra las aguas mediante plantacio- 
nes, estacadas o revestimientos. Dentro de quince días de 
iniciados los trabajos, deberán dar aviso al Ministerio com- 
petente el que, previa audiencia de los interesados, podrá 
mandar suspender tales operaciones, y aun restituir las co- 
Sas a su anterior estado, cuando, por la naturaleza de aquéllas, 
amenazaren causar inconvenientes a la navegación o a la 
flotación, desviar las corrientes de su curso natural O pro- 
ducir inundaciones u otros perjuicios. 


Inc. 2. (Permiso del Ministerio cuando es obra en 
cauce público). — Para realizar obras de defensa dentro de 
un álveo del dominio público se requiere permiso del refe- 
rido Ministerio. 


170 — Concuerda, en lo fundamental, con el a. 415- 
C. Rural. La noticia debía darse “oportunamente”; ahora, 
dentro de quince días de iniciadas las obras. 


- El Inc. 2 concuerda con el artículo 416 - C. Rural 
peró éste exigía autorización del Municipio si no se trataba 
de.ríos o arroyos navegables o flotables. El C. de Aguas sólo 
abarca los álveos de dominio público. 
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Art. 151. Inc. 1. (Solicitud con planos e' informacio- 
nes). — Al dar cuenta de la iniciación de los trabajos, o al, 
requerir la autorización a que se refiere el artículo anterior, 
los interesados acompañarán los planos o croquis y las infor- 
maciones del caso, para que el Ministerio pueda apreciar la 
necesidad u oportunidad de la obra iniciada o proyectada. 


Inc. 2. (Municipio). — Si las obras hubieren de efec- 
tuarse en predios contiguos a aguas del dominio público 
municipal, las gestiones mencionadas se entenderán con la 
Administración Municipal respectiva. 


171 — Concuerda con el artículo 417 - C. Rural y par- 
cialmente con el P. VALLS, artículo 65. 


Art. 152. (Defensa ecológica. Reglamentación por el Dec TENA 
P.E.). — Con el fin de conservar los recursos naturales, L 15259 
evitar que se altere la configuración topográfica, mantener t 
los valores del paisaje y realizar el control de las aguas, los 
álveos y sus riberas, el Poder Ejecutivo reglamentará: 


19) (Extracciones). — La extracción de áridos, vegetales y 
animales del lecho de los ríos, arroyos, lagos y lagunas, 
o de las propias aguas. 


2°) (Proyectos de conservación y recuperación). — La eje- 
be 7 E ¡5237 
cución de los proyectos de conservación y recuperación 
de suelos y aguas a que se refiere la Ley N? 13.667, 
de 18 de junio de 1968. 


39) (Flotación). — La flotación. 


49) (Embarco y carga). — Las obras: para el embarco y 
desembarco de pasajeros y la carga y descarga de mer- 
caderías, sin perjuicio de las competencias de otros 
entes públicos. 


5%) (Puentes, amarraderos, etc.). — La construcción de 
puentes y aparatos u otros mecanismos flotantes ancla- 
dos o amarrados a tierra firme, con la salvedad seña- 
lada en el numeral precedente. 
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172 — Concuerda con el P. VALLS art. 59, con modifica- 

ciones, especialmente en los fines (ecológicos) perseguidos 

por el Estado a través de tales reglamentaciones. 


Art. 153. Inc. 1. (Faja de defensa costera). — Esta- 
blécese una faja de defensa en la ribera del Océano Atlán- 
tico, el Río de la Plata y el Río Uruguay, para evitar modi- 
ficaciones perjudiciales a su configuración y estructura. 


Inc. 2. (Id. ancho). — El ancho de esta faja será de 
doscientos cincuenta metros medidos hacia el interior del 
territorio, a partir del límite superior de la ribera establecido 
en los artículos 36 y 37 de este Código. 


Inc. 3. (Id. id. Río de la Plata y Océano Atlántico). — 
Hacia el exterior, en las costas del Río de la Plata y Océano 
Atlántico, la faja se extenderá hasta la línea determinada 


por el Plano de Referencia Hidrométrico Provisorio (cero 
Wharton). 


Inc. 4. (Id. id. Río Uruguay). — En el Río Uruguay el 
límite exterior de dicha faja será determinado por el Minis- 
terio competente, en función de las cotas correspondientes a 
los ceros de las escalas hidrométricas adoptadas como refe- 
rencia para las diferentes zonas del río. 


Inc. 5. (Id. id. Ramblas o rutas costeras). — Cuando 
existiesen rutas nacionales o ramblas costeras abiertas y 
pavimentadas, a una distancia menor de doscientos cincuenta 
metros del límite superior de la ribera, el ancho de la faja 
de defensa se extenderá solamente hasta dichas rutas o ram- 
blas. 


Inc. 6. (Extracciones). — En los predios de propiedad 
fiscal o particular, las extracciones de arena, cantos rodados 
y rocas de yacimientos ubicados dentro de la faja de defensa, 
sólo podrán efectuarse a un nivel o cota superior, situado 
cincuenta. centímetros por encima del límite superior de la 
ribera. 


tt m t +t 
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173 — Concuerda “con algunas precisiones, lo dispues- 
to en el a. 295 de la ley 13.737 de 9.1.1969... prescripcio- 
nes para defender la configuración de la cota, amenguada 
por la extracción controlada o clandestina de arena y otros 
materiales... (los que) en la faja de defensa, sólo pueden 
realizarse por encima de determinado nivel. Tal es la finali- 
dad de la faja defensiva” (BLIXEN, p. 96). 


174 — “El cero Wharton es el plano horizontal que pasa 
23,08 mts., por debajo del marcador colocado en 1889 en el 
ángulo S.E. del vestíbulo del Cabildo de Montevideo, plano 
que sirve de base para todas las escalas hidrométricas del 
país, de conformidad con lo establecido en el Decreto de 
20.1.1949” (BLIXEN, p. 96). 


Art. 154. Inc. 1. (Sanciones - Procedimiento - Monto 
- Actualización). — La contravención a lo dispuesto en el 
artículo anterior, una vez comprobada debidamente en ex- 
pediente que se instruirá con audiencia de los interesados, 
será sancionada por el Ministerio competente con la prohibi- 
ción de extraer materiales de los yacimientos del predio re- 
ferido durante el plazo que establezca la reglamentación y 
con la multa que en ella se prevea, entre los límites de 
N$ 50.00 (cincuenta nuevos pesos) y N$ 10.000.00 (diez mil 
nuevos pesos) según la entidad de la transgresión. La multa 
se actualizará anualmente según el procedimiento señalado en 
el artículo 147, numeral 10. 


Inc. 2. (Sanciones: reincidencia). — En caso de rein- 
cidencia, la prohibición a que se alude en el inciso anterior 
podrá ser definitiva. 


175 — Concuerda: id. art. 153. 


Art. 155. (Estudio para establecer lugares de realiza- 
ción de obras encauzamiento y defensa). — El Ministerio 
competente efectuará el estudio general de los ríos y arroyos 
para señalar los puntos donde convenga realizar obras de 
encauzamiento y defensa destinadas a preservar las hereda- 
des, evitar inundaciones y, en los casos que correspondiere, 
mantener expeditas la navegación y flotación. 
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176 — Concuerda con el a, 425 - C. Rural - El nuevo 

texto no recoge los arts. 418 a 424 C. Rural. 


El C. Rural en los artículos derogados por el Código de 


Aguas establecía disposiciones que estimamos de verdadero 
interés: 


a) Posibilidad de que el Municipio otorgara una autoriza- 
ción general, en los casos de obras de defensa poco cos- 
tosas para los propietarios ribereños (artículo 418). 


b) Obras a realizarse por todos los propietarios beneficia- 
dos, si son de costo más elevado. 


El Municipio puede obligar a la realización de las 
obras por la comunidad (artículo 419), previa junta ge- 
neral de todos (artículo 420, inciso 1), si media mayo- 
ría: de presentes (“computada por la parte de propiedad 
que cada uno representa”); la distribución y el cobro se 
efectuará por una Comisión nombrada al efecto (ar- 
tículo 420, inciso 2). 


La ejecución de las obras se realizará bajo la direc- 
ción de un ingeniero (artículo 421, inciso 1). 


Recurso de queja ante el Municipio, por los propieta- 
rios (artículo 421, inciso 2). 


c) Obras urgentes para preservar inundaciones: de cargo 
del Municipio; indemnización a los perjudicados y pago 
de interés (artículo 422). 


d) Obras locales de población o caminos vecinales, de cargo 
del Municipio y del Estado las de interés general (te- 
rritorio considerable, establecimientos públicos, -etc.) 
(artículo 423). 


Contribución de mejora de los propietarios, si las 
obras de carácter general los benefician (artículo 424). 
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CAPITULO II Lx Mo 


DE LA DESECACION Y AVENAMIENTO DE LAGUNAS 
Y TIERRAS PANTANOSAS Y ENCHARCADIZAS 


Art. 156. Inc. 1. (Programas vecinales y regionales). 
— Para la desecación, avenamiento y mejora integral de zo- 
nas inundadas o inundables, para evitar la degradación de 
las cuencas y para defender a las personas y los bienes contra 
inundaciones, golpes de agua y avenidas, el Ministerio com- 
petente preparará proyectos generales por zonas, los que se- 
rán elaborados de conformidad con los programas nacionales 
y regionales a que se refiere el artículo 3% numeral 1°. 


Inc. 2. (Universalidad de aplicación). — Las obras y 
trabajos correspondientes que se realicen en esas zonas por 
entidades estatales o particulares deberán ceñirse a los pro- 
yectos aprobados. 


177 —. Concuerda con el a. 58 P. VALLS. 


Art. 157. (Autoría de obras: 1) Estado o entes estatales; 
2) Particulares bajo dirección o control autoridad - Contri- 
bución de mejoras). — Cuando las obras y trabajos proyec- 
tados de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 156 recaye- 
ren sobre bienes del dominio público o fiscal, serán cons- 
truidas 'o realizadas por el Estado o entes estatales, según 
los casos, o por concesionarios. Si las obras o trabajos afec- 
taren también a predios particulares, podrán ser ejecutados 
igualmente por el Estado o ente público que llevare á cabo 
la obra, salvo que los propietarios optaren por ejecutarlos 
directamente por sí, bajo la dirección o el control de la ad- 
miinistración. Si así no lo hicieren, quedarán obligados a 
reembolsar al: Estado o al ente público que hubiere realizado 
la obra, las sumas invertidas para la mejora de sus respectivos 
prédios, pero sólo hasta el monto del beneficio que la obra 
produjere a los mismos. 


178 — Concuerda parcialmente con el a. 54 - P. VALLS 
y con C. Rural. 
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Las soluciones del'C. Rural eran diferentes en su con- 


junto: 


a) 


b) 


e) 


d) 


e) 


f) 


Los dueños podían realizarlas por su cuenta y se les 
permitía extraer piedra y tierra de terrenos públicos, 
con autorización Municipal, al efecto (artículo 426). 


Si se trata de varios dueños, el Gobierno puede obligar- 
los a hacerlas, si está conforme la mayoría (“los que re- 
presentan mayor extensión de terreno saneable”). El 
condueño que lo prefiera, puede ceder su parte (ar- 
tículo 427). El artículo 428 preve la realización de junta 
al efecto. 


Si los terrenos son del Estado o “de algún común de ve- 
cinos”, el Gobierno “procurará (sic) que se desequen y 
saneen” (artículo 429). 


Terrenos declarados insalubres: desecación forzosa (ar- 
tículo 430); si la mayoría de los propietarios no lo reali- 
za, el Municipio puede proceder por vía de concesión y 
el terreno pertenece al que hubiese realizado la deseca- 
ción, abonando “la suma correspondiente a la capitaliza- 
ción del rendimiento anual que de tales pantanos o en- 
charcamientos percibe” (431): expropiación por mejo- 
ras de utilidad zonal, pero en favor del concesionario, 
previo pago de indemnización, cuyo criterio se fija. La 
C. Redactora lo considera inconstitucional (BLIXEN, 
p. 97). 


Si pertenecen al Estado, otorgará concesión; de no 
efectuarse se realiza el estudio por el Estado “y se sacará 
la empresa a “pública subasta” (artículo 432). 


Riego mediante el pago de un canon (artículos 433 y 
575). 


Son de aplicación los artículos 584 y 585 (empresas de 
canales de riego) a quienes realicen las. desecaciones. 
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- El Estado puede realizar las obras y trabajos in- 
cluso sobre predios particulares, por ser él mismo, 
el ejecutor de los proyectos. 


Art. 158. (Ejecución por particulares - Régimen de 
convenio - Asistencia estatal). — Si los propietarios optaren 
por ejecutar por sí las obras o trabajos proyectados por el 
Ministerio competente, éste podrá prestarles la asistencia 
técnica y material que estimare pertinente, en un régimen de 
convenio y dentro de los límites que fijaren las leyes y pla- 
nes de obras públicas o de desarrollo económico. 


179 — Concuerda parcialmente con los arts. 54 y 55 P. 
VALLS. 


Art. 159. (Propietario que realiza obras por su cuen- 
ta). Sin perjuicio: de lo dispuesto en los artículos anterio- 
res, el propietario de un terreno pantanoso o encharcadizo 
podrá dsecarlo por su cuenta, y si la zona encharcada o 
pantanosa se extendiera por los predios contiguos o próxi- 
mos de varios dueños, podrán éstos acordar la realización de 
las obras en común. En tal caso, y si no se pactare otra co- 
sa, los gastos se repartirán proporcionalmente al beneficio 
que las obras o trabajos produjeren a cada predio. 


180 — Concuerda, parcialmente, con el a. 59 P. VALLS, 
y 426 y 427 -C. Rural. 


— El C. Rural establecía consorcios que podían ser for- 
zosos. El Proyecto de la C. Redactora (a. 165) mantenía aque- 
lla solución, pero el Juzgado competente era quien debía de- 
clarar que la mayoría estaba por la desecación y, en conse- 
cuencia, imponerla. 


Al abolir el Código de Aguas toda referencia al respecto, 
sólo caben estas soluciones: cada propietario por separado; 
los propietarios en conjunto, por convenio; el Estado si son in- 
salubres y si no lo son, por convenio o por vía de expropia- 
ción (.159 y 160). 
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Art. 160. (Expropiación de terrenos insalubles). De- 
clárase-de utilidad pública la expropiación de los terrenos 
pantanosos o encharcadizos que fueren declarados insalubles 
por la autoridad sanitaria competente, para proceder a su de- 
secación y saneamiento. Ello será sin perjuicio de lo estable- 
cido en el artículo siguiente. 


181 — Concuerda, en cuanto a la declaración de insalu- 
bridad con el a. 430 - C. Rural. 


Art. 161. (Desecación de zonas de importancia ecoló- 
gica). Cuando se proyectare la desecación, drenaje, u otras 
obras análogas en bañados, zonas pantanosas o lagunas que, 
por su extensión, ubicación o importancia ecológica puedan 
constituir refugio de especies de la fauna y flora autóctona, 
el Ministerio competente deberá recabar necesariamente la 

2 opinión del órgano público a cuyo cargo estuviere la protec- 

` ción del medio ambiente natural, para el caso de que fuere 
pertinente declarar reservada la zona de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 3%, numeral 29, 42 y 6% de este Có- 
digo). 


182 — Concuerda con el a. 167 del Proyecto de la C. 
Redactora. 


VI) 
USO DE AGUAS Y ALVEOS 


183 — Las soluciones del Código Rural de 1875 


a) Criterios legislativos. 


En materia de aprovechamiento de aguas el legislador 
agrupa las normas (sin perjuicio de coincidencias), según la 
finalidad perseguida (para qué se utilizan o destinan). 


En tal sentido se distingue: 


(1) Industria pesquera, sea de pesca de especies exis- 
tentes o de creación de viveros o criaderos de peces, 


(2) Transporte: navegación, canales de navegación; 
barcas de paso, puentes, etc. 


(3) Abastecimiento doméstico y de las poblaciones. 
(4) Servicio agrícola: riego, especialmente. l 
(5) Servicio industrial y de ferrocarriles. 

b) Pesca. 


(1) Se reglamenta las posibilidades de pesca, permitién- 
dola libremente —aunque sujeta a los Reglamentos de Poli- 
cía y simpre que no dificulte la navegación, en el mar terri- 
torial, ríos y arroyos navegables. (.509) y en los canales, ace- 
quias o acueductos (a.511). 


Se requiere autorización especial para establecer encañi- 
zadas o aparatos destinados a la pesca, sea del propietario 
o de la Municipalidad (ríos o arroyos navegables o flotables) 
(a.513). 
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(2) Se fijan reglas especiales para el establecimiento 


de viveros o criaderos de peces, que lo son a perpetuidad 
(a.611). 


Al Municipio compete el conceder autorización para for- 
mar lagos, remansos o estanques con ese destino. (a.608). 
Procedimiento; petición acreditando propiedad del terreno 
donde deben construirse las obras, autorización del dueño y 
proyecto de las obras; se oye a los vecinos limítrofes y a la 
Junta de Sanidad: resolución (a.609). 


También pueden formar remansos o estanques para vi- 
veros “en los canales o terrenos contiguos que hubieran ad- 
quirido.los “concesionarios de aguas públicas para riegos, na- 
vegación o establecimientos industriales” (a.610). El procedi- 
miento, en este caso, es judicial, ante el Juez de Paz; aunque 
no se ha aclarado, el proceso parece ser voluntario y requie- 
re las tramitaciones fijadas para el caso anterior. (a.610). 


c) Servicio agrícola (riegos). 


El problema aquí es el de la utilización del agua pública 
para riesgos y la reglamentación abarca los derechos de los 
lindantes con el respectivo cauce y las reglas para la conce- 
sión de aguas para el riego (comunidad de regantes o empre- 
sas de canales de riegos). 


(1) Aguas pluviales y manantiales discontinuos. 


Se establece con carácter general, la sujeción a las re- 
glamentaciones administrativas (a. 564). 


— Se permite la utilización de las aguas para el riego y 
la construcción de maleones de tierra y piedras sueltas o fi- 
jas o cantos móviles (a.565). El que haya utilizado el agua 
durante 30 años, puede oponerse a que los dueños de predios 
superiores lo priven de este aprovechamiento (a.567). 


Si las obras pueden producir inundación. y otro perjuicio 
público, el Juzgado de Paz a iniciativa de parte, podrá —com- 
probando el peligro— ordenar la destrucción o reducción ne- 
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cesaria para evitar el peligro. Se trata de una intervención en 
vía de proceso voluntario (a.566). 


Si el peligro es a particulares, éstos pueden reclamar an- 
te la autoridad local; si se produce el perjuicio, pueden ini- 
ciar el proceso contencioso ante los Tribunales (id.). 


— Si se intenta construir obras permanentes, se necesi- 
ta autorización del Municipio, previa presentación del proyec- 
to de la obra; se dará publicidad para que se presenten los 
opositores (a.569). 


— También pueden expropiarse las obras que se reali- 
zan para detener las aguas en estanques, si son declaradas de 
utilidad pública (.571). 


(2) Ríos y arroyos navegables o flotables. 


Se autoriza a los ribereños a establecer norias u otros ar- 
tificios para extraer agua para riego, siempre que no causen 
perjuicio a la navegación (a. 572). 


(3) Ríos y arroyos no navegables ni flotables. 


Se requiere autorización del Municipio para tal instala- 
ción (a.572). 


Puede expropiarse el agua (en los dos casos (2) y (3) cuan- 
do funcione el vapor como fuerza motriz, instruyéndose el 
procedimiento por el Municipio (a. 572). 


(4) Concesiones. 


— Se requiere concesión otorgada por «el Gobierno, pa- 
ra aprovechar las aguas públicas con finalidad de riego por 
medio de obra importante y permanente en toda clase de co- 
rrientes naturales si deriva en más de 100 lts. de agua por 
segundo (a.573). 


Si menos de esa cantidad, la concede el Municipio (a. 
571). También autorízase la construcción de presas (id.). 
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Para las meras reparaciones se requiere autorización del 
Juzgado de Paz (proceso voluntario). 


— Duración: Perpetua, si es a los propietarios de tierras 
-findividual o colectivamente). Por 99 años a empresas de re- 
gadío; pasado el lapso, los propietarios no adeudan canon y 
“pasará a la comunidad de regantes, el dominio colectivo de 
las presas, acequias y demás obras exclusivamente precisas 
para los riegos” (a.5759). 


— Procedimiento. 


Iniciativa, acompañando proyecto, legitimación activa, 
(propiedad o conformidad de la mayoría de los propietarios 
de tierras regables, según la extensión superficial de cada 
uno), si es empresa, tarifa del canon a pagar. 


Publicidad de planos, memoria explicativa; presupuesto 
de gastos; tarifa. Emplazamiento por 1 mes (a. 577). 


Oposición. Traslado al peticionante. 
Informe Municipio. 
Informe D. Obras Públicas. 


Resolución, en el término de 6 meses (Modificado por 
la Constitución, de acuerdo con el régimen general: si no se 
resuelve dentro del plazo establecido de 120 días, se considera 
denegado) (a.578 — 579). 


Se asimila el caso de alumbramiento de aguas subterrá- 
neas, al que podrán oponerse los regantes inferiores que ha- 
bían adquirido derecho (concesión o prescripción) al alum- 
bramiento inferior, si el superior los perjudica (a.582). 


— Perjuicio a establecimientos industriales y expropia- 
ción. 


Los molinos y establecimientos industriales perjudicados 
por la desviación de las aguas, reciben indemnización. Si no 
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se avienen las partes, procede la expropiación del estableci- 
miento (a.583) o el proceso respectivo. 


— Facultades y privilegios de las empresas de canales 
de riego. 


Exención de impuestos a los capitales que se inviertan 
en la obra. 


| Servidumbre de extracción de leñas y pastos para los ga- 
| nados. 


Facultad de abrir canteras, recoger piedras sueltas, cons- 
truir hornos de piedra y cal, yeso y ladrillo y de depositar 
efectos en los terrenos o establecer talleres para elaborar ma- 
teriales. Si los terrenos son privados se conciliarán con el due- 
ño, directamente o por intermedio del Juzgado de Paz (pro- 
ceso voluntario) afianzando los daños y perjuicios (a.584)4. 


— Facultad de los regantes. 


Durante 10 años el objeto imponible será el último de- 
terminado antes del riego, a los efectos del pago de impues- 
tos (a.585). 


Las empresas tendrán que conservar las obras; si las re- 
paraciones no se efectúan, el Gobierno fijará plazo al térmi- 
no del cual o del de prórroga, se declara caduca la concesión 
(a.586) 


— Obligaciones de los regantes. 


Quedan obligados a pagar el canon, fijado por el Gobier- 
no (empresa) o por la mayoría de regantes. 


El que no quiera pagarlo está obligado a vender sus tie- 
rras regables a la empresa concesionaria; si la empresa no lo 
compra, queda exento de pagar canon si no riega (a.588). Es- 
tas alternativas no se establecen cuando se trata de la comiu- 
nidad de regantes: se trata de una imposición del interés co- 
lectivo (conjunto de regantes) sobre el particular £propieta- 
rio que se niega a regar), 


Erre lc pr rte 
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d) Servicio de abastecimiento. 


E (1) Para uso doméstico, riego de plantas aisladas, abre- 
vadero de animales y uso fabril. 


Sujeto a los reglamentos municpales, todos pueden ex- 
traer de las aguas que corren por cauces públcos, las nece- 
sarias para tales usos (a. 506). 


Si las aguas corren artificialmente por canales, acequias 
y acueductos descubiertos, también puede extraerse, pero a 
mano y sin máquinas; si la propiedad es particular, para en- 
f trar en ella se requiere autorización del dueño (a. 507). 


Si en el caso anterior se trata de aguas públicas, se au- 
toriza a lavar, siempre que no se deterioren las márgenes ni 
se corrompa el agua; el ganado puede abrevarse o bañarse 
sólo en los puntos determinados al efecto. (a. 508). 


a A A A 


(2) Para ferrocarriles. 


E Puede la empresa tomar aguas públicas con ese destino. 
(a.559). 


F 

También se la faculta a abrir pozos, galerías o norias en 

terrenos públicos; en los privados, con permiso del dueño o 

de la autoridad, otorgado con citación y audiencia de quie- 
nes puedan ser perjudicados (a. 560 — 61). 


} 
| | 
| i Pueden solicitar expropiación de aguas, cuando fueren : 
E necesarias (a. 559 y a. 563). ; 

| 
E 


E E (3) Para poblaciones. 


E Se aplican soluciones generales. Sólo si no alcanza el f 
agua de que se dispone a 500 lts diarios por vecino, puede 
N] concedérsele de las cantidades destinadas a otros aprovecha- 
mientos, la cantidad que falte para completarla (a. 550). 


E Si, en el caso dispuesto, el agua que se toma para la po- 
E blación de un río o arroyo, no excede de 1/20 del destinado 
j 
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a aprovechamiento inferior, no ha lugar a indemnización (a. 
552). 


Las concesiones se otorgarán por el Gobierno; previa ins- 
trucción del expediente como en los demás casos (a.554 — 
557). La concesión es temporal y, al cabo, quedan las obras 
“en favor del común de los vecinos” (a.557). 


e) Servicio de transporte. 
(1) Navegación y flotación. 


El Gobierno declarará navegables o flotables los ríos y 
arroyos, previa audiencia de la Municipalidad y de la Asocia- 
ción Rural (a.516). 

Se fijan por la autoridad los puntos de embarque (a.517). 


No se autorizan las obras que puedan obstaculizarla (a. 
524). 


Se fija la responsabilidad de los conductores de barcos 
y maderas, por los daños que causen, lps que serán fijados por 
peritos decisores (a.525 — 529). 


(2) Canalización. 


Las obras se realizan por la autoridad o por convención 
(a. 518) y si procede destrucción de las hechas, se verifica 
mediante expropiación (a.519). 


Para canalizar un río o arroyo y convertirlo en flota- 
ble o navegable, la autorización a particulares debe hacerse 
por ley, previéndose la concesión pura y simple o la partici- 
pación del Estado (obra mixta) (a.590). 


Dicha ley debe establecer: (1) proyecto; (2) tarifas; 
(3) utilidad del proyecto, —oído el Municipio. 


Las tarifas se revisan cada 10 años. 


Duración: temporaria: caducará si no se hacen las repa- 
raciones que disponga el gobierno (a.591 — 95). 
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-(3). Barcas de paso y puentes. E 


Están autorizados los dueños de ambas riberas, pero el 
Municipio fija las tarifas si los ríos no son navegables ni 
flotables (a.596). 


Lo mismo en los flotables (a.597). 


En los navegables, la autorización corresponde conceder- 
la al gobierno, que también podrá hacerlo por sí (a.599). 


f) .Servicio de €stablecimientos industriales. 


Se permite sin más, la realización de obras si el. dueño 
lo es de ambas riberas y sin perjuicio de terceros (a.601). Si 
es de una ribera, sólo podrá llegar al medio del cauce (id.) 


En ríos navegables y flotables, la autorización para apa- 
ratos flotables debe concederla el Municipio, oyendo a los 
dueños de las riberas y establecimientos industriales inme- 
diatamente inferiores; debe hacerse por el dueño y no obs- 
taculizar la navegación o flotación (a.601). 


En todo río o arroyo, el Municipio es el que autoriza mo- 
linos y otros mecanismos industriales, también con publici- 
dad y citación de los dueños de predios superiores e inferio- 
res (a.603). 


Si se trata de las aguas de canal o acequia de una co- 
munidad de regantes: (a) la autorización debe solicitarse a 
ésta que resolverá por mayoría, según la propiedad que re- 
presente cada uno; 


(b) de la negativa cabe recurso al Municipio oyendo a 
los regantes y a Obras Públicas. La comunidad tiene prefe- 
rencia para hacer las obras (1 año). 


`El Municipio debe velar por la salubridad de las aguas, 
pudiendo intimar la suspensión del trabajo industrial (a.605). 
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Privilegios: (a) la concesión es a perpetuidad. 
(b) Exención de contribución en los 10 primeros años 
(a.606 — 607). 


g) Disposiciones comunes sobre concesión 
de aprovechamientos. 


(1) Principio de necesaria autorización, salvo expresa 
mención en contrario (a.531). ds 


(2) Protección especial al capital extranjero, para fa- 
vorecer su aplicación: “estarán exentos de represalia y embar- 
gos en caso de guerra” (a.544). 


(3) Referencias a la finalidad: 1° Poblaciones. 2% Fe- 
rrocarriles. 32 Riegos. 4? Canales de navegación. 5% Molinos, 
establecimientos industriales, barcas de paso y puentes flotan- 
tes. 6% Viveros o criaderos de peces (a.546). 


(4) Expropiación por causa de utilidad pública siem- 
pre que se considere conveniente (a.547). 


(5) Garantías para el interés general: 


— Se otorgan mediante remate público (a. 539) 
— Depósito en garantía del 1% del presupuesto 


(a. 540). 


— “Hipoteca legal” sobre la obra hecha, que sus- 
tituirá al depósito a medida que se devuelve por obra hecha 


(a.541). 
— Fijación de plazo para realización de obras, so 


pena de caducidad (2.542). 


(6) Facilidades par el concesionario: utilización de te- 
rrenos necesarios para obras de presa, canales y acequias 
(servidumbre, si el terreno es particular), (2.535); para el 
que hace estudios previos al aprovechamiento de aguas: de la 
autoridad; entrar en propiedad ajena previa licencia del due- 
ño o del Juzgado de Paz (proceso voluntario) previo afian- 
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zamiento de los daños; propiedad de los estudios; resarcimien- 
to de los gastos, fijados por peritos si no se le concede la 
obra (a.538 — 539). 


(7) Prescripción adquisitiva: por 30 años, del aprove- 
chamiento de aguas (a.533). 


(8) Caducidad: por vencimiento del plazo o por incum- 
plimiento de los concesionarios. i 


Por el transcurso de 20 años, del no — aprovechamiento 
de aguas, por el que tuviese derecho a ellas (a.532). 


+ 184 — El enfoque del C. Aguas 


a) Cambia el enfoque del C. Rural, que indicaba ante 
todo la finalidad de los diferentes usos y realizaba la regla- 
mentación conforme a las normas en cada caso, sin perjui- 
cio de establecer igualmente algunas soluciones comunes a 
todas. 


La reglamentación se refiere fundamentalmente en sen- 
tido más abstracto y general, a la determinación de requisi- 
tos de permisos y concesiones a otorgarse por el Estado. 


b) Lo cual, aunque de manera menos técnica y defini- 
da, aparece en diferentes normas del C. Rural, ahora unifor- 
madas y tecnificadas. 


c) Por lo demás la reglamentación relativa a riegos y 
pesca ha desaparecido del Código, remitiéndose a otras leyes 
y a las reglamentaciones pertinentes. 


d) Las disposiciones del Título VI) sólo se refieren a 
los usos de aguas dominiales o fiscales. 


e) La distinción básica de la que se parte, es la de usos 
comunes (bebida, navegación y flotación, transporte gratui- 
to, pesca y usos privativos); a éstos, obviamente, se refieren 
los- permisos y concesiones. 


También aquí aparece la preocupación ecológica (a.182). 
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185 — La coincidencia de lo rural y lo industrial 


A través de un ejemplo, puede anotarse cómo aquí, lo 
agrario y lo industrial manufacturero pueden entrar en co- 
lisión y la necesidad de que, desde el punto de vista ecoló- 
j gico, predomine la protección de lo agrario. 


a) El problema que señalamos es el siguiente: 


El propietario de un campo por el cual pasa un arroyo 
lo aprovecha para un establecimiento industrial instalado en 
el mismo. Como se trata de un curso de agua de escaso cau- 
dal en los períodos poco lluviosos, el propietario de un pre- 
dio situado más abajo se ve perjudicado, porque se seca to- 
tal o parcialmente el cauce. 


t ¿Tiene derecho a reclamación el segundo propietario? 
b) Si bien no existen disposiciones totalmente precisas 


al respecto, pueden aducirse algunas para solucionar el pun- 
to. 


— El Código Rural se refería en ler. término (a.251) a 
los “abrevaderos”, denominados también en campaña “agua- 
das”, e indica que si están en “cañadas, ríos y arroyos no na- 
vegables ni flotables que crucen por terrenos de diferentes 
dueños, ninguno de ellos puede represar las aguas ni desviar- 
las para su propiedad, sin acuerdo con los ribereños de en- 
frente y de los que sigan una legua en el descenso de la co- 
rriente y con sujeción a lo dispuesto al final dl art. 351”. Es- 
te art. protegía la necesidad aducida: el problema de la 
aguada en el campo. 


- > 


En cuanto al 351, situado en la Sección que trata del do- 
minio de las aguas, se refería al dueño “por cuya heredad 
atraviesa esa corriente” (que no forma río ni arroyo nave- 
gable ni flotable) y establece que “puede servirse del agua 
como le conviniere en cuanto pasa por su frente, pero con la 
obligación de restituirla al acostumbrado cauce al salir de su 
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propiedad y sin perjuicio de lo dispuesto por el art. 251” 
(inc. 2), vale decir, respetando el derecho de abrevadero. 


En 22 lugar, varios art. establecían el término de pres- 
cripción de 30 años en favor de los predios inferiores y en 
contra del predio donde nace el agua, por el aprovechamien- 
to que de la misma hagan aquéllos. 


Y el art. 600, que en los ríos y arroyos no navegables 
ni flotables, el que fuese dueño de ambas riberas puede libre- 
mente establecer cualquier artificio, maquinaria o industria. 
Pero “deberá plantear el establecimiento sin perjuicio de los 
predios limítrofes, ni de los regadíos, ni de las industrias in- 
feriormente situadas, ni del camino público que exista para 
el uso del agua, conforme al art. 346 inc. 3”. 


Esta disposición acordaba derecho al primer propietario, 
limitándolo a los casos que expresa. Se habla de las “indus- 
trias inferiormente situadas” y por el contexto del art., pare- 
cería referirse a industrias fabriles, no agropecuarias. 


— Estas disposiciones no se reiteran al pie de la letra 
en el C. Aguas, pero sin embargo, la orientación se mantie- 
ne, 


Así el a.32 sobre ríos y arroyos no navegables ni flota- 
bles (caso que aquí se considera) permite su utilización por 
el dueño del terreno en que se encuentren para finalidades 
lícitas, pudiendo establecer barcas y puentes de paso. Pero 
deben austarse a lo establecido en el a. 33, que limita el uso 
del agua, según los reglamentos del P.E.; no causar perjui- 
cio al otro propietario ribereño; no alterar el curso del agua 
y restituir los sobrantes. Además el a.34 establece el apro- 
vechamiento por orden sucesivo (respetando los derechos ad- 
quiridos). 


— Vale decir que, sea por uso para establecimiento in- 
dustrial o para otra finalidad lícita, la solución es igual: pre- 
fiere el propietario del predio inferior, salvo derecho adqui- 


miat wma n qt 
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€ODIGO DE AGUAS 
TITULO VI 
DEL USO DE LAS AGUAS Y ALVEOS DOMINIALES 
Y FISCALES 
CAPITULO 1 


DEL USO DE LAS AGUAS Y ALVEOS DOMINIALES 


SECCION I 


GENERALIDADES 


Art. 162. inc. 1. (Fuentes). El uso de aguas y 
álveos del dominio público se hará del modo y en los casos 
que prevé este Código, salvo lo dispuesto por leyes especia- 
les y por el Derecho Internacional. 


inc. 2. (Derechos anteriores: 1) Registro). Los dere- 
chos de uso de tales aguas y álveos, adquiridos con anterio- 
ridad a la vigencia de este Código, se mantendrán en vigor 
si se registraren con los requisitos previstos en el artículo 
8? y dentro del plazo establecido en el mismo. Lo propio ocu- 
rrirá si, habiéndose presentado en plazo la pertinente solici- 
tud de registro, se dispusiere finalmente hacerla efectiva co- 
mo resultancia de los procedimientos administrativos o judi- 
ciales que correspondieren. 


inc. 3. (id. 2) Posibilidad de aplicar el nuevo régi- 
men). Por razones de interés general, debidamente fundadas, 
el Poder Ejecutivo podrá hacer cesar tales derechos o impo- 
ner su conversión a las formas jurídicas previstas por este Có- 
digo que les sean más afines, indemnizando los perjuicios 
que ello causare. 


inc. 4. (Usos de hecho “anteriores: 2 años para solici- 

tar permiso o concesión). Los usos de hecho existentes a la 

fecha de entrar en vigencia este Código podrán continuar 

con carácter precario siempre que dentro de los dos años a 
Pd 


224 


tales solicitudes. 


186 — Concuer 


tión es: a) Según 1 


DE 


Art. 163. 


19) 
29) 
39) 

mitaciones 
49) 

sonas o bi 
59) 


inc. 2. 
mecánicos para su 
biente. 


Art. 164. 


drá, 


contar desde aquella fecha, se solicitare la concesión o el per- 
miso de uso respectivo. En tal caso, podrá proseguir la uti- 
lización hasta que el Ministerio competente decidiere sobre 


La doble distinción según la cual se reglamenta la cues- 


requiere y recibe un 
cal. b) Según el sujeto activo del uso: el común del pueblo 
o particulares determinados. 


(Uso común). Todos los habitantes podrán 
usar las aguas del dominio público y transitar por sus álveos 
conforme a los reglamentos, para estos fines: 


(Necesidades humanas). Bebida e higiene humana. 
(id. ganado). Bebida del ganado. 


(Navegación). Navegación y flotación, salvo las li- 
(Transporte gratuito). 'Transporte gratuito de per- 


(Deporte). 


(Limitaciones: 
ello, sin embargo, no podrán derivar aguas, ni usar medios 


(Delegación. P.E.). El Poder Ejecutivo po- 
por vía reglamentaria, autorizar genéricamente y con 
respecto a determinadas aguas del dominio público otros usos 
comunes. no contemplados en el artículo anterior, 


ADOLFO GELSI BIDART 


da, en general, con el art. 15 - P. VALLS. 


a naturaleza del objeto: dominial —que 
a más detalada reglamentación— y fis- 


SECCION II 


LOS USOS COMUNES 


establecidas por leyes especiales. 


enes. 


Pesca deportiva y esparcimiento. 
salvaguardia/naturaleza). Para 


extracción, ni contaminar el medio am- 


qe que 
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no se contrarie la política general de agúas y se respeten las 
obligaciones establecidas en el último inciso del artículo pre- 
cedente. 


187 — Concuerda el a. 163 con el art. 16 P. VALLS. 


El a. 164 (como en el 19 P. VALLS) sustituye a los diferen- 
tes autorizaciones que el C. Rural admitía y que refiere 
VALLS: 562 (ferrocarriles), ribereños (arts. 347, 351 y 572) y 
a los usuarios de hecho (356, 359, 380, 381, 563 y 567). 


Se transforma “en excepción, lo que antes era la regla” 
(Nota de VALLS al a. 19). 


SECCION III 
DE LOS USOS PRIVATIVOS . 
GENERALIDADES a~ oro A uyin ` 


19 


Art. 165. inc. 1. (Permiso o concesiones de uso). Los 
usos privativos de aguas del dominio público, así como la ocu- 
pación de sus álveos, podrán ser otorgados mediante permi- 
sos o concesiones de uso, de acuerdo con lo dispuesto en este 
Título. 


inc. 2., (Reglamentación del P.E. sobre concesión). 
El Poder Ejecutivo reglamentará en qué casos será proceden- 
te la concesión de uso, para lo cual tendrá en cuenta las ca- 
racterísticas de las posibles utilizaciones y ocupaciones, aten- 
diendo especialmente a las siguientes: 


1°) (Delimitación). Magnitud y duración de los usos 
u ocupaciones. 

22) (Fin)). Finalidad a que se destinan. 

32) (Conveniencia general)). Conveniencia del régi- 
men de concesión de uso para determinadas utiliza- 


ciones, desde el punto de vista de los intereses ge- 
nerales. 


A SA A L L A _ 
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. irc. 3. (Permisos). La reglamentación -que dictará el 

| Poder Ejecutivo determinará los casos en que podrán otor- 

E. garse con carácter gratuito, así como el canon o las contribu- 

E ciones que deberán pagarse en otras situaciones, teniendo en 
T cuenta los aplicables a concesionarios de usos similares: 


Art. 166. (Otorgamiento sin perjuicio de derecho de 
terceros). Tanto los permisos de uso como las concesiones de 
uso se entenderán otorgados sin perjuicio del derecho de ter- 
ceros. 


a AE 


- 188 — Concuerda en parte con el P. VALLS a. 17. Se 
establece como básica la distinción entre concesión y per- 
miso; la regla en este último; las concesiones se estable- 
cerán conforme al Reglamento que expida el P.E. en base 
a 4 pautas muy genéricas: a) Su magnitud y volumen. 
b) Duración. c) Finalidades a que se destinan. d) Conve- 
niencia desde el punto de vista del interés general de la 

utilización que se hará de las mismas; esta última, en cier- 
ta medida, abarca a todas o, mejor, es el verdadero motivo 
4 a tomar en cuenta, 


f — El art. 166, concuerda con el art. 22 P. VALLS. 


g 29 
DE LOS PERMISOS DE USO 


| 

| 

E | Art. 167. inc. 1. (Características del permiso). Los 
K | permisos -de uso dse otorgarán sin perjuicio de la 'interven- 
k | ción que correspondiere a otras autoridades, y en las condi- 
ciones siguientes: 


po 19) (Personalísimo). Serán personales e intransferi- 
O bles. > g 

E 2°) (Revocabilidad), La revocación podrá disponerse 
en cualquier momento. 

| 39) (Publicidad). Tanto el otorgamiento como la ex- 
E tinción se publicarán en el Diario Oficial. 
| 
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inc. 2. (Reglamentación y onerosidad o gratuidad). La 
reglamentación que dictará el Poder Ejecutivo determinará 
los casos en que podrán otorgarse con Carácter gratuito, así 
como el canon o las contribuciones que deberán pagarse en 
otras situaciones, teniendo en cuenta los aplicables a conce- 
sionarios de usos similares. 


189 — La característica más saliente del permiso es su 
revocabilidad 'ad libitum', su “precariedad”, su inestabilidad, 
dependencia de la decisión de la autoridad. 


39 
DE LAS CONCESIONES DE USO 


Art. 168. inc. 1. (Duración). La duración de las con- 
cesiones de uso no excederá de cincuenta años, sin perjuicio 
del plazo máximo espécial establecido en el artículo 180. El 
Ministerio competente determinará en cada caso el plazo de 
las mismas, de acuerdo con su magnitud y finalidad. 


inc. 2. (Renovación). Las concesiones de uso podrán 
ser renovadas a su vencimiento. 


190 — Concuerda con el a. 31 P. VALLS - El C. Rural 
lo establecía a perpetuidad: 575, 606 y 611. 


Art. 169. inc. 1. (Cambio de fuente). Aunque: no 
se haya estipulado en el instrumento respectivo, el Ministe- 
rio competente podrá obligar al concesionario, por razones 
fundadas, a abastecerse de otra fuente equivalente de agua. 


inc. 2. (Gastos de cargo del Estado). Los gastos que 
ello originare y los perjuicios que se ocasionaren serán de 
cargo de la administración. 


os 

Art. 170. inc. 1. (Carácter intuitu re). Cuando por 
herencia, legado o enajenación cambie la titularidad del pre- 
dio afectado por una concesión de uso, ésta se transferirá al 
nuevo titular. 


y 


A 


ta 
y TH 
p 
| > 


ns 
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inc. 2. (División del bien y facultades del Ministerio: 
caducidad o división). Si el bien se dividiese, podrá el Mi- 
nisterio competente declarar la caducidad de la concesión o 
dividirla entre los titulares de los nuevos bienes, simpre que 
ello no impidiere su apropiada explotación económica. 


inc. 3. (Registro de nuevos titulares). Los nuevos ti- 
tulares del derecho deberán cumplir lo dispuesto en el ar- 
tículo 10. 


191 — Concuerda con el art. 21 P. VALLS. 


— El inc. 2, atento a la caducidad declarable, significa 
en rigor, que la concesión caduca al dividirse el bien, por la 
naturaleza ex-re (y su unidad) de la misma; el Estado, pue- 

“de sin embargo, otorgarla a los nuevos titulares del bien, sea 
en común (si así lo acuerdan), sea en forma dividida; tam- 
bién lo aclara el inc. final obligando al nuevo registro. No se 
trasmite al arrendatario (BLIXEN, p. 111). En suma, pues, 
es también intuitu personae. ot 


Or 

Art. 171. inc. 1. (Cesión: autorización previa)). No 
puede cederse total o parcialmente una concesión de uso sin 
la autorización expresa del Ministerio competente. 


inc. 2. (Resolución fundada). Tanto la autorización 
de la cesión como la negativa por parte de dicho Ministerio 
deberán ser fundadas. 


inc. 3. (Registro cesionarios). Los cesionarios deberán 
igualmente cumplir el requisito a que se alude en el último in- 
ciso del artículo anterior. 


Art. 172. inc. 1. (Extinción de las concesiones). Ex- 
tinguen las concesiones de uso: 


1°) (Consunción del plazo). La expiración del plazo 
por el que fueron otorgadas. 


2?) (Rescisión). La rescisión por mutuo acuerdo. 
32) (Caducidad). La caducidad (artículo 173)). 


AN 
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49) (Revocación). La revocación (artículo 174). 


59) (Fuerza mayor). La fuerza mayor que haga impo- 
sible el cumplimiento de la concesión. 

6?) (Agotamiento fuente). El agotamiento de la fuen- 
te hídrica o la imposibilidad de efectuar la explo- 
tación objeto de la concesión, aun cuando no res- 
pondieren a causas de fuerza mayor, sin perjuicio 
de las responsabilidades a que hubiere lugar. 


inc. 2. (Otras leyes o instrumento concesión). La enu- 
meración precedente no excluye las causas de extinción que 
puedan resultar de lo preceptuado en otras leyes o de lo es- 
tablecido en el instrumento de la concesión. 


187 — Concuerda con el a. 41 - P. VALLS, pero se mo- 
difica la causal de renuncia de éste, por la rescisión por 
mutuo acuerdo, de mayor lógica jurídica. 


Art. 173. (Caducidad). El Ministerio competente po- 
drá declarar la caducidad de una concesión de uso sin dere- 
cho del concesionario a indemnización algunna: 


1°) (No ejercicio por cierto plazo). Si el concesionario 
no ejerciere sus derechos en el plazo que establezca la 
reglamentación o determine la administración. 


22) (Falta de pago). Si no pagare el canon o las con- 
tribuciones que se fijen. 


32) (Inejecución de obras dentro del plazo): Si no eje- 
cuta las obras dentro de los plazos previstos. 


4%) (Contaminación). Si la explotación comunica a los 
afluentes propiedades perjudiciales que no hayan 
sido previstas en el instrumento de la concesión, o 
si lo hace en un grado mayor del previsto y admitido. 


5%) (Incumplimiento grave). Si el concesionario incu- 
rriere en incumplimiento grave de las demás obliga- 
ciones contenidas en el instrumento de la concesión o 

impuestas por el derecho vigente. 
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i 192 — Concuerda, en general, con el a. 42 P. VALLS, 
pero en vez de caducará, dice “podrá declarar la caducidad”, 
con el fin de que el P. E. considere cada caso concreto. 


Art. 174. (Revocación con indemnización). Por razo- 
| nes de interés general, el Poder Ejecutivo podrá revocar 
f cualquier concesión de uso, debiendo indemnizar el Estado 
los perjuicios que ello causare. 
į | 


193 — Concuerda con el a. 43 - P. VALLS, aunque sin 
incluir el criterio para fijar la indemnización. El principio es- 
taba igualmente en el C. Rural, que exigía al respecto, ex- 
propiación (a. 547), salvo el caso del a. 602, es decir, cuando 
A la alteración de la corriente ocasionara daño a los ribereños 
E en tal caso podrá revocar sin indemnización. 


Art. 175. inc. 1. (Obras realizadas, a disposición del 
propietario, salvo instrumento en contrario). Las obras o ins- 
talaciones realizadas al amparo de concesiones de uso que se 
extingan, quedarán a disposición de sus propietarios, salvo 
que otra cosa se hubiese pactado en el instrumento de la con- 
cesión, y sin perjuicio de las limitaciones establecidas en el 
e numeral 6? del artículo 182. 

A 


inc. 2. (Expropiación por causa de utilidad pública, ex 
art. 3°, de obras, instalaciones y terrenos). Declárase de uti- 
lidad pública la expropiación por el Estado de las obras o ins- 
talaciones referidas y de los terrenos donde se hubieren cons- 
truído, cuando ello fuere necesario o conveniente para el más 
adecuado cumplimiento de los fines prescriptos en el artícu- 
lo 3°. 


: v 194 — El P. VALLS - a. 44 establece la situación contra- 
PA ria: quedaba en beneficio del Estado. 


Art. 176. (Procedimiento de concesión: 1) Solicitud). 
La solicitud de concesión de uso de aguas del dominio públi- 
¿o contendrá los datos necesarios para la identificación del 
‘solicitante, así como una descripción de las obras proyectadas 
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y el plan técnica y económico para su aprovechamiento, los 
que deberán adecuarse a los programas a que se refiere el 
artículo 32. 


" 195 — La. solicitud debe abarcar: a) Identidad del soli- 
citante. b) Descripción de obras: c) Plan técnico y económico 
para: el aprovechamiento. d) Solicitud concreta de la conce- 
sión. 


— Concuerda en general con-el P. VALLS art. 32, aunque 
éste es mucho más detallado; el texto ordena la conexión a 
los programas generales (planificación). 


Art. 177. inç. 1. (Cont.: 2) Publicación y citación). 
El Ministerio competente dispondrá la publicación, en el Dia- 
tio Oficial y en un diario del departamento, de un resumen 
de la solicitud a que se refiere el artículo anterior, con cita- 
ción a una audiencia pública al solicitante y a los demás in- 
teresados en obtener la concesión u oponerse a ella. 


inc. 2. (3) Audiencia pública — Ofrecimiento de prue- 
ba. 4) Audiencia de prueba. 5) Resolución). Si en esta au- 
diencia se presentasen solicitudes concurrentes o oposiciones, 
los comparecientes ofrecerán toda la prueba que haga a sus 
derechos, y, en el mismo acto, se fijará una nueva audien- 
cia para recibirla, debiéndose, en cualquier caso, dictar re- 
solución dentro del término de sesenta días. No habiéndose 
ofrecido prueba, o habiéndose producido, se dictará resolu- 
ción dentro de los sesenta días. 


inc. 3. (Gastos de cargo de los interesados). Los gas- 
tos originados por estos procedimientos serán de cargo de los 
interesados que los causaren. 


196 — Concuerda con el a. 33 - P. VALLES. 


— El procedimiento en el Rural es similar, pero más 


complejo y no concentrado y oral como el. del C. de Aguas, 
efectivamente recomendable. En. el C. Rural se hace más hin- 
capié en lo relativo a las obras a realizar :(art.s 535-45)). 
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19) 


29) 


3%) 
49) 
59) 


69) 


79) 
89) 


Art, 
cesión). 
cuando menos, los siguientes datos: 


ADOLFO GELSI BIDART 


178. (Id. 6). Contenido del instrumento de con- 
El instrumento de la concesión de uso contendrá, 


(Identificación: a) concesionario. b) inmuebles afec- 
tados o beneficiados). Identificación del concesio- 
nario y de los inmuebles beneficiados o afectados, 
con expresión de su ubicación, dimensiones e indi- 
vidualización catastral. 


(Objeto y finalidad). Objeto y finalidad de la con- 
cesión. 
(Obligaciones). Obligaciones del concesionario. 


(Plazo). Duración de la concesión. 


(a) Memoria. b) Planos. c) Plazo). Memoria de 
las obras proyectadas, con los planos correspon- 
dientes, y fijación de los plazos en que se deban 
realizar. 


(Calidad aguas residuales). Calidad que deberán 
tener las aguas residuales, si las hubiere y proce- 
dimientos para determinarla periódicamente. 


(Dotación). Dotación. 


(Canon). Canon o contribución a cargo del conce- 
cionario, salvo que la concesión fuere gratuita. 


197 — Concuerda con el art. 34 P. VALLS, salvo en el 
inc. 8%. Según la C. Redactora, en caso de no fijarse el canon, 
la concesión se presumia gratuita, ya que ambas formas son 


factibles. (BLIXEN, p.. 115). 
Art. 


179. (Responsabilidad del Estado). El Estado res- 
ponderá por la disminución que su actuación pro- 
voque en los caudales concedidos, salvo que se tra- 
tare de disminuciones ocasionadas por reparación 
o limpieza de embalses o de otras obras hidráuli- 
cas, en cuyo caso sólo responderá si ha mediado 
culpa de la administración. 


OO + 


a 
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198 — El Estado solo responde por la disminución que 
su actuación provoque en los caudales concedidos; se excluye 
la ocasionada por reparación'o limpieza, a menos de culpa 
dé la Administración. 


— El P. VALLS, además, establece la responsabilidad por 
disminución de los caudales otorgados por la concesión de 
aguas almacenadas (a.25); lo exoneraba por disminución na- 


tural o fuerza mayor o reparación o limpieza de ernvases.— 
EMBALSES 


Fl C. Rural (a.534) exime al Estado de responsabilidad | o 
a 


por disminución del caudal por caso fortuito. 


Art. 180. inc. 1. (Ocupación de álveos). La conce- 
sión de uso cuando tenga por objeto la ocupación de álveos 
del dominio público se regirá, en todo lo que sea compatible, 
por lo dispuesto en los artículos precedentes. Cuando no šu- 
ponga la derivación de aguas, sólo podrá concederse por un 
plazo de hasta diez años. 


inc. 2. (Estudio e implantación de industrias extrac- 
tivas — Remisión: C. de Minería y arts. 151-54). La 
ocupación de tales álveos para el estudio e implantación de 
industrias extractivas se regirá por las disposiciones del Có- 
digo de Minería y por las normas relativas a la defensa de 
playas, costas y orillas y al mantenimiento del régimen hi- 
drológico (artículos 1511 a 164). 


199 — El inc. 1 concuerda en general, con el a. 35 P. 
VALLS. 


40 


DE LAS DISPOSICIONES COMUNES A LOS PERMISOS Y 
CONCESIONES DE USO Y DE LOS 
PERMISOS ESPECIALES 


Art. 181. (Facultades implícitas: 1) medios necesa- 
rios; 2) apropiación sustancias contenidas en aguas). El otor- 
gamiento de un permiso o concesión de uso lleva implícita la 
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facultad. de usar los: medios necesarios. para: el «ejercicio de 
las actividades autorizadas, de conformidad con las reglamen- 
taciones, respectivas, así como la de apropiarse, en. su. caso, 
de las sustancias contenidas en las aguas que se aprovechen, 
salvo aquellas que se excluyan expresamente al otorgarse la 
concesión o permiso: Ñ 


200..-—— Concuerda con el a. 26 - P. VALLS. 


Art. 182. (Obligaciones). Los permisarios y concesio- 
narios. deberán cumplir con .las siguientes obligaciones: 


Y 19) 
r 29) 


. 3%) 


49) 


59) 


69) 


(Defensa ecológica). Aplicar técnicas eficientes que 
eviten desperdicios: y la degradación de las aguas, 
los suelos y el medio ambiente en general. ' 


(Id. cobertura: vegetal). Conservar la cobertúra ve- 


- getal protectora de fuentes, cursos y depósitos, con- 


forme a la reglamentación pertinente. 


(Buen estado obras). Construir y mantener en buen 
estado las instalaciones y obras hidráulicas. 


(Indemnizar perjuicios). Indemnizar los perjuicios 
causados, para garantía de lo cual la administración 
podrá exigir fianza. 


(Evitar daños o peligros en bienes). Dejar las aguas, 
tierras y demás bienes afectados por el uso o estu- 
dio de modo tal que no causen daños o peligros a 
personas o cosas. 


(Id. en cuanto a obras). Dejar las cosas que se hu- 
biesen colocado en tierras y aguas y no destruir las 
obras realizadas, cuando su retiro o destrucción cau- 
se daño o peligro a personas o cosas, o así lo im- 
ponga la concesión o permiso. 


201 — Concuerda con el a. 27 P. VALLS: y de la ley 
N? 13.667 de 18.V1.1968, arts. 2, 4 y 7. 


Art. 


183. (Criterios para preferir solicitudes en caso 


de 'concurrencia:. 1) Conciliación; 2). Fines ex. art. 2 y 3 y 
séguridades técnicas; 3) Prelación). En caso de concurrencia 
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de solicitudes, la administración procurará. conciliarlas en 10 

posible, y, si fueren excluyentes, preferirá a las que mejor 

satisfacieren los objetivos señalados en los artículos 2% y 3° 

y ofrecieren mayores seguridades técnico-financieras de eje- 

cución y funcionamiento. En su defecto serán preferidas, por 

su orden, las solicitudes .que: tuvieren prelación en la presen- . 
tación. 


A 


202 — Concuerda en general con el art. 20 P. VALLS, 
aunque este es más detallado. ; E 


Art. 184. (a) Lugar de extracción y b) autorización 
para ocupar terrenos del dominio público necesarios). Los 
permisos y concesiones de uso se otorgarán para un lugar fi- 
jo de extracción, e incluirán la autorización para ocupar los 
terrenos del dominio público necesarios para el uso en cues- 
tión. 


203 — Finalidad: este artículo procura evitar abusos 
de concesionarios que camb jen constantemente el Jugar de 


extracción. as Lauda id A omine de cipal ele, 


Art. 185. (Modificación a la concesión o al permiso). 


inc. 1. (1) No sustancial). Para destinar las aguas al 
beneficio de bienes o a fines distintos de los previstos por el 
permiso o concesión de uso, para modificar en forma no sus- 
tancial las obras de captación, regulación, represamiento o 
restitución del agua a sus cauces naturales, o la ubicación de 
las mismas, deberá requerirse la conformidad del Ministerio 
competente. í 


A 
1 


inc. 2. (2) Sustancial: procedimiento de concesión o 
de permiso). Cuando las modificaciones a realizar sean de 
carácter sustáncial, requiera captación de mayores volúme- 
nes de agua, alteren la composición o afecten la pureza de 
la misma o produzcan alteraciones .en los álveos, la modifi- 
cación del permiso o concesión de uso se tramitará median- 
te los mismos procedimientos previstos para el. otorgamiento: 
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204 — Concuerda parcialmente con el a. 21 del P. VALLS 
El inc. 1, con el a. 535, inc. 2, C. Rural en cuanto a objeto 
del aprovechamiento. 


Art. 186. (Caudal insuficiente: turnos; o disminución 
de volúmenes o del tiempo). Cuando el caudal de una fuen- 
te de agua del dominio público se torne insuficiente para 
abastecer a todos los permisarios o concesionarios, el Minis- 
terio competente establecerá fundadamerite turnos o dismi- 
nuirá los volúmenes de agua, o el tiempo durante el cual los 
reciba cada uno, atendiendo a sus respectivos derechos, sin 
perjuicio de publicar la medida en el Diario Oficial y en uno 
del departamento. 


205 — Concuerda con el a. 38 P. VALLS. 


Art. 187. (Lugar de distribución: medición de volú- 
menes; lapso en que llega, y lapso en que sigue corriendo 
después de cortado). La medición del volúmen del agua su- 
ministrada se hará en el lugar de distribución, por lo cual los 
beneficiarios soportarán las pérdidas naturales que se produ- 
jeren desde ese lugar hasta el de su aprovechamiento. Igual- 
mente se entendrá compensado el lapso que tarde el agua en 
llegar al lugar de aprovechamiento con el tiempo en que si- 
guiere corriendo después de cortado el suministro. 


206 — Concuerda con el a. 39 - P. VALLS: “Las llamadas 
colas de agua —dice el P, VALLS— suelen provocar tensiones 
entre los distintos usuarios, por lo que se las atribuye si- 
guiendo el hecho natural, fórmula no solo comoda, sino así 
mismo, igualitaria”. (Nota al 39). 


Art. 188. inc. 1. (Suspensión de suministro en caso 
de extraordinaria sequía e indemnización). En caso de ex- 
traordinaria sequía, el Poder Ejecutivo quedará facultado pa- 
ra disponer la suspensión del suministro de agua a determi- 
nada categoría de concesionarios, indemnizando el perjuicio 
que ello causare. 
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n 
204 — Concuerda parcialmente con el a. 21 del P. VALLS 

El inc. 1, con el a. 535, inc. 2, C. Rural en cuanto a objeto 

del aprovechamiento. 


Art. 186. (Caudal insuficiente: turnos; o disminución 
de volúmenes o del tiempo). Cuando el caudal de una fuen- 
te de agua del dominio público se torne insuficiente para 
abastecer a todos los permisarios o concesionarios, el Minis- 
terio competente establecerá fundadamente turnos o dismi- 
nuirá los volúmenes de agua, o el tiempo durante el cual los 
reciba cada uno, atendiendo a sus respectivos derechos, sin 
perjuicio de publicar la medida en el Diario Oficial y en uno 
del departamento. 


205 — Concuerda con el a. 38 P. VALLS. 


Art. 187. (Lugar de distribución: medición de volú- 
menes; lapso en que llega, y lapso en que sigue corriendo 
después de cortado). La medición del volúmen del agua su- 
ministrada se hará en el lugar de distribución, por lo cual los 
beneficiarios soportarán las pérdidas naturales que se produ- 
jeren desde ese lugar hasta el de su aprovechamiento. Igual- 
mente se entendrá compensado el lapso que tarde el agua en 
llegar al lugar de aprovechamiento con el tiempo en que si- 
guiere corriendo después de cortado el suministro. 


206 — Concuerda con el a. 39 - P. VALLS: “Las llamadas 
colas de agua —dice el P, VALLS— suelen provocar tensiones 
entre los distintos usuarios, por lo que se las atribuye si- 
guiendo el hecho natural, fórmula no solo comoda, sino así 
mismo, igualitaria”. (Nota al 39). 


Art. 188. inc. 1. (Suspensión de suministro en caso 
de extraordinaria sequía e indemnización). En caso de ex- 
traordinaria sequía, el Poder Ejecutivo quedará facultado pa- 
ra disponer la suspensión del suministro de agua a determi- 
nada categoría de concesionarios, indemnizando el perjuicio 
que ello causare. 


AD 


ys 
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inc. 2. (De indemnización se deducirán perjuicios que 
habría sufrido). De dicha indemnización se deducirán los 
perjuicios que el indemnizado habría sufrido de todos modos, 
aunque la suspensión no se hubiere impuesto. 


207 —. Concuerda con el a. 40 P. VALLS. 


Art. 189. (No existe responsabilidad en subsidio del 
Estado). El Estado no responderá por los daños causados a 
terceros por los permisarios o concesionarios de uso. 


Art. 190. (Permisos de uso especiales para prestación 
de servicios públicos). 


` 


inc.. 1. (Otorgado por el Ministerio a pedido del ór- 
gano público). Los usos privativos que sean necesarios para 
la přestación de servicios públicos serán otorgados por el Mi- 
nisterio competente mediante permisos de uso especiales, a so- 
licitud del órgano o ente público respectivo. 


inc. 2. (Duración). Tales permisos especiales se enten- 
derán otorgados por todo el tiempo necesario para la presta- 
ción del servicio, y no regirá en ese caso lo dispuesto en el 
numeral 2° del artículo 167. 


inc. 3. (Revocación por razones de interés general). 
No obstante ello, por razones fundadas de interés general, po- 
drá el Poder Ejecutivo revocar tales permisos, debiendo en 
el mismo acto, disponer las medidas necesarias pära asegu- 
rar la continuidad del servicio y proveer los arbitrios econó- 
micos pertinentes para ello. 


inc. 4. (Reglas subsidiarias). Regirán subsidiariamen- 
te las demás normas relativas á permisos contenidas en el 
presente título, en cuanto fueren compatibles con los reque- 
rimientos de la prestación del servicio público en cuestión y 
con el carácter público de las entidades permisarias. 


inc. 5. (Reglamentación). El Poder Ejecutivo, a pro- 
puesta del referido Ministerio, y oyendo previamente a los 
órganos responsables de los servicios, rglamentará el régi- 
men establecido en este artículo. 
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» Atti. 191. (Bienes de dominio público municipal). 


- inc: 1. (Organo municipal). Lo dispuesto en el pre- 
sente Título es aplicable a los bienes del dominio público mu- 
nicipal, pero las facultades atribuidas en este Título al Mi- 
nisterio competente o al Poder Ejecutivo, así como la esta- 
blecida en el numeral 5% del artículo 3%, serán en este caso 
ejercidas por los órganos municipales, de acuerdo con las 
normas vigentes. 


inc. 2. (Excepción: sequía extraordinaria: P.E. — a. 
188). Exceptúase de lo dispuesto en el inciso anterior la fa- 
cultad a que se refiere el artículo 188. En tal caso, y cuando 
la suspensión afectare a bienes del dominio público munici- 
pal, el Poder Ejecutivo recabará la opinión de los órganos 
administrativos municipales antes de dictar la medida. 


inc. 3. (Coordinación nacional - municipal). Las Ad- 
.-ministraciones Municipales ajustarán las reglamentaciones 
que dictaren en ejercicio de las facultades mencionadas pre- 
cedentemente, a las establecidas por el Poder Ejecutivo o el 
Ministerio competente. 


59 


DE LOS PERMISOS DE ESTUDIO Y DE LAS 
CONCESIONES DE SERVICIOS PUBLICOS 
O DE OBRAS PUBLICAS 


Ärt. 192. (Permisos para estudios de aguas y de ál- 
veos de dominio público). El Ministerio competente podrá 
„Otorgar permisos para realizar estudios sobre las aguas del 
dominio público, inclusive las concedidas, y sobre sus respec- 
tivos álveos. Tales permisos se ajustarán a las siguientes con- 
«diciones: 

1°) (Programa. Los solicitantes presentarán. un pro- 

grama detallado de los estudios a realizar. 
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22) . (Duración). La. duración del. permiso se fijará se- 
gún la naturaleza de los estudios y: no excederá de 
dos años, salvo. resolución fundada del otorgante. 


39) (Conservación de obras). Podrán imponer la con- 
servación de obras realizadas por los permisarios. 


49) (Información e .interpretación). Los permisarios 
deberán entregar al Ministerio competente las in- 
..  Tormaciones e interpretaciones, a medida que las 
fueren obteniendo o elaborando, salvo los proyec- 

tos que preparen. 


59) (Retiro de elementos utilizados para el estudio). 
Los permisarios deberán retirar los elementos usa- 
dos para el estudio. Si así no lo hicieren en el tér- 

- mino de tres meses contados a partir de la expira- 
ción del permiso, esos elementos se reputarán co- 
sas abandonadas en beneficio de la administración. 


y 
A 


208 — Concuerda en general con el:C, Rural a. 538 y 
P. VALLS a. 29, aunque con bastante variantes. VALLS en 


nota a su artículo decía que había “procurado conservar el 
espíritu del a. 538 --C. Rural por considerarlo ejemplar en la 
materia”. 


` VALLS cita como antecedentes legislativos: Ley 9026 
de 29.4.1933 — art. 1, 2 y 5; Ley 13.261 de 28.5.1964 — art. 
.9; Ley 11.907 de 19.XI11.1952 (O.S.E,) art. 2%. 


Art. 193. inc. 1. (Concesión para prestación de ser- 
vicios públicos y construcción de obras públicas que impor- 
ten utilización de aguas o álveos de dominio público). El Mi- 
nisterio competente podrá otorgar a particulares concesiones 
para la prestación de servicios públicos y para la construc- 
ción de obras públicas, “siempre que: importaren la. utiliza- 
ción de aguas o' álveos del dominio público como elemento 
principal, con sujeción a los siguientes requisitos y condicio- 
nes: e 
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1%) (Competencia). La atribución del referido Ministe- 
rio se limitará a aquellos servicios u obras que no 
entraren dentro de la competencia específica de 
otro ente o repartición estatal. 


22) (Id. concurrente). Dicha potestad se ejercerá sin 
perjuicio de la intervención que correspondiere a 
otras autoridades, según la naturaleza del servicio 
o de la obra. 


3%) (Licitación pública). El otorgamiento de tales con- 
cesiones se hará por licitación pública, salvo que el 
Poder Ejecutivo, por resolución fundada, autoriza- 
re a prescindir de dicho procedimiento. 

4%) (Reglamentación). El Poder Ejecutivo reglamenta- 
rá el modo en que los concesionarios deberán lle- 
var la contabilidad, presentar sus informes y exhi- 
bir sus libros. 


inc. 2. (Remisión). Se aplicarán en lo pertinente las 
disposiciones del presente Título relativas a la concesión de 
uso, excepto el artículo 170. 


Art. 194. inc. 1. (Uso por terceros, dispuesto por 
el Estado). Aunque no se haya estipulado en el instrumento 
respectivo, el Ministerio competente podrá obligar al conce- 
sionario, por razones fundadas, a permitir a terceros que usen 
las obras objeto de la concesión y a efectuar para ello las mo- 
dificaciones nécesarias. 


inc. 2. (Gastos a cargo del Estado). Los gastos que 
ello originare y los perjuicios que se ocasionaren serán de 
cargo de la administración. 


209 — Concuerda el art. 194 con el a. 36, inc. 3) del P. 
VALLS. 


El a. 193, parcialmente, con el a. 45 P. VALLS relativo a 
“concesión de'obras y reservas industriales” y con el a.584 
y sigs. — C. Rural que se refieren a la posibilidad de con- 
ceder la explotación de obras para riego. 


PE 
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CAPITULO II 


DEL USO Y ARRENDAMIENTO DE LAS AGUAS Y 
ALVEOS FISCALES 


Art. 195. imc. 1. ( Organo público propietario com- 
petente). La administración de las aguas y álveos fiscales 
corresponde a las autoridades de los entes públicos que sean 
propietarios de los mismos, en cuanto no se oponga a las dis- 
posiciones del presente Código. 


inc. 2. (Remisión: derechos y usos anteriores; regis- 
tro). Es aplicable a tales aguas y álveos lo dispuesto en el 
artículo 162. Cuando dichos bienes no pertenezcan al Estado, 
la facultad a que se refiere el inciso tercero del referido ar- 
tículo será ejercida por las autoridades de la persona pública 
propietaria. 


210 — Alcance, se sigue el principio de que el propieta- 
rio de tales bienes lo es también de sus aguas; pero su actua- 
ción no puede oponerse a las disposiciones del Código, en 
especial en relación a la política general de aguas que co- 
rresponde al Poder Ejecutivo. 


Art. 196. inc. 1. ( Otorgamiento de permisos y con- 
cesiones: remisión)). Para el otorgamiento de derechos de 
uso de aguas fiscales o de ocupación de ,sus álveos regirán 
en lo pertinente, las disposiciones sobre permisos y concesio- 
nes de uso establecidas para las aguas del dominio público, 
salvo lo dispuesto en el artículo siguiente. 


inc. 2. (Organo competente). A tales efectos, las fa- 
cultades atribuidas en este Título al Ministerio competente 
o al Poder Ejecutivo, así como la establecida en el numeral 
5% del artículo 3%, serán ejercidas por los órganos de las per- 
sonas públicas respectivas, 


inc. 3. (P.E. ex art. 182, sequía extraordinaria). Ex- 
ceptúase de lo dispuesto en el inciso anterior la facultad es- 
tablecida en el artículo 18. En tal caso, y cuando la suspen- 
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sión afectare a bienes fiscales de las Administraciones Mu- 
nicipales, el Poder Ejecutivo recabará la opinión de las mis- 
mas antes de dictar la medida. 


inc. 4. (Coordinación; aprobación del P.E.). Las perso- 
nas públicas propietarias ajustarán las reglamentaciones que 
dictaren en uso de las facultades mencionadas en el inciso se- 
gundo de este artículo, a las dictadas para los bienes fiscales 
de propiedad del Estado, debiendo requerir para ello, previa- 
mente, la aprobación del Poder Ejecutivo. 


Art. 197, inc, 1. (Excepciones a la exigencia de per- 
miso o concesión. Requisitos), La exigencia de permiso o 
concesión de uso establecida en el artículo anterior no regirá 
para los usos que deriven o resulten implícitamente de la uti- 
lización del bien en que aquéllos se encuentren ubicados, en 
virtud de arrendamiento, comodato, usufructo u otro título 
similar, siempre que: 


1%) (Finalidad accesoria). El uso no sea la finalidad 
principal perseguida por quien utilice el predio. 

2%) (Importancia, ubicación, etc.). No se trate de aguas 
o álveos que, por su importancia, ubicación u otras 
características, deban quedar sujetos en todo caso 
al régimen de permiso o concesión para su utiliza- 
ción. 


inc. 2. (Determinación por el P.E. según ap. 2° supra). 
El Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio competente, 
y oyendo previamente, cuando corresponda, a las Adminis- 
traciones Municipales, determinará las aguas y álveos que de- 
ban considerarse incluídos en el numeral 29) de este artículo. 


VID 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y 
DEROGACIONES 


210 — Fundamento de las derogaciones del Código de 
Aguas 


a) La Comisión Redactora procedió a derogar varios 
(29) artículos del Código Civil y todo el Título 111) del Có- 
digo Rural 1875, gran parte del cual queda incluído (con va- 
riantes) en el Código de Aguas, Igualmente se deroga como 
ya se vió (cap. I) el art. 260 de la Ley 13.737 sobre domi- 
nio de aguas. 


b) Transcribimos el informe de la C. Redactora, acer- 
ca de las Secciones XVII a XXX del C. Rural 1875, ínte- 
gramente derogadas (art.s 506-634). 


(D— (Situaciones sin vigencia real). 


“El Proyecto ha prescindido igualmente, y luego de un 
prolijo análisis del contenido específico de las Secciones 
XVIII a XXX del Código Rural, Gran número de estas sec- 
ciones resultan notoriamente anticuadas en su concepción y 
soluciones concretas, aunque en su época pudieron justificar- 
se, pues se trataba, en ciertos casos, de dar soluciones a si- 
tuaciones jurídicas nuevas planteadas por el desarrollo, en- 
tonces reciente, de nuevas técnicas e invenciones (tal, por 
ejemplo, la Sección XXII relativa a los aprovechamientos de 
aguas para los ferrocarriles). 


(2)— (Casuismo según finalidades, sustituida por re- 
glamentación genérica y uniforme). 


“En otros casos se dan soluciones muy casuísticas, para 
cada diferente modo de aprovechamiento, según el fin a que 
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está destinada el agua (Secciones XVII, XVIII, XIX, XXI, 
XXIII, XXIV y XXVI). Es evidente que el mantenimiento 
de estos regímenes especiales carece de sentido cuando se 
pueden regular de modo ventajoso mediante un articulado 
que obedezca a principios generales y comunes. 


(3)— (Legislación y reglamentación especializada pos- 
terior). 


“Otras secciones, como las relativas a la pesca y la na- 
vegación aparecen ya derogadas prácticamente en su totali- 
dad por la legislación especial posterior, y, además, estas ma- 
terias han sido abundantemente reguladas por vía reglamen- 
taria. Son, por otra parte, temas en que la mutación bastan- 
te rápida de las condiciones económicas hace aconsejable dar- 
les un régimen más ágil que el que se les confiere cristali- 
zándolas en un Código. Ello sería, además, bastante difícil 
y peligroso en el caso, porque se trata también de activida- 
des que pueden desarrollarse en el ámbito fluvial, lacustre 
o marítimo, y el Código ha dejado de lado la regulación de 
las activdades cumplidas en el mar territorial. Y es fácil de 
comprender que la organización legal de la navegación y la 
pesca fluvial y lacustre debe hacerse en estrecha vinculación 
con la que rige estas actividades cuando son cumplidas en 
el mar, por su identidad sustancial, de lo que se infiere que 
conviene que queden sustraídas al Proyecto, el cual al res- 
pecto establece sólo unos pocos principios generales. 


(4)— (Riego). 


“El Proyecto ha dejado también fuera la reglamentación 
del riego. El Código Rural tenía una regulación extensa (Sec- 
ciones XXVIII y XXIX) cuya falta de adecuación a nuestro 
país se pone en evidencia señalando que durante un siglo 
jamás ha funcionado. Nunca se crearon comunidades o sin- 
dicatos de regantes, nombres que el Código da a estas aso- 
ciaciones. En cambio, en los lugares donde los intereses de 
los regantes han obligado a que los mismos establezcan con- 
tactos estrechos entre sí y con la Administración, están fun- 
cionando: desde hace algunos años, y con resultados positi- 
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vos, las Juntas Asesoras de Riego, integradas por los intere- 
sados y presididas por un representante. de la Administración. 
Es indudable que puede llegar el momento en que sea preci- 
so dar un marco legal a estas asociaciones de regantes, pero 
ello se deberá hacer después de estudios especiales de esta 
actividad y sobre la base de una mayor experiencia adminis- 
trativa y jurisprudencial sobre los aspectos básicos de su pro- 
blemática. 


(5)— (Normas procesales). 


“Las disposiciones sobre jurisdicción en materia de 
aguas (Arts. 631 y 632 del Código Rural) sólo tienen expli- 
cación en una época en que pudo ser necesario esclarecer 
que tales controversias habrían de estar sometidas a la jus- 
ticia ordinaria, y no a decisiones administrativas”. 


211 — Disposiciones del C. Rural 1875 sobre pesca 
a) Sección Décima octava: 
Del aprovechamiento de las aguas públicas para la pesca. 


Art. 509. (Pesca libre, conforme a reglamentos). Se 
podrá pescar libremente en el mar territorial y en los ríos y 
arroyos de uso público, sujetándose a los Reglamentos de 
Policía, con tal que no se embarace la navegación o flotación. 

1 — El art. 122 del C.R. establece, igualmente: “Se po- 
drá pescar en el mar territorial y en los ríos y arroyos de 
uso público en la forma, plazos y condiciones que establezca 
el Poder Ejecutivo, con asesoramiento de sus oficinas técni- 
cas”. 


2 — La Ley de 20.X.1900 ratificó estas disposiciones y 
autorizó al P.E. a establecer prohibiciones de pescar con “re- 
des llamadas de arrastre” (a. 3%); prohibió pescar con tras- 
mallos de tres paños, “hacer uso del apaleo en la pesca al 
trasmallo simple, a menor distancia de 3 kms. de las cos- 
tas...” (2.49). 
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El Decreto — Reglamentario de 26.12.1914 establecía di- 
ferentes prohibiciones. 


3 — La Ley Orgánica del SOY P — N°? 10.653 de 
21.9.1945, estableció este ente industrial, con facultades tam- 
bién rectoras en el dominio de la pesca. 


Modificada por la ley de I.L.P.E. 


4 — El C.R. autoriza en el art. 120 a los propietarios de 
los predios a pescar en ellos, con ciertas limitaciones. 


Art. 510. (Autorización del propietario). No se podrá 
pescar, sin permiso de su dueño, en los arroyos, estanques, 
lagunas o charcos de propiedad particular. 


Si éstos no estuviesen cercados, podrá pescarse sin ese 
permiso, a menos que el dueño haya prohibido expresamen- 
te la pesca en ellos y notificado la prohibición. 


— Concuerda con el art. 121 C.R. 


Art. 511, (Canales y acueductos, libertad de pesca). 
En los canales, acequias o acueductos para la conducción de 
aguas públicas, aunque construídos por concesionarios de és- 
tos y a menos de habérseles reservado el aprovechamiento 
de la pesca, por las condiciones de la concesión, puede el pú- 
blico pescar con anzuelos, redes o nasas, sujetándose a los re- 
glamentos, con tal que no se embarace el curso del agua ni 
se deteriore el canal o sus márgenes. 


Art. 512. (Aparatos de pesca: autorización previa). 
Solamente con la licencia de los dueños de las riberas se po- 
drán construir, en ellas o en la parte del cauce contiguo, en- 
cañizadas o cualquiera otra clase de aparatos destinados a la 
pesca. 


Art. 513. (Ríos y arroyos navegables: permiso Muni- 


cipio). En los ríos y arroyos navegables no podrá ejercerse, 
sin embargo, ni aún por los mismos dueños de las riberas, el 
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derecho designado en el artículo anterior, sin perhiiso de la 
Municipalidad, quien únicamente lo concederá cuando no se 
embarace el curso de la navegación. En los flotables no será 
necesario el permisó; pero los dueños de las pesqueras esta- 
rán obligados a quitarlas y dejar expedito el cauce, siempre 
que, a juicio de la autoridad, puedan estorbar o perturbar la 
flotación. 


Art. 514. (Responsabilidad pór daños en pesqueras). 
Los dueños de encañizadas o pesqueras establecidas en los 
ríos o arroyos navegables o flotables, no tendrán derecho a 
indemnización por los daños que en ellas causasen los barcos 
o las maderas en su navegación o flotación, a no mediar, por 
parte de los conductores, infracción de los reglamentos, ma- 
licia o evidente negligencia. 


Art. 515. (Pesca por dueños o concesionarios). En las 
aguas de dominio privado y en las concedidas para estable- 
cimientos de viveros o criaderos de peces, solamente podrán 
pescar los dueños o concesionarios, o los que de ellos obtu- 
viesen permiso, sin más restricciones que las relativas a la 
salubridad pública. 


b) Sección vigésima sexta 


Del aprovechamiento de las aguas públicas para 
viveros o criaderos de peces. 


Art. 608. (Municipios: concesión). Las Municipalida- 
des podrán conceder el aprovechamiento de aguas públicas 
para formar lagos, remansos o estanques destinados a vive- 
ros o criaderos de peces, siempre que no se cause perjuicio 
a otros aprovechamientos inferiores con derecho adquirido. 


Art. 609. (Procedimiento). Para la industria de que 
habla el artículo anterior, el peticionario presentará el pro- 
yecto completo de las obras y el título que acredite ser due- 
ño del terreno donde hayan de construírse o' haber obtenido 
el consentimiento de quien lo fuese. La Municipalidad ins- 
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truirá el oportuno expediente, con citación y audiencia de los 
dueños de los predios limítrofes y de la Junta de Sanidad. 


Art. 610. (Estanques de concesionarios de aguas pú- 
blicas). (Facultades Juez de. Paz). 


Los concesionarios de aguas públicas para riegos, nave- 
gación o establecimientos industriales, podrán formar, en los 
canales o terrenos contiguos que hubiesen adquirido, reman- 
sos o estaíques para viveros de peces, con autorización del 
Juez de Paz, previos los requisitos establecidos en el artícu- 
lo anterior. 


Art. 611. (Duración perpetua). Las autorizaciones pa- 
ra establecimientos de viveros de peces son a perpetuidad. 


212 — Contenido de otras secciones derogadas (19 a 22) 


— La Sección XIX (a. 516 — 530) se refiere al “apro- 
vehamiento de las aguas públicas para la navegación y flo- 
tación” y ha sido sustituida en lo fundamental, por el Título 
III “Del dominio de las aguas”, en especial Cap. I “Disposi- 
ciones generales” (a. 15-18) y cap. IV “De los ríos y arro- 
yos” (a. 30-38) y sigs. (hasta a. 73). 


— La Sección XX “Disposiciones generales sobre conce- 
sión de: aprovechamientos” (a. 531-549) ha sido sustituida 
por las disposiciones sobre permisos y concesiones del Título 
VI “Del uso de las aguas y álveos dominiales y fiscales”, en 
especial arts. 165, 180 y 181-194. 


— La Sección XXI “Del aprovechamiento de las aguas 
públicas para el abastecimiento de las poblaciones” (arts. 
550-558), queda también incluída en el citado Título VI, so- 
bre “uso” de aguas. La “bebida e higiene humanas”, son es- 
pecialmente previstas en el art. 163 inc. 1°. 


— Lo propio cabe decir con respecto a la: Sección XXII 
“Del aprovechamiento de las aguas públicas -para el abaste- 
cimientó de ferrocarriles” (a. 559-563). 
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213 — Disposiciones del C. Rural 1875 sobre Riegos 


Corresponde destacar y transcribir, la Sección XXII 
“Del aprovechamiento de las aguas públicas para riego”, que 
podría tomarse en cuenta al estudiarse una futura ley de rie- 
gos: 


a) Sección vigésima tercera: 
Del aprovechamiento de aguas públicas para riegos. 


Art. 564. (Aguas pluviales: 1) vías públicas). Los 
dueños de predios contiguos a vías públicas podrán recoger 
las aguas pluviales que por ellas discurran y aprovecharlas 
en el riego de sus predios, sujetándose a las disposiciones que 
las autoridades administrativas adoptasen para la conserva- 
ción de las mismas vías! 


Art. 565. (Id.: 2) Cauces públicos). Los dueños de los 
predios lindantes con cauces públicos de rieras, ramblas o ba- 
rrancas, pueden aprovechar en su regadío, las aguas pluvia- 
les que por ellas discurran, construyendo al efecto, sin nece- 
cidad de autorización, malecones de tierra y piedras sueltas 
o piezas móviles o cantos móviles. 


Art. 566. (Riesgo de inundaciones — Facultades J. de 
Paz). Cuando estos malecones o piezas puedan producir inun- 
daciones o causar cualquier otro perjuicio al público, el Juez 
de Paz, por si y a instancia de parte, comprobado el peligro, 
mandará al que las construyó que las destruya o reduzca sus 
dimensiones a las necesarias para desvanecer todo temor. Si 
amenazasen causar perjuicio a los particulares, podrán éstos 
reclamar a tiempo ante la autoridad local; y si el perjuicio 
se realiza, tendrán expedito su derecho ante los Tribunales 
de Justicia. 


Art. 567. (Prescripción de uso: 30 años). Los que du- 
rante treinta años hubiesen aprovechado para el regadío de 
sus tierras las aguas pluviales que discurran por una riera, 
rambla o barranco del dominio público, podrán. oponerse a 
que los dueños de predios superiores les priven de este apro- 
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vechamiento. Pero si solamente hubiesen aprovechado parte 
del agua no podrán impedir que otros utilicen la restante, 
simpre que quede expedito el curso de la cantidad que de an- 
tiguo aprovechaban ellos. 


Art. 568. (Id. anteriores: manantiales discontinuos). 
Lo dispuesto en los artículos que preceden, respecto a aguas 
pluviales, es aplicable a los manantiales discontinuos que só- 
lo fluyan en épocas de abundancia de lluvia. 


Art. 569. (Autorización Municipio para piezas perma- 
nentes riego). Cuando se intente construir piezas o azudes 
permanentes de fábrica, a fin de aprovechar en el riego las 
aguas pluviales o manantiales discontínuas que corran por los 
cauces públicos, será necesaria la autorización de la Munici- 
palidad. Esta autorización se concederá previa la presentación 
del proyecto de la obra, al cual se dará publicidad para que 
acudan a oponerse los que a ello se creyeren con derecho. 


Art. 570. (Id.: estanques para recoger aguas públicas 
manantiales). Para construír estanques dedicados a recoger 
y conservar aguas públicas manantiales, se necesita autoriza- 
ción de la Municipalidad; según se determine en los regla- 
mentos. 


Art. 571. (Expropiación obras). Si estas obras fuesen 
declaradas de utilidad pública, podrán ser expropiadas, pre- 
via la correspondiente indemnización, a los que tuviesen de- 
recho adquirido a aprovechar en su curso inferior las aguas 
manantiales, discontínuas o contínuas, que hayan de ser de- 
tenidas y acopiadas en el estanque. Si mediase concierto y 
avenencia, podrán los interesados inferiores aquietarse, ad- 
quiriendo el derecho a determinados riesgos con las aguas del 
estanque. 


Art. 572. (Ríos y arroyos navegables o flotables: ex- 
tracción de agua para riego libre — o — autorización Muni- 
cipio). En los ríos y arroyos navegables, los ribereños podrán, 
en sus respectivas riberas, establecer libremente norias, bom- 
bas o cualquier otro artificio destinado a extraer las aguas 
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necesaMas para el riego de las propiedades limítrofes, siem- 
pre que no causen perjuicios a la navegación. En los demás 
ríos y arroyos públicos, será: necesaria la autorización de la 
Municipalidad. 


(Expropiación). Si en cualquiera de los casos del párra- 
fo anterior, hubiera de hacerse la expropiación del agua fun- 
cionando el vapor como fuerza motríz, la autorización de la 
Municipalidad recaerá sobre expediente instruído, con publi- 
cación en los periódicos y apreciación de operaciones. 


Art. 573. (Concesión por Gobierno de uso aguas pú- 
blicas para riego y más de 100 lts. por segundo, con obras 
importante). Es necesaria la concesión del Gobierno para el 
aprovechamiento de aguas públicas con destino a riegos, cu- 
ya derivación o toma deba verificarse por medio de las pre- 
sas, azudes u otra obra importante y permanente, construída 
en ríos, rieras, arroyos y cualquiera otra clase de corrientes 
naturales contínuas, siempre que hayan de derivarse más de 
100 litros de agua por segundo. 


Art. 574. (Idem y menos de 100 lts.: concesiones por 
Municipio). Si la cantidad de agua que ha de derivarse o des- 
traerse de su corriente natural no excediese de 100 litros por 
segundo, se hará la concesión por la Municipalidad, previo 
el oportuno expediente. 


(Reconstrucción y Reparación). En la misma forma au- 
torizarán las Municipalidades la reconstrucción de las presas 
antiguas, destinadas a riegos u otros usos. Cuando sean me- 
ras reparaciones las obras que hubiesen de ejecutarse en las 
presas, bastará la autorización del Juez de Paz. 


Art. 575. (Duración concesiones para riego; propie- 
dad de comunidad). Las concesiones de aguas hechas indivi- 
dual o colectivamente a los propietarios de las tierras para el 
riego de éstas serán a perpetuidad. Las que se hicieren a so- 
ciedades o empresas para regar tierras ajenas mediante el 
cobro de un canon, serán por un plazo que no exceda de no- 
venta y nueve años, transcurrido el cual quedarán las tierras 
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libres del pago del canon y pasará a la comunidad de regan- 
tes el dominio colectivo de las presas, acequias y demás obras 
exclusivamente precisas para los riegos. 


Art. 576. (Solicitud de concesión: Requisitos). Al so- 
licitar las concesiones de que tratan los artículos anteriores, 
se acompañarán: 


19 El Proyecto de las obras; 

2% Si la solicitud fuese individual, justificación de estar 
poseyendo el peticionario, como dueño, las tierras a 
que intente dar riego; 

32 Si fuese colectiva, la conformidad de la mayoría de 
los propietarios de las tierras regables, computada 
por la extensión superficial que cada uno represen- 
te (588); 

49 Si fuese por sociedad o empresario, la tarifa del ca- 
non que en frutos o dinero deban pagar las tierras 
que hayan de regarse. 


Art. 577. (Publicidad; oposiciones). En los Departa- 
mentos donde deban tomarse las aguas, se expondrán al pú- 
blico los planos, la memoria explicativa y el presupuesto de 
gastos, con la tarifa del canon de riego, anunciándose la ad- 
misión, por término de un mes, de las oposiciones y reclama- 
ciones. 


Si la toma de agua excediese de 100 litros por segundo, 
se hará también la publicación del anuncio en los distritos 
inferiormente situados, a fin de que puedan reclamar los que 
se creyesen perjudicados. 


Art. 578. (Oposiciones; vista, informes, resolución). 
De las oposiciones y reclamaciones, se dará conocimiento al 
peticionario de las aguas para que conteste. En seguida se pe- 
dirá informe a la Municipalidad para que manifieste si es o 
no útil el proyecto a la industria rural o fabril y para que, .en 
su caso, proponga el máximo canon exigible a los regantes 
por metro cúbico o para quese opongan si se atacan o vulne- 
ran los. derechos adquiridos; y a la Dirección de Obras Pú- 
blicas para que dé concretamente su dictamen facultativo so- 
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bre la solidez de las presas, puentes, alcantarillas y otras 
obras de arte proyectadas y sobre si la ejecución del proyec- 
to amenazará estancamientos perjudiciales a la salud pública. 


Lo mismo se ejecutará en los proyectos de canales de na- 
vegación y en los de desecación de lagunas y parajes enchar- 
cadizos. 


Así el expediente, resolverá la Municipalidad en vista de 
los informes, si estuviese en sus facultades, según el artículo 
574, o en otro caso lo remitirá al Ministerio con su propio dic- 
tamen. 


Art. 579. (Plazo para resolver: 6 meses; silencio, apro- 
bación). Los proyectos presentados a las Municipalidades por 
particulares, comunidades o empresas, en lo relativo a cual- 
quiera de los puntos para cuya decisión los faculta este títu- 
lo, serán despachados y resueltos en el término de seis me- 
ses. De no ser así, se entenderá aprobado el proyecto o con- 
cedida la petición. 


e 


Cuando la decisión correspondiese al Gobierno, nunca se 
dejará transcurrir el tiempo de seis meses sin que sobre ca- 
da asunto recaiga alguna disposición. o de trámite o defini- 
tiva, que se comunicará precisamente al interesado. 


Art. 580. (‘Prior in tempore’: 2? concesión; requisitos). 
Cuando existan aprovechamientos en uso de un derecho re- 
conocido y valedero, solamente cabrá nueva concesión en el 
caso que del ahorro de las aguas en años ordinarios, resultase 
sobrante el caudal que se solicite, después de cubiertos com- 
pletamente, en la forma acostumbrada, los aprovechamientos 
existentes. Hecho el aforo, se tendrá en cuenta la época pro- 
pia de los riegos, según terrenos y cultivos y extensión regable. 


En años de escasez no podrán tomar el agua los nuevos 
concesionarios, mientras no estén cubiertas todas las necesi- 
dades de los concesionarios antiguos. 


Art. 581. (Nivel de concesión; medidas). No será ne- 
cesario el aforo de las aguas estivales para hacer concesiones 
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de las invernales, primaverales y torrenciales que no stuvie- 
sen estacional o accidentalmente aprovechadas en terrenos in- 
feriores, siempre que la derivación se establezca a la altura 
o nivel conveniente y se adopten las precauciones necesarias 
para evitar perjuicios y abusos. 


Art. 582. (Elevación de nivel y alumbramiento). Cuan- 
do corriendo las aguas públicas de un río o arroyo, en todo 
o parte, por bajo de la superficie de su lecho, imperceptibles 
a la vista, se construyan malecones o se empleen otros me- 
dios para elevar su nivel hasta hacerlas aplicablés a riego u 
otros usos, este resultado se considerará, para los efectos del 
presente título, como un alumbramiento del agua convertida 
en utilizable. 


Sin embargo, los regantes e industriales inferiormente 
situados que, por prescripción o por concesiones, hubiesen ad- 
quirido legítimo título al uso y aprovechamiento de aquellas 
aguas artificialmente reaparecidas a la superficie, tendrán 
derecho a reclamar y oponerse al nuevo alumbramiento su- 
perior en cuanto hubiese de ocasionarles perjuicios. 


Art. 583. (Desviación y perjuicios). Los molinos y 
otros establecimientos industriales que resultasen perjudica- 
dos por la desviación de las aguas de un río o de un arroyo, 
según lo dispuesto en el presente título, recibirán en todo 
caso del concesionario de la nueva obra la indemnización co- 
rrespondiente. Esta consistirá en el importe del perjuicio, por 
convenio entre las partes; mas si no hubiese avenencia, pro- 
cederá la expropiación del molino y otros establecimientos, 
por causa de utilidad pública, con arreglo al Código Civil. 


Art. 584. (Facilidades a empresas de riego). Las em- 
presas de canales de riego gozarán: 


1% (Canteras, hornos, etc.). De la facultad de abrir can- 
teras, recoger piedra suelta, construir hornos de cal, 
yeso y ladrillo o depositar efectos o establecer ta- 
lleres para elaboración de materiales en los terre- 
nos contiguos a las obras. Si estos terrenos fuesen 
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públicos o de aprovechamiento común, usarán las 
empresas de aquella facultad, con arreglo a sus ne- 
cesidades; mas si fuesen de propiedad privada, se 
entenderán previamente con el dueño o su repre- 
sentante por medio del Juez de Paz y afianzarán 
competentemente la indemnización de los daños y 
perjuicios que pudieran irrogar; 


22 (Exención impositiva). De la exención de toda contri- 
bución a los capitales que se inviertan en las obras; 


32 (Leña y pasto). En los pueblos en cuyos términos se 
hiciese la construcción, los dependientes y operarios 
de la empresa tendrán derecho a las leñas, pasto para 
los ganados de transporte empleados en los trabajos 
y demás ventajas que disfruten los vecinos. 


Art. 585. (Disminución de impuestos). Durante los 
diez primeros años, se computará a los terrenos reducidos 
nuevamente a riego, la misma renta imponible que tenían 
asignada en el último amillaramiento y con arreglo a ella 
satisfarán las contribuciones e impuestos. 


Art. 586. (Obligaciones de conservación; caducidad). 
Será obligación de las empresas conservar las obras en buen 
estado durante el tiempo de la concesión. Si éstas se inutili- 
zaran para el riego, dejarán los dueños de satisfacer el canon 
establecido, mientras carezcan del agua estipulada y el Go- 
bierno fijará un plazo para la reconstrucción o reparación. 
Transcurrido este plazo sin haber cumplido el concesionario, 
a no mediar fuerza mayor, en cuyo caso podrá prorrogársele, 
se declarará caducada la concesión. 


Art. 587. (Caducidad y nueva subasta; pago de obras). 
Hecha la declaración de caducidad, tanto en el caso previsto 
en el artículo anterior, como en el de no haberse terminado 
las obras en el plazo: señalado en las condiciones de la con- 
cesión, se sacará ésta a nueva subasta y se adjudicará al que 
que con más derecho a percibir de los regantes el mismo ca- 
non, ofrezca mayor cantidad por la compra o transporte. Es- 
ta cantidad se entregará al antiguo concesionario, como va- 
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lor de las obras existentes y terrenos expropiados, quedando 
subrogado el nuevo en sus derechos y obligaciones. 


Art. 588. (Canon obligatorio de beneficiario; derecho 
de compra forzosa). Tanto en las concesiones colectivas otor- 
gadas a los propietarios, como en las hechas a empresas o so- 
ciedades, todos los terrenos comprendidos en el plano gene- 
ral aprobado y que puedan recibir riego, quedan sujetos, aun 
cuando sus dueños lo rehusen, al pago del canon o pensión 
que se establezca, luego que sea aceptada por la mayoría de 
los propietarios interesados, computada en la forma que se 
determina en el párrafo tercero del artículo 576. 


Los propietarios que rehusen el pago del canon estarán 
obligados a vender sus tierras regables a la empresa concesio- 
naria del canal o acequia por su valor en secano, computado 
por la contribución, según amillaramiento y aumento de 50 
por 100, 


Si la empresa no comprase los terrenos, el propietario 
que no los riegue estará exento de pagar el canon. 


Exceptúanse siempre del canon las tierras que con ante- 
rioridad a su concesión tenían ya su riego, en cuanto sus due- 
ños no pidan mayor cantidad de agua que la que disfrutaban. 


Art. 589. (Aprovechamiento de aguas públicas; sobran- 
tes de riego - Revisión). Para el aprovechamiento de las aguas 
públicas sobrantes de riegos y procedentes de filtraciones o 
escorrentías, así como para las de drenaje, se observará, don- 
de no hubiese establecido un régimen especial, lo dispuesto 
en los artículos 347 y siguientes sobre aprovechamiento de 
aguas sobrantes de dominio particular. 


b) Comunidad de regantes. 
(1) Comunidad necesaria o voluntaria. 


El Código establece que en los aprovechamientos colec- 
tivos de aguas públicas para riego, si el número de hectáreas 
regables llega a 200, se formará necesariamente una comu- 
nidad que se regirá por sus propios estatutos. 
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Ta 

También serán de organización forzosa, aunque el nú- 
mero de hectáreas sea más de 200, si el Municipio lo juzga 
indispensable. 


En los demás casos, podrá formarse, por resolución de 
la mayoría (a. 616). 


(2) Organismos. 
En cada comunidad de regantes, los organismos serán: 
— Junta General (todos los regantes) (a. 625-626). 


— Sindicato, o Dírectorio o Consejo Director o Secreta- 
riado (elegido por la Junta). (a. 617, 620, 622, 623, 624). 


— Jurados de Riego (a. 627-630). 
(3) Junta y Sindicato. 


— Cada comunidad formará su estatuto de riego, que 
somete a aprobación del Gobierno, previo informe del Mu- 
nicipio y la Asociación Rural (a. 618). 


— Toda Comunidad tendrá un Sindicato elegido por 
ella (i. e., un Consejo o Directorio), encargado de ejecutar 
los estatutos y los acuerdos de la comunidad (a. 617). 


La comunidad celebrará Juntas Generales Ordinarias en 
las" épocas que fije el Estatuto, para resolver los asuntós de 
interés común (a. 626). 


En el estatuto debe establecerse: 


— modos de computar los votos, en proporción a la pro- 
piedad que representan los interesados (a. 625)). 


— condiciones de electores y elegibles -al Sindicato (a. 
620). 


— tiempo y forma de elección, 
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E: ` — duración de los cargos, que serán gratuitos y obliga- 
1 | torios, salvo tel caso de reelección, 


— número de integrantes (a. 620). 


- ` r 


; f| El Reglamento para el Sindicato establece sus atribucio- 
l nes, que, además de las generales en tales casos, contendrá 
expresamente: ` 


:— Dictar las disposiciones para la mejor distribución de 
las aguas, respetando los derechos adquiridos y las costum- 
bres locales. Se trata de uno de los pocos casos de remisión 
a costumbres, todavía, locales, en reconocimiento de la im- 
portancia que tienen en D. Agrario. 


a a ESTAR E 


, — Establecer los turnos rigurosos de aguas, según el si- 
guiente criterio: “auxiliando los intereses de los diversos 
cultivos, y cuidando de que, en los años de escasez, se dis- 
minuya, en justa proporción la cuota respectiva de cada fin- 
ca” (a. 623 inc. 2° y 79), 
osa 

En el Sindicato estarán representados siempre con 1 vo- 
cal las fincas que sean las últimas en recibir riego; si son ya- 
rias las colectividades agrícolas o fabriles interesadas, cada úna 
tendrá su representatión “próporcional al derecho que les 
asista & uso y aprovechamiento” (a. 622). Si éste fue conce- 
dido a, una empresa particular, el concesionario será vocal 

nato (a. 622). 


y Lo? 
«_ -48) Los criterios. de distribución son los siguientes: 


— Se toma en cuenta el interés de los cultivos (a. 623 
— inc. 79). 


— En cuanto a los votos; en proporción a la propiedad 
representada (a. 625). 


— Gastos: Se repartirán de igual modo. Recargo a los 
nuevos, que no hubieren contribuído a las obras iniciales. 


Si uno hace obra por sí, sin participación de los otros, 
éstos no tendrán derecho a mayor caudal de agua (a. 621)). 
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(4) Si en el curso de un río o arroyo existen varias 
comunidades (y sindicatos) podrán formar por convenios mu- 
tuos uno o más sindicatos centrales o comunes para la defen- 
sa y fomento de los intereses de todos. 


El número de representantes “será proporcional a la 
existencia de los terrenos regables comprendidos en las de- 
marcaciones respectivas” (a. 619). 


(5) Jurado de Riego. 


Habrá 1 o más Jurados de Riegos, según la extensión de 
éstos (a. 627). Cada uno se compone de 1 Presidente (Vocal 
del Sindicato nombrado por éste) y los Jurados que nombre 
la Comunidad, en el núméro que fije el Reglamento (a. 628). 


Facultades de los Jurados: 


— Cuidado de la equitativa distribución de las: aguas. 


— Conocimiento y resolución de las cuestiones de he- 
cho que se susciten sobre el riego. 


Procedimientos: públicos y verbales; se consignan los 
fallos en un libro “Los fallos... serán ejecutorios” (a. 629) 
vale decir que se procederá de inmediato a su cumplimiento 
o ejecución. 


Sanciones por infracciones o abuso en el aprovechamien- 
to de aguas, obstrucción de acequias o sus boqueras y exce- 
sos en general: indemnizaciones pecuniarias que se aplican 
al perjudicado y a los fondos de la comunidad (a. 630). 


c) Las disposiciones del Código Rural son las siguientes: 
Sección vigésima octava 
De las comunidades de regantes y sus sindicatos. 


Art. 616. (Comunidad obligatoria: 1) superficie — 2) 
mayoría. 3) Municipio). En los aprovechamientos colectivos 
de aguas públicas para riegos, siempre que el número de hec- 
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táreas regables llegue a 200, se formará necesariamente una 
comunidad de regantes, sujeta al régimen de sus estatutos de 
riego; y cuando fuese menor el número de hectáreas, queda- 
rá a voluntad de la mayoría la formación de la comunidad, 
salvo el caso en que, a juicio de la Municipalidad, lo exigie- 
sen los intereses locales de la agricultura. 


Art. 617. (Comisión). Toda comunidad tendrá un sin- 
dicato elegido por ella y encargado de la ejecución de los 
estatutos y de los acuerdos de la misma comunidad. 


Art. 618. (Estatuto: aprobación gubernativa: instruc- 
ción). Las comunidades de regantes formarán los estatutos 
de riego, con arreglo a las bases establecidas en este Código, 
sometiéndolos a la aprobación del Gobierno, quien no podrá 
negarla ni introducir variaciones sin oír sobre ello a la res- 
pectiva Municipalidad y a la Asociación -Rural. 


Art. 619. (Sindicatos comunes: comunidad de 2? gra- 
do). Cuando en el curso de un río o arroyo existan varias 
comunidades y sindicatos, podrán formarse, por convenio mu- 
tuo, uno o más sindicatos centrales o comunes para la defen- 
sa de los derechos, conservación y fomento de los intereses 
de todos. Se compondrá de representantes de las comunida- 
des interesadas. 


El número de los representantes que hayan de nombrar- 
se será proporcional a la extensión de los terrenos regables 
comprendidos en las demarcaciones respectivas. 


Art. 620. (Disposiciones estatutarias). El número de 
los individuos del sindicato ordinario y su elección por la 
comunidad de regantes se determinará en las ordenanzas, 
atendida la extensión de los riegos, según las acequias que 
requieran especial cuidado y los pueblos interesados en cada 
comunidad. 


En los mismos estatutos se fijarán las condiciones de los 
electores y elegibles y'se establecerán el tiempo y forma de 
la elección, así como la duración de los cargos, que siempre 
serán gratuitos y no podrán rehusarse sino en caso de re- 
elección. 


AR 
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Art. 621. (Distribución de gastos). Todos los gastos 
hechos por una comunidad, para la construcción de presas y 
acequias o para su reparación, entretenimiento o limpieza, 
serán sufragados por los regantes en equitativa proporción. 


Los nuevos regantes que no hubiesen contribuído al pa- 
go de las presas o acequias construídas por una comunidad, 
sufrirán, en beneficio de ésta, un recargo concertado en tér- 
miños razonables. 


Cuando uno o más regantes de una comunidad obtuvie- 
sen el competente permiso para hacer de su cuenta obras en 
la presa o acequias, con el fin de aumentar el cáudal de 
aguas, habiéndose negado a contribuir los demás regantes, 
éstos no tendrán derecho a mayor cantidad de agua que la 
que anteriormente disfrutaban. El aumento obtenido será de 
libre disposición de los que hubiesen costeado las obras, y en 
su consecuencia, se arreglarán los turnos de riego, para que 
sean respetados los derechos respectivos. 


Y si alguna persona pretendiese conducir aguas a cual- 
quiera localidad, aprovechándose de la presa o acequias de 
una comunidad de regantes, se entenderá y ajustará con ella, 
lo mismo que lo haría un particular. 


Art. 622, (Representantes en el Sindicato). En los sin- 
dicatos habrá precisamente un vocal que represente las fin- 
cas que, por su situación o por el orden establecido, sean las 
últimas en recibir el riego; y cuando la comunidad se com- 
ponga de varias colectividades, ora agrícolas, ora fabriles, di- 
rectamente interesadas en la buena administración de unas 
aguas, tendrán todas en el sindicato su correspondiente re- 
presntación, proporcionada al derecho que respectivamente 
les asista al uso y aprovechamiento de las mismas aguas. Del 
propio modo, cuando el aprovechamiento haya sido concedi- 
do a una empresa particular, el concesionario será vocal na- 
to del sindicato. 


Att. 623. (Atribuciones del Sindicato). El Reglamen- 
to para el sindicato lo formará la comunidad. 
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Serán atribuciones del sindicato: 


1° Vigilar los intereses de la comunidad, promover su 
desarrollo y defender sus derechos. 

2° Dictar las disposiciones convenientes para la mejor 
distribución y aprovechamiento: de las aguas, respe- 
tando los derechos adquiridos y las costumbres loca- 
les. 

32% Nombrar y separar sus empleados en la forma que 
establece el Reglamento. 

4% Formar los presupuestos y repartos y conservar las 
cuentas, sometiendo unos y otros a la aprobación de 
la Junta de la comunidad. 

5? Convocar a Juntas generales y extraordinarias, cuan- 
do lo crea necesario. 

6% Proponer a las Juntas los Estatutos y Reglamentos 
o cualquier alteración que conceptuase -útil introdu- 
cir en lo existente. 

79% Establecer los turnos rigurosos de agua, auxiliando 
los intereses de los diversos cultivos entre los regan- 
tes y cuidando de que, en los años de escasez, se dis- 
minuya en justa proporción la cuota respectiva a ca- 
da finca. 

8% Todas las que concedan los Estatutos de la comuni- 
dad o el Reglamento especial del mismo sindicato. 


Art. 624. (Presidente y Vice). Cada sindicato elegirá, 
de entre sus vocales, un presidente y un vicepresidente, con 
las atribuciones que establecen los Estatutos y el Reglamento. 


Art. 625. (Asambleas). Las comunidades de regantes, 
celebrarán juntas generales ordinarias en las épocas marcadas 
por los Estatutos de riego. Estas determinarán las condicio- 
nes requeridas para tomar parte en las deliberaciones y el 
modo de computar los votos en proporción a la propiedad que 
representen los interesados. 


Art. 626. (Id. Orden del día). Las juntas generales, 
a las cuales tendrán derecho de asistencia todos los regantes 
de la comunidad y los industriales interesados, resolverán 
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sobre los asuntos arduos de interés común, que los sindicatos 
o "alguno de los concurrentes sometiesen a su' decisión. 


Sección vigésimo nona 
De los Jurados de riego 


Art. 627. (Jurados; número). Además del sindicato, 
habrá en toda comunidad de regantes uno o más jurados, se- 
gún lo exija la extensión de los riegos. 


Art, 628. (Composición colegiada: designación). Cada 
jurado se compondrá de un presidente, que será un vocal del 
sindicato designado por éste, y del número de jurados, tanto 
titulares como suplentes, que fije el Reglamento del Sindica- 
to, nombrados todos por la comunidad. 


Art. 629. (Atribuciones). Las atribuciones de los ju- 
rados se limitarán al inmediato cuidado de la equitativa dis- 
tribución de las aguas, según lós respectivos derechos, y el 
conocimiento y resolución de las cuestiones de hecho que se 
susciten sobre el riego entre los intersados en él. Sus proce- 
dimientos serán públicos y verbales, en la forma que deter- 
mine el Reglamento, pero consignándose en un libro los fa- 
llos, que serán ejecutorios. 


Art. 630. (Sanciones pecuniarias). Las penas que' se 
señalen en los Estatutos de riego, por infracciones o abusos 
en el aprovechamiento de las aguas, obstrucción de las ace- 
quias o sus boqueras y otros excesos, consistirán únicamente 
en indemnizaciones pecuniarias, que se aplicarán al perjudi- 
cado y a los fondos de la comunidad. 


Si el hecho envolviese criminalidad, podrá ser denun- 
ciado al Tribunal competente por el regante o el industrial 
perjudicados y por el sindicato. 


— Se establece una jurisdicción especial, no técnico— 
jurídica, no oficial, pero permanente (al revés del sistema ha- 
bitual de árbitros “ad—Hhoc” que determina el C. Proc. Civ. 
arts. 533 y: sigs.). 
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El procéso-es oral, público y en única instancia. Sólo se 
documenta el fallo en un libro especial. El fallo es ejecutorio. 


214 — Coñtenido de las Secciones 24 y 25, derogadas 


— La Sección XXIV (a. 590-595) “Del aprovechamien- 
to de las aguas públicas para Canales de navegación”, queda 
incluída en el cit. Título VI y en especial en la reglamenta- 
ción de permisos y concesiones (a. 162-197). 


— Sección XXV “Del aprovechamiento de las aguas pú- 
blicas para barcas de paso, puentes y establecimientos indus- 
triales”” — Idem anterior (a. 596 - 607). 


215 — Disposiciones del C. Rural 1875 sobre policía de 
aguas 


a) La policía de las aguas corresponde a la administra- 
ción, central o municipal según la competencia general deri- 
vada de la Constitución y de otras leyes (a. 612). 


Puede ejercerse a través de la Capitanía respectiva (po- 
licía de los muelles en ríos, arroyos, lagos y puertos), Muni- 
cipio, Policía Rural y los Ministerios respectivos (a. 613 y 
614). 


Deben velar por el gobierno y policía de las aguas pú- 
blicas y sus cauces naturales y vigilar sobre las privadas en 
cuanto puedan afectar a la salubridad pública (por ej.: im- 
pidiendo arrojar residuos de saladeros, mataderos y materias 
cuya descomposición perjudique la buena calidad de las 
aguas). 


b) Las disposiciones eran las siguientess 
Sección vigésima séptima 
De la Policía de las aguas 


Art. 612. (inc. 1. Administración). Corresponde a la 
Administración cuidar del gobierno y policía de las aguas pú- 
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blicas y sus cauces naturales, así como vigilar sobre las pri- 
vadas, en cuanto puedan afectar a la salubridad pública y 
seguridad de las personas y bienes. 


l (inc. 2. Contaminación; prohibiciones). Queda prohibido yn —~— 


arrojar a ningún río, arroyo o cañada residuos de saladeros 
o mataderos, así como cualquiera otra clase de materias cu- 
ya descomposición perjudique la buena calidad del agua. 


Art. 613. (Policía de muelles. Capitanía). La policía 
de los muelles en ríos, arroyos, lagos y puertos, estará a car- 
go de la capitanía respectiva y sus dependencias. 


Art. 614. (Contencioso). Las providencias dictadas por 
la Municipalidad o la Policía Rural, en materia de aguas, se- 
gún este Código, causarán estado, si no se recurriese contra 
ellas, de conformidád con lo que se dispone en la sección 30 
sobre jurisdicción en materia de aguas. 


— La Constitución, con efectividad desde 1952 (en.la 
de 1967 arts. 309 y sigs.) estableció el contencioso de “anu- 
lación” en esta materia, por lo cual quedaba derogado el con- 
tencioso “pleno” del C.R. 75. 


Art. 615. (Exclusión de demanda de obra nueva c/ 
Municipio o Policía). Los Tribunales no admitirán demanda 
de obra nueva respecto de las que se construyan en virtud 
de providencias dictadas por la Municipalidad o Policía, den- 
tro del círculo de sus atribuciones en materia de aguas, para 
precaver la ruina de un edificio, acueducto, canal, puente o 
acequía, siempre que se reduzcan a lo estrictamente indispen- 
sable y que terminadas se restituyan las cosas al estado ante- 
rior, a costa del dueño de las obras. Tampoco se podrá emba- 
razar los trabajos conducentes a mantener la debida limpieza 
en los caminos, acequias, cañerías, etc. 


— V.C. Proc. Civil arts. 1190 a 1200 y C. Civil arts. 
672-675. El a. .1190 se refiere al 682 C.R. 75, que no alude a 
este proceso, 
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215 — Proceso judicial 


a) En el Código Rural 1875. 


-El Código Rural se remite a la competencia de los Tri- 
bunales ordinarios, según la importancia del asunto y las de- 
más reglas establecidas en el Código de Procedimiento. 


De acuerdo con las modificaciones introducidas en ‘la 
Constitución (contencioso de nulidad ante el Tribunal de lo 
Contencioso — Administrativo, contencioso de reparación ante 
la justicia ordinaria) será menester establecer las siguientes 
precisiones: * 


(1) Cuestiones entre particulares sobre aprovechamien- 
to de aguas: Tribunales ordinarios de competencia “civil” (a. 
633). ER a 

Idem en materia de daños y perjuicios entre particulares, 
por apertura de pozos ordinarios artesianos, ejecución de 
obras subterráneas y aprovechamiento de aguas (a. 634).) 


Idem en materia de dominio de aguas privadas; servi- 
dumbres fundadas en título de D. Civil; dominio de playas, 
entre particulares. 


(2) Daños y perjuicios por apertura de pozos, causa- 
dos por la Administración que realiza las obras: Justicia or- 
dinaria de hacienda y contencioso — administrativa (a. 634). 


Dominio de aguas públicas; idem de playas, alveos o cau- 
ces de ríos o arroyos navegables o flotables (a. 632).) 


Daños y perjuicios causados por servidumbres impuestas 
por la Administración (a. 631). 


(3) Contencioso de nulidad (ante el Tribunal de lo 
Contencioso — Administrativo). 


e, Contra las providencias dictadas por la Administración 
en materia de aguas (a. 614) la Constitución establece que 
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ha de agotarse la vía administrativa y recurrirse ante el Tri- 
bunal dentro de 60 días de dictada la An final. 


El Código preveía: 


— La “denuncia de obra nueva” contra la Administra- 
ción que en principio habrá de excluirse cuando se procura 
precaver la ruina del edificio, canal, acueducto, puerto o ace- 
quia, si es estrictamente indispensable y terminadas, se res- 
tablezcan las cosas al estado anterior (a. 615). 


— Servidumbres forzosas impuestas (a. 631). 


— Demarcación, apeo y deslinde' del dominio público al 
632), lo cual puede dar lugar al contencioso de anulación. 


(4). Síntesis y revisión. 


Según lo expuesto, pueden recordarse los casos princi- 
pales de procesos a que podían dar lugar estas normas: 


19% — Procesos voluntarios consistentes generalmente en 
autorizaciones o prohibiciones que establezca el Juzgado de 
Paz: 


Hallazgo (salvamento) de animales, frutos, maderas, mue- 
bles, etc.: el Juzgado dispone depósito o remate si no es de 
conservación (a. 411). 


e permiso de extracción de objetos sumergidos (a. 414). 


e permiso para entrar en predio ajeno para realizar es- 
tudios de aprovechamiento de aguas (a. 538), 


* mandato de destruir los malecones o piezas sueltas 
que puedan producir inundaciones u otros perjuicios (a. 566), 


+ autorizar reparaciones en presas (a. 574). 


e conciliación para abrir canteras o recoger piedras suel- 
tas en terrenos particulares, por parte de las RIOS de ca- 
nales de riego (a. 584), 
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e formar viveros para peces en los canales o terrenos 
contiguos adquiridos (a. 630), 
22 — Procesos contenciosos. 
Además de los previstos supra recordamos: 
+ servidumbre de acueducto 
— fijación del rumbo (a. 447); 
— Oposición a la misma, en interés particular (a. 
467) o público (a. 466). Según la Constitución, corresponde- 
ría acudir al Tribunal de lo Contencioso — Administrativo. 


è servidumbre de parada o dique: oposición (a. 487), 


e daños y perjuicios por el aprovechamiento de àguas 
para riegos (obras flotantes); (a. 566), 


3? — Se establecen varios casos de peritos decisorios o 
decisores. 


e Indemnización al propietario de fuente o manantial 
por uso del pueblo (a. 350). 


+ Peligro de los pozos artesianos para el abastecimien- 
to de la población y otros riesgos, en la realización de pozo 
artesiano, socavón o galería (a. 366). 


No son decisores, pero sí necesarios: para pagar los per- 
juicios de obras para alumbrar aguas subterráneas con po- 
zos 'artesianos y similares en pertenencia minera (a. 367); 


e cuota industrial a pagar por el titular de propiedad 
ribereña por el beneficio que recibe de obras de defensa con- 
tra aguas hecha por el Estado (a. 424); 


e lugar de apertura del acueducto o regadera (a. 463) 
en caso de servidumbre forzosa (a. 463); 


e 
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e daños causados en heredades, puertos y en otras obras 
por cruzar por ellas (navegación), (a. 627); concesión de 
aprovechamiento de aguas: gastos de estudio, cuando no se 
le adjudica la obra (a. 539). 


Ye 217 — Proceso judicial: 
b} En el Código de Aguas 


— Se suprimen los Jurados de Riego y la frecuente in- 
tervención de los peritos decisores. 


Se remite, en materia de competencia, a la Justicia Or- 
dinaria y a la Administrativa, tal como se consagran en for- 
ma general, para todas las materias y en esta última, tanto 
en el contencioso de reparación como en el de anulación. 


Se ratifica de manera expresa la sola intervención de la 
Justicia Ordinaria para el establecimiento de servidumbres 
civiles. 


— En cuanto al procedimiento, se establece el inciden- 
tal para imponer las servidumbres o en todo proceso a que 
dé lugar la aplicación de las servidumbres. 


La sentencia de 2? instancia hará cosa juzgada (a. 114); 
posteriormente, la ley de casación civil aplica ese recurso, 
también a esta materia. 


218 — El Ministerio de Transporte y Obras Públicas 


El C. Ag. optó por atribuir al M.T.O.P. la competen- 
cia preferente, es decir, para los casos en que no se men- 
cione expersamente a otro Ministerio, por ej. el M. Relacio- 
nes Exteriores cuando se trata de aguas internacionales; el 
de Salud Pública, en caso de aguas medicinales o minerales 
o de aquellos en que pueda encontrarse riesgo para la salud 
humana; el de Agricultura y Pesca, en toda relación con los 
productores agrarios. 
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: * "Debe tomarse en ctienta, por lo demás, que al Ministerio 
de Agricultura y Pesca, la ley de Conservación de Suelos y 
Aguas, no derogada por el C. Ag, otorga al M.A.P. la ta- 
rea fundamental en materia de preservación conservación y 


recuperación de los recursos naturales renovables. 
E S A A 


Como es el Poder Ejecutivo la autoridad nacional de 
aguas, el problema de la competencia de los Ministerios se 
soluciona facilmente “ad-intra' del P.E.: a). En aquellos casos 
en que nada se ẹxpresa directamente y en que corresponda 
intervenir al “Ministerio competente” (el M.T.O.P.), en 
los aspectos en que pueda coincidir con lo previsto en la nda 


de Conservación de Suelos y Aguas, se dará competencia 
concurrente de. ambos Ministerios. 


b) Cuando se menciona expresamente al M.A.P., és- 
te será el exclusivamente competente; lo mismo en cuanto 
al M.T.O.P. si se le refiere (“Ministerio competente”) y 

Cnad2 ye indica, del. M.A.P. 


c) En términos generales, el aspecto “conservación del 
recurso corresponde fundamentalmente al M.A.P. y su fun- 
cionámiento o “uso” al M.T.O.P. 


d) Si se mencionan las facultades del P.E., interven: 
drán ambos en forma concurrente. 


219 — Conclusiones 
¡PERES os 


Las disposiciones del Derecho de aguas en Uruguay, que 
reproducen, en general, las españolas del siglo pasado, ava- 
lado por una larga tradición en la Península, prevén las prin- 
cipales cuestiones que pueden plantearse al respecto de ma- 
nera adecuada. Pueden recordarse, en tal sentido, algunas 
orientaciones importantes que se consagran: 


LA mi de 


1) Zona de aplicación 


Derecho general (nacional) y no sólo rural, aunque fun- 
damentalmente esta zona es la que en definitiva se ve ¿bárcada 
por sus normas. 
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2) Fuentes x K y e 


Se integra con normas legales .(nacionales) y municipales, 
incluso con relativo predominio de éstas en zonas urbanas. 


4 


3) Dominio 


En cuanto a dominio, rige el principio de ANA y hay 
frecuente entrecruzamiento, por ello, de normas de D. Público 
y de D. Privado. T 


4) Limitación al derecho de propiedad 


En toda esta maáteria, el principio es la limitación del 
derecho de propiedad (tanto pública — del Estado, como pri* 
vada) En benéficio: del interés general, o su conjunto. 


y Se entrecruzan aquí, las servidumbres en cuanto al agua 
propiamente dicha (v. gr., acueducto), con las-que están a su 
servicio (v. gr. de paso). 


5) Interés general 
6) Formas asociativas 


También se configura (como es habitual en el D. Agra- 
rio)-la asociación, la participación en el uso de las aguas; la 
dependencia de unos en relación a otros (servidumbres). 


Se da gran importancia a la actuación de empresas, es- 
pecíficas en materia de aguas, para la realización de obras, no 
menos que al trabajo de conjunto de los interesados y al que 
pueda corresponder a las propias autoridades. 


7) Organismos 


En materia de organismos, se nacionaliza el tema y, por 
ende, tiene primaria actuación el Poder Ejécutivo; en mate- 
| ria judicial no existe peculiaridad ni en la organización ni 
en el procedimiento. i 
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CODIGO DE AGUAS 


TITULO VI 


DEROGACIONES Y DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


CAPITULO I 


DEROGACIONES 


Art. 198. (Derogación C. Civil). (Deróganse los (23) 
artículos (comprendidos entre el 558 (y) a 580 (Parágrafo 
1 — Título IV De las servidumbres, Cap. II De las servidum- 
bres legales, Sección I. De las servidumbres de aguas y 752 
(aluvión), (753 avulsión), 754 (islas en mar territorial o en 
ríos y arroyos navegables o flotables, que pertenecen al Es- 
tado), 755 (islas en ríos o arroyos no navegable ni flotables); 
756 (río o arroyo que convierte en isla a un fundo), a 757 
(río o arroyo que cambia de cauce; obras para construirlo, 
propiedad del propietario del cauce). — Deróganse los ar- 
tículos 558 a 580 y 752 a 757 del Código Civil. 


220 — Disposiciones ya incluidas en el nuevo texto del 
Código de Aguas, prácticamente sin modificaciones. 


Art. 199. (Derogación C. Rural). Derógase el Título 
II “Del dominio y aprovechamiento de las aguas” del Códi- 
go Rural promulgado por la Ley N* 1.259, de 17 de julio de 
1875. 


221 — Incluido en el texto del C. de Aguas, con modifi- 
cación - Las partes no incluidas se transcriben supra, con 
‘nomen juris’, por cuanto podría tenerse en cuenta en el fu- 
turo para la anunciada ley de riegos u otras. 


Art. 200. inc. 1. (Derogación Ley 13.737 a. 260). 
Derógase el inciso 1° del artículo 260 de la Ley 13.737, de 9 
de enero de 1969. 
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inc. 2. (Cese de la Comisión respectiva). A partir de 
la vigencia de este Código cesará en sus funciones la Comi- 
sión a que hacen referencia los incisos 2° y 3% de dicho ar- 
tículo. 


222 — La C. Redactora reputó a esta norma (que decla- 
ra perteneciente al dominio público “las aguas que satisfa- 
gan o sean susceptibles de satisfacer necesidades de carácter 
colectivo”) inconstitucional (expropiación sin indemnización). 
Además se trataba de una norma de excesiva generalidad, 
dado que “cualquier masa de agua de cierto volumen es capaz 
de satisfacer una necesidad colectiva, sea de bebida o de hi- 
giene”, por ejemplo. (BLIXEN, p. 124). 


— El cese de la Comisión obedece a la necesidad de evi- 
tar interferencias de competencias. 


CAPITULO II 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Art. 201. (Competencia). El Ministerio competente 
mencionado en este Código será el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas. 


Art. 202. (Adecuación de los servicios). En tanto las 
leyes presupuestales no provean lo pertinente para la reorga- 
nización administrativa de los servicios de dicho Ministerio, a 
fin de cumplir los cometidos que este Código le asigna, el Po- 
der Ejecutivo, de conformidad con lo establecido en el ar- 

+ tículo 174 inciso 2° de la Constitución, dispondrá las medidas 
Y necesarias para adecuar los servicios a la ejecución de di- 
+ chos cometidos. 


Art. 203. (Vigencia). Este Código empezará a regir 
a partir del día 1% de marzo de 1979. 


Art, 204, (Publicidad). Comuníquese, etc. 


| 
; 
4 


SEGUNDA PARTE 


CODIGO DE AGUAS 
ANTECEDENTES OFICIALES Y TEXTO 
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D) 


INFORME DE LA COMISION REDACTORA DEÉ.y, 


ha 
CODIGO RURAL DE 1875 A8uas y sS 


— Comisión de Codificación Rural. 
Montevideo, Agosto 20 de 1874.— 


Señor don Juan Ramón Gómez, Presidente de la Asociación 
Rural del Uruguay y señores Vocales de la Junta Directiva: 


1: Antecedentes. 


La Comisión Especial, nombrada por acuerdo de 20 de 
Agosto de 1873, para la confección del proyecto de Código 
Rural, luego que fue instruida de su nombramiento, dió prin- 
cipio a sus tareas, procurando corresponder debidamente a 
la confianza de la Junta Directiva, y satisfaciendo al mismo 
tiempo su propio deseo, porque se dote al país de esa legis- 
lación tan necesaria para la garantía y fomento de los impor- 
tantes ramos de ganadería y agricultura, principales fuentes 
de la riqueza pública. 


Como necesariamente sucede cuando se trata de codifi- 
cación, la Comisión Especial se ocupó de reunir los antece- 
dentes relativos que pudieran ilustrarla, empezando por el 
detenido estudio de la legislatura patria y decretos guberna- 
tivos, y del proyecto que el señor representante don Plácido 
Laguna sometió a la Honorable Cámara de Representantes 
en años anteriores. 


Obtuvo además la Comisión, con satisfacción íntima, el 
Código Rural de la Provincia de Buenos Aires, redactado por 
el doctor don Valentín Alsina; la colección de los informes 
sobre ganadería y labranza, que el autor solicitó de los prin- 
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cipales hacendados de aquella Provincia, y el proyecto de re- 
formas al mismo Código, propuestas por la Sociedad Rural 
Argentina, con las actas en que están consignados los moti- 
vos y razones de tales reformas. 


Procuró igualmente la Comisión adquirir. las publicacio- 
nes análogas de las naciones más adelantadas de Europa, con 
especialidad de la Bélgica, la Francia y la España, y se ha 
convencido de que puede repetirse todavía con exactitud: 
“Que en ellas no existe un verdadero y general Código Ru- 
ral”. Cuando eso afirmaba el «sabio jurisconsulto autor del 
Código Rural de Buenos Aires, decía Mr. Bouthours, en Fran- 
cia: “Que el proyecto de Código Rural, que el Consejo de 
Estado elaboraba hacía seis años, no tardaría en ser enviado 
al Cuerpo Legislativo”. Pero un año después el vizconde de 
Tocqueville observaba, “que de la manera en que era condu- 
cido ese asunto,. por más de cuarenta años, serían sus biz- 
nietos los que vendrían a experimentar los beneficios del Có- 
digo”. 


Desde esas manifestaciones, han transcurrido ocho años, 
y el Código Rural francés no ha sido sancionado. 


Atribúyese ese retardo a que la codificación de las le- 
yes rurales se han considerado siempre, a justo título, como 
la más difícil entre los diversos sistemas de leyes, por cuan- 
to aquélas afectan en todas sus fases al derecho más sagra- 
do del hombre en sociedad —el derecho de propiedad— sien- 
do, por lo mismo, indispensable tomar mucho prestado de los 
Códigos Civil, Penal y de Procedimientos; pero, en concepto 
de la Comisión, esa dificultad no sería invencible, si los fran- 
ceses no descansaran en la persuasión en que están, de que 
la serie de disposiciones legislativas promulgadas desde 1808, 
forman un cuerpo de legislación rural menos imperfecta que 
la de los otros países civilizados de Europa. 


La Comisión ha tenido a la vista, y ha utilizado la colec- 
ción que con el título de Código Rural Francés, hizo publicar 
la Academia de la industria agrícola. 
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En Bélgica carecen todavía de Código Rural, a pesar de 
que allí funciona un Consejo Superior de Agricultura. En 
Enero de este año, Mr. Breuls presentó una moción al Con- 
sejo para que solicitase del Gobierno que se activara la dis- 
cusión del Código Rural. 


Hay, pues, algún mérito para nosotros en anticiparnos a 
esos países, y las dificultades que la materia presenta servi- 
rán de excusa a la imperfección de nuestros trabajos. 


2. Aguas. 


La España, que ya poseía un cuerpo de legislación de 
aguas y riegos compuesto de las Leyes de Partida, Novísima 
Recopilación y numerosos decretos y reales órdenes poste- 
riores, puede vanagloriarse con su excelente ley sobre domi- 
nio y aprovechamiento de aguas, promulgada en 1866; y la 
Comisión se felicita de haber conseguido este valiosísimo an- 
tecedente que, sin duda alguna, se habría utilizado en Bue- 
nos Aires, si hubiera sido conocido cuando se confeccionaba 
el Código Rural, cuyas secciones sobre servidumbre de aguas, 
ríos y arroyos interiores no serían tan diminutas. En ellas 
figurarían las muy detaladas y convenientes prescripciones 
que, con el auxilio de esa ley, se consignan en el proyecto 
de Código Rural Oriental, quedando perfectamente estableci- 
do y reglamentado el sistema de irrigáción, elemento esen- 
cial. para la agricultura, y que eleva maravillosamente el va- 
lor del suelo, desde que éste se transforma en prados rega- 
dos. 


Con el fin de que el sistema sea completo, se han incluí- 
do en el proyecto las disposiciones sobre sociedades o comu- 
nidades regantes, sindicatura y jurado de riego que, aunque 
sean de aplicación tardía, han de tenerla cuando la agricul- 
tura, a que la población ha de encaminarse, llegue al desa- 
rrollo a que ha de impulsarla el interés individual auxiliado 
por las condiciones favorables de la situación geográfica del 
país. La: necesidad ha de venir y no es un mal, sino, por el 
contrario, un bien que la legislación se anticipe. 
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Por eso, la Comisión no ha excluído tampoco de su mo- 
delo lo concerniente a canales de navegación y viveros, re- 
cordando además que han existido proyectos para establecer 
los últimos y para comunicar por un canal de navegación el 
arroyo del Pantanoso con el río Santa Lucía. 


El aumento de población y el desarrollo de la indus- 
tria, la agricultura y el comercio, harán surgir empresas de 
esa especie que encontrarán en la legislación nacional, las 
bases para su establecimiento, conservación y explotación. 


Por lo demás, la Comisión llena una necesidad creada 
por el artículo 431 del Código Civil, que sujeta a los regla- 
mentos generales o locales, el uso y goce que, para el trán- 
sito, riego, navegación y cualesquiera otros objetos lícitos, 
corresponda a los particulares en las calles, plazas, puentes 
y caminos públicos, en los ríos y arroyos y generalmente en 
todos los bienes nacionales de uso público. 


Aunque la mencionada ley española es tan completa en 
su sistema y tan lógica y equitativa en sus prescripciones, 
la Comisión la ha modificado, adaptándola a las necesidades 
y conveniencias del país y a sus instituciones, con especia- 
lidad al Código Civil, prefiriendo, como es de su deber, el 
sistema y disposiciones de éste, en los títulos 1°, 2% y 4% del 
libro 22, 


Esas disposiciones y otras que se relacionan con los ob- 
jetos del proyecto, se han copiado en éste, prefiriendo la Co- 
misión no limitarse a una simple referencia que, aunque sim- 
plificaría su trabajo, haría necesario consultar en los casos 
ocurrentes al Código Civil, no bastando, por consecuencia, 
el Código Rural, que, en manos de las personas rurales, no 
les ofrecería el conjunto de reglas que deben tener por nor- 
ma, cuando, por otra "parte, el Código Rural debe circular 
con mayor profusión en los departamentos del interior. 


Por la misma razón y atenta la frecuencia de los arren- 
damientos de predios rurales, se han comprendido en la sec- 
ción 5* título 4% las disposiciones relativas más importantes. 
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Las servidumbres de aguas, y principalmente la de acue- 
ducto, tan importante para el curso de aquéllas, están, pues, 
minuciosamente tratadas: y con respecto a los ríos y arro- 
yos, la sección 10% del Código Porteño ha sido aumentada 
considerablemente, tomando por base, para el Código Orien- 
tal, la clasificación de los ríos y arroyos en navegables y flo- 
tables, natural o artificialmente y los que no lo son, deter- 
minando sus riberas, las reglas para la navegación y flota- 
ción, para la colocación de barcas de paso, puentes, presas, 
servidumbre de camino de sirga, de pesca, de salvamento y 
otras inherentes `a los predios ribereños; dispositiones todas 
que han de extinguir las fluctuaciones y arbitrariedades que 
sobre el particular existen en los diversos Departamentos, 
según las ideas que predominan en los funcionarios públicos 
respectivos. 


La Comisión saluda respetuosamente a la Junta Directi- 
va, a quien Dios guarde muchos años. 


JOAQUIN REQUENA, Presidente.— Daniel 
Zorrilla, Domingo González, Vocales.— 
Francisco X. de Acha, Secretario 


ID) 
PODER EJECUTIVO 
AÑO DE LA ORIENTALIDAD 
Florida, 25 de agosto de 1975. 
Al Consejo de Estado: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Al- 
to Cuerpo a efectos de someter a su ilustrada consideración 
el Proyecto de Ley que se remite adjunto, por el cual se 
aprueba el Proyecto de Código de Aguas redactado por la Co- 
misión de expertos en materia legal y práctica de aguas, 
constituida por resolución del Poder Ejecutivo de fecha 7. de 
junio de 1973. 
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Dicho Código de Aguas viene a llenar una necesidad que 
se ha ido haciendo cada vez más perentoria para impulsar el 
desarrollo racional de los recursos hídricos del país, que ha- 
cen actualmente imperiosa la revisión de la estructura y or- 
ganización del régimen jurídico de las aguas, para hacer po- 
sible una correcta y justa utilización del recurso y evitar los 
daños que resultan de su dispendio incontrolado, así como 
los peligros de su contaminación. Los informes técnicos que 
han servido de antecedentes a este Proyecto de la Comisión 
han insistido en la necesidad de proceder a una pronta revi- 
sión del régimen jurídico de las aguas, para permitir que el 
Estado pueda impulsar en la materia, una política acorde con 
los requerimientos del desarrollo económico de un Estado 
moderno y con el fomento eficaz de la acción individual, den- 
tro de un marco legal que asegure la más efectiva y equita- 
tiva explotación de los recursos hídricos. 


La elaboración del Proyecto ha insumido veinte meses 
de labor ininterrumpida. La Comisión, integrada por los se- 
ñores: Ingenieros Raúl V. Sanguinetti, Luis Mateo Fernán- 
dez y Elías Pérez; Capitán de Navío Lázaro Pinko y Docto- 
res Olaf Blixen, Constancio Levrero Bocage y María Elena 
Pelegrino, ha basado su tarea en el Título 111 del Código Ru- 
1al vigente y en el Anteproyecto de Código de Aguas prepa- 
rado por el Dr. Mario F. Valls, Asesor Regional de la CEPAL, 
a los cuales, sin embargo, ha introducido todas las enmien- 
das, adiciones y mejoras que ha estimado necesarias u opor- 
tunas, consultando para ello los textos legales más modernos 
y las doctrinás más recibidas en la materia. Innecesario es al 
Poder Ejecutivo resaltar la importancia de este Proyecto, así 
como justificar más pormenorizadamente los fundamentos 
del mismo, tanto en lo que atañe a los principios generales 
que lo presiden como a las soluciones particulares adoptadas, 
por cuanto tal labor debe considerarse cumplidamente reali- 
zada en la precisa y esmerada Exposición de Motivos re- 
dactada por el Dr. Olaf Blixen, Secretario de la Comisión, 
que constituye un verdadero comentario analítico del texto, 
de indiscutible valor para el intérprete. 
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Este Poder estima oportuno y justo resaltar la importan- 
cia y enjundia del interesante y exhaustivo trabajo realizado 
por la citada Comisión y la encomiable labor cumplida por 
los señores integrantes de la misma y, en especial, por los 
Doctores Olaf Blixen y Constancio Levrero Bocage, dada su 
destacada actuación en la redacción final del Proyeto. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Alto Cuerpo con su ma- 
yor consideración. 


JUAN MARIA BORDABERRY. Juan Carlos Blanco. 
Hugo Linares Brum. Alejandro Végh Villegas. 
Walter Ravenna. Eduardo Crispo Ayala. Adolfo 
Cardoso Guani. José E. Etcheverry Stirling. Da- 
niel Darracg. Justo M. Alonso Leguísamo. Eduar- 
do Carrera Hughes. Federico Soneira. 


PROYECTO DE LEY 


Art. 1% — Apruébase el Proyecto de Código de Aguas 
redactado por la Comisión constituida por el Poder Ejecutivo 
por resolución de 7 de junio de 1973 e integrada por dele- 
gados de los Ministerios de Transporte y Obras Públicas, de 
Defensa Nacional, de Industria y Energía y de Agricultura y 
Pesca, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la 
Administración de las Obras Sanitarias del Estado. 


Art, 22% — El Código de Aguas empezará a regir se- 
senta días después de su publicación en el Diario Oficial. 


Art. 3?. — Comuníquese, etc. 
Florida, 25 de agosto ae 1975, 


Juan Carlos Blanco. Hugo Linares Brum. Alejandro 
Végh Villegas. Walter Ravenna. Eduardo Crispo 
Ayala. Adolfo Cardoso Guani. José E. Etcheve- 
rry Stirling. Daniel Darracg. Justo M. Alonso 
Eduardo Carrera Hughes. Federico Soneira. 
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Este Poder estima oportuno y justo resaltar la importan- 
cia y enjundia del interesante y exhaustivo trabajo realizado 
por la citada Comisión y la encomiable labor cumplida por 
los señores integrantes de la misma y, en especial, por los 
Doctores Olaf Blixen y Constancio Levrero Bocage, dada su 
destacada actuación en la redacción final del Proyeto. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Alto Cuerpo con su ma- 
yor consideración. 


JUAN MARIA BORDABERRY. Juan Carlos Blanco. 
Hugo Linares Brum. Alejandro Végh Villegas. 
Walter Ravenna. Eduardo Crispo Ayala. Adolfo 
Cardoso Guani. José E. Etcheverry Stirling. Da- 
niel Darracq. Justo M. Alonso Leguísamo. Eduar- 
do Carrera Hughes. Federico Soneira. 


PROYECTO DE LEY 


Art. 1% — Apruébase el Proyecto de Código de Aguas 
redactado por la Comisión constituida por el Poder Ejecutivo 
por resolución de 7 de junio de 1973 e integrada por dele- 
gados de los Ministerios de Transporte y Obras Públicas, de 
Defensa Nacional, de Industria y Energía y de Agricultura y 
Pesca, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la 
Administración de las Obras Sanitarias del Estado. 


Art, 2°, — El Código de Aguas empezará a regir se- 
senta días después de su publicación en el Diario Oficial. 


Art. 3%. — Comuníquese, etc. 
Florida, 25 de agosto ae 1975. 


Juan Carlos Blanco. Hugo Linares Brum. Alejandro 
Végh Villegas. Walter Ravenna. Eduardo Crispo 
Ayala. Adolfo Cardoso Guani. José E. Etcheve- 
rry Stirling. Daniel Darracg. Justo M. Alonso 
Eduardo Carrera Hughes. Federico Soneira. 
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TIT) 


EXPOSICION DE MOTIVOS Y COMENTARIOS SOBRE 
EL PROYECTO DE CODIGO DE AGUAS 


INTRODUCCION 


El Poder Ejecutivo, por resolución del 7 de junio de 
1973, encomendó a un Grupo de Expertos en materia legal y 
práctica del uso de aguas la tarea de adecuar a las actuales 
necesidades y requerimientos en la materia el Anteproyecto 
de Código de Aguas, preparado por el doctor Mario F. Valls, 
Asesor Regional en Aspectos Legales e Institucionales del De- 
sarrollo de los Recursos Naturales, adscripto a CEPAL. Di- 
cho documento, que fue elaborado conforme con una solici- 
tud formulada por el Gobierno Nacional al Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo, fue presentado a la Ofi- 
cina de Planeamiento y Presupuesto por el señor Represen- 
tante Residente del PNUD, con nota del 1% de agosto de 
1972. 


El Grupo de Expertos mencionado —al cual esta expo- 
sición se referirá en adelante bajo la designación de la Co- 
misión— debía ser integrado según la citada resolución por 
representantes de los Ministerios de Obras Públicas, Defensa 
Nacional, Ganadería y Agricultura, Industria y Comercio 
(Instituto Geológico del Uruguay) y Oficina de Planeamien- 
to y Presupuesto. A ellos se agregó, por resolución de 2 de 
agosto del mismo año, una representación similar de la Ad- 
ministración de las Obras Sanitarias del Estado. 


Los referidos órganos y entes estatales designaron cada 
uno sus delegados, y la Comisión quedó constituida el 21 de 
setiembre de 1973, fecha en que realizó su sesión inaugural, 
en el Ministerio de Obras Públicas, y en la cual eligió de su 
seno un Presidente y un Secretario, designando para dichos 
cargos respectivamente al ingeniero Raúl V. Sanguinetti y al 
doctor Olaf Blixen del Ministerio de Obras Públicas. 


La Comisión desea poner de relieve con exactitud cuál 
ha sido la tarea que se le ha encomendado, para que se pue- 
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da juzgar adecuadamente la naturaleza y el carácter de la la- 
bor que ha desarrollado. Como queda expresado antes, la reso- 
lución misma que dispuso su constitución le impuso como co- 
metido adecuar un Anteproyecto de Código, esto es, efectuar 
su revisión y ajuste, e introducir en él las modificaciones que 
estimare pertinente. Para esta tarea se le otorgó en un pri- 
mer momento el plazo, sin duda exiguo, de sesenta días. Co- 
mo este plazo sólo habría podido ser suficiente si se hubiera 
tratado de un texto que la Comisión conociera de antemano, 
y cuyos lineamientos generales hubiera contribuido a elabo- 
rar, o hubiera compartido, de modo tal que sobre el mismo 
fuera menester únicamente efectuar ajustes de detalle —lo 
que no era el caso— la Comisión se vio precisada a solicitar 
sucesivas prórrogas para cumplir su labor de manera apro- 
piada. 


La Comisión, por consiguiente, dedicó algunos meses a 
la revisión del documento de trabajo redactado por el doctor 
Valls, realizando sesiones dos veces por semana. Para acele- 
rar su estudio, solicitó con fecha 9 de mayo de 1974 a los 
órganos públicos respectivos que concedieran un período de 
un mes de dedicación total a esta tarea a dos de sus miem- 
bros letrados, los doctores Olaf Blixen y Constancio Levrero 
Bocage, en atención al carácter preponderantemente jurídico 
de los problemas sometidos a la consideración de la Comi- 
sión. El Ministerio de Obras Públicas y la Administración 
de las Obras Sanitarias del Estado concedieron las facilida- 
des solicitadas por la Comisión, y ello permitió un sustancial 
adelanto de la labor de revisión del Anteproyecto. 


Por otra parte, en el transcurso de su tarea, se hizo evi- 
dente a la Comisión que el texto básico que servía de docu- 
mento de trabajo 'a las deliberaciones, no obstante sus gran- 
des méritos y el acierto indiscutible de muchas de sus solu- 
ciones, debía ser considerablemente adecuado y ampliado, pa- 
ra integrar en un mismo y único Código todo lo sustancial 
en materia de aguas, exceptuando sólo las normas referen- 
tes al mar territorial, las normas de Derecho Internacional 
relativas a las aguas y algunos aspectos de la legislación es- 
pecial. Pero consideró la Comisión que la solución técnica- 
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mente apropiada era la preparación de un cuerpo legal único 
en el que se integraran —con las modificaciones del caso— 
las disposicions recogidas del Anteproyecto, las incorporadas 
por la propia Comisión y las normas sobre la materia con- 
tenidas en el Código Civil y en el Título III del Código Ru- 
ral. Estas últimas, en el Anteproyecto del doctor Valls, que- 
daban en principio vigentes en todo aquello en que no fue- 
ran tácticamente derogadas por la nueva Ley. La solución 
del Anteproyecto habría obligado entonces al intérprete a 
recurrir constantemente a dos o tres distintos cuerpos de le- 
gislación, con lo cual, si bien se incorporarían a nuestro or- 
denamiento jurídico soluciones más modernas y acordes con 
el progreso de la doctrina jurídica aplicada al elemento hí- 
drico —especialmente en materia de Derecho Público— sur- 
giría un serio y constante problema de armonización del nue- 
vo Código con las disposiciones de los Códigos mencionados, 
que continuarían vigentes, pues abundarían los casos en que 
sería preciso determinar en qué medida las normas del nue- 
vo texto legal —indudablemente inspiradas en una tenden- 
` cia más acentuadamente publicista a de nuestros textos 
tradicionales— serían armonizables con ellos, 

} 

* Es razonable comprender, sin embargo, que la solución 
adoptada por el distinguido jurista autor del Anteproyecto, 
en parte, ha estado dictada por razones de tiempo, pues ha- 
bría sido necesario efectuar una revisión profunda en varios 
aspectos de nuestra legislación, tarea inusualmente delicada 
para un jurista extranjero, aun de la notable versación téc- 
nica y acabado conocimiento del Derecho de aguas, como es 
el doctor Valls. Pero también han concurrido otras conside- 
raciones para que el mencionado especialista no la haya con- 
siderado inconveniente en el mismo grado en que lo estima 
esta Comisión. En efecto: en el Derecho Argentino buena parte 
de la legislación de aguas (dominio, aluvión, avulsión y va- 
rias servidumbres) figura en el Código Civil, mientras que, 
sobre otros aspectos del derecho de aguas se han dictado o 
proyectado Código provinciales que complementan las dis- 
posiciones del Código Civil nacional (Código de aguas de la 
provincia de Mendoza, Código de aguas de Jujuy, Proyecto 
de Código de Aguas para la provincia de Buenos Aires, etc.). 
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Pero esta solución, obligada en la Argentina por la estruc- 
tura federal de su gobierno, a los fines de adecuar en cada 
provincia la legislación da las necesidades de la época y de 
la propia circunscripción política a la que se aplica, no se jus- 
tifica en nuestro país, en el cual no existen motivos que obs- 
ten a la unificación de las normas legales relativas al agua 
en un solo texto; salvo, naturalmente, las que resulten de la 
indudable dificultad y delicadeza de tal trabajo. 


Por consiguiente, la Comisión, con fecha 5 de setiembre 
de 1974, se dirigió al señor Ministro de Transporte y Obras 
Públicas señalando que, en su opinión, correspondía incorpo- 
rar al Proyecto —con todas las modificaciones necesarias— 
importantes temas tratados en el Código Rural, tales como 


el dominio de las aguas superficiales, manantiales y subte- 


rráneas, la accesión y las servidumbres de derecho privado: 
.. TETAS r 
y que era del caso también incorporar un capítulo sobre_ser- 


vidumbres administrativas en la misma materia. Tales eran 
expresaba la Comisión— “los temas más importantes que 
han quedado en el Código Rural sin ser alcanzados expresa- 
mente por las disposiciones del Anteproyecto del doctor 
Valls”. “Todos estos regímenes —agregaba— deben ser con- 
venientemente actualizados y armonizados con el resto del 
Código”. Se hacía notar, desde luego, que era ésta una ta- 
rea que debía hacerse, y a la cual la Comisión estaba dispues- 
ta a abocarse, si así lo disponía el Poder Ejecutivo, pero que 
ella significaba una delicada labor adicional, no prevista al 
tiempo de su constitución, y que insumiría varios meses más 
de actividad. El Poder Ejecutivo, aceptó el punto de vista 
expuesto por la Comisión, y por Resolución de 5 de diciem- 
bre de 1974, considerando de interés que la Comisión prosi- 
guiera su labor a los fines indicados, extendió el plazo que 
se le había asignado para expedirse hasta el 31 de mayo de 
1975. 


La «precedente historia de la elaboración del Proyecto 
que se eleva al Poder Ejecutivo pone en evidencia que la Co- 
misión ha trabajado en condiciones especiales, esto es, ligada 
o determinada su acción por la existencia de dos cuerpos de 
disposiciones en los cuales debía basarse: el Anteproyecto, 
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cuya revisión se le había encomendado, y el Título III del Có- 
digo Rural, que es aún derecho vigente en el país, y cuya 
armonización con las nuevas normas aparecía necesaria. Por 
lo tanto, el Anteproyecto ha sido fuente de numerosas dispo- 
siciones del presente Proyecto, como podrá advertirse en el 
pormenorizado comentario que sigue, y en el cual se hace 
referencia, en cada artículo, a los antecedentes que se han 
tomado directamente en consideración, cuando ello ha ocu- 
rrido. Allí se comprobará, pues, no sólo todo cuanto el Pro- 
yecto ha recogido del texto del doctor Valls, lo que es mu- 
cho, sino también se podrá constatar todo lo que de él se ha 
apartado, que es también muy considerable. Pero el Proyec- 
to, por otra parte, duplica la extensión del Anteproyecto. 
En parte esto se debe a la incorporación de un capítulo en- 
teramente nuevo, pero sobre todo, en esa mayor extensión 
ha sido deudor del Título 111 del Código Rural. Dicho Título 
ha quedado intacto desde 1875, pues la Ley N? 10.024 que 
promulgó el nuevo Código Rural el 14 de junio de 1941 dejó 
subsistente en esa parte la legislación anterior. Como se sa- 
be, el referido Título III fue tomado a su vez casi literalmen- 
te, de la Ley de Aguas de España promulgada el 3 de agos- 
to de 1866, Ley que había causado profunda impresión a la 
Comisión Redactora del Código de 1875, presidida por el doc- 
tor Joaquín Requena, como puede advertirse en la Exposi- 
ción de Motivos de la misma, del 20 de agosto de 1874. Las 
razones por las cuales el doctor Daniel García Acevedo no 
aportó modificaciones al referido Título al elaborar su refor- 
ma, están consignadas por él mismo. Luego de referirse al 
origen de las disposiciones del Título III, y señalar que en 
España la Ley de 1866 está derogada —lo que es cierto, pe- 
ro debe interpretarse cum grano salis, porque la Ley de 13 
de junio de 1879, que la sustituyó, la reproduce en su ma- 
yor parte, aunque con enmiendas— concluye diciendo que 
“la citada Ley española evidentemente no se adapta a nues- 
tro país, y casi puede decirse que a pesar de los cuarenta 
años que lleva de vigencia el Código —escribía en 1917— no 
es aún conocida en el país. Ella tiende en gran parte a sa- 
tisfacer necesidades que aún no han aparecido en nuestro te- 
rritorio”. “La reforma de una legislación como la de aguas 
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—agregaba el doctor García Acevedo— es sumamente peli- 
grosa, pues no tenemos experiencia al respecto. Por ello me 
ha parecido que lo mejor es no derogar este título tercero y 
dejarlo vigente, hasta que el país diga qué es lo que necesi- 
ta en materia de aguas; y llegado ese caso, lgislar de acuer- 
do con las exigencias que se hayan puesto en evidencia”. 


De las palabars del doctor García Acevedo surge, pues, 
que una parte considerable de la legislación de aguas de 
nuestro país era considerada poco menos que letra muerta, 
puesto que no tenía aplicación práctica. Indudablemente los 
capítulos del Código a los cuales este juicio puede aplicarse 
con mayor exactitud son aquellos que se refieren a las dis- 
tintas concesiones y aprovechamientos —que normalmente se 
han manejado fuera de las previsiones del Código— los rela- 
tivos a riego y sindicatos de regantes, que nunca funciona- 
ron en el país, algunas de las servidumbres establecidas, que 
no pasaron de la letra de la Ley, y parte de las normas de- 
dicadas a la desecación y avenamiento, de muy rara aplica- 
ción en la práctica. 


Pero los recursos hídricos del país, aunque cuantiosos, 
no son inagotables, y desde hace años se ha empezado a in- 
sistir, por parte de los órganos gubernamentales especializa- 
dos, en la necesidad de revisar la estructura y organización 
jurídica del régimen de aguas, para que el Estado pueda te- 
ner una mayor seguridad en cuanto a la correcta utilización 
recurso, y se evite el dispendio 
mente abundante, pero ocasionalmente limitado y escaso, Y 
también, lo que puede ser aún más grave, que se ponga freno 
a su lenta contaminación, que representa un peligro poten- 
cial o actual para la salud humana, y que puede provocar 
daños irreparables al acervo faunístico del país. De ahí la 
necesidad de proceder a una pronta revisión del régimen ju- 
rídico de las aguas, que se atenga a criterios acordes con los 
requerimientos de una adecuada política de aguas en todos 
sus aspectos, y que sea congruente con las necesidades del 
desarrollo económico que el Estado debe impulsar, facilitar 
y controlar, proporcionando un marco apropiado para el de- 
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senvolvimiento de la acción individual en la explotación de 
los recursos hídricos. 


La orientación que ha seguido el Proyecto puede consi- 
derarse intermedia entre elpublicismo extremado de las so- 
luciones de otros Códigos y Leyes Generales de Aguas, y, en 
menor grado, del Anteproyecto del doctor Valls, y el mar- 
cado(privatismo-slel régimen jurídico del Código Civil y de 
parte del Código Rural, pues éste tiene una tendencia híbri- 
da, heredada de la Ley española de 1866. En efecto: el Códi- 
do. Rural, siguiendo a dicha Ley, dio ingerencia a la Adminis- 
tración en cierto número de actividades que normalmente se- 
rían de resorte judicial (especialmente la implantación de 
servidumbres típicamente civiles por procedimientos cumpli- 
dos frente a la Administración, y mediante resolución admi- 
nistrativa) y, aparte de ello, reguló con prolijidad, aunque 
con excesivo casuismo, el régimen de concesiones de aprove- 
chamientos de águas. El Proyecto no ha formulado una de- 
claración de dominialidad de todas las aguas, cuya_incons- 
titucionalidad. sería evidente, puesto que se sustraerían a la 

AA propiedad pavada sin la previa indemnización que estable- 
ce la Constitución, todas aquellas aguas que en este momen- 
to pertenecen a los particulares. Pero ha establcido un régi- 
men de fiscalización sobre el uso de los recursos hídricos de 
toda clase, público y privados, que, si el casó lo requiere, puede 
llegar a ser suficientemente eficaz como para asegurar los 
resultados idóneos al logro de los fines públicos. Las normas 
de los Títulos I, II, IV, (Capítulo III), V y VI pueden con- 
siderarse enmarcadas en una razonable tendencia publicista, 
pues se trata de: regular actividades que. interesan especial- 
mente a la Administración. En cambio el Título III, y los 
dos primeros capítulos del IV que regulan, en buena parte, 
derechos de particulares y relaciones civiles, accesión, servi- 
dumbres naturales y servidumbres legales predominante- 
mente de Derecho Civil, mantienen en todo lo fundamental 
soluciones que la sabia previsión de los juristas romanos im- 
puso hace muchos siglos. 


ESMAS AL y La estructura del Código proyectado es la siguiente: en 
Co do «—— Título I se establecen algunos principios generales, se men- 
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cionan ciertas facultades específicas del Poder Ejecutivo y 
se hace referencia a la política de aguas, orientadora de la 
acción del Estado. En el Título II se contienen normas relati- 
vas al inventario de los recursos hídricos y al registro de los 
derechos de aprovechamiento de aguas públicas y privadas. 
El Título IÑ regula el dominio de las aguas, y se divide en 
secciones según | la diferente naturaleza de.las mismas. En el 
siguiente Título se trata de las servidumbres en materia de 
aguas, término que en este caso incluye también lo que en 
rigor son restricciones al dominio, pues contiene figuras ju- 
rídicas que no encajan en el concepto clásico de la servidum- 
bre predial, y, aparte de ello trata también de las servidum- 
bres administrativas. El Título V se ocupa de la defensa de 
las aguas, especialmente contra la contaminación; de la de- 


fensa de las riberas, cauces y zonas adyacentes, y_del mejo-_ Ye 


ramiento de zonas inundadas o inundables. El Título VI re- 
gula el uso y aprovechamiento de las aguas y álveos del do- 
minio público y fiscal —tanto aprovechamientos comunes co- 
mo privativos— y el último contiene algunas disposiciones 
derogatorias expresas de Leyes anteriores y otras dispo- 
siciones transitorias, dedicadas especialmente a la constitu- 
ción de la Autoridad de Aguas. 


Es esta una cuestión de evidente importancia práctica. El 
Proyecto, al igual que otros códigos modernos, ha reconocido 


la necesidad de que exista una autoridad que ejerza un alto 


grado dé dirección y control sobre los recursos hídricos. En 
buena parte el problema del régimen jurídico de las aguas 
estriba en la concurrencia, un tanto caótica, de un elevado 
número de órganos y entes competentes en diversos aspectos 
de esta materia, cuyas atribuciones, por consiguiente, es di- 
fícil delimitar. El agua es un bien que interesa a tantos as- 
pectos de la vida y de la actividad de la Administración que 
forzosamente hay muchos órganos y entes estatales que tie- 
nen estrecha vinculación con el recurso, y evidente interés 
en los aspectos que atañen a su regulación. Pero tal circuns- 
tancia, que se refleja en relaciones jurídicas fundadas en ra- 
zonables premisas de hecho, no disimula el peligro inevita- 
ble de las colisiones en la competencia de los entes y órganos 
interesados, y a veces el peligro de verdaderas denegatorias 
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de competencia, análogas a las que a menudo ocurren en el 
ámbito judicial, en cuanto dos órganos pueden entenderse re- 
ciprocamente incompetentes para actuar y sostener que la in- 
tervención en vía administrativa corresponde al otro. Aparte 
del Poder Ejecutivo, cuya competencia es directa en todas las 
cuestiones que entren en la órbita de la Administración Cen- 
tral y que interviene como órgano de control frente a toda 
la Administración descentralizada, tienen competencias ob- 
vias y, a veces, muy extensas, en la relativo al agua el Mi- 
nisterio de Transporte y Obras Públicas, el Ministerio de De- 
fensa Nacional, el Ministerio de Relaciones Exteriores, el Mi- 
nisterio de Agricultura y Pesca, el Ministerio de Salud Pú- 
blica, el Ministerio de Industria y Energía, la Administra- 
ción de las Obras Sanitarias del Estado, la Administración 
de Usinas y Teléfonos del Estado, el Servicio Oceanográfico 
y de la Pesca, la Administración Nacional de Puertos, la Co- 
misión Mixta de Salto Grande, la Comisión para el Desarro- 
llo de la Cuenca de la Laguna Merín, y desde luego, la Ofi- 
cina de Planeamiento y Presupuesto y los Gobiernos Depar- 
tamentales. Y ciertamente esta enumeración no agota de nin- 
guna manera la lista de órganos o entes vinculados al agua. 


Preciso es, por consiguiente, que la autoridad que cen- 
tralice. las actividades fundamentales de planificación y con- 
trol del recurso hídrico actúe armónicamente con las demás 
reparticiones estatales, que también son competentes en va- 
rios aspectos del manejo del agua, y de ahi la harto frecuen- 
te salvedad que se hace en el Proyecto de las competencias 
de otros entes y órganos, y de la legislación especial. La Ley 
debe, sí, centralizar un gran número de facultades en un en- 
te u órgano estatal, pero no puede desconocer los límites que 
a la acción del mismo nacen de la existencia de otras com- 
petencias fundades en la necesidad de la ejecución de los ser- 
vicios públicos confiados a otros entes estatales, u órganos de 
la Administración Central. 


La Comisión se encontró enfrentada a la necesidad de dar 
una solución en cuanto a cuál debe ser la Autoridad de 
Aguas, esto es, qué persona pública u órgano del Estado de- 
be estar investido de las potestades que el Código proyecta- 
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do atribuye a dicha Autoridad. A diferencia de lo que se dis- 
pone en otros Códigos —erradamente a juicio de la Comi- 
sión—, no se ha querido aquí dar en el propio texto una so- 
lución a esta cuestión, que es materia de política adminis- 
trativa, propia de una decisión gubernamental y no de una 
comisión técnica. Malo es que el Código imponga una solu- 
ción en cuanto al órgano o ente que quedará investido de la 
Autoridad, y que regule los aspectos orgánicos del servicio. 
Estos aspectos deben quedar apartados de las normas de de- 
recho sustantivo, y ser decididos por vía separada, de modo 
tal que no afecten la naturaleza de las soluciones jurídicas 
dadas a las materias que constituyen propiamente la sustan- 
cia del Código. No obstante, como no ignora la Comisión que 
es imposible aplicar el Código de Aguas si no existe la Au- 
toridad a la que se confían múltiples atribuciones por este 
texto, ha adoptado en las disposiciones transitorias la solu- 
ción que, a su juicio unánime, es la acertada en el estado 
actual de nuestra organización jurídica y administrativa: 
confiar la Autoridad de Aguas al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, cuya Dirección de Hidrografía tiene actual- 
mente ingerencia directa en el mayor número de las cuestio- 
nes de que trata el presente Proyecto y, que, por lo tanto, 
con las medidas de emergencia del caso, podrá realizar me- 
jor que ningún otro órgano o ente de la actual Administra- 
ción las funciones asignadas a la Autoridad. 0 - A 
~A oa A 
Por las razones que quedan expuestas, no ha querido la AU ANA 

Comisión acompañar su Proyecto, de un Proyecto de Ley 

complementario regulador de los aspectos orgánicos del ser- 

vicio, pues esta es una decisión de gobierno que no le com- 

i pete. Empero considera útil, como expresión del punto de vis- 

ta de quienes han dedicado dos años al estudio de los proble- 

mas de que trata este Código, señalar que, a su juicio, una 

Ley orgánica del servicio debe tener en consideración los si- 

guintes principios: 


t 


+ 1°) Que, por las potestades de administración y de con- 
tralor, tanto de la actividad de los particulares como de otros 
organismos, que el Código asigna a la Autoridad de Aguas, 
ésta debe estar confiada a un órgano de la Administración 


J 
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Central y, dentro de ella, a un órgano con categoría de Mi- 


nistro de Estado. Como la Comisión no cree en modo alguno 


conveniente a los intereses del Erario la creación de un nue- 
vo Ministerio y, como por otra parte, semejante solución 
también produciría importantes superposiciones de competen- 
cia con las que actualmente posee el Ministerio de Transpor- 
te y Obras Públicas, estima que la solución que ha adopta- 
do como provisoria no debe estar lejos de la que se adopte 
en definitiva. 


2%) Cree también que, al estructurarse una legislación 
orgánica, debe contemplarse la presencia de un órgano cole- 
giado de asesoramiento del Ministerio —es decir de la Au- 
toridad de Aguas— para que sea portavoz de los problemas 
y puntos de vista de otros órganos y entes del Estado estre- 
chamente vinculados al agua, de modo que, sobre decisiones de 
cierta importancia, que puedan afectar los intereses o compe- 
tencias de otras personas públicas, la Autoridad posea el con- 
veniente asesoramiento para disponer lo pertinente con co- 
nocimiento pleno de causa. Tal comisión deberá tener funcio- 
nes asesoras —no decisorias— pero su opinión debería ser re- 
querida obligatoriamente en ciertos casos —no demasiados, 
para no provocar excesivas ¡demoras o entorpecimientos en 
los trámites— que convendría detallar taxativamente, sin. per- 
juicio de que la Autoridad requiriera su parecer en los de- 
más casos en que lo estimase oportuno. Parece igualmente 
obvia la conclusión de que varios de los órganos o entes que 
han sido antes mencionados como estrechamente vinculados 
al agua, deberían estar representados en tal Comisión. 


Tales son las dos ideas básicas que la Comisión sugiere 
que sean tenidas en cuenta cuando se proyecte un estatuto 
orgánico para la Autoridad de Aguas. 


TITULO I 
El breve Título con que comienza el Código contiene al- 


gunos Principios Generales. En este Título se señala qué dis- 
posiciones regulan el régimen jurídico de las aguas, y se enu- 


CÓDIGO DE AGUAS CONCORDADO Y ANOTADO 295 


meran algunas de las facultades más generales e importan- 
tes que, en esta materia, se atribuyen al Poder Ejecutivo y 
a la Autoridad de Aguas. 


El artículo 1% del Proyecto de la Comisión reconoce —a 
diferencia de lo que establecía el artículo de igual número del 
Anteproyecto del doctor Valls— que el presente cuerpo de 
disposiciones no determina todo el régimen jurídico de las 
aguas nacionales, sino que sólo lo fija en parte. Quedan vi- 
gentes las disposiciones del Código Civil, en cuanto no resul- 
ten expresa o tácitamente derogadas por normas de este Có- 
digo, así como las disposiciones contenidas en Leyes especia- 
les y en normas de Derecho Internacional. En lo que atañe 
a la subsistencia de las disposiciones de las muchas. Leyes 
especiales que se han dictado en materia de aguas, cabe se- 
ñalar que también ellas subsisten en la medida en que no 
aparezcan derogadas expresa o tácitamente por las normas 
del presente cuerpo de Leyes, salvo las excepciones que pue- 
dan resultar de una concreta aplicación del principio de es- 
pecialidad (generalia a specialibus derogantur). Sobre el par- 
ticular, como no puede ser de otro modo, todo caso de du- 
da deberá ser resuelto por la doctrina y la jurisprudencia. 


El artículo reconoce además la vigencia de las normas 
de Derecho Internacional que regulan, en parte, el régimen 
de las aguas, y que provienen de las distintas fuentes admi- 
tidas por aquel Derecho. Los problemas que puedan plan- 
tearse al respecto, por la colisión de normas internacionales 
con las que el Proyecto establece, no son diferente de los 
que se originan en ocasión de la sanción de Leyes, de cual- 
quier otra rama del Derecho interno, que aparezcan en con- 
flicto con normas jurídicas internacionales. 


Se ha aclarado expresamente que las disposiciones del 
Código no se aplican al mar territorial, salvo que otra cosa 
se establezca en el texto. La regulación jurídica de dicha zo- 
na se ha dejado librada al Derecho Internacional y a la le- 
gislación especial. 


El artículo 2° recoge, con ligeras modificaciones, el tex- 
to del artículo 2° del Anteproyecto, y señala que la promo- 
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ción de las actividades a que se refiere el texto corresponde, 
en último término, al Estado, quien la llevará a cabo mediante 
la política de aguas que establezca, (Art. 39). 


En el artículo 3? se ha suprimido el término nacional del 
Anteproyecto por innecesario, puesto que la expresión Poder 
Ejecutivo en nuestro Derecho sólo puede ser empleada para 
el órgano de competencia nacional, y no para los de compe- 
tencia departamental. La supresión del literal b) del Ante- 
proyecto se funda en que la facultad en él establecida debe 
considerarse incluida en el numeral 1? del artículo del Pro- 
yecto. El numeral 2? corresponde al literal c) del Antepro- 
yecto. Como señala el doctor Valls la reserva de aguas pue- 
de servir para impedir el uso y la constitución de derechos 
sobre aguas que se pretenda someter a programación espe- 
cial, o que convenga mantener en su estado natural por ra- 
zones de interés científico, turístico o recreativo. Aparece, por 
consiguiente, como un instituto destinado a facilitar los ob- 
jetivos expresados en el numeral precedente. Se reduce el 
término de la reserva de diez a cinco años, pero, en cambio, ` 
se ha establecido expresamente la prorrogabilidad del térmi- 
no, la que deberá ser objeto de nueva decisión; esto es, no 
operará automáticamente. 


Q) En el caso de las aguas dominiales, la reserva de usos 
no es necesaria sino para vedar aquellos usos que la Ley per- 
mite a los usuarios, puesto que no tendría sentido si se apli- 

d cara a prohibir usos que la Ley ni siquiera autoriza. Cuando 
a se trate de aguas fiscales de la persona pública mayor, no ri- 
JE ge la limitación temporal de la reserva —el plazo de cinco 
1 años —pues esta limitación se funda especialmente en la con- 
a veniencia de no lesionar innecesariamente los intereses del 
própietario de las aguas. 


E La Comisión estima correcta la solución del Anteproyec- 
| to en cuanto éste se aparta de los regímenes rígidos de pro- 

piedades establecidos en ciertos Códigos y Leyes extranjeras, 
Al e incluso en nuestro propio Código Rural (Art. 546), pues 
de este modo los textos no tienen en cuenta los cambios de : 
las necesidades económicas, e incluso tampoco se adecuan a 
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las transformaciones en la valoración de los usos no econó- 
micos, la formación de reservas de fauna y flora acuáticas. 
No obstante ello, en el numeral 3° se ha establecido una prio- 
ridad legal para el abastecimiento de agua potable a las po- 
blaciones, en el entendido de que, si bien es lógico dejar al 
Poder Ejecutivo una. amplia discrecionalidad en cuanto a de- 
> terminar cuáles son las prioridades más urgentes y atendi- 
bles, según las mudanzas que se operen en las necesidades 
nacionales, el carácter del bien tutelado por esta prioridad 
justifica que ella sea prevista a texto expreso. 


En el numeral 4°, que corresponde al literal f) del An- 
teproyecto, se ha agregado a la hipótesis ya prevista en di- 
cho texto, y rełativa a la revocación de concesiones, la hi- 
pótesis de la revocación de ciertos permisos especiales a los 
que se refiere el artículo 200. 


í El numeral 5° atribuye al Poder Ejecutivo la facultad 
de fijar cánones para diversos usos. Esta facultad, en lo to- 
cante al dominio público municipal, será ejercida por los In- 
tendentes, sin perjuicio de las atribuciones que la Constitu- 
ción otorga a lås Juntas Departamentales. 


El artículo 4° proviene del artículo 23 del Anteproyecto, 
que, por su importancia, se ha considerado que se halla me- 
jor ubicado en este Título. Se ha suprimido del texto la con- 
sulta a otros organismos por parte de la Autoridad de Aguas, 
pues el punto a que se refiére el artículo es tipicamente de 
competencia del Ministerio de Relaciones Exteriores, y a él 
debe ceñirse la consulta. Se ha establecido además que, en ca- 
sos de discrepancia, la misma deberá ser resuelta por el Po- 
der Ejecutivo. Se ha suprimido la calificación de “internacio- 
nales” porque el. problema a que se refiere este artículo no 
i se relaciona con aguas sometidas a dicho régimen juridico, 
q sino genéricamente con aquellas aguas en las cuales la cons- 
i 


titución de derechos pudiera afectar a países vecinos y, es- 
pecialmente, a los limítrofes. 


*= 


En el primer inciso del artículo 5% (4% del Anteproyec- 
to) se ha agregado expresamente la mención de los efectos 
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o Utender la Comisión que, si bien ello podría considerarse com- 
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nocivos que puedan alterar el equilibrio ecológico de la fau- 
na y flora nacionales o dañar el ambiente natural, por en- 


prendido en la hipótesis general, es muy importante estable- 
cerlo expresamente, por la importancia del punto, y por el 
gran perjuicio que han sufrido los intereses del país por fal- 
ta de protección adecuada de estos bienes, problema que ac- 
tualmente es objeto de preocupación no sólo nacional sino 
ecuménica.. El daño al ambiente natural es, en rigor, expre- 
sión más genérica que la alteración del equilibrio ecológico 
de la fauna y flora nacionales, y la comprende; pero se ha 
mencionado en este caso el daño específico para evitar toda 
duda. 


En el inciso 2° se ha suprimido el calificativo de previa 
referido a la autorización, por cuanto señala una, condición 
que es de esencia en dicha clase de actos. 


Se ha establecido la facultad de disponer la suspensión 
de las actividades contrarias a las normas dictadas por la Au- 
toridad de Aguas, y se ha previsto que dicha Autoridad pue- 
ra recurrir a la fuerza pública para hacer cumplir las deci- 
siones a que se alude en este inciso, cuando el incumplimien- 
to de las mismas pusiere en peligro la vida o la salud de las 
personas, bienes cuya tutela justifica la solución de excep- 
ción que se adopta. 


La fijación de dotaciones de aguas por la Autoridad, ha 
sido prevista en el artículo 6%, que recoge parcialmente la dis- 
posición del literal e) del artículo 3% del Anteproyecto. En 
el texto adoptado se señalan a la Autoridad de Aguas los cri- 
terios que debe tomar en cuenta para fijar las dotaciones, 
pues, de no hacerse así, se le confiaría una atribución exce- 
sivamente discrecional. La Comisión, por otra parte, no ha 
recogido la segunda parte del mencionado literal del Ante- 
proyecto, que, en lo relativo a las aguas de los particulares, 
resulta exorbitante como régimen normal, sin perjuicio de 
las facultades de los Poderes Públicos en casos de emergen- 
cia nacional. 


ho -- 


da 
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El último artículo del Título tiene su fuente en el ar- 
tículo 6% del Anteproyecto, del cual se aparta en algunos as- 
pectos. En primer lugar, se aclara que las facultades de la 
Autoridad de Aguas, en lo que atañe al artículo en cuestión, 
se ejercen sin perjuicio de las que competen a otros' organis- 
mos por virtud de otras leyes, con lo que se ha tenido en 
cuenta particularmente a las autoridades sanitarias. La fa- 
cultad de prohibir el uso de determinadas aguas queda, en 
el nuevo texto, sin limitación en cuanto al tiempo, pues de- 
be durar tanto como la causa que la motiva. La facultad, 
además, no se restringe a la interdicción del uso recreativo 
o del abastecimiento doméstico o urbano, sino que la Autori- 
dad señalará, en cada caso, qué usos quedan alcanzados por 
la prohibición. Aparte de la salvaguardia de la salud públi- 
ca —en cuya competencia concurre la Autoridad de Aguas 
con las autoridades sanitarias— se ha incluido la prevención 
de la contaminación y del deterioro del medio ambiente, pun- 
to este último que puede escapar a la acción de la autoridad 
sanitaria, porque ese deterioro puede verificarse por medios 
que no afecten a la salud pública, y sobre bienes cuya tutela 
escapa a dicha autoridad. 


Del Título se ha eliminado el artículo que figuraba co- 
mo 5% en el Anteproyecto. Se ha considerado que el mismo, 
tal como estaba redactado, tenía excesiva latitud, y se ha es- 
timado mejor remitir la solución de las eventuales reclama- 
ciones a los_principios generales que regulan la responsabi- 
lidad del Estado por acto o hecho administrativo, y a las dis- 


AECA nl A O z Je 
posiciones específicamente señaladas en el presente Código. 


TITULO HI 


El Título II se ocupa de dos cuestiones diferentes, aun- 
que conexas: del inventario de los recursos hídricos, para lo 
cual se incluyen algunas normas tendientes a que la Auto- 
ridad de Aguas disponga de una información actualizada so- 
bre aquéllos, y pueda apreciar así su entidad y característi- 
cas, y del registro de derechos al aprovechamiento de aguas. 
La fuente de este Título es el Título II del Anteproyecto, aun- 
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que en el articulado se han introducido modificaciones con- 
siderables, sobre todo en lo que atañe al registro de dere- 
chos al aprovechamiento de aguas. 


En el primer artículo del Título (7% del Anteproyecto) 
se ha suprimido la mención de los recursos hídricos interna- 
cionales por las mismas razones que llevaron a la supresión 
de la referencia a aguas internacionales en el artículo 4%, y 
se ha completado la enumeración de las especificaciones del 
registro con otras menciones que se consideran útiles. 


En cuanto se refiere al registro de los derechos al apro- 
vechamiento de aguas, el Proyecto distingue varias hipóte- 
sis que no aparecían diferenciadas debidamente en el artícu- 
lo 9° del Anteproyecto. Este hablada de la inscripción de de- 
rechos vigentes al aprovechamiento de aguas, por lo que que- 
daba poco claro si comprendía los vigentes a la fecha de pro- 
mulgación o de entrada en vigencia del texto proyectado, o 
también los que llegaran a nacer después, con tal de que es- 
tuvieran en vigor. Y tampoco se señalaba si tales derechos 
al aprovechamiento de aguas se limitaban a las aguas públi- 
cas, o alcanzaban igúalmente a las privadas, especialmente a 
los derechos constituidos sobre aguas de propiedad de par- 
ticulares, como es el caso de múltiples servidumbres. De ahí 
que la Comisión haya creído necesario distinguir los casos y 
someterlos a previsiones diferentes. 


La finalidad del registro es doble: por una parte per- 
mite al Estado saber la existencia de una serie de derechos 
constituidos sobre aguas públicas y privadas, de los cuales 
muchas veces no tiene noticias, y cuyo conocimiento le inte- 
resa, porque los mismos deben ser tenidos en cuenta en oca- 
sión de adoptar la política de aguas (Art. 22 y 39) y las nor- 
mas legales o reglamentarias y providencias administrativas 
que fuere menester. Por otro lado el registro, en ciertos ca- 
sos es necesario para el mantenimiento del derecho (Art. 99) 
o para que el derecho se haga valer erga omnes (Art. 12). 


Los artículos 9° a 12 se aplican a los titulares de dere- 
chos constituidos al aprovechamiento de aguas. Se excluye, 
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por tanto, del deber de inscribir a aquellos derechos que son 
una mera consecuencia del ejercicio del dominio sobre el 
fundo y que, por ende, para llegar a existir como tales, no 
han requerido actos o hechos que específicamente los hayan 
constituido. También deben inscribirse los derechos sobre 
aguas y álveos que se han adquirido por prescripción, si han 
podido válidamente constituirse. 


Cuando se trate de registrar derechos constituidos antes 
de entrar en vigencia el Código, la inscripción deberá ha- 
cerse antes de los cinco años de dicha fecha, para que surta 
los fectos señalados en los artículo 9? y 12, inciso 1%. El pla- 
zo es suficientemente largo como para amparar debidamente 
a los titulares, y, al mismo tiempo, proporciona la seguridad 
de que, vencido el mismo, el Estado estará en condiciones de 
conocer perfectamente la extensión y caracteres de tales de- 
rechos. En ese caso deben solicitar la inscripción los intere- 
sados, o sea que se procede a petición de parte. 


Para los derechos al aprovechamiento de aguas consti- 
tuidos posteriormente a la entrada en vigencia del Código, el 
régimen es distinto según se trate de aguas y álveos del do- 
minio público y fiscal o de propiedad particular. En el pri- 
mer caso, la inscripción se hace de oficio, porque la Admi- 
nistración debe conocer la existencia de los derechos que ella 
otorga, especialment a partir de la fecha en que se crea un 
registro en que deben ser documentados. Y cuando los dere- 
chos de aprovechamiento fuesen otorgados por los Gobier- 
nos Departamentales (Art. 201) o, para sus dominios fiscales, 
por otros entes públicos (Art. 202), se dispone que dichos 
entes y organismos suministren a la autoridad los datos ne- 
cesarios para ser registrados. La omisión de la inscripción 
por la Autoridad, cuando ella procede de oficio (Art. 10), no 
enerva el derecho del titular del aprovechamiento. Puede, sí, 
aparejar responsabilidad de la oficina u oficinas, omisas, se- 
gún los principios generales. 


La enumeración de las indicaciones que deberá conte- 
ner la inscripción( ng es taxativa, y para eliminar toda du- 
da se ha modificado ligeramente la redacción. Se ha señala- 
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do además la necesidad de que las modificaciones que, en 
el futuro, se produjeren sobre tales derechos deban también 
ser registradas para que surtan los efectos que en este caso 
el Código atribuye a la inscripción. 


El artículo 13 se base en el artículo 10 del Anteproyec- 
to al cual se han hecho algunas modificaciones para adecuar- 
lo a nuestro régimen. Se sustituye, pues, Registro de Propie- 
dad por Registro de Traslaciones de Dominio. Se ha puesto 
derechos sobre aguas relativos a inmuebles y no en favor de 
inmuebles porque tales derechos pueden ser tanto en favor 
como en perjuicio de los fundos, y muy frecuentemente un 
derecho tendrá ese doble carácter. Se ha empleado la forma 
impersonal restricciones y servidumbres que se impusieren y 
no que imponga (la Autoridad de Aguas) por cuanto, según 
surge de los artículos 9% a 12, muchas veces no será la men- 
cionada Autoridad quien imponga tales restricciones o servi- 
dumbres. 


En el inciso 1% del artículo 14 se especifica más clara- 
mente el carácter de las mediciones y observaciones a que 
se refiefe el artículo 11 del Anteproyecto. El inciso 2%, que 
establece determinadas obligaciones para los titulares de de- 
rechos al aprovechamiento privativo de aguas públicas, ha 
sido modificado algo en su redacción, y la Comisión estima 
que el artículo ha ganado en claridad. Debe describirse toda 
modificación, sea gráficamente, sea por otros medios, si así 
correspondiere. La mención del área efectivamente beneficia- 
da busca que la información brindada al Registro sea adecua- 
da a los hechos, y no se limite a señalar una información 
que, de lo contrario, sería presumiblemente la misma que ha- 
bría de constar en el título constitutivo del derecho de apro- 
vechamiento. 


El último artículo del Título proviene del artículo 12 
del Anteproyecto con cambios de redacción, porque en nues- 
tro país no existen actualmente razones para una mención es- 
pecífica de la legislación de hidrocarburos. 


La Comisión ha desechado la inclusión del artículo 80 
del Anteproyecto. Las alturas de las aguas están ya bien de- 
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terminadas por mediciones de muchos años. y su publicación 
quincenal obligatoria no parece adecuada, si con ello se pre- 
tende introducir un factor de variación periódica en cuanto 
a la fijación de los derechos reales que están ligados a la lí- 
nea de altura de esas aguas. El inciso 2% de dicho artículo 
no agrega nada a la conclusión que puede extraerse por apli- 
cación de principios generales. 


TITULO III 


El presente título comprende siete capítulos. El primero 
incorpora algunas disposiciones generales que no figuraban 
en el Código Rural. Los demás, capítulos se ocupan sucesi- 
vamente de las aguas pluviales, las aguas manantiales, los 
ríos y arroyos, los lagos, lagunas, charcas y aguas embalsa- 
das y las aguas subterráneas y medicinales. El último reco- 
ge, con las modificaciones que se han estimado pertinentes, 
las disposiciones de la 9? sección del Título IJI del Código 
Rural, que se refiere a las accesiones, arrastres y sedimen- 
tos de las aguas. 


Como puede advertirse, han sido desglosadas del Título 
III del Proyecto las secciones del Código Rural que se refie- 
ren a obras de defensa contra las aguas públicas, desecación 
de lagunas y terrenos pantanosos, servidumbres, aprovecha- 
miento de aguas públicas y otras que menos aún tienen que 
ver con el dominio de las aguas, como las relativas a policía 
de aguas, comunidades de regantes y jurisdicciones espeia- 
les en materia de aguas. 


CAPITULO I 


El primer capítulo del Título establece, como. queda di- 
cho, ciertos principios generales. El recogido en el «artículo 
16 está en parte contenido en el artículo 13 del Anteproyec- 
to, pero el texto propuesto modifica su alcance. En la redac- 
ción del Anteproyecto desaparecían todas las aguas fiscales 
y sus respectivos cauces, puesto que aquéllas no están incor- 
poradas al patrimonio de los particulares, y no se advierté 
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razón valedera para dar tan dilatada extensión a la domi- 


Gan. hialidad. Tampoco sería congruente atribuir el carácter de 
la públicos a los cauces no navegables ni flotables que se abran 
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en terrenos de cualquier dominio —y por ende del particu- 
lar privado— como lo hacía el Anteproyecto. El texto de 
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fiere sólo a los cauces, o también a las aguas; y no lo es, 
porque la expresión “los que se abran las aguas” parece re- 
ferirse sólo a los álveos. En todo caso, la solución no conci- 
diría con el régimen que establece el Código Rural para di- 
chos cauces cuando atraviesan fundos privados, y, en cuan- 
to a las aguas, establecería un régimen puramente dominial 
y por consiguiente, les serían aplicables en su totalidad las 
normas del Título VI. Tal cosa no condice ni con el régimen 
del Código Rural, ni con el del presente Proyecto, según re- 
sulta de lo dispuesto en el Capítulo IV de este Título. 


En cuanto a la última parte del primer inciso del refe- 
rido artículo 13, ella importaba una atribución de dominia- 
lidad sin la pertinente expropiación, puesto que las caídas 
naturales, por su condición de tales, no están sustraídas —en 
el régimen de los Códigos Civil y Rural— a la propiedad pri- 
vada, a menos que se encuentren en aguas que no pertenez- 
can a los particulares, y por lo tanto su traspaso en muchos 
casos requerirá expropiación. 


¿Cuál es el alcance del artículo 16 en su redacción ac- 
tual? La disposición puede parecer a primera vista super- 
flua, puesto que, aparentemente, las aguas que no pertene- 
cen a los particulares deben ser o públicas o fiscales. Sin em- 
bargo la disposición señala que, si ciertas aguas en el régi- 
men precedente pudieron ser consideradas res nullius o res 
communis, por no haber sido incorporadas a ningún patrimo- 
nio privado, tendfán una de las dos calidades que en el ar- 
tículo se indican. Corresponde a la doctrina señalar si tal era 
el régimen de las aguas en la atmósfera, y en qué medida la 
previsión alcanza a las aguas subterráneas no alumbradas y 
a las corrientes superficiales no navegables ni flotables, pun- 
to sabre el que se insistirá más tarde. 
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El artículo 17 atribuye al Estado, persona pública ma- 
yor, con exclusión de las demás personas estatales, el domi- 
nio de las aguas y álveos públicos. No es conveniente que 
los bienes dominiales de esta naturaleza aparezcan reparti- 
tos eventualmente entre distintas personas públicas, pues ello 
atentaría contra la unidad y concreción de la política de 
aguas. Quedan exceptuados las aguas y álveos que, por ex- 
presa disposición legal o por su características, integren el 
dominio público municipal. 


El artículo 18 introduce una solución tendiente a pro- 
teger las aguas y álveos fiscales contra la acción de los par- 
tiulares, declarándolos imprescriptibles mientras mantengan 
su condición de fiscales. Pueden ser enajenados, lo que re- 
quiere obviamente un acto expreso, y saliendo del patrimonio 
del Estado se vuelven de inmediato prescriptibles. También 
puede enajenarse —y será el caso común— el predio esta- 
tal por el cual corran aguas fiscales, y también en este ca- 
so, al salir del dominio del Estado, perderán su carácter de 
imprescriptibildad. La disposición, evidentemente, no devuel- 
ve al dominio del Estado las aguas fiscales que hubieran sido 
prescriptas por particulares antes de entrar en vigencia el 
Código, pero interrumpe definitivamente toda prescripción 
no consumada. 


El artículo 19 contiene una declaración genérica de ne- 
cesidad o utilidad pública en favor de la expropiación de las 
aguas y álveos particulares que sean requeridos para el cum- 
plimiento de cualquiera de los tres propósitos que el artícu- 
lo menciona. Tales fines son indudablemente amplios, y con- 
fieren un margen de apreciación discrecional a la entidad 
expropiante, pero asignan, no obstante, un contenido sustan- 
cial a la calificación de necesidad o utilidad pública. En to- 
dos los casos corresponde al Poder Ejecutivo efectuar la de- 
signación de las aguas y álveos a expropiar, aunque no sea 
la entidad expropiante. 


La disposición no afecta las facultades de expropiación 
que otras leyes confieren a los Gobiernos Departamentales 
o a entes estatales, en cuanto dichas facultades les hayan si- 
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do atribuidas para la consecución de fines distintos a los pre- 
vistos en el artículo, o para fines específicos. 


El Anteproyecto contenfa sobre el punto una disposición, 
el artículo 14, que ha sido sustituida por varias razones. En 
nuestro derecho no puede decirse que la Ley expropie, sino 
que declara sujetó a expropiación cierto bien, pues la expro- 
piación, como procedimento administrativo, y eventualmen- 
te, judicial, no puede equipararse a la sanción de una Ley. 
El Poder Ejecutivo no se limita a identificar el bien, sino 
que lo designa, con determinados efectos jurídicos. Por otra 
parte, la fórmula que habría justificado la expropiación era 
excesivamente vaga, y otorgaba una latitud prácticamente ili- 
mitada a la Administración. 


CAPITULO II 


En el Capítulo II del Proyecto se han recogido artículos 
de las secciones 1? a 6? del Código Rural. El artículo 20 re- 
produce el artículo 343 del referido Código, del cual se ha 
sustituido la enumeración incompleta y casuística de las cons- 
trucciones que puede realizar el propietario para conservar 
las aguas de lluvia que caen en su predio, por una fórmula 
más amplia y genérica, facultad que queda sometida a las 
reglamentaciones que dicte la autoridad de Aguas. 


En el artículo 211 se reproduce el artículo 344 del re- 
ferido Código. 


El artículo 22 recoge el texto del artículo 385 por cuan- 
to, como queda expresado, las disposiciones relativas a los 
álveos se han unido en el Proyecto a las que se refieren a las 
aguas que por ellos discurren o en ellas se contienen. La eli- 
minación del término cauce y su sustitución por álveo —que 
el Código Rural emplea más o menos indistintamente— obe- 
dece a que, etimológicamente, es un término más apropiado 
para ser usado tanto para aguas corrientes como para aguas 
quietas o muertas. 
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El artículo 23 reproduce el texto del artículo 388 del 
Código Rural, con ligeras modificaciones de redacción.. Se ha 
sustituido la enumeración casuística del Código por otra que 
comprende daños a otros objetos no mencionados, y, desde 
luego, también daños a las personas. 


El artículo final tiene su fuente en el artículo 66 del 
Anteproyecto. Como acertadamente acota el doctor Valls si 
bien no se advierte urgencia actual en legislar sobre el pun- 
to, porque no es previsible un desarrollo inmediato en el 
país de la acción del hombre sobre las aguas meteóricas, la 
importancia que aquélla pudiera revestir para la colectivi- 
dad, aconseja supeditar esa actividad a la autorización de la 
Administración. Se ha sustituido el término permiso del An- 
teproyecto por anuencia, porque el presente Proyecto da a 
aquel vocablo una acepción específica, que en este caso po- 
dría o no convenir. Se han eliminado los artículos 345, 386 
y 387 del Código Rural. Las tres disposiciones son innecesa- 
rias, puesto que los cauces de aguas de lluvias siguen la con- 
dición del terreno donde se encuentran y la autorización de 
que habla el primer artículo tes anacrónica, y, cuando no lo 
fuera, está en las potestades del Gobierno Departamental con- 
ceder la, autorización en cuestión, si el predio sobre el cual 
va a hacerse efectiva perténece al dominio municipal, aun- 
que nada se diga al respecto. 


CAPITULO III 


La sección 2? del Título III del Código Rural acumula 
las disposiciones relativas a aguas manantiales, otras refe- 
rentes a corrientes que forman río o arroyo (arts. 351, 353, 
364), a aguas pluviales (Art. 352), a aguas alumbradas en 
ocasión de la realización de obras públicas (Art. 355, y a 
aguas minero-medicinales, que pueden ser o no manantiales 
(Art. 360). Tal confusión no es conveniente, y por lo tanto 
el capítulo tercero del Proyecto se refiere solamente a las 
aguas manantiales, que son definidas en el artículo 25. Esta 
definición señala dos caracteres fundamentales para que pro- 
ceda la calificación de tales: que surjan naturalmente a la 
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- superficie y que corran sin llegar a formar río o arroyo. Son, 
, desde luego, también manantiales las que surgen natural- 
| mente y no llegan a correr por la superficie porque son de 
inmediato utilizadas o aprovechadas industrialmente o de 
i otro modo. Pero dejan de ser manantiales las aguas que for- 
ii man río o arroyo cuando se constituyen en tales corrientes, 
lo que puede suceder ya desde su origen, o más adelante. La 
! determinación de cuándo y desde qué lugar ocurre esto es 
E una cuestión de hecho, que puede ser materia de reglamen- 
E! tación de acuerdo con el caudal y otros criterios técnicos. De 
l todos modos, en estos casos el régimen jurídico de toda la 
corriente es el de un río o arroyo, como lo dice expresamen- 
$i te el inciso. Esta solución como se verá de inmediato, coin- 
G cide en lo fundamental con los principios del derecho roma- 
no. Además, para el texto, no es lo mismo constituirse en 
río o arroyo que incorporarse a ellos, y como lą incorpora- 
ción a un río o arroyo es una manera frecuente de que una 
corriente manantial desaparezca como tal, el artículo aclara 
que ese hecho no sustrae a la corriente en cuestión a las re- 
glas de derecho que le son aplicables hasta el momento de 

su incorporación. 


En el derecho romano la fuente manantial seguía la con- 
dición del fundo donde nacía: era pública o privada según 
surgiera en un predio del dominio público o en un predio 
privado. Este principio de accesión se expresaba en la fór- 
mula portio agri videtur agua viva. Pero si el manantial cons- 
tituía el origen de un curso de aguas públicas, los intérpre- 
tes consideraban que seguía la condición de tales aguas, y por 
lo tanto, si se trataba de un flumen que tuviera característi- 
ca de público, la naciente también lo era. Algunos autores 
dicen que sólo la fuente que no daba origen a un río perenne 
pertenecía al dueño del fundo; las otras serían públicas. Pe- 
ro esto depende de la debatida cuestión relativa a cuáles 
eran las condiciones necesarias para que un río fuera consi- | 
derado público en el derecho romano, cuestión no resuelta de 
manera pacífica por la existencia de textos contradictorios. Es- 
tas soluciones, que indudablemente inspiraron las de la le- 
gislación española: de 1886 y las disposiciones del Código Ru- i 
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ral, también han sido recogidas por el Proyecto, con diferen- 
cia de detalle, 


El artículo 26 se basa en el numeral 1% del artículo 346 
del Código Rural. Tratándose de aguas de fuente dominial, 
ellas no pierden su carácter de tales aunque salgan del pre- 
dio donde nacieron, y mientras no sean extraídas de su cau-- 
ce natural en las condiciones en que lo permite el mismo ar- 
tículo del Proyecto. Estos aprovechamientos tolerados por el 
ente público titular del dominio permiten la apropiación con- 
creta, por los dueños de los fundos que atraviesa la corrien- 
te, de partes de la masa de agua a medida que ella corre, 
para el uso y aprovechamiento que el artículo menciona. 
Aunque configura un derecho de uso sobre el agua, como es 
obvio que importa un consumo del líquido, como en el caso 
del riego, termina en una verdadera apropiación de las por- 
ciones de líquido derivadas o extraídas. Pero'nunca afecta a 
la propiedad de la corriente, pues ésta es dominial, inalie- 
nable e imprescriptible. Tal es la tesis del Proyecto. 


El carácter siempre dominial de estas aguas de fuente re- 
sulta afirmado por el inciso 2% del mismo artículo, que re- 
conoce la posibilidad de que se ejerzan sobre las mismas 
ciertos usós comunes, aun cuando hayan salido del fundo do- 
minante. Algunos usos comunes no se han permitido (tal el 
caso del numeral 5° del artículo 169) porque importarían una 
innecesaria molestia para el particular dueño del fundo por 
el cual corren estas aguas. La solución no innova, sino acla- 
ra el destino de unas aguas que no surgían explícitamente 
del Código Rural, puesto que el artículo 347 no se refiere a 
aguas manantiales dominiales sino a manantiales nacidos en 
predios fiscales o particulares. El artículo 349 consagra una 
solución similar a la del texto, en cuanto permite los apro- 
vechamientos de estas aguas, que hay que interpretar como 
manantiales por la ubicación del artículo y como dominiales 
porque aparentemente han empezado a correr ya por cauce 
público desde su origen. Pero la redacción es imprecisa, y se 
ha prestado a otras interpretaciones. 


Las aguas de estas fuentes, que corren sin llegar a for- 
mar río o arroyo, después de salir del fundo dominical pue- 
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den ser aprovechadas por los propietarios de los predios atra- 
vesados en las condiciones que el artículo establece, porque 
se entiende que, al dejarlas correr, hay un abandono de las 
aguas, pero no del derecho a la corriente. Por esto mismo, 
y porque dicha corriente es una propiedad dominial, no apro- 
vecha prescripción alguna para exigir la continuidad del flu- 
jo de las aguas futuras, a diferencia de lo que ocurre con 
las aguas nacidas en fundos particulares, según lo establece 
el artículo 28, inciso 2°. 


Algo distinta es la situación regulada en el artículo 28, 
que recoge parcialmente soluciones del artículo 347 del Có- 
digo Rural. Las aguas que nacen en un terreno particular 
pertenecen al dueño del fundo, esto es, son de propiedad. 
Mientras estas aguas discurren por su fundo, puede el dueño 
aprovecharse de ellas. Pero al dejarlas salir del predio, se en- 
tiende que las abandona, y por eso pueden hacerlas suyas 
los propietarios inferiores quienes las aprovecharán por su 
orden. Pero como el dueño de la fuente no pierde la propie- 
dad de la corriente que de ella mana por el hecho de ir aban- 


donando sus aguas, puede cortarla a voluntad —salvo el abu- 
| tae wo mm so de derecho que los juristas romanos señalaban como ani- 
ya ` œ Mus nocendi— sin que puedan oponerse a ellos los propieta- 


rios inferiores, salvo que alguno hubiera adquirido derecho 
a las aguas por prescripción. Como el dueño de la fuente es 
dueño de la corriente, la prescripción de cualquiera de los 
propietarios correrá contra el propietario de la fuente, pero i 
como los sucesivos dueños de los fundos, entran a aprove- 
char las aguas por su orden, el propietario inferior sólo po- 
drá prescribir contra el dueño de la fuente el caudal que el 
propietario intermedio deje pasar. En esta prescripción del de- 
recho a usar las aguas debe verse, más que la adquisición 
de un derecho de propiedad sobre la corriente o parte de ella, 
la constitución de un derecho real, una servidumbre inno- 
/ minada. Las razones para preferir esta solución surgen del 
i inciso 3% del artículo 28, que recoge lo que prescribe el in- 

ciso 2% del artículo 357 del Código Rural: si se tratara de 

un verdadero derecho de propiedad, no se advierte la razón 

para qué el mismo quedara enervado transitoriamente fren- 
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te al derecho del dueño de la fuente, en las circunstancias a 
que se refiere el artículo. 


Sobre las condiciones de la prescripción es innecesario 
agregar nada, puesto que la doctrina, tanto nacional como 
extranjera, es explícita sobre el particular. 


El artículo 29 regula el caso en que las aguas nacidas en 
un predio fiscal o particular vienen a correr por un fundo 
del dominio público. Privan los derechos del dueño de la 
fuente, y las aguas no adquieren la condición de dominiales, 
lo que importaría en muchos casos un cambio en la titulari- 
dad del dominio, pero pueden ser usadas por la autoridad 
propietaria del bien en las mismas condiciones en que podría 
hacerlo un propietario cualquiera (Art. 27, inc. 2%) y ade- 


de la fuente y de los derechos del propietario sobre la misma, 
con el carácter del fundo que atraviesan las aguas, en este 
caso dominial. No sería posible establecer la dominialidad 
de toda la corriente sin afectar el derecho del dueño de la 
fuente, pues, por hipótesis, no se trata de un curso que cons- 
tituya río o arroyo. De ahí la solución del texto. El caso es 
raro, pues si las aguas que llegan al fundo dominial ya se 
incorporan definitivamente a cauces públicos, se hacen ple- 
namentes dominiales; por lo tanto, sólo es aplicable cuando 
ello ocurre, como, por ejemplo, si salen del terreno dominial 
y penetran en un fundo privado. 


El principio establecido en el artículo 30 puede consi- 
derarse una aplicación de las normas básicas de las servi- 
dumbres naturales de aguas, por las cuales no se puede ha- 
cer en el predio superior cosa que agrave la situación del 
predio inferior. La salida de las aguas que manan de fuen- 
te natural impone una servidumbre natural o, como lo ex- 
presa la doctrina francesa antigua, una obligación que nace 
de la vecindad. El dueño del predio donde nacen las aguas 
puede aproyecharlas o dejarlas correr, pero no puede hacer 
esto último de un modo que resulte más desfavorable al in- 


más pueden usarlas todos para los fines señalados en el ar- uo "== 
tículo 169, numerales 1% y 2%. El artículo concilia, en lo po- *t cu A Ant 
sible, la compleja situación que deriva del carácter privado ia a~ w Aa 


eta comp | 


tudo el olvis, 


a , tenm T E 
Qs e ae 


Qom, ke 


A Ns MAS AA mr qe 


| 


a re 


AN as 


312 ADOLFO GELSI BIDART 


terés del propietario del predio inferior, y la misma obliga- 
ción se presenta sucesivamente para los demás propietarios. 
La eliminación del artículo 356 del Código Rural se explica 
pórque tal hipótesis está excluida, dado el carácter dominial 
de la 3. Por otra parte, como lo hacía notar acerta- 
damente Varela, la disposición era incongruente, porque per- 
mitía adquirir por prescripción el aprovechamiento indefini- 
do de las aguas originadas en un predio público, por el solo 
uso treintenario, mientras en el artículo 347 había requerido, 
en una situación menos favorable —puesto que no se trata- 
ba de aguas dominiales— que el uso fuera acompañado de 
obras visibles y permanentes. El origen de la contradicción 
viene, como se sabe, de las diferentes fuentes que utilizó el 
Legislador para cada artículo, 


Los artículos 358 y 359 del Código Rural se aplicaban 
a situaciones ligadas a la fecha de promulgación de aquel 
Código, en su texto de 1875. Actualmente han perdido toda 
vigencia. 


CAPITULO IV Y cojedad A la 


Para comprender el alcance de las disposiciones del Có- 
digo Rural en lo que atañe a la propiedad de las corrientes 
de agua, cuestión de especial importancia, es preciso recor- 
dar brevemente los antecedentes que tuvo en cuenta el Le- 
gislador. Queda dicho que la fuente principal a que recurrie- 
ron los autores del Código Rural de 1875 fue la Ley espa- 
ñola del 3 de agosto de 1866. Esta Ley tenía su antecedente y 
más cercano y directo en el Decreto de 29 de abril de 1860, 
cuyo artículo 19 tenía una amplia declaración de dominiali- 
dad para todas las corrientes naturales. A su vez, la citada 
Ley de 1866 declaró que “son públicas o del dominió públi- 
co: 1°) las aguas que nacen continua o discontinuamente en 
terrenos del mismo dominio: 2%) las continuas o disconti- 
nuas de manantiales y arroyos que corren por sus cauces na- 
turales; 39%) los “ríos”. Esta amplia dominialidad fue ratifi- 
cada también en la Ley de 13 de junio de 1879, cuyo artícu- 
lo 4% reproduce textualmente el que se acaba de citar, pero 
esta dispesición ya no interesa para elucidar la cuestión, 
pues es algo posterior al Código Rural. 3 
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La Comisión redactora del Código Rural modificó el tex- 

to del artículo citado de la Ley española: dejó intacto el 
numeral primero, relativo a las aguas que nacen en fundos 
del dominio público, pero en cuanto a las corrientes fluvia- 
les, se encontró con que el Código Civil había recogido la 
distinción del Código Civil francés (Art. 538) entre ríos que 
desembocan en el mar (fleuves) y ríos afluentes (riviéres) 
en ambos casos navegables o flotables, y las demás corrien- 
tes menores que no tienen estas características. El Código Ci- 
vil tradujo la expresión de un modo que no coincide exac- 
tamente con la acepción francesa, pero ello no tiene ma- 
yor importancia, porque en este punto lo relevante es el cri- 


478 numeral 3% del Código Civil declaró la dominialidad de 
los ríos y arroyos navegables o flotables en todo o parte de 
su curso, y la Comisión Revisora, en su Informe de 31 de 
diciembre de 1867, aclaró el sentido de la expresión “cuya 
navegación o flote sea posible natural o artificialmente”, ba- 
sada en una observación de Foucart, y establecida con miras 
a asegurar la dominialidad de las corrientes que, en el fu- 
turo, y por trabajos realizados en los cauces, pudieran ha- 
cerse navegables o flotables. 


Evidentemente, la única conclusión lógica que se extrae 
de ello es que el Legislador, en cuanto a la propiedad de 
las corrientes de agua, se apartó parcialmente del sistema es- 
pañol, que, por lo demás siguió estrechamente en otros as- 
pectos de la legislación, y se afilió al régimen jurídico del Có- 
digo francés. Según es notorio, la interpretación de los ar- 
tículos de dicho Código que se refieren a la propiedad de las 
corrientes ha motivado muchas controversias doctrinarias, 
pero hace ya tiempo que es pacífica la opinión en cuanto a 
la admisión de que, en los ríos y arroyos no navegables ni 
flotables, el agua es una res communis. “Estos cursos —dice 
Baudry Lacantinerie, Précis, 1902: 1: 909— no pueden ser 
propiedad exclusiva de nadie; son cosas cuyo uso es común 
a todos y reglamentado por la ley”. Una adecuada síntesis 
de las discusiones doctrinarias sobre esta cuestión hace Spo- 
ta (Tratado, I: 308-25). 
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Indudablemente el procedimiento seguido por los auto- 
res del Código Rural, en cuanto han creado un texto inspi- 
rado en dos fuentes que obedecen a criterios distintos, ofre- 
ce el evidente peligro de la adopción de soluciones discor- 
dantes, pues es posible que perduren inadvertidamente dis- 
posiciones que respondan a concepciones, que, sin ser nece- 
sariamente opuestas, no coincidan. Como la legislación espa- 
ñola anterior a la Ley de 1866 no era totalmente clara en 
varios aspectos relativos a la propiedad de las aguas, es ne- 
cesario estar prevenido frente a esto al analizar las diposi- 
ciones del Título III del Código Rural. 


¿Cuál es, pues, en el Código Rural, el sistema de propie- 
dad de las aguas de ríos y arroyos no navegables ni flota- 
bles, puesto que en cuanto a los que lo son el punto no ofre- 
ce duda? 


El doctor Sayagués Laso (Tratado, 11:286) ha sostenido 
que, en el régimen de los Códigos Rural y Civil, los ríos y 
arroyos no navegables ni flotables constituyen bienes priva- 
dos, que pueden pertenecer a los particulares o las entidades 
públicas que los hubieren adquirido, Reconoce que, en cuan- 
to al agua, no existe en nuestra legislación un texto que lo 
establezca expresamente, pero entiende que tal es la solu- 
ción que se desprende de varias disposiciones. Estas son, se- 
gún el distinguido tratadista, los artículos 347, 349, 351, 383 
y 384 del Código Rural y sus correlativos del Civil, que no 
es preciso recordar ahora por cuanto tienen el mismo texto. 


Y bien: veamos en qué medida el análisis de tales dis- 
posiciones fundamenta esta conclusión. El artículo 347 se 
refiere, no a las aguas de ríos y arroyos, sino a las aguas 
manantiales. Las aguas de que se ocupa esta disposición son, 
se ha visto, las que nacen continua o discontinuamente en 
predios fiscales o de particulares. La expresión, tanto en es- 
te artículo como en el numeral 1° del artículo 346 está usa- 
da para referirse a las manantiales, y ello está corroborado 
por la remisión que hace el inciso 3% del mismo artículo 347 
al artículo 357, que trata de manantiales naturales. Por esto, 
como asimismo por su ubicación al comienzo de la sección, 
el objeto de esta disposición no son las aguas de ríos y arro- 
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yos sino las que nacen de fueñte natural. El artículo 349, 
aunque no tiene ninguna expresión igualmente' concreta pa- 
ra forzar a la misma conclusión, aparece inserto entre dos 
artículos que tratan de aguas manantiales —el citado 347 y 
el 348 que completa al precedente— y otro artículo, el 350, 
que también se refiere al “propietario de fuente o manan- 
tial”. Por lo tanto, no puede ser invocado para sostener la 
propiedad de los ribereños sobre las aguas de las corrientes 
de ríos o arroyos, puesto que se ocupa de aguas distintas. 


El artículo 351, que también se cita como fundamento 
de la posición que ahora se analiza, es en realidad el mejor 
argumento para la tesis que entiende que los dueños de los 
fundos atravesados por el curso no navegable ni flotable, o 
los ribereños de él, no son dueños del agua. Este artículo se 
limita a decir que los propietarios ribereños podrán servirse 
de esas aguas al tiempo de pasar para los menesteres domés- 
ticos, para el riego de la heredad y el uso de alguna fábrica, 
en cuanto no perjudique al otro ribereño; y, respecto al due- 
ño del fundo atravesado por el río o arroyo no navegable ni 
flotable, su derecho se limita a “servirse del agua como le 
conviniere... pero con la obligación de restituirla al acos- 
tumbrado cauce al salir de su propiedad”. Puede observarse 
que, en ningún momento se habla de dominio del agua, si- 
no de su uso, incluso con obligación de restituirla al caudal 
al salir del fundo. 


Esta disposición está tomada literalmente del artículo 
644 del Código Civil francés cuyo texto es como sigue: “Ce- 
lui dont la propriété borde une eau courante, autre que cel- 
le qui est déclarée dépendance du domaine public par Plarti- 
cle 538... peut sen servir a son passage pour l'irrigation de 
ses propriétés. Celui dont cette eau traverse l'heritage, peut 
même en user dans l'intervalle qu'elle y parcourt, mais à la 
charge de la rendre à la sortie de ses fonds, à son cours or- 
dinaire”. Y en el derecho francés, sobre la base de esta dis- 
posición, es opinión francamente prevalente que estas co- 
rrientes_no son propiedad de los ribereños o de los dueños 
de los fundos atravesados por ellas, como ya queda dicho, si- 
no que se trata de res communis. 


316 ADOLFO GELSI BIDART 
E E 


El artículo 384, que se refiere a la prudente concilia- 
ción de los intereses de la agricultura con el respeto debido 
a la propiedad en las contestaciones sobre el uso de las aguas, 
tampoco es idóneo para fundamentar la tesis en cuestión, 
aunque Varela haya interpretado (Apuntes, p. 57) que aquí 
el término propiedad debe referirse a aguas. Pero este ar- 
tículo está también copiado literalmente del artículo 645 del 
Código Civil francés, y los tratadistas. franceses están con- 
testes en que el término propiedad no se refiere aquí a las 
aguas sino a la de los inmuebles mismos, pues la tesis con- 
traria expuesta por Championniére fue desechada por todos los 
autores posteriores (Spota, op. cit. 1:314). 


Por último, es fácil notar que el artículo 383 tampoco es 
útil para sostener la opinión de que los propietarios de los 
fundos sean también dueños de las corrientes no navegables 
ni flotables que los atraviesan o bordean. Según dicho artícu- 
lo el dominio y uso de las aguas de propiedad particular es- 


tán sujetos a expropiación por causa de utilidad pública. Pe- ` 


ro esto sólo puede servir para argumentar que hay efectiva- 
mente aguas de propiedad privada, y que tales aguas son ex- 
propiables por los motivos que dice la Ley, pero no prueba 
la referencia se aplique a las aguas que ahora se analizan, 
sino a otras en las cuales indiscutiblemente hay propiedad 
privada, dentro del régimen vigente en nuestro país. Tales 
son las que nacen en un fundo, o manantiales, que son de su 
dueño; las que se extraen de un predio, que son del propie- 
tario que las alumbra; las de los lagos y lagunas, que pue- 
den pertenecer a los ribereños, etc. 


Como acertadamente señala Varela (p. 59) las caracte- 
rísticas del uso que las disposiciones antes comentadas otor- 
gan a los propietarios ribereños no son tales que autoricen 
a concluir que existé allí un derecho de propiedad; y fina- 
liza diciendo: “En tales condiciones, poco se adelanta con 
decir que el ribereño tiene la propiedad del agua, pues será 
una propiedad completamente distinta de la que se conoce 
por tal según los principios generales; de manera que así se 
podría llamar propiedad a cualquier derecho, y todo se re- 
duciría entonces a la incorrección de llamar por la misma 
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denominación a disciplinas perfectamente diferentes”. Por 
último, puede agregarse que Spota (op. cit. 1:1064), con re- 
ferencia al Derecho uruguayo, llega a las mismas conclusio- 
nes que aquí se han señalado como válidas, esto es, que no 
existe propiedad de los ribereños respecto a'las aguas de los 
ríos y arroyos no navegables ni flotables. 


De todos modos cabe señalar que las consecuencias prác- 
ticas de la tesis no son muy distintas en uno y otro caso, 
pues en un caso se otorgaría una propiedad tan limitada que 
sólo se refiere a usos determinados y además restringidos por 
la concurrencia de los demás ribereños, y en el otro se otorgan 
simplemente derechos de uso, mediante una regulación legal 
que los define y determina. 


El artículo 31 proviene de los artículos 346 numeral 2°, 
391 y 392 del Código Rural, y 478 numeral 3% del Código 
Civil. Por las razones ya expuestas, en atención al origen de 
estos artículos, deben tenerse especialmente en cuenta las 
opiniones de la doctrina y jurisprudencia francesa en lo re- 
lativo al concepto de navegabilidad y flotabilidad, y en lo 
que atañe a cuáles sean las labores artificiales que puedan 
hacerse para tomar una corriente navegable o flotable. Co- 
mo señala Varela (Apuntes de Der. Adm., p. 66) se trata 
de trabajos que deben realizarse dentro del cauce natural 
del río. 


El inciso 1? del artículo 32 recoge los elementos básicos del 
artículo 516 del Código Rural, pues conserva al Poder Eje- 
cutivo la facultad de declarar qué ríos y aroyos son navegables 
o flotables. El texto se pronuncia explícitamente por el carác- 
ter declarativo de esta determinación. Así debe ser, puesto 
que ella se hace en atención a las características físicas del 
curso de aguas, preexistente al pronunciamiento del Estado. Se 
sustituye el asesoramiento de la Municipalidad y de la Asocia- 
ción Rural —entidad privada— por el de la Autoridad de 
Aguas. 


El inciso 1° del artículo 33, en lo que toca a la corriente, 
ha sido suficientemente analizado, tanto en su significado co- 
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mo en sus orígenes. En lo relativo al álveo se recoge el prin- 
cipio establecido en el artículo 390 de Código Rural, corri- 
giendo en el mismo la omisión en que incurre dicho texto al 
referirse sólo a arroyos, en vez de a ríos y arroyos, y tam- 
bién en cuanto no aclara que la atribución de propiedad de 
los álveos se limita a los casos en que las corrientes no son 
navegables ni flotables. 


El inciso 2° tiene en cuenta lo que dispone el numeral 
5% del artículo 478 del Código Civil, y el inciso 3% incorpora 
una de las escasas disposiciones de las secciones finales del 
Código Rural que ha parecido razonable recoger (Art, 596). 


El artículo 34 contiene disposiciones que regulan el uso 
que de las aguas de los ríos y arroyos no navegables ni flo- 
tables pueden hacer los propietarios ribereños. Pero, en aten- 
ción al carácter que tienen estas aguas, que resulta de su an- 
terior estatuto jurídico y de lo dispuesto por el artículo 16, 
las regulaciones del numeral 1? alcanzan a las actividades 
que eventualmente puedan cumplir otros usuarios sobre di- 
chas corrientes. 


El artículo 35 sigue parcialmente la solución del artículo 
354 del Código Rural, pero elimina la especial e ilógica pre- 
ferencia establecida para el propietario cuyo fundo es atrave- 
sado por la corriente, frente a los meros ribereños. El inciso 
2% aclara cuáles son los derechos, adquiridos por los propie- 
tarios ubicados aguas abajo, y que deban ser respetados por 
los dueños superiores: se trata de derechos adquiridos por tí- 
tulo o por la prescripción treintenaria hecha en las condicio- 
nes señaladas antes para las aguas manantiales. 


El artículo 36 define la línea superior del álveo, que se 
identifica con el límite superior de la ribera. La ribera no 
tiene un límite inferior fijado legalmente, si bien por Decre- 
to de 19 de diciembre de 1935 ese límite inferior fue fijado 
en el nivel medio de altura de las aguas. El límite superior 
del álveo, y, por ende, de la ribera, es la línea que marca las 
mayores crecidas ordinarias, según lo establecía 'el artículo 
389 del Código Rural. Como es sabido, la -doctrina ha discu- 
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tido largamente cuál debe ser el límite superior de la ribera 
sobre la base de la eventual discrepancia entre el artículo ci- 
tado —que en puridad se refiere al límite del álveo— y el 
artículo 393, que fija dicho límite superior en la línea de 
aguas de las crecidas que no causan inundación. Como no es 
posible suponer para el límite del álveo una línea distinta de 
la que limita la ribera, pues el todo debe en ese límite coin- 
cidir con la parte, la solución que encontró la doctrina fue 
la de entender que las dos expresiones significaban lo mis- 
mo, y que las mayores crecidas ordinarias son las que no 
causan inundación (Sayagués Laso, Tratado, 11:290). Las 
dos expresiones tienen su origen en fórmulas y definiciones 
adoptadas por los juristas romanos. La primera corresponde- 
ría a la conocida definición de Paulo: “Se considera ribera 
la que contiene el río cuando está más lleno (o crecido)” 
(Ripa ea putatur esse, quae plenissimum flumen continent: 
Dig. Lib. 43, Tit. 12, Ley 3, parág. 1). Ulpiano señala el lí- 
mite de la inundación: “...si el río hubiere inundado algu- 
na tierra y no se hubiere hecho cauce para sí, entonces no 
se hace público lo que fue cubierto por el agua” (...si flu- 
men aliquam terram inundaverit, non alveum sibi fecerit, 
tunc... non fit publicum quod agua opertum est. Dig., loco 
cit. parág. 9). En cualquier caso, sean o no estas expresiones 
equivalentes, el Proyecto no ha querido mantener esa doble 
definición. Por lo tanto, se ha inclinado por preferir como 
base para la determinación de la línea superior de álveo y ri- 
bera la de las mayores crecidas ordinarias como lo hace la 
Ley española de 1879. La determinación de esta línea es 
científicamente mucho más fija y segura que la del comien- 
zo de la inundación, criterio fácil de comprender pero difícil 
de aplicar en el terreno. El concepto de mayores crecidas or- 
dinarias resulta de la aplicación de criterios matemáticos y 
estadísticos que han informado el texto del Decreto citado, y 
que han sido recogidos por el artículo 37, correspondiendo 
agregar que, con base de los mismos, es que se ha realizado 
la delimitación de las riberas públicas en los últimos cuaren- 
ta años. 


La misma norma se aplica a los lagos y lagunas del do- 
minio público o fiscal, según lo dispone el artículo 41. 
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Pero para el Río de la Plata y el Océano Atlántico el lí- 
mite superior de la ribera ha sido fijado según el promedio 
de las máximas alturas registradas cada año, durante un pe- 
ríodo no inferior a 20 años. Esta solución, que proviene de 
un texto venerable (Partida 32, Ley 6? Tít. 28), está impues- 
ta por razones técnicas que derivan del régimen hidrográfico 
del Río de la Plata y del mar, cuyas alturas mayores están 
determinadas no por los acrecimientos de volumen que se pro- 
ducen durante las lluvias, sino por el régimen de vientos y, 
en mucho menor grado, por las mareas. 


El artículo 39 prevé el caso de que, por aplicación de es- 
tas normas, pueda producirse el traspaso de propiedad parti- 
cular al Estado, y, en estos casos, dispone que se deberá pro- 
ceder a la pertinente expropiación con pago de los perjuicios, 
conforme a la Ley. Esto, para evitar la objeción de inconsti- 
tucionalidad. Sin embargo, ello puede no ser necesario si la 
porción que ha pasado al dominio público ha sido ya- objeto 
de prescripción. 


La Comisión no ha mantenido la disposición del artículo 
395 del Código Rural, relativa a la faja de ciento cincuenta 
metros, cuya finalidad la Ley no explica en modo alguno, pe- 
ro que surge de las Notas de la Comisión de Codificación 
Rural, y que estaba destinada a constituir montes y abreva- 
deros. Este artículo sólo podía haber tenido sentido si se hu- 
biera destinado la faja efectivamente a dicho fin, y si tal fin 
fuera prioritario. La constitución de montes naturales es sin 
duda importante, pero no puede hacerse indiscriminadamen- 
te como lo establecía la disposición, y, aparte de ello, el ob- 
jetivo era el de proporcionar leña a los pobladores, lo que 
sólo puede ser útil si responde a una política sistemática na- 
cional en ese sentido. 


CAPITULO V 


El artículo 40 reproduce la solución del artículo 361 del 
-Código Rural, pero no sólo se aplica a las aguas quietas for- 
madas por la naturaleza, sino a las formadas artificialmente, 
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como los embalses y estanques. Se mantiene el doble requi- 
sito exigido por el Código Rural: que ocupen terrenos públi- 
cos y se alimenten de aguas públicas. 


Las restantes aguas quietas son de propiedad fiscal o par- 
ticular, según ocupen terrenos de uno u otro carácter. Por lo 
tanto aquí se realiza la accesión del agua al álveo (cf. Art. 
42). 


El artículo 41 extiende a las aguas muertas las disposi- 
ciones sobre límites de la ribera establecidas para los ríos y 
arroyos dominicales, así como la cláusula de expropiación e 
indemnización, cuando ello corresponda. Pero, en cuanto a los 
embalses, tal criterio de delimitación de la ribera no es po- 
sible, y por lo tanto el procedimiento deberá ser otro, que se- 
ñiala el artículo, pues en estos casos la altura de las aguas 
no puede ser fijada por los criterios que rigen para las ri- 
beras naturales, criterios que están fundados en hechos de 
la naturaleza.. 


El artículo 42, reproducción literal del artículo 397 del 
Código Rural, atribuye los álveos de las aguas muertas a los 
propietarios de las fincas linderas, salvo que tales álveos sean 
fiscales o que algún particular, ribereño o no, sea propieta- 
rio de los mismos por virtud del título de dominio. Es una 
disposición que complementa lo prescripto por el artículo 40. 


CAPITULO VI 


La regulación de las aguas subterráneas en el Antepro- 
yecto es bastante escueta. La Comisión ha recogido parcial- 
mente algunos artículos del mismo (Arts. 47, 51 y 52) pero 
en su mayor parte ha recogido soluciones del Código Rural 
y ha incorporado otros artículos, especialmente en lo atinen- 
te al dominio de las aguas subterráneas. 


Los dos primeros artículos se refieren precisamente a 
esta cuestión, punto que el doctor Valls no regulaba expre- 
samente en el Título V de su Anteproyecto, Aunque el An- 
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teproyecto no expresa que todas las aguas subterráneas sean 
públicas —aquí en el sentido amplio de pertenecientes al Es- 
tado— esta solución resulta implícitamente del texto del ar- 
tículo 48 del mismo, puesto que otorga su aprovechamiento 
al propietario del fundo suprayacente mediante el instituto de 
la concesión, y esta figura jurídica sólo tiene sentido si se 
entiende que quien la otorga es un ente público dueño del 
bien o del objeto sobre el cual concede el derecho. Pero el ré- 
gimen del Código Rural difícilmente se compadece con esta 
intrpretación, pues los artículos 362, 363, y, sobre todo, 364 
y 365 —artículos estos últimos que otorgan la plena propie- 
dad de las aguas que hallare a quien abriere pozos ordina- 
“rios o norias en terrenos públicos con el permiso de la Muni- 
cipalidad— permiten argúir, coadyuvantemente con lo dis- 
puesto por el Código Civil en su artículo 748, que las aguas 
que subyacen en los fundos privados son de su propietario, 
y que también pueden pertenecer a los particulares las aguas 
subterráneas, ¿un alumbradas en terrenos públicos, cuando 
hubieren sido iluminadas conforme con el procedimiento del 
artículo 364 del Código Rural. Si esto fuera así, la solución 
de declararlas públicas por el texto propuesto por el ante- 
proyecto podría seguramente tacharse de inconstitucional, 
puesto que el traspaso' de la propiedad se produciría sin las 
fórmas de garantía establecidas por el artículo 32 de la Cons- 
titución. 


La conclusión que se acaba de exponer no es, sin em- 
bargo, forzosa, y, según es notorio, se trata de un punto muy 
controvertido —vexata quaestio—- sobre el cual la doctrina se 
ha pronunciado contradictoriamente. Porque podría sostener- 
se que, en realidad, el Código Civil, a pesar del tenor lite- 
ral del artículo 748, no pudo tener en cuenta el dominio de 
las aguas profundas al señalar que el derecho de propiedad 
se extiende por accesión a lo que está sobre la superficie y 
lo que está debajo, ya que en 1869 no tenía sentido razona- 
ble pensar en la apropiación, ni de todo lo que está sobre la 
superficie, ni de todo lo que está debajo, que puede tener na- 
-turaleza inaccesible, y más aún la tenía al tiempo de san- 
cionarse el Código. Podría, pues, sostenerse que el agua sub- y 
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terránea constituye una verdadera resnullius, categoría de 
bienes que, a pesar del texto de los artículos 476 y 485 del 
Código Civil, no está excluida de nuestro derecho, puesto 
que expresamente los artículos 706 y 171 del mismo Código 
admiten que hay bienes que no son de nadie. Y esta solu- 
ción también contaría con el fundamento lógico que resulta 
de la propia naturaleza del elemento líquido, que, por su mo- 
vilidad en el caso de las corrientes subterráneas, y por la 
imprecisión de sus límites en el caso de las aguab subterrá- 
neas quietas, no puede favorecer la idea de una! propiedad 
privada y exclusiva, en la misma forma en que tal derecho 
se puede ejercer sobre otros objetos. En realidad, caben, al 
respecto, consideraciones análogas a las efectuadas más arri- 
ba con respecto a las corrientes superficiales no navegables 
ni flotables que atraviesan diversos fundos privados, con res- 
pecto a las cuales, como queda dicho, el legislador fue sig- 
nificativamente reticente en cuanto a reconocer a los dueños 
de los fundos un derecho de propiedad sobre la corriente, 
aunque sí les permitió un aprovechamiento muy amplio de 
las aguas, pero sujeto, empero, a limitaciones especiales. 


La Comisión ha establecido entonces que pertenecen al 
Estado las aguas subterráneas que subyacen en terrenos do- 
miniales o fiscales, pero reconociendo los derechos de pro- 
piedad que hubieren adquirido sobre ellas los particulares al 
amparo de lo dispuesto por los artículos 364 y 365 del Có- 
digo Rural. El uso y aprovechamiento de las aguas que es- 
tán en esta especial situación se encontrará regido por el Có- 
digo de Aguas, y particularmente por el Título IV, pero, pa- 
ra Operar su traspaso al dominio del Estado, cuando algún 
particular hubiere adquirido derechos sobre ellas según los 
citados artículos, se requerirá expropiación u otro de los tí- 
tulos y modos traslativos de dominio. 


En cuanto a las aguas que yacen o corren en el subsuelo 
de uno o más fundos privados, el Código proyectado estable- 
ce (Art. 44) que el dueño del fundo suprayacente se hace 
-dueño de las que extrae, pero nada dice acerca de la` pro- 
piedad de las que aún no ha extraído en cuanto continúan en 
el seno de la tierra, y deja el asunto librado a la doctrina 
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y jurisprudencia. La razón de ello estriba en que, aunque en 
opinión de la Comisión todas las aguas de las napas profun- 
das deberían ser públicas, ha estimado que la adopción de 
esta solución podría dar lugar a controversias y litigios en 
base a la discusión de su constitucionalidad, y cree que el 
punto debería ser reglado al procederse a una revisión del 
texto constitucional, oportunidad en que sería sin duda ra- 
zoriable excluir de la protección de la norma actualmente 
consagrada en el artículo 32 tanto la propiedad del espacio 
aéreo, como la del subsuelo, sin perjuicio de que la misma 
pueda continuar con un estatuto legal de protección, en cuan- 
to no entre en colisión con las necesidades o los intereses pú- 
blicos. Y, desde luego una solución de esta naturaleza afecta- 
ría también indirectamente la situación jurídica del propie- 
tario de una fuente manantial, cuyos derechos de propiedad 
sobre la fuente datan de la legislación romana, que ya con- 
sagraba el principio. 


El inciso 2° del artículo 44 hace dueño de las aguas ex- 
traídas de un fundo privado a quien las alumbrare con con- 


sentimiento del dueño y con la autorización de la Autoridad, 
«salvo que se hubiere pactado otra cosa. La solución, igual 


que en el caso del inciso 1%, está establecida para las aguas 
que son retiradas del seno de la tierra. 


El artículo 45 recoge la solución del artículo 377 del Có- 
digo Rural, pero, en lugar de otorgar al concesionario mine- 
ro la propiedad de las aguas que hallare en sus labores, le 
otorga el aprovechamiento. Ello le permite resultados aná- 
logos, pero. elimina la contradicción de conceder una propie- 
dad temporaria, puesto que está sujeta al término de la con- 
cesión. Armoniza esta solución con el artículo 68 del Código 
de Minería (Decreto-Ley N? 10.327), que da al concesiona- 
rio minero la. explotación de las aguas procedentes de los tra- 
bajos subterráneos, y con las disposiciones precedentes, pues- 
to que las aguas halladas serán, en definitiva, del propietario 
del fundo del cual se hubieren extraído conforme con el ar- 
tículo 44 inciso 1%, o del Estado, si se trata de aguas alum- 
bradas en. minas ubicadas en predios dominiales o fiscales. 
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El artículo 46 se basa en el artículo 51 del Anteproyec- 
to, al cual introduce algunas modificaciones, por cuanto exige 
la licencia de perforador tanto para quien cumple la activi- 
dad por cuenta ajenas como por cuenta propia; pero, en cam- 
bio, la limita a quien perfora el subsuelo, y no alcanza `a 
quien simplemente haga excavaciones superficiales para po- 
zos ordinarios. Elimina, además, la expresión realizar traba- 
jos que afecten al suelo por considerarla algo vaga y dema- 
siado amplia. 


El artículo 47 indica los diferentes modos de intervención 
de la Autoridad en la búsqueda de aguas subterráneas, per- 
foración del subsuelo, instalación de máquinas y equipos y 
construcción de obras a los efectos de la extracción y eleva- 
ción de las aguas. Modifica el régimen desordenado del Có- 
digo Rural, que no traduce un «concepto técnico de la conce- 
sión, y distingue la autorización que otorga la administra- 
ción para realizar esas tareas en las propiedades privadas, de 
los permisos y concesiones que otorgará cuando se trate de 
efectuarlas en terrenos del Estado. Con ello sigue el criterio 
establecido en el Título IV. 


El inciso final de este artículo recoge una solución del 
artículo 49 del Anteproyecto, extendiendo la acción de la Au- 
toridad a la fijación de caudales de extracción, lo que puede 
ser necesario para la protección de las fuentes y de los de- 
rechos o necesidades de los diversos usuarios. 


El artículo 48 establece el contralor de la Autoridad pa- 
ra otorgar las autorizaciones o, en su caso, las concesiones y 
permisos que correspondan, a fin de evitar que se causen 
ciertos daños qué en el artículo se enumeran. El inciso 22 
prevé la acción de la Autoridad cuando, a pesar de las pre- 
cauciones que se hubieran adoptado para evitar el daño o el 
peligro, éste, no obstante, se llega a presentar. Es razonable 
que, en estos casos, se pueda actuar tanto de oficio como a 
iniciativa de los interesados. Esta posibilidad estaba conside- 
rada ya en el artículo 366 del Código Rural, pero con redac- 
ción defectuosa, puesto que sólo aparecía prevista para el ca- 
so de las concesiones. 
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El artículo 49 recoge una solución prevista en el Ante- 
proyecto (Art. 48, b) pero la limita exclusivamente al caso 
de gestión de autorizaciones, y la elimina para los actos de 
concesión o permiso. La modificación es completamente ló- 
gica, puesto que, en el primer caso, el acto no tiene otro efec- 
to que levantar el obstáculo jurídico que la Administración 
pone para, su ejercicio, y puede entonces suplirse la inacción 
o incuria administrativa con una disposición tendiente a co- 
rregir este efecto dañoso; no así en los otros casos, pues no 
existe un derecho a exigir el otorgamiento de permiso o con- 
cesión. 


El artículo 50 exime de la obligación de gestionar auto- 
rización pará construir ciertos pozos ordinarios caracteriza- 
dos por sú finalidad, en unos casos establecida en la Ley, en 
otros confiada a la reglamentación. Cabe señalar que el con- 
cepto de pozo ordinario en el Proyecto, es pues, más exten- 
só que en el Derécho Español, origen de la expresión, pues 
allí la Ley de aguas de 13 de junio de 1879 (Art. 20) carac- 
teriza con ese “término a los pozos realizados para usos dô- 
mésticos, y no a todos los pozos superficiales cavados sin uso 
de máquinas, que tal es el concepto que traduce la expre- 
sión en el presente Proyecto, en la cual se ha excluido, por 
tanto, a los que deben llamarse perforados. 


Las distancias mínimas para excavar pozos ordinarios es- 
tán previstas en él artículo 51, distinguiendo según se trate 
de zonas urbanas y suburbanas, por una parte, y de zonas 
rurales, por otra. Tiene su origen en el artículo 363 del Có- 
digo Rural; del cual se aparta al establecerse que la distan- 
cia en los predios rurales también debe tomarse a partir del 
líínite de la propiedad y no de las excavaciones u obras de 
irrigación del veciño. El criterio que ahora se adopta es más 
preciso en cuanto a la fijación de las distancias. 


Para-la construcción de pozos artesianos, socavones y ga- 
lerías será en cambio la Autoridad la que reglamentará las 
distancias, teniendo en cuenta las circunstacias señaladas er 
el artículo 52. Esta solución distinta se funda en la diferente 
naturaleza de estas perforaciones, cuya influencia sobre las 


1 
| 
d 
| 
2 
| 
| 
| 


Cóbico DE AGUAS CONCORDADO Y ANOTADO 327 
A A A A 


aguas de los terrenos próximos es mucho mayor, como con- 
secuencia de la formación y dimensiones del cono de depre- 
sión. La parte final del mismo artículo tiene en cuenta las 
limitaciones que pueden ser necesarias en las circunstancias 
señaladas en el artículo 48 y las que derivan de leyes espe- 
ciales, como, por ejemplo, las leyes militares. 


El artículo 53 sustituye al confuso artículo 369 del Códi- 
go Rural. Completa las informaciones que debe suministrar 
quien solicita licencia para ejecutar exploraciones en busca 
de aguas subterráneas en terrenos públicos, con otras espe- 
cificaciones útiles para ilustrar a la Autoridad sobre las cir- 
cunstancias de hecho que tomará en cuenta para decidir so- 
bre la petición. El último inciso extiende la solución para .las 
autorizaciones que expida la Autoridad para efectuar cali- 
catas en terrenos particulares, en cuyo caso debe existir, des- 
de luego, el consentimiento del dueño. El Código Rural deja 
en estos casos la determinación del paraje, extensión de la 
zona de perforaciones y demás especificaciones señaladas en 
este artículo, al arbitrio del propietario, lo que en el régimen 
del Proyecto, sería inconveniente. Ello resulta de que el ar- 
tículo 369 y siguientes del Código Rural se refieren sólo a 
calicatas y perforaciones en terrenos públicos. 


El artículo 54 tiene su fuente en el 372 del Código Ru- 
ral, pero racionaliza la extensión de la superficie a demar- 
car dentro de la cual se concede la exclusividad para explo- 
rar; porque si bien se fija un límite máximo de 20 hectáreas, 
la extensión concreta a fijar depende de la decisión de la Au- 
toridad, sobre la base de los criterios establecidos en el ar- 
tículo. La disposición se aplica tanto para las solicitudes de 
exploración en fundos públicos como privados. 


Los casos de caducidad originados por la inacción del in- 
teresado están previstos en el artículo 55, que confía a la re- 
glamentación la fijación de los plazos en que caducarán las 
autorizaciones (si se trata de propiedades de particulares) o 
los permisos y concesiones (si se trata de fundos del Esta- 
do). Esos plazos serán, sin embargo, sin perjuicio de la apli- 
cación de las normas generales que fijan la extinción de los 
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permisos y concesiones (Art. 182). La norma sustituye al sis- 
tema de lso artículos 375 y 376 del Código Rural, cuyas hi- 
pótesis casuísticas se aplican sólo a los concesionarios y a 
quienes se hallan en las etapas previas a la solicitud de con- 
cesión; situación, por otra parte aludida confusamente en di- 
cho Código, según resulta de los artículos 373 y 375. 


En lo que atañe a lo dispuesto por el artículo 56, cabe 
hacer notar que las aguas subterráneas que se dejan correr 
fuera del predio de donde se han extraído se encuentran en 
una situación similar a la de las aguas que han surgido na- 
turalmente a la superficie, cuándo el propietario del terreno 
también las deja salir del fundo. En ambos casos es natural 
que puedan ser aprovechadas por los propietarios inferiores 
mientras las abandone el dueño, o el concesionario o permi- 
sario si es él quien ha hecho el alumbramiento o ha obteni- 
do de la Administración el título que lo habilita para explo- 
tar las aguas con uso privativo. La disposición que establece 
que, mediante prescripción o título, pueda el propietario in- 
ferior oponerse a que el dueño del predio donde se extraen 
las aguas, o quien las alumbró, en su caso, le interrumpa el 
suministro de agua, es también aplicable, aunque en princi- 
pio será una hipótesis más rara, pues quien excava o perfo- 
ra el suelo para extraer agua demuestra en ello un interés eco- 
nómico que puede no estar igualmente presente en el dueño 
de una fuente natural. En algunos casos, además, la disposi- 
ción no será aplicable, pues el título convencional o testa- 
mentario que puede otorgar el propietario de la fuente en fa- 
vor de un usuario inferior (Art. 28) no lo podrá otorgar un 
permisario o un concesionario, cuyos derechos al agua están 
regulados en el Título IV. Por eso la remisión a dichos ar- 
tículos es en cuanto fueren aplicables. Por otra parte, estos 
principios, con reglamentación algo distinta, son los que in- 
forman los actuales artículos 381 y 382 del Código Rural. 


El artículo 57 está fundado en el artículo 52 del Ante: 
proyecto. La modificación del primer inciso se comprende, 
puesto que las expresiones composición química y caracte- 
rísticas físicas son más correctas que las del Anteproyecto. 
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En el segundo inciso se ha señalado expresamente que la au- 
toridad competente es el Ministerio de Salud Pública. El 
inciso 3% exige que se recabe la opinión del referido organis- 
mo en todos los casos en que se dé licencia oficial para la ex- 
tracción y uso de aguas con fines terapéuticos o dietéticos, y 
se señala que estas aguas, que pueden por su origen ser ma- 
nantiales, alumbradas o corrientes, están sujetas, en todo 
cuanto no se relacione con sus usos dietéticos o terapéuticos, 
a las disposiciones que se aplican a cada una de esas clases de 
aguas. 


CAPITULO VII : 


El Capítulo VII se ha formado con las disposiciones de la 
sección novena del Título 111 del Código Rural, muchas de 
las cuales, por otra parte, reproducen casi sin variaciones los 
artículos 752 a 757 del Código Civil. En general este artícu- 
lado, producto de una elaboración larga y decantada, es co- 
rrecto, tanto en sus soluciones como en su forma, y las mo- 
dificaciones que ahora se aportan, o bien corrigen algunos de- 
talles, o bien completan o aclaran algunas situaciones no pre- 
vistas o no expresamente reguladas. 


El artículo 399 del Código Rural está reproducido en el 
artículo 58 del Proyecto, que se limita a usar una expresión 
genérica en lugar de la enumeración del primero, que, por 
ser cauística, deja fuera de la previsión legal algún caso dig- 
no de preverse, como el de los embalses artificiales. 


El artículo 59 se basa en el artículo 400, pero en el in- 
ciso 31 se agrega una segunda hipótesis; puede ocurrir que 
el cambio de cauce no deje completamente en seco el álveo 
que cruzaba heredades privadas, que es el caso previsto en 
los dos primeros incisos, sino que, como consecuencia de la 
disminución de caudal en el lecho anterior por la formación 
del nuevo se produzca un descenso en el nivel de las aguas 
de aquel cauce, que deje en seco permanentemente franjas 
laterales. En ese caso se aplican, respecto a ellas, las normas 
relativas al aluvión. Es, por otra parte, la solución del artícu- 
lo 402, inciso 19, fine, que debe figurar aquí. 
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Los articulos 60 y 61 recogen una solución de los artícu- 
los 401 y 402 del Código Rurai, pero le dan expresamente 
una extensión mayor, puesto que dicho Código la había pre- 
visto para el caso del cambio de curso de los ríos navegables 
o flotables, pero había omitido la previsión para los que no 
lo son. Sin embargo, es evidente que hay también idénticas 
razones para que en este caso los interesados en lograr la res- 
titución de las aguas a su antiguo curso puedan efectuar los 
trabajos necesarios para conseguirlo. 


Dicho artículo 60 remite al siguiente para establecer los 
requisitos que deben llenar las obras que se pueden hacer 
para restituir las aguas al lecho anterior. El derecho a ejecu- 
tar estas obras se otorga no sólo a los ribereños del antiguo 
cauce, sino también a los dueños de los fundos invadidos, que 
pueden eventualmente verse perjudicados por el nuevo cur- 
so. Estos requisitos son varios, según lo señala el artículo 61: 
a) Autorización de la Autoridad de Aguas, necesaria por la 
naturaleza técnica de la operación, que puede aparejar resul- 
tados inconvenientes o dañosos si no se realiza de acuerdo a 
las regles del arte. El permiso debe solicitarse dentro del pla- 
zo de un año, transcurrido el cual sin que nadie lo gestione, 
se presume la conformidad de todos los interesados en cuan- 
to a la nueva situación patrimonial, que queda firme. b) Se 
exige que las obras se inicien en el plazo que haya fijado la 
Autoridad, so pena de dar también carácter definitivo a los 
efectos jurídicos de las variaciones naturales operadas. Esto 
es consecuencia del interés público en hacer cesar una situa- 
ción incierta en cuanto a la propiedad definitiva de los dos 
álveos: el que ha quedado en seco y el nuevamente forma- 
do. Cabe, sin embargo, exceptuar de esta consecuencia el ca- 
so en que la demora sea ocasionada por fuerza mayor. e) Co- 
rresponderá, además, a todos los propietarios beneficiados. por 
las obras de restitución de las aguas a su cauce anterior con- 
tribuir al costó de las mismas. Es una cuestión de hecho a de- 
terminar, en cada caso. concreto, qué propietarios son bene- 
ficiados, pero evidentemente no sería justo que uno o algunos 
cargaran con los gastos totales, si las obras aparejasen ven- 
tajas a otros ribereños. 
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El artículo 62 da una solución distinta a la del artículo 
403 del Código Rural en el caso de que quede en seco un cauce 
público como consecuencia de trabajos u obras realizadas 
con la debida autorización, sea por concesionarios, sea por 
particulares. Los cauces, en esa hipótesis, pasan 'a integrar el 
dominio fiscal, pero podrán ser enajenados por el ente pú- 
blico propietario, puesto que normalmente se tratará de fa- 
jas de tierra poco aprovechables para la Administración; de 
ahí también la preferencia establecida en favor de los linde- 
ros para la adquisición. La Ley no especifica en qué consis- 
tirá esa preferencia ni cómo se hará efectiva. 


En el artículo 63, cuya fuente es el artículo 404, se ha 
agregado la mención de los aluviones formados en lagos y la- 
gunas. Tampoco se requiere que las aguas se retiren de una 
ribera sobre la otra, puesto que ello no tiene por qué ser una 
condición necesaria: para que en este caso se forme aluvión 
basta que se retiren las aguas de una ribera, porque en la 
otra el efecto puede ser variable. Además, la expresión no 
tiene sentido aplicada a lagos o lagunas, donde no puede de- 
cirse dónde comienza la otra ribera. El segundo inciso, en 
cambio, importa una modificación en el criterio de atribu- 
ción de la propiedad del aluvión formado en el cauce. El 
criterio del Código Rural y del artículo 752 del Código Civil 
divide la propiedad del aluvión prolongando directamente 
hasta el agua las líneas de demarcación de los fundos ribere- 
ños. Este criterio, como lo señala acertadamente Varela, con- 
duce a veces a situaciones injustas, pues la prolongación de 
dichas líneas, cuando convergen hacia el agua, pueden llevar 
a que un propietario vea muy mermada su ribera sobre el 
álveo, o la pierda completamente, a pesar de que el aluvión 
signifique un acrecentamieito de tierra a su fundo. El siste- 
ma adoptado en el Proyecto, propuesto por Cotelle, se basa 
en el mantenimiento de una proporción entre los respectivos 
frentes de los ribereños sobre la anterior línea de ribera —es- 
to es, en la parte que ha sido acrecentada por el aluvión— 
y la nueva ribera formada. Cada uno conserva así, sobre el 
nuevo sector de la orilla, un frente proporcional al que te- 
nía sobre el antiguo, antes de acumularse el aluvión. 
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Los artículos 64, 65, 66 y 67 reproducen el texto de los 
artículos 405 a 408 del Código. Sólo cabe señalar la modifi- 
cación de la expresión final de los incisos 19 y 2% del artículo 
67. Ello obedece a que el texto del artículo 408' sobre este 
punto es ambiguo: si la isla se forma en el lecho del ría o 
arroyo no navegable ni flotable, pertenecerá a los propieta- 
rios ribereños en proporción de sus frentes. Esta frase podría 
dar lugar a que se pretendiera que los frentes a tomar en con- 
sideración para fijar el derecho de cada ribereño fueran sus 
frentes sobre la corriente, los que naturalmente pueden exce- 
der en mucho de la longitud de la isla. Esto en el caso de una 
isla formada frente a la divisoria de dos fundos, llevaría al 
absurdo de que la isla pertenecería en mayor proporción, no 
a quien tuviera un mayor frente sobre la isla, sino a quien 
tuviera mayor extensión de frente sobre la corriente, aunque 
ello fuera aguas arriba o aguas abajo de la isla. La modifi- 
cación busca eliminar la posibilidad de esta interpretación 
ilógica. 


El artículo 68 es reproducción del artículo 409 del Códi- 
go Rural. 


El artículo 69 tiene una redacción más exacta que el 411 
del Código, y además, en lugar de establecer un procedi- 
miento especial para disponer de los objetos y animales teco- 
gidos de las aguas, cuyo dueño fuera ignorado, se remite, co- 
mo es lógico, a las normas generales sobre la materia esta- 
blecidas en el Código Civil (Lib. III, Tít. I, Cap. ID. 


El artículo 70 reproduce con algunos ajustes lo dispuesto 
en el artículo 414 del Código. 


El artículo 71 aclara que las disposiciones precedentes” 
no son aplicables en ciertos casos que han sido previstos por 
la legislación especial, y, en particular, por la Ley N°? 14.343, 
de 21 de marzo de 1975. 


El artículo 72, correspondiente al artículo 412 del Códi- 
go Rural, agrega una excepción que se ha considerado perti- 
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nente por el valor económico de las especies vegetales allí 
mencionadas. Los artículos 73 y-74 reproducen los artículos 
413 y 410 inciso 2% del Código Rural. 


TITULO IV 
CAPITULO I 


“El Capítulo 1 del Título IV conserva un título similar al 
que lleva la sección duodécima del Código Rural. Puede lla- 
mar la atención que se mantenga, para designar esta clase 
de restricciones al dominio en materia de aguas, el nomen ju- 
ris de servidumbres naturales, expresión que ha recibido se- 
veras críticas de la doctrina. Como es notorio, la expresión se 
afirma en el Código Napoleón, cuyo artículo 639 distingue, 
por su origen, tres clases de servidumbres: las que derivan 
de la situación natural de los lugares, las que derivan de las 
obligaciones impuestas por la Ley y las que provienen de las 
convenciones entre propietarios. La doctrina ha señalado po- 
derosas objeciones al concepto de servidumbres naturales, 
poniendo de relieve que, en las situaciones jurídicas a las 
cuales se aplica este concepto, hay en verdad derechos y obli- 
gaciones, recíprocas de los fundos, y no propiamente un fun- 
do dominante y otros sirviente; y se inclina a sostener que, 
en el estatuto jurídico que regula el libre escurrimiento de 
las aguas, hay un conjunto de restricciones al dominio, y no 
verdaderas servidumbres. Pero ha considerado la Comisión 
que, siendo el' presente Código un cuerpo de Leyes aplicado 
a una materia especial en parte administrativa y en parte ci- 
vil, y estando precisamente el tema regulado en el Código Ci- 
vil, bajo los artículos 558 a 561, en la sección de las servi- 
dumbres legales, es conveniente conservar en la Ley especial 
una calificación no discordante con la terminología general de 
Código Civil. Ciertamente ello no impedirá, como no lo ha 
impedido hasta el presente, ni en nuestra legislación ni en 
otras que han seguido en este punto al Código Francés, que 
sean aplicadas a las situaciones jurídicas tratadas en la pre- 
sente sección las doctrinas más recibidas, en cuanto hallen 
su fundamento en el articulado legal. 
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El artículo 75 de esta sección sigue una acertada idea del 
autor del Anteproyecto (Art. 69), que ha unido en un solo 
artículo tres del Código Rural, los numerados como 435, 441 
y 442. Ello se justifica. En efecto: los artículos 441 y 442 
consagran situaciones paralelas: el derecho del propietario del 
fundo inferior frente al dueño del fundo superior, para rea- 
lizar ciertas obras, y viceversa. Ambos artículos aparecen co- 
mo explicativos o aclaratorios con respecto a lo dispuesto en 
el último inciso del artículo 435, y por eso es acertada la so- 
lución de unirlos o correlacionarlos. 


El Proyecto mantiene la prohibición de no hacer cosa al- 
guna que agrave el ejercicio de la servidumbre del predio 
"inferior (e, inversamente, la de no hacer cosa que estorbe el 
escurrimiento de las aguas del superior); pero debe enten- 
'derse que tal interdicción se ha de interpretar racionalmente, 
y, como lo ha afirmado la doctrina prevalente, no impide que 
se efectúen aquellas tareas indispensables para que el fundo 
se aplique a su destino natural; esto, es que no obsta a las 
modificaciones agri colendi causa, aunque ellas puedan inci- 
dir moderadamente en el escurrimiento de las aguas. 


El inciso 2% unifica en un solo texto las dos hipótesis si- 
métricas de los artículos 441 y 442, y sustituye la enumera- 
ción casuística del Código por la expresión más comprensiva 
obras de regulación. 


El último inciso también recoge la expresión del Ante- 
proyecto, pues dirigir aguas tiene significado más amplio 
que dirigir una acequia o albañal. La solución es evidente, 
puesto que, en cuanto las aguas son dirigidas intencional- 
mente, desaparece el escurrimiento natural que es la hipóte- 
sis a la cual se aplica la disposición. 


Para la redacción del artículo 58 se ha tomado en consi- 
deración una atinada observación de Varela. Como observa 
este ilustre comentarista, los artículos 436 y 444 del Código 
Rural contienen disposiciones notablemente similares, hasta 
“el punto de opinar dicho autor que uno de los dos: resulta su- 
perfluo. La explicación de ello es, como se sabe, que el ar- 
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tículo 559 del Código Civil (entonces artículo 521), 
(proviene del P. García Goyena a. 486), mientras 
que el artículo 444 fue tomado de la Ley de aguas española 
de 1866. Y evidentemente los autores del primitivo Código 
Rural no advirtieron la casi total superposición de las dos 
disposiciones. No obstante, como la identidad no es total, el 
texto ha contemplado los elementos diferentes pero dignos 
de ser conservados de los dos artículos y los ha refundido. 


El inciso 2% de este artículo tiene en cuenta el agregado 
hecho por el doctor Valls (Art. 70, fine, del Anteproyecto) 
que, aunque puede parecer algo superfluo, resuelve un pun- 
to de controversia eventual. 


El artículo 77 tiene su fuente inmediata en el artículo 
437 del Código Rural, inspirado a su vez en la Ley Españo- 
la e, indirectamente, en los artículos 537 y 538 del Código Ci- 
vil Italiano de 1865. Se ha eliminado el requisito de que el 
daño sea inminente, pues si el término tiene el sentido eti- 
mológico de algo que amenaza o pende amenazantemente, tie- 
ne también la connotación de lo que ha de suceder pronta- 
mente, y en este segundo sentido el requisito no parece jus- 
tificado, máxime si se tiene en cuenta que la obligación del 
propietario del fundo es alternativa, pues puede optar por 
permitir a los interesados que hagan las reparaciones o cons- 
truyan las obras, en cuyo caso se exime del deber de cons- 
truir o reparar por sí, limitándose a praestare patientiam, se- 
gún la clásica fórmula romana. Ello, sin perjuicio de que de- 
ba concurrir a los gastos, si fuera beneficiado por la obra, 
como ocurrirá casi siempre (Art. 78). 


Origen del artículo 78 es el artículo 438 del Código Ru- 
ral. Se ha agregado el término labores, por cuanto algunas 
de las tareas a cuya ejecución todos los beneficiarios deben 
contribuir no importan en puridad, construcciones o repara- 
ciones de obras, sino trabajos. 


El artículo 79 acepta la idea del Anteproyecto de dar a 
la Autoridad de Aguas la misma facultad que a los propieta- 
rios interesados, pero la limita a aquellos casos en que tal 
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intervención aparece justificada. Ellos son, a juicio de la Co- 
misión, cuando la Autoridad entiende que debe intervenir pa- 
ra preservar la regularidad' del régimen hidrológico, o cuan- 
do la obstrucción de las aguas o la ruina de las obras defen- 
sivas pueda constituir un peligro para terceros, especialmen- 
te aquellos que no sean los titulares de las acciones de los 
mencionados artículos 76 y 77, pues, respecto de éstos, no ha- 
bría razón alguna para que la Administración se constituye- 
se en su personera. 


No han sido recogidos en “esta sección los artículos 439 
y 440 del Código Rural. En primer término, ellos nada tie- 
nen que hacer en una sección destinada a regular las servi- 
dumbres naturales o nacidas de la vecindad, como las califi- 
cába el derecho francés intermedio. Se trata en estos casos 
de aguas que fluyen de los predios superiores por hecho del 
hombre, pues las disposiciones se refieren a alumbramientos 
artificiales y a aguas sobrantes de riegos o establecimientos in- 
D dustriales. Aparte de ello, la solución del Código Rural no 
parece la más acertada, puesto que en tales casos es lógico 
que se constituya servidumbre de acueducto, conforme a lo 
dispuesto en la sección respectiva, y no que se haga uso di- 
rectamente de un derecho propio a echar tales aguas sobre 
el fundo vecino, con la sola limitación de pagar eventual- 
mente los daños y perjuicios, si tales daños existieren, 


CAPITULO II 
SECCIONES 1 Y II 


El Capítulo II del Título IV trata de diversas servidum- 

bres cuya regulación cae esencialmente dentro del Derecho + 

+ Civil. Ello no quiere decir que, en ciertos aspectos, la atti- 

vidad administrativa no intervenga para limitar o reglámen- 
tar su alcance y utilización, sino que, en lo fundamental, se 
trata de derechos y obligaciones entre particulares que, por 
consiguiente, son ajustadas por normas de derecho privado. 


El artículo 80, único de la Sección 1, define qué se en- 
tiende por servidumbres forzosa, término que prácticamente 
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aparece como equivalente de la expresión servidumbre legal; 
pero mientras en este último se atiende sobre todo al origen 
ex lege de la servidumbre, en el primero se alude al carácter 
obligatorio o coactivo que presente la servidumbre frente al 
fundo sobre el cual se ha de imponer. El inciso 2% concuer- 
da con el artículo 621 del Código Civil, y ofrece los mismos 
problemas doctrinarios que se presentan con relación a di- 
cha disposición, por otra parte inevitables. 


La segunda sección regula la servidumbre de acueducto. 
Lo primero que cabe señalar al respecto es la extraña solu- 
ción que, sobre esta materia, adoptó el Código Rural de 1875, 
solución que pasó intacta al Código Rural actual. Como pue- 
de advertirse por el examen de la sección décimatercera de 
dicho Código, el articulado es una yuxtaposición de disposi- 
ciones tomadas de dos fuentes distintas, que regulan el mis- 
mo instituto. En efecto: desde los artículos 445 a 456 el Có- 
digo Rural reproduce los artículos 569 a 580 del Código Civil 
(artículos 531 a 542 de la primera redacción); pero desde el 
artículo 457 reproduce, con escasas alteraciones, la Ley de 
aguas españolas de 1866. En esta forma, la superposición de 
disposiciones se hace evidente, como, por ejemplo, entre los 
artículos 446 y 460, 445 y 458, N? 1° y N? 2%, 453 y 458, 
N? 3 y 5%; o se hacen nesesarias remisiones de una a otra se- 
rie de normas, como vgr. 448 y 472, 449 y 473, etc. Como la 
servidumbre de acueducto establecida en el Código Civil y 
reproducida en los artículos 445 a 456 del Código Rural es 
también una servidumbre legal o forzosa, resulta obvia la in- 
congruencia en que incurrió el legislador al acumular suce- 
sivamente en un mismo texto dos diferentes regulacionesypa- 
ra una misma servidumbre. 


El doctor Varela, comentando este aspecto anómalo del 
viejo Código Rural, recuerda que la servidumbre de acue- 
ducto, por su objeto principal, es de carácter rústico y se- 
guramente en ese concepto la estableció el Código Civil en los 
artículos (hoy 569 y ss.). Sin embargo —añade— el Código 
Rural ha supuesto que puede ser también urbana y ha refe- 
rido a la de ese carácter las disposiciones del primero (esto 
es, del Código Civil) dejando las suya como reguladores de la' 
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servidumbre rural y como subsidiarias de las referentes a la 
servidumbre urbana (op. cit., p. 196), y cita, con respecto a 
esto último, lo que dispone el artículo 483 del Código Rural. 
Pero aquí cabe observar que tal explicación no subsana en 
modo alguno la incongruencia del codificador, porque el Có- 
digo Rural se aplica a la propiedad rural, definida antes en los 
artículos 1 y 3° del viejo texto, y ahora en el artículo 283, y 
por lo tanto las dos series de disposiciones se aplicaban y 
se aplican a las servidumbres rurales. Tampoco por los ob- 
jetos específicos de la servidumbre existe diferencia radical 
entre la servidumbre establecida en el artículo 445 y la pre- 
vista en el artículo 458. Queda, pues, patente, la confusión 
que padeció el codificador en 1875, y su consecuencia es la 
acumulación, con poco orden y concierto, de dos grupos de 
disposiciones que, si bien reglamentan de modo bastante 
acertado el instituto en cuestión, contienen bastantes repeti- 
ciones y algunas normas superfluas o contradictorias. 


Todavía es preciso señalar que la regulación de la servi- 
dumbre que el Código Rural califica de forzosa y que se es- 
tablece en el artículo 457 y siguientes, responde a principios 
publicistas muy diferentes de los que privan en la primera 
parte del articulado. En efecto: las disposiciones que el Có- 
digo Rural tomó del Civil provieneh poco menos que ad litte- 
ram del Código Chileno, que a su vez se inspiró, aunque algo 
más libremente, en el viejo Código sardo, y la concepción que 

+ los preside es privatista, y no prevé intervención de la au- 
toridad administrativa ni en el acto de imposición de la ser- 
vidumbre, ni en el procedimiento para hacerla efectiva. En 
cambio, las disposiciones que se tomaron de la Ley española 
establecen una servidumbre impuesta en vía administrativa, ` 
solución razonable cuando se trata de una servidumbre im- 
puesta por razones de interés o de utilidad pública, pero que 
no se justifica para regular situaciones de derecho privado, 
como. las que provienen del uso de aguas a disposición de par- 
ticulares, para ser usadas en fundos privados y conducidos a 
través de heredades también privadas. 


El Proyecto, por lo tanto, ha considerado que no. cabe 
regular de dos modos diferentes una servidumbre que es úni- 
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ca, y ha recogido de ambas series: de disposiciones lo que, a 
juicio de la Comisión, debe ser mantenido, sustituyendo en 
esta servidumbre el procedimiento administrativo por la vía 
judicial, cuando no exista acuerdo de partes. Desde luego la 
imposición de servidumbre de acueducto por acto de la Ad- 
ministración subsiste, pero queda reservada a la servidum- 
bre administrativa a que se refiere el Capítulo III. 


El artículo 81 define la servidumbre de acuetlucto como 
el derecho a conducir a través de fundos ajenos!el agua de 
que se puede disponer. Es una definición genérica, que re- 
produce casi literalmente la de Ulpiano: Aquaeductus est jus 
aquam ducendi per fundum alienum. 


El agua de que se puede disponer es aquella de que se 
tiene derecho a disponer (Art. 82) por cualquier título, in- 
cluso por la concesión y aun por el permiso dado por la au- 
toridad pública competente, para hacer uso de las aguas del 
dominio público, sin perjuicio de la resolución del derecho a 
disponer del agua, sea por acto de la autoridad que otorgó el 
permiso o la concesión, sea por las otras causas que admite 
la Ley (Art. 643, Código Civil). 


El inciso 2° alude a las dos hipótesis fundamentales que 
se comprenden en esta servidumbre, y que se reglamentan en 
los artículos siguientes: que se use del acueducto para traer 
aguas al fundo, para utilizarlas en él en los fines que la, Ley 
prevé (Art. 82) o que se utilice para extraer del -predio las 
aguas que resultan excesivas o dañosas. Y en atención a esta 
circunstancia califica como “dominantes a los predios que se 
hallan en uno u otro caso, y como sirvientes a aquellos que 
deben tolerar el paso del agua. La ley no señala expresa- 
mente cuál es el predio dominante cuando las aguas sobran- 
tes de una heredad son drenadas a través de otra intermedia 
que soporta la servidumbre, a una tercera en donde gon apro- 
vechadas. Normalmente, el carácter de fundo dominante sur- 
girá del acto por el cual se impuso la servidumbre; si ello no 
fuera así habrá que estar a quién tenga el derecho de dispo- 
sición de dichas aguas para establecer cuál sea el predio do- 
minante, El criterio del beneficio que recae sobre el predio 
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no es, en estos casos, decisivos, puesto que por hipótesis se 
ha supuesto que tanto se beneficia el fundo que se libra de 
las aguas excedentes como aquel que las aprovecha en el rie- 
go u otros fines de los previstos en el texto del Proyecto, 


En cuanto a los fines especificamente previstos, cabe se- 
ñalar que el término usos agrícolas es algo más amplio que 
la expresión riego de sus tierras, aunque difícilmente habrá 
en la práctica diferencia en las soluciones. Al incluirse en el 
artículo los usos ganaderos se prevé sobre todo la necesidad 
de abrevar el ganado que no quedaba comprendida en el tex- 
to anterior, como tamporo la comprende el Código Argentino 
(Art. 3082), por lo que la doctrina debe hacer una construc- 
ción evidentemente forzada para incluir dicho fin dentro del 
cultivo de las sementeras, plantaciones o pastos. 


No se comprenden los usos puramente domésticos, y tam- 
poco están previstos en el texto del actual Código Rural. Es 
razonable, porque no justificarían las molestias que la servi- 
dulbre origina al predio sirviente. Desde luego que quien ten- 
ga derecho a reclamar una servidumbre de acueducto por las 
causales que prevé el Proyecto podrá utilizar parte de las 
aguas que reciba para usos domésticos, como uso secundario, 
pues lo contrario sería irracional, Pero tal fin, "por sí solo, no 
habilita a reclamar la servidumbre administrativa de acue- 
ducto, en la cual los usos domésticos de una ciudad o pue- 
blo pueden ser un motivo, inclusive prioritario, para estable- 
cer la servidumbre. 


La segunda parte del mismo inciso tiene en cuenta lo 
que dispone el artículo 453 del Código Rural. En tales casos 
la servidumbre sirve al fundo dominante para librarse de las 
aguas molestas o excesivas. 


El inciso 2° contiene una referencia a las servidumbres 
volutarias, para lás cuales establece una presunción de gra- 
tuidad cuando el título que las constituye no ha dispuesto 
otra cosa. Es pues; una norma supletoria. 


El artículo 83 procura resolver un punto que es suscep- 
tible de provocar controversias. En ciertas disposiciones del 
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Código Rural (Arts. 380 y 381) y del Proyecto (Arts. 27, 28 
y 56) se contempla el derecho del propietario del fundo in- 
ferior, sobre el cual se dejan correr aguas alumbradas, a apro- 
vecharse de ellas, en tanto van siendo abandonadas por el 
dueño del predio en que artificialmente se las ha hecho sur- 
gir, y en ciertos casos puede incluso adquirir por prescrip- 
ción el derecho a seguirlas usando. Pero no se dice qué ocu- 
rre cuando el dueño del predio inferior no quiere recibirlas; 
puesto que el derecho a hacerlas correr al fundo inferior sin 
que el dueño de éste pueda oponerse a ello existe para las 
manantiales, pero no para las alumbradas. En este caso, el 
artículo presente establece que el dueño del fundo inferior 
puede obligar a que el propietario del predio' que las alumbró 
le constituya servidumbre de acueducto, pagándole lo que 
corresponda, si es que pretende enviarle a su fundo tales ex- 
cedentes. Pero puede el dueño del fundo inferior, si quiere, 
aprovecharse de las aguas abandonadas, y renunciar a la in- 
demnización. Por acuerdo de partes se pueden evidentemen- 
te introducir variantes en cuanto a las condiciones de esta 
segunda solución, pues las situaciones de hecho que se pue- 
den plantear son complejas y variadas. Igual solución debe 
adoptarse para las aguas sobrantes que no corran natural- 
mente por un fundo, como sería el caso de las que sobraren 
del aprovechamiento de ríos o arroyos, mediante construccio- 
nes u obras que las apartaren de su curso natural en las con- 
diciones en que el Proyecto lo autoriza. También su escurri- 
miento a fundos inferiores debe hacerse mediante acueducto. 


El artículo 84 reproduce el artículo 446 del Código Ru- 
ral con la sustitución del término casas por edificios. Este 
término, que figura por otra parte en una disposición simi- 
lar del Código (Art. 460), es más comprensivo que el prime- 
ro (Spota, op. cit. T. II, parágrafos 1081 y 1082) y evita in- 
debidas interpretaciones restrictivas. f 


El artículo 85 se basa en el artículo 447 del mencionado 
Código. Se ha puesto naturaleza o accidente del suelo pues- 
to que el primer término se refiere a la clase, género o índo- 
le del mismo según sus caracteres fisicoquímicos o mineraló- 
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gicos, mientras que el segundo apunta en especial a las irregu- 
laridades de la Superficie. 


El artículo 86 tiene su fuente en el artículo 448 del Có- 
digo Rural. El espacid de un metro de terreno a cada lado del 
acueducto importa en verdad un mínimo para permitir el des- 
plazamiento a los lados de la construcción para quienes de- 
ban revisarla o acondicionarla. Se prevé la necesidad de otor- 
gar un espacio lateral mayor, cuando lo requiera la natura- 
leza de la obra, hipótesis que en verdad ya debe considerar- 
se implícita en el artículo actual. El artículo elimina el so- 
breprecio del 10 % que establece actualmente el Código so- 
bre el precio del terreno y las fajas laterales. Es una dispo- 
sición tomada, como el resto del articulado en esta parte, del 
Código chileno, que la recogió del Código sardo, donde ese 
sobreprecio era de un quinto. A juicio de la Comisión no 
existen razones valederas para otorgar este aumento, y su 
cuantificación, por otra parte, es completamente arbitraria. 


Los espacios laterales deben pagarse, aunque el acueduc- 
to sea subterráneo, pues el artículo no hace distinciones, y 
hay razones, además, para que así sea. 


El inciso 2° señala que la compensación por la servidum- 
bre debe pagarse antes de emprender la construcción. Es la 
fórmula propuesta por Bibiloni en su Anteproyecto de Re- 
formas al Código Civil Argentino (Lib. II, Tít. XI, Cap. II, 
art. 11). inspirada en el Código italiano. 


El último inciso contiene una previsión especial para el 
caso de ser urgente la imposición de la servidumbre, y no 
existir acuerdo en cuanto al monto de la compensación, lo 
que puede tener alguna diifcultad, puesto que es preciso tam- 
bien avaluar los daños inmediatos. Se trata de una disposi- 
ción inspirada en el artículo 1189 del Código Civil y Mercan- 
til de la provincia de Santa Fe. 


En el artículo 87 se modifica un tanto la norma de la res- 
ponsabilidad. En la servidumbre forzosa la norma que dehe 
privar, como lo señala correctamente Spota, es la de la res- 
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ponsabilidad aquiliana, que, en la especie, sería la del artícu- 
lo 1324 inciso 1? del Código Civil. Aquí, en principio, se de- 
be responder del daño ocasionado por el acueducto, salvo ca- 
so fortuito o fuerza mayor, por lo que no será necesario al 
dueño del fundo sirviente probar que el acueducto estuvo 
mal construido y fue esto lo que originó las filtraciones O 
derrames, como ocurre en el texto actual. Se trata, pués, de 
una inversión del onus probandi, justificada tanto por el he- 
cho de que el acueducto es una carga impuesta al fundo sir- 
viente en beneficio del dominante, como en la circunstancia 
de que, siendo el dueño éste quien habrá dispuesto o dirigido 
la construcción, está en mejores condiciones que el otro pa- 
ra aportar la prueba de su derecho. 


El primer inciso del artículo 88 recoge lo que establece 
el artículo 450 del Código Rural, con algún agregado que se 
estima oportuno. El inciso 2% proviene del artículo 476, cuya 
fuente es la Ley española de 1866. Se ha agregado la norma 
de que si estas obras causan perjuicio al predio sirviente, co- 
responde indemnizarlos. Ello debe establecerse, porque las 
obras de fortalecimiento pueden hacerse años después de la 
construcción del acueducto, cuando ya han sido debidamente 
fijados y abonados el precio del terreno ocupado y la indem- 
nización por los daños inmediatos, y, por consiguiente, los 
nuevos perjuicios no habrán podido ser considerados en su 
oportunidad. 


El artículo 89 reproduce el artículo 449 del Código Ru- 
ral con el agregado de que autoriza la entrada de máquinas 
y vehículos para reparaciones. Los artículos 90 y 91 no apor- 
tan modificaciones a los artículos 451 y 452 del mismo Có- 
digo. 


El artículo 92 še basa en el artículo 461 del Código Ru- 
ral. La modificación introducida responde a la circunstancia 
de que, si el propietario del predio sirviente se opone, no 
corresponderá instruir expediente administrativo como se es- 
tablece actualmente, puesto que la imposición de la servidum- 
bre, en tal caso, deberá hacerse por vía judicial. El dueño del 
fundo gravado podrá oponerse por las mismas razones por 
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las que puede oponerse a la constitución de la servidumbre 
(Art. 96) pero no por el hecho de que el nuevo acueducto 
atraviese total o parcialmente otro preexistente, puesto -que 
quien deberá dar su consentimiento en este punto será el ti- 
tular de dicha servidumbre activa. Desde luego que otra se- 
ría la Situación si el dueño del acueducto preexistente fuera 
el mismo propietario del predio; pero, en tal caso, se estará 
dentro de la hipótesis prevista en el articulo 90. Cabe acotar, 
por último, que, aunque del artículo se: ha suprimido la pa- 
labra previa, referida a la indemnización, ello es simplemen- 
te porque esta precisión es superflua, pues' tal carácter resul- 
ta de la femisión. 


El artículo 93 introduce una pequeña alteración en el ar- 
tículo 462 del mencionado cuerpo de leyes, puesto que, en 
rigor, la traslación de dominio se opera por el modo, mien- 
tras que la cláusula de excepción a la que se alude en la dis- 
posición debe pactarse en el título. 


El artículo 463 del Código Rural esla fuente del artícu- 
lo 94. En el último numeral se agrega, como lo hace el ar- 
tículo 86 de la Ley Española de 13 de junio de 1879, una fór- 
mula genérica para abarcar todos aquellos casos, difíciles de 
prever singularmente, en que sea necesario entubar el acue- 
ducto. : 


El artículo 95 aporta una solución algo distinta a la del 
Código Rural, que prevé el caso en que un acueducto deba 
atravesar caminos, ríos o canales de navegación. El artículo 
propuesto establece:las condiciones para que un acueducto 
pueda atravesar por cualquier bien del dominio .público, y 
exige la autorización de la persona pública que ejerza la ti- 
tularidad de dicho dominio, que será la persona pública ma- 
yor, para los bienes nacionales de uso público y el Gobierno 
Departamental para los municipales. La causal de denega- 
ción del permiso, aunque genérica, limita la discrecionalidad 
del rechazo. 


Los motivos por los cuales el dueño del fundo sirviente 
se puede oponer a la pretensión del propietario que procura 
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imponer la servidumbre son tres, establecidos en dos nume- 
rales, en el artículo 96.. En primer lugar, puede oponerse por- 
que el reclamante no tenga derecho a disponer del agua que 
pretende conducir, si bien ese derecho de disposición puede 
provenir de varios títulos, inclusive el de concesión o permiso 
de la autoridad para usar aguas públicas. Puede además opo- 
nerse por no tener el reclamante ni siquiera, el derecho de 
goce del predio dominante, De esto resulta que no podrá el 
dueño del predio sirviente oponerse ni al propietario, ni al 
poseedor, usufructuario, usuario o aun mero arrendatario del 
predio, puesto que éste tiene el goce del mismo. Es ésta la 
opinión doctrinaria claramente prevalente, y la que mejor se 
adapta a las necesidades del desarrollo económico, puesto que 
es obvio que el arrendatario de un campo tiene las mismas 
necesidades de agua para la explotación económica del bien 
que el propietario. En cuanto a la tercera causal de oposi- 
ción,, el Proyecto no introduce modificaciones. 


El artículo 97 tiene su origen en el artículo 471, con al- 
guna modificación recogida del artículo 90 de la Ley españo- 
la de 1879. La alusión a la administración ha desaparecido, 
porque esta servidumbre ya no se impone en vía administra- 
tiva, como en el sistema español, que, según queda dicho, re- 
cogió sin mayor análisis nuestro codificador de 1875. El ar- 
tículo 98 reúne, con algunas modificaciones, las disposiciones 
de los artículos 456 y 478 que pueden relacionarse mutua- 
mente. 


La fuente del artículo 99 es el inciso 2% del artículo 479 
del referido Código. La disposición establece varias prohibi- 
ciones destinadas a no perturbar el pleno aprovechamiento 
del acueducto por el dueño del fundo dominante, beneficia- 
rio de la servidumbre activa (Código Civil, Art. 550). 


Es necesario esclarecer el sentido de las eliminaciones 
y modificaciones. que ha sufrido este artículo. Ellas se deben 
fundamentalmente a que, de conformidad con el presente Pro- 
yecto, no parece exacto decir que el cauce, cajeros y márge- 
nes del acueducto sean parte integrante del fundo dominan- 
te, pues el acueducto importa servidumbre, pero no traslación 
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de dominio de la parte del predio afectada por el gravamen. 
No condice con nuestra legislación una traslación dominial de 
un bien inmueble que se cumpliría sin los requisitos de la 
escritura pública y del registro, sino que podría verificarse 
consensualmente sin ninguna formalidad especial. Tampoco 
la reversión del terreno ocupado por el acueducto al fundo 
sirviente, en los casos en que cesa la servidumbre por las 
causales establecidas en el artículo 643 del Código Civil, o 
cuando expira el plazo de la servidumbre temporal, puede 
encararse como una traslación de propiedad inmobiliaria, pues 
tampoco en este caso se cumplirían las formas requeridas pa- 
ra ello. Ni siquiera en el ho uso por diez años desde que se 
ejecutó un acto contrario a la servidumbre puede verse una 
prescripción adquisitiva en favor del dueño del predio sir- 
viente, pues un acto de oposición a la servidumbre no im- 
porta necesariamente un acto de dominio sobre el terreno 
ocupado por el acueducto. En realidad, el hecho de que' el 
fundo sirviente en su totalidad sigue siendo ajeno al dueño 
del dominante resulta sin más de la propia definición del 
acueducto (Art. 81); si no fuera así la definición del institu- 
to sería la de un derecho de adquirir una faja de tierra de 
otro predio para conducir aguas a través de ella, cosa cierta- 
mente distinta. 


La legislación española habla constantemente de dueño 
o propietario del acueducto (refiriéndose al dueño del fundo 
dominante). La misma expresión fue heredada por nuestro 
Código Rural, que, como queda dicho, se limitó en buena par- 
te a copiar la Ley de 1866. También aparece en un artículo 
de otro origen, el 450 (574 del Código Civil) tomado del ar- 
tículo 867 del Código de Chile. Esta expresión no sería obje- 
table cuando el acueducto se ha construido cor cañería o en- 
tubado, porque de tales materiales sigue siendo dueño el ti- 
tular de la servidumbre activa, y por algo puede llevárselos 
al terminar la servidumbre. También es propietario de las 
aguas que conduce mientras no las abandone a quien las ha- 
ga suyas, como ocurirá en un acueducto de desagiie. Pero la 
expresión es inexacta si se aplica a los cajeros de una ace- 
quia, a las fajas laterales o al cauce mismo de la acequia, 
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pues estos pertenecen al terreno, y el terreno no ha sido ena- 
jenado. El precio del terreno que paga el propietario del fun- 
do dominante, así como las demás indemnizaciones, no sig- 
nifican la contrapartida de una enajenación, sino una com- 
pensación que se avalúa como una enajenación, porque la 
servidumbre sin término equivale, desde el punto de vista 
económico, a una verdadera indisponibilidad de la parte gra- 
vada, que puede durar indefinidamente. 


Probablemente el Código Rural en su artículo 479 y la 
Ley Española de 1879 en su artículo 98 han pretendido sólo 
afirmar el principio de la inherencia de la servidumbre al 
predio dominante, o señalar que la servidumbre, como cosa 
accesoria, sigue el destino de la principal. La doctrina fran- 
cesa ha hecho uso de ese principio para permitir, por ejem- 
plo, la extensión de la hipoteca constituida sobre el fundo 
dominante a la servidumbre que lo sirve, y, desde luego, la 
trasmisión entre vivos o m0Ortis causa del predio dominante 
con su respectiva servidumbre. 


Para este principio no.es necesario decirlo especialmen- 
te, como se hace en el artículo 479, ni con una expresión que 
induce a error en cuanto a la naturaleza jurídica del grava- 
men, puesto que ya está establecido en el artículo 553 del 
Código Civil, como norma general para las servidumbres pre- 
diales, y, además es de aplicación tanto para el fundo domi- 
nante como para el sirviente. 


Se mantiene en el artículo 100 la posibilidad de estable- 
cer temporalmente esta servidumbre. No se establece ún lí- 
mite de años para que la servidumbre se considere temporal, 
como lo hace la Ley de aguas española. En el sistema éspañol 
las servidumbres-temporales establecidas por encima del lí- 
mite que fija la Ley se entienden perpetuas a los efectos de 
la aplicación de las disposiciones de la Ley de aguas. La so- 
lución puede ser acertada para evitar que se reclame la im- 
posición de servidumbres temporales, que ocasionan un pago 
mucho menor —al menos en otra época— pues se calcula so- 
bre el precio de arrendamiento. y no sobre el valor de venta 
del terreno. Pero tales inconvenientes no parecen de entidad 
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si el Juez fija el monto de los perjuicios, cuando se reclama 
una servidumbre temporal larga, en una suma próxima o 
equivalente a la que se establecería según la fórmula consig- 
nada en el artículo 86. de 


En la servidumbre temporal tiene el titular de la servi- 
dumbre activa la obligación de restituir las cosas a su anti- 
guo estado al acabar aquélla. Esto se explica porque, a dife- 
rencia de lo que ocurre en la servidumbre perpetua, en la 
cual se ha pagado todo el precio del terreno más la indemni- 
zación por los daños inmediatos —lo que significa una com- 
pensación que se acerca a la establecida en el procedimiento 
expropiatorio— en el caso de la servidumbre temporal el gas- 
to de reposición de las cosas a su antiguo estado no es pre- 
visto al fijarse la indemnización. En cambio, en la servidum- 
bre perpetua, los gastos eventuales que deba hacer. el dueño 
del fundo sirviente para volver las cosas a su estado ante- 
rior; pueden considerarse compensados por la recuperación 
de sus derechos de pleno uso y goce de la parte gravada, cir- 
cunstancia con la cual, en principio, no podía contar por el 
carácter indefinido de la servidumbre. 


El artículo 101 recoge la solución del artículo 470 del 
Código Rurál, eliminando las referencias a la figura de la con- 
cesión, que nada tiene que hacer aquí. 


El artículo 102 establece el principio general de la con- 
solidación de los derechos de uso y goce de la parte grava- 
da con la propiedad del fundo que conserva el dueño del pre- 
dio sirviente, cuando se produce la extinción de la servidum- 
bre. Es el principio general. No se distingue, desde luego, si 
la servidumbre es perpetua o temporal, pues esta circunstan- 
cia no tiene relevancia en este caso. El Proyecto se aparta del 
Código Rural en cuanto a que éste reconoce, en ciertos ca- 
sos, la obligación de devolver al dueño del fundo dominante 
lo que pagó por la servidumbre. Esta disposición del Código 
actual no se justifica, puesto que el propietario del fundo sir- 
viente ha cumplido con las prestaciones que impone la Ley, 
y, en las hipótesis que prevé el Código Civil, la extinción de 
la servidumbre no le es imputable. 
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El artículo 103 establece también un principio general 
para el retiro de los materiales cuando la servidumbre se ex, 
tingue, que sustituye a la solución parcial del Código, cuyo 
artículo 482 contempla «ese derecho solamente en ciertos ca- 
sos. La solución se justifica porque la servidumbre de acue- 
ducto hace excepción al principio general de accesión de los 
bienes incorporados a un bien inmueble, puesto que, mien- 
tras la servidumbre subsiste, todos los materiales aportados 
al acueducto son de propiedad del titular de la servidumbre 
activa. Es razonable otorgarle el derecho a llevárselos. 


El Proyecto no ha tomado en cuenta varios artículos del 
Código Rural actual. El artículo 456 se refiere a un punto 
que ya está reglado en el Título VI relativo al uso y apro- 
vechamiento de las aguas públicas. El artículo 459 queda 
suprimido, pues, por las razones expuestas, desaparece la im- 
posición de la servidumbre civil de acueducto en vía admi- 
nistrativa. El punto reglado en los artículos 466 y 467 se tra- 
ta entre las disposiciones relativas al procedimiento (Art. 
115). El artículo contiene disposiciones que nada agregan a 
las conclusiones que pueden extraerse de principios generà- 
les. El artículo 477 contiene una disposición completamente 
superflua, sólo explicable por la época en que fue dictada. 
Los artículos 480 y 481 contienen disposiciones sobre extin- 
ción de la servidumbre que no se justifican, pues la cuestión 
está debidamente resuelta en los artículos 643 y 646 del Có- 


digo Civil, con carácter general para todas las servidumbres. 


SECCION III 


© El Código Rural, en su sección décimocuarta, legisló so- 

bre dos servidumbres muy análogas: la de estribo de presa 
y la de partidor o parada. Las disposiciones de esta sección 
están tomadas de la Ley española de 3 de agosto de 1866, 
con leves variantes. El Código se expresa impropiamente, 
pues no hay una servidumbre de estribo a secas, sino una 
servidumbre de estribo de presa, cuyo fin es apoyar dicha 
construcción. 
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En la Ley española, como lo señala Gay de Montellá 
(Tratado de las servidumbres en materia de aguas, 1914:7) 
la servidumbre de estribo de presa corresponde para la de- 
rivación de aguas públicas. Esto surge en parte, de que el ar- 
tículo 103 de la Ley de 1879 señala que estas servidumbres 
se otorgan por la Administración y en forma de concesiones, 
figura jurídica que no sería aplicable a la constitución de un 
derecho sobre aguas y terrenos privados; y también resulta 
del artículo 554 del Código Civil español, que se refiere a 
la derivación de aguas de ríos y arroyos u otras corrientes ; 
continuas o discontinuas, que, en principio, y salvo excepcio- 
nes, son públicas en el Derecho Español, pues éste no ha re- 
cogido la distinción del Código Francés entre ríos navegables 
o flotables y los que no lo son. El Código Rural no parece ha- 
ber advertido estas diferencias, y es dudoso que haya tenido 
idea clara de a qué situaciones era aplicable la servidumbre 
eh cuestión. 


En el Proyecto la solución es diferente. Según los artícu- 
los 104 y 105 la servidumbre procede en dos casos: en pri- 
mer término, si se trata de ríos y arroyos no navegables n 
flotables, cuando alguien que sea titular de un derecho de dis- 
poner de esas aguas pretenda captarlas o derivarlas, para los 
usos previstos en el inciso 2? del artículo 104. Puede tratar- 
se de uno de los ribereños, que tiene derecho a usar de las 
aguas de la corriente, conforme con lo que establece el ar- 
tículo 33, o puede no serlo, pero poseer una servidumbre de 
acueducto que le permita derivar aguas de esa corriente. Tal 
servidumbre puede tenerla por título o por prescripción. En 
segundo lugar, para los ríos o arroyos navegables o flotables, 
que pertenecen al dominio público, no hay servidumbre de es- 
tribo de presa en cuanto al cauce y sus riberas, puesto que 
tanto aquel como éstas, que forman parte de él, integran el 
dominio público. En estos casos habrá un permiso o una con- 
cesión, de parte de la autoridad competente, para ocupar el 
terreno público y para aprovechar el agua, que se otorgará 
según las disposiciones del Título VI. La servidumbre apare- 
cetá en cuanto las obras excedan del límite de la ribera y 
deban invadir los fundos particulares ribereños. 


| 
| 
| 
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La servidumbre forzosa no se aplica a aguas alumbradas, 
ni tampoco a las manantiales, salvo que se hallaren en el ca- 
co del inciso 2? del artículo 25. 


El artículo 106 establece para el pago de los daños que 
origine esta servidumbre una solución análoga a la que se 
consagra para la de acueducto. No procede aquí abonar fa- 
jas laterales. La indemnización es previa, según lo establece 
el artículo 104. 


El primer inciso tiene en cuenta la hipótesis de que sea 
un ribereño quien pretenda imponer la servidumbre sobre el 
otro. El segundo supone que la presa es establecida en bene- 
ficio de alguien que no lo es, como servidumbre complemen- 
taria de la de acueducto. 


El artículo 107 contiene una serie de remisiones a nor- 
maes específicamente previstas para la servidumbre de acue- 
ducto, pero que también son aplicables a la de estribo de pre- 
sa. Es razonable que la servidumbre no pueda imponerse so- 
bre terreno ocupado por edificios o por predios que tengan 
el destino señalado en el artículo 84; que el dueño del fundo 
sirviente sea eventualmente indemnizado por los daños su- 
pervinientes que le provoque la obra, no previstos ni abona- 
dos al constituirse la servidumbre (Art, 87); que se deba per- 
mitir la entrada de técnicos, obreros, inspectores, etc., para 
las revisaciones y reparaciones necesarias. Además, como 
quien reclama esta servidumbre debe tener las condiciones 
señaladas en el artículo 96, numeral 1%, el propietario del 
fundo tiene que poseer la facultad de oponerse a la servidum- 
bre, si, quien la pretende, no llena esos requisitos, o si se da 
la circunstancia señalada en el inciso 2% del mismo artículo. 
Las facultades que otorga el artículo 97 son poco menos que 
implícitas en una servidumbre de este 'tipo. En cuanto a los 
últimos artículos, establecen la posibilidad de constituir tem- 
poralmente la servidumbre, hipótesis presumiblemente rara, 
pero posible, y prevén ciertas consecuencias de la extinción 
del gravamen. 


El artículo 108 recoge lo dispuesto en el primer inciso del 
artículo 487 del Código Rural, con ligeras modificaciones. El 
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artículo proyectado señala que la servidumbre se aplica a los 
casos de acequias que dividen dos predios, puesto que las ca- 
lifica de limitrofes. En ese caso la servidumbre tiene por ob- 
jeto obligar al propietario lindero a permitir que el partidor 
o parada se apoye y construya sobre la margen de la acequia 
que le pertenece. Está precisión se inspira en el comentario 
de la Comisión redactora de la Ley española de 1866, del 
cúal se desprende que la servidumbre estaba pensada para ese 
caso. La referencia a los demás titulares de un derecho a ser- 
virse de las aguas de la acequia, contempla el caso de que 
el acueducto en cuestión además de servir a los predios li- 
mitrofes, preste utilidad a otros. 


SECCION IV 


La Sección IV contiene una única disposición, relativa a 
la servidumbre de amarradura, que otorga el derecho a 
afianzar cables o sogas en el predio de la ribera opuesta. Es 
una servidumbre en el sentido clásico del Código Civil (ar- 
tículo 550), recogido por el Proyecto, puesto que se impone 
sobre un fundo gravado en favor de otro, dominante; y el 
gravamen consiste en la obligación de tolerar la erección de 
los postes, maderos o soportes necesarios para la fijación de 
los cables, y la colocación de éstos. Pero puede ser recípro- 
ca, lo que no es habitual en otras servidumbres, pues la bar- 
ca de paso puede establecerse en beneficio de uno u otro ri- 
bereño, pero también de ambos. Cuando la servidumbre se 
impone sobre predios ribereños de ríos o arroyos navegables 
o flotables es preciso, para tener derecho a la servidumbre, 
obtener de la autoridad competente para regular la navega- 
ción o flotación la autorización pertinente para establecer la 
barca. El requisito se justifica tanto por razones de seguridad, 
como por la necesidad de controlar que no se obstaculice la 
navegación a lo largo de la corriente. 


SECCION V 


La servidumbre establecida en esta sección es, en rigor, 
una restricción al dominio, puesto que no existe' un fundo do- 
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minante. Se trata de una servidumbre prevista en favor de 
quienes se encuentran en la necesidad de hacer uso, no sólo 
de la ribera pública, sino de la zona contigua de los predios 
privados ribereños para desembarcar, para depositar bienes, 
o realizar otras maniobras, destinadas a precaver o conjurar 
el peligro que los amenaza, o a aminorar las consecuencias 
del siniestro. Como es una servidumbre que se otorga en be- 
neficio de quienes están en una necesidad urgente e impre- 
visible, no corresponde realizar trámite alguno ante las au- 
toridades administrativas o judiciales para 'hacerla efectiva: 
ella es inmediatamente aplicable, supuesto que se den las cir- 
cunstancias que el Código prevé. El artículo 110 recoge con 
alguna ampliación la hipótesis prevista en el artículo 394, nu- 
merales 1? y 2% del Código Rural. Resulta innecesario justi- 
ficar la inclusión del río Cuareim y de la Laguna Merín, así 
como la de los demás ríos, arroyos y lagunas navegables o 
flotables, aunque con una faja de ancho menor. Como no es 
posible señalar casuísticamente el ancho adecuado a cada ca- 
so, el inciso 2? del artículo 11 adopta una norma genérica pa- 
ra resolver los casos en que el ancho de la servidumbre apa- 
rezca insuficiente, 


El inciso 1° del mismo artículo amplía las previsiones del 
Código Rural, permitiendo, por una norma genérica, que 
se cumplan en terreno privado operaciones de tracción me- 
diante cables, para hacer zafar las embarcaciones o desviar 
su rumbo cuando ello proceda, pues tales actos caben entre 
las operaciones que las circunstancias pueden requerir. 


El artículo 112 recoge, con una redacción simplificada, 
la solución de los numerales 5% y 6% del mismo artículo cita- 
do del Código Rural, y el artículo 113 se basa en el texto del 
“numeral 3% pero se elimina la preferencia establecida en 
aquel artículo en favor de ciertos créditos. 


Cabe señalar, por último, que esta servidumbre no se 
contradice con la que pueden imponer, en caso de ocurrir ne- 
cesidades semejantes, las autoridades encargadas del salva- 
mento. Cuando la autoridad tenga oportunidad y tiempo de 
intervenir, evidentemente tomará las medidas necesarias para 
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el salvataje, -entre las que podrán figurar las aquí señaladas, 
como se expresa en el artículo 141. La servidumbre estable- 
cida en esta Sección, o bien es independiente de toda inter- 
vención.de la autoridad administrativa, porque los hechos no 
han justificado su injerencia, o bien es subsidiaria o suple- 
toria de una eventual intervención oficial que podrá o no lle- 
gar a tiempo. 


SECCION VI 


La Sección VI establece una servidumbre de abrevadero 
que tiene carácter de excepcional, y que difiere de la esta- 
“blecida en la Sección XV del Código Rural. Este ha estable- 
cido tal servidumbre en beneficio de una población o caserío, 
situación que, por otra parte, el Proyecto mantiene (Art. 
129), pero la ha negado en favor de los fundos vecinos, en 
cuanto no está prevista. La solución del Código Rural puede 
Ser justa en situaciones normales, pero en circunstancias de 
excepción, como las que prevé el artículo 114, deben privar 
consideraciones de solidaridad social y razones que atañen a 
los intereses económicos nacionales, sobre el interés de los 
propietarios que poseen agua excedente, para que éstos de- 
ban tolerar que los menos favorecidos, cuyos ganados estén 
en peligro de mermar o perecer, los abreven en las aguadas 
del predio sirviente. Como, según lo dice expresamente la dis- 
posición, esta servidumbre no podrá ejecutarse de modo que 
haga peligrar el mantenimiento de los ganados del predio su- 
jeto a servidumbre, la negativa del propietario o de quien 
explote el predio susodicho respondería a motivaciones egoís- 
tas, que no debe proteger la Ley frente a los intereses de los 
propietarios vecinos, en el caso mejor identificado con el in- 
terés nacional en preservar la integridad del stock ganadero. 
La limitación al ejercicio de la servidumbre activa, es, en prin- 
cipio, en favor del mantenimiento de los ganados del predio 
sirviente, no de otras actividades económicas, como, por ejem- 
plo, el riego. Es lógico que sea así porque la reposición del 
stock ganadero es mucho más difícil que la de las plantacio- 
nes, y, además los volúmenes de agua requeridos son propor- 
cionalmente mucho menores en el primer caso. De todos mo- 
dos, como la servidumbre sólo se hace efectiva cuando así lo 
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deride el Poder Ejecutivo, en las zonas en donde lo determi- 
me, y conforme con las normas reglamentarias que dicte para 
el eso, la Administracin podrá establecer, llegado el momen- 
ès, las limitaciones que juzgue pertinentes para el ejercicio 
de la servidumbre, mientras no contrarie las previsiones le- 


sales. 
CAPITULO IH 


La Sección I establece normas generales aplicables a to- 
des esas servidumbres, salvo que otra cosa se exprese o sur- 
R del texto; la Sección II precisa algunos de los caracteres 
de las servidumbres mencionadas en el artículo 116. 


SECCION I 


Las servidumbres están previstas en relación con las ma- 
terias y objetos de que trata el Código, aclaración pertinente, 
por cuanto algunas de ellas pueden tener aplicación en casos 
que nada tengan que ver con el elemento hídrico, como ocu- 
rre con las cuatro últimas. Cuando la imposición de esas ser- 
vidumbres no tenga que ver con las materias u objetos del 
Código, ella se regirá por la legislación especial, por los prin- 
cipios generales, e incluso por las disposiciones de este Có- 
digo en la medida en que sea aplicable la analogía (Código 
Civil, Art, 16). 


Las servidumbres se establecen en beneficio de los co- 
metidos de las distintas personas públicas estatales. En prin- 
cipio las impone el Poder Ejecutivo. Puede imponerlas la Au- 
toridad de Aguas para el cumplimiento de sus cometidos pro- 
pios, e igualmente otros entes públicos u órganos del propio 
Estado —aquí persona pública mayor— cuando ello resulte 
de Ley especial. De no mediar estas disposiciones especiales, 
es de aplicación el principio general que consigna el inciso 1° 
del artículo 116, aunque el Poder Ejecutivo ejerza en esos 
casos su competencia en favor de otros entes públicos. Cabe 
exceptuar a los Gobiernos Departamentales en la medida en 
que su autonomía tiene origen constitucional y, además, la 
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-Ley Orgánica municipal u otras disposiciones de rango legal 
les artibuyan esa facultad. 


Los requisitos establecidos en el artículo 118 rigen para 
la imposición por la Administración de todas las servidum- 
bres de que trata el artículo 116, salvo para el caso de los 
salvamentos urgentes. Pero la tramitación reglamentaria en 
el artículo siguiente, cuyo fundamento es escuchar las obser- 
vaciones que pueda hacer el interesado previamente a la im- 
posición de la servidumbre, sólo procede preceptivamente en 
los casos señalados en los numerales 1% a 9% La razón es evi- 
dente, en cuanto tales servidumbres tienen mayor posibilidad 
de causar daños y además son normalmente permanentes. Las 
cuatro últimas servidumbres enumeradas en el artículo 116, 
por lo común, causan poco o ningún daño apreciable, y, por 
lo tanto procede usar en estos casos un procedimiento más 
expeditivo, solución prevista, por lo demás, en nuestra legis- 
lación, para estas servidumbres, en relación a objetos especí- 
ficos distintos (Decreto-Ley N? 9.026, de 29 de abril de 1933). 


El artículo 119 reduce el número de publicaciones en el 
Diario Oficial a tres, y requiere una publicación adicional en 
otro diari.o Ello se justifica, porque el relativo aumento de 
posibilidades de llevar el hecho a conocimiento real de los in- 
teresados, mediante un número mayor de publicaciones, es 
desproporcionado a la demora y onerosidad que ello signifi- 
caría. 


La resolución que imponga la servidumbre debe ser no- 
tificada en todos los casos (Art. 120) y, desde luego también 
en el de las servidumbres exceptuadas del trámite del ar- 
tículo precedente; cuya finalidad es otra. De todos modos 
debe tenerse en cuenta que, en casos de salvamento urgente, 
la notificación puede hacerse en el mismo acto de usar la ser- 
vidumbre, y, si no puede encontrarse a quien deba darse no- 
ticia, el. requisito queda dispensado hasta que ello sea razo- 
nablemente posible (Art. 124 inc. 2%). 


El propietario puede objetar la. estimación de los perjui- 
cios, pero sin oponerse al acto de constitución de la servidum- 
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bre. En puridad no existe entonces una oposición al acto ad- 
ministrativo, sino a una tasación esto es, una discrepancia en 
torno a un juicio técnico. Por lo tanto en estos casos puede 
recurrirse directamente a la vía judicial, y no cabe buscar 
una anulación por el procedimiento del Art. 309 de la Consti- 
tución, pues el fallo del Tribunal de lo Contencioso-Adminis- 
trativo no sería idóneo para dar satisfacción al demandante, en 
cuanto el mismo no podría sustituir la estimación adminis- 
trativa. 


Otra cosa ocurre cuando el propietario impugna el acto 
de imposición de la servidumbre, lo que pueda hacer por rá- 
zones de legalidad o de conveniencia. En tal caso, es lógico 
que, antes de deducir la acción por los perjuicios que alégue, 
se dilucide si la servidumbre ha sido bien o mal impuesta. 
“La firmeza del acto administrativo —señala Cassinelli Mu- 
hoz en nota a una resolución del Poder Ejecutivo R.D.J.A., 
55:36— se produce en nuestro derecho positivo, en alguno de 
estos tres momentos: (a) si no recurre en tiempo contra un 
acto originario; (b) si no se acciona en tiempo contra un ac- 
to definitivo; (c) si pasa en autoridad de cosa juzgada una 
sentencia contencioso administrativa que confirma el acto mi- 
pugnado”. Cabe agregar que la interposición defectuosa del 
recurso puede producir el mismo efecto, pues sería un caso 
comprendido dentro del primero. Una vez que el acto queda 
firme, por alguna de las circunstancias señaladas, comienza 
el período dentro del cual se puede accionar para el justipre- 
cio de la indemnización, cuyo plazo se rige por las normas 
generales. 


La acción de justiprecio se sustancia en la misma forma 
que las acciones relativas a la imposición o al funcionamiento 
de las servidumbres de que trata el Capítulo II de este Títu- 
lo, pues no hay razón valedera para establecer aquí un pro- 
cedimiento diferente. La hay en cambio, en cuanto a los tri- 
bunales intervinientes, pues mientras en esta acción están es- 
tablecidos expresamente (Arts. 120 y 121) en los juicios alu- 
didos en la Sección VII del Capítulo II se siguen las reglas 
generales de competencia. 
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Conforme con el artículo 122, el pago de la indemniza- 
cin es previo a la aplicación de la servidumbre. En los casos 
de acuerdo ello no ofrece problemas, fuera de los prácticos 
que resultan de la indisponibilidad de fondos en los rubros 
pertinentes, y de los trámites y demoras de la Administra- 
ción, que pueden dilatar la aplicación de la servidumbre. Si no 
hay conformidad del propietario, sea en cuanto a la proce- 
dencia del acto que impone la servidumbre, sea en cuanto a 
la estimación de los perjuicios, la Administración puede lle- 
var adelante los procedimientos consignando la suma ofreci- 
da, o declarando que no existen en el caso perjuicios indem- 
nizables. El propietario tiene derecho a recurrir del acto o a 
perseguir la fijación de la suma que él considera justa, de con- 
formidad con el procedimiento establecido en el Artículo 
120. El dueño del predio gravado puede cobrar la suma con- 
signada por la Administración y, no obstante ello, recurrir 
del acto o perseguir la fijación de la suma que él considera 
justa, esto es, accionar por el sobrante. Esta solución, que 
llama la atención en el caso de que se impugne el acto mis- 
mo de imposición de la servidumbre, pues es en virtud de 
él que se cobra el perjuicio, se justifica por la grave injus- 
ticia que representaría para el dueño verse obligado a tole- 
rar una servidumbre impuesta contra derecho, sin percibir si- 
quiera los daños que reconoce la propia Administración, y 
obligado a iniciar su acción por el justiprecio e indemniza- 
ción después de que el acto haya quedado firme, lo que, en el 
caso, puede significar un lapso de años. La solución del Pro- 
yecto aminora sensiblemente este daño, y concilia el interés 
del propietario con la celeridad y ejecutividad que deben te- 
ner las decisiones administrativas. 


Revocado o anulado el acto, existirá, en la mayoría de 
los casos, frente a la suma percibida por el propietario, un 
crédito contra la Administración por los perjuicios que le ha- 
yan ocasionado los actos realizados. Liquidados éstos, proce- 
derá la compensación pertinente. 


El artículo 123 recoge una solución similar a la que con- 
sagra la Constitución Nacional para el caso de expropiación, 
pero se hace la salvedad expresa de que no se indemnizan los 
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daños por demoras imputables al propietario, porque nadie 
puede ampararse en su propia culpa. En el texto constitucio- 
nal relativo a la expropiación la omisión de esta salvedad 
expresa ha producido abundantes controversias, en la vía ad- 
ministrativa y jurisdiccional. Decir cuándo uno demora es 
imputable al propietario, es desde luego, problema que resol- 
verá la jurisprudencia. 


Impuesta la servidumbre, la negativa del propietario del 
inmueble sirviente a permitir la entrada en el mismo, obliga 
a la Administración a recurrir a orden judicial, que, en el 
caso, librará el Juez de Paz del lugar de los bienes, para pe- 
netrar en el inmueble. Este puede ser un edificio o un fun- 
do, pues la Ley no distingue. Ello no es necesario en caso de 
salvamento urgente: la autoridad encargada de proceder al 
salvamento notifica in situ, y aplica de inmediato la servidum- 
bre, penetrando en el inmueble. Incluso puede hacerlo si no 
es posible hallar a quién notificar personalmente. Puede uti- 
lizar la fuerza pública si se trata de un órgano que dispone 
de ella; de lo contrario, reclama su auxilio. 


Es igualmente clara la razón por la cual no puede exi- 
girse en estos casos ni fijación previa de perjuicios, ni pago 
previo, ni aún el cumplimiento de los trámites relativos a una 
sustanciación completa del expediente, aunque corresponda 
hacerlo apenas ello sea posible. 


El artículo 125 establece normas para resolver las difíci- 
les cuestiones nacidas de la coexistencia de otros derechos 
reales o personales al aprovechamiento del bien, además de 
los del propietario. Se ha mencionado expresamente al arren- 
damiento por ser, con mucho, el más frecuente. La expre- 
sión no incluye, obviamente, a los titulares de derechos de 
garantía sobre el bien gravado. El dueño responde por los 
daños que cause su omisión en indicar quiénes son los titula- 
res de tales derechos, tanto ante la Administración, como an- 
te los particulares perjudicados. El perjuicio a los particula- 
res con derechos sobre el bien es evidente, cuando la Admi- 
nistración, ignorando su existencia, hace efectiva la servi- 
dumbre y ejecuta actos que perjudican materialmente a los 
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mismos. Es claro que tales titulares, que normalmente resi- 
den en el bien que explotan, podrán entonces recurrir contra 
un acto que no les ha sido notificado, y para el cual, por 
consiguiente, no les ha corrido término. La Administración 
deberá entonces decidir si sigue adelante los procedimientos, 
pues a veces la oposición del arrendatario, usufructuario, po- 
seedor, etc. puede ser fundada y, la suspensión probablemen- 
te perjudicará a la Administración. 


El inciso 3? establece claramente que estos interesados 
pueden impugnar también el acto de: imposición de la servi- 
dumbre, y no sólo la estimación de los perjuicios que la Ad- 
ministración les asigne. Es indiscutible, y no lo ignora la Co- 
misión que las situaciones que pueden originarse por esta 
concurrencia entre propietario y titulares de derechos al apro- 
vechamiento del bien son muy complejas, tanto desde del 
punto de vista de derecho sustantivo como procesal, pero ha 
buscado establecer normas generales que sirvan de funda- 
mento a las soluciones jurisprudenciales de las muchas hipó- 
tesis que pueden presentarse. 


A diferencia de otras legislaciones, el Proyecto no otor- 
ga a los concesionarios de un servicio público la facultad de 
establecer por sí mismos servidumbres, sino solamente de so- 
licitar su imposición a la autoridad concedente. Esta procede- 
rá conforme a lo dispuesto en los Art. 116 y 117. Pero la fa- 
cultad de la autoridad concedente de establecer la servidum- 
bre por sí dependerá de que se la otorgue una ley especial, 
a menos que se trate del Poder Ejecutivo, de la Autoridad de 
Aguas o de los Gobiernos Departamentales, dentro de sus 
competencias. Es además claro que los entes u órganos que 
intervengan en el procedimiento administrativo tendrán el 
control de la oportunidad del acto a dictar, salvo en la me- 
dida en que su decisión estuviera ligada a lo dispuesto en el 
mismo instrumento de concesión. 


Como la servidumbre la impone la Administración, el 
concesionario goza de las ventajas del procedimiento adminis- 
trativo para la imposición de aquélla, establecido en los ar- 
tículos precedentes. Su obligación es poner a disposición de 
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la Administración la suma correspondiente para que la pa- 
gue o consigne a los propietarios gravados. En suma la fija 
la Administración, no él. Si se llegare a fijar, como conse- 
cuencia de la acción judicial entablada por el propietario 
damnificado, una suma mayor de la ofrecida, va de suyo que 
el concesionario debe satisfacerla. La responsabilidad de la 
Administración ante los terceros por los actos u omisiones de 
los concesionarios en este aspecto se rige por los principios 
generales. 


El inciso 1° del Artículo 127 da una solución acorde con 
las exigencias de colaboración mutua que debe haber entre 
los entes públicos, pues no es razonable exigir la indemniza- 
cin de perjuicios pequeños causados en inmuebles del domi- 
nio público o fiscal por la imposición de servidumbres impres- 
cindibles para el cumplimiento de los servicios normales de 
otros entes estatales. La indemnización de perjuicios de me- 
nor entidad, que puede ser pertinente cuándo afecten a par- 
ticulares, no lo es entre los entes públicos, pues el fin públi- 
co común impone entre ellos una actitud solidaria. De lo con- 
trario, se usan las prerrogativas que la Constitución y la Ley 
conceden al Estado u otros entes estatales sobre los bienes 
de su dominio con fines eminentemente fiscalistas, en des- 
medro de la ejecución de los servicios públicos. 


El inciso 2? recoge la opinión de parte de la doctrina en 
cuanto a la posibilidad de establecer servidumbres adminis- 
trativas sobre bienes dominiales, con tal de que ellas no al- 
teren fundamentalmente el uso común del bien. Es una con- 
secuencia de los mismos principios de cooperación entre los 
entes públicos. 


La última disposición de la Sección tiene en cuenta aque- 
llos casos en que resulta más conveniente para los fines per- 
seguidos por la servidumbre recurrir a la expropiación del 
inmueble, en vez de imponer el gravamen. Esta será a ve- 
ces la solución adecuada, aunque lógicamente más onerosa, pues 
la servidumbre, como régimen permanente de coexistencia de 
derechos reales sobre un mismo bien, es por naturaleza más 
conflictiva que el desapoderamiento definitivo. 


A 
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SECCION II 


Queda dicho que la Sección II contiene disposiciones am- 
pliatorias o aclaratorias sobre los caracteres de las servidum- 
bres mencionadas en el artículo 116. Las de saca de agua y 
abrevadero se establecen, como en el artículo 488 del Códi- 
go Rural, en favor de una población o caserío. La disposición 
suena bastante arcaica; cabe suponer que casi siempre habrá 
medios más eficaces y directos para proveerse de agua que 
esta servidumbre, pero no existe razón suficiente para elimi- 
narla, porque en centros poblados apartados o mal ubicados 
puede ser indispensable. El inciso 2° reproduce casi literal- 
mente el artículo 489 del Código citado. Es innecesario, en 
cambio, reproducir el artículo 490 del Código Rural, atento 
a que las soluciones que señala ya están contempladas en los 
artículos 118 y 143 del Proyecto. El artículo 492, en cambio, 
es insostenible: no puede el gravado modificar por sí los ca- 
racteres de la servidumbre administrativa, pero podrá diri- 
girse a la Administración para que lo haga. 


Las disposiciones sobre la servidumbre de electroducto 
se inspiran, en parte, en el Proyecto de Código de Aguas pa- 
ra la Provincia de Buenos Aires (Arts. 170 lit. a) y b) y 171 
lit. c) y d) con algunas modificaciones. La diferencia en cuan- 
to al monto de la indemnización entre el terreno ocupado por 
los soportes y el terreno no afectado por la proyección de los 
conductores —sean éstos aéreos o subterráneos— se justifica 


porque la incidencia de la obra es obviamente distinta en ca- 
da caso. 


La servidumbre de camino de sirga se da en beneficio 
de la navegación y la flotación. Su origen es muy antiguo, 
puesto que remonta a las épocas en que era normal arras- 
trar las embarcaciones o facilitar la navegación en los ríos 
mediante tracción de cables (sirgas). En la actualidad su im- 
posición debe preverse como bastante excepcional, puesto que 
no se trata de arrastre, de barcas de paso o balsas de una 
orilla a la otra, sino de desplazamiento longitudinal a la co- 
rriente. Por eso sólo se prevé su imposición eventual en los 
lugares, trayectos o pasos en que el Poder Ejecutivo'lo consi- 
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dere necesario. Sería absurdo imponerla forzadamente en 
todas las corrientes navegables, puesto que ello causaría gra- 
ve daño a los montes y sementeras, sin compensación razo- 
nable por ello. 


El artículo 135 recoge, con leves modificaciones, lo dis- 
puesto en los artículo 498 y 499 del Código Rural. 


El artículo 136 innova necesariamente, pues, siendo la 
servidumbre de sirga de imposición contingente, no habría 
razón valedera para gravar con una restricción a la construc- 
ción (la llamada servidumbre non aedificandi) a todos los 
predios ribereños en que pudiere llegar a imponerse esta ser- 
vidumbre. La solución de no pagar indemnización por las ins- 
talaciones o edificios que se contruyeren cuando la servidum- 
bre todavía no hubiere sido impuesta, por el Poder Ejecutivo, 
sería inicua. Por consiguiente, en tales casos procede a ex- 
propiar. Su 


El artículo 137 reproduce al artículo 495 del Código ac- 
tual, con modificaciones para adecuarlo a la definición del ar- 
tículo 132. En cuanto a la solución del artículo 138, puede 
considerarse básicamente análoga a la solución del artículo 
497 del Código Rural. 


El artículo 139 se refiere a una servidumbre de amarra- 
dura que no es otorgada en beneficio de los ribereños, y cu- 
ya imposición no se tramita ante la justicia ordinaria, como 
sucede con la prevista en el artículo 109. Su objeto es más 
amplio, pues alcanza a las embarcaciones, y la impondrá la 
autoridad que tenga competencia para regular la navegación 
o flotación de las aguas, pues en beneficio de estas activida- 
des ha sido acordada. 


El artículo siguiente establece la servidumbre de señala- 
miento, no prevista en el Código Rural, pero que llena una 
necesidad importante para permitir colocar, en los predios ri- 
bereños de aguas navegables o flotables, señales que permi- 
tan o faciliten la conducción de las embarcariones por los 
canales navegables del río o arroyo, y ayuden al mismo tiem- 
po a evitar obstáculos, placeres, bancos u otros peligros. 
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Los artículos 141 y 142 legisla la imposición en vía ad- 
ministrativa de la servidumbre de salvamento. Procede cuan- 
do la autoridad interviene en las operaciones, lo cual normal- 
mente significa una tarea urgente, atento a las circunstan- 
cias en que el Proyecto prevé la utilización de la servidum- 
bre. Por esta razón, y en atención a los bienes jurídicos tu- 
telados, la aplicación de la servidumbre se hace por procedi- 
mientos inusualmente expeditivos (Art. 124). Cabe señalar 
que el artículo 142 prevé sobre todo situaciones tales como 
las que pueden presentarse en caso de grandes inundaciones, 
como ha ocurrido en el pasado en el país, y como sucede en 
grado mayor o menor de manera periódica, por la inestabi- 
lidad de los factores climáticos del Uruguay. El mismo trá- 
mite expeditivo ampara las dos situaciones: la prevista en el 
artículo 141 y la señalada en el 142. 


Los artículos finales de esta Sección se ocupan de las ser- 
vidumbres previstas en los cuatro últimos numerales del ar- 
tículo 116. Estas servidumbres pueden ser establecidas como 
principales, pero con mayor frecuencia son accesorias a otras, 
o, como dice con mayor propiedad el artículo 143, implícita- 
mente necesarias para la aplicación de las demás servidum- 
bres. Esta disposición busca disipar toda duda, en cuanto ya 
no cabrá discutir si las servidumbres anteriormente mencio- 
nadas (Numeral 1° a 10?) requieren, para poder ser auxilia- 
das en su aplicación por cualesquiera de las mencionadas en 
último término (Numeral 11% a 14%), que éstas sean formal- 
mente constituidas y mencionadas en el acto de imposición de 
las. primeras. Tal cosa no será necesaria. Pero debe entender- 
se que la aplicación de dichas servidumbres, en tal caso, es 
sólo en la medida en que lo requiera la servidumbre princi- 
pal constituida, y no más allá; y, además, que en el cálculo 
de la indemnización coresponderá prever los perjuicios que 
ocasione la aplicación de las servidumbres accesorias. Si no 
se hubieren previsto estos perjuicios en el momento de im- 
ponerse la servidumbre principal, y luego fuere necesario 
aplicar la accesoria, y ella ocasionare daños, éstos deberán ser 
indemnizados como daños supervinientes. Por lo tanto, será 
norma conveniente que la Administración, al impoñer una 
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servidumbre de las señaladas en los Numerales 1° a 10%, im- 
pongan también expresamente las que sean consecuencia ne- 
cesaria de aquélla en el caso concreto, si de su aplicación se 
derivaren perjuicios. Pero la norma soluciona especialmente 
los casos en que la Administración ha guardado silencio. 


Los artículos 144 a 146 están parcialmente inspirados en 
normas del Decreto-Ley N? 9026 de 29 de abril de 1933 (Art. 
19 lit. A), B), y C). El artículo 146 señala expresamente va- 
rias facultades anejar a la servidumbre de paso, que ha pa- 
recido conveniente consignar. 


TITULO V 


El Anteproyecto contiene dos Títulos, sexto y séptimo, 
que versan respectivamente sobre Avenamiento, conservación 
y mejoramiento y sobre labores, obras y servicios relativos 
al agua, designaciones un tanto imprecisas, puesto que las ta- 
reas a que se refiere el primer Título evidentemente confor- 
man obras o labores en el sentido del segundo. En dichos Tí- 
tulos el Anteproyecto reúne en realidad una serie de dispo- 
'siciones un tanto variadas, incluso sobre acueducto (Art. 63), 
sobre modificaciones artificiales de cauce (Art. 65) y sobre 
modificaciones al régimen pluvial (Art. 66). 


Los tres puntos principales reunidos por el Proyecto en el 
Título V tienen seguramente más unidad que las disposicio- 
nes citadas de los dos Títulos del Anteproyecto, pero ofrecen, 
no obstante, diferencias bastantes marcadas entre sí, que jus- 
tifican su distinción en dos capítulos, de los cuales el prime- 
ro podría subdividirse en dos secciones, la una integrada por 
los cinco primeros artículos, y la otra por los ses últimos, lo 
que no se ha hecho porque el artículo 153 es común a am- 
bas. Los elementos comunes justifican, empero, su conside- 
ración unitaria. En efecto: las primeras diposiciones, dirigi- 
das a evtar y sancionar la contaminación de las aguas, son de 
defensa de las aguas; los restantes artículos del mismo capí- 
tulo se dirigen a la defensa de los álveos y zonas aledañas, 
expresión ésta que está comprendiendo la defensa de los mis- 
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mos predios ribereños contra la acción de las aguas, cuestión 
estrechamente conexa a la anterior. El segundo capítulo está 
algo separado de tal temática, pues se centra en el mejora- 
miento de ciertas tierras dañadas por la presencia natural o 
artificial de aguas: son, pues, obras de desecación, avena- 
miento o mejora integral sobre terrenos pantanosos, baña- 
dos o lagunas. Conviene señalar que el avenamiento, en otras 
legislaciones se regula como servidumbre, aparece aquí como 
obra, y efectivamente lo es, aunque la tarea de avenamiento 
deba cumplirse normalmente mediante la imposición de ser- 
vidumbres para desviar las aguas del predio que se deseca a 
través de fundos ajenos. Esto se hace mediante servidumbre 
de acueducto, que puede ser civil o administrativa, según 
20s casos (Arts. 81 y ss. y 116), que en algunas legislaciones 
se llama en tal caso de desagiie o avenamiento. 


El problema de la contaminación de las aguas, con el gra- 
ve peligro que representa para la salud humana, para la pre- 
servación del medio ambiente animal y vegetal y para otros 
bienes u objetos que son dañados por las sustancias que al- 
teran .la calidad de las aguas, es objeto de atención por el 
Proyecto, que dedica cinco artículos al punto. Estas disposi- 
ciones no alcanzan al objeto previsto en la legislación especial 
(Ley N° 13.833 de 29 de diciembre de 1969). 


El artículo 148 se basa en el inciso 1% del artículo 60 del 
Anteproyecto, perc a la norma prohibitiva que establece di- 
cha disposición se ha agregado, en el inciso 2%, la mención de 
las facultades atribuidas a la autoridad para impedir que se 
lleven a cabo las actividades que la Ley prohíbe. Estas facul- 
tades tienen carácter tanto preventivo como represivo, en cu- 
yo caso consisten en sanciones administrativas. Se ha toma- 
do en cuenta al efecto lo dispuesto por la Ley General de 
Aguas, cuyos artículos 22 y 25 prevén el caso adecuadamente. 


Los artículos 149 y 150 se basan en lo previsto en los 
literales a) y b) del Anteproyecto, que se han reordenado. Se 
trata de normas claras que permiten, por excepción, las acti- 
vidades genéricamente prohibidas en el artículo 148: cuando 
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existan razones —que la Ley expresa— para tolerarlas en el 
caso concreto. 


Los artículos 151 y 162 prevén las sanciones administra- 
tivas para las infracciones. La Autoridad de Aguas podrá 
aplicar multas dentro de los límites que ha de fijar la regla- 
mentación que dictará el Poder Ejecutivo; a tales multas se 
podrá acumular la caducidad de la concesión o permiso para 
el uso de aguas que hubiere otorgado al infractor. Esta últi- 
ma precisión no es, en rigor estrictamente necesaria, puesto 
que por aplicación de los principios generales, una actividad 
de tal naturaleza estaría comprendida dentro de las infrac- 
ciones graves que se hacen acreedoras a dicha sanción (Art. 
182, num. 4° y 5%). Todo ello, desde luego, sin perjuicio de 
la acción penal que corresponda si el hecho queda tipificado 
como delito (Arts. 218 y 225 del Código Penal). 


Para aplicar la sanción establecida en el artículo 152 
únicamente es competente el Poder Ejecutivo. 


El artículo 153 —referido al mismo tiempo a las aguas 
y a los álveos— recoge una disposición del Anteproyecto 
(Art. 58), completada con una fórmula genérica sobre los po- 
deres de policía del uso y conservación de las aguas y álveos 
públicos. La norma, aunque abarca también la protección de 
la calidad de las aguas, se dirige especialmente a la defensa 
de la entidad y volumen de las mismas, como resulta de la 
precisión final, 


Las disposiciones de defensa de las riberas y zonas ad- 
yacentes comienzan con el artículo 154, que tiene su fuente 
en el artículo 415 del Código Rural, al que se ha incorpora- 
do algunas modificaciones aportadas por el Anteproyecto, en 
su Artículo 57. Se ha fijado, con mayor precisión que en el 
texto vigente, el plazo dentro del cual deberán dar noticia a 
la Autoridad aquellos propietarios ribereños que realicen 
obras defensivas, en la zona aledaña a la faja de dominio pú- 
blico. Vale decir que se trata de obras que, sin invadir el ál- 
veo, y contiguas a la línea superior de la ribera, se afincan 
dentro del predio privado. La construcción de instalaciones 
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defensivas dentro de la ribera o, más genéricamente, dentro 
del álveo público, está prevista por el inciso 2%, que requie- 
re para ello el permiso de la Autoridad. Esta será compe- 
tente en-todos los casos, salvo que se trate de aguas del do- 
«minio público municipal. 


El artículo 155 impone la obligación de documentar de- 
bidamente las gestiones mencionadas en el artículo preceden- 
te, a fin de que la Autoridad de Aguas, o el Gobierno Depar- 
tamental en su caso, puedan decidir con mejor conocimiento 
de los hechos. 


El artículo 156 tiene también su fuente en el Antepro- 
yecto (artículo 69) cuyos literales han sido recogidos aportan- 
do ciertas limitaciones de los numerales 49 y 5%, para respe- 
tar las competencias de otros entes y órganos públicos. La 
modificación mayor radica en la especificación —en el inci- 
so 12— de los fines que guiarán la acción del Estado al re- 
glamentar las actividades que en el artículo se mencionan. 


Los artículos 157 y 158 recogen, con algunas precisiones, 
lo dispuesto en. el artículo 295 de la Ley número 13.737, de 
:9 de enero de 1969. Se trata de prescripciones necesarias pa- 
ra defender la configuración de la costa, amenazada por la 
extracción incontrolada o clandestina de arena y otros mate- 
riales. Tales extracciones, en la faja de defensa, sólo pueden 
realizarse por encima de determinado nivel. Tal es la finali- 
dad de la faja defensiva. Esta faja está comprendida entre 
la línea desplazada doscientos cincuenta metros más adentro 
“contados desde el límite superior de la ribera, determinado 
en otra parte del Código, y la línea del nivel del cero Whar- 
ton. El cero Wharton es el plano horizontal que pasa 23.88 
metros por debajo del marcador colocado en 1889 en el án- 
gulo sureste del vestíbulo del Cabildo de Montevideo, plano 
que sirve de base para todas las escalas hidrométricas del país, 
de conformidad con lo establecido en el Decreto de 20 de ma- 
yo de 1949. 


Como el daño causado por estas actividades puede ser 
muy grave, la infracción debe ser sancionada proporcional- 
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mente a la entidad de la misma, y se confía a la reglamen- 
tación, tanto la fijación del plazo durante el cual se prohi- 
birá al infractor continuar la extracción de materiales del ya- 
cimiento que explote, como la de la multa, que deberá api- 
carse dentro de los límites establecidos por la Ley, con un 
procedimiento para la adecuación de sus montos. Esto últi- 
mo para evitar que, con el tiempo, y por variaciones impre- 
visibles del valor de la moneda, los montos puedan ser ex- 
cesivos o insuficientes, 


El artículo 159 reproduce lo preceptuado por el artículo 
425 del Código Rural, limitándose a señalar expresamente q 
qué órgano gubernativo compete la obligación mencionada 
en la disposición. 


El Capítulo II del Proyecto, -referente a la Desecación y 
avenamiento de lagunas y tierras pantanosas o encharcadi- 
zas, recoge una disposición del Anteproyecto sobre esta cues- 
tión, y agrega otras, que significan un cambio de orienta- 
ción frente al articulado casuista del Código Rural. La Sec- 
ción XI del Título II de dicho Código resulta notoriamente 
anticuada, y contiene incluso principios reñidos con las nor- 
mas constitucionales, como el artículo 431, por el cual se sus- 
trae a los dueños la propiedad de sus tierras declaradas in- 
salubres sin la correspondiente indemnización establecida de 
conformidad con el artículo 32 de la Constitución. Tampoce 
puede justificarse la aplicación por la Administración de un 
régimen de concesión a los particulares para realizar obras O 
trabajos de desecación en fundos de terceros, pues, no sien- 
do la Administración dueña de ellos, no puede hacerse uso 
de esa figura jurídica. 


Otras disposiciciones de esta Sección, como los artículos 
427 y 428, establecen una especie de consorcio forzoso entre 
los propietarios de lagunas o tierras pantanosas, con el fin 
de desecarlas. Pero este consorcio se hace de funcionamiento 
difícil cuando su régimen no está debidamente reglamenta- 
do. Por otra parte, las disposiciones de esta Sección han te- 
nido muy escasa aplicación en la práctica administrativa y 
judicial. : 
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En el capítulo se hace mención de obras y trabajos, por 
cuanto algunas de las tareas previstas específicamente en él 
no importan o no requieren necesariamente la construcción 
de una obra, En atención a ello, el nuevo articulado se re- 
fiere a ambas actividades. Tampoco es necesario que estas 
obras o trabajos tengan el carácter de públicos. Ello ocurri- 
rá en muchos casos, pero, evidentemente, en otros no se reu- 
nirán las características que tipifican a la obra pública o al 
trabajo público. 


El artículo 160 tiene su fuente en el artículo 53 inciso 
1? del Anteproyecto. Se refiere a la preparación de los pro- 
yectos generales de mejoramiento integral de zonas inunda- 
das o inundables, que se elaboran de conformidad con la po- 
lítica de aguas, y cuya realización se confía a la Autoridad. 
No se refiere en cambio a las obras mismas de mejora o de- 
fensa que se prevén por ese artículo, pues ellas normalmente 
no serán ejecutadas por la Autoridad de Aguas. 


El artículo siguiente —basado en el inciso 2? del men- 
cionado artículo del Anteproyecto— sustituye la referencia 
genérica al Estado por la expresión entidades estatales, para 
evitar que, en ese caso, la referencia pueda ser atribuida so- 
lamente a la persona pública mayor, interpretando el término 
restrictivamente. También se exige que los proyectos en cues- 
tión hayan sido debidamente aprobados. 


El artículo 162 se aparta del artículo 54 del Anteproyec- 
to. Por las razones que se expresan más adelante, la Comi- 
sión ha eliminado el Título relativo a los consorcios de obras 
hidráulicas, por lo cual la remisión del artículo 64 del An- 
teproyecto pierde aquí sentido. La norma sustitutiva aquí 
adoptada es lógica: el Estado llevará a cabo por sí o por con- 
cesionarios las obras y trabajos a que se refiere el artículo 
precedente, cuando ellos recaigan sobre bienes dominiales y 
fiscales. El término Estado tiene aquí sentido lato. 


El artículo también establece la facultad del Estado pa- 
ra realizar las obras o trabajos sobre predios particulares ŝi 
los dueños de éstos no quisieren hacerlos por sí mismos, con- 
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forme al régimen del artículo siguiente. El fundamento de 
ello es que no ha parecido razonable obligar a los particula- 
res, en todos los casos, a ejecutar los trabajos y obras, puesto 
que no son ellos quienes han decidido el plan general de me- 
joramiento ni han intervenido en su elaboración. Por tanto, 
como gestor del mismo, debe el Estado estar dispuesto a lle- 
varlo a cabo subsidiariamente en la parte que afecta a los 
fundos privados, sin perjuicio de resarcirse sobre log propieta- 
rios hasta el monto del beneficio que las obras o trabajos apa- 
rejen a sus tierras. Este beneficio es, como señala el artículo, 
el que ha sido efectivamente acumulado a los terrenos, y no 
el que por otras circunstancias pudiere recaer en el patrimo- 
nio del dueño. Además, en lo atinente a la extensión de este 
derecho de repetir, se fija el otro límite que establece la doc- 
trina: el de la suma invertida por el Estado, límite que no 
se podrá franquear aunque el beneficio recibido por el fundo 
sea mayor de lo gastado en él por la Administración. 


El artículo prevé que, para la realización de estas obras 
o trabajos proyectados por el Estado, pueden obtener los par- 
ticulares la ayuda de la Administración, en un régimen de 
convenio. Este tipo de cooperación tiene antecedentes bastan- 
te añejos en nuestra legislación, y ha sido utilizado con éxi- 
to por el Ministerio de Obras Públicas para cooperar con 
antidades públicas o privadas, o aún con grupos de particu- 
lares o comisiones vecinales interesadas en la realización de 
obras de beneficio colectivo. El procedimiento tiene la ven- 
taja evidente de permitir que se lleven a cabo obras que ni 
los particulares ni la Administración estarían dispuestos a 
ejecutar por sí solos, en unos casos, por falta de asistencia 
técnica y material, en otros, porque el carácter de las mis- 
mas no justificaría que el Estado asumiera la erogación total 
que demandara su ejecución, puesto que sólo mediatamente 
son obras de beneficio colectivo. Permiten, además, hacer 
adecuado uso de disponibilidades de mano de obra, de mate- 
rial y de capacidades técnicas, que pueden ocasionalmente 
estar ociosos en la Administración. El problema más serio que 
ofrece en la práctica este tipo de asociación es la falta de un 
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estatuto jurídico que regule las responsabilidades de las par- 
tes, éspecialmente del lado de los particulares, cuya asocia- 
ción puede no llegar a constituir una persona jurídica. Tales 
dificultades se ponen de manifiesto sobre todo en el caso de 
incumplimiento por parte de los particulares de la contrapres- 
tación a la ayuada oficial brindada. Es por eso que el Pro- 
yecto, que no puede entrar a una regulación general de un 
régimen que sería de aplicación, no sólo para esta clase de 
obras, sino para muchas otras ajenas del todo a la materia 
hídrica, se limita a prever su constitución, la que se verifi- 
cará en el marco legal y reglamentario que establezcan las 
disposiciones generales sobre este instituto. 


El artículo 164 contiene previsiones para una situación 
distinta. Se trata de aquellos casos en que la Administra- 
ción no ha elaborado proyecto alguno de mejoras para la zo- 
na, esto es, de los casos en que no ha mediado ninguna ini- 
ciativa oficial para efectuar la obra de mejoramiento, con- 
servación o avenamiento en una región determinada. No obs- 
tante ello, el dueño o los dueños de las tierras deciden lle- 
var adelante los trabajos. Es claro que esto debe ser siem- 
pre posible, y el artículo establece entonces la norma a que 
se ajústará el repartimiento de los gastos de estos trabajos u 
obras de ejecución privada, a menos que los interesados des- 
placen tal solución por acuerdo de voluntades, conforme 'a la 
legislación civil. El artículo 165 resuelve el caso en que al- 
gunos particulares quieran llevar a cabo la obra y otros se 
opongan. Aquí el Código Rural establece un sistema por el 
cual el conjunto de propietarios que representen la mayoría 
de terreno saneable puede imponer su voluntad a los demás 
para que la obra sea costeada colectivamente (artículo 427 y 
siguientes). El Proyecto mantiene esta solución, pero en lu- 
gar de hacer intervenir en el diferendo a la Administración, 
como es la solución “del Código Rural, se hace intervenir al 
Juez competente. Sé elimina, pues, el procedimiento de la 
realización de la junta, y la oposición se tramita por el pro- 
cedimiento de los incidentes, conforme al Código de Procedi- 
miento Civil. La sentencia no entra a decidir cuestiones de 
oportunidad en cuanto a la obra —como sería probablemen- 
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te del caso en una decisión administrativa— sino. que se'li- 
mita a constatar si existe consenso entre quienes representan 
la mayoría del terreno a beneficiar, y, desde' luego; “si esa 
mayoría se ha formado regularmente; y, además, autoriza el 
ingreso a los fundos de los opositores para ejecutar la obra, 
en caso de que éstos lo nieguen. 


El artículo siguiente reconoce como beneficiosa, en prin- 
cipio, la: desecación de los terrenos insalubres declarados ta- 
les por la autoridad sanitaria. Existe para tal fin, en el Pro- 
yecto, una declaración de utilidad pública relativa a su ex- 
propiación. Ello contempla el caso de que el dueño no quie- 
ra o no pueda desecarlos por sí, El Proyecto rechaza la so- 
lución del Código Rural de dar el terreno en concesión a 
terceros (artículo 431), cuya inconstitucionalidad derivada 
de la desapropiación sin compensación suficiente es bastante 
clara. 


Pero además el Proyecto establece una limitación a la 
norma precedente, pues, en atención a otros intereses públi- 
cos de peso, puede corresponder mantener la condición natu- 
ral de esos bienes, para darles otro destino. En efecto: el ar- 
tículo 167 tiende a proteger valores que lamentablemente han 
sido muy descuidados en nuestra legislación y en la práctica. 
Se trata de la preservación de la fauna y la flora autóctona 
que, en modo muy especial, puede ser protegida en ciertas 
zonas anegadizas o pantanosas, en esteros o bañados, lo que el 
Código Rural, para el cual el problema de la preservación de 
la fauna y del medio ambiente no se había aún presentado, 
ignoró el punto, y consideró que el bañado es siempre un 
mal. Esto puede ser verdad desde el punto de vista estricta- 
mente económico, o, quizás más justamente, desde la pers- 
pectiva de una economía dirigida sólo a la producción agro- 
pecuaria; pero existen valores científicos, paisajísticos y aún 
turísticos que la Nación debe cuidar. Por ello se requiere que, 
cuando se proyecten obras de desecación en zonas pañntano- 
sas, bañados o lagunas que sean o puedan constituir refugio 
de especies de la fauna autóctona y de la flora que integra 
su medio ambiente natural, la Autoridad deba obtener la 
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¿nuencia del órgano a cuyo cargo estuviere la protección del 
referido medio ambiente. Si no existiere acuerdo entre ambos 
organismos estatales, el Poder Ejecutivo decidirá, apreciando la 
importancia relativa «de los opuestos valores en juego. 


TITULO VI 


” 


El título VI trata de los usos y. aprovechamientos de 
aguas y álveos dominiales y fiscales. La regulación se ocupa 
especialmente de los bienes dominiales. Para las aguas y ál- 
veos fiscales existe una norma de remisión —en lo que resul- 
te aplicable— a las disposiciones que rigen el otorgamiento 
de esos -derechos de uso para el dominio público (artículo 
203). Para- las aguas y- cauces dominiales, el Proyecto ha dis- 
tinguido entre usos comunes y privativos. Estos últimos, co- 
mo es lógico, han sido objeto de una regulación más detalla- 
da, pues es punto de especial importancia determinar bajo 
qué figuras jurídicas y en qué condiciones obtendrán los par- 
ticulares esos derechos. 


En primer lugar, cabe señalar que, tratándose de los usos 
comunes (artículo 169), puede ser necesaria una autoriza- 
ción para ejercerlos, en los casos en “que la reglamentación 
así lo prescribá (inciso 1% de dicho artículo). Pero, en prin- 
cipio, el particular tiene la posibilidad directa de aprovechar 
estas utilizaciones si la Administración no ha colocado un obs- 
táculo jurídico que se lo impida, obstáculo que deberá enton- 
ces remover por un acto de autorización. La autorización, 
pues, elimina ese impedimiento para que el particular haga 
valer su derecho preexistente, puesto que así se lo reconoce 
la Ley. Exactamente lo mismo ocurrirá con aquellos otros 
usos comunes eventuales que podrá autorizar genérica- 
mente la Autoridad de Aguas (artículo 170) y que actual- 
mente no existen como tales. Al hacerlo, la Autoridad podrá 
declararlos directamente accesibles a los usuarios, o podrá 
requerir que éstos cumplan determinada condición para ejer- 
cerlos. 
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En segundo término, es importante señalar que el Códi- 
go proyectado distingue dos clases diferentes de actos para 
otorgar usos privativos sobre los bienes dominiales referidos: 
el permiso y la concesión. Puede notarse de inmediato que el 
término permiso ha sido aplicado exprofeso a un género de 
actos que parte de la doctrina considera como concesiones, 
puesto que constituyen, conforme a la definición de Saya- 
gués Laso (Tratado, 1:421) “actos de derecho público que 
confieren a una persona un derecho o un poder que antes no 
tenía, mediante la transmisión de un derecho o del ejercicio 
de un poder propio de la Administración”. Tanto en los ca- 
sos de otorgamiento de permisos como de concesiones que re- 
gula este Proyecto, se dan las condiciones mencionadas, pues- 
to que se otorgan usos privativos sobre los cuales el particu- 
lar beneficiado no puede alegar un derecho preexistente. La 
distinción, pues, en el Código proyectado, no está en su na- 
turaleza jurídica, sino en su regulación jurídica, pues los ac- 
tos difieren en las condicionantes de hecho que debe tener 
en cuenta la Administración para otorgar uno u otro (artícu- 
lo 171), en sus caracteres jurídicos fundamentales (artículo 
173 frente a artículos 177, 179 y 180) y en sus formas de ex- 
tinción. Con tal de que la expresión no se interprete erró- 
neamente como permisiva de la extensión de las normas de 
concesiones a los permisos tal como se estructuraran en este 
Código, podría decirse que estos últimos son, por su natura- 
leza, pequeñas concesiones otorgadas para utilizaciones me- 
nores, y organizadas mediante una regulación menos formal 
que las de las concesiones strictu sensu y que deja una ma- 
yor libertad de acción a la Administración. 


El artículo 168 establece una norma general cuya fuen- 
te directa es el artículo 15, inciso 1% del Anteproyecto. La 
redacción actual, sin embargo, ha limitado la extensión del 
principio en dos sentidos. En primer término, "se ha precisa- 
do, en éste como en otros artículos del mismo Título, que la 
disposición se aplica a las aguas y álveos del dominió públi- 
co, expresión más inequívoca que aguas y álveos públicos, 
puesto que en este caso podría discutirse si comprende tam- 
bién a las aguas y álveos fiscales. La extensión de las dispo- 
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siciones de este Título a las aguas y álveos fiscales resulta, 
como queda dicho, de los artículo 202 a 204, y vale: sólo en 
lo pertinente; no podrá, por ejemplo, hablarse de usos y apro- 
vechamientos. comunes sobre aguas y álveos fiscales, 


En segundo término, la aplicación de las normas del Pro- 
yecto al uso y aprovechamiento de aguas y álveos. del domi- 
nio público cede ante normas legales que regulen aspectos es- 
péciáles y ante las normas de Derecho Internacional, que, en 
nuestro país, se aplicarán particularmente a los cursos de 
agua limitrofes, como el Río de la Plata, el Río Uruguay, el 
Río Cuareim y otros, y la Laguna Merín. La aplicación de 
las normas del Código proyectado al mar territorial está ex- 
cluída expresamente —salvo excepciones— por el artículo 1°. 
Esto, sin embargo, no obsta a la aplicación analógica de las 
disposiciones del Código, cuando proceda, según las normas 
generales. 


La eliminación de la referencia a los organismos estata- 
les y entes autárquicos —terminología aplicada en la Argen- 
tina— se justifica porque ellos están comprendidos en la nie- 
va redacción, que contiene una expresión genérica. Además, 
para un importante aspecto del uso de aguas y álveos domi- 
niales —el relativo a la prestación de servicios públicos que 
entren en los cometidos de otros entes y órganos estatales— 
existe una disposición especial (artículo 200). 


Los incisos siguientes se refieren a la situación de los 
derechos de uso o aprovechamiento de aguas y álveos domi- 
niales, actualmente existentes. El Proyecto recoge la solución 
del Anteproyecto de respetarlos, pero reduce a la mitad el 
lapso previsto para efectuar el registro, que ha parecido de- 
masiado largo. Se ha puesto como dies a, quo la fecha de en- 
trada en vigencia “del Código, en lugar de la promulgación, 
término que a veces ha suscitado controversias. Se ha acla- 
rado también cuáles son las solicitudes que, formuladas en 
plazo, tienen: como resultado final preservar el derecho ad- 
quirido por los interesados. p ` 
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Es frecuente que. las legislaciones especiales. de “aguas es- 
tablezcan registros, pero difieren en cuanto a su alcance y 
consecuencias. Así el Proyecto para la Provincia de Buenos 
Aires establece (artículo 25) un catastro para las propias 
aguas públicas, no para los derechos constituidos sobre ellas. 
En cambio el artículo 5% del Texto Unico de las disposiciones 
legales sobre aguas e instalaciones eléctricas de .Italia (De- 
creto número 1.775, de 11 de diciembre de 1933) establece 
un registro de aprovechamientos (utenze) sobre las aguas 
públicas. 


El Proyecto atribuye a la omisión de registro consecuen- 
cias más radicales que las deriven de ese hecho en' algunos 
otros Códigos, como por ejemplo, el de Mendoza (artículo 
223 y siguientes) en cuyo texto el registro tiene función in- 
formativa. Algo análogo ocurre en el Texto Unico italiano, en 
el cual' la omisión acarrea solamente una multa, porque allí 
también la finalidad del registro es informativa. En cambio 
el Proyecto, que en esto concuerda con la solcción propues- 
ta por el doctor Valls, sanciona la omisión de registrar den- 
tro del plazo con la caducidad del derecho. Ello debe ser así, 
porque no sólo interesa conocer cuáles son los derechos cons- 
tituídos, sino también que su situación quede definitivamen- 
te aclarada dentro de un tiempo prudencial. 


El artículo modifica en parte la solución del Anteproyec- 
to en cuanto a dejar librada al Poder Ejecutivo —ya no la 
Autoridad de Aguas— la posibilidad de hacer cesar tales de- 
rechos o provocar su conversión a las figuras jurídicas más 
afines; pero en estos casos no sólo se indemnizarán los per- 
juicios, como lo preveía el Anteproyecto, sino que la resolu- 
ción deberá ser fundada y basada en razones de interés ge- 
neral. 

æ 

Para los usos y aprovechamientos de aguas y álveos do- 
miniales que no estuvieran fundados en título o derechos, si- 
no en los hechos, el plazo de subsistencia es más -breve —dos 
años—.y en ese lapso los usuarios deben solicitar concesión 
o permiso: En tal caso, se estará a lo. que la Administración 
resolviere. 
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El artículo 169 sobre usos comunes recoge la solución del 
artículo 16 del Anteproyecto, con una ampliación: la relati- 
va a la navegación y flotación, ambas consideradas en el nue- 
vo texto como usos comunes, si bien este principio gene- 
ral sufre en la práctica grandes restricciones que resultan de 
la legislación especial y, como los demás usos comunes, tam- 
bién de los reglamentos. La Comisión cree acertado el crite- 
rio restrictivo del Anteproyecto, que eliminaba varios usos co- 
munes ministerio legis, como los establecidos en los artículos 
352, 508, 562, 564, 565, 574, etc. y ha hecho sólo la salvedad 
apuntada en favor de la navegación y flotación siguiendo so- 
bre el particular al derecho español, cuya Ley de Aguas de 
13 de julio de 1879 (artículo 138) establece para la navega- 
ción un principio similar al que aquí se recibe. Cabe agregar 
que, como señala el doctor Valls en nota al artículo 16 del 
Anteproyecto, estos usos recaen tanto sobre aguas móviles 
como quietas. En cambio corresponde decir que, en el Pro- 
yecto actual, no es válida la nota del doctor Valls relativa 
al uso ministerio legis de las aguas que corren por una ace- 
quia con destino a un inmueble, pues, en la solución del Pro- 
yecto, éstas pertenecen al titular de la servidumbre activa 
de acueducto, y no pueden ser usadas para aprovechamientos 
comunes por terceros. 


El artículo 170 tiene un alcance distinto al artículo 19 
del Anteproyecto. Dicho artículo 19 no resulta claro, aunque 
aparentemente se refiere a usos privativos, puesto que requie- 
re un permiso especial, si bien su relativa generalidad —se 
trata de permisos aplicables a una categoría de personas— 
los deja a medio camino de los usos comunes. En el Proyecto 
se establece la posibilidad de declarar otros usos comunes 
que serán autorizados genéricamente por la Autoridad con 
respecto a determinadas aguas dominiales. Como estos usos 
no parecen tan obvios ni tan universalmente justificados, su 
imposición .no tiene rango legal, por lo que podrán también 
desaparecer por vía reglamentaria; y deberán, además, ser 
congruentes con otros principios del Código que éxpresamen- 
te se mencionan. 
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La exclusión de los permisos para construir obras hidráu- 
ficas, que estaban previstos en el Anteproyecto, se justifica 
si se considera que tal hipótesis no debe configurar un uso 
común, puesto que la construcción de la obra requerirá nece- 
sariamente ocupación del bien del dominio público y tendrá, 
por consiguiente, carácter privativo. 


El artículo 171 establece el principio general básico de 
que los usos privativos de aguas dominiales requieren per- 
miso o concesión. La Autoridad reglamentará cuándo pro- 
cederá la concesión, de conformidad con ciertos caracteres 
que en el artículo se expresan. El Proyecto se aparta así de 
dos soluciones que no le han parecido convenientes: ni la 
del Anteproyecto, que no establece criterio alguno para se- 
ñalar cuándo se otrgará una concesión y cuándo un permiso, 
sino que lo deja librado a la discrecionalidad administrativa, 
ni la del Proyecto de Código de Aguas para la Provincia de 
Buenos Aires de 1939, que sigue el camino de dividir las uti- 
lizaciones de aguas en mayores, menores e ínfimas, y se- 
ñala que las dos primeras siempre requieren concesión, mien- 
tras que los permisos sólo proceden para las ínfimas. Este 
último criterio se ha considerado demasiado rígido, pues la 
importancia volumétrica de la utilización es sólo uno de los 
elementos que puede tomar en cuenta la Autoridad. 


En cuanto a las pautas señaladas a la consideración de 
la Autoridad para formar su decisión para determinar si co- 
rresponde una u otra forma de otorgamiento, puede obser- 
varse, con cierta razón, que el numeral 4? es en realidad 
suficientemente comprensivo como para abarcar a los tres an- 
teriores; no obstante parece conveniente mencionar expresa- 
mente todos los criterios, pues orientan a la Autoridad. De 
todos modos, interesa hacer notar que, según resulta del in- 
ciso 3%, el permiso es la forma normal o general de otorgar 
el aprovechamiento, pues es la que se usará cuando el caso 
no sea de aquellos en que la reglamentación prevea que el 
uso deba ser concedido. Tal sistema, obviamente, permite un 
mayor contralor del Estado sobre los usos del agua. 
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Es además casi ocioso recordar. que una cosa es la de- 
terminación de si cabe otorgar determinado uso por conce- 
sión o. por permiso, y otra decidir si, en el caso,. el uso debe 
ser o no ótorgado. Esto, cualquier circunstancia, tanto para 
una como para otra categoría de actos, es discrecional de la 
Administración, aunque, naturalmente, no es potestad arbi- 
traria. 


Los artículos 173, 174 y 175 regulan el régimen de otor- 
gamiento de permisos. El primero de ellos tiene su fuente 
en el artículo 28 del Anteproyecto. Se ha agregado que tales 
permisos se otorgarán sin perjuicio de la intervención que 
pueda corresponder a otras autoridades, pues otros órganos 
de la Administración Central ú otros entes estatales pueden 
tener ciertas competencias concurrentes, por virtud de Le- 
yes especiales o de sus funciones específicas. En cuanto al nu- 
meral 1? —agregado— si bien podría: considerársele super- 
fluo, pues un permiso no es, por esencia, transferible, y de- 
be entenderse otorgado sólo a quien ha llenado los requisi- 
tos que la Administración establezca, ha parecido convenien- 
te señalarlo expresamente, como lo hace el Código de Men- 
doza (artículo 14) para advertir a los usuarios y acabar con 
los abusos que cometen algunos particulares con permisos de 
extracción de agua, que son cedidos onerosamente a terceros, 
generalmente sin conocimiento de la Administración. En 
esos casos es evidente que la comprobación de la irregulari- 
dad acarreará la inmediata revocación del permiso, sin per- 
juicio de otras acciones que puedan corresponder. 


En el inciso final se ha previsto que el permiso pueda 
ser gratuito, pues, en ciertos casos, no parece razonable que 
se exija la contraprestación onerosa. Ello dependerá de lo 
que disponga la reglamentación. : 


El siguiente artículo establece condiciones reguladoras 
del otorgamiento de permisos para estudios, y algunas nor- 
mas relativas a su funcionamiento y a facultades y obliga- 
ciones del permisario. Se. han eliminado del artículo los per- 
misos sobre aguas privadas, fundamentalmente porque su 
régimen no corresponde a este Título. Como primer requisi- 
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to se ha agregado la presentación de un programa detallado 
de los estudios a realizar, que deberá ser presentado por los 
interesados, y se ha dado mayor elasticidad al plazo de du- 
ración de estos permisos. En cambio desaparece del artículo 
la facultad del literal b) del Anteproyecto, que sería mani- 
fiestamente exorbitante en cuanto no estaría justificado otor- 
gar al titular de esta clase de permisos una facultad más 
enérgica que la que tienen los concesionarios o permisarios 
de uso de aguas y álveos dominiales cuando, para el ejerci- 
cio de sus derechos, deban entrar en terrenos de particula- 
res (artículo 126, inciso final). Por consiguiente, las facul- 
tades de estos permisarios de estudios serán las 'mismas de 
los demás permisarios de aprovechamientos de aguas y álveos 
públicos: podrán requerir a la Administración que imponga 
en su favor sobre predios particulares las servidumbres es- 
tablecidas en los numerales 11 a 14 del artículo 126 men- 
cionado. 


El artículo 175 tiene correspondencia con el artículo 37 
literal a) del Anteproyecto, pero en lugar de otorgarse en es- 
tos casos una concesión, corresponderá otorgar permisos. La 
solución es mucho más lógica si se piensa que los exceden- 
tes de agua que, según el texto modificado, se entregarán son 
aquellos que excedan los volúmenes o caudales normales de 
estiaje, y no los que superen los requerimientos de los con- 
cesionarios. Por lo tanto es lógico que sean otorgados por 
permisos, en atención a su carácter eventual, poco apropia- 
do para un régimen de concesión, pues esos excedentes de- 
penderán de factores climáticos variables. 


Al mismo tiempo, como estos permisos sobre exceden- 
tes no tienen por qué ser otorgados necesariamente a los 
mismos beneficiarios de los caudales normales, ha desapare- 
cido el literal b) del artículo del Anteproyecto. 


Los artículos 176 a 190 tratan del régimen de concesio- 
nes. El artículo 176 señala cuál es el objeto de las concesio- 
nes previstas en este Capítulo, y distingue cuatro casos. Lia 
fuente de la disposición es el artículo 30 del Anteproyecto, 
pero se ha sustituido la expresión (contrucción de) obras de 
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béneficio colectivo por: obras públicas, más concreta y mejor 
definida doctrinariamente. El plazo de las concesiones está 
limitado a un máximo de cincuenta años, salvo el límite me- 
nor para la concesión de ocupación de álveos. (Art. 189). 


La determinación de los plazos se hará en cada caso, 
atendiendo a circunstancias concretas, pero ello no obsta a 
la adopción, en vía administrativa, de reglas genéricas para 
ciertos tipos de concesiones. 


El artículo 178 recoge, con diferencias de redacción, las 
soluciones establecidas en el artículo 36 literales a) y b) del 
Anteproyecto. Se trata de potestades que pertenecen a la Ad- 
ministración, aún en caso de silencio del instrumento cons- 
titutivo de la concesión. El literal c) del Anteproyecto ha 
desaparecido, porque en el Proyecto no toda concesión debe 
aparejar necesariamente un canon, sino que podrá haber con- 
cesiones gratuitas aunque esto probablemente no será lo co- 
rriente. De todos modos, el silencio de la Administratión so- 
bre este punto no permite concluir que la concesión esté so- 
metida a un canon, sino que ello debe surgir de una estipu- 
lación expresa (Art. 187, num. 8). 


El artículo 179 sigue al doctrina prevalente en cuanto al 
carácter intuitu re de las concesiones de usos de aguas y ál- 
veos públicos, pues éstos se otorgan en beneficio del fundo; 
pero lo hace con ciertas limitaciones. Las razones que en 
las concesiones de servicios públicos obstan a una sustitución 
de la persona del concesionario por otra —a menos de me- 
diar aceptación de la Administración— ceden aquí ante la 
necesidad de autorizar la trasmisión de la concesión cuando 
el fundo cambia de dueño, por muerte del propietario o por 
enajenación o donación. Si no se aceptara que en estós ca- 
sos la concesión del uso se transfiriera al nuevo titular del 
dominio, se pondría al propietario concesionario en una gra- 
ve situación de injústicia, puesto que en el segundo caso se 
crearía sobre su bien un cierto grado de indisponibilidad, si 
la concesión. ha aumentado el valor del bien de modo consi 
derable. Si por razones supervinientes quisiera el dueño ven- 
der el bien, el hecho de 'que, como consecuencia de ello se 
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produjera la caducidad de la concesión podría significarle 
un serio perjuicio económico, si ha gastado .sumas importan- 
tes en obras e instalaciones. Por otra parte, difícil será que 
acometa tales empresas si la concesión no es trasmisible mor- 
tis causa. No basta señalar que el nuevo dueño podría soli- 
citar a su vez una nueva concesión, puesto que ésta se le otor- 
garía con una nueva fecha, y estaría en desventaja frente a 
las concesiones que tuvieran fecha anterior; y, aparte de ello, 
la situación del caudal de agua puede impedir que la concesión 
se renueve, puesto que puede ocurrir que los derechos otorga- 
dos en el ínterin sobre tales aguas hayan comprometido los 
caudales disponibles. Las legislaciones extranjeras consagran 
este mismo principio, que el doctor Valls recogía en el ar- 
ticulo 21 del Anteproyecto. Sin embargo, lo hacía extensivo 
a los permisos, solución que no se estima adecuada, en aten- 
ción, a que, por el carácter esencialmente revocable de estos 
derechos de uso, en realidad el nuevo dueño no podría ad- 
quirir más que una mera esperanza de que la Administra- 
ción lo mantuviera en vigencia, lo que se presta a especula- 
ciones inconvenientes. Por otra parte, la solución está des- 
cartada expresamente para el caso, puesto que el artículo 
173 numeral 1? declara los permisos personales e intransferi- 
bles. 


Por último, conviene hacer notar que el carácter intuitu 
re de las concesiones, ha sido recibido parcialmente, puesto 
que las mismas se transfieren cuando el fundo cambia de 
dueño, pero no cuando se da en arrendamiento. 


El artículo 180 también acepta la posibilidad de ceder 
la conceshión de uso de aguas y álveos públicos siempre que 
la Autoridad lo permita expresamente. El nuevo concesiona- 
rio deberá cumplir lo dispuesto en el artículo 11, esto es, el 
registro. La Autoridad puede negar su autorización a la ce- 
sión, pero tal negativa no puede ser arbitraria. 


Los artículos 181 a 184 se ocupan de la extinción de las 
concesiones, y la razón de que este punto esté regulado an- 
tes de otros que se refieren al contenido de aquellas, estriba 
en que estos cuatro artículos tienen carácter general, para 
los cuatro tipos de concesiones, mientras que los artículos sub- 
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siguientes se refieren en particular a ciertas clases de conce- 
siones, dentro .de .las .hipótesis previstas en .el artículo 176. 
En las causas de extinción de las concesiones se ha sustitui- 
do la renuncia del concesilonario. —que forzosamente ha de 
ser aceptada por el Estado para producir. efectos extintivos— 
por la rescisión por.acuerdo de partes, solución más razona- 
ble. También se ha modificado el texto del Anteproyecto en 
lo que atañe a los literales. c) y f} del Artículo 41 —ahora 
numerados 5% y 6%— porque indudablemente, los referidos 
literales no justificaban su distinción, ya que en ambos se 
preveía. como causa el agotamiento de la fuente hídrica. En 
el texto actual se prevé primeramente la fuerza mayor que 
impida cumplir la concesión, y luego los casos de imposibi- 
lidad de cumplimiento del objeto de la concesión; aunque no 
respondan a causas de fuerza mayor. En este caso queda sub- 
sistente la responsabilidad de las partes, si alguna de ellas 
hubiere dado causa al impedimento que obstare a proseguir 
la explotación. Se ha agregado además un inciso que advier- 
te que la enumeración precedente no. es taxativa. 


El artículo 182 establece las causas de la caducidad de 
las concesiones. Recoge las soluciones del Anteproyecto (Art. 
42) cuya fuente es, a su vez, el artículo 92 del Proyecto de 
Código de Aguas para la Provincia de Buenos Aires, que pro- 
viene, por otra parte, del artículo 55 del Texto Unico italia- 
nono, de 11 de diciembre de 1933. El Proyecto hace la salve- 
dad de requerir que el incumplimiento que faculte a la Ad- 
ministración a declarar la caducidad debe ser grave, y se sus- 
tituye la expresión caducará del acápite por otra- más apro- 


piada: la Autoridad podrá declarar la caducidad. Aunque a : 


la misma conclusión se hubiera podido llegar interpretando 
el texto a la luz de los principios generales, parece conve- 
niente eliminar dudas sobre el punto. También se ha aclara- 
do el numeral 1°, señalando cómo se establece el plazo para 
que la inacción del concesionario pueda ser motivo de la 
Sanción “prevista en el artículo, y se ha hecho un agregado 
al numeral 42, 


El artículo 183, cuya fuente es el artículo 43 del Ante- 


proyecto, establece el principio general de la revocabilidad 
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de toda concesión, pero sujeta tal facultad de la Administra- 
ción a la indemnización de los perjuicios. En cambio se han 
eliminado los criterios de avalúo del monto de estos daños, 
que el Anteproyecto ha recogido de los artículos 94 parágra- 
fos 1° y 2° del Proyecto de Código para la Provincia de Bue- 
nos Aires, y 67 y 167 del Código de Aguas brasileño, que 
son fuentes inmediatas. Los criterios para determinar tales 
perjuicios quedan librados a la jurisprudencia. 


El artículo 184 se ocupa de la situación en que quedan 
las obras o instalaciones construidas durante la concesión, al 
finalizar ésta, y establece que quedará a disposición de sus 
propietarios, salvo que se hubiere pactado otra cosa en el ins- 
trumento de la concesión. La norma se aparta de la solución 
de otros códigos —por ejemplo, Texto Unico italiano (Arts. 
25, 28 y 30), Proyecto para la Provincia de Buenos Aires 
(Art. 88 ss.), Código de Aguas brasileño (Art. 165), que 
establecen en forma genérica que las obras e instalaciones 
construidas al amparo de la concesión deben quedar para el 
Estado. El motivo de esta solución distinta radica en que el 
Estado puede verdaderamente no tener interés en adquirir 
y administrar estas obras, que han sido construidas, en cier- 
tos casos —concesiones de uso de aguas o álveos públicos 
en beneficio de fundos privados— en atención a intereses 
particulares. Si en esas situaciones los bienes e instalaciones 
pasaran al Estado al terminar la concesión, difícilmente se 
justificaría la erogación que el propietario habrá de reali- 
zar para su construcción. De todos modos el Estado puede 
pactar la solución contraria al otorgar la concesión, y proba- 
blemente lo hará cuando se trate de la concesión de un ser- 
vicio público (Art. 190). Y si no lo hizo, pero la obra o ins- 
talación le interesa posteriormente para el desarrollo de sus 
actividades, podrá expropiarla, de acuerdo con la facultad 
que le confiere el inciso 2% del mismo artículo. Esta solu- 
ción no es necesariamente' desventajosa para el Estado, sina 
más bien lo contrario, por cuanto la facultad de disponer de 
los bienes al finalizar la concesión habrá de ser'una condi- 
ción a tener en cuenta en el momento de pactar las demás. 
condiciones económicas en que se otorgue la concesión. 
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Los artículos 185, 186 y 187 regulan las condiciones y 
trámites de la solicitud para obtener una concesión de apro- 
vechamiento de aguas del dominio público, y el contenido 
del instrumento constitutivo de la misma. El primero de_ellos 
apartándose de la solución del Anteproyecto (Art. 32) con- 
tiene una norma general, en la cual se establecen ciertos re- 
quisitos mínimos como contenido de la solicitud, por cuanto 
entiende la Comisión que, en lo demás, la regulación del 
punto es materia reglamentaria. El segundo de los artículos 
mencionados tiene su fuente en el artículo 33 del Antepro- 
yecto, y establece un procedimiento público previo al otor- 
gamiento de la concesión, para ilustrar a la Autoridad acer- 
ca de su decisión y salvaguardar los derechos de los terce- 
ros que podrán oponerse con fundamento al otorgamiento. 
Los interesados deberán hacerse cargo de los gastos del pro- 
cedimiento, entre los cuales cabe prever los de publicaciones 
y exámenes periciales y otros relacionados con las pruebas 
ofrecidas. 


El último de los artículos citados tiene su fuente en el ar- 
tículo 34 del texto del doctor Valls, al que aporta algunas mo- 
dificaciones: deben identificarse en el instrumento de la con- 
cesión no sólo los inmuebles beneficiados sino aquellos que, 
en una u otra forma, sean alcanzados o afectados por el acto 
de concesión. Se ha puesto objeto de finalidad de la conce- 
sión por ser conceptos más claros que la expresión objeto 
beneficiable, y se ha agregado la mención de que se indicará 
el monto del canon o contribución a pagar, salvo que se tra- 
te de concesión gratuita. La Administración deberá estar 
atenta a este aspecto al otorgar concesiones, puesto que la 
omisión de la referencia hará presumir la gratuidad del acto. 


El principio de la irresponsabilidad del Estado ante el con- 
cesionario por la disminución de caudal está establecido im- 
plícitamente en el Texto Unico Italiano, cuyo artículo 19 ex- 
presa que “el concesionario nunca puede invocar la concesión 
como título para reclamar indemnización al Estado”, La Ley 
Española de 1879 (Art. 154) establece concretamente que “la 
Administración no será responsable de la falta o disminución 
que pueda resultar en el caudal expresado en la concesión, ya 
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æa que proceda de error o de cualquier otra causa”. Pero 
estas soluciones han parecido exorbitantes a la Comisión, la 
cual, siguiendo lo propuesto en el artículo 25 del Antepro- 
yecto, ha establecido (artículo 188) la responsabilidad del 
Estado ante los concesionarios por la disminución de los cau- 
dales concedidos, cuando ello sea consecuencia de actos o he- 
chos del Estado mismo, pues, en opinión de la Comisión, el 
término actuación, que usa el artículo, comprende*ambas hi- 
pótesis. Se prevén, no obstante, excepciones a esta norma. La 
redacción del artículo, con una fórmula genérica relativa a la 
culpa, parece preferible a la del Anteproyecto. 


El artículo 189, aparte de un ajuste lexical al texto del 
artículo 35 del Anteproyecto —introducción de las palabras 
concesión de, antes de ocupación de álveos— agrega un se- 
gundo inciso en que se hace referencia a las disposiciones 
del Código de Minería y a las normas sobre defensa de pla- 
yas y riberas, incorporadas al Código. 


La concesión a particulares de la prestación de servicios 
públicos y construcción de obras públicas que importen uti- 
lizaciones de aguas o álveos del dominio público como ele- 
mento esencial, está regulada en el artículo 190, que, en su 
redacción, se aparta del artículo 45 del Anteproyecto, del 
cual ha recogido apenas los literales h) y k). Las demás con- 
diciones del Anteproyecto no se han seguido, por cuanto se 
ha estimado que no conviene regular rígidamente en la Ley 
puntos que deben ser materia de decisiones por vía regla- 
mentaria; más aún, si se considera que, sobre la materia exis- 
ten normas generales que serían aplicables, a saber, aque- 
llas que rigen las licitaciones en los contratos que celebra el 
Estado. 


En el artículo se introducen las salvedades del caso pa- 
ra aclarar que la competencia de la Autoridad de Aguas no 
elimina aquellas competencias que, por virtud de leyes es- 
peciales, posean otros organismos. El requisito de la licita- 
ción pública, si bien se mantiene, puede ser desplazado por 
resolutión fundada del Poder Ejecutivo. La solución es ade- 
cuada, y pone equilibrio entre los beneficos teóricos del ré- 
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gimen de licitación, en cuento a asegurar la imparcialidad 
de la contratación, y los inconvenientes, cada vez mayores, 
que resulten de la lentitud del procedimiento y de las con- 
siderables trabas que se le han ido agregando, por distintas 
disposiciones legales, sobre todo en cuanto a la admisibili- 
dad de las propuestas. Estos obstáculos, unidos a los proble- 
mas que resultan de la variación del valor del signo mone- 
tario, grave problema práctico que frustra o dilata innume- 
rables contrataciones iniciadas bajo dicho procedimiento, han 
hecho Cada vez más difícil la aplicación de las licitaciones 
dentro de la Administración. 


Siguen ar esta disposición varias que se refieren conjun- 
tamente a los permisos y concesiones, el artículo 191 sobre 
facultades implícitas del permisario o concesionario —basa- 
do en el artículo 26 del Anteproyecto— es importante, y la 
reglamentación establecerá los límites y formas en que se ha- 
rán efectivas esas facultades. El artículo 192 establece diver- 
sas obligaciones de los permisarios o concesionarios, y se 
funda en el artículo 27 del texto del doctor Valls. El artículo 
193 establece un criterio para preferir una solicitud de con- 
cesión, o de permiso a otras en caso de concurrencia. Es una 
disposición normal en los códigos, como puede advertirse exa- 
minando el artículo 46 del Proyecto para la Provincia de 
Bueno3 Aires ó el artículo 9° del Texto Unico, cuyo segundo 
inciso ha inspirado en parte el presente artículo. 


El artículo 194 es nuevo y su inclusión responde a la ne- 
cesidad técnica de fijar el sitio de las tomas de agua para 
evitar los abusos que actualmente se cometen cuando, sin 
dar cuenta a la Administración, los usuarios cambian inde- 
bidamente el lugar de extracción del agua, con lo cual pue- 
den perjudicar a la Administración o a terceros. El artículo 
195 tiene su fuente en los incisos 32 y 4? del artículo 21 del 
Anteproyecto, únicos que se han recogido de dicha disposi- 
ción. Del inciso 3% se ha eliminado la hipótesis de la cesión 
de permisos, puesto que el Proyecto ha establecido su ca- 
rácter de intransferibles. El último prevé el caso de que las 
modificaciones de las obras o instalaciones tengan una enti- 
dad mayor; si tal situación se diera, la modificación del per- 
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miso o concesión deberá «seguir los mismos trámites que para 
el otorgamiento. 


Los artículos 196, 197 y 198 del Proyecto siguen a los 
artículos 38, 39, y` 40 del texto del doctor Valls. Se han in- 
troducido ligeras modificaciones de redacción para aclarar 
que se aplican a los permisarios y concesionarios de aprove- 
chamientos de aguas del dominio público. 


El artículo 200 se ocupa del caso en que la realización 
de los servicios públicos confiados a un ente u órgano público 
requiere el uso de aguas del dominio público. En estos casos 
la solución que ha adoptado el Proyecto es la de otorgar un 
permiso especial de uso de las aguas al ente u órgano que ld 
requiere. Se trata de un acto que otorga un uso privativo, 
por lo cual no es una autorización conforme con las razones 
que quedan expuestas antes. Se trata de permisos especiales 
que se apartan de las normas establecidas para los otros per- 
misos en dos aspectos importantes: su duración es, en prin- 
cipio, ilimitada, puesto que se les otorga por el tiempo que 
sea necesario para el cumplimiento del servicio público, y no 
son revocables a discreción como los demás. Esta solución 
se impone porque la revocación discrecional iría en detri- 
mento del servicio público que cumple el ente permisario. 
No obstante, se ha previsto una posibilidad específica de re- 
vocación, dispuesta por el Poder Ejecutivo por razones fun- 
dadas de interés general, la cual debe ir acompañada de me- 
didas tendientes a asegurar la continuidad de la prestación 
de los servicios. 


Es claro que nada obsta a que la Autoridad y el órgano 
o ente que requiere el uso de las aguas o álveos dominiales 
lleguen a un acuerdo en cuanto a la supresión o modifica- 
ción del permiso, si el mismo ya no es necesario. Ni tam- 
poco se excluye que se apliquen subsidiariamente algunas 
de las normas que extinguen las concesiones o que las ha- 
cen caducar (Art. 181 y 182). La aplicación de estas nor- 
mas a los permisos resulta corrientemente innecesaria, pues- 
to que la revocabilidad de principio de aquéllos tiene por 
consecuencia que no se requiera recurrir a otros formas ju- 
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rídicas-de extinción para suprimirlos. Pero, en estos permisos 
de duración indefinida, podrá la autoridad proceder a cance- 
larlos si se dan los casos previstos en el artículo 182, o en 
los numerales 5% y 6% del artículo 181. Tales circunstancias 
deberán ser previstas en la reglamentación que establezca 
el Poder Ejecutivo, de conformidad con lo dispuesto en el 
inciso final del artículo 200. 


El artículo 201 hace la salvedad de las facultades de los 
Gobiernos Departamentales sobre sus aguas dominiales. Es- 
tas aguas no son muy extensas pero existen y pueden, ade- 
más, acrecentarse, sobre todo en la que respecta a las aguas 
quietas, pues mientras los ríos y arroyos navegables o flota- 
bles son bienes nacionales de uso público (Art. 478, num. 32 
del Código Civil), los lagos y lagunas que cumplen las con- 
diciones establecidas en el artículo 40 son dominiales, pero 
no necesariamente nacionales. 


Los dos incisos finales de dicho artículo tienden a armo- 
nizar el ejercicio de las competencias de los órganos nacio- 
nales y municipales, 


El Capítulo II, que contiene los últimos artículos de es- 
te Título, se refiere a las aguas fiscales. El Código reconoce 
(Art. 202) el principio general de que la administración de 
sus bienes privados y, por consiguiente, de las aguas y álveos 
fiscales que en ellos se contengan, pertenece a los entes pú- 
blicos propietarios de los mismos, a saber, el propio Estado 
como persona pública mayor, los Gobiernos Departamenta- 
les, los Entes Autónimos y los Servicio Descentralizados. Se 
hace la salvedad genérica de que tales facultades no pueden 
oponerse a las disposiciones de este Código, acotación que 
se refiere sobre todo a las facultades de política general de 
aguas que pertenecen al Poder Ejecutivo y a todas las facul- 
tades de policía, en sus diversos aspectos, que posee la Au- 
toridad. 


Los derechos sobre estas aguas deben ser registrados en 
las mismas condiciones que los constituidos sobre aguas del 
dominio -público (Art. 168). La facultad: de conversión de 
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estos derechos a figuras jurídicas afines la ejercerán -en el 
caso las autoridades propietarias de las aguas fiscales en cues- 
tión, que son las que tienen un interés más directo en el 
asunto. 


Para el otorgamiento de derechos de uso sobre aguas fis- 
cales o de derechos de ocupación de sus álveos, el artículo 
203 contiene una remisión a las disposiciones establecidas 
para permisos y concesiones sobre aguas dominales. Los cá- 
nones o contribuciones serán fijados por la autoridad que 
otorgue el permiso o concesión. Es evidente que el artículo 
se refiere a derechos de uso privativo, no de usos comunes, 
que no pueden ser alegados sobre bienes privados. 


La última norma del Capítulo indica que no correspon- 
de que se otorguen permisos o concesiones, con las formali- 
dades establecidas en el Título, para los aprovechamientos de 
aguas o álveos fiscales que deriven implícitamente de la uti- 
lización del bien en donde tales aguas y álveos se encuen- 
tran, cuando esos usos o aprovechamientos integran el dis- 
frute del fundo arrendado, o dado en usufructo u otro título 
Similar que permita el goce del bien. Es claro el fundamen- 
to de la norma, puesto que en todos estos casos debe enten- 
derse implícito el goce de las aguas privadas del inmueble 
en cuestión, por lo que sería, en principio, fuera de lugar 
distinguir una cosa de otra. Pero ello no se aplica cuando la 
norma pueda servir para eludir los procedimientos más for- 
males establecidos en el Título para el otorgamiento de con- 
cesiones o permisos, y de ahí las excepciones establecidas en 
el artículo. 


SUPRESIONES Y DEROGACIONES 


Corresponde explicar el alcance de algunas de las supre- 
siones que se han efectuado en el texto del Proyecto. Las 
razones que han llevado a la Comisión a la Eliminación del 
Título IX del Anteproyecto son comprensibles. Dicho Título 
se refiere a los consorcios. Para que los consorcios pudieran 
funcionar adecuadamente requerirían una regulación legal 
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suficientemente prolija como para brindar adecuada solución 
a multitud de cuestiones que se'habrían de suscitar, especial- 
mente por el hecho de no contar este instituto con un régi- 
men legal general en nuestro derecho. Sería preciso deter- 
minar concretamente su naturaleza jurídica —pública, semi- 
pública o. privada— y prever los mecanismos de su integra- 
ción, unas veces voluntaria, y otras forzosa para los dueños 
que no estuvieran de acuerdo con la realización de las obras 
o que se opusieran a la formación del consorcio. Habría que 
establecer los medios de lograr coactivamente que todos los 
interesados contribuyeran a las obligaciones que la obra im- 
pusiere, los modos de alcanzar y documentar las decisiones 
de tales sujetos de derecho y la formación y funcionamiento 
de sus órganos de administración y contralor. Esto requiere 
desde ya un doble régimen legal, pues si bien es innecesario 
crear un órgano especial para expresar la voluntad de un 
pequeño grupo de propietarios, ello se hace imprescindible 
cuando las obras o labores alcanzan a un número elevado de 
interesados, situación que hace obligatoria la creación de ór- 
ganos representativos de la voluntad común. No en vano el 
Proyecto de Código para la Provincia de Buenos Aires dedi- 
ca a la organización de estos consorcios un Título especial 
—el quinto— con setenta y tres artículos. La Comisión no 
ha juzgado suficiente la regulación de este instituto en el 
Anteproyecto y ha considerado que ni el tiempo de que ha 
dispuesto le permitía encarar la instrumentación legal de un 
régimen idóneo para este instituto, ni tampoco tiene el con- 
vencimiento de que, en el momento actual, las necesidades 
del país lo requieran. Por lo tanto, el problema ha quedado 
librado a la futura legislación. 


El Proyecto ha prescindido igualmente, y luego de un 
prolijo análisis del contenido específico de las Secciones 
XVII a XXX del Código Rural. Gran número de estas sec- 
ciones, resultan notoriamente anticuadas en su concepción y 
soluciones concretas, aunque en su época pudieron justificar- 
se, pues se trataba, en ciertos casos, de dar solución a situa- 
ciones jurídicas nuevas planteadas por el desarrollo, enton- 
ces reciente, de nuevas técnicas e invenciones; (tal, por ejem- 
plo, la Sección XXII relativa a los aprovechamientos de aguá 
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para los ferrocarriles). En otros casos se dan soluciones muy 
easuísticas, para cada diferente modo de aprovechamiento, 
según el fin a que está destinada el agua (Secciones XVII, 
XVI, XIX, XXI, XXIII, XXIV y XXVI). Es evidente que 
el mantenimiento de estos regímenes especiales carece de sen- 
tido cuando se pueden regular de modo ventajoso mediante 
un articulado que obedezca a principios generales y comunes. 


Otras secciones, como las relativas a la pesca y la nave- 
gación aparecen ya derogadas prácticamente en su totalidad 
por la legislación especial posterior, y, además estas mate- 
rias han sido abundantemente reguladas por vía reglamenta- 
ria. Son, por otra parte, temas en que la mutación bastante 
rápida de las condiciones efonómicas hace aconsejable dar- 
les un régimen más agil que el que se les confiere cristali- 
zándolas en un Código. Ello sería, además, bastante difícil 
y peligroso en el caso, porque se trata también de activida- 
des que pueden desarrollarse en el ámbito fluvial, lacustre o 
marítimo, y el Código ha dejado de lado la regulación de 
las actividades cumplidas en el mar territorial. Y es fácil de 
comprender que la organización legal de la navegación y la 
pesca fluvial y lacustre deben hacerse en estrecha vincula- 
ción con la que rige estas actividades cuando son cumplidas 
en el mar, por su identidad sustancial, de lo que se infiere 
que conviene que queden sustraídas al Proyecto, el cual al 
respecto establece sólo unos pocos principios generales. 


El Proyecto ha dejado también fuera la reglamentación 
del riego. El Código Rural tenía una regulación extensa (Sec- 
ciones XXVIII y XXIX) cuya falta de adecuación a nuestro 
país se pone en evidencia señalando que durante un siglo ja- 
más ha funcionado. Nunca se crearon comunidades o sindica- 
tos de regantes, nombre que el Código da a estas asociacio- 
nes. En cambio, en los lugares donde los intereses de los re- 
gantes han obligado a que los mismos establezcan contactos 
estrechos entre sí y con la Administración, están funcionan- 
do desde hace algunos años, y con resultados positivos, las 
Juntas Asesoras de Riego, integradas por los interesados y 
presididas por un representante de la Administración. Es 
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indudable que puede llegar el momento en que sea preciso 
dar un marco legal a estas asociaciones de regantes, pero 
ello se deberá hacer después de estudios especiales de esta 
actividad y sobre la base de una mayor experiencia adminis- 
trativa y jurisprudencial sobre los aspectos básicos de su 
problemática. 


Las disposiciones sobre jurisdicción en materia de aguas 
(Arts. 631 y 632 del Código Rural) sólo tienen explicación 
en una época en que pudo ser necesario esclarecer que ta- 
les controversias habrían de estar sometidas a la justicia or- 
dinaria, y no a decisiones administrativas, 


Queda así, al mismo tiempo, explicada la razón de la de- 
rogación total del Título III del Código Rural de 1875, pues- 
to que las disposiciones que se acaban de reseñar no han 
podido ser tomadas en consideración, y el resto del articula- 
do ha sido incluido, con las modificaciones y supresiones, que 
en casa caso, han parecido convenientes, según ha quedado 
pormenorizadamente explicado a lo largo de esta Exposición 
de Motivos. En cuanto a la derogación de ciertas disposicio- 
nes del Código Civil —enumeradas en el artículo 206— ello 
corresponde porque se trata de cuestiones que han sido re- 
guladas en detalle y en forma sustitutiva en este Proyecto. 


La derogación del artículo 260 (inc. 1%) de la Ley 
13.737, de 9 de enero de 1969 se impone tanto por razón de 
su inconstitucionalidad, como por la inconveniente generali- 
dad y vaguedad de sus términos. Dicha disposición, inserta en 
una voluminosa Ley de rendición de cuentas, declaró perte- 
necientes al dominio público “las aguas que satisfagan o sean 
susceptibles de satisfacer necesidades de carácter colectivo”. 
Sustrajo así, y sin previa indemnización, a la propiedad pri- 
vada todas aquellas aguas que, cumpliendo la condición de 
la Ley, pertenecían hasta ese momento al patrimonio privado. 
Es innecesario insistir en la inconstitucionalidad de esta so- 
lución, punto sobre el cual la doctrina ya se ha pronunciado 
al comentar otras disposiciones análogas. Pero, además, es 
claro que la generalidad de la expresión legal es completa- 
mente injustificada. En rigor, puede decirse que cualquier 
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masa de agua de cierto volumen es capaz de satisfacer una 
necesidad colectiva, sea de bebida o de higiene, por ejemplo. 
Y no se ve que obedezca a criterio razonable, ni menos aún 
que tal criterio sea congruente con el resto de nuestro orde- 
namiento jurídico, establecer que todo volumen de agua que 
esté en tal situación sea, por ello sólo, dominial. 


Por último cabe señalar que, una vez establecida la Au- 
toridad de Aguas, deben cesar en su actividad los órganos 
mencionados en el artículo 208, pues es evidente la conve- 
niencia de evitar todas las interferencias innecesarias en una 
materia que ya es de por sí susceptible de originar algunas 
superposiciones de competencia, por la concurrencia de in- 
tereses de órganos y entes estatales a que se ha hecho refe- 
rencia en otra “parte de este escrito. 


Quedan expuestos así tanto los fundamentos de orden 
general como las razones concretas que han llevado a esta 
Comisión al establecimiento del texto adjunto, que se some- 
te a la consideración del Poder Ejecutivo. 


Dr. Olaf BLIXEN 
(Redactor) 


IV) 


ANEXO I al Rep. N°? 1051. 
CONSEJO DE ESTADO 


Comisión de Agricultura y Pesca 

Montevideo, 11 de junio de 1976. 
Señor Presidente del Consejo de Estado, 
Doctor Alberto Demicheli. 


La Comisión de Agricultura y Pesca ha finalizado el es- 
tudio previo del Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo sobre 
Código de Aguas, dando cumplimiento así —en lo que a su 
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competencia específica refiere— a lo resuelto en su oportu- 
nidad por el Plenario del Cuerpo. 


Con tal motivo se dirige al señor Presidente a efectos 
de que se sirva disponer el trámite correspondiente del asun- 
to a la Comisión de Constitución y Legislación; a fin de que, 
conforme con la resolución mencionada, pueda darse cum- 
plimiento a la segunda etapa en el estudio del Proyecto, en 
aquellos aspectos directamente vinculados a su competencia, 


Es de destacar que esta Comisión de Agricultura y Pes- 
ca, consciente de la importancia y vastedad del Proyecto que 
se le destinara, así como de la necesidad de contribuir a 
abreviar los plazos que demandará la consideración de un 
texto de tal naturaleza, encaró su estudio centrando.su aten- 
ción —de manera preferente— en aquellas disposiciones que, 
a juicio de sus integrantes, aparecían como susceptibles de 
ser modificadas o ajustadas. 


Surge aquí como un deber ineludible destacar la estre- 
cha colaboración brindada por los propios integrantes de la 
Comisión redactora del Código, quienes de manera personal 
y directa contribuyeron, en forma permanente, a clarificar 
conceptos de la Ley, así como a lograr fórmulas que contem- 
plaran observaciones o puntos de vista sustentados por inte- 
grantes de nuestra Comisión, en el deseo de alcanzar solucio- 
nes más justas y prácticas. 

Motivos vinculados al propio carácter del estudio reali- 
zado —el mismo constituye sólo una instancia que habrá de 
complementarse con el examen que del Proyecto efectúe la 
Comisión de Constitución y Legislación— llevan a nuestro 
grupo de trabajo a no expedirse por la vía del tradicional 
informe —el que realiza la Comisión Redactora agota, por 
otra parte, los fundamentos que respaldan este cuerpo nor- 
mativo—, optañdo por efectuar una ligera referencia a aque- 
llos artíciilos que a través del análisis realizado, sufrieron al- 
gún tipo de alteración. 
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Tenemos así que en el artículo 3% (numeral 2?) referen- 
te a las competencias del Poder Ejecutivo, se modifica el lap- 
so por el quo podrán decretarse reservas de aguas de domi- 
mio público o privado, determinándose que no podrá exce- 
der de los dos años( eran cinco) los que serán “prorrogables 
por resolución fundada”. 


En el artículo 6% se establece, por un inciso adicional, 
que “al fijar o reajustar la capacidad de retención de los em- 
balses reguladores, procurará (la Autoridad de Aguas) es- 
tablecer la máxima utilización compatible con los recursos 
hidrológicos de la cuenca”. 


Respecto de las prohibiciones que por el artículo 7% po- 
drá- establecer la Autoridad de Aguas, se determina que no 
sólo deberá procederse al registro de aquéllas, sino a su pu- 
blicación. 


En lo que el artículo 22 respecta, se establece que “Al- 
veo de las corrientes de aguas pluviales es el terreno que 
éstas cubren durante sus “crecidas” ordinarias, etc.” sustitu- 
yéndose por éste el término “avenidas”. 


En el artículo 29 se establece —al solo efecto de dar 
una mayor precisión gramatical al concepto— que la autori- 
dad titular de dicho dominio tendrá los mismos derechos 
otorgados a “los propietarios de los predios inferiores”. (El 
texto original habla de “propietarios inferiores””). 


En el artículo 30, que determina la salida de las aguas 
no aprovechadas por el dueño del predio donde nacen, se es- 
tablece que la misma será por el mismo punto de su cauce 
natural o acostumbrado, “salvo que todos los propietarios si- 
tuados aguas abajo consintiesen en su desviación”. 


El inciso final del artículo 33 resulta a su vez ampliado, 
aclarándose que los puentes de paso a establecerse por los 
ribereños, serán de madera “u otros materiales, siempre que 
no embaracen el curso de la corriente”. 
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La modificación del artículo 36 está dirigida a precisar 
de modo más coherente la definición del álveo, señalándose 
que el mismo es el terreno que cubren sus aguas en las ma- 
yores crecidas ordinarias “de acuerdo con el artículo siguien- 
te (numeral 4)”. 


| En el referido numeral 4? del artículo 37, relativo a la 
fijación del límite del álveo, se sustituye la expresión “la 
| mediana de los valores obtenidos, ete.” por “la media arit- 

| mética de los valores obtenidos, etc.”. 
ES El artículo 47 es objeto también de una modificación de 
-E contenido meramente gramatical, al sustituir en su inciso 
| primero la expresión “y a las autorizaciones de la Autori- 
| dad, ete.” por la de “y a las autorizaciones otorgadas por la 
i Autoridad, ete.”. 
| 


E ! Por su parte el artículo 51 resulta también modificado 
; suprimiéndose, en lo relacionado con las distancias que de- 

E berán guardarse en la excavación de pozos ordinarios, las 
referencias numéricas allí establecidas, consignándose, en 
cambio, que las mismas “deberán ajustarse a las normas sa- 
nitarias o de otro orden, vigentes”, 


e $ En el artículo 57, referido a aguas medicinales o mine- 
e ralizadas, se establece que la opinión a recabarse del Minis- 
E terio de Salud Pública regirá en lo que tiene que ver con su 

“apróvechamiento””, no así en lo que refiere a su “extrac- 
A ción”, término que se suprime. 


5 El artículo 86, relativo al pago en dinero por concepto 
E de servidumbre de acueductg, resulta aprobado en su texto 
original, siendo de destacar la posición discrepante del señor 
| Consejero Gaggero, en cuanto se manifiesta partidario de 
| que el texto recoja que dicho pago pueda exigirse también, 
| mediante la utilización de un caudal de agua proporcional o 
z equivalente. 


El -artículo 94 es objeto asimismo de un ajuste en su 
redacción, resumiéndose -en uno. sólo sus numerales 1° y 22, 
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Se incorpora además un tercer numeral que establece que 
“en ambos casos los acueductos deberán ajustarse a la regla- 
mentación que dicte la Autoridad de Aguas”. 


En lo que dice relación con el artículo 114, que prevé, 
para los casos de "pérsistente sequía, el establecimiento por 
parte del Poder Ejecutivo de la servidumbre de abrevadero, 
se enfatiza en cuanto a que ésta no podrá ejercerse tampoco 
“cuando el estado sanitario del ganado del predio que la re- 
clama apareje peligro de trasmisión de enfermedades”. 


En cuanto a la modificación que se introduce al artícu- 
lo 119, refiere únicamente a los plazos de que dispondrá el 
propietario afectado a determinado tipo de servidumbres pa- 
ra formular ante la Administración, las observaciones que 
estimare pertinente, llevándose el primero de diez a quincé 
días hábiles, y el segundo (notificación por edictos), de vein- 
te a treinta días hábiles. 


En el artículo 127, referido a la gratuidad de las servi- 
dumbres administrativas que se constituyan sobre bienes de 
propiedad de entes estatales, se incorpora, como inciso segun- 
do, una excepción para las situaciones comprendidas en el 
último inciso del artículo 126 (permisarios y concesionarios 
de uso de aguas y álveos públicos). 


En el artículo 148, que prohíbe la introducción en las 
aguas de sustancias, materiales o energía, que puedan cons- 
tituir un peligro para la salud humana, se amplía dicho con- 
cepto en el sentido de que la prohibición comprenderá tam- 
bién las posibilidades de riesgo para la salud “animal”. 


Finalmente se resuelve suprimir el artículo 165 (desa- 
cuerdo entre propietarios para la desecación de terrenos pan- 
tanosos o encharcadizos) resolución que no acompañan los 
señores Consejeros Cardoso Arrarte y Coppetti. o 


Tales, en ligera síntesis, las modificaciones fundamen- 
tales introducidas al texto que elevamos al señor Presidente y 
respecto de las cuales esta Comisión brindará las aclaracio- 
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nes y .ampliaciones que se: reputaren convenientes, en oca- 
sión de su posterior consideración. 


Aprovecho para saludar al señor Presidente con mi ma- 
yor consideración. 
ALFREDO CARDOSO ARRARTE 
Presidente 


LUIS ALBERTO SILVA — RAMON MURGUIA 
Secretarios 


ANEXO II al Rep. N°? 1051. 
V) — A) SEGUNDO MENSAJE DEL PODER EJECUTIVO 


PODER EJECUTIVO 


Montevideo, 27 de octubre de 1977. 


Señor Presidente del Consejo de Estado, 
Doctor Hamlet Reyes. 


El Poder Ejecutivo tiene el agrado de dirigirse a ese Al- 
to Cuerpo a efecto de someter a su consideración el adjunto 
Proyecto de Ley, sobre “Código de Aguas”, sustitutivo del 
que se, remitiera a ese órgano legislativo con fecha 25, de 
agosto de 1975. $ 


En este nuevo texto, que mantiene, en general, las dis- 
posiciones de fondo contenidas en el anterior Proyecto, la 
Comisión Revisora que oportunamente designara este Poder 
Ejecutivo, introdujo diversas modificaciones con el propósito 
de ajustar la terminología jurídica de aquél cuerpo norma- 
tivo a la del Derecho Positivo de nuestro país. Asimismo, se 
estimó pertinente “adecuar el régimen de recursos adminis- 
trativos y de: lo Contencioso Administrativo de ánulación y 
de reparación, contenido en el Proyecto, en función de las 
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nuevas pautas establecidas en esa materia por el Acto Insti- 
tucional N? 8. 


En virtud de todo ello, y atento al carácter predomi- 
nantemente formal de las reformas introducidas, ha creído del 
caso este Poder Ejecutivo remitir también a ese Consejo los 
antecedentes con la exposición de motivos del Proyecto ori- 
ginario, en el entendido de que la misma —de indudable va- 
lor jurídico— resulta perfectamente aplicable al nuevo tex- 
to proyectado. 


Confía el Poder Ejecutivo que las soluciones consagra- 
das en este Proyecto sean compartidas por ese órgano le- 
gislativo, por lo que solicita la aprobación correspondiente. 


Saluda al señor Presidente con su más .alta considera- 
ción. 


APARICIO MENDEZ. Fernando Bayardo Bengoa. Hu- 
go Linares Brum. Alejandro Rovira. Antonio Cañe- 
llas. Luis H. Meyer. Eduardo Sampson. Héctor M. 
Artuccio. Walter Ravenna. José E. Etcheverry Stir- 
ling. Estanislao Valdés Otero. Valentín Arismendi. 


V — B) 
Informe de la Comisión Revisora de Terminologia 
Montevideo, 19 de agosto de 1977. 
Señor Ministro de Justicia 
Dr. Fernando Bayardo Bengoa 
De nuestra consideración: 


(Constitución) 


Por Resolución N? 1.464/76, de fecha 8 de noviembre de 
1976, el Poder Ejecutivo designó una Comisión, integrada con 
reresentantes del Ministerio de Educación y Cultura, Presi- 
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dencia de .la República, Secretaría de Planeamiento, Coordi- 
nación y Difusión, y Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, 
con el cometido de estudiar y adecuar la terminología em- 
bleada en el Proyecto de “Código de Aguas” —redactado por 
un grupo de expertos— a la tradicional y habitual en el te- 
i rritorio nacional. 


Con posterioridad, y sin que en los hechos hubiera dado 
Í comienzo a su labor, la referida Comisión fue modificada en 
su integración por Resolución N* 707/77, de 17 de mayo de 
1977, sustituyéndose al representante del Ministerio de Educa- 
i ción y Cultura por uno del Ministerio de Justicia, concedién- 
I dosele, un plazo de sesenta días a partir del momento de su 
constitución, para expedirse. 


b| La Comisión quedó formalmente constituída el 30 de ju- 
: P nio de 1977, siendo sus miembros integrantes el Dr. Amadeo 

Ottati Folle, en representación del Ministerio de Justicia, en 
l calidad de Presidente; el Dr. Héctor Frugone Schiavone, en 
Hi | representación de Presidencia de la República; la Cra. Olga 
Bergalli, por la Secretaría de Planeamiento, Coordinación y 
Difusión; y el Dr. Adolfo Gelsi Bidart, por la Facultad de De- 
recho y Ciencias Sociales; en carácter de Secretaria de Actas, 
actuó la funcionaria del Ministerio de Justicia, Dra. Lilette 
Gonnet. 


Al cabo de múltiples sesiones plenarias, a más del con- | 

i siguiente trabajo de subcomisiones, la Comisión ha dado tér- 
mino —dentro del plazo estipulado— a la tarea que se le en- | 

y comendara, elevando a consideración del Poder Ejecutivo el i 
siguiente informe final. 


INFORME 


(1) (Competencia). 


Con caracter previo a la iniciación de su labor, la Comi- 
sión se preocupó de deslindar con la mayor precisión el ám- 
4 bito de su competencia. La’ Resolución N? 1.464/76, como se 
-i dijo, le asignó a la Comisión el cometido de “estudiar y ade- 
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cmr la terminología técnica empleada en el actual Proyecto 
de “Codigo de Aguas” a la tradicional y habitual en el terri- 
x150 racional”, o, como se dice en uno de sus Considerandos, 
“2 adecuación de la terminología técnica utilizada a la tra- 
deal y habitual en el medio rural del territorio nacional, 
ez que habrá de aplicarse”.. A la luz de las referidas citas, 
eS, parece claro que la competencia conferida a esta Comi- 
sim ha sido de orden exclusivamente formal, siendo ajena a 
sa r=sión toda consideración sobre el fondo de la materia re- 
gəda en el Proyecto. 


2) Enmiendas tgrminológicas. 


Sentada esa premisa, es menester consignar que las co- 
rerciones o enmiendas de tipo puramente terminológico o 
eonceptual, han sido escasas. Cierto es que expresiones como 
“oros”, “mondas”, “sirgas”, “avenamiento”, “estribo” o “ja- 
geles”, por citar sólo algunas de las que figuran en el ex- 
terso articulado del Código, no tienen un sentido conocido ni 
un uso generalizado en nuestro medio, no obstante no ser vo- 
cabios originales del Proyecto, sino provenientes del Código 
Rural de 1875, aún en vigencia. Pero no es menos cierto, que 
palabras han sido utilizadas en todos los casos, en su 
más pura acepción gramatical, lo que, unido al caracter emi- 
rentemente técnico de ellas, las torna difíciles de sustituir 
por otras de mayor recibo. Empero, cuando se encontraron si- 
nónimos igualmente definitorios —como aconteció con los vo- 
cablos “brozas”, “mondas”, “estribo” y “jagiúeles”, por ejem- 
plo— la Comisión procedió a las modificaciones consiguientes 
(arts. 72, 97, 104, 106 y 107, y 129 del Proyecto original). 


(3) (Autoridad de Aguas: Poder Ejecutivo). 


Problema aún más complejo, si se quiere, fue el de sus- 
tituir las expresiones “Autoridad” o “Autoridad de Aguas”, 
con las que, indistintamente, se designa en el Proyecto al ór- 
gano competente en materia de Aguas. 


o . Miam, - 
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Entendió la Comisión que el empleo de la palabra Auto- 
ridad (tomada, evidentemente, del “Documento de trabajo pa- 
ra la redacción de un Proyecto de Código de Aguas para la 
República Oriental del Uruguay”, elaborado por el experto ex- 
tranjero Dr. Mario F. Valls) no se ajusta a nuestro ordena- 
miento jurídico, pese a reconocer la existencia de anteceden- 
tes de derecho positivo en donde se ha hecho un uso equi- 
vocado del vocablo. En efecto, estando reservado su uso, en 
principio, para hacer referencia a los órganos constituciona- 
les o supremos —en cuanto se encuentran en el vértice de la 
organización estatal— no parece adecuado utilizar esa expre- 
sión para aludir al órgano o entidad que tiene a su cargo las 
atribuciones en materia de Aguas; máxime, cuando por vía 
de Disposición Transitoria, se señala en el Código que “la Au- 
toridad de Aguas” será el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, esto es, un órgano centralizado del Poder Ejecutivo. 


La cuestión fue, entonces, encontrar una expresión o giro 
“que permitiera sustituir las numerosas referencias que, a lo 
largo del articulado, se hace a la “Autoridad de Aguas” o a 
“la Autoridad”, cuidando, al mismo tiempo, que esa correc- 
ción terminológica no se tradujera —ni aún de un modo obli- 
cuo o tangencial en una alteración del fondo o materialidad 
del Proyecto. 


Y bien. En este punto, la Comisión manejó distintos eri- 
terios. Así, respetando la posición de los autores del Proyec- 
to en cuanto a reservar la competencia en materia de Aguas a 
a un órgano perteneciente a la Administración Central (aun- , 
que individualizándolo únicamente en una Disposición transi- 
toria), la Comisión optó, en la gran mayoría de los casos, por 
utilizar los giros “El Ministerio competente en materia de : 
Aguas”, o bien, simplemente “El Ministerio competente”. 3 
Atento a ello, se dio una nueva redacción a la aludida Dispo- . 
sición Transitoria (art. 208 del Proyecto original) a fin de 
dejar aclarado que, con ambas expresiones, se alude al Mi- 
nisterio de Transporte y Obras Públicas, suprimiéndose, por 
innecesario el art.(204 Asimismo, la circunstancia de que la 
expresión sustituida hpareciera en numerosísimos artículos del 


ys | 
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Código —en algunos, repetida más de una vez— determinó 
que, en ciertos casos, debieran efectuarse pequeños ajustes de 
redacción para aclarar el sentido general de la frase o evitar 
repeticiones ociosas. 


En otras disposiciones (arts. 20, 24, 34, 52, 94, 156, 160, 
¢ 169, 170 y 189 del Proyecto original); en las que se hacía 
referencia a la potestad reglamentaria de la “Autoridad de 
Aguas”, la Comisión consideró sustituir esa expresión por “El 
Poder Ejecutivo”, por entender que la atribución de tal com- 


petencia a un Ministerio colide con el texto constitucional 
privativamente esa facul oder Ejecutivo. A fin de re- 
A a a cin pertinente 
modificar el acápite del artículo 39°, señalándose claramente 
que es el Poder Ejecutivo la “autoridad nacional en materia 
de Aguas”, y dándole, en consecuencia, un caracter meramen- 
te enunciativo a las potestades enumeradas en dicho artículo. 
Igualmente, se modificó la redacción de los arts. 200 y 202 


del Proyecto original, a fin de adecuar la actuación de los 
organismos en ellos mencionados, al principio antes enunciado. 


Finalmente, en otros artículos (arts. 153, 167, 170, 181, 
191, 192 del Proyecto original), se optó por sustituir las ci- 
tas a la “Autoridad de Aguas” con una referencia genérica a 
“La Administración”, dada la generalidad de la redacción de 
la norma y de sus alcances, y por considerar excesiva la ex- 
| presa referencia que se hace al órgano competente en ma- 
teria de aguas, en casi todas las disposiciones. 

; pr, 


i i Sae 


(3) (Contencioso — Administrativo) 


Aquí pudo bien la Comisión haber dado por finalizada la 
tarea que oportunamente se le encomendara. Pero dado que 
el Acto Institucional N? 8, de 1? de julio de 1977, operó un 
cambio sustancial en el régimen en materia de recursos ad- 
ministrativos y de lo contencioso administrativo de anulación 
y de reparación, vigente a la fecha de elaboración del Pro- 
yecto, entendió imprescindible la Comisión proceder a la re- 
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visión de las soluciones consagradas al respecto en el Código, 
aunque pudiera entenderse que ello significaba, en última ins- 
tancia, un apartamiento del ámbito natural de su competencia. 
l ti 

i Fundamentalmente, fueron tres los artículos que mere- 
cieron modificaciones en tal sentido: el 120, el 121 y el 122 
del Proyecto original. En el artículo 120 se consagró una fór- 
mula genérica dejando, sí, perfectamente aclarado, que la re- 
solucióņ que impone una servidumbre administrativa es un ac- 
to administrativo, y, como tal, impugnable en vía anulatoria 
y reparatoria, de conformidad al régimen vigente para di- 
chos actos. Con esto, se puso a salvo el principio general que 
se quiso consagrar de toda modificación que en el futuro pue- 
da sufrir el régimen procedimental administrativo o el proce- 
so jurisdiccional respectivo, También se practicaron ciertos 
ajústes de redacción en el art. 122, suprimiéndose íntegra- 
mente el art. 121, lo que determinó que debiera adelantarse 
consiguientemente la numeración del resto del articulado del 
Proyecto. 


(6) (Artículos modificados) 


A título de conclusión de todo lo precedentemente expues- 
to, es preciso señalar que los artículos que han visto modifi- 
cada su redacción en virtud de lo actuado por esta Comisión 
son los siguientes: 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 13, 14, 15, 17, 20, 
24, 32, 34, 36, 41, 44, 46, 47, 48, 49, 52, 61, 69, 70, 72, 76, 
79, 94, 97, 104, 106, 107, 109, 116, 117, 120, 122, 129, 148, 
149, 150, 151, 152, 153, 154, 155, 156, 158, 159, 160, 163, 166, 
167, 169, 170, 173, 174, 176, 177, 178, 179, 180, 181, 185, 189, 
191, 192, 194, 195, 199, 200, 202, 203, 207, 208 y 209. Otras 
disposiciones sólo se vieron modificadas en la corrección que, 
ante la eliminación de los arts. 121 y 204 y el corrido en la 
numeración de muchos artículos, debió hacerse de las citas 
en ellas contenidas; es el caso de los arts. 26, 29, 124 126, 127, 
147, 162, 175, 183, 188 y 201. El único título que fue modi- 
ficado fue el de la Sección III, del Capítulo 11 del Título IV, 
al sustituirse la expresión “estribo” por “apoyo”. 


Je ER a 
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Para finalizar, se deja constancia que todas las citas a ar- 
tículos que se ha hecho en el presente informe final se en- 
tienden referidas a la numeración utilizada en el Proyecto ori- 
ginal, sgún el texto del mismo aprobado por la Comisión de 
Agricultura y Pesca, integrada, del Consejo de Estado (Car- 
peta 1153 de 1975 — Repartido 1051), que fue el que tuvo en 
cuenta esta Comisión revisora para el desarrollo de su co- 
metido. 


Se adjunta al presente, el texto completo del articulado 
del Proyecto con las correcciones y enmiendas introducidas. 


Sin otro particular, y quedando a disposición del Poder 
Ejecutivo para cualquier aclaración que estime pertinente, sa- 
ludan al Seor Ministro con su consideración más distinguida. 
(Fdo.) AMADEO OTTATI FOLLE, Presidente. HECTOR FRU- 
GONE SCHIAVONE. ADOLFO GELSI BIDART. OLGA BER- 
GALLI. 


Art. 3°, num. 39 Art. 52. 

Art. 4%, (dos veces Art. 61., num. 1. 
Art. 5%, inc. 1? y 3% Art. 69. 

Art. 6? Art. 70. 

Art. 7? (dos veces) Art. 79. 

Art. 8? Art. 116, in fine. 
Art. 9%, inc. 19 Art. 148, inc. 2°. 
Art. 10., (tres veces) Art. 149. 

Art. 13. Art. 150. 

Art. 14., inc. 1 y 2. Art. 151. 

Art. 15. Art. 152. 

Art. 20. Art. 153. 

Art. 24. Art. 154, inc. 1 y 2. 
Art. 32. Art. 155, inc. 1. 
Art. 34., num. 1 Art. 158, inc. 1. 
Art. 41. Art. 159. 

Art. 44. Art. 160. 

Art. 45., (dos veces) Art. 163. 

Art. 47, Art. 167. 

Art. 49. Art. 168, in fine. 


Art. 170. Art. 192, num. 4. 


408 ADOLFO GELSI BIDART 


Art. 171, inc. 2 y 4. Art. 193. 

Art. 174, inc. 1; num. 2; Art. 105, inc. 1 al final; inc. 2. 
num. 3; num. 4. Art. 196. 

Art 175. Art. 200, inc. 1 y 5. 

Art. 177. Art. 201, inc. 1 y 3. 

Art. 178. Art. 203, inc. 2 y 4 al final. 

Art. 179. Art. 204, inc. 2. 

Art. 180, inc. 1 y 2. Art. 205, (dos veces). 

Art. 182, inc, 2 y num. 1. Art. 209. 

Art. 186. Art. 210. 


Art. 190, inc, 1; num. 1 y 4. 


VI) 
ANEXO III al Rep. N? 1051. 
CONSEJO DE ESTADO 


Comisión de Constitución y Legislación, integrada 


INFORME 
Al Consejo: 
— I — 
1. — El problema jurídico del agua, es decir, la regu- 


lación por el derecho de su distribución, aprovechamiento y 
utilización —como sencillamente lo describía Rafael Bielsa— 
ha adquirido en los últimos tiempo características relevan- 
tes. El desarrollo acelėrado de ciertas áreas de la producción 
y de la industrialización que deben emplearla en proporcio- 
nes considerables, la gravitación del encarecimiento de la 
energía y, sobre todo, la dramática conciencia de la finitud 
de ese elemento vital, víctima, entre otros, de la agresión 
derivada del propio progreso tecnológico de la civiilzación, 
son algunas de las razones que han contribuido a que el te- 
ma se convierta en una cuestión de primera magnitud. 


En respuesta de esa inquietud y durante el año 1975, 
el Poder Ejecutivo remitió al Consejo el Proyecto de Códi- 
go de Aguas redactado por una Comisión de expertos, se- 
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fielando que “...viene a llenar una necesidad que se ha ido 
haciendo cada vez más perentoria para impulsar el desarro- 
lo racional de los recursos hídricos del país, que hacen ac- 
tualmente imperiosa la revisión de la estructura y organiza- 
ción del régimen jurídico de las aguas, para hacer posible 
una correcta y justa utilzacón del recurso y evitar los da- 
ños que resultan de su dispendio incontrolado, así como los 
peligros de su contaminación”. 


Luego que la iniciativa había sido estudiada e informa- 
da por la Comisión de Agricultura y Pesca de la anterior Le- 
gislatura, el Poder Ejecutivo la retiró con la finalidad de 
someterla a un nuevo examen. El texto revisado fue enviado 
otra vez a conocimiento del Consejo. Se destacó, entonces, 
que el mismo mantenía en general las disposiciones de fon- 
do contenidas en el primitivo Proyecto. Pero se advirtió que 
se habían introducido diversas modificaciones formales “...con 
el propósito de ajustar la terminología jurídica de aquel 
cuerpo normativo a la del Derecho Positivo de nuestro país. 
Asimismo, se estimó pertinente adecuar el régimen: de los re- 
cursos administrativos y de lo Contencioso Administrativo de 
anulación y de reparación contenido en el Proyecto, en fun- 
ción de las nuevas pautas establecidas en esa materia por 
el Acto Institucional N? 8”. 


2. — La Comisión de Constitución y Legislación, espe- 
cialmente integrada al efecto, ha realizado un minucioso es- 
tudio del nuevo texto presentado por el Poder Ejecutivo, du- 
rante cuyo transcurso ha recibido planteamientos de índole 
y procedencia diversa sobre aspectos particulares de esta 
proposición legislativa. 


De manera general, procede decir aquí que el Proyecto 
cuenta con el resuelto respaldo de la Comisión. El texto, ela- 
borado cuidadosa y concienzudamente por la Comisión de ex- 
pertos oportunamente designada por el Poder Ejecutivo, abar- 
ca las cuestiones relacionadas con el inventario y estimación 
de los recursos hídricos de la República, con el dominio de 
las aguas públicas y privadas, con el régimen de las servi- 
dumbres civiles y administrativas aplicables a esta materia. 
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Con las obras de defensa y mejoramiento de las aguas y las 
de desecación y avenamiento de lagunas y tierras pantanosas 
y anegadizas, con el uso de las aguas y álveos dominiales y 
fiscales y con las mínimas exigencias de organización para 
una adecuada implementación de las soluciones que se con- 
sagran. 


Con dicha óptica general, puede concluirse que la inicia- 
tiva supone un conjunto armónico y coherente de normas 
reguladoras de los mencionados asuntos, que mejorará apre- 
ciablemente el ordenamiento jurídico vigente. 


Justo es consignar en este Informe la excepcional ayu- 
da prestada al trabajo de esta Comisión por la excelente “ex- 
posición de motivos” redactada por el miembro del aludido 
cuerpo de expertos, doctor Olaf Blixen, la cual, con ribetes 
de verdadera monografía sobre el tema, será seguramente 
un elemento muy valioso para la comprensión e interpreta- 
ción de la Ley que se propone que el Consejo apruebe. 


Sin embargo, la Comisión no cumpliría con su cometido 
si omitiere establecer el verdadero y, en alguna medida, li- 
mitado alcance de esta iniciativa. Su silencio al respecto po- 
dría alentar la gestación de falsas expectativas, cuyo deber 
es evitar, superando cualquier observación superficial. 


Contrariamente a lo que sería. lógico inferir de su de- 
nominación un tanto ambiciosa, el Proyecto no agota ni re- 
suelve todas las cuestiones jurídicas conexas con la materia 
de la que trata. Por ejemplo y un poco como respuesta a al- 
gunos planteamientos realizados por sectores privados en el 
seno de la Comisión, puede advertirse que sufriría una seria 
desilusión el intérprete que buscare en este texto la solución 
legal para todos los problemas vinculados con unà adecuada 
política de riegos agrícolas, ciertamente imprescindible para 
el desarrollo de determinados cultivos. En todo caso, el Pro- 
yecto se limita a suministrar los instrumentos jurídicos bási- 
cos para un posterior desenvolvimiento de dicha política, la 
cual es posible que requiera en el futuro la aprobación de 
disposiciones complementarias que resuelvan los temas espe- 
cíficos que en ese aspecto se planteen, 


E e 
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Naturalmente que, según es obvio decirlo, esas limita- 
ciones del Proyecto no disminuyen el mérito intrínseco que 
indudablemente posee y es por esa razón que merece la apro- 
bación del Consejo. 


3. — En lo que se relaciona con la consideración par- 
ticular del Proyecto, la Comisión, sin alterar sustancialmente 
el cuadro de las normas propuestas, realizó modificaciones 
de distinta naturaleza y entidad, fácilmente detectables con 
el empleo del texto comparativo preparado a tal efecto. 


Sin perjuicio de ello, se ha entendido conveniente for- 
mular algunas breves y someras puntualizaciones sobre aque- 
llas variantes que revisten cierta significación. 


== Tis 


4. — El artículo 1% del Proyecto del Poder Ejecutivo 
enuncia genéricamente las fuentes formales funtamentales 
del régimen jurídico de las aguas en la República. 


La disposición fue observada por Oficiales Superiores de 
la Armada Nacional que solicitaron ser escuchados por la 
Comisión, en nombre del respectivo Comando General. Se- 
gún su punto de vista, dicha enunciación subordinaba inco- 
rrectamente las normas internacionales que vinculan a la Re- 
pública, —especialmente, las emergentes de los tratados ce- 
lebrados por la misma— a las regulaciones del derecho in- 
terno. Por otra parte, dado el alcance general del precepto, 
las derivaciones de ese problema afectaban a numerosas pre- 
visiones del Proyecto (vé.: versión taquigráfica de la Sesión 
de la Comisión del 31 de julio de 1978, Antecedente N°? 283 
de 1978). 


La Comisión examinó con detenimiento tal cuestiona- 
miento, consultando además la opinión del especialista en 
Derecho Internacional, doctor Julio César Lupinacci, actual 
Subsecretario de Relaciones Exteriores. Con la opinión acorde 
del citado profesional, resolvió mantener el texto propuesto, 
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sin perjuicio de introducir algunas leves enmiendas a su nu- 
meral 3? y de suprimir el inciso final. 


El claro propósito de la referida enunciación es mera- 
mente descriptivo del cuadro de normas básicamente aplica- 
bles a esta materia. En manera alguna implica un ordena- 
miento jerarquico de las mismas, siendo de señalar que los 
conflictos aparentes entre las respectivas disposiciones que 
pudieren plantearse, son susceptibles de ser resueltos con 
arreglo a los principios generales de hermenéutica jurídica. 


En lo que atañe al inciso final, la Comisión optó por su 
eliminación en razón de que una compulsa de las disposicio- 
nes del Proyecto reveló que el mismo no se encontraba justifi- 
cado, a la vez que suponía insistir en un concepto que, como 
el de “mar territorial”, se encuentra en proceso de intensa 
revisión en el área internacional. 


5. — En la oportunidad precedentemente indicada, el 
referido Comando, por intermedio de los Oficiales Superio- 
res que actuaron en su nombre, planteó la posibilidad de su- 
primir el artículo 4° del Proyecto original. Se invocaron, al 
respecto, argumentos conexos con las ya analizadas objecio- 
nes al artículo 1° y, también, a la inadecuada relación esta- 
blecida por el texto entre el Ministerio competente en mate- 
ria de aguas y el Ministerio de Relaciones Exteriores. 


La disposición en cuestión ya había sido objeto de algu- 
nas críticas y correcciones en el seno de la propia Comisión. 
Sometida a un nuevo estudio, en mérito a dicho planteamien- 
to, se acordó su eliminación del Proyecto. 


Aparte de la gravitación que sobre el tema puede tener 
la redacción enmendada del artículo lo, resulta evidente que 
el texto que se había propuesto procuraba resolver una cues- 
tión de coordinación ministerial o, todavía, de competencia 
concurrente entre Secretarías de Estado, pasible de ser so- 
lucionada en el ámbito del Poder Ejecutivo, con arreglo a 
las prescripciones generales de la materia (artículos 174, in- 
ciso 2% de la Constitución de lá República, 14, 15 del De- 
creto N? 574/974, de 12 de julió de 1974 y concordantes).. 
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6. — El artículo 17 del Proyecto del Poder Ejecutivo 
establece que pertenecen al Estado, o en su caso, a los Mu- 
nicipios, las aguas del dominio público y sus respectivos ál- 
veos, excluyendo de la aptitud para tal titularidad a las de- 
más personas públicas. 


La Comisión comparte decididamente ese criterio, que no 
hace sino recoger uno de los principios generales del régi- 
men jurídico del dominio público en el Derecho uruguayo. 
Precisamente, para subrayarlo más convenientemente y evi- 
tar cualquier género de hesitaciones al respecto, ha preferido 
mejorar la redacción del. precepto correspondiente, con el 
propósito de aventar toda posibilidad de que tales personas 
públicas, distintas del Estado o de los Municipios, pudieren 
pretender la titularidad del dominio público de alguno o al- 
gunos de tales bienes. 


7. — De acuerdo con el Proyecto, la búsqueda de aguas 
subterráneas y otras operaciones conexas estarán sujetas, 
cuando se trate de predios de propiedad particular y sin per- 
juicio de algunas excepciones, a la autorización del Ministe- 
rio competente. El artículo 48 regula el efecto del silencio o 
de la inercia administrativa ante una petición formulada en 
tal sentido. 


En la iniciativa, se establece que las autorizaciones sẹ 
reputarán tácitamente otorgadas si el Ministerio competente 
no las denegare expresamente dentro de los plazos fijados 
por la reglamentación. 


Vigente el artículo 318 de la Constitución de la Repú- 
blica, esa solución legal hubiese sido doblemente inconstitu- 
cional. Dicha disposición establecía la obligación de toda au- 
toridad administrativa de decidir sobre cualquier petición que 
le formulase el titular de un interés legítimo en la ejecu- 
ción de un determinado acto administrativo dentro de cierto 
término, entendiéndose desechada la petición si la autoridad 
no lo resolviera dentro de ese plazo. 


Derogado el citado precepto constitucional, la Ley po- 
dría establecer un efecto diverso respecto del silencio de la 
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administración. Pero, aún así, la Comisión ha entendido que 
no es conveniente recoger el criterio que se propone, sobre 
todo porque, teniendo en cuenta las características del pro- 
cedimiento administrativo, el mismo puede dar origen a in- 
gentes dificultades para el debido cumplimiento de los co- 
metidos asignados al Ministerio competente. 


8.— —Los artículos 35 y 36 definen respectivamente el 
concepto de álveo y línea de ribera para los ríos y arroyos 
interiores, es decir, exceptuando al Río de la Plata. En el 
Proyecto del Poder Ejecutivo se definía a las riberas como 
“fajas o zonas laterales del álveo que solamente son bañadas 
por las aguas durante las mayores crecidas ordinarias”. Es- 
ta definición hace referencia al concepto de “faja o zona” y, 
por el tanto, debe limitarse superior e inferiormente. 


Si bien el límite superior está precisamente definido en 
el artículo 36, no lo está el límite inferior. No obstante, el 
Decreto del 19 de diciembre de 1935 lo definió concreta- 
mente como nivel medio definido con la misma redacción del 
parágrafo 1? del artículo 36. 


Para la determinación del nivel de los ríos y arroyos in- 
teriores, es preciso contar con observaciones de más de diez 
años en escalas de estaciones hidrométicas que nuestro país 
no dispone en número suficiente en los lugares necesarios. 
Por esas razones se optó por la supresión del 22 inciso del 
artículo 35 y se le dio una nueva redacción que contempla 
la definición del límite del álveo, o línea superior de la ribe- 
ra, dada en el Código Rural como “el terreno que cubren sus 
aguas en las crecidas que no causan inundación”, y por otro 
lado, para el caso que en el futuro existan estaciones hidro- 
méétricas en. número suficiente, por el procedimiento mate- 
mático indicado en el artículo 36. De esta manera se sumi- 
nistran siempre datos suficientes para la determinación del 
álveo y de la línea superior de las riberas. 


Además, no hay que perder de vista el alcance de este 
capítulo que tiene por objeto determinar cuál es el dominio 
público 'a cuyos efectos lo que importa realmente es el lími- 
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$e superior de la ribera ya que es justamente hasta ahí don- 
de la Ley establece que existe dominio público (ver versión 
taquigráfica de la Sesión realizada el 31 de julio de 1978, pá- 


gina 27). 


Con referencia al artículo 37, la Comisión mantuvo la re- 
dacción del Proyecto del Poder Ejecutivo por entender que se 
ajusta a los criterios vigentes y compartidos, además, por los 
Oficiales Superiores de la Armada Nacional. No obstante y 
a manera de justificación, es oportuno efectuar algunas pun- 
tualizaciones: 


a) Consideraciones generales 


Dejando de lado si el Río de la Plata es, por su esencia 
o por definición, un estuario, un río o mar, no hay duda que 
la altura de sus aguas presenta una serie de anormalidades 
de características especiales que obliga a hacer unas consi- 
deraciones previas. 


El Río de la Plata tiene una gran superficie y una pro- 
fundidad relativamente pequeña y muy variable así como la 
naturaleza de su fondo, 


La constitución y configuración de sus dos márgenes, es 
completamente distinta. Los vientos tienen una influencia 
fundamental sobre las alturas de sus aguas, en cambio la 
marea astronómica es de sólo 0,45 a 0,50 metros para la cos- 
ta oriental. Además, puede afirmarse que es marcada la in- 
fluencia que ejercen las aguas dulces de los ríos Paraná y 
Uruguay así como las saladas del océano Atlántico. 


Todos estos antecedentes y otros más, han obligado y 
obligan a los marinos a tomar precauciones para la navega- 
ción. 


Para la confección de las cartas de navegación, es im- 
prescindible el establecimiento de ceros o planos de refe- 
rencia destinados a fijar, en distintos puntos, y a lo largo 
de la costa de nuestro país, las diferentes profundidades. Es- 
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tas cartas tienen una importancia fundamental ya que con- 


tribuyen a velar por la seguridad de los buques que surcan 
el Plata. 


Como punto de referencia se han relacionado las pro- 
fundidades al cero Wharton para la correcta navegación en 
las inmediaciones del Puerto de Montevideo. Dado el régi- 
men anormal de la altura de las aguas del Río de la Plata, 
cada una de sus puertos tendrá su nivel medio y, por con- 
siguiente, cualquier punto de la costa, siendo pues el proble- 
ma a resolver, cuál de esos puntos cuyo nivel se ha deter- 
minado o se debe determinar, ha de ser elegido para que el 
nivel medio de sus aguas sea el nivel medio del mar para el 
Uruguay y con ello tengamos el plano que de acuerdo con 
la Asociación Geodéstica Internacional, sirva de referencia a 
todos los otros planos altimétricos de comparación estableci- 
dos o a establecerse. 


b) El nivel medio del mar o Datum 


En el Río de la Plata, los títulos de las propiedades co- 
lindantes de una época lo consideran como río y para los ac- 
tuales como mar. Ni para los primeros, ni para los segun- 
dos, el límite o ribera se ajusta a lo que determina el Códi- 
go Civil o las leyes españolas. Cuando se le trata como río, 
se fija el límite colindante en el nivel medio. El nivel medio 
no es bajante media ni creciente media: es nivel medio (Cap. 
de Navío Alfredo Aguiar 18/4/45. “Planos de referencia y la 
ribera en el Río de la Plata”). 


Un hecho que se aprecia con facilidad en las costas del 
mar, es el de las mareas. La fuerza productora de las mareas 
es la atracción de la luna y el sol sobre las moléculas liqui- 
das que generan el ascenso (pleamar) y descenso (bajamar) 
de las aguas por encima o debajo de un plano llamado nivel 
medio, DATUM o también cero geodéstico. Como ejemplo 
para el Puerto de Montevideo, .la marea presenta dos plea- 
mares y dos bajamares en un día lunar (veinticinco horas 
aproximadamente). Es decir, que el nivel medio podríamos 
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definirlo como la superficie de marea "nula. Dicho plano pue- 
de considerarse fijo cuando el intervalo de las observaciones 
abarca un período de aproximadamente diecinueve años. 


La Dirección de Hidrografía determinó así el DATUM 
para el Puerto de Montevideo (en el Muelle Washington) en 
el período 1902 - 1921 y se obtuvo un valor de +0,91 metros 
sobre el cero Wharton. Es de hacer notar que el Servicio de 
Oceanografía, Hidrografía y Meteorología de. la Armáda ha 
realizado un extraordinarib trabajo de recopilación y proce- 
so de las observaciones mareográficas en el Puerto de Mon- 
tevideo, completando un período de sesenta y nueve años de 
observaciones (1902-1971). 


c) La línea de ribera 


El Río de la Plata presenta, como habíamos dicho, una 
serie de particularidades que caracterizan a tres zonas bien 
definidas (Agr. Seuánez Olivera. “Revista Agrimensura 
1947”). 


ZONA A. — Es una zona de régimen semifluvial o mix- 
to —no impera el régimen marítimo— comprendida entre 
Punta Cominges y Barra Arroyo San Juan en el departa- 
mento de Colonia, 


Para la determinación de la ribera, podría adoptarse una 
solución intermedia coordinando el procedimiento de “la ma- 
yor crecida ordinaria” (régimen fluvial) y “el promedio de 
los picos de crecida anuales” (régimen marítimo): 


Este régimen puede ser fijado, teniendo en cuenta las 
observaciones de la Dirección de Hidrografía durante mu- 
chos años, determinándose la línea de ribera en Punta de Co- 
minges, un poco más al sur de Nueva Palmira, a 1,20 metros 
por encima del nivel medio y en la Barra del Arroyo San Juan 
a 1,8 metros por encima de dicho nivel. 


ZONA B. — Es una zona de régimen marítimo compren- 
dido entre la mencionada Barrá del Arroyo San Juan y Pun- 
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ta del Este. La línea de ribera puede tomarse como “el pro- 
medio de las máximas alturas .anuales” en veinte años (pla- 
no fijo por.definición). Na debe tomarse la mayor creciente 
ordinaria registrada, pues, puede provenir de fenómenos me- 
teorológicos o mareográficos. La línea de ribera así determi- 
nada coincidiría con lo expresado en el artículo 37 del Có- 
digo proyectado. 


ZONA.C. — De régimen oceánico desde Punta del Este 
a la Barra del Arroyo Chuy. 


En el croquis, se han indicado las zonas mencionadas y 
también los niveles medios en algunos puntos de acuerdo a 
los datos de la Dirección de Hidrografía y del Servicio Hi- 
drográfico de la Marina, dentro de los cuales debe interca- 
larse en el futuro el que corresponda al nivel medio del mar 
del Uruguay. 


9. — Se ha enmendado la denominación y la estructu- 
ra formal del Capítulo relativo a las servidumbres civiles 
en materia de aguas, para destacar la posibilidad de que se 
constituyan servidumbres voluntarias, lo cual resultaba con- 
fuso en la formulación propuesta por el Proyecto original. 


En el mismo sentido, se ha agregado una oración al in- 
ciso segundo del artículo 79, mediante la cual se establece, 
de manera expresa y a través de una norma remisiva, el ré- 
gimen jurídico de las mencionadas servidumbres voluntarias. 


10. — Se ha eliminado del elenco de las servidumbres 
administrativas la llamada de “electroducto” (artículos 116, 
numeral 6°, 130 y 131 del Proyecto original). 


La relación existente entre una servidumbre de esa ín- 
dole y un cuerpo normativo como el que se estudia es, si se 
quiere, mediata e indirecta. No parece convincente, en este 
caso, invocar como antecedente el proyecto de Código de 
Aguas para la Provincia de Buenos Aires, como lo hace la 
“exposición de motivos”. En. dicho antecedente, la servidum- 
bre de electroducto aparece formando parte de una sección 
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denominada “De la trasmisión y distribución de energía hi- 
droeléctrca”, que contempla de manera completa y amplia to- 
da esta: materia. Ello hace pensar que el mencionado Pro- 
yecto tenía en cuenta una realidad de hecho muy diversa de 
la que actualmente se enfrenta en nuestro país. 


Pero, además y por si lo que acaba de decirse no fuere 
bastante, debe recordarse que, con posterioridad a-la prime- 
ra presentación de este Proyecto de Código de Aguas, aun- 
que antes de que se lo remitiera por segunda vez, fue apro- 
bada la Ley N? 14.694, de 1? de setiembre de 1977, llamada 
“Ley Nacional de Electricidad”, que contempla satisfactoria- 
mente el régimen legal de las servidumbres en dicha mate- 
ria (artículo 26). No tiene sentido, entonces, incluir en el 
Código de Aguas previsiones al respecto, aparte de que ello 
provocaría una confusión normativa de resultados imprede- 
cibles. 


11. — La Comisión no ha recogido el temperamento pro- 
puesto por el último inciso del artículo 126 del Proyecto del 
Poder Ejecutivo. 


La posibilidad de que pudieren constituirse servidum- 
bres, aunque fueren de naturaleza “administrativa” y no “ci- 
vil”, sobre bienes del dominio público es sustancialmente in- 
compatible con su carácter inalienable (artículos 477, 1193, 
1194 y 1668 del Código Civil; vé.: Enrique Sayagués La- 
so, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo II p 265 y la 
copiosa doctrina mayoritaria allí citada). 


Pero, aunque teóricamente fuere de recibo la opinión con- 
traria, es evidente que un asunto de esta índole, que atañe 
por su gneralidad y carácter declarativo a todo el régimen 
jurídico del dominio público, no puede ser resuelto de mane- 
ra lateral y en función de las limitadas razones de mérito 
que especificamente podrían derivarse de los hechos que pro- 
cura solucionar ese texto. 


Por otra parte, los efectos prácticos que se procuran pue- 
den lograrse también mediante el procedimiento de la desa- 
fectación total o parcial del bien dominal de que se trate. 
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Se dirá que, en la medida que ello requiere la aprobación de 


-una Ley especial, la vía es considerablemente más pesada. 


Elo puede ser verdad, pero también lo es que así se tutela 
mejor el interés público que, de lo contrario, sería fácilmente 
avasallado por el impulso muchas veces reñido con aquél, de 
algunos organismos burocráticos. 


12. — El primero de los artículos dei Capítulo I del Tí- 


-tulo V, referente a la defensa de las aguas, álveos y zonas 


aledañas, establece la atribución del Ministerio competente 
para dictar las providencias y adoptar las medidas necesarias 
para impedir la contaminación de aquéllas. 


Al respecto, es preciso tener en cuenta que los Capítulo 
IX y XII del Tratado del Río de la Plata y su frente marí- 
timo, celebrado con la República Argentina (Ley N°? 14.145, 
de 25 de enero de 1974), y los Capítulos X y XII del Estatuto 
del río Uruguay, que también vincula a la República con la 
mencionada Nación hermana (Ley N? 14.521, de 11 de mayo 
de 1976), contienen precisas y armónicas previsiones en esta 
materia, con expresa atribución de competencias específicas 
a las respectivas Comisiones Administrativas binacionales de 
las referidas aguas. 


En mérito a esas circunstancias y siguiendo aquí tam- 
bién las observaciones de los mencionados Oficiales Superio- 
res de la Armada Nacional y la opinión conforme del doctor 
Lupinacci, se ha redactado el inciso segundo del citado ar- 
tículo, dándole el carácter de norma subsidiaria y haciendo 
expresa mención a las disposiciones internacionales que obli- 
gan al. país. 


13. — El artículo 163 recoge, con algunas precisiones, 
lo dispuesto en el artículo 295 de la Ley N? 13.737, de 9 de 
enero de 1969 y del inciso tercero del artículo 133 de la Ley 
N? 10.723, de 21 de abril de 1946, Se trata de prescripciones 
necesarias para definir la configuración de la costa amena- 
zada por la extracción incontrolada o clandestina de arena, 
cantos rodados y rocas. Tales extracciones en la faja de de- 
fensa sólo podrán realizarse por encima de determinado ni- 
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vel. Tal es la finalidad de la faja de defensa comprendida en- 
tre la línea desplazada 250 metros contados desde el límite 
superior de la ribera hacia el interior del territorio y la línea 
del nivel del cero Wharton como límite hacia el exterior. 


El cero Wharton es un plano horizontal que sirve de base 
no sólo para todas las escalas hidrométricas, sino además pa- 
ra las nivelaciones de precisión que permiten acotar los re- 
lieves del territorio nacional. Dicho plano fue fijado por De- 
creto del 20 de mayo de 1949 que expresaba en su artículo 
1%: “El plano horizontal que pasa a 23,88 metros por debajo 
del marcador colocado en el año 1889 en el interior del edi- 
ficio del Cabildo (ángulo sureste S.E. del vestíbulo) queda 
fijado provisoriamente como plano único de referencia para 
los ceros de las escalas hidrométricas instaladas en el país y 
las que en adelante se instalen en zonas fluviales y lacus- 
tres”. 


El artículo 2? expresa: “Mientras el país no cuente con 
observaciones suficientes que le permitan determinar el nivel 
medio del mar, fíjase provisoriamente el nivel medio de las 
aguas del Puerto de Montevideo como base única para los 
acotamientos de los relieves del territorio nacional. Este pla- 
no pasa a 22,97 metros por debajo del marcador (Repere) des- 
crito en el artículo 1% y a 0,91 metros sobre el plano hori- 
zontal de referencia indicado en el mismo artículo”. 


El artículo 3%, finalmente, dice que “el nivel medio fi- 
jado por el artículo 2° deberá sustituir al que fue establecido 
por el Decreto de 16 de junio de 1887 debiendo, en conse- 
cuencia, ajustarse al nuevo plano de referencia el acotamien- 
to dispuesto por el artículo 11 del Decreto reglamentario de 
la Ley General de Ferrocarriles”. 


El nivel del cero Wharton tiene vigencia para el Puerto 
de Montevideo y sus inmediaciones. 


La Comisión recogió en la nueva redacción del artículo 
163, inciso tercero, el concepto de plano de referencia hidro- 
métrico provisorio (cero Wharton) criterio compartido tam- 


E 
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bién por. los Oficiales Superiores de la Armada Nacional. que 
concurrieron oportunámente a la Comisión. Este criterio es 
válido. para, el Río de la Plata y el océano Atlántico. 


Para el río Uruguay el problema es diferente debido prin- 
cipalmente a la pendiente de su lecho ya que si se tomara 
el plano del cero Wharton: que pasa a 0,91 metros por debajo 
del nivel medio del Puerto de Montevideo, dicho plano sería 
incompatible. 


Por las razones expuestas, se adoptó para el río Uruguay 
el eriterio de referir el límite exterior de dicha faja a ce- 
ros locales-para las diferentes zonas del río. En el inciso cuar- 
to, se le dio una nueva redacción que aclara mejor el alcan- 
ce de la disposición mencionada (ver croquis)). 


14. — El título VI concierne al régimen del uso de 
las aguas y álveos dominiales y fiscales. 


La Comisión ha realizado en él algunas modificaciones, 
especialmente en lo que tiene que ver con las aguas y álveos 
dominiales, las que pueden requerir algunas precisiones pa- 
ra su comprensión. 


Puede observarse del cotejo con el Proyecto original que 
se suprimió del texto la expresión “aprovechamiento”” como 
hipótesis permutable con la de “uso”. Aunque en otras dis- 
ciplinas científicas y hasta en el lenguaje común es posible 
discernir entre ambas palabras, tal distinción carece de re- 
levancia jurídica, porque tanto uno como otro se hallan su- 
jetos a un idéntico sistema legal. 


En tren de optar por alguno de los dos términos, la Co- 
misión se ha inclinado decididamente por el de “uso”. Este 
tiene reconocido arraigo en toda la cuestión del régimen ju- 
rídico del dominio público y, lo que es más importante, ha 
sido expresaménte integrado por el derecho vigente al con- 
cepto fundamental en la materia (vé.: artículos 477, 478 y 
479 del Código Civil, étc.). 
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Desde otro punto de «vista, se ha entendido que el Pro- 
yecto del Poder Ejecutivo, al establecer las formas de otor- 
gamiento de los usos privativos de las aguas y álveos domi- 
niales (Título cit., Capítulo I, Sección III), emplea una no- 
ción de “permiso” que puede provocar cierta confusión in- 
terpretativa que sería deseable evitar. 


Elo es así a pesar de que la propia “exposición de mo- 
tivos” se ocupa de anticipar tales dificultades: “Puede notar- 
se de inmediato que el término permiso ha sido aplicado ex- 
profeso a un género de actos que parte de la doctrina con- 
sidera como concesiones, puesto que constituyen, conforme a 
la definición de Sayagués Laso (Tratado I, 421), “actos de 
derecho público que confieren a una persona un derecho o 
un poder que antes no tenía, mediante la transmisión de un 
derecho o del ejercicio de un poder propio de la administra- 
ción”. Agrega luego la citada “exposición”: “*...podría decir- 
se que estos últimos (los permisos), son por naturaleza, pe- 
queñas concesiones otorgadas para utilizaciones menores y 
organizadas mediante una regulación menos formal que la 
de las concesiones strictu sensu y que deja mayor libertad de 
acción a la administración” (Repartido N* 1051 de 1975, p. 
103)). 


No se requiere demasiada sagacidad ni penetración pa- 
ra verificar que, en este aspecto como en otros, se ha seguido 
el criterio dominante en la Argentina. Así en uno de los mo- 
delos reiteradamente citado por la “exposición” y que fuera 
elaborado por una comisión presidida por un administrativis- 
ta de la jerarquía de Benjamín Villegas Basavilbaso, se habla 
también de “concesión” y de “permiso” como especies de un 
mismo género de otorgamiento de utilizaciones privativas, ca- 
racterizando a la última por su precariedad y por estar de- 
dicado a los usos “ínfimos”, esto es, “*...las que no impliquen 
derivación de aguas públicas mediante canales aductores, 
conductores o la ejecución de obras fijas” (Proyecto de Có- 
digo de Aguas para la Provincia de Buenos Aires, La Plata, 
1939, ps. XXXVIII a XL y artículo 33' del texto proyectado). 


424 ADOLFO GELSI BIDART 


Recienteménte y con carácter general, José Roberto Dro- 
mi ha dicho, al respecto, muy gráficamente: “El permiso, en 
otros términos, importa una concesión de alcance restringido, 
por cuanto otorga derechos de menos intensidad y mayor pre- 
cariedad. Serán concesiones de bagatelas, de menos impor- 
tancia; más que otorgar un derecho, toleran un uso” (Insti- 
tuciones de Derecho Administrativo, Buenos Aires, 1973, p. 
279. En sentido coincidente: Miguel S. Marienhoff, Régimen 
y legislación de las aguas públicas y privadas, Buenos Aires, 
1939, ps. 733 y ss.; ídem, Tratado del dominio público, Bue- 
nos Aires, 1960, ps. 327 y ss.; etc.). 


Ocurre, sin embargo, que en el Uruguay se ha empleado 
la expresión “permiso” con un alcance ambiguo y contradic- 
torio. A veces se ha aludido con ella a actos que participan 
de la naturaleza de la “concesión”, en el sentido amplio que 
antes se ha mencionado (por ejemplo, ciertas utilizaciones 
privativas de calle, avenidas y plazas públicas, etc.), mien- 
tras que en otras hipótesis se ha hecho referencia a actos que 
son sustancialmente verdaderas “autorizaciones”, en el con- 
cepto generalmente recibido en nuéstro país y que no coin- 
cide exactamente con el que le dan los autores argentinos 
(por ejemplo, ciertos “permisos” de pesca, los “permisos” de 
conducir vehículos y otros casos comprendidos en el ejerci- 
cio de la libertad de trabajo, etc.). En otras palabras, se ha 
hablado de “permiso” para mencionar a actos jurídicos de la 
administración radicalmente diversos entre sí, con las consi- 
guientes e importantes derivaciones sobre sus respectivos re- 
gémenes jurídicos que ello supone. 


Para resolver adecuadamente esas dificultades, sin afec- 
tar hondamente el sistema del Proyecto, la Comisión optó por 
calificar las expresiones “permiso” y “concesión” con la fra- 
se adjetiva “de uso”. 


Este temperamento presenta algunas ventajas. Por un 
lado, permite -poner sobre aviso al intérprete respecto de la 
verdadera naturaleza del acto de que se trata, el cual en nin- 
gún 'caso .podrá confundirse con una “autorización”. Por otro 
lado, destaca la esencial similitud sustancial de ambas for- 
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sms de otorgamiento de usos privativos del dominio público, 
sæ perjuicio de las diferencias de grado que ponen de ma- 
miñesto sus distintos regímenes legales. Y, al mismo tiempo, 
abiita a seguir empleando con provecho las ricas y nutri- 
dias elaboraciones que en esta materia ha producido la doc- 
ura administrativa argentina, alguno de cuyos autores habla 
de “permiso de uso” y de “concesión de uso” con el mismo 
aleznce que se hace aquí (vé: Marienhoff, Tratado cit., ps. 
327 y ss. y 342 y ss.). 


Finalmente, la Comisión consideró oportuno reunir, en 
un parágrafo aparte de la mencionada Sección III (el 5%, que 
mo existe en el Proyecto del Poder Ejecutivo), ciertas previ- 
siones que atañen a algunos actos administrativos específi- 
cos: el “permiso de estudio”, la “concesión de servicios pú- 
Bicos” y la “concesión de obras públicas”, referidos todos a 
las aguas y álveos del dominio público. 


Estos actos, sin perjucio de sus puntos de contacto teó- 
rico y prácticos con las formas de otorgamiento de usos pri- 
vativos precedentemente examinadas, responden a finalida- 
des o propósitos propios y diversos, a la vez que, en los dos 
últimos supuestos, considerablemente más complejos que 
aquéllas. 


Esa razón justifica el reordenamiento realizado por la Co- 
misión en su Proyecto sustitutivo. 


— ul — 


Por los fundamentos expuestos, la Comisión aconseja la 
aprobación del Proyecto de Ley que se acompaña. 


Sala de la Comisión, 6 de noviembre de 1978. 


Enrique Viana Reyes, Miembro Informante. Mario Jor- 
ge Coppetti, Miembro Informante. Aurora Alvarez 
de Silva Ledesma. Marcial Bugallo. Eduardo Cris- 
po Ayala. José Francisco Franca. Martín C. Martí- 
nez. Rafael Ravera Giuria. Hamlet Reyes. Alejan- 
dro Végh Villegas. Consejeros, 
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-VII) DISCUSION EN EL CONSEJO DE ESTADO 


(28.XI.1979. 119% Sesión Ordinaria. XLII Legislatura. 
Tomo 23, N° 319 - Pág. 303-316) 


l Rep. N? 532. 
PODER EJECUTIVO 


Montevideo, 6 de marzo de 1978. 


Doctor don Hamlet Reyes. 


Tengo el honor de dirigirme a ese Alto Cuerpo a fin de 
reiterar la consideración de los siguientes Proyectos de Ley: 


1) Política Aeronáutica de la República en materia co- 
mercial, remitido con fecha 18 de octubre de 1977. 


2) Código de Aguas, enviado con fecha 27 de octubre 
de 1977. 


3) Administración Nacional de los Servicios de Estiba, 
enviado con fecha 29 de octubre de 1977, 


A su vez el Poder Ejecutivo, en uso de la facultad con- 
ferida por los artículos 168 numeral 8% y 104 de la Constitu- 
ción de la República, solicita la convocatoria de ese Alto 
Cuerpo a sesiones extraordinarias, haciendo cesar el receso, 
para tratar dichos Proyectos de Ley. 


Saludo a ese Alto Cuerpo con mi mayor consideración. 


APARICIO MENDEZ. Hugo Linares Brum. Alejandro 
Rovira. Valentín Arismendi. Walter Ravenna. Daniel 
Darracq. Eduardo Sampson. Luis H. Meyer. José 
E. Etcheverry Stirling. Antonio Cañellas. Estanislao 
Valdés Otero. Fernando Bayardo Bengoa”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — De acuerdo con el preceden- 
te que existe en el Consejo, la Mesa sugiere, para el estudio 
y resolución de este asunto, el siguiente trámite: prescindir 
de la lectura del Proyecto, tanto en la discusión general co- 
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mo en la particular. Aprobado en discusión general y llega- 
da la particular, se votaría por Capítulos o por Títulos, se- 
gún correspondiera. 


Si se dispusiera la supresión de la lectura en ambas dis- 
cusiones, la Mesa, antes de entrar a la consideración de ca- 
da capítulo, haría una pausa para que los señores Consejeros 
puedan dar lectura á los textos que están incluidos en el Tí- 
tulo o en el Capítulo. Si algún señor Consejero tuviera al- 
guna objeción o interrogante que formular con respecto a de- 
terminado artículo, la haría llegar a la Mesa. Luego, enton- 
ces, se pondría a votación el resto de los textos que no han 
merecido controversia y después se analizaría el o los artícu- 
los que hubieran sido motivo de observación por parte de 
algún señor Consejero. 


Se va a votar si se procede de acuerdo a lo sugerido por 
la Mesa. 


(Se vota:) 

—23 en 24: Afirmativa. 

En discusión general. 

SEÑOR GRUSS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR GRUSS. — Señor Presidente: quiero adelantar 
que votaré afirmativamente, en la discusión general, el Pro- 
yecto que está a consideración del Consejo, pues entiendo 
que constituye una pieza legislativa que regulará la utiliza- 
ción de un elemento vital cuyo uso racional es cada vez más 
necesario, como lo señala muy acertadamente el primer pá- 
rrafo del informe de la Comisión. Pero estimo que debe re- 
saltarse que este Código presenta una omisión grave, y lo se- 
ñala con toda claridad la Comisión en la página 3 de su in- 
forme: no existe una sola disposición referente al riego de 
cultivos agrícolas. 
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Y no se trata aquí de un tema exótico, ajeno a nuestro 
quehacer nacional. El riego es práctica establecida en nues- 
tro país para rubros agrícolas básicos, como el arroz, los ci- 
trus, la caña de azúcar, varios cultivos granjeros, etcétera, 
desde hace muchísimo tiempo. Señalo al pasar que varios de 
estos rubros son importantes generadores de divisas, apoya- 
dos algunos de ellos, en su exportación, por el sistema de 
reintegros. 


Las aguas utilizadas para estos riegos son tomadas, ge- 
neralmente, por bombeo de ríos como el Uruguay, el Cua- 
reim, el Cebollatí, Arroyo Palomas, etcétera, o lagunas como 
la Merín y otras que, de acuerdo al artículo 30 del Proyecto, 
integran el dominio público. 


Señalo que una aplicación literal y estrecha de algunos 
artículos, como por ejemplo el inciso primero del artículo 33, 
podría llegar a impedir la utilización de las aguas de dichos 
cauces y de los espejos de agua a esta necesaria actividad de 
la economía, como es el riego de cultivos, que desgraciada- 
mente el Proyecto no menciona. 


En la discusión particular, señor Presidente, volveré a 
intervenir para proponer alguna modificación tendiente a co- 
rregir en parte esta omisión y sus posibles consecuencias 
negativas. 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR VIANA REYES. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Miembro Informante. 


SEÑOR VIANA REYES. — Señor Presidente: las muy 
medidas consideraciones que ha vertido el señor Consejero 
Gruss, habilitan a que en nombre de la Comisión formule al- 
gunas muy breves precisiones respecto del punto concreto 
que él ha señalado. 
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Como resulta del informe y de los antecedentes que los 
Consejeros habrán tenido oportunidad de manejar, puede de- 
cirse que esta Comisión virtualmente recibió el Proyecto del 
Código de Aguas cuando con respecto a esta materia habían 
transcurrido ya varias etapas. 


En el momento de advertirse lo que el señor Consejero 
califica de omisión, la Comisión se vio ante una disyuntiva 
que consiste, muy sencillamente explicado, en lo siguiente: 
o proseguía con el estudio del Proyecto de Código de Aguas 
elaborado por una Comisión de expertos a nivel del Poder 
Ejecutivo y respaldado reiteradamente por dicho Poder a 
través de dos Mensajes, o detenía su estudio y comenzaba 
la instrumentación de todo un cuerpo de normas a ser injer- 
tado en la iniciativa referente a puntos como los que ha se- 
ñalado el señor Consejero. 


Teniendo en cuenta que esta segunda opción suponía, in- 
dudablemente, y por sobre todas las cosas, un trabajo de in- 
vestigación, de encuestas y de elaboración técnica, no jurí- 
dica, de considerable volumen, la Comisión entendió que el 
camino adecuado era el de proseguir con el estudio de esta 
iniciativa manteniendo sus lineamientos generales, tal cual 
habían sido remitidos por el Poder Ejecutivo, pero subrayar, 
simultáneamente —como se entendió haberlo hecho en el In- 
forme— que toda la cuestión de las aguas en la República 
no está agotada a través de este Proyecto. Inclusive, en lo 
que me es personal, una vez comprobada esa verdad meri- 
diana pensé si lo lógico, lo honesto intelectualmente, no hu- 
biese sido cambiar la denominación de este Proyecto y no 
hablar de Código de Aguas; buscar una denominación que 
describiera más circunstanciadamente su contenido. Sin em- 
bargo, teniendo en cuenta que a esa altura este Proyecto ya 
era conocido con esa denominación desde larga data, desistí 
de promover esa modificación que, por otra parte, sería pu- 
ramente nominal y propuse —y la Comisión lo aceptó— que 
se rindiera culto a esa honestidad intelectual a través de su 
Informe, destacando el verdadero alcance de esta iniciattiva, 
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Yo no pondría el acento exageradamente en este aspec- 
to como elemento para retacear el apoyo a este proyecto. 
Creo que la iniciativa cumple con una tarea de ordenación, 
de depuración jurídica muy importante y, además, suminis- 
tra a la Administración instrumentos prácticos muy concre- 
tos para continuar en el futuro con el desarrollo de una ade- 
cuada política de aguas. 


Por supuesto, sin ánimo de agotar el tema, pienso que, 
por ejemplo, la utilización de las disposiciones previstas en 
el Título II de este Proyecto, que trata del Inventario y Apre- 
ciación de los recursos hídricos y del Registro de los dere- 
chos del uso de aguas, sobre todo en la primera parte, es 
decir, en la de inventario y apreciación de los recursos hí- 
dricos, va a permitir que la Administración realice una tarea 
que yo calificaría de operación verdad en materia de aguas, 
a los efectos de que, sobre la base de datos científica y téc- 
nicamente comprobados, técnicamente reunidos, se pueda ela- 
borar una política de aguas real, y no basada en simples 
presunciones o indicaciones que más o menos todos podemos 
tener, 


Creo, señor Presidente, que si debo seguir usando la 
calificación del señor Consejero, puedo decir, sí, que la omi- 
sión a la cual el señor Consejero se refirió ha sido, en de- 
finitiva, deliberada, pero no porque exista, de parte de los 
integrantes de la Comisión, ni de parte del Poder Ejecutivo, 
la seguridad de que con esto queda clausurado el tema. Aquí, 
simplemente, se establecen los primeros pasos necesarios pa- 
ra proseguir después con la tarea; primeros pasos imprescin- 
dibles porque, evidentemente, las vetustas disposiciones del 
Código Rural y algunas del Código Civil, estaban reclaman- 
do, en esta materia ¿omo en otras, un ordenamiento y una 
actualización. Eso es lo que quiso este Proyecto, modesto, sí, 
pero necesario, por lo que la Comisión lo ha apoyado e in- 
siste en su aprobación por parte del Consejo. 


Nada más. 
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SEÑOR PRADERI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR PRADERI. — Coincido, en general, con la for- 
ma de pensar de los señores Consejeros que me han prece- 
dido en el uso de la palabra. 


Creo que efectivamente, se califique o no de omisión, 
la utilidad de este Código se ha visto restringida por no to- 
car el problema del riego. Pienso —no téngo una convicción 
total— si no hubiera sido preferible sacrificar un poco la 
exactitud o la perfección jurídica del Código incorporando al- 
guna norma que pudiera resolver problemas acuciantes en 
este momento en materia de riego sin intentar, como dijo el 
señor Consejero Viana Reyes, un estudio global sobre él. Me 
queda esa duda que es dicícil de aclarar. 


En general, el texto —que voy a votar— ha recibido, por 
su “propio efecto, un esfuerzo un poco desproporcionado. Si 
bien como norma jurídica es un compendio total sobre la ma- 
teria, al no tocar el problema de riego, creo que se trata de 
un trabajo desmesurado de tres años con frutos que pudieron 
haber sido un poco más extensos que los que produjo. 


Para terminar, deseo hacer una simple observación —a 
pesar de que nunca aprobamos los detalles— con respecto a 
una frase o dos palabras en la página 8, que entiendo mal 
empleadas, donde se habla de la atracción de la luna y el 
sol sobre las moléulas líquidas. Esto va a resultar parecido 
al metro cuadrado. En primer lugar, las moléculas no son lí- 
quidas ni gaseosas; ése es un concepto macroscópico. Y en 
segundo término, los líquidos no tienen moléculas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Eso lo podrán contestar los 
señores Consejeros que son técnicos en la materia, de la 
"misma forma en que el señor Consejero contradijo la opi- 
nión mía. 


v 
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SEÑOR PRADERI. — No quiero hacer una polémica de 
esto. 


SEÑOR COPPETTI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR COPPETTI. — Quiero referirme al problema de 
fondo que se estaba discutiendo, con respecto a esa relativa 
omisión a los problemas que tienen ingerencia con el riego. 
Muy poco puedo agregar a lo que ha manifestado el señor 
Consejero Viana Reyes. Pero sí quiero poner cierto énfasis 
en el aspecto de que en este Código el problema del riego 
no se arreglaba con el agregado de dos o tres artículos. 


SEÑOR VIANA REYES. — ¡Apoyado! 


SEÑOR COPPETTI. — El problema es sumamente com- 
plejo. Por supuesto que la Comisión tampoco permaneció in- 
sensible a la importancia y significación del problema del 
riego. Tan es así que se requirió información a otros países, 
y yo personalmente la solicité a México y a Argentina. He- 
mos recibido, justamente, algunos Códigos de Riegos mexi- 
canos y argentinos —de las provincias de Mendoza y de San 
Juan—, y realmente es algo que asusta, porque son tratados 
del orden de este Código de Aguas que tienen doscientos o 
trescientos artículos. Este es un tema que requiere un estudio 
a fondo y está ligado, inclusive, con la tenencia de la tierra. 
Si mal no recuerdo, cuando recibí la información de México, 
la recomendación que se hacía era que un Código de Riego 
debe ser estudiado conjuntamente con una reforma agraria. 
Como se ve, el problema no es tan simple. Quizá el colocar 


dos o tres artículos aislados, sin tener una noción del pano-- 


rama global, de conjunto, no hubiera sido nada positivo. 


Por estas razones, comparto las explicaciones dadas por 
el señor Consejero Viana Reyes y, por supuesto, que queda 
siempre latente esa inquietud con respecto a complementar- 
lo, en un futuro con un adecuado Código de Riego. No sé si 
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tendremos la suerte de promover esa iniciativa aquí, desde 
el Consejo de Estado; pero por lo menos la vamos a impul- 
sar, porque es a lo que aspiramos: complementar estas dis- 
posiciones con adecuado Código de Riego que contemple las 
distintas inquietudes que se han planteado en esta Sala con 
respecto al tema. 


SEÑOR VIANA REYES. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR VIANA REYES. — Señor Presidente: lo que 
voy a decir puede ser un poco reiterativo, pero como ha sido 
también reiterativa la conocida manía del Consejero Praderi 
para con los abogados, es necesario que deba formular algu- 
nas puntualizaciones. 


Se cometería un grave error de suponer que hubo por 
parte de la Comisión, una especie de preciosismo jurídico 
que fue lo que impidió que se considerara ese aspecto. Nada 
más lejos de eso, señor Presidente. Lo que ocurre es que 
cuando recibimos algunos planteos concretos por parte de al- 
gunos sectores interesados y los analizamos a fondo, compro- 
bamos que lo que aparentaban, eso sí, ser modificaciones a 
simples redacciones de algunos artículos, encerraban en su se- 
no una problemática realmente aguda e intensa. Incluso, un 
poco a título de broma —pero no tan de broma, quizá—, 
utilizando la terminología de Carlos Marx en “El Capital”, 
yo señalaba que esos problemas revelaban una de las tantas 
contradicciones del capital, porque estaba el problema de en- 
frentar la empresa inversora, es decir, la que financiaba de- 
terminados cultivos, con los titulares de la propiedad de la 
tierra. Quiere decir que era un menudo problema. Despojé- 
monos de todas esas expresiones, que son tan desagradables, 
y veamos que en realidad de lo que aquí se trataba era ni 
más ni menos que de resolver un conflicto muy grave, muy 
importante y muy trascendente para el futuro del país pero 
que, de ninguna manera podía hacerse a la ligera y sobre 
todo de ninguna manera podía hacerse en forma exclusiva- 
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mente jurídica sin contar, previamente, con los estudios téc- 
nicos y con las decisiones políticas que el Consejo por sí solo 
no podía adoptar. 


Ese fue el alcance del trabajo de la Comisión. Compren- 
dió la impaciencia lógica y justificada de ciertos sectores; 
pero aun así, aun en ese caso prefirió dar este medio paso 
—si ustedes me permiten la expresión— antes de no hacer 
nada o da dar o ensayar, de alguna manera, un paso al va- 
cío que hubiera podido producir efectos que advertimos que 
no estaban dentro de nuestras posibilidades medir adecuada- 
mente. ? 


Ese, repito, ha sido el alcance de la tarea de la Comisión. 
SEÑOR PRADERI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR PRADERI. — He sido aludido muy a menudo, 
señor Presidente. No hablé de preciosismo jurídico —el señor 
Consejero Viana Reyes a veces tiene la costumbre de modi- 
ficar los adjetivos—, sino simplemente de perfección jurídica. 
Son cosas distintas. Y dejé bien establecido que todavía no 
tengo claro el panorama en cuanto a si esa decisión fue to- 
talmente acertada o no. Tengo mis dudas. Porque entiendo 
que no todas las materias se regulan por Códigos y que qui- 
zá hubiera sido posible —repito que tengo la duda— que 
alguna medida o alguna norma aislada resolviese el proble- 
ma sin entrar al global de un Código de ríos, que comprendo 
es una cosa sumamente complicada. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Queda sin contestar la obser- 
vación del señor Consejero respecto a las moléculas líquidas. 
No es que incite al Consejo a que se conteste... 


(Hilaridad) 


—...pero así como me vi envuelto en una controversia 
parecida de otro orden, tal vez fuera conveniente que se acla- 
rara el punto por alguno de los técnicos que están en Sala. 


ARA ES ZEN 
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Tiene la palabra el señor Consejero Coppetti. 


SEÑOR COPPETTI. — Cuando se trate el artículo 37, 
eon mucho gusto aclararé las dudas que tiene el señor Con- 
sejero Praderi. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Muy bien, de acuerdo, 


Entraríamos entonces al estudio del Proyect , tal como 
fue sugerido por la Mesa y aprobado por el Conskjo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa 
a la discusión particular. 


(Se vota): 
—22 en 22: Afirmativa UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


En discusión el Título 1: “Principios Generales”. Com- 
prende los artículos 1° a 6°. 


Sirvanse darle lectura los señores Consejeros. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el Títù- 
lo 1 


(Se votat) 
—21 en 22: Afirmativa. 


En discusión el título II. “Del Inventario y Apreciación 
de los Recursos Hídricos y del Registro de los Derechos al 
Uso de Aguas”. Comprende los artículos 7% a 14. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota): 
—21 en 23: Afirmativa. 


En discusión el Título III: “Del Dominio de las Aguas”. 
Capítulo I. Disposiciones Generales”. Comprende los artícu- 
los 15 a 18. 
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Si no se hace uso de la palabra, se. va a votar. 
(Se vota: ) 
23 en 23: Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión el Capítulo 11: “De las Aguas Pluviales”. Com- 
prende los artículos 19 a 23. 


SEÑOR LABORDE BERCIANOS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR LABORDE BERCIANOS. — Es simplemente 
para hacer una pregunta, señor Presidente. 


En el artículo 23 se habla de que “para realizar en la 
atmósfera actividades susceptibles de modificar el régimen 
pluvial se requerirá anuencia del Poder Ejecutivo...” y agre- 
ga: “...además de cumplirse los requisitos que otros orga- 
nismos públicos impongan”. 


¿Eso es en general, en forma vaga, o se refiere a algún 
organismo público concreto? Es una aclaración que solicito. 


SEÑOR VIANA REYES. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Miembro Informante. 


SEÑOR VIANA REYES. — Este período del artículo 23 
tiene todo el sabor de una disposición de reserva, diría yo. 
Es decir, en la medida que esta autorización a que se refiere 
este artículo es innovadora, o sea, que de alguna manera es 
nueva, no se ha querido perturbar otras competencias que, 
por otras razones, se hayan podido referir a organismos pú- 
blicos. No tengo conocimiento específico sobre cuál es el or- 
ganismo público a que se refiere —aunque seguramente debe 
haber alguno—, pero diría que lo que se busca con esta re- 
dacción es no provocar conflictos de competencia entre orga- 
nismos públicos por otras situaciones distintas de :las que 
comprende este artículo. 


prs 
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SEÑOR COPPETTI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
Miembro Informante. 


SEÑOR COPPETTI. — Deseaba apoyar lo que ha ex- 
presado el señor Consejero Viana Reyes. 


En Comisión hablamos algo con respecto a este artículo. 
Quizá algunas reparticiones, como el Servicio de Hidrografía 
y Meteorología, pudieran tener cierta ingerencia con respecto 
a esto, pero como todo depende del Poder Ejecutivo, no qui- 
simos indicar en forma concreta todos los organismos que 
están vinculados o que tienen competencia directa en esta 
materia. Por eso se optó por mencionar solamente “Poder 
Ejecutivo”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el Capítulo II. 
(Se vota:) 
—22 en 23: Afirmativa. 


Se pasa al Capítulo III: “De las Aguas Manantiales”, 
que comprende los artículos 24 a 29. 


En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 

—22 en 23: Afirmativa. 

SEÑOR GARCIA CAPURRO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR GARCIA CAPURRO. — Supongo que todos “he- 
mos leído el Proyecto que se -está considerando y que habre- 
mos señalado con una marca aquellas disposiciones con las 
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que no estamos de acuerdo. Me pareçe demasiado extenso el 
tiempo que se está concediendo para ver si en los artículos 
en: discusión hemos puesto alguna marca o no. 


Es evidente que la lectura que se haga en este momen- 
to.no sirve de nada, porque no: es una lectura consciente. 
Creo que quien no conozca el Proyecto y no lo haya estu- 
diado, en este momento no debería opinar, por tratarse de 
un asunto tan complejo. 


SEÑOR BRUN CARDOSO. — De acuerdo. 


SEÑOR GARCIA CAPURRO. — Reitero que me pare- 
ce excesiva la pausa que hace el señor Presidente luego de 
poher en discusión cada Capítulo, y que convendría abreviar- 
la, dando tiempo solamente para que demos vueltas las pá- 
ginas y veamos si hemos puesto marcas. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa comparte el criterio 
del señor Consejero, aunque aclara que cuando veía que los 
señores Consejeros dejaban de leer el Proyecto, sometía a 
votación el Capítulo en consideración. 


Se pasa al Capítulo IV: “De +los: Ríos y Arroyos”, que 
comprende los artículos 30 a 38. 


En discusión. 
SEÑOR COPPETTIL — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Miembro Informante. 


SEÑOR COPPETTI. — El señor Consejero Praderi tie- 
ne algo de razón en lo que manifestó hace instantes. Efecti- 
vamente, el fenómeno es así. Pero si hubiera leído con un 
poco de atención lo expuesto en el Informe en la página ocho 
habría podido apreciar que lo que se hizo en la exposición 
de motivos fue transcribir un trabajó del Capitán de Navío 
Alfredo Aguiar; del año 1945 —es decir, realizado hace 33 
años—, relativo a “Planos de Referencia y la ribera en el 
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Río de la Plata”. De modo que es sólo la transcripción de una 
publicación que no entramos a discutir técnicamente, sino 
que simplemente la mencionamos como antecedente histórico. 


Con respecto al artículo 37 y a los efectos de aclarar 
también algunos conceptos sobre mareas y demás, quisiera 
distraer la atención de los señores Consejeros realizando al- 
gunas precisiones. 


Los artículos 35, 36, 37 y 38, fundamentalmente, se re- 
fieren al problema de la delimitación de la ribera. La ribera, 
en las costas del mar, es indudablemente el límite natural 
y lógico entre la tierra firme y el agua. Constituye la ma- 
terialización de la orilla, de la que depende el movimiento 
de la marea líquida, que obedece a su vez al principio de la 
atracción que ejercen el Sol y la Luna sobre nuestro planeta. 


La ribera de los ríos interiores es también un límite, pe- 
ro el plano que la determina no responde a un fenómeno de 
la mecánica celeste. De ahí el procedimiento para la deter- 
minación descripto en los artículos 35 y 36, que anteceden 
al ya mencionado. 


La determinación correcta de la línea de la ribera sobre 
el Río de la Plata, por ejemplo, es de una importancia fun- 
damental, pues, precisamente, por no haber actuado de acuer- 
do con las normas y procedimientos técnicos adecuados, ha 
ocurrido —y existen abundantes antecedentes— que el Esta- 
do ha comprado y pagado zonas que eran de su propiedad, 
lo que pone de manifiesto la importancia de la determina- 
ción precisa de la línea de la ribera. 


El artículo 37, concretamente, dice: “En el Río de la 
Plata y en el océano Atlántico la línea superior de la ribera 
será la que resulte del promedio de las máximas alturas re- 
gistradas cada año, durante un período no menor de veinte 
años”. También surgió en la Comisión la duda acerca de por 
qué se toman veinte años de observaciones, y no diez o 
treinta. Inclusive, se lo pregunté a los técnicos que intervi- 
nieron en la primera redacción del Proyeto de Código de 
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Aguas -—tal como puede observarse en la versión taquigrá- 
fica de la Sesión del 10 de mayo de 1976, en la página 19— 
y realmente las explicaciones no me resultaron muy convin- 
centes. Fue por eso, quizás debido a esa deformación profe- 
sional que uno tiene, que traté de investigar por qué se to- 
maban esos veinte años de observaciones. 


Este período, evidentemente, tiene un. fundamento téc- 
nico, hidrográfico, basado en principios de la mecánica ce- 
leste. Por ello me veo en la necesidad de acudir a la benevo- 
lencia de los señores Consejeros para que me permitan ex- 
plicar brevemente, no con técnica muy profunda ni muy pre- 
cisa, pero sí en términos generales, el por qué se toma este 
período de veinte años de observaciones. Por supuesto que 
esto depende del fenómeno de las mareas que ya fue expues- 
to por varios astrónomos en la antigúedad. Así, por ejemplo, 
Cleowedes, un astrónomo del siglo de Augusto dijo clara- 
mente en su Cosmografía que la Luna era la causa de las 
mareas. Lo mismo escribieron Plinio y Plutarco, pero al no 
poder demostrarlo ninguno de ellos eran muchos los que no 
lo creían y lo negaban. Aún en tiempos más modernos, los 
astrónomos Galileo y Kepler tampoco lo creyeron y fue el 
genial Newton quien inició la demostración matemática que 
luego terminó Laplace, otro famoso físico, matemático y as- 
trónomo francés del siglo XVIII, llegando a la conclusión de 
que las mareas eran consecuencia de la atracción del Sol y 
la Luna sobre la Tierra, Newton basó su demostración en su 
famosa Ley de la Atracción Universal que expresa que la 
fuerza de atracción entre dos masas es directamente propor- 
cional al cuadrado dela distancia que las separa. 


Si se tiene en cuenta que son conocidas las masas de los 
tres astros, así como las distancias entre ellos, .por ejemplo, 
la distancia entre el Sol y la Tierra, a título informativo, es 
de 150:000.000 de kilómetros, que se toma como unidad as- 
tronómica para medir la distancia entre los distintos astros, 
y si la comparamos con lá distancia entre la Tierra y la Lu- 
na que aproximadamente es del orden de los 385.000 kilóme 
tros, se llega a demostrar que la atracción de la Luna sobre 
la Tierra es 2.7 veces mayor que la que ejerce el Sol sobre 


de 


el 


AA 


m- 
proa 


mo my 


mr 
peme 


CóDIGO DE AGUAS CONCORDADO Y ANOTADO 441 


nuestro planeta. Por supuesto que la demostración es mucho 
más compleja, pero éste no es el lugar apropiado para expo- 
nerla. (Hay que tener en cuenta también efectos diferencia- 
les de la atracción de la Luna sobre los distintos puntos de 
la Tierra, etcétera). Cuando los astros están en conjunción 
—es decir: la Luna está entre la Tierra y el Sol— o en opo- 
sición —cuando la Tierra se encuentra entre la Luna y el Sol, 
es decir Luna nueva o Luna llena— los efectos de las ma- 
reas solar y lunar se suman originando las mareas vivas que 
son realmente importantes. Por ejemplo, en la bahía de Fun- 
dy, en la costa oriental de los Estados Unidos, las mareas Jle- 
gan a tener hasta veinte metros de altura, Compárenla los 
señores Consejeros con las del Río de la Plata que oscilan en- 
tre los cuarenta o cincuenta centrímetros. En cambio, cuan- 
do los astros están en cuadratura —es decir que la Luna y 
el Sol están en ángulo recto con la Tierra— la atracción so- 
lar contrarresta la de la Luna y la amplitud es mucho me- 
nor, constituyendo las llamadas mareas muertas. 


Las mareas tienen gran importancia, sobre todo en estos 
momentos en que se está estudiando la posibilidad de apro- 
vecharlas como otra fuente de energía, en sustitución de las 
conocidas fuentes derivadas del petróleo. Es decir, entonces, 
que por su mayor proximidad a la Tierra la acción de la Lu- 
na es mayor. Por eso las mareas siguen su movimiento, pe- 
ro su amplitud es notoriamente menor, como decíamos, en las 
cuadraturas que en las sicigias. Además se sabe que la Tie- 
rra še desplaza en su órbita alrededor del Sol recorriéndola 
en 365,25 días, y la Luna, a su vez, describe su órbita alre- 
dedor de la Tierra en 29,5 días, llamándose a este período, 
mes lunar o lunación, mientras su eje gira alrededor del cen- 
tro del astro, produciéndose una especie de balanceo llamado 
nutación, generando todas las fases de la Luna. 


Ya en el Siglo V (A.C.) Metón, un astrónomo griego, 
determinó la relación llamada “número de oro”, o sea que 
235 lunaciones eran aproximadamente equivalente a 19 años 
trópicos. De acuerdo a esto, las fases lunares se repiten en las 
mismas fechas, cada 19 años, cerrándose en ese periodo la 
trayectoria descrita por la Luna alrededor del Sol. Quiere 
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decir entonces que en ese período, el nivel medio, o sea, el 
plano de referencia de las. mareas puede considerarse como ; 
un plano fijo. Por esa razón fue que se tomaron los veinte 
años de observaciones, es decir, redondeando los 19 años l 
mencionados. ' 

l 


Tanto es así, que el Servicio de Oceanografía, Hidrogra- 
fía y Meteorología de la Armada ha publicado un trabajo en | 
el cual ha reunido los datos correspondientes a setenta años 
de observaciones, determinando los niveles medios en el puer- 
to de Montevideo cada 19 años, observándose que en esos pe- 
ríodos el nivel medio se ha mantenido prácticamente cons- 
tante 


Esa es la razón por la cual ustedes van a ver también 
que en el artículo 153 —cuando llegue el momento oportuno 
lo vamos a analizar— se hace referencia al Plano Hidromé- 
trico Provisorio, que viene a sustituir el antiguo cero Whar- 
ton que se tomaba iomo referencia. 


En síntesis, esas son las razones por las cuales se han 
tomado los veinte años de observaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se formulan observacio- 
nes, se va a votar el Capítulo IV. 


(Se vota:) 


—22 en 23: Afirmativa. 


Se entra a considerar el Capítulo V, “De los Lagos, La- 
gunas, Charcas y Aguas Embalsadas”. Comprende los artícu- 
los 39 a 41. 

En discusión. 


Si no se formulan observaciones, se va a votar. 


(Se vota:) 


—22 en 23: Afirmativa. 
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Se entra a considerar el Capítulo VI “De las Aguas Sub- 
terráneas y Medicinales”. Comprende los artículos 42 a 56. 


En discusión. 
SEÑOR GRUSS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR GRUSS. — Sin entrar a una modificación pro- 
funda de este Código, por las razones expuestas por los 
Miembros Informantes, señores Consejeros Viana Reyes y Co- 
ppetti, quisiera proponer una modesta modificación al artícu- 
lo 49 que figura en este capítulo. Se refiere a la exoneración 
de autorización previa para excavar pozos cuando éstos se 
destinan solamente a dar satisfación a las necesidades de be- 
bida e higiene humana y bebida del ganado, así como a otros 
usos domésticos que determinare la reglamentación. 


Parece que este artículo es un poco limitante de más, 
porque supongan que una persona desea hacer un pozo en 
su predio para darle de beber a su ganado; entonces, con el 
mismo pozo no podría bañarlo. En la misma forma, un cha- 
carero que tuviera una huerta para su consumo propio podría 
usar el pozo para riego, pero desde el momento en que ven- 
da unos quilos de boniatos, ya no podría usarlo, porque ese 
pozo no fue hecho con autorización previa. 


Entonces, lo que propondría es lo siguiente: que después 
de la frase que dice “dar satisfacción a las necesidades de 
bebida e higiene humana y bebida del ganado”, agregáramos: 
“riego de quintas y cultivos así como a otros usos domésticos 
y productivos que determinare la reglamentación”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Solicito al señor Consejero 
que pase a la Mesa el texto modificativo del artículo 49. 


SEÑOR VIANA REYES. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Miembro Informante. 
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SEÑOR VIANA REYES. — Señor Presidente: en reali- 
dad, a primera vista, estimo que la .modificáción que sugiere 
el sefior Consejero Gruss es aceptable. Creo que como modo 
de ubicar el alcance de esta disposición puede ser convenien- 
te feer un breve párrafo que dedica a la misma la extensa 
Exposición de Motivos que acompañara al Proyecto original. 
Dicha exposición, en la página 50 del Repartido N? 1051 del 
año 1975 dice: “El artículo 50” —habla aquí de este artículo, 
pero hago la aclaración de que corresponde, por una cuestión 
de denominación, al 49 del Proyecto de la Comisión— “exi- 
me de la obligación de gestionar autorización para construir 
ciertos pozos ordinarios caracterizados por su finalidad, en 
unos casos establecida en la Ley, en otros confiada a la re- 
glamentación. Cabe señalar que el concepto de pozo ordina- 
rio en el Proyecto es, pues, más extenso que en el Derecho 
español, origen de la expresión, pues allí la Ley de Aguas, 
de 13 de junio de 1879, artículo 20, caracteriza con ese tér- 
mino a los pozos reailzados para uso doméstico y no a todos 
los pozos superficiales cavados sin uso de máquinas, que 
tal es el concepto que traduce la expresión en el presente 
Proyecto, en la cual se ha excluído, por tanto, a los que de- 
ben llamarse perforados”. 3 


Aquí, desde luego, me enfrento con un problema técnico, 
que es el siguiente: ignoro si la entidad de los pozos a que 
se refiere el señor Consejero Gruss puede caber dentro de lo 
que la Exposición de Motivos llama “pozos ordinarios” o si 
se necesitará para esos riegos a que él hace mención los lla- 
mados pozos perforados. Eso, desde luego, rebasa todas mis 
posibilidades de conocimiento. 


De todas maneras, dejando de lado esa observación téc- 
nica, de la que doy traslado a los miembros no abogados de la 
Comisión de Constitución y Legislación integrada, parecería 
que la extensión propuesta por el señor Consejero Gruss, en 
la medida en que se refiere sólo a quintas y huertas, es mo- 
derada y no perturba, jurídicamente por los menos, la ar- 
monía del capítulo. De lo que se trata, evidentemente, es de 
que para todo' uso de estas aguas, subterráneas y medicinales, 
se necesita la anuencia del Poder Ejecutivo, por la razón de 
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que es muy difícil determinar si una veta que se descubre 
en determinado terreno no nace en otros predios vecinales. 
De ahí que sea necesaria esa función policial que realiza el 
Poder Ejecutivo a los efectos de controlar excesos que pue- 
dan producir lesiones a los legítimos derechos de otros pro- 
pietarios. 


Sin embargo, el artículo 49 que discutimos admite la po- 
sibilidad de que se prescinda de esa anuencia a los efectos 
que indica el Proyecto y que el señor Consejero Gruss ex- 
tiende en su proposición moderadamente. 


Creo que, con todo, escapa un poco al espíritu original 
de la disposición. En lo que me es personal, no tengo incon- 
venienté en aceptar la proposición del señor Consejero Gruss. 


SEÑOR COPPETTI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Miembro Informante. 


SEÑOR COPPETTI. — Solicitaría al señor Consejero 
Gruss si fuera tan amable de leer nuevamente la modifica- 
ción que sugiere. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Como el texto sustitutivo está 
en la Mesa, se le va a dar lectura por Secretaría. 


Léase. 
(Se lee:) 


“En los predios privados no se requerirá autoriza- 
ción para excavar pozos ordinarios destinados solamente 
a dar satisfacción a las necesidades de bebida e higiene 
humana y bebida del ganado, riego de quintas y .cultivos 
así como a otros usos domésticos y productivos que de- 
terminare la reglamentación”. 


SEÑOR COPPETTI. — ¿Me permite, señor Presidente? 
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Tengo mis dudas con respecto a la introducción de la 
palabra “riego”, sobre todo en cuanto a su alcance, porque 
supongo que también depende del caudal que tenga el pozo. 
Si la política que se ejerce en materia de aguas es, precisa- 
mente la de hacer un relevamiento de todos los recursos hí- 
dricos, a los efectos de conocer cuáles son las disponibilida- 
des de aguas en todo el país, si se hace un pozo con fines de 
riego, pienso que ya no es un pozo común con el alcance dado 
en el art. 49, sino que tendrá un caudal y profundidad de- 
terminados, de modo que habría necesidad de valorar real- 
mente qué tipo de pozo es. 


Discúlpeme, señor Consejero Gruss, pero creo que el 
ausnto podría complicarse introduciendo la palabra “riego” 
o la expresión “que pueda ser utilizado para riego”. 


Como al final el inciso dice: “como a otros usos domés- 
ticos que determinare la reglamentación” podría ser que la 
misma fijara, determinadas condiciones en cuanto a caudal, 
profundidad, etcétera. 


SEÑOR PRADERI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR PRADERI. — Me afilio, señor Presidente, a la 
propuesta del señor Consejero Gruss, no solamente porque 
la entiendo muy razonable, sino porque creo que alivia un 
poco la gran pesadez de este Código que, en parte, ha sido 
transportado de países superpoblados. Aquí se hablaba del 
Código español, etcétera. Hay medidas de éstas, que en una 
campaña despoblada no tienen sentido. Además, muchas ve- 
ces me temo que la aplicación de este Código necesite por lo 
menos diez mil funcionarios públicos, que investiguen quién 
hace un pozo, para qué lo hace, dónde está el nivel del agua, 
quién la corta, por dónde va, etcétera. De modo que todo lo 
que alivie eso, en un país comio el Uruguay, con tres millo- 
nes de habitantes, con áreas en las que el tomar un poco de 
agua no va a afectar a nadie —a pesar de que hay litigios 
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en los centros poblados y en ciertos lugares específicos—, 
creo que es beneficioso. 


SEÑOR GARCIA CAPURRO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero: 


SEÑOR GARCIA CAPURRO. — Es para preguntar al 
señor Consejero Coppetti la mejor definición de la expresión 
“pozos ordinarios” porque tampoco estoy muy de acuerdo 
con lo que ha manifestado el señor Consejero Praderi hace 
un momento, ya que en algunas zonas aledañas a la ciudad 
de Montevideo, algún pozo hecho en fábricas hizo bajar el 
nivel del agua en forma tal que la mayor parte de los otros 
quedaron secos. 


Entiendo que pozo ordinario es el que se hace a pala y 
pico y no por medio de perforaciones; pero no sé si realmen- 
te es así. Deseo que se aclare el concepto, porque si se va a 
hacer un pozo de perforación con un caño de dos pulgadas 
y una buena bomba aunque llegue sólo a dieciocho metros, 
vamos a ver que toda una zona que abarque desde el arro- 
yo Carrasco hasta el arroyo de Pando, puede quedar sin 
agua o por lo menos, los que la tienen a esa profundidad. 


Creo que es sumamente peligroso autorizar pozos de 
gran gasto en profundidad excesiva. En cambio, el pozo or- 
dinario, hecho a pico y pala, no presenta problemas, porque 
es casi un pozo de filtración. Tampoco es de agua freática, pe- 
ro, repito, es de filtración. Mi pregunta es ¿qué quiere decir 
“pozo ordinario”? 


SEÑOR COPPETTI. — Pido la palabra para hacer una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR COPPETTI. — La definición de “pozo ordina- 
rio” está dicha en el artículo 49 cuando habla de “pozos -or- 
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dinarios destinados solamente a dar satisfacción a las necesi- 
dades de bebida e higiene humana y bebida del ganado”. 


SEÑOR GARCIA CAPURRO. — ¿Me permite, señor 
Presidente? 


Yo puedo mandar hacer un pozo ordinario, a pico y pala, 
por un pocero que lo marcó con una varita y luego se intro- 
duce en el fondo del pozo y me anuncia que por debajo de 
la losa va a aparecer una veta de agua que no es de filtra- 
ción. De ese pozo se podrán extraer dos, tres, cuatro o cinco 
mil litros por hora, y mucho más también, equiparándose en 
rendimiento a un pozo de perforación. Si yo hago una perfo- 
ración, entiendo, para mí, que no es un pozo ordinario, sino 
que es un pozo de gran extracción. Entonces, quiero una de- 
finición sobre eso. 


SEÑOR VIANA REYES. — Pido la palabra. 


. ¡SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Miembro Informante. 


SEÑOR VIANA REYES. — El señor Consejero García 
Capurro ha tocado el punto neurálgico —por algo es médi- 
co— en esta cuestión. 


y Es evidente que el método que estamos siguiendo en la 

i, aprobación de este Código, es el impuesto por su volumen, 
i por su tamaño y por su naturaleza, pero si hubiéramos se- 
guido el sistema corriente de aprobación de las leyes, la so- 
la lectura, por la muy modulada voz del Secretario, nos hu- 
biera permitido orientarnos con respecto a la decisión de es- 
te problema. 


Es evidente que todo el Capítulo parte de la base de la 
oposición de “pozo de perforación” y “pozo ordinario”. 


Pozo ordinario es lo contrario a pozo perforado, y todo 
lo que tiene que ver con pozo perforado está muy claramen- 
te resuelto y regulado por los artículos 45 y 46. 


A E: 


Cónico DE AGUAS CONCORDADO Y ANOTADO 449 


El artículo 45 dice: “Toda persona, que por cuenta pro- 
pia o ajena, pretenda perforar el subsuelo para investigar o 
alumbrar aguas subterráneas deberá obtener licencia de per- 
forador, expedida por el Ministerio competente conforme a 
las normas que éste estableciere. Dicho Ministerio podrá sus- 
penderla o revocarla en caso de infracción a las disposicio- 
nes de este Código o a las normas legales o reglamentarias 
sobre la materia”. El artículo 46 dice: “La búsqueda de 
aguas subterráneas, las perforaciones y excavaciones del 
subsuelo para su alumbramiento, la instalación de maquina- 
rias y equipos para extraerlas y elevarlas y la construcción 
de las obras que ello requiera, estarán sujetas a los regla- 
mentos que se dicten y a las autorizaciones otorgadas por el 
Ministerio competente, cuando se trate de predios de pro- 
piedad particular, o a los permisos o concesiones que se otor- 
guen, conforme a lo dispuesto en el Título VI, cuando se 
trate de bienes de dominio público o fiscal. Al reglamentar 
y autorizar estas actividades, podrán también fijarse los ho- 
rarios y caudales de extracción, previo aforo de los mismos”. 
Después siguen regulándose algunas otras disposiciones en la 
materia, 


Con esto se pone en evidencia que el concepto de pozo 
ordinario: que maneja el artículo 49 es el opuesto al de pozo 
de perforación. Esto, a su vez, me tranquiliza en torno a la 
preocupación que legítimamente tiene el señor Consejero Co- 
ppetti respecto a la proposición del señor Consejero Gruss: 
Creo que el problema, que a mí también me preocupó al co- 
mienzo, se soslaya porque no podrá hacerse pozo perforado 
para riego de huertas y quintas, como propone extender el 
señor Consejero, si no es con sujeción a las disposiciones de 
los artículos 45 y 46. 


Cuando se trate de la posibilidad de que un pozo ordi- 
nario pueda tener caudal suficiente para el riego de huertas 
y quintas, regirá la disposición del artículo. 49, con la redac- 
ción que propone el señor Consejero Gruss, pero basta que 
sea necesaria una obra de perforación para que esa disposi- 
ción no pueda aplicarse más y deban regir las otras que con- 
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textualmente. leí. Ese parecería ser el sentido sistemático de 
esta disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR GRUSS. — En realidad, iba a expresar lo que 
ya han manifestado otros señores Consejeros, en especial los 
Miembros Informantes, de manera que mi intervención no 
tiene sentido en este momento. 


SEÑOR GARCIA CAPURRO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


“SEÑOR GARCIA CAPURRO. — Creo que el asunto no 
queda claro, e intencionalmente hice la pregunta para que se 
dilucidara el tema. 


Si el pozo ordinario es aquel que cuando llega a una 
veta se le coloca una bomba importante, entonces, estamos 
exactamente en la misma posición de que se tratara de un 
pozo perforado. Es decir, que lo que habría que definir es 
respecto al caudal de los pozos y no llamarlos ordinarios o 
no ordinarios, u ordinarios y perforados. Porque si a mi me 
dicen que un pozo ordinario es un pozo de rendimiento bajo, 
con una veta de agua na muy importante, y que no es la veta 
que usan en una zona determinada, entonces no tengo nin- 
gún inconveniente en acompañar la proposición del señor 
Consejero Gruss. Pero si resulta que un pozo hecho a pico 
y pala, como se hacían antes, y que llegaban a profundida- 
des bastante importantes, cae en la veta de un caudal de 
agua muy considerable, una bomba puede agotar o menosca- 
bar el caudal de agua de toda la zona. De manera que no me 
alcanza la definición de pozo ordinario o no ordinario; habría 
que buscar algún complemento para limitar las posibilidades. 


SEÑOR "GRUSS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Tiene la palabra el señor 
Consejero. 
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SEÑOR GRUSS. — Deseo contestar la inquietud del se- 
ñor Consejero García Capurro. 


El pozo ordinario que se cava a pico y pala llega rápi- 
damente a una veta superficial; es casi imposible que llegue 
a una veta más profunda porque el que está trabajando,a pi- 
co y pala en cuanto llega a esa veta superficial ya no puede 
seguir más bajo, a menos que lo haga con escafandra. De ma- 
nera que tiene que detenerse en cuanto llegue atfla primera 
veta que, generalmente, es de unos pocos miles dë litros, co- 
mo es habitual en esta clase de pozos. 


SEÑOR GARCIA CAPURRO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR GARCIA CAPURRO. — Estoy de acuerdo con 
lo que dice el señor Consejero, pero hay excepciones. Aquí 
cerca de Montevideo, existen, reitero, excepciones. En la zo- 
na que está al norte de los bañados de Carrasco hay pozos 
que cuando rompieron, digamos, el techo dela veta de agua, 
ésta subió hasta una altura muy cercana al borde, y el cau- 
dal es inagotable. De manera que considero que lo que hay 


que definir es la extracción. 


SEÑOR VIANA REYES. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Miembro Informante. 


SEÑOR VIANA REYES. — Indudablemente, estamos an- 
te una disyuntiva que nos va a ser muy difícil resolver. 


Creo que el propósito a que apunta la sugerencia del se- 
ñor Consejero García Capurro es muy plausible; sin embar- 
go, me parece que cristalizar en el texto de una Ley, aunque 
estableciéramos un volumen determinado de agua para dis- 
tinguir entre uno u otro tipo de pozo, podría ser, evidente- 
mente, dar a la Ley una rigidez mayor de la que tiene. Por 
eso creo que el problema debe resolverse, o debería intentar 
resolverse, por lo menos, dentro del contexto de estas dispo- 
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siciónes. Es decir, que lo que aquí se ha propuesto es que en 
el texto de la Ley queden establecidos algunos destinos más 
de los que la Ley ya prevé. Advierto que a través de la úl- 
tima parte del artículo 49, tal cual está redactado por la Co- 
misión, la Reglamentación podria comprender otrós casos 
—siempre que fuera a los efectos de habilitar el riego de pe- 
queñas fincas y huertas— dentro del concepto de uso do- 
méstico. Es decir, se satisfaría la preocupación del señor Con- 
sejero Gruss a través de la Reglamentación y no del texto 
de la Ley, pero si se insiste en la necesidad de que exista 
esa predeterminación en el texto de la Ley, creo que hay 
que tomar posición al respecto. 


Reitero que la determinación de buscar a través de vo- 
lúmenes, absolutos o relativos, de caudales puede ser —apar- 
te de que llevaría a una improvisación muy peligrosa en este 
momento— inconveniente porque, repito, daría una fijeza a 
la Ley que es justamente lo que por lo general tratamos de 
evitar. 


Ante esta disyuntiva, creo que el camino a seguir —sal- 
vo mejor opinión y salvo, también, desde luego, las demás 
opiniones que sobre el fondo del asunto puedan esgrimirse 
en este caso — puede ser el siguiente. De acuerdo a lo estable- 
cido reglamentariamente, puede someterse a votación el tex- 
to del artículo 49 tal cual ha sido propuesto; si no contara 
con el número suficiente de votos, mocionaría para que se 
pusiera a votación el artículo 49 con el texto propuesto por 
el señor Consejero Gruss. De modo tal que de esa manera sa- 
liéramos de este “impasse” en que nos ubica un poco esta de- 
finición, 


Considero que de esa manera se satisfacen completa- 
meñte todas las inquietudes. 


4 

Adelanto que en lo personal voy a votar cualquiera de 

los dos textos, porque entiendo que el concepto de “pozo or- 1 
dinario” debe entenderse con referencia al concepto de “pozo 
de perforación”. Pero, desde luego, adinito que esto pueda : 
ser discutible y pueda tener los riesgos a que ha hecho re- 
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ferencia muy gráficamente el señor Consejero -García Capu- 
rro. Como los demás miembros de la Comisión no se han 
expresado sobre el fondo de este asunto, y como advierto 
que existen discrepancias, incluso de matiz, entre ambos 
Miembros Informantes, creo que el procedimiento. a seguir 
podría ser, entre otros, el que he sugerido. 


SEÑOR GARCIA CAPURRO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR GARCIA CAPURRO. — También podría utili- 
zarse otro procedimiento: que el artículo volviera a Comi- 
sión, y en lugar de definir el caudal, definir algo que dijera 
algo así como “siempre y cuando la extracción de los pozos 
ordinarios no afectara el nivel de las vetas de agua”. 


SEÑOR COPPETTI. — ¿Me permite una interrupción, 
señor Consejero? 


SEÑOR GARCIA CAPURRO. — Sí, señor Consejero. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
Consejero. 


SEÑOR COPPETTI. — Es muy posible que ello lo fije 
la reglamentación respectiva. 


SEÑOR GARCIA CAPURRO. — Pero que se deje cons- 
tancia. 


SEÑOR PRADERI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR PRADERI. — Creo que estamos tomando por un 
camino equivocado. La mitad o tal-vez el 70 % de los artícu- 
los de este Código famoso, en la práctica no va a servir para 
nada, Tal vez sea una forma algo dura de decirlo. Tal como 
decía el señor Consejero García Capurro, el caudal es impor- 
tante, pero otro problema es la concentración. Si pensamos 
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en todos los balnearios de Montevideo con pozos que extraen 
500 litros por “día para uso doméstico —que no van a reque- 
rir autorización por el artículo 49—, que utilizan el agua pa- 
ra beber, para la higiene o simplemente para el riego do- 
méstico, aunque no tengan ganado y teniendo en cuenta la 
existencia de un predio al lado del otro, veremos que agotan 
cualquier balneario. ¿Por qué se hacen pozos en los balnea- 
rios? Porque no llega OSE; cuando tengan agua no harán 
más pozos. 


Doy otro ejemplo; en Tacuarembó puede existir un pre- 
dio con más de 10.000 hectáreas donde se construya un pozo 
sin necesidad de pedir autorización. Al respecto hay miles 
de teorías, por lo que si entramos en la casuística entonces sí 
vamos a hacer agua por todos lados. 


Está bien, el artículo dice eso; de acuerdo, pero no va 
a servir para nada, a no ser que funcionarios de OSE revi- 
sen todos los pozos del territorio nacional, Por eso cualquier 
texto debe tener la latitud suficiente para que se interprete 
el sentido. 


El caudal es importante, sin duda, pero hay que desta- 
car que estamos hablando de pozos. Precisamente, el texto 
de la Ley, en principio, lo distingue: pozos excavados y po- 
zos perforados. Claro que —por supuesto— si exagéramos las 
previsiones, puede haber pozos excavados de gran caudal y 
pozos perforados que se sequen y que no produzcan nada. Pe- 
ro el espíritu es ese, es decir, cuando existe un equipo indus- 
trial, un equipo de caudal importante o, simplemente, un 
equipo para uso doméstico. Cualquier texto puede servir, pe- 
ro si entramos en el detalle nos vamos a empantanar. 


SEÑOR PRESIDENTE. — De acuerdo con lo propuesto 
por la Mesa y aceptado por el Consejo al comienzo de la Se- 
sión; se va: a votar el Capítulo VI, excepto el artículo 49 el 
que será motivo de «votación aparte primero, con el texto 
propuesto por la Comisión y luego con el texto del sustituti- 
vo presentado. 


(Se vota: ) 


na 
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—21 en 21: Afirmatiya. UNANIMIDAD. 


Se va a votar el artículo 49 con el texto propuesto por 
la Comisión. 


(Se vota: ) 
—-13 en 21: Afirmativa. 


Por lo tanto, no cabe someter a votación el texto del 
artículo sustitutivo propuesto. 


SEÑOR BRUN CARDOSO. — Pido la palabra. 


"SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor. 
Consejero. 


SEÑOR BRUN CARDOSO. — No sé si entendí bien, pe- 
ro me pareció que en momentos en que existían dos propo- 
siciones, es decir, el artículo tal como venía de la Comisión 
y el texto que proponía el señor Consejero Gruss, el señor 
Consejero García Capurro formuló una moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No. señor Consejero; la Mesa 
no lo entendió así. 


SEÑOR BRUN CARDOSO. — Estoy en uso de la pala- 
bra, señor Presidente. Yo a usted nunca lo interrumpí. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa —reitero— no'ló en- 
tendió así. El señor Consejero García Capurro dijo “podría”, 
y no hizo moción en ese sentido. 


SEÑOR BRUN CARDOSO. — Para mí el señor- Conse- 
jero García Capurro propuso que este artículo volviera a Co- 
misión. Este hecho me llama un poco la atención por la dua- 
lidad de criterio con que, a mi modo de ver, se manejan al- 
gunos asuntos en el Consejo. 


En oportunidad de considerarse el Proyecto de Ley so- 
bre rifas y demás, ante un planteamiento del que habla que 
radicaba en modificar un artículo de ese Proyecto, recuerdo 
bien que había dos opciones: una, naturalmente, que venía 
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| de la Comisión y otra propuesta por mí. Entonces, el Con- 
| sejero Végh Villegas propuso que se votara el artículo tal 
cual venía. de-la Comisión y si no obtenía los votos suficien- 
| tes, volviera a ella para su estudio. Es decir, no se daba la 
posibilidad de votar la otra moción que modificaba el artícu- 
lo y sí se daba trascendencia a algo núevo, que era su vuel- 
4 ta a Comisión. Me pregunto si ahora no estamos procediendo 
J en forma distinta, puesto que no se acepta el pase a Comi- 
sión, no se plantea, no se vota a fin de ver si ese artículo 

vuelve a Comisión, máxime cuando estamos ante un tema 
muy delicado y sobre el que —me coloco yo primero— so- 

mos unos cuantos los que entendemos muy poquitito. Repito 

] 


que me parece que estamos procediendo en una forma dis- 
tinta a lo que se ha hecho una semana antes. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa entendió que no ha 
| habido una moción concreta de parte del señor Consejero 
E García Capurro. Precisamente, eso es lo que correspondería 
| precisar. 
| 
| 
| 


Tiene la palabra el señor Consejero García Capurro. 


4 SEÑOR GARCIA CAPURRO. — Utilicé la palabra “po- 
pl dría”, es decir, una expresión condicionada. Si el señor Con- 
sejero Brun Cardoso me hubiera apoyado, probablemente lo 
hubiéramos puesto a votación; pero como nadie me apoyó, no 
insisti. f 


SEÑOR PRESIDENTE. — Entonces, la interpretación de 
la Mesa fue correcta. 


puedo tener, pero no veo por qué tengo que acompañar al 


f 

i 

! 

TE 

| SEÑOR BRUN CARDOSO. — Sé la importancia que 
E 

| | señor Consejero Garcia Capurro. Cuando algún señor Con- 
| 


; sejero formula una moción no espera que se le apoye o no; 
| espera, sí, que se la. ponga a votación. Lo que pasa es que 
i 
| 
i 


la Mesa, demostrando usa vez más la gran habilidad que 
posee, como si fuera. un gran jugador de fútbol, actuando co- 
mo mediocampista pasa la pelota cuando le conviene. 


TAI y aeae" 


- Pr 
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SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa levanta el cargo por- 
que sujetó su opinión a lo que dijo el señor Consejero Gar- 
cía Capurro, quien acaba de expresar que planteó una po- 
sición eventual y que no formuló una moción concreta de 
pasar el artículo a Comisión. Por eso fue que la Mesa actuó 
de esa forma. Además el señor Consejero García Capurro 
tiene suficiente autoridad como para haber llamada su aten- 
ción antes de que hiciera uso de la palabra el señor Conse- 
jero Brun Cardoso. 


Creo que el asunto está terminado. ¿Está de acuerdo el 
señor Consejero García Capurro? 


SEÑOR GARCÍA CAPURRO. — Sí señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a considerar el Ca- 
pítulo VII: “De las Accesiones, Arrastres y Sedimentos de 
las Aguas”. Comprende los artículos 57 a 73. 


En discusión. 
SEÑOR VIANA REYES. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR VIANA REYES. — Simplemente deseo formu- 
lar una corrección de tipo dactilográfico. 


En el artículo 60, en su cuarto renglón, el verbo “podrá” 
debe ir en plural. Debe decir: “...podrán hacer las obras 
necesarias...”. 


SEÑOR' PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el Capítulo VII, con la observación for- 
mulada. 


(Se vota: ) 
—21 en 21: Afirmativa UNANIMIDAD. 


Se pasa al Título IV: “De las Servidumbres en Mate- 
ria de Aguas”. 
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En consideración el Capítulo 1: “De las Servidumbres À 
Naturales”. Comprende los artículos 74 a 78. 


En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—20 en 21: Afirmativa. 


Se entra a considerar el Capítulo II: “De las Servidum- 
bres Civiles”. Comprende los artículos 79 a 114. 


En discusión. 
SEÑOR LABORDE BERCIANOS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR LABORDE BERCIANOS. — Es solamente para 
que se corrija loque me parece un error de redacción. 


El primer inciso del artículo 108 dice: “Los predios ri- 
bereños están sujetos a la servidumbre de que en ellos se 
amarren o afiancen las maromas o cables necesariós para su- 
jetar; dirigir o arrastrar barcas de paso, previa indemniza- 
ción de los daños y perjuicios que ello causare”. 


Yo diría que no se puede hablar de “previa” porque los 
daños y perjuicios serían la consecuencia; se conocen después 
de que se producen. Por lo tanto, debería decirse “sin per- 
juicio de la indemnización de los daños y perjuicios que ello 
causare”. 


Quisiera conocer la opinión de los señores Miembros In= 
formantes al respecto. 


| 
| 
l 
i 


| 
| 
| 
| 
| 
| 
| 


7 cad 
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A 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Miembro Informante, doctor Viana Reyes. 


SEÑOR VIANA REYES. — En realidad, señor Presi- 
dente, no creo que eso altere el alcance de la disposición. Si 
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el Consejo me permite un minuto, comprobaré con mis an- 
tecedentes el origen de esa redacción. 3 

No encuentro ningún inconveniente en que-se acompañe 
la moción que sugiere el señor Consejetò Laborde Bercianos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el artículo 108, con él 
texto corregido, según la sugerencia del señor Consejero La- 
borde Bercianos. 


(Se lee: ) 


“Artículo 108. — Los predios ribereños están suje- 
tos a la servidumbre de que en ellos se amarren 'o' afian- 
cen las maromas o cables necesarios para sujetar, diri- 
gir o arrastrar barcas de paso, sin perjuicio de la indem- 
nización de los daños y perjuicios que ello causare. 


Podrá reclamar la imposición de esta servidumbre 
el propietario ribereño con respecto al predio situado en 
orilla opuesta, pero, si se tratare de ríos o arroyos nave- 
gables o flotables, deberá obtener previamente autori- 
zación del Ministerio competente para establecer dichas 
barcas”. 


—-Creo que no es necesaria, de acuerdo con la explica- 
ción y asentimiento por lo menos tácito de los señores inte- 
grantes de la Comisión —y por mi parte lo acepto tam- 
bién— la corrección que se acaba de indicar. Por lo tanto, 
si no se hace uso de la palabra, se va a votar el Capítulo II, 
artículos 79 a 114 inclusive. 


(Se vota:) 

—20 en 20: Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se pasa a considerar el Capítulo III, “De las Servidum- 
bres Administrativas”, Sección I, “De las Servidumbres Ad- 


ministrativas en General”. 


En discusión. 
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SEÑOR VIANA REYES. — ¿Se va a votar todo el Ca- 
pítulo? 


SEÑOR PRESIDENTE. — El Capítulo II, tiene dos Sec- 
ciones. La primera abarca los artículos 115 a 126, y la se- 
gunda los artículos 127 a 143 inclusive. Se votaría todo el Ca- 
pítulo. 


SEÑOR VIANA REYES. — Cuando el señor Presidente 
lo entienda conveniente, propondré una pequeña corrección 
gramatical al artículo 133, ya que de alguna manera puede 
afectar el sentido de la disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR VIANA REYES. — Esta disposición dice: “Ce- 
sará la servidumbre de camino de sirga que se hubiese im- 
puesto cuando el río, arroyo, o laguna navegable o flotable 
pierda permanentemente dichas características”. 


De una simple lectura parecería que tiene un alcance 
distinto al que debiera. Con una coma, después de la pala- 
bra “impuesto”, queda claro el sentido de la disposición. Sin 
ella, podría ser algo desconcertante. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si mo se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el Capítulo III, artículos 115 a 143 in- 
clusive, con la corrección de orden gramatical sugerida por 
el señor Miembro Informante. 


(Se vota: ) 
—20 en 21: Afirmativa. 


En discusión el Título V: “De las obras de Defensa y 
Mejoramiento y Disposiciones Preventivas”, artículos 144 a 
161 inclusive. 


El Título consta de dos Capítulos y, salvo que el Con- 
sejo disponga otra cosa, podría votarse en su totalidad. 


(Apoyados). 


Cópico DE AGUAS CONCORDADO Y ÁNOTADO 461 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 
—-21 en 21: Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión el Título VI: “Del Uso de las Aguas y Al- 
veos Dominiales y Fiscales”, artículos 162 a 197 inclusive. 
Comprende dos Capítulos, divididos a su vez en Secciones y 
parágrafos. 


SEÑOR VEGH VILLEGAS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR VEGH VILLEGAS. — Señor Presidente: a los 
efectos de la interpretación futura de este Código. deseo con- 
sultar a los señores Miembros Informantes sobre cuál será 
en el porvenir la sítuación de las obras o aprovechamientos 
hidroeléctricos que sean materia de concesión por parte del 
Estado y la del manejo del agua de los embalses de los apro- 
vechamientos hidroeléctricos ya construidos y en explotación 
por parte de UTE. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Miembro Informante, Consejero Viana Reyes. 


SEÑOR VIANA REYES. — Pediría al señor Consejero 
Végh Villegas, que, sin perjuicio de la claridad de su pre- 
gunta, especificara bien a qué aspecto de ese manejo se re- 
fiere, porque si no conozco bien el alcance de la pregunta 
temo ser un poco amplio y cansar innesariamente al Consejo 
con explicaciones un tanto divagantes. 


Por ejemplo, vamos a.citar por caso lo siguiente: si de 
lo que se trata es de cómo se maneja el embalse hidroeléc- 
trico de Rincón del Bonete por parte de UTE, es evidente 
que, de acuerdo con la definición de aguas dominiales, es- 
tablecida por otra parte del Código que ya hemos aprobado, 
ese embalse, en la medida en que ha sido realizado en un 
río navegable y flotable, es un bien integrante del dominio 
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público y como tal, su manejo pertenece al Estado y no al 
Ente Autónomo menor —UTE en este caso— que es el que 
administra la represa propiamente dicha. 


En ese sentido, la dominialidad del bien correspondiente 
define o resuelve el régimen jurídico de su administración. 
El señor Consejero Végh Villegas seguramente recordará que 
cuando discutimos en Comisión el artículo 16 del Proyecto 
de la Comisión, 17 del Poder Ejecutivo, precisamente mo- 
dificamos la redacción de esa disposición —y a eso hacemos 
alusión en el. informe— para subrayar, con toda claridad, 
quiénes pueden ser titulares del dominio público en materia 
de aguas. El artículo 16 dice, con toda claridad: “Las aguas 
del dominio público y sus álveos pertenecen al Estado, salvo 
aquellas que, por sus características o por disposición de una 
Ley, deban considerarse del dominio público de los Munici- 
pios”. Y todavía hay un inciso segundo que dice: “Las de- 
más personas públicas quedan excluidas de la titularidad de 
dichos bienes del dominio público”. 


En el caso muy concreto que plantea el señor Consejero 
Vég Villegas no tengo ninguna duda de que UTE carece de 
competencia para administrar o regular èl embalse de Rin- 
cón del Bonete. En cuanto a embalses futuros o muy inme- 
diatamente futuros, como puede ocurrir con el de Salto Gran- 
de, el asunto puede tener toda la incidencia que sobre el 
problema tenga la regulación internacional a que está sujeta 
la obra correspondiente y, por lo tanto, su administración, 
según los.convenios y tratados internacionales respectivos. 


No sé si he sido claro en la contestación, pero si fuera 
necesario abordar otros aspectos, con mucho gusto lo haría. 


_ SEÑOR VEGH VILLEGAS. — Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Consejero. 


SEÑOR VEGH VILLEGAS. — Agradezco la aclaración 
al “señor Miembro Informante. Efectivámente, comprendió 
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bien el sentido de mi pregunta, pero: creo que también es ex- 
celente la sugerencia que hace en el sentido de que le con- 
crete la naturaleza de mi inquietud. 


Entiendo, señor Presidente, que el Capítulo 1 del Título 
VI que estamos considerando está referido no solamente el 
uso consuntivo, es decir aquél que extrae el agua y no la 
devuelve a la corriente de que se trata, sino el uso en el 
sentido de utilización, aun cuando esa agua retorne íntegra- 
mente en cantidad y en calidad a la corriente de la cual fue 
extraída, que es el caso de los aprovechamientos hidroeléc- 
tricos. Creo que esa es la interpretación correcta. Si es así, 
señor Presidente, todo este Capítulo comprende el aprove- 
chamiento hidroeléctrico. ] 


Con respecto a las obras ya realizadas cabría suponer 
que están amparadas, en cuanto a su construcción y a su 
realización, por lo que dispone el inciso primero del artículo 
162 que dice: ...“lo dispuesto por leyes especiales”... O 
sea que las leyes que aprobaron la realización dé esas obras, 
particularmente en cuanto a su financiación, implícita o ex- 
plícitamente han otorgado a UTE la concesión del aprovecha- 
miento de esas aguas con fines hidroeléctricos. 


Eso en lo que respecta a la construcción de obras hidro- 
eléctricas. Pero en cuanto a cómo se utiliza, es decir, el manejo 
de esas aguas, inclusive con respecto a obras existentes, ésa es 
mi inquietud. Con respecto a obras futuras, la solución eviden- 
temente estará —me parece— a través de una aplicación co- 
rrecta de esta Ley por la vía de la concesión. En la concesión 
se establecerá cuáles son las condiciones que deberá llenar e! 
concesionario para la utilización de las aguas de dominio pú- 
blico en la forma que mejor contribúya al interés «general, sin 
perjuicio de los fines específicos de la contesión: 


Con respecto a las obras ya realizadas, el panorama no 
me resulta tan claro, aun cuando el principio general ha sido 
señalado, créo, por el señor Miembro Insormante. 


Me. extraña, señor Presidente, la poca atención qué. se ha 
prestado en el Uruguay a este tema. Por eso-planteo el asunto 
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con perspectivas de futuro. Básicamente, podemos clasificar los 
conflictos en materia del uso del agua, en tres categorías: los 
conflictos por cantidad, por calidad y por distribución tempo- 
ral, 


Los conflictos por cantidad son los que se refieren al uso 
consuntivo, a la extracción. Por ejemplo, yo quito agua de un 
río para riego, para uso doméstico o para abastecimiento de 
una ciudad; esa agua no regresa a la corriente y, por consi- 
guiente, estoy sustrayendo el recurso natural a los usuarios 
aguas abajo. Ese es el caso más elemental, que en este mo- 
mento no me interesa. 


El conflicto por calidad es el que tiene que ver con la con- 
taminación de la corriente por desechos, por elevación de su 
temperatura o por otras modificaciones de las condiciones na- 
turales del flujo. Es el que se plantea en el caso de las usinas 
nucleares para generar energía eléctrica. Tampoco me intere- 
sa en este momento. 


El que yo planteo es el referido a los embalses para apro- 
vechamiento hidroeléctrico que modifican la distribución tem- 
poral del flujo del agua. Los embalses de estas obras se hacen 
muchas veces con propósitos múltiples. Un gran embalse tie- 
ne frecuentemente el propósito de regular el flujo, lo cual 
atiende a la necesidad de aumentar los caudales mínimos en 
estiaje, para favorecer el riego. Supone también la retención 
de crecidas, y por eso muchos textos de concesiones similares 
a los que me estoy refiriendo, establecen la obligación de guar- 
dar en el embalse un espacio vacío para absorber la creciente 
que puede venir, y que tiene más probabilidades de llegar en 
ciertas épocas del año que en otras, para protección de las 
poblaciones y de los cultivos aguas abajo. 


Estos propósitos diversos de un embalse de uso múltiple, 
son a veces conflictivos porque no siempre el productor de 
energía eléctrica tiene el mismo interés en turbinar esa agua 
cuando conviene al usuario aguas abajo, al cultivador o a una 
población que se abastece de ella. Por eso, para evitar esos 
conflicts, las concesiones establecen normas al respecto. 


ME: ++ 
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Uno de los conflictos se plantea entre la retención de cre- 
cidas y la generación de energía eléctrica. A mí, generador de 
energía eléctrica, me conviene tener la mayor altura posible 
en el embalse porque la generación es proporcional a la altu- 
ra de caída y a la cantidad de agua que pasa. Si yo tengo me- 
nos altura en el embalse genero menos y gano menos dinero 
por la venta de energía. Pero eso no conviene a los pobladores 
aguas abajo que, de esa manera, pueden verse sometidos a una 
crecida que podría haberse retenido en un espacio vacío en el 
embalse (franja para retención de crecidas). 


Dentro de este esquema de reflexión, me llama la aten- 
ción que a raíz de las crecientes del río Negro, que provocan 
inundaciones en la ciudad de Mercedes, por ejemplo, no se 
haya hecho ninguna referencia pública, ni se haya creído ne- 
cesario sugerir ninguna explicación sobre cómo se está ma- 
nejando el embalse de Rincón del Bonete, que es un embalse 
muy importante, y uno de cuyos objetivos fue la retención 
de crecidas. 


Dentro de esta inquietud, me parece que en el futuro, el 
Poder Ejecutivo y la autoridad de aguas que administrarán es- 
te Código, deberán implementar normas para que las empre- 
sas privadas y públicas —en este caso particular UTE— hagan 
un uso de las aguas que optimice el interés colectivo, y no 
necesariamente el de la generación de energía. 


SEÑOR VIANA REYES. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR VIANA REYES. — Señor Presidente: el planteo 
de la pregunta por parte del señor Consejero Végh Villegas se 
transformó en una excelente exposición de sus muy profun- 
dos conocimientos sobre este tema. Yo casi me siento un poco 
inhibido de agregar argumentos que, evidenteménte, no van 
a estar a la altura del planteo que él acaba de formular. 
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En primer lugar quiero, sí, aprovechar esta ocasión para 
ratificar algo que el señor Consejero Végh Villegas señaló al 
comienzo de esta segunda parte de .sus palabras. 


Como resulta del informe de la Comisión, por razones en 
principio cacofónicas, pero luego de carácter jurídico, se optó 
por suprimir del contexto del Proyecto el término “aprovecha- 
miento”, salvo una omisión que voy a subrayar en su momen- 


srz 2r . . 1 
to, porque se trata también de una corrección de tipo dacti- 


lográfico en la denominación del Capítulo II de este Título. 


Eso está dicho en el informe, pero no está de más repetir 
que a raíz de la necesidad de buscar una terminología que 
definiera lo más precisamente posible a los llamados permisos 
—0 como dice el Proyecto de la Comisión— permisos de uso 
por distinción de concesión de uso, advertimos que el Proyec- 
to, del. Poder Ejecutivo ha utilizado, como lo han hecho otros 
textos del Derecho Comparado, también, paralelamente, la 
palabra aprovechamiento. 


Evidentemente, del punto de vista del sentido general de 
la palabra, y también del técnico, comprendemos perfecta- 
mente que una cosa es uso y otra aprovechamiento. Sin em- 
bargo, hubo dos argumentos de orden jurídico que nos lleva- 
Ton a Suprimir la palabra aprovechamiento. Uno y fundamen- 
tal, que no obstante la utilización de los términos diversos 
—uso y aprovechamiento— su régimen jurídico era idéntico. 
El Código no hace distinción del punto de vista jurídico, en- 
tre uso y aprovechamiento. La otra, también importante, es 
que el Código Civil en el cual -este Proyecto se entronca ne- 
cesariamente utiliza el término de dominio público y habla de 
uso de dominio público en el sentido amplio y comprensivo de 
ambas manifestaciones: 


Pero es indudable, como lo señalaba el señor Consejero 
Végh Villegas, que dentro de la terminología de este Proyed- 
to caben las diversas formas de aprovechamiento, y. concre- 
tamente la hidoeléctrica que él particularmente ha subrayado. 
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En cuanto a los problemas muy concretos y tangibles 
—por cierto— que el señor Consejero ha mencionado, iba a 
hacer también una precisión con respecto al alcance de este 
Proyecto. 


Como dijimos en la oportunidad de la discusión general 
este Proyecto trata de resolver —si se me permite la expre- 
sión— por vía residual, aquellos problemas que pueden ser 
resueltos con carácter general, y acerca de los cuales las re- 
soluciones vigentes, o eran incompletas o resultaban-vetustas. 


Respecto de nuestros embalses hidroeléctricos, que no son 
tantos, al fin y al cabo, es evidente que la entidad y gravedad 
de los problemas que de los mismos resultan, justifican por sí 
solo un tratamiento especial. 


Entiendo que el propio Proyecto, en ese sentido —tam- 
bién eso lo advirtió el señor Consejero Végh Villegas, por lo 
que soy reiterativo de sus palabras —admite la posibilidad de 
que sobre esta materia de aguas y álveos sea necesario dic- 
tar Leyes especiales que tendrán por objeto seguramente todos 
aquellos problemas que por'*su gravedad, o por su carácter 
conflictual como señalaba el señor Consejero Végh Villegas, 
puedan justificar la existencia de una norma que se aparte 
de todo, o en parte, de las generales, siguiendo el camino del 
Código u otro adoptando las soluciones que cada caso impon- 


ga. 


Advierto que es posible que la vigencia de este Código, 
con este alcance va a provocar, seguramente, una revisión de 
la situación actual en materia de uso y administración de los 
embalses hidroeléctricos. Creo que va a ser buena la oportuni- 
dad para resolver en qué medida o manera será necesaria la 
existencia —si lo es— de esos embalses que las previsiones 
generales de este Proyecto soluciona. 


Lateralmente y como contraste, esa es una de las venta: 
jas que tiene este texto: suministrar un esquema general þá- 
sico en que los afectados por el mismo, serán los priméros en 
juzgar si se adecua o no a las características del problema á 
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resolver y en qué medida el Poder Ejecutivo, y eventualmen- 
te el Consejo de Estado o el órgano legislativo que actúe ve- 
rifique o compruebe que las disposiciones de este Código pue- 
den no ser las adecuadas y, entonces, será necesario dictar 
una Ley especial. Mientras esa Ley especial no rija, estas dis- 
posiciones generales tiene total alcance y amplitud. 


No puedo ser más preciso en esta materia, porque evi- 
dentemente no me lo permiten las características del Proyec- 
to, y más que nada mis conocimientos. Sin embargo, creo ha- 
ber dado una contestación decorosa al planteo formulado por 
el señor Consejero Végh Villegas. 


SEÑOR VEGH VILLEGAS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor Con- 
sejero. 


SEÑOR VEGH VILLEGAS. — Señor Presidente: lamento 
ser reiterativo. Para concretar bien el pensamiento del señor 
Miembro Informante en cuanto a la interpretación de estas 


normas, deduzco de sus palabras que a su juicio en virtud 


del artículo 16 de esta Ley y de las normas contenidas en 
el Capítulo I del Título VI (artículo 162 y siguientes) el Po- 
der Ejecutivo podría dictar un Decreto reglamentario esta- 
bleciendo las normas a las que debe sujetarse el manejo de 
embalses y aprovechamientos hidroeléctricos. ¿Es así? 


SEÑOR VIANA REYES. — Sí, señor Consejero. Salvo 
que disposiciones de Leyes especiales establecieran otro tem- 
peramento, ese es el criterio. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el Título VI con 
lá sola corrección de que en el título del Capítulo II se su- 
prima el término “y aprovechamiento”. 


SEÑOR VIANA REYES. — ¿Me permite, seor Presiden- 
te? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Miembro Informante. 
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SEÑOR VIANA REYES. — Me va a disculpar el Conse- 
jo, pero hay otra pequeña corrección derivada de la compo- 
sición de este repartido, que había sido resuelto por la Comi- 
sión. En la página 71, artículo 191, y por una razón pura- 
mente de elegancia de redacción la Comisión había suprimido 
el adjetivo “competente” que califica a los órganos municipa- 
les. Repito, página 71, artículo 191, penúltimo renglón del in- 
ciso 1. Sería la otra modificación, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — De acuerdo. Se suprime el vo- 
cablo “competente”. Se va a votar el Título VI con las co- 
rrecciones de orden gramatical a que se ha hecho referencia. 


SEÑOR BRUN CARDOSO. — ¿No podrían repetirse? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se trata de dos correcciones 
de orden gramatical. Una que había dicho en el decurso de . 
su exposición el señor Miembro Informante, la de suprimir 
la palabra “competente” y en el Capítulo II, donde dice.“Del 
Uso y Aprovechamiento de las Aguas y Alveos Fiscales” se su- 
prime “y Aprovechamiento”. 


SEÑOR BRUN CARDOSO. — ¿Me puede decir qué ar- 
tículo es? 


SEÑOR PRESIDENTE. — En el artículo 195, que dice 
“Del Uso y Aprovechamiento de las Aguas y Alyeos Fiscales” 
se suprime “y aprovechamiento” y en el artículo 191 ge su- 
prime el vocablo “competente”, que figura después de orga- 
nismos municipales. Í 


SEÑOR BRUN CARDOSO. — Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Con estas dos correcciones se 
va a votar el Título VI del Proyecto de Ley. 


(Se vota: ) 


—20 en 20: Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En discusión el Título VII: Derogaciones y Disposiciones 
Transitorias. Comprende los artículos 198 a 202. El 203 es de 
orden. El señor Consejero Viana Reyes ha propuesto un adi- 
tivo. 


I 
SEÑOR VIANA REYES. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor Con- 
sejero. 


SEÑOR VIANA REYES. — Voy a explicar brevemente, 
señor Presidente, el alcance del artículo que obra en poder 
de la Mesa. En realidad, aunque luce mi nombre, agradecería 
a la Mesa que deje constancia de que es proposición de la Co- 
misión. 


Se trata de lo siguiente. El primitivo Proyecto del Poder 
Ejecutivo, contenía en su texto una disposición que regulaba 
la fecha de entrada en vigencia de estas normas. El proyecto 
remitido por el Poder Ejecutivo, en segunda instancia, no 
contenía esa disposición, por un problema de ordenación sis- 
temática del articulado, que no creo sea necesario explicar 
ahora. Importa subrayar, sí, que la Comisión ha entendido 
que en atención, aunque más no sea que al volumen físico de 
este Proyecto, es razonable concederle un término de vaca- 
ción legal más amplio que el ordinario de diez días a partir de 
la publicación en el Diario Oficial. De ahí que se ha acordado 
proponer al Consejo que incluya, como artículo 203, es decir, 
inmediatamente antes del de orden, el texto que obra en po- 
der de la Mesa y que agradecería que se leyera. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Léase el artículo 203 aditivo 
propuesto. 


(Se lee:) 


“Este Código empezará a regir 90 días después de su pu- 
blicación en el Diario Oficial”. 


—Sin contradecir lo expuesto por el señor Miembro In- 
formante, me permito plantear, a título personal, si no sería 


E 
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conveniente seguir el mismo temperamento que ha aplicado la 
Comisión en el caso de otro Proyecto de Ley, es decir, esta» 
blecer una fecha concreta, de modo de evitar que sea nece- 
sario, al determinar la fecha de entrada en vigencia, recurrir 
al Diario Oficial para contar los 90 días a partir de la fecha 
de publicación. 


Note trata de una corrección a lo propuesto, sino de apli- 
car un temperamento general, A esos efectos, pienso que po- 
dría ser conveniente que el Código entrara en vigencia el 19 
de marzo de 1979 —podría ser otra fecha—, con lo que no 
se Obligaría al intérprete o a quien tenga que aplicar la Ley, 
a contar los días transcurridos desde la publicación en el Dia- 
rio Oficial, lo que a veces hace incómodo el manejo. 


SEÑOR VIANA REYES. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
Miembro Informante. 


SEÑOR VIANA REYES. — No tengo inconveniente. Des- 
de ya estoy adhiriendo a lo que propone el señor Presidente. 


No obstante, aclaro que el antecedente al que se refiere 
el señor Presidente tiene una causa aditiva que no se da en 
éste: se trata de una Ley procesal —que tenemos en prepa- 
ración, digamos así— donde el perjuicio que se señala es mu- 
cho más grave, ya que afecta juicios pendientes. Aquí no se 
trata de esa situación, 


De todos modos, no tengo inconveniente en adherir al 
temperamento que propone el señor Presidente y también a 
la fecha que se ha' señalado, que puede ser perfectamente el 
1° de marzo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el artículo 203 aditivo, 
tal como quedaría redactado. 


(Se lee:) 


“Este Código empezará a regir a partir del 1% de 
marzo de 1979”, 
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—Se va a votar el Título VII, çon el artículo 203 aditivo 
que se acaba de leer. 


(Se vota: ) 

—21 en 21: Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El artículo siguiente, que pasa a ser 204, es de orden. 
Queda aprobado el Proyecto y se comunicará. 


(Texto del Proyecto de Ley aprobado:) 


PROYECTO DE LEY 
TITULO I 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1? — El régimen jurídico de las aguas en la Re- 
pública Oriental del Uruguay se determina: 


1? Por lo dispuesto en este Código. 


2° Por lo prescripto en el Código Civil y disposiciones 
modificativas y concordantes, en cuanto no resulte ex- 
presa o tácitamente derogado por el presente cuerpo 
de normas. 


32 Por las disposiciones contenidas en leyes especiales, 
en los Tratados en que fuere parte la República y 
en otras normas de Derecho Internacional. 


Art. 2? — El Estado promoverá el estudio, la conserva- 
ción y el aprovechamiento integral simultáneo o sucesivo de 
las aguas y la acción contra sus efectos nocivos. 


Art. 3? — El Poder Ejecutivo es la autoridad nacional en 
materia de Aguas. En tal carácter, le compete especialmente: 
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19 Formular la política nacional de aguas y concretarla 
en programas correlacionados o integrados con la pro- 
gramación general del país y con los programas pa- 
ra regiones y sectores. 


2% Decretar reservas sobre aguas de dominio público o 
privado, por períodos no mayores de dos años, pro- 
rrogables por resolución fundada, que impidan cier- 
tos usos o la constitución de determinados derechos. 
Si se tratare de aguas fiscales, la reserva podrá de- 
cretarse por períodos mayores o sin fijación de tér- 
mino, 


39 Establecer prioridades para el uso del agua por re- 
giones, cuencas o partes de ellas, asignándose la pri- 
mera prioridad al abastecimiento de agua potable a 
poblaciones. 


49 Suspender el suministro de agua en los casos de 
sequía previstos en el artículo 188 y revocar las con- 
cesiones de uso o permisos de uso especiales en los 
casos previstos por los artículos 174 y 190. 


59 Establecer cánones para el aprovechamiento de aguas 
públicas destinadas a riegos, usos industriales o de 
otra naturaleza, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 191. 


Art. 42 — Sin perjuicio de las atribuciones que competen 
a otros organismos públicos, el Ministerio competente podrá 
supervisar, vigilar y regular, de acuerdo con los reglamentos 
que dicte el Poder Ejecutivo, todas las actividades y obras pú- 
blicas o privadas relativas al estudio, captación, uso, conserva- 
ción y evacuación de las aguas, tanto del dominio público co- 
mo el privado, y podrá disponer lo pertinente para la protec- 
ción contra sus efectos nocivos, incluso los que puedan alterar 
el equilibrio ecológico de la fauna y la flora, dañar el ambien- 
te natural o. modificar el régimen pluvial. 


A tal fin establecerá las especificaciones técnicas que de- 
berán satisfacer las observaciones, mediciones, labores, obras 
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y servicios; podrá someterlos a su autorización; dispondrá la 
suspensión de las actividades que infringieren aquellas nor- 
mas y ordenará la eliminación o remoción de las obras efec- 
tuadas en contravención. 
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Si la resistencia o demora de los obligados para eliminar 
o remover las obras pusiese en peligro'la vida o la salud de 
laş personas, podrá el referido Ministerio hacerlo por sí mis- 
mo. 


Art. 52 — El Ministerio competente fijará y ajustará la 
dotación de aguas considerando el régimen hidrológico, la ca- 
pacidad de retención de los embalses reguladores, el volumen 
disponible de agua y los requirimientos de cada aprovecha- 
miento. 


Al fijar o reajustar la capacidad de retención de dichos 
embalses, procurará establecer la máxima utilización compa- 
tible con los recursos hidrológicos de la cuenca. 


Art. 6% — Sin perjuicio de las atribuciones que compe- 
ten a otros organismos públicos, el Ministerio competente po- 
drá prohibir todos o algunos usos de determinadas aguas por 
el lapso que fuere necesario, en salvaguardia de la salud pú- 
blica o con la finalidad de impedir o prevenir la contamina- 
ción o el deterioro del medio ambiente, sin pagarse en estos 
casos indemnización alguna. A tales efectos, registrará y pu- 
blicará-estas prohibiciones. 


TITULO II 


DEL INVENTARIO Y APRECIACION DE LOS 
RECURSOS HIDRICOS Y DEL REGISTRO 
DE LOS DERECHOS AL USO DE AGUAS 


Artículo 7? — El Ministerio competente llevará un in- 
ventario actualizado de los recursos hídricos del país, en el 
cual se registrará su ubicación, volumen, aforo, «niveles, ca-. 


+ 
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lidad, grado de aprovechamiento y demás datos técnicos 
pertinentes. 


Art. 8 — Los titulares de derechos al aprovechamiento 
de aguas y álveos del dominio público o fiscal, constituidos 
antes de la fecha en. que entrare en vigencia este Código, de- 
berán inscribirlos en un registro público que llevará el Mi- 
nisterio competente, dentro de un plazo de cinco años a 
partir de la fecha mencionada. 


La inscripción indicará el título que ampara el aprove- 
chamiento, la extensión, condiciones y duración de esos de- 
rechos, la fuente de aprovechamiento, el inmueble y estable- 
cimiento beneficiados, el nombre y datos personales de su 
propietario, la ubicación, planos y proyectos de presas, to- 
mas, compuertas, canales y otras obras relativas al aprove- 
chamiento y demás especificaciones que se estimaren perti- 
nentes. 


Art. 92 — Los derechos que en el futuro se constituye- 
ren sobre aguas y álveos del dominio público o fiscal, serán 
inscriptos de oficio en dicho registro por el Ministerio com- 
petente, con anotación de las circunstancias establecidas en 
el artículo anterior, en cuanto constaren en el título que am- 
parare el aprovechamiento. Los titulares de tales derechos 
estarán obligados a proporcionar al referido Ministerio las 
informaciones requeridas para la inscripción que no obraren 
en poder del mismo. 


Cuando, por disponerlo así normas especiales, los dere- 
chos a estos aprovechamientos fueren otorgados por otros 'or- 
ganismos estatales, éstos deberán suministrar al Ministerio 
competente la información pertinente a los fines del registro. 


Art. 10. — Las modificaciones que se prodújeren en los 
derechos a que hacen referencia los dos artículos precedentes 
deberán ser igualmente registradas. 


Art. 11. — Los derechos al aprovechamiento de aguas y 
álveos de propiedad de particulares, constituidos antes de. en- 
trar en vigencia este Código, sólo podrán ser opuestos a la 
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administración y a los terceros de buena fe si fueren inscrip- 
tos en el registro a que hace referencia el artículo 8% y dentro 
del plazo establecido en el mismo. 


Los derechos al aprovechamiento de aguas y álveos de 
propiedad particular, que se constituyeren en el futuro, sólo 
serán oponibles a la administración y a los terceros de buena 
fe desde el momento en que fueren registrados. 


Lo mismo será para las modificaciones que se hicieren 
en tales derechos. 


Art. 12. — El Ministerio competente comunicará al Re- 
gistro de Traslaciones de Dominio todo otorgamiento de de- 
rechos sobre aguas del dominio público o privado que afec- 
taren a inmuebles que inscribiere, así como su extinción, y 
las restricciones al dominio y servidumbres que se impusieren. 


El Registro de Traslaciones de Dominio registrará esas 
comunicaciones y pondrá nota marginal en el acta correspon- 
diente, la que se hará constar en los certificados que expidiere. 


Art. 13. — Los usuarios de aguas del dominio público 
o privado deberán permitir las observaciones y mediciones 
hidrológicas, meteorológicas y demás que fueren pertinentes, 
y suministrar la información y las muestras que dispusiere 
el Ministerio competente. 


Los titulares de derechos al aprovechamiento privativo 
de aguas públicas o fiscales deberán comunicar anualmente 
al referido Ministerio, señalando el título que los ampara: - 


12 La descripción de las modificaciones introducidas en 
las òbras de captación y aducción, en las áreas e ins- 
talaciones beneficiadas. 


2% Los caudales y volúmenes usados mensualmente. 


32 El área efectivamente beneficiada y la producción 
obtenida. 
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TITULO IM 


DEL DOMINIO DE LAS AGUAS 


CAPITULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 


Articulo 15. — Integran el dominio público o el fiscal, 
en su caso, todas las aguas y álveos que no estuvieren incor- 
porados al patrimonio de los particulares a la fecha de vigen- 
cia de este Código. 


Art. 16. — Las aguas del dominio público y sus álveos 
pertenecen al Estado, salvo aquellas que, por sus caracterís- 
ticas o por disposición de una ley, deban considerarse del do- 
minio público de los Municipios. 


Las'demás personas públicas quedan excluidas de la titu- 
laridad de dichos bienes del dominio público. 


Art. 17. — Las aguas y álveos fiscales no podrán ser 
adquiridos por el modo prescripción. 


Art, 18. — Declárase de necesidad o de utilidad pública 
la expropiación de las aguas y de sus álveos, de propiedad 
de particulares, cuando así lo requiera la ejecución de la po- 
lítica nacional de aguas. concretada en los programas a que 
se refiere el artículo 3%, debidamente aprobados, o cuando 
ello sea necesario para el cumplimiento de los fines estable- 
cidos en el artículo 2°, o para la protección del medio am- 
biente natural, 


CAPITULO II 
DE LAS AGUAS PLUVIALES 


Artículo 19. — Pertenecen al dueño del predio las aguas 
pluviales que caen o se recogen én el mismo, mientras es- 
curren por él. Podrá, en consecuencia, construir dentro de su 
propiedad las aguas necesarias para su captación, conserva- 
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ción y aprovechamiento, conforme a los reglamentos que dicte 
el Poder Ejecutivo, y sin perjudicar a terceros. 


Art. 20. — Pertenecen al dominio público las aguas plu- 
viales que escurren por torrentes y ramblas cuyos cauces sean 
del mismo dominio. 


Art. 21. — Alveo de las corrientes de aguas pluviales es 
el terreno que éstas cubren durante sus avenidas ordinarias, 
en barrancas, ramblas u otras vías naturales. 


Art. 22. — Los propietarios de los álveos de aguas plu- 
viales no podrán construir en ellos obras que puedan hacer 
variar su curso natural en perjuicio de terceros, o cuya des- 
trucción por la fuerza de las avenidas pueda causar grave 
daño. 


Art. 23. — Para realizar en la atmósfera actividades 
susceptibles de modificar el régimen pluvial se requerirá la 
anuencia del Poder Ejecutivo, además de cumplirse los re- 
quisitos que otros órganos públicos impongan. 


CAPITULO III 
DE LAS AGUAS MANANTIALES 


Artículo 24. — Las disposiciones de este Capítulo se 
aplican a las aguas que surgen naturalmente a la superficie 
y corren sin llegar a constituir río o arroyo, aun cuando fi- 
nalmente se incorporen a ellos. 


Cuando las aguas manantiales llegan a constituir ríos o 
arroyos, son aplicables a todo el curso de la corriente las 
disposiciones relativas a éstos. 


Art. 25. — Pertenecen al domiriio público las aguas ma- 
nantiales que nacen continua o discontinuamente en terrenos 
de dicho dominio; aunque salgan de ellos: Podrán, no obs- 
tante, los propietarios de los predios por los que entraren a 
correr dichas aguas aprovecharlas, por orden sucesivo, para 


CÓDIGO DE ÁGUAS CONECORDADO Y ANOTADO 479 


usos domésticos ò productivos, mientras la autoridad titular 
del dominio correspondiente las deje correr. 


Aun cuando esas aguas corran por terrenos privados, po- 
drá también cualquier persona -aprovecharse de “ellas para 
los “fines señalados en los numerales 1? y 2% del artículo 163, 
con tal de que haya camino público, que 1as haga atcesibles. 


Art. 26. — Las aguas manantiales -que nacen continua o 
discontinuamente en terrenos particulares. o fiscales pertene- 
cen al dueño respectivo, quien podrá aprovecharse de ellas 
mientras escurran por su predio. 


Si después de haber salido del predio de su nacimiento, 
estas aguas entran a correr por otro predio de propiedad par- 
ticular o fiscal, el dueño de éste podrá, a su vez, usarlas y 
aprovecharlas mientras el propietario del predio donde nacen 
las aguas las deje correr; y lo mismo podrán hacer; por su 
orden, los propietarios de los terrenos en que sucesivamente 
entren las aguas que no hubieren sido aprovechadas por los 
dueños de los terrenos superiores. 


Art. 27. — El propietario del predio donde nace el agua, 
podrá, en cualquier momento, interrumpir o disminuir la 
salida de aquélla de su terreno, aun cuando la estuvieren 
utilizando los dueños de los terrenos inferiores; salvo que al- 
guno o algunos de dichos própietários tuviere a su favor un 
derecho adquirido mediante modo hábil. 


La prescripción, en los casos de este artículo, no se veri- 
ficará sino por el goce no interrumpido durante treinta años, 
contados desde que el dueño del predio inferior ejecutó, en 
éste o en el predio superior, obras visibles y permanentes 
destinadas a facilitar el aprovechamiento de las aguas en su 
terreno. 


No obstante, si el dueño del predio donde nace el agua 
no aprovechare más que una parte fraccionaria, pero deter- 
minada, de sus aguas, continuará, en, épocas de disminución 
o empobrecimiento del manantial, usando y disfrutando la 
misma cantidad absoluta de agua, y la merma consiguiente 
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será en desventaja y perjuicio de los propietarios delos te- 
rrenos inferiores, cualesquiera que fueren sus títulos al dis- 
frute, 


Art. 28. — Si las aguas manantiales a que se refiere el 
artículo 26 pasan a correr por predios del dominio público, 
la autoridad titular de dicho dominio tendrá los mismos de- 
rechos otorgados a los propietarios de los predios inferiores 
por el artículo mencionado. Todos podrán, además, aprove- 
char dichas aguas para los fines señalados en los numerales 
1° y 2? del artículo 163, mientras escurran por dichos predios. 


Si se incorporaran definitivamente a álveos públicos, ad- 
quirirán desde entonces tal carácter. 


Art. 29. — Las aguas no aprovechadas por el dueño del 
predio donde nacen, así como las que sobrepasen de sus apro- 
vechamientos, saldrán del predio por el mismo punto de su 
cauce natural y acostumbrado, salvo que todos los propieta- 
rios situados aguas abajo consistiesen en su desviación. 


Lo mismo se entiende con el predio inmediatamente in- 
ferior respecto del siguiente, observándose siempre este orden. 


CAPITULO IV 


DE LOS RIOS Y ARROYOS 


Artículo 30. — Integran el dominio público las aguas de 
los ríos y arroyos navegables o flotables en todo o parte de 
su curso, así como los álveos de los mismos. 


Se entenderán por ríos y arroyos navegables o flota- 
bles aquellos cuya navegación o flotación sea posible natural ` 
o artificialmente. 


Art. 31. — El Poder Ejecutivo declarará los ríos y arro- 
yos que deban considerarse navegables o flotables en todo o 
en parte de su curso. 
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La declaración legal o administrativa de la navegabilidad 
o flotabilidad de los cursos de agua no atribuye a los mismos 
y a sus álveos la calidad de bienes del dominio público, sino 
que meramente confirma su pertenencia a dicho dominio. 


Art. 32. — Los álveos de los ríos y arroyos no navega- 
bles ni flotables pertenecen a los dueños de los terrenos en 
que se encuentran. Dichos dueños podrán aprovechar las aguas 
del río o arroyo, al pasar por su predio, para menesteres do- 
méticos, usos productivos u otras finalidades lícitas, pero con 
sujeción a lo establecido en los artículos 33 y 34. 


Todos podrán además usar aquellas aguas, de acuerdo 
con los reglamentos, para las primeras necesidades de la vida, 
si hubiere camino público que las hiciere accesibles. 


En estos ríos y arroyos podrán establecer los ribereños 
barcas de paso y puentes de madera u otros materiales siem- 
pre que no embaracen el curso de la corriente y con suje- 
ción a los reglamentos de policía y seguridad. 


Art. 33, — El uso de las aguas de los ríos y arroyos a 
que. se refiere el artículo anterior estará sujeto a las limita- 
ciones siguientes: 


12 Las que surjan de los reglamentos sobre la materia, 
y en especial, de los que dictare el Poder Ejecutivo 
con la finalidad de preservar el régimen, caudal, na- 
vegabilidad u otros caracteres de las corrientes del 
dominio público alimentadas por aquellas aguas. 


2° En el caso de corrientes ubicadas en el límite del 
predio, las que derivan de la obligación de no per- 
judicar al otro propietario ribereño. 


32 La obligación de no alterar ni desviar el curso de 
la corriente, y de restituir a la misma las aguas que 
sobraren de los aprovechamientos que hiciere el pro- 
pietario del predio. 


Art. 34. — Cuando un río o arroyo no navegable ni flo- 
table corra por terrenos pertenecientes a diferentes dueños, 
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el úso y aprovechamiento se efectuará de acuerdo con un 
orden de preferencia que corresponderá a su ubicación en 
el curso de la corriente, de modo que los propietarios de los 
predios inferiores entrarán a disfrutar de las aguas que pasen 
por sus predios, luego de los aprovechamientos que hayan 
hecho los propietarios superiores, 


Sin embargo, los nuevos aprovechamientos en el predio 
superior no podrán menoscabar derechos anteriormente ad- 
quiridos al uso de esas mismas aguas por el propietario. de 
un predio inferior. 


Art. 35. — El álveo de un río o arroyo es el terreno 
que cubren sus aguas en las crecidas que no causan inun- 
dación. 


Si existieren estaciones hidrométricas se estará a lo es- 
tablecido en el artículo siguiente. 


Art. 36. — El límite del álveo, o línea superior de las 
riberas de los ríos y arroyos del dominio público o fiscal, con 
excepción del Río de la Plata, se fijará en la siguiente forma: 


1% Se determinará el nivel medio de las aguas, tomando 
al efecto períodos de observación no menores de 
doce años. 


22 Se fijará el promedio de altas aguas ordinarias, que 
corresponderá al promedio de todas las alturas de 
aguas que sobrepasen el nivel medio. 


32 El promedio dė todas las alturas de aguas que sobre- 
pasen la altura determinada de acuerdo con el nu- 
meral 2% corresponderá al promedio de las crecidas 
extraordinarias. 


4% La media aritmética de los valores obtenidos con 
arreglo a lo establecido en los numerales 2° y 32 de- 
términará el límite del álveo o línea superior de la 
ribera. 


CÓDIGO DE AGUAS CONCORDADO Y ANOTADO 483 


Art. 37. — En el Río de la Plata y en el océano Atlán- 
tico la línea superior de la ribera será la que resulte del 
promedio de las máximas alturas registradas cada año, du- 
rante un período no menor de veinte años. 


Art. 38. — Si por aplicación de lo dispuesto en los ar- 
tículos 36 y 37 resultare que deban pasar a propiedad del 
Estado bienes de particulares, deberá procederse a la expro- 
piación respectiva. 


CAPITULO V 

DE LOS LAGOS, LAGUNAS, CHARCAS Y AGUAS 
EMBALSADAS 

Artículo 39. — Integran el dominio público las aguas y 


álveos de los lagos, lagunas, charcas y embalses que ocupan 
terrenos de propiedad del Estado y se alimentan con aguas 
públicas. 


Los restantes son de propiedad fiscal o particular, según 
ocupen terrenos fiscales o particulares. 


Art. 40. — Son aplicables a los lagos, lagunas y charcas 
las disposiciones de los artículos 35, 36 y 38. 


En los embalses dominiales o fiscales, el Poder Ejecutivo 
determinará en cada caso en qué forma se fijará el límite del 
álveo o línea superior de la ribera, debiendo eventualmente 
aplicarse lo dispuesto por el artículo 38, 


Art. 41. — Pertenecen a los dueños de las fincas lindan- 
tes los álveos de los lagos, lagunas y charcas que no perte- 
necen al Estado o a algún particular. 

CAPITULO VI 
DE LAS AGUAS SUBTERRANEAS Y MEDICINALES 


Artículo 42. — Las aguas subterráneas existentes o que 
se alumbren en terrenos del dominio público o fiscal son de 
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propiedad estatal, salvo los derechos que pudieran haberse 
adquirido al amparo de los artículos 364 y 365 del Código 
Rural. 


El uso y aprovechamiento de tales aguas se regirá por 
lo dispuesto en el Título VI y en los artículos siguientes de 
este Código, en lo que fuere pertinente. 


Art. 43. — El propietario de un predio lo será también 
de las aguas subterráneas que extrajere en el mismo con su- 
jeción a lo dispuesto en los artículos 46 y siguientes de este 
Código. 


Quien extrajera aguas subterráneas de un predio de 
propiedad particular con permiso de su propietario y con au- 
torización del Ministerio competente otorgada de conformidad 
con las disposiciones de este Título, se hará dueño de las 
aguas extraídas, salvo que otra cosa se hubiese pactado con 
el propietario del predio. 


Art, 44. — Los titulares de concesiones mineras podrán 
aprovechar las aguas halladas en sus labores mientras con- 
serven la concesión respectiva. 


Art. 45. — Toda persona, que por cuenta propia o ajena, 
pretenda perforar el subsuelo para investigar o alumbrar 
aguas subterráneas deberá obtener licencia de perforador, ex- 
pedida por el Ministerio competente conforme a las normas 
que éste estableciere. Dicho Ministerio podrá suspenderla o 
revocarla en caso de infracción a las disposiciones de este 
Código o a las normas legales o reglamentarias sobre la 
materia. 


Art. 46. — La búsqueda de aguas subterráneas, las per- 
foraciones y excavaciones del subsuelo para su alumbramiento, 
la instalación de maquinarias y equipos para extraerlas y ele- 
varlas y la construcción de las obras que ello requiera, esta- 
rán sujetas a los reglamentos que se dicten y a las autoriza- 
ciones otorgadas por el Ministerio competente, cuando se 
trate de predios de propiedad particular, o a los permisos o 


~> 
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concesiones que se otorguen, conforme a lo dispuesto en el 
Título VI, cuando se trate de bienes del dominio público o 
fiscal. 


Al reglamentar y autorizar estas actividades, podrán 
también fijarse los horarios y caudales de extracción, previo 
aforo de los mismos. 


Art. 47. — Para otorgar las autorizaciones y las conce- 
siones o permisos en su Caso, se cuidará que, como conse- 
cuencia de las obras o labores, no se produzca contaminación 
o perjuicio a las napas acuíferas, ni se deriven o distraigan 
aguas públicas de su corriente natural, ni se causen daños a 
terceros, 


Si tales hechos se produjeren, o existiere peligro de ello, 
el Ministerio respectivo adoptará las medidas que estimare 
pertinentes, de oficio o a petición de parte interesada, y po- 
drá incluso disponer la suspensión de los trabajos por el 
tiempo que fuere necesario para solucionar la situación, o 
gun la cancelación de la autorización, o la revocación del 
permiso o concesión. 


Art. 48. — Las autorizaciones para efectuar en las pro- 
piedades particulares las operaciones señaladas en el artículo 
46 se reputarán tácitamente denegadas si el Ministerio com- 
petente no las otorgare expresamente dentro de los plazos 
que fijará la reglamentación. 


Art. 49. — En los predios privados no se requerirá auto- 
rización para excavar pozos ordinarios destinados solamente 
a dar satisfacción a las necesidades de bebida e higiene hu- 
mana y bebida del ganado, así como a otros usos domésticos 
que determinare la reglamentación. 


Art. 50. — Cuando se tratare de excavar pozos ordina- 
rios en zonas urbanas, suburbanas y rurales deberán ajustarse 
a las normas vigentes, sanitarias o de otro orden. 


Art. 51. — El Poder Ejecutivo reglamentará las distan- 
cias mínimas que deberán guardarse para ejecutar nuevos 
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pozos artesianos, socavones o galerías, teniendo en cuenta la 
zona en que se practicaren, la naturaleza de los terrenos y las 
limitaciones establecidas en el artículo 47, y en leyes es- 
peciales. 


Art. 52. — Las solicitudes para ejecución de calicatas o 
exploraciones en busca de aguas subterráneas, en terrenos 
públicos o fiscales, deberán indicar la ubicación y la exten- 
sión del predio en donde se ejecutarán aquéllas, la ubicación 
de los edificios de predios colindantes, los puntos en que se- 
rán practicadas y el destino que se dará a las aguas que se 
extrajeren. Deberá hacerse constar, asimismo, que las opera- 
ciones no infringen lo dispuesto en los artículo precedentes. 


El Ministerio competente otorgará el permiso o conce- 


sión que correspondiere de acuerdo con lo dispuesto en el 
Título VI. 


Cuando las solicitudes tuvieren por objeto la ejecución 
de calicatas o exploraciones en propiedades particulares, ade- 
más de las indicaciones precedentes, se deberá hacer constar 
fehacientemente la conformidad del propietario del predio, si 
no fuese él quien solicitare la autorización. 


Art. 53, — Cuando se autorizare la ejecución de calica- 
tas, se demarcará una zona de forma poligonal, preferente- 
mente rectangular, dentro de la cual nadie podrá hacer igua- 
les exploraciones. La dimensión de esta zona dependerá de 
la constitución y circunstancias del terreno, pero nunca ex- 
cederá de veinte hectáreas. 


Una misma persona podrá obtener, a la vez o sucesiva- 
mente, autorizaciones, permisos o concesiones para diversas 
zonas, cumpliendo, respecto de cada una, con las condiciones 
estipuladas en este Capítulo. 


Art. 54. — La reglamentación fijará los plazos en que 
caducarán las autorizaciones, permisos o concesiones para 
búsqueda, alumbramiento y uso de aguas subterráneas por 
inacción de los interesados, 
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Art. 55. — Serán aplicables a las aguas alumbradas las 
disposiciones de los artículos 25, 26 y 27. 


Art. 56. — Se consideran aguas medicinales o minerali- 
zadas, según los casos, aquellas que, por su temperatura, ca- 
racterísticas físicas o composición química, sean susceptibles 
de aplicación terapéutica o dietética en relación con la salud 
humana. 


Compete al Ministerio de Salud Pública señalar, genéri- 
camente o en cada caso, las aguas que pertenezcan a estas 
categorías, y determinar la naturaleza de sus aplicaciones, y 
si su uso requiere o no vigilancia médica. 


Regirán para estas aguas las normas relativas a aguas 
manantiales, subterráneas o de ríos o arroyos, según sea el 
caso; pero, para su aprovechamiento en cuanto tales, deberá 
recabarse la opinión del citado Ministerio, previamente al 
otorgamiento de la autorización, permiso o concesión. 


CAPITULO VII 


DE LAS ACCESIONES, ARRASTRES Y SEDIMENTOS 
DE LAS AGUAS 


Artículo 57. — Los terrenos que fueren accidentalmente 
inundados por las aguas continuarán siendo propiedad de sus 
dueños respectivos, 


Art. 58. — Los álveos de ríos y arroyos que quedaren 
permanentemente en seco de orilla a orilla, por variar natu- 
ralmente el curso de las aguas, pertenecerán a los dueños de 
los terrenos que atravesaba la corriente en toda la longitud 
respectiva. 


Si dichos álveos separaban heredades de distintos due- 
ños, la línea divisoria correrá equidistante de unas y otras. 


Si lo que quedare en seco fueren franjas laterales, se 
estará a lo dispuesto en el artículo 62 para el caso de aluvión. 
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Art. 55. — Serán aplicables a las aguas alumbradas las 
disposiciones de los artículos 25, 26 y 27. 


Art. 56. — Se consideran aguas medicinales o minerali- 
zadas, según los casos, aquellas que, por su temperatura, ca- 
racterísticas físicas o composición química, sean susceptibles 
de aplicación terapéutica o dietética en relación con la salud 
humana. 


Compete al Ministerio de Salud Pública señalar, genéri- 
camente o en cada caso, las aguas que pertenezcan a estas 
categorías, y determinar la naturaleza de sus aplicaciones, y 
si su uso requiere o no vigilancia médica. 


Regirán para estas aguas las normas relativas a aguas 
manantiales, subterráneas o de ríos o arroyos, según sea el 
caso; pero, para su aprovechamiento en cuanto tales, deberá 
recabarse la opinión del citado Ministerio, previamente al 
otorgamiento de la autorización, permiso o concesión. 


CAPITULO VII 


DE LAS ACCESIONES, ARRASTRES Y SEDIMENTOS 
DE LAS AGUAS 


Artículo 57. — Los terrenos que fueren accidentalmente 
inundados por las aguas continuarán siendo propiedad de sus 
dueños respectivos. 


Art. 58. — Los álveos de ríos y arroyos que quedaren 
permanentemente en seco de orilla a orilla, por variar natu- 
ralmente el curso de las aguas, pertenecerán a los dueños de 
los terrenos que atravesaba la corriente en toda la longitud 
respectiva. 


Si dichos álveos separaban heredades de distintos due- 
ños, la línea divisoria correrá equidistante de unas y otras. 


Si lo que quedare en seco fueren franjas laterales, se 
estará a lo dispuesto en el artículo 62 para el caso de aluvión. 
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Art. 59. — Cuando un río o arroyo navegable o flotable, 
variando naturalmente su dirección, abriere un nuevo álveo 
en heredad privada, este álveo entrará en el dominio público. 


El dueño de la heredad lo recobrará siempre que las 
aguas volvieren a dejarlo en seco, ya naturalmente, ya en vir- 
tud de los trabajos que se mencionan en el artículo siguiente. 


Art. 60. — Toda vez que un río o arroyo, sea o no nave- 
gable o flotable, cambie naturalmente de curso, cualquiera 
de los propietarios ribereños del álveo abandonado, así como 
los ribereños del nuevamente formado, podrá hacer las obras 
necesarias para restituir las aguas a su acostumbrado curso, 
con sujeción a los siguientes requisitos: 


19 Deberá requerirse la autorización del Ministerio 
competente antes de transcurrido un año del cambio 
del curso. Dicha autorización fijará las condiciones, 
fecha de iniciación y plazo en que deban realizarse 
las obras. 


2% Si las obras no se iniciaren dentro del plazo fijado, 
las variaciones naturalmente operadas adquirirán 
carácter definitivo, salvo el caso en que la demora 
fuera producida por fuerza mayor. 


32 Todos los propietarios beneficiados estarán obligados 
a contribuir al costo de los trabajos en la proporción 
de las ventajas que las obras les reportaren. 


Si la restitución al álveo originario no pudiere lograrse 
totalmente, se estará a lo dispuesto en el artículo 58, res- 
pecto a la parte de aquel que permanentemente quedare en 
seco. 


Art. 61. — Los álveos plblicos que quedaren permanente- 
mente en seco a consecuencia de trabajos u obras debidamen- 
te autorizadas, pasarán a integrar el dominio fiscal respectivo, 
y podrán ser enajenados por el ente público propietario. Los 
propietarios ribereños del álveo que hubiere quedado en 
seco tendrán preferencia, frente a otros interesados, para ad- 
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quirirlo por el monto de la tasación que realice la Dirección 
General del Catastro Nacional. 


Art. 62. — Se llama aluvión el acrecimiento que se forma 
sucesiva e imperceptiblemente en las orillas de los ríos, arro- 
yos, lagos y lagunas y se comprende bajo el mismo nombre 
el espacio que deja el agua que se retira insensiblemente de 
la ribera. 


El aluvión pertenece a los predios ribereños en propor- 
ción a los respectivos frentes sobre la ribera anterior, sin 
perjuicio del carácter público de la ribera de los ríos, arro- 
yos, lagos y lagunas que integran ese dominio. 


Art. 63. — Si un río o arroyo, sea o no navegable o flo- 
table, arrancare violenta y repentinamente una parte del 
fundo ribereño y lo transportare hacia el de abajo o a la 
orilla opuesta, el dueño de la parte arrancada conservará su 
dominio para el solo efecto de llevársela, pero si no la recla- 
mare dentro del año subsiguiente, la hará suya el dueño del 
fundo al que fue transportada. 


Art. 64. — Si la porción conocida de terreno segregado 
de una orilla quedare aislada en el cauce, continuará perte- 
neciendo incondicionalmente a su antiguo dueño. Lo mismo 
sucederá si, dividiéndose la corriente en brazos, circundare 
y aislare algunos terrenos. 


Art. 65. — Si un río o arroyo, sea o no navegable o flo- 
table, se dividiere en dos brazos que volvieren después a 
juntarse, encerrando al predio de un propietario y convirtién- 
dolo en isla, ese propietario conservará el dominio de aquél. 


Art. 66. — Las islas que se formaren en el lecho de los 
ríos o arroyos no navegables ni flotables, pertenecerán a los 
propietarios ribereños del lado en que se formare la isla, y 
en proporción de sus frentes con relación a aquélla. 


Si la isla no estuviese formada de un solo lado, partien- 
do de una línea divisoria que se supondrá tirada en medio 
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de la corriente, pertenecerá a los propietarios ribereños de 
ambos lados, y en la proporción antes señalada. 


Art. 67. — Las islas que se formaren en ríos y arroyos 
navegables o flotables pertenecerán al Estado. 


Art. 68. — Cualquiera puede recoger y salvar animales, 
maderas, frutas, muebles u otros objetos que hayan sido arre- 
batados por aguas del dominio público o hayan caído en ellas. 


Si se ignorase quien es el dueño de los objetos, serán 
aplicables las disposiciones contenidas en los artículos 725 a 
730 del Código Civil. 


Lo dispuesto en este artículo no obsta a la facultad del 
Ministerio competente de condicionar la recolección o el sal- 
vamento al otorgamiento de una autorización o a la obser- 
vancia de otros requisitos, según los casos. 


Art. 69. — Los objetos que estuvieren sumergidos en 
aguas de dominio público seguirán perteneciendo a sus due- 
ños; pero si durante un año no los extrajeren, serán de las 
personas que lo hicieren, previo permiso del Ministerio 
competente. 


El dueño de objetos sumergidos en aguas de propiedad 
particular o del dominio fiscal solicitará del dueño de las 
mismas el permiso para extraerlos y, en caso de que éste lo 
negase, concederá el permiso el Juez de Paz del lugar, previa 


fianza de daños y perjuicios y bajo la responsabilidad del 
solicitante. 


Art. 70. — Lo dispuesto en los artículos 68 y 69 no es 
aplicable a las embarcaciones, a sus cargas, a los objetos que 
provengan de un naufragio y a otros objetos relativos a la 
navegación o que constituyan obstáculo por el hecho de estar 
hundidos, semihundidos o varados en las aguas, debiendo en 
tales casos estarse a lo dispuesto por el Código de Comercio, 
por las normas de Derecho Internacional y por las leyes es- 
peciales sobre la materia. 
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Art. 71. — Las brozas, ramas y leñas que vayan flo- 
tando en las aguas del dominio público o sean depositadas 
por ellas en las riberas o terrenos del mismo dominio serán 
del primero que las recoja. 


Las dejadas en terrenos del dominio particular o fiscal 
serán del dueño de las fincas respectivas. 


Las algas que sean arrojadas a la costa por el mar o los 
ríos del dominio público pertenecerán al Estado. 


Art. 72. — Los árboles arrancados y transportados por 
las aguas pertenecerán al propietario del terreno a donde 
vinieren a parar, si no los reclamaren dentro de un mes los 
antiguos dueños, quienes deberán abonar los gastos ocasiona- 
dos en recoger los árboles o ponerlos en lugar seguro. 


Art. 73. — Los sedimentos o yacimientos minerales que 
se encuentren en álveos del dominio público, fiscal o privado, 
quedan sujetos a las disposiciones del Código de Minería. 


TITULO IV 


DE LAS SERVIDUMBRES EN MATERIA 
DE AGUAS 


CAPITULO 1 
DE LAS SERVIDUMBRES NATURALES 


Artículo 74. — Los terrenos inferiores están sujetos a 
recibir las aguas que, naturalmente y sin obra del hombre, 
fluyen de los superiores, así como la piedra, tierra o arena 
que arrastren en su curso. En el predio inferior no se puede 
hacer cosa alguna que estorbe esta servidumbre, ni en el su- 
perior cosa que la agrave. 


Cumpliendo estos requisitos, tanto el propietario del 
predio superior como el del inferior podrán construir en su 
respectivo terreno obras de regulación que faciliten el apro- 
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vechamiento de las aguas o suavicen sus corrientes, impidien- 
do que arrastren consigo la tiérra vegetal o causen otros 
perjuicios. 


Para dirigir aguas sobre predios ajenos deberá previa- 
mente constituirse servidumbre. 


Art. 75. — Si el agua corriente se detuviere en un pre- 
dio por hecho ajeno a la mano del hombre, o si acumulare 
piedras, arenas, tierras, brozas u objetos que, embarazando 
su curso natural, produjeren o pudieren producir inundacio- 
nes, torrentes u otros daños, los perjudicados o quienes co- 
rrieren peligro de serlo podrán exigir del dueño del predio 
que remueva el obstáculo, o les permita removerlo. 


En tales casos, el dueño del predio donde se produjo la 
obstrucción o detención de las aguas deberá tolerar que los 
materiales extraídos del cauce sean depositados temporaria- 
mente en su predio. 


Art. 76. — El propietario de un predio en que existan 
Obras de defensa para contener el agua, o en donde, por la 
variación de su curso, sea necesario construirlas de nuevo, 
estará obligádo a hacer las reparaciones o construcciones ne- 
cesarias, según los casos, o a permitir que, sin perjudicarlo, 
las hagan los dueños de los terrenos que sufrieren o estuvie- 
ren expuestos a sufrir daño, si tal cosa no se hiciere. 


Art. 77. — Los propietarios beneficiados por las obras 
y labores a que se refieren los artículos anteriores estarán 
obligados a contribuir a los gastos de su ejecución en propor- 
ción a los beneficios que de ellas recibieren, salvo su derecho 
a resarcirse contra quien, por su culpa, hubiese ocasionado 
el daño o provocado el peligro. 


Art. 78. — Las facultades atribuidas por los artículos 75 
y 76 a los dueños de los predios perjudicados o amenazados 
podrán set también ejercidas por el Ministerio competente 
para preservar la regularidad del régimen hidrológico o evi- 
tar daño a terceros. 
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CAPITULO II 


€ 


DE LAS SERVIDUMBRES CIVILES 


SECCION I 
DE LAS SERVIDUMBRES EN GENERAL 


Artículo 79. — Las servidumbres de que trata este Ca- 
pítulo son forzosas en cuanto, dados los presupuestos que la 
ley prevé para que sean exigibles, no puede el propietario 
del predio sirviente excusarse de ellas. 


Pueden también constituirse voluntariamente o por tí- 
tulo, en cuyo caso se estará a éste para fijar sus caracteres, 
con tal que no se contraríen disposiciones legales o el orden 
público. En lo pertinente se aplirán a las servidumbres vo- 
luntarias las disposiciones del Libro II, Título IV, Capítulo 
TIT, del Código Civil. 


SECCION II 


DE LAS SERVIDUMBRES FORZOSAS 


$12 
DE LA SERVIDUMBRE DE ACUEDUCTO 


Artículo 80. — Servidumbre de acueducto es el derecho 
de conducir a través de predios ajenos las aguas de que se 
puede disponer. 


En la servidumbre de acueducto es predio dominante 
aquel al cual las aguas se destinan o del cual se desaguan, 
drenan o escurren; predio sirviente es el que debe tolerar 
que las aguas pasen por él en beneficio de otro predio. 


Art. 81. — Podrá reclamar la imposición de la servi- 
dumbre quien, teniendo derecho a disponer de aguas, quiera 
servirse de ellas para los usos productivos de su predio, así 
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como quien quiera dar salida a las aguas alumbradas o so 
brantes, o desecar los pantanos, lagunas o charcas de su he- 
redad. 


El dueño del predio sirviente tendrá derecho a que se le 
pague una indemnización conforme con lo establecido en el 
artículo 85; pero si la servidumbre se hubiere constituido por 
título, se estará a la voluntad de quienes la hubieren acor- 
dado o de quien la hubiere otorgado, según los casos. Si nada 
se hubiere establecido, se entenderá en ese caso constituida 
gratuitamente. 


Art. 82. — El propietario del predio inferior sobre el 
cual se dejaren correr aguas alumbradas o sobrantes del pre- 
dio superior podrá obligar al dueño de éste a que le cons- 
truya acueducto en su terreno, pagándole lo que correspon- 
diere según el artículo 85, salvo que prefiriese aprovecharse 
de ellas, en cuyo caso se estará a lo que acuerden las partes. 


Art. 83. — No podrá imponerse servidumbre de acue- 
ducto sobre los edificios o los corrales, patios, jardines y 
huertas que de ellos dependan. 


Art. 84. — En la servidumbre de acueducto, va implícito 
el derecho de llevarlo por un rumbo que permita el dibre 
descenso de las aguas, y que, por la naturaleza o los acciden- 
tes del suelo, no haga excesivamente dispendiosa la obra. 


Verificadas estas condiciones, se llevará el acueducto 
por el rumbo que menos perjuicio cause al predio sirviente. El 
rumbo más corto se mirará como el menos perjudicial para 
éste y como el menos costoso para el el beneficiario de la ser- 
vidumbre, si no se probare lo contrario. 


El Juez conciliará, en lo posible, los intereses de las par- 
tes; y, en los puntos dudosos, decidirá a favor de las hereda- 
des sirvientes. 


Art. 85. — El dueño de la heredad sirviente tendrá de- 
recho a que se le pague el precio de todo el terreno que 
ocupe el acueducto y el de un espacio de un metro de anchu- 
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ra a cada lado de él, además de la indemnización por los da- 
ños inmediatos que provoque la obra. Si por las característi- 
cas de ésta se requiriera un espacio lateral mayor, lo fijarán 
las partes y, si no se avinieren, lo hará el Juez. 


El precio del terreno ocupado y la indemnización por 
los daños deberán pagarse antes de emprender la construc- 
ción del acueducto. 


Cuando se demande la servidumbre con carácter de ur- 
gente, justificándose dicho extremo en forma sumaria, de- 
berá el Juez imponer provisoriamente la servidumbre, previa 
fianza que prestará el actor por la suma en que aquél pru- 
dencialmente estime los perjuicios y el costo de reposición 
de las cosas a su estado anterior, en caso de ser desestimada 
la acción. 


Art. 86. — Llegado el caso tendrá también derecho el pro- 
pietario del predio sirviente a que se le indemnice el daño 
ocasionado por filtraciones y derrames de aguas, salvo que 
ello hubiere ocurrido por fuerza mayor o caso fortuito, y sin 
perjuicio de su derecho de exigir las reparaciones necesarias 
para evitar los daños, las cuales serán de cuenta del dueño 
del acueducto. 


Art. 87. — El dueño del acueducto podrá impedir que 
se hagan plantaciones u obras nuevas en el espacio lateral a 
que se refiere el artículo 85. Podrá igualmente oponerse a 
que se planten a corta distancia de la obra árboles cuyas raí- 
ces puedan dañarla, y podrá obligar a que se corten las de 
los que amenazaren causarle perjuicio, en cuanto fuere ne- 
cesario. 


Podrá también el propietario del acueducto fortalecer sus 
márgenes con césped, estacadas, ribazos o muros de conten- 
ción, en la medida que lo justifique el fin buscado, indemni- 
zando los perjuicios al dueño de la heredad sirviente. 


Art. 88. — El dueño del predio sirviente estará obligado 
a permitir la entrada de técnicos y obreros, con las máqui- 
nas y vehículo necesarios para la limpieza y reparación del 
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acueducto, a condición de que el interesado le dé previa- 
mente aviso de ello. Está obligado, asimismo, con la misma 
condición, a permitir la entrada de inspectores y cuidadores 
con la frecuencia que las partes acuerden, o que, en su de- 
fecto, determine el Juez, según las circunstancias. 


Art. 89. — El que tiene a beneficio suyo un acueducto 
en su heredad puede oponerse a que se construya otro en 
ella, ofreciendo pasaje por el suyo a las aguas de que otra 
persona quiera servirse, con tal que de ello no se siga un 
perjuicio notable al que quiera abrir un nuevo canal. 


Aceptada esta oferta, se pagará al dueño de dicho acue- 
ducto la parte del valor del suelo ocupado por éste, incluso 
el espacio lateral a que se refiere el artículo 85, a prorrata 
del nuevo volumen de agua introducida en él, y se le rem- 
bolsará, además, en la misma proporción, lo que valiere la 
obra en toda la longitud que aprovechare al interesado. 


Si fuere necesario ensanchar el acueducto, lo hará a su 
costa el interesado, y pagará el nuevo terreno ocupado por 
el acueducto y por el espacio lateral, así como todo otro per- 
juicio que resultare de dicho ensanche. 


Art. 90. — Si el que tiene un acueducto en heredad ajena 
quisiera introducir mayor volumen de agua en él, podrá 'ha- 
cerlo indemnizando de todo perjuicio a la heredad sirviente; 
y si para ello fuese necesario hacer nuevas obras, se obser- 
vará al respecto lo dispuesto en el artículo 85. 


Art. 91, — No podrá tener lugar la servidumbre forzosa 
de acueducto por dentro de otro acueducto preexistente, a me- 
nos que el dueño de éste la consintiere. En tal caso corres- 
pondrá al propietario del predio sirviente la indemnización 
pertinente, según lo establecido en el artículo 85, si se ocu- 
pare más terreno o se causaren nuevos perjuicios. 


Art, 92. — Simpre que un terreno de regadío que reciba 
el agua por un solo punto se divida por herencia, venta u otro 
título entre dos o más dueños, los de la parte superior que- 
dan obligados a dar paso al agua como servidumbre de 


CÓDIGO DE AGUAS CONCORDADO Y ANOTADO 497 


acueducto para el riego de las inferiores, sin poder por ello 
exigir indemnización, salvo que otra cosa se hubiera dispuesto 
en el título. 


Art. 93. — La servidumbre de acueducto se constituirá: 


12 Con acequia abierta; pero, si por su profundidad o 
situación ofreciere peligro a personas o animales, 
deberá ser provista de cercos o resguardos o cons- 
truida de modo que no ofrezca tales inconvenientes. 


22 Con cañería o tubería, a voluntad del interesado; 
pero ello será obligatorio cuando las aguas puedan 
contaminar a otras o absorber sustancias nocivas, o 
causar daños a obras o edificios, y, en general, siem- 
pre que ello resulte necesario, según las circuns- 
tancias. 


En ambos casos los acueductos deberán ajustarse a la re- 
glamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 


Art. 94, — Para que un acueducto pueda atravesar un 
bien del dominio público, se deberá contar con la conformi- 
dad del titular del dominio en cuestión, quien fijará las con- 
diciones en que ella se otorgará. Dicho titular podrá negarla, 
si se derivaren perjuicios para el aprovechamiento del bien. 


Art. 95. — El dueño del predio sobre el cual se pretenda 
imponer una servidumbre de acueducto podrá oponerse a 
ello en los casos siguientes: 


12 Si quien lo solicitare no tuviera derecho a disponer 
de las aguas que pretende conducir, o no fuera titu- 
lar de un derecho de propiedad, usufructo o goce del 
terreno que pretende beneficiar con la obra. 


2? Si, para el fin solicitado, el acueducto pudiera esta- 
blecerse sobre otros predios con iguales ventajas para 
el que pretenda imponer la servidumbre, y con me- 
nores inconvenientes para quien haya de sufrirla. 
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Art. 96. — Serán de cuenta del titular de la servidumbre 
attiva de acueducto todas las obras necesarias para su cons- 
trucción, conservación y limpieza. A estos fines podrá ocupar 
temporalmente los terrenos indispensables para el depósito 
de los materiales, previa indemnización de daños y perjuicios 
o fianza suficiente, a juicio del Juez, en el caso de no ser 
aquéllos fáciles de prever o de no conformarse con la suma 
ofrecida al dueño del predio sirviente. Este podrá obligarlo, 
además, a ejecutar la limpieza y obras necesarias para impe- 
dir estancamientos o filtraciones de que se originen deterioros. 


Art. 97. — El dueño del acueducto deberá construir y 
conservar a su costa en el predio sirviente puentes para el 
tránsito seguro y cómodo de las personas, vehículos y gana- 
dos, en cuanto ello fuere necesario. Podrá a su vez el dueño 
de la heredad sirviente construir otros, con tal que tengan la 
solidez requerida y no amengüen las dimensiones del acue- 
ducto ni embaracen el curso del agua. 


Art. 98. — Fuera de los casos previstos en los artículos 
anteriores, nadie podrá construir puentes ni acueductos sobre 
acuedutos ajenos, ni desviar sus aguas, ni aprovecharse de los 
productos de ellas, ni de las márgenes, ni utilizar la fuerza 
de la corriente, sin expreso consentimiento del dueño del 
predio dominante. 


Art. 99. — La servidumbre de acueducto puede estable- 
cerse también temporalmente. 


En tal caso se abonará al dueño del terreno la suma que 
acordaren las partes, o la que fijará el Juez teniendo en cuen- 
ta los perjuicios que la indisponibilidad del terreno cause al 
propietario, según la duración prevista para la servidumbre 
y los demás daños que sean consecuencia forzosa del gra- 
vamen. 


Será además de cargo- del dueño del predio dominante 
la reposición de las cosas a su antiguo estado, terminada la 
servidumbre. 


ES 
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Art. 100. — La servidumbre temporal puede convertirse 
en perpetua si se dieren las condiciones requeridas para ello. 
En tal caso, se abonará al propietario del predio sirviente la 
suma que correspondiere, según el artículo 85, cantidad que 
será abatida teniendo en cuenta lo que se hubiere satisfecho 
por la servidumbre temporal. 


Art. 101. — Cuando una servidumbre se extinga, el te- 
rreno ocupado por el acueducto y las fajas laterales volverán 
al uso y goce exclusivo de la heredad sirviente. 


Art. 102. — Extinguida una servidumbre perpetua, el 
dueño del predio dominante podrá retirar los materiales que 
fueren suyos y que se hubieren utilizado en la construcción, 
mientras no prescriba su derecho sobre ellos. Si la servidum- 
bre fuera temporal, podrá también hacerlo con sujeción a la 
obligación de reponer las cosas a su antiguo estado (ar- 
tículo 99). 


Si la extinción se produjere por la remisión o renuncia 
del dueño del predio dominante (artículo 643, numeral 2° del 
Código Civil) se estará a los términos en que se hubiere re- 
mitido o renunciado el derecho, y si nada se hubiere dicho, 
se entenderá que el remitente o renunciante ha abandonado 
los materiales, 


$29 


DE LA SERVIDUMBRE DE APOYO DE PRESA 
Y DE LA DE PARADA O PARTIDOR 


Artículo 103. — Cuando para la derivación o toma de 
aguas de un río o arroyo no navegable ni flotable sea nece- 
sario establecer una presa, y quien haya de hacerlo no sea 
dueño de las riberas o terrenos en que necesite apoyarla, po- 
drá reclamar la imposición de la servidumbre de apoyo de 
presa, previa la indemnización correspondiente. 


El que reclame la imposición de esta servidumbre de- 
berá tener derecho a disponer de las aguas que pretenda cap- 
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tar o derivar, y deberá destinarlas a usos productivos de su 
predio. 


Art. 104. — Si se tratare de un río o arroyo navegable 
o flotable, procederá la servidumbre sólo en cuanto fuere ne- 
cesario ocupar parte de los predios particulares ribereños 
para apoyar la presa o embalsar el agua. La ocupación del 
álveo del dominio público requerirá el pertinente permiso o 
concesión de uso de la autoridad competente. 


Art. 105. — Decretada la servidumbre forzosa de apoyo 
de presa por el Juez, se abonará al dueño del predio sirviente 
el precio del terreno ocupado y se le indemnizarán los da- 
ños y perjuicios que le cause la imposición de la servidumbre. 


Lo mismo se hará cuando la servidumbre recaiga sobre 
más de un predio, como por ejemplo, cuando ambos ribere- 
ños deban soportarla. 


Art. 106. — Son aplicables a la servidumbre de apoyo de 
presa, en lo pertinente, las disposiciones establecidas para la 
servidumbre de acueducto en los artículos 83, 86, 88, 95, 96 
y 99 a 102 de este Código. 


Art. 107. — El que para dar riego a su heredad, o me- 
jorarla, necesite construir parada o partidor en la acequia o 
reguera limítrofe por donde reciba el agua, podrá exigir que 
el dueño de la otra margen permita su construcción, previo 
abono de los daños y perjuicios, y con tal que no se ocasio- 
nen mermas al riego del lindero o de los demás que tuvie- 
ren derecho a aprovechar las aguas de la acequia. 


$3 
DE LA SERVIDUMBRE DE AMARRADURA 


Artículo 108. — Los predios ribereños están sujetos a la 
servidumbre de que en ellos se amarren o afiancen las maro- 
mas o cables necesarios para sujetar, dirigir o arrastrar bar- 
cas de paso, previa indemnización de los daños y perjuicios 
que. ello causare. 
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Podrá reclamar la imposición de esta servidumbre el 
propietario ribereño con respecto al predio situado en la 
orilla opuesta, pero, si se tratare de ríos o arroyos navegables 
o flotables, deberá obtener previamente autorización del Mi- 
nisterio competente para establecer dichas barcas. 


$ 4 
DE LA SERVIDUMBRE DE SALVAMENTO 


Artículo 109. — Los terrenos lindantes con el océano 
Atlántico con los ríos de la Plata, Uruguay, Cuareim y Ya- 
guarón y con la Laguna Merín estarán sujetos a servidumbre 
de salvamento, en una faja de veinte metros desde la margen 
de las aguas. 


Los terrenos contiguos a los demás ríos, arroyos, lagos 
y lagunas navegables o flotables estarán sujetos a idéntica 
servidumbre, en una faja de cinco metros determinada en la 
misma forma. 


A los efectos de este artículo se entenderá por margen 
de las aguas la línea de altura de las mismas en el tiempo o 
en los sucesivos lapsos en que se hiciere uso efectivo de la 
servidumbre. Por consiguiente, el límite de esta faja de sal- 
vamento subirá o descenderá conforme el agua del mar, ríos 
o lagos avance o se retire. 


Art. 110. — La servidumbre establecida en el artículo 
anterior se otorga en favor de quienes sufrieren o estuvie- 
ren expuestos a sufrir naufragio, avería, encallamiento u otra 
necesidad semejante, y también cuando el estado del mar, los 
ríos, lagos o lagunas obligare a varar las embarcaciones, a 
desembarcar tripulantes o pasajeros, a depositar momentánea- 
mente en tierra los efectos transportados y a efectuar las de- 
más operaciones que aconsejaren las circunstancias. 


Asimismo deberán los propietarios tolerar que los obje- 
tos y mercaderías que hubieren sufrido el siniestro o estuvie- 
ren expuestos al peligro sean depositados aún más allá de la 
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faja mencionada, pero sólo en la medida en que ello fuere 
requerido por la urgencia de las operaciones o por el volu- 
men de las embarcaciones, mercaderías y objetos salvados. 


Art. 111. — El propietario de los inmuebles sirvientes 
podrá sembrarlos, plantarlos y aun edificarlos en las zonas 
sujetas a servidumbre, pero para esto último deberá dar aviso 
a la autoridad naval competente la que podrá prohibirlo o 
limitarlo para que ello no impida el ejercicio de la servidum- 
bre de salvamento. 


Art. 112. — Los perjuicios que se causen a los propieta- 
rios de los predios afectados por esta servidumbre les serán 
indemnizados, pero si el daño hubiese sido causado por los 
bienes afectados por el siniestro o expuestos al peligro, sus 
dueños responderán sólo hasta el monto del valor de los ob- 
jetos salvados. 


§ 50 
DE LA SERDUMBRE DE ABREVADERO 


Artículo 113. — En casos de persistente sequía, que 
afecte a todo el territorio nacional o a determinadas regiones 
o zonas del país, podrá el Poder Ejecutivo establecer tempo- 
ralmente la servidumbre de abrevadero en beneficio de los 
predios ganaderos que carezcan de aguadas suficientes, para 
que quienes los exploten abreven sus ganados en las aguadas 
de los predios linderos o cercanos. En ningún caso esta servi- 
dumbre podrá ejercerse de modo que haga peligrar el man- 
tenimiento de los ganados del propietario del predio sirviente, 
ni cuando el estado sanitario del ganado del predio que la re- 
clama apareje peligro de trasmisión de enfermedades. 


La reglamentación determinará el orden de preferencia 
con que los propietarios o quienes exploten los predios bene- 
ficiados podrán abrevar sus ganados en el predio sirviente. 


La servidumbre de abrevadero apareja el derecho de 
paso por los predios intermedios, así como por el mismo pre- 
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dio en qne deba abrevar el ganado. El paso se ejecutará por 
los lugares en que cause menor perjuicio al predio gravado. 


Los perjuicios que se causen a los predios sirvientes se- 
rán indemnizados por los beneficiarios de la servidumbre. 


$ 6° 
DEL PROCEDIMIENTO 


Articulo 114. — La acción para imponer alguna de las 
servidumbres de que tratan los parágrafos 1°, 22 y 3? de la 
Sección II de este Capítulo se sustanciarán por el procedi- 
miento previsto por los articulos 591 a 594 del Código de 
Procedimiento Civil. La sentencia será apelable, y el pronun- 
miamiento de segunda instancia hará cosa juzgada. 


En la misma forma se sustanciarán las acciones a que dé 
lugar la aplicación de dichas servidumbres. 


CAPITULO III 


DE LAS SERVIDUMBRES ADMINISTRATIVAS 


SECCION 1 


DE LAS SERVIDUMBRES ADMINISTRATIVAS 
EN GENERAL 


Artículo 115. — Para el ejercicio de los cometidos que 
la Constitución y las leyes confieren a las personas públicas 
estatales en relación con las materias y objetos de que trata 
este Código, quedan sujetos los inmuebles de la República 
a las siguientes servidumbres administrativas, que serán im- 
puestas por el Poder Ejecutivo: 


1° — De saca de agua y de abrevadero. 

2% — De acueduto. 

3% — De apoyo de presa y de parada o partidor. 
4? — De obras de captación y regulación de aguas. 
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52 — De colectores de saneamiento. 
6° — De camino de sirga. 

72 — De amarradura. 

8? — De señalamiento. 

9% — De salvamento. 

10. — De estudio. 

11. — De ocupación temporaria. 

12. — De depósito de materiales. 


13. — De paso. 


Art. 116. — Lo dispuesto en el artículo anterior es sin 
perjuicio de las atribuciones que las Administraciones Depar- 
tamentales poseen, dentro de su competencia, para imponer 
alguna o algunas de dichas servidumbres, así como de las 
facultades conferidas por leyes especiales a otros entes públi- 
cos o a otros órganos del Estado. 


Art. 117. — La imposición de las servidumbres mencio- 
nadas en el artículo 115 se hará previo expediente instruido 
por la administración, en el cual deberán constar las razones 
determinantes de la medida y sus fundamentos legales y téc- 
nicos, así como la estimación pecuniaria de los perjuicios que 
la servidumbre ocasionare, si los hubiere. 


Art. 118. — Cuando se trate de las servidumbres men- 
cionadas en los numerales 1? a 8% del artículo 115, el propie- 
tario del inmueble será notificado personalmente, o por edic- 
tos, si se ignorase su paradero o no se le pudiere ubicar en 
la República, a efectos de tomar vista del expediente antes 
de adoptarse resolución. Los edictos se publicarán por tres 
días consecutivos en el Diario Oficial y en un diario del lu- 
gar o de la capital de la República. 


Si el propietario hubiese sido notificado personalmente, 
dispondrá de quince días hábiles para formular a la adminis- 
tración las observaciones que estimare pertinentes, y de trein- 
ta si se le hubiese notificado por edictos. Pasado el plazo 
correspondiente, y si existiesen hechos controvertidos, la ad- 
ministración abrirá el expediente a prueba por el término 
de 10 a 30 días hábiles, según la naturaleza de los hechos 
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discutidos y la urgencia del caso. De lo contrario, quedará 
el expediente pronto para resolución. 


Art. 119. — La resolución que imponga la servidumbre 
deberá ser notificada en la forma establecida en el artículo 
anterior (inciso primero) y será impugnable, tanto en vía 
anulatoria como en vía reparatoria, conforme al régimen vi- 
gente para los actos administrativos. 


Art. 120. — Cuando existiere acuerdo, la servidumbre 
se hará efectiva previo pago de la indemnización. 


Si existiere oposición, sea en cuanto a la procedencia de 
la servidumbre, sea en cuanto al monto de la indemnización, 
la administración podrá hacer efectiva la servidumbre con- 
signando la cantidad por ella ofrecida, que podrá ser perci- 
bida por el propietario, quedando a salvo su derecho de per- 
seguir por la vía correspondiente, y de acuerdo con lo pres- 
cripto en el artículo anterior, la fijación y cobro del resto de 
la indemnización que pretendiere. 


En todos los casos, la cantidad percibida por el propieta- 
rio se imputará a la suma que, en definitiva, deba abonar la 
administración por los perjuicios ocasionados. 


Art. 121. — En todos los casos se indemnizarán los per- 
juicios que ocasione la duración de los procedimientos, incluso 
los que deriven de las variaciones del valor de la moneda, 
salvo los que resulten de demoras imputables al propietario. 


Art. 122. — Si el dueño del inmueble gravado por la ser- 
vidumbre negare la entrada al mismo a los funcionarios en- 
cargados de ejecutar las tareas encaminadas a hacerla efec- 
tiva, la administración solicitará del Juez de Paz del lugar 
la orden para ingresar al inmueble gravado, a fin de ejecu- 
tar en él las tareas dispuestas. El Juez, al dictar la orden, 
autorizará el uso de la fuerza pública para el caso que fuere 
necesario. 


En caso de urgencia, y si se tratare de la servidumbre 
señalada en el numeral 9? del artículo 115, no se requerirá 
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autorización judicial, bastando notificar a los ocupantes del 
inmueble, si los hubiere, la orden emanada de la autoridad 
competente para intervenir en el salvamento,. la que podrá 
utilizar la fuerza pública o requerir su auxilio para hacerla 
efectiva, quedando responsable de los abusos que se come- 
tieren. 


En tales casos de urgencia, y tratándose de la servidum- 
bre mencionada, tampoco será preceptivo el pago o la con- 
signación previos a que se refiere el artículo 120, y podrá 
dispensarse el cumplimiento de todos los trámites indicados 
en el artículo 117, pero ellos deberán llevarse a cabo lo antes 
posible, 


Art. 123. — Cuando para imponer alguna de las servi- 
dumbres de que trata este Capítulo se notificare al propieta- 
rio del inmueble gravado, se le intimará que manifieste si 
existen en el mismo arrendatarios u otros titulares de dere- 
chos reales o personales al aprovechamiento o explotación 
del bien, a efectos de que sean igualmente notificados, para 
hacer valer ante la administración sus derechos por los per- 
juicios que pudiere ocasionarles la servidumbre. Si la admi- 
nistración tuviere por otro medio noticia de la existencia de 
tales titulares de derechos, los notificará igualmente. 


Cuando el dueño fuere notificado personalmente, respon- 
derá ante la administración o los terceros, según los casos, 
por los daños que respectivamente les ocasionare su omisión 
en proporcionar la información requerida. 


En caso de que la administración reconociere la existen- 
cia de perjuicios al arrendatario o a los demás titulares de 
derechos antes mencionados, los indemnizará en las mismas 
condiciones establecidas precedentemente, y el que se sin- 
tiere perjudicado podrá interponer los recursos y acciones 
pertinentes, conforme a lo previsto en el artículo 119. 


Art. 124. — Los concesionarios de un servicio público 
podrán solicitar a la autoridad concedente la imposición de 
una o más de las servidumbres administrativas señaladas en 
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el artículo 115, según fuere necesario para el cumplimiento 
del objeto de la concesión. 


Resuelta favorablemente la solicitud, la administración 
procederá de conformidad con la establecido en los artículos 
anteriores. 


Si la constitución de la servidumbre aparejare perjuicios 
que hubieren de ser indemnizados, el concesionario deberá 
satisfacer la suma que correspondiere previamente a hacerse 
efectiva la servidumbre. 


La autoridad concedente podrá repetir contra el conce- 
sionario las cantidades excedentes que estuviere obligada a 
pagar a los propietarios si posteriormente se les reconociere 
derecho a una mayor indemnización. Pero el concesionario no 
responderá de los perjuicios causados al dueño por culpa de 
la administración. 


Lo dispuesto en el inciso precedente será sin' perjuicio de 
que otra cosa pueda pactarse en el instrumento de la con- 
cesión. 


Los permisarios y concesionarios de uso de aguas y ál- 
veos públicos y los titulares de los permisos a que se refiere 
el artículo 192 podrán solicitar a la administración la imposi- 
ción de las servidumbres establecidas en los numerales 10 a 
13 del artículo 115, en las mismas condiciones establecidas en 
el presente artículo. 


Art. 125. — Las servidumbres administrativas que deban 
constituirse sobre bienes de propiedad de entes estatales se 
impondrán a título grautito, pero si su implantación causare 
perjuicios graves, deberán ser indemnizados. 


La disposición precedente no se aplicará en la hipótesis 
prevista en el último inciso del artículo 124, debiendo en tal 
caso los permisarios y concesionarios de uso abonar la in- 
demnización que correspondiere según lo dispuesto en esta 
Sección. 
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Art. 126. — Declárase de utilidad pública la expropia- 
ción de los inmuebles que, conforme'con el artículo 115, que- 
darían sujetos a las servidumbres que en él se mencionan, 
cuando para los fines perseguidos sea más conveniente a los 
intereses públicos optar por la expropiación total o parcial 
del inmueble, en lugar de imponer el gravamen. 


La designación de los bienes a expropiar será hecha por 
el Poder Ejecutivo, salvo si el caso fuere de competencia de 
las Administraciones Municipales o si leyes especiales hubie- 
ren facultado a otros entes estatales a dictar dicho acto. 


SECCION II 


DE LAS SERVIDUMBRES ADMINISTRATIVAS 
EN PARTICULAR 


Artículo 127. — Las servidumbres de saca de agua y de 
abrevadero podrán imponerse en favor de una población o 
caserío; la primera, cuando ello sea necesario para el uso 
de sus habitantes, y, la segunda, cuando así lo requiera el 
mantenimiento de sus ganados. 


Ninguna de estas servidumbres podrá ser ejercida sobre 
pozos ordinarios, cisternas, aljibes y zanjas, ni sobre las aguas 
existentes dentro de edificios o de terrenos cercados por 
pared. 


Art. 128. — Cuando la administración establezca cual- 
quiera de ambas servidumbres, fijará el ancho de la vía o 
senda que haya de conducir al punto destinado a la extracción 
del agua o al abrevadero, según los casos, oyendo previa- 
mente a los interesados. 


Art. 129. — La servidumbre de camino de sirga consiste 
en la obligación de dejar expedita en las propiedades privadas 
una sena de tres a diez metros de ancho contigua a la línea 
superior de la ribera, en los ríos, arroyos, lagos y lagunas 
navegables o flotables. Esta senda será destinada al servicio 
de las actividades de la navegación y flotación. 
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Art. 130. — La servidumbre de camino de sirga sólo se 
impondrá por resolución expresa del Poder Ejecutivo, en la 
cual se individualizarán los ríos, arroyos, lagos o lagunas y 
los trayectos, lugares o pasos en donde será aplicable, y en 
dicha resolución se fijará el ancho de la senda dentro de los 
límites establecidos en el artículo anterior. Si nada se hu- 
biese especificado, se entenderá fijado el ancho menor. 


Art. 131. — Decretada la servidumbre, no podrán ha- 
cerse plantaciones, siembras, cercos, zanjas ni cualesquiera 
otras obras o labores que embaracen el uso del camino de 
sirga. El dueño del terreno podrá, no obstante, aprovecharse 
exclusivamente de la vegetación baja que naturalmente se 
críe en él, 


Las ramas de los árboles que ofrezcan obstáculos a la 
navegación o flotación, o al uso del camino, serán cortadas 
a conveniente altura. 


Art. 132, — No podrá imponerse la servidumbre sobre 
inmuebles donde existan edificios o construcciones permanen- 
tes. En tales casos, cuando la administración considere nece- 
sario establecer el camino de sirga a través de las partes edi- 
ficadas o construidas de un predio, deberán expropiarse los 
terrenos ocupados por dichos edificios o construcciones. 


Art. 133. — Cesará la servidumbre de camino de sirga 
que se hubiese impuesto cuando el río, arroyo o laguna na- 
vegable o flotable pierda permanentemente dichas caracte- 
rísticas. 


Art. 134. — Podrá imponerse la servidumbre de camino 
la servidumbre de amarradura para afianzamiento de maro- 


Art. 135. — Fuera del caso establecido en el artículo 108, 
la servidumbre de amarradura para amianzamiento de maro- 
mas o cables destinados a sujetar embarcaciones o barcas de 
paso en los ríos, arroyos, lagos y lagunas navegables o flo- 
tables será impuesta sobre los predios ribereños. por la auto- 
ridad competente para regular la navegación o flotación en 
dichas aguas, 
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Art. 136. — La servidumbre de señalamiento podrá ser 
impuesta, por las mismas autoridades mencionadas en el ar- 
tículo anterior, para erigir o instalar en los predios ribereños 
de aguas navegables o flotables, postes, señales y demás me- 
canismos adecuados para servir de ayuda a la navegación. 


Esta servidumbre apareja la obligación de dejar expedita 
y libre de vegetación u otros obstáculos la parte del predio 
gravado que se requiera para no obstruir o dificultar la visión 
de la señal por las embarcaciones. 


Art. 137. — Sin perjuicio del derecho que los artículos 
109 y 110 otorgan a quienes se hallaren en las situaciones 
previstas en dichas disposiciones, el Poder Ejecutivo y demás 
autoridades competentes podrán imponer la servidumbre es- 
tablecida en los artículos 109 y siguientes del presente Título 
para complir las tareas de salvamento de las personas y bie- 
nes que sufrieren o hubieren sufrido el siniestro, o estuvieren 
expuestas al peligro. En tales casos, podrá la autoridad en- 
cargada del salvamento ampliar el ancho de las fajas men- 
cionadas en los artículos citados, según fuere necesario, así 
como tomar todas las demás medidas convenientes para faci- 
litar las operaciones. 


Art. 138. — Todos los inmuebles de la República quedan 
afectados a la servidumbre de salvamento cuando, por acción 
o amenaza de las aguas, estuvieren en peligro vidas humanas 
y, por razones de proximidad o seguridad, o por requerirlo 
así las operaciones de salvataje, fuere conveniente trasladar 
a dichos inmuebles a las víctimas del siniestro o a quienes 
corrieren peligro inminente, así como sus efectos personales. 


El Poder Ejecutivo, o la autoridad encargada del salva- 
mento, en su caso, dispondrá lo pertinente para hacer efec- 
tiva en cada oportunidad esta servidumbre. 


Art. 139. — Las servidumbres establecidas en los nume- 
rales 10 a 13 del artículo 115 podrán ser constituidas como 
principales, pero se entenderán constituidas implícitamente 
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cuando sean necesarias para la aplicación de las demás servi- 
dumbres establecidas en este Capítulo. 


Art. 140. — La servidumbre de estudio comprenderá el 
libre acceso a los predios gravados, las labores necesarias para 
búsqueda de aguas, la extracción de muestras de aguas su- 
perficiales y subterráneas, así como la instalación de carpas 
para el alojamiento de los técnicos y personal auxiliar por 
el tiempo indispensable para efectuar los reconocimientos y 
relevamientos necesarios. 


Art. 141. — En las servidumbres de ocupación tempora- 
ria y de depósito de materiales se entenderá comprendido el 
emplazamiento y circulación de máquinas y vehículos, la ins- 
talación de viviendas provisorias y la de toma de agua ne- 
cesaria para los trabajos y para la bebida e higiene del per- 
sonal de la administración. 


Art. 142. — En la servidumbre de paso se entiende com- 
prendida la facultad de transitar para cumplir la policía del 
servicio, la vigilancia de las instalaciones y la reparación que 
ellas requieran. 


La referida servidumbre se aplicará en los puntos más 
favorables para el logro de los fines a que esté destinada y, 
en cuanto sea posible, por los lugares que causen menor per- 
juicio al predio sirviente, procurando conciliar los intereses 
opuestos. Su ancho será el indispensable para el tránsito se- 
guro y cómodo de las personas y vehículos y para el acarreo 
o transporte de los materiales necesarios para las obras y 
lahores. 


Art. 143. — El carácter implícito de las servidumbres 
aludidas en el artículo 139 no excluye la obligación de la ad- 
ministración de indemnizar los perjuicios que se originen al 
hacer uso de ellas, si no se hubiesen previsto al tiempo de 
fijar la compensación, o si, por hechos supervinientes, resul- 
tasen desproporcionadamente mayores de los estimados en 
un principio. 
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TITULO V 


DE LAS OBRAS DE DEFENSA Y MEJORAMIENTO 
Y DISPOSICIONES PREVENTIVAS 


CAPITULO I 


DE LA DEFENSA DE LAS AGUAS, ALVEOS 
Y ZONAS ALEDAÑAS 


Articulo 144. — Queda prohibido introducir en las aguas 
o colocar en lugares desde los cuales puedan derivar hacia 
ellos, sustancias, materiales o energía susceptibles de poner 
en peligro la salud humana o animal, deteriorar el medio am- 
biente natural o provocar daños. 


Sin perjuicio de las atribuciones que competen a otros 
organismos públicos, el Ministerio competente dictará las pro- 
videncias y aplicará las medidas necesarias para impedirlo, 
las que, cuando correspondiere, deberán ser conforme a los 
Tratados Internacionales aplicables. Igualmente, podrá dispo- 
ner la suspensión preventiva de la actividad presuntamente 
peligrosa, mientras se realicen los estudios o trabajos dirigi- 
dos a impedir la contaminación. 


Art. 145. — El Ministerio competente podrá permitir las 
actividades mencionadas en el artículo anterior en los si- 
guientes casos: 


12 Cuando el cuerpo receptor permita los procesos na- 
turales de regeneración. 


22 Cuando el interés público en hacerlo sea superior al 
de la conservación de las aguas, sin perjuicio de las 
medidas que se adopten para prevenir el daño o ad- 
vertir el peligro. 


La autoridad sanitaria será oída en todos los casos en 
que exista peligro para la salud humana, así como la autori- 
dad responsable de la conservación del ambiente animal y 
vegetal, cuando éste peligre. 


+ + 


o 


a manaia a n 
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Art. 146. — Cuando el Ministerio competente permitiere 
las operaciones a que se refiere el artículo anterior, podrá es- 
tablecer los límites máximos dentro de los cuales los cuerpos 
receptores podrán ser afectados por las sustancias, energía o 
materiales mencionados, así como podrá imponer él trata- 
miento previo de los efluentes para regenerar las aguas. 


Art. 147, — Las infracciones a lo dispuesto en el artículo 
144 serán sancionadas por el Ministerio competente del modo 
siguiente: 


1° Con multa graduada entre N$ 10 (diez nuevos pe- 
sos) y N$ 10.000 (diez mil nuevos pesos), según la 
gravedad de la infracción, de conformidad con la re- 
glamentación que dictará el Poder Ejecutivo. Los 
límites mencionados, así como el monto de las mul- 
tas, serán anualmente actualizados por el Poder 
Ejecutivo de acuerdo con los índices de aumento en 
los precios de consumo, determinados para el ejer- 
cicio inmediato anterior por las oficinas especializa» 
das del Poder Ejecutivo. 


22 Con la caducidad del permiso o concesión de uso de 
aguas que hubiere otorgado al infractor. 


Las sanciones mencionadas podrán imponerse conjunta- 
mente, y se entenderá sin perjuicio de la sanción penal que 
correspondiere cuando el hecho constituyere delito. 


Art. 148. — En caso de infracciones graves o reiteradas 
por parte de un establecimiento industrial o comercial, el 
Poder Ejecutivo podrá disponer su clausura temporaria o de- 
finitiva, según los casos, previo informe del Ministerio com- 
petente. 


Art. 149. — El Ministerio competente podrá imponer 
prácticas para el buen uso y conservación de las aguas y ál- 
veos públicos, y podrá obligar a la adecuación o remoción de 
las obras e instalaciones que atenten contra tal uso y conser- 
vación, O que causen pérdidas innecesarias por escurrimiento, 
filtración, evaporación o inundación. ` 
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.Art. 150. — Los dueños de predios lindantes con álveos 
del dominio público pueden defender sus márgenes contra las 
aguas mediante plantaciones, estacadas o revestimientos. 
Dentro de quince días de iniciados los trabajos, deberán dar 
aviso al Ministerio competente el que, previa audiencia de 
los interesados, podrá mandar suspender tales operaciones, y 
aun restituir las cosas a su anterior estado, cuando, por la na- 
turaleza de aquéllas, amenazaren causar inconvenientes a la 
navegación o a la flotación, desviar las corrientes de su curso 
natural o producir inundaciones u otros perjuicios. 


Pára realizar obras de defensa dentro de un álveo del 
dominio público se requiere permiso del referido Ministerio. 


Art. 151. — Ál dar cuenta de la iniciación de los traba- 
jos, o al requerir la autorización a que se refiere el artículo 
anterior, los interesados acompañarán los planos o croquis y 
las informaciones del caso, para que el Ministerio pueda apre- 
ciar la necesidad u oportunidad de la obra iniciada o pro- 
yectada. 


Si las obras hubieren de efectuarse en predios contiguos 
a aguas del dominio público municipal, las gestiones mencio- 
nadas se entenderán con la Administración Municipal res- 
pectiva. 


Art. 152. — Con el fin de conservar los recursos natura- 
les, evitar que se altere la configuración topográfica, mante- 
ner los: valores. del paisaje y realizar el control de las aguas, 
las álveos y sus riberas, el Poder Ejecutivo reglamentará: 


12 La extracción de áridos, vegetales y animales del 
lecho de los ríos, arroyos, lagos y lagunas, o de las 
propias aguas, 


22 La ejecución de los proyectos de conservación y re- 
cuperación de suelos y agúas a que se refiere'la Ley 
N? 13.667, de 18 de junio de 1968.. ze 


32 La flotación. 


- 
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4? Las obras pafa -el émbarco y desembarco de” pasaje- 
ros y la carga y descarga de mercaderías, sin perjui- 
cio de las competencias de otros entes públicos. 


5% La construcción de puentes y aparatos u otros me- 
canismos .flotantes anclados .o.. amarrados. a. tierra 
firme, con: la salvedad señalada.en el numeral -pre- 
cedente. y 


Y 


4 
Art. 153. — Establécese una faja de defensa ẹn la ribera 
del océano Atlántico, el Río de la Plata y el río Uruguay, 
para evitar modificaciones perjudiciales a su configuración y 
estructura. á 


El ancho de esta faja será de doscientos cincuenta "metros 
medidos hacia el interior del territorio, a partir del límite supe- 
rior de la ribera establecido en los artículos, 36 'y 37 de este 
Código. m 

Hacia el exterior, en las costas del Río de la Plata y 
océano Atlántico, la faja sé extenderá Kasta la línea” deter- 
minada por el Plano de Referencia Hidrométrico Provisorio 
(cero Wharton). 


En el río Uruguay el límite exterior de dicha faja será 
determinado por el Ministerio competente, en función de las 
cotas correspondientes a los ceros de las escalas hidrométri- 
cas, adoptadas como referencia para las diferentes zonas del 
río. 

Cuando existiesen rutas nacionales o ramblas costaneras 
abiertas y pavimentadas, a una distancia menor de doscien- 
tos cincuenta metros del límite- superior de la ribera, el an- 
cho de la faja de defensa se extenderá solamente hasta dichas 
rutas o ramblas, 


En los predios de propiedad fiscal o particular, las ex- 
tracciones de arena, cantos rodados y rocas de yacimientos 
ubicados dentro de la faja-de defensa, sólo podrán efectúarse 
a un nivel o cota superior, situado cincuenta centímetros por 
encima del límite superior de la ribera. 
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Art. 154. — La contravención a lo dispuesto en el ar- 
tículo: anterior, una vez comprobada debidamente en expe- 
diente que se instruirá con audiencia de los interesados, será 
sancionada por el Ministerio competente con la prohibición 
de extraer materiales de los yacimientos del predio referido 
durante el plazo que establezca la reglamentación y con la 
multa que en ella se prevea, entre los límites de N$ 50 (cin- 
cuenta nuevos pesos) y N$ 10.000 (diez mil nuevos pesos) 
según la entidad de la transgresión. La multa se actualizará 
anualmente según el procedimiento señalado en el artículo 
147, numeral 1°. 


En caso de reincidencia, la prohibición a que se alude en 
el inciso anterior podrá ser definitiva. 


Art. 155. — El Ministerio competente efectuará el estudio 
general de los ríos y arroyos para señalar los puntos donde 
convenga realizar obras de encauzamiento y defensa destina- 
das ʻa preservar las heredades, evitar inundaciones y, en los 
casos que correspondiere, mantener expeditas la navegación 
y' flotación. 


CAPITULO II 


DE LA DESECACION Y AVENAMIENTO DE LAGUNAS Y 
TIERRAS PANTANOSAS Y ENCHARCADIZAS 


Artículo 156. — Para la desecación, avenamiento y me- a 
jora integral de zonas inundadas o inundables, para evitar la 
degradación de las cuencas y para defender a las personas «y 
los bienes contra inundaciones, golpes de agua y avenidas, el 
Ministerio competente preparará proyectos generales por zo- 
nas, los que serán elaborados de conformidad con los progra- 
mas nacionales y regionales a que se refiere el artículo 39, 
numeral 19, ` 


Las obras y trabajos correspondientes que se realicen en 
esas “zonas por entidades estatales o particulares deberán ce- 
ñirse a los proyectos aprobados. 


A A aaa se 
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Art. 157. — Cuando las obras y trabajos proyectados de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 156 recayeren sobre 
bienes del dominio público o fiscal, serán construidas o rea- 
lizadas por el Estado o entes estatales, según los casos, o por 
concesionarios. Si las obras o trabajos afectaren también a 
prédios particulares, podrán ser ejecutados igualmente por.el 
Estado o enfe público que llevare a cabo la obra, salvo que 
los propietarios optaren por ejecutarlos directamente por sí, 
bajo la dirección o el control de la administración. Si así no 
lo hicieren, quedarán obligados a reembolsar al Estado o al 
ente público que hubiere realizado la obra las sumas inver- 
tidas para la mejora de sus respectivos predios, pero sólo 
hasta el monto del beneficio que la obra produjere a los 
mismos. 


Art. 158. — Si los propietarios optaren por ejecutar por 
sí las obras o trabajos proyectados por el Ministerio compe- 
tente, éste podrá prestarles la asistencia técnica y material 
que estimare pertinente, en un régimen de convenio y dentro 
de los límites que fijaren las leyes y planes de obras públicas 
o de desarrollo económico. 


Art. 159. — Sin perjuicio de lo dispuesto en los artícu- 
los anteriores, el propietario de un terreno. pantanoso o en- 
charcadizo podrá desecarlo por su cuenta, y si la zona enchar- 
cada o pantanosa se extendiera por los predios contiguos o 
próximos de varios dueños, podrán éstos acordar la realiza- 
ción de las obras en común. En tal caso, y si no se pactare 
otra cosa, los gastos se repartirán proporcionalmente al bene- 
ficio que las obras o trabajos produjeren a cada predio. 


Art. 160. — Declárase de utilidad pública la expropia- 
ción de los terrenos pantanosos o encharcadizos que fueren 
declarados insalubres por la autoridad sanitaria competente, 
para proceder a su desecación y saneamiento. Ello será sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente. 


Art. 161. — Cuando se proyectare la desecación, drenaje, 
u otras obras análogas en bañados, zonas pantanosas o lagu- 
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nas que, por su extensión, ubicación o importancia. ecológica 
puedan constituir refugio de especies de la fauna y flora 
autóctonas, el Ministerio competente deberá recabar- necesa- 
riamente la opinión del órgano público a cuyo cargo estu- 
viere la protécción del medio ambiente natural, para el caso 
de que fuere pertinente declarar reservada la zona de con- 
formidad con lo dispuesto en lòs artículos 32 (numeral 2°), 
40 y 6? de este Código. 


TITULO VI 


DEL USO DE LAS AGUAS Y ALVEOS DOMINIALES 
Y FISCALES 


CAPITULO I 


DEL USO DE LAS AGUAS Y ALVEOS: DOMINIALES 


SECCION I 
GENERALIDADES 


Artículo 162. — El uso de las aguas. y álveos del domi- 
nio público se hará del modo y en los casos que prevé este 
Código, salvo lo dispuesto por leyes especiales y por el De- 
recho Intérnacional. 


Los derechos de uso, de- tales aguas y álveos, adquiridos 
con anterioridad a la vigencia de este Código, se mantendrán 
en vigor si se registraren con los requisitos previstos en el 
artículo: 8% y dentro del plazo establecido en el mismq. Lo 
propio ocurrirá si, habiéndose presentado en plazo la perti- 
nente solicitud de registro, se dispusiere finalmente hacerla 
efectiva como .resultancia de los procedimientos administra- 
tivos o judiciales que correspondieren. 


Por razones de interés general, debidamente fundadas, 
el Poder Ejecutivo podrá hacer cesar tales derechos o impo- 
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ner su conversión a las formas jurídicas previstas por este 
Código que les sean más afines, indemnizando los perjuicios 
que ello causare. 


Los usos de hecho existentes a la fecha de entrar en vi- 
gencia este Código podrán continuar con carácter precario 
siempre que dentro de los dos años a contar desde aquella 
fecha, se solicitare la concesión o el permiso de uso respec- 
tivo. En tal caso, podrá proseguir la utilización hasta que el 
Ministerio competente decidiere sobre tales solicitudes. 


SECCION II 
DE LOS USOS COMUNES 


Artículo 163. — Todos los habitantes podrán usar las 
aguas del dominio público y transitar por sus álveos confor- 
me a los reglamentos, para estos fines: 


12 Bebida e higiene humana. 
2° Bebida del ganado. 


3% Navegación y flotación, salvo las limitaciones esta- 
blecidas por leyes especiales. 


49% Transporte gratuito de personas o bienes, 
5% Pesca deportiva y esparcimiento. 


Para ello, sin embargo, no podrán derivar aguas, ni usar 
medios mecánicos para su extracción, ni contaminar el me- 
dio ambiente. 


Art. 164. — El Poder Ejecutivo podrá, por vía reglamen- 
taria, autorizar genéricamente y con réspecto a determinadas 
aguas del dominio público otros usos comunes ño contempla- 
dos en el artículo anterior, siempre que no se contraríe la 
política general de aguas y se respeten las obligaciones esta- 
blecidas en el último inciso del artículo «precedente. 
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SECCION III 


DE LOS USOS PRIVATIVOS 


$ 1° 
GENERALIDADES 


Artículo 165. — Los usos privativos de aguas del domi- 
nio público; así como la ocupación de sus álveos, podrán ser 
otorgados mediante permisos o concesiones de uso, de acuer- 
do con lo dispuesto en este Título. 


El Poder Ejecutivo reglamentará en qué casos será pro- 
cedente la concesión de uso, para lo cual tendrá en cuenta 
las características de las posibles utilizaciones y ocupaciones, 
atendiendo especialmente a las siguientes: 


19 Magnitud y duración de los usos u ocupaciones. 
22 Finalidad a que se destinan. 


32 Conveniencia del régimen de concesión de uso para 
determinadas utilizaciones, desde el punto de vista 
de los intereses generales. 


Fuera de los casos previstos en dicha reglamentación, 
corresponderá el otorgamiento de un permiso. 


Art. 166. — Tanto los permisos de uso como las conce- 
siones de uso se entenderán otorgados sin perjuicio del dere- 
cho de terceros. 


$ 22 
DE LOS PERMISOS DE USO 
Artículo 167. — Los permisos de uso se otorgarán sin 


pérjuicio de la intervención que correspondiere a otras auto- 
ridades, y en las condiciones siguientes: 


19 Serán personales e intransferibles. 


Dv) 
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22 La revocación podrá disponerse en cualquier mo- 
mento. 


32 Tanto el otorgamiento como la extinción se publi- 
carán en el Diario Oficial. 


La reglamentación que dictará el Poder Ejecutivo deter- 
minará los casos en que podrán otorgarse con carácter gra- 
tuito, así como el canon o las contribuciones que deberán pa- 
garse en otras situaciones, teniendo en cuenta los aplicables 
a concesionarios de usos similares. 


g 32 
DE LAS CONCESIONES DE USO 


Artículo 168. — La duración de las concesiones de uso 
no excederá de cincuenta años, sin perjuicio del plazo má- 
ximo especial establecido en el artículo 180. El Ministerio 
competente determinará en cada caso el plazo de las mismas, 
de acuerdo con su magnitud y finalidad. 


Las concesiones de uso podrán ser renovadas a su ven- 
cimiento. 


Art. 169. — Aunque no se haya estipulado en el instru- 
mento respectivo el Ministerio competente podrá obligar al 
concesionario, por razones fundadas, a abastecerse de otra 
fuente equivalente de agua. 


Los gastos que ello originare y los perjuicios que se oca- 
sionaren serán de cargo de la administración. 


Art. 170. — Cuando por herencia, legado o enajenación 
cambie la titularidad del predio afectado por una concesión 
de uso, ésta se transferirá al nuevo titular. 


Si el bien se dividiese, podrá el Ministerio competente 
declarar la caducidad de la concesión o dividirla entre los 
titulares de los nuevos bienes, siempre que ello no impidiere 
su apropiada explotación económica. 
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Los nuevos titulares del derecho deberán cumplir lo 

dispuesto en el artículo 10. 


Art. 171. — No puede cederse total o parcialmente una 
concesión de uso sin la autorización expresa del Ministerio 
competente. 


Tanto la autorización de la cesión como la negativa por 
parte de dicho Ministerio deberán ser fundadas. 


Los cesionarios deberán igualmente cumplir el requisito 
a que se alude en el último inciso del artículo anterior. 


Art. 172. — Extinguen las concesiones de uso: 

1% La expiración del plazo por el que fueron otorgadas. 
22 La rescisión por mutuo acuerdo. 

32 La caducidad (artículo 173). 

4% La revocación (artículo 174). 


5% La fuerza mayor que haga imposible el cumplimien- 
to de la concesión. 


6? El agotamiento de la fuente hídrica o la imposibili- 
dad de efectuar la explotación objeto de la conce- 
sión, aun cuando no respondieren a causas de fuerza 
mayor, sin perjuicio de las responsabilidades a que 
hubiere lugar. 


La enumeración precedente no excluye las causas de ex- 
tinción que puedan resultar de lo preceptuado en otras lè- 
yes o de lo establecido en el instrumento de la concesión. 


Art. 173. — El Ministerio competente podrá declarar la 
caducidad de una concesión de uso sin derecho del concesio- 
nario a indemnización alguna: 


1° Si el concesionario no ejerciere sus derechos en el 


plazo que establezca la reglamentación o determirie 
la administración. 


a 
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22 Si no pagare el canon o las contribuciones que se 
fijen. 


3% Si no ejecuta las obras dentro de los plazos previstos. 


49 Si la explotación comunica a los afluentes propieda- 
des perjudiciales que no hayan sido previstas en el 
instrumento de la concesión, o si lo hace en un grado 
mayor del previsto y admitido. 


59 Si el concesionario incurriere en incumplimiento 
grave de las demás obligaciones contenidas en el ins- 
trumento de la concesión o impuestas por el derecho 
vigente. 


Art. 174. — Por razones de interés general, el Poder 
Ejecutivo podrá revocar cualquier concesión de uso, debiendo 
indemnizar el Estado los perjuicios que ello causare. 


Art. 175. — Las obras o instalaciones realizadas al am- 
paro de concesiones de uso que se extingan quedarán a dis- 
posición de sus propietarios, salvo que otra cosa se hubiese 
pactado en el instrumento de la concesión, y sin perjuicio 
de las limitaciones establecidas en el numeral 6% del 
artículo 182. 


Declárase de utilidad pública la expropiación por el Es- 
tado de las obras o instalaciones referidas y de los terrenos 
donde se hubieren construido, cuando ello "fuere necesario o 
conveniente para el más adecuado cumplimiento de los fines 
prescriptos en el artículo 3%, 


Art. 176. — La solicitud de concesión. de uso de aguas 
del dominio público contendrá los datos necesarios para la 
identificación del solicitante, así como una descripción de las 
obras proyectadas y el plan técnico y económico para su apro- 
vechamiento, los que deberán adecuarse a los programas a 
que se refiere el artículo 3°. 


Art. 177. — El Ministerio competente dispondrá la pu- 
blicación, en el Diario Oficial y en un diario del departa- 
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mento, de uh resumen de la solicitud a que se refiere el ar- 
tículo anterior, con citación a una audiencia pública al soli- 
citante y a los demás interesados en obtener la concesión u 
oponerse a ella. 


Si en esta audiencia se presentasen solicitudes concu- 
rrentes u oposiciones, los comparecientes ofrecerán toda la 
prueba que haga a sus derechos, y, en el mismo acto, se fi- 
jará una nueva audiencia para recibirla, debiéndose, en cual- 
quier caso, dictar resolución dentro del término de sesenta 
días. No habiéndose ofrecido prueba, o habiéndose producido, 
se dictará resolución dentro. de los sesenta días. 


Los gastos originados por estos procedimientos serán de 
cargo de los interesados que los causaren. 


Art. 178. — El instrumento de la concesión de uso con- 
tendrá, cuando menos, los siguientes datos: 


19% Identificacoón del concesionario y de los inmuebles 
beneficiados o afectados, con expresión de su ubica- 
ción, dimensiones e individualización catastral. 


22 Objeto y finalidad de la concesión. 
32 Obligaciones del concesionario. 
4? Duración de la concesión. 


5% Memoria de las obras proyectadas, con los planos co- 
rrespondientes, y fijación de los plazos en que se 
deban realizar. 


6% Calidad que deberán tener las aguas residuales, si las 
hubiere y procedimiento para determinarla periódi- 
camente. 


7% Dotación. 


8% Canon o contribución a cargo del concesionario, salvo 
que la concesión fuere gratuita. 


Art. 179. El Estado responderá por la disminución 
que su actuación provoque en los caudales concedidos, salvo 
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que se. tratare de disminuciones ocasionadas por reparación o 
limpieza de embalses o de otras obras hidráulicas, en cuyo 
caso sólo responderá si ha mediado culpa de la administración. 


Art. 180. — La concesión de uso cuando tenga por ob- 
jeto la ocupación de álveos del dominio público se regirá, 
en todo lo que sea compatible, por lo dispuesto en los artícu- 
los precedentes. Cuando no suponga la derivación de aguas, 
sólo podrá concederse por un plazo de hasta diez años. 


La ocupación de tales álveos para el estudio e implanta- 
ción de industrias extractivas se regirá por las disposiciones 
del Código de Minería y por las normas relativas a la de- 
fensa de playas, costas y orillas y al mantenimiento del ré- 
gimen hidrológico (artículos 151 a 154). 


$e 


DE LAS DISPOSICIONES COMUNES A LOS PERMISOS Y 
CONCESIONES DE USO Y DE LOS PERMISOS 
ESPECIALES 


Artículo 181. — El otorgamiento de un permiso o conce- 
sión de uso lleva implícita la facultad de usar los medios ne- 
cesarios para el ejercicio de las actividades autorizadas, de 
conformidad con las reglamentaciones respectivas, así como 
la de apropiarse, en su caso, de las sustancias contenidas en 
las aguas que se aprovechen, salvo aquellas que se .excluyan 
expresamente al otorgarse la concesión o permiso. 


Art. 182. — Los permisarios y concesionarios de uso de- 
berán cumplir con las siguientes obligaciones: 


1° Aplicar técnicas eficientes que eviten desperdicios y 
la degradación de las aguas, los suelos y el medio 
ambiente en general. 


22 Conservar la cobertura vegetal protectora de fuen- 
tes, cursos y depósitos, conforme a la reglamenta- 
ción pertinente. 
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32 Construir y mantener en buen estado las instalacio- 
nes y obras hidráulicas. 


4? Indemnizar los perjuicios causados, para garantía de 
lo cual la administración podrá exigir fianza. 


52 Dejar las aguas, tierras y demás bienes afectados por 
el uso o estudio de modo tal que no causen daños o 
peligros a personas O cosas. 


6? Dejar las cosas que se hubiesen colocado en tierras 
y aguas y no destruir las obras realizadas, cuando 
su retiro o destrucción cause daño o peligro a perso- 
nas.o cosas, o así lo imponga la concesión o permiso. 


Art. 183. — En caso de concurrencia de solicitudes la 
administración procurará conciliarlas en lo posible, y, si fue- 
ren excluyentes, preferirá a las que mejor satisfacieren los 
objetivos señalados en los artículos 22 y 3% y ofrecieren 
mayores seguridades técnico-financieras de ejecución y fun- 
cionamiento. En su defecto serán preferidas, por su orden, 
las solicitudes que tuvieren prelación en la presentación. 


Art. 184. — Los permisos y concesiones de uso se: otor- 
garán para un lugar fijo de extracción, e incluirán la autori- 
zación para ocupar los terrenos del dominio público necesa- 
rios para el uso en cuestión. 


Art. 185. — Para destinar las aguas al beneficio de bie- 
nes o a fines distintos de los previstos por el permiso o con- 
cesión de uso, para modificar en forma no sustancial las 
obras de captación, regulación, represamiento o restitución 
del agua a sus cauces naturales, o la ubicación de las mismas, 
deberá requerirse la conformidad del Ministerio competente. 


Cuando las modificaciones a realizar sean de carácter sus- 
tancial, requieran captación de mayores volúmenes de agua, 
alteren la composición o afecten la pureza de la misma o pro- 
duzcan alteraciones en los álveos, -la modificación del permiso 
o concesión de uso se tramitará mediante los mismos procedi- 
mientos previstos para el otorgamiento. 
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Art. 186. — Cuando el caudal de una fuente de agua del 
dominio público se torne insuficiente para abastecer a todos 
los permisarios o concesionarios, el Ministerio competente es- 
tablecerá fundadamente turnos o disminuirá los volúmenes 
de agua, o el tiempo durante el cual los reciba cada uno, 
atendiendo a sus respectivos derechos, sin perjuicio de publi- 
car la medida en el Diario Oficial y en uno del departamento. 


Art. 187. — La medición del volumen del agua suminis- 
trada se hará en el lugar de distribución, por lo cual los be- 
neficiarios soportarán las pérdidas naturales que se produ- 
jeren desde ese lugar hasta el «de su aprovechamiento. Igual- 
mente se entenderá compensado èl lapso que tardare el agua 
en llegar al lugar de aprovechamiento con el tiempo en que 
siguiere corriendo después de cortado el suministro. 


Art. 188. — En caso de extraordinaria sequía, el Poder 
Ejecutivo quedará facultado para disponer la suspensión del 
suministro de agua a determinada categoría de concesiona- 
rios, indemnizando el perjuicio que ello causare. 


De dicha indemnización se deducirán los perjuicios que 
el indemnizado habría sufrido de todos modos, aunque la 
suspensión no se hubiere impuesto. 


Art. 189, — El Estado no responderá por los daños cau- 
sados a terceros por los permisarios o concesionarios de uso. 


Art. 190. — Los usos privativos que sean necesarios para 
la prestación de servicios públicos serán otorgados por el Mi- 
nisterio competente mediante permisos de uso especiales, a 
solicitud del órgano o ente público respectivo. 


Tales permisos especiales se entenderán otorgados por todo 
el tiempo necesario para la prestación del servicio, y no re- 
girá en ese caso lo dispuesto en el numeral 2° del artículo 167. 


No obstante ello, por razones fundadas de interés gene- 
ral, podrá el Poder Ejecutivo revocar tales permisos, debien- 
do en el mismo acto, disponer las medidas necesarias para 
asegurar la continuidad del servicio y proveer los arbitrios 
económicos pertinentes para ello, 
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Regirán subsidiariamente las demás normas relativas a 

permisos contenidas en el presente Título, en cuanto fueren 

compatibles con los requerimientos de la prestación del ser- 

vicio público en cuestión y con el carácter público de las en- 

tidades permisarias. 


El Poder Ejecutivo, a propuesta del referido Ministerio, 
y oyendo previamente a los órganos responsables de los ser- 
vicios, reglamentará el régimen establecido en este artículo. 


Art. 191. — Lo dispuesto en el presente Título es apli- 
cable a los bienes del dominio público municipal, pero las fa- 
cultades atribuidas en este Título al Ministerio competente 
o al Poder Ejecutivo, así como la establecida en el numeral 
5° del artículo 3°, serán en este caso ejercidas por los órganos 
municipales competentes, de acuerdo con las normas vigentes. 


Exceptúase de lo dispuesto en el inciso anterior la facul- 
` tad a que se refiere el artículo 188. En tal caso, y cuando la 
suspensión afectare a bienes del dominio público municipal, 
el Poder Ejecutivo recabará la opinión de los órganos admi- 
nistrativos municipales tantes de dictar la medida. 


Las Administraciones Municipales ajustarán las regla- 
mentaciones que dictaren en ejercicio de las facultades men- 
cionadas precedentemente a las establecidas por el Poder Eje- 
cutivo o el Ministerio competente. 


$5 


DE LOS PERMISOS DE ESTUDIO Y DE LAS 
CONCESIONES DE SERVICIOS PUBLICOS O DE 
OBRAS PUBLICAS 


Artículo 192. — El Ministerio competente podrá otorgar 
permisos para realizar estudios sobre las aguas del dominio 
público, inclusive las concedidas, y sobre sus respectivos ál- 
veos. Tales permisos se ajustarán a las siguientes condi- 
ciones: 


1% Los solicitantes presentarán un programa detallado 
de los estudios a realizar. 
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20 


39 


49 


50 


La duración del permiso se fijará según la natura- 
leza de los estudios y no excederá de dos años, salvo 
resolución fundada del otorgante. 


Podrán imponer la conservación de obras realizadas 
por los permisarios. 


Los permisarios deberán entregar al Ministerio com- 
petente las informaciones e interpretaciones, a me- 
dida que las fueren obteniendo o elaborando, salvo 
los proyectos que preparen. 


Los permisarios deberán retirar los elementos usa- 
dos para el estudio, Si así no lo hicieren en el tér- 
mino da tres meses contados a partir de la expiración 
del permiso, esos elementos se reputarán cosas aban- 
donadas en beneficio de la administración. 


Art. 193. — El Ministerio competente podrá otorgar a 
particulares concesiones para la prestación de servicios pú- 
blicos y para la construcción de obras públicas, siempre que 
importaren la utilización de aguas o álveos del dominio pú- 
blico como elemento principal, con sujeción a los siguientes 
requisitos y condiciones: 


19 


90 


30 


40 


La atribución del referido Ministerio se limitará, a 
aquellos servicios u obras que no entraren dentro de 
la competencia específica de otro ente o repartición 
estatal. 


Dicha potestad se ejercerá sin perjuicio de la inter- 
vención que correspondiere a otras autoridades, se- 
gún la naturaleza del servicio o de la obra. 


El otorgamiento de tales concesiones se hará por li- 
citación pública, salvo que el Poder Ejecutivo, por 
resolución fundada, autorizare a prescindir de dicho 
procedimiento. 


El Poder Ejecutivo reglamentará el modo en que los 
concesionarios deberán llevar la contabilidad, pre- 
sentar sus informes y exhibir sus libros. 
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Se aplicarán erm lo pertinente las disposiciones del pre- 
sente Título relativas a la concesión de uso, excepto el ar- 
tículo 170. 


Art. 194. — Aunque no se haya estipulado en el instru- 
mento respectivo, el Ministerio competente podrá obligar al 
concesionario, por razones fundadas, a permitir a terceros que 
usen las obras objeto de la concesión y a efectuar para ello 
las modificaciones necesarias. 


Los gastos que ello originare y los perjuicios que se oca- 
sionaren serán a cargo de la administración. 


CAPITULO II 


DEL USO Y APROVECHAMIENTO DE LAS 
AGUAS Y ALVEOS FISCALES 


Artículo 195. — La administración de las aguas y álveos 
fiscales corresponde a las autoridades de los entes públicos 
que sean propietarios de los mismos, en cuanto no se opongan 
a las disposiciones del presente Código. 


Es aplicable a tales aguas y álveos lo dispuesto en el 
artículo 162. Cuando dichos bienes no pertenezcan al Estado, 
la facultad a que sé refiere el inciso tercero del referido ar- 
tículo será ejercida por las autoridades de la persona pública 
propietaria. 


Art. 196. — Para el otorgamiento de derechos de uso de 
aguas fiscales o de ocupación de sus álveos regirán, en lo per- 
tinente, las disposiciones sobre permisos y concesiones de uso 
establecidas para las aguas del dominio público, salvo lo dis- 
puesto en el artículo siguiente. 


A tales efectos, las facultades atribuidas en este Título 
al Ministerio competente o al Poder Ejecutivo, así como la 
establecida en el numeral 5% del artículo 3%, serán ejercidas 
por los órganos de las personas públicas respectivas. 


Exceptúasé de lo dispuesto en el inciso anterior la facul- 
tad establecida en el artículo 188. En tal caso, y cuando la 
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suspensión afectare a bienes fiscales de las Administraciones 
Municipales, el Poder Ejecutivo recabará la opinión de las 
mismas antes de dictar la medida. 


Las personas públicas propietarias “ajustarán las regla- 
mentaciones que dictaren en uso de las facultades menciona- 
das en el inciso segundo de este artículo, a las dictadas para 
los bienes fiscales de propiedad del Estado, debiendo reque- 
rir para ello, previamente, la aprobación del Poderj Ejecutivo. 

4 

Art. 197. — La exigencia de permiso o concesión de 
uso establecida en el artículo anterior no regirá para los usos 
que deriven o resulten implícitamente de la utilización del 
bien en que aquéllos se encuentren ubicados,- en virtud de 
arrendamiento, comodato, usufructo u otro título similar, 
siempre que: 


1° El uso no sea la finalidad principal perseguida por 
quien utiliza el predio. 


22 No se trate de aguas o álveos que, por su importan- 
cia, ubicación u otras características, deban quedar 
sujetos en todo caso al régimen de permiso o con- 
cesión para su utilización. 


El Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio compe- 
tente, y oyendo previamente, cuando corresponda, a las Ad- 
ministraciones. Municipales, determinará las aguas y -álveos 
que deban considerarse incluidos en el numeral 2% de este 
artículo. 


TITULO. VII 


DEROGACIONES Y DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


CAPITULO I 
DEROGACIONES 


Artículo 198. — Deróganse los artículos 558 a 580 y 752 
a 757 del Código Civil. 
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Art. 199. — Derógase el Título III “Del Dominio y apro- 
vechamiento de las aguas” del Código Rural promulgado por 
la Ley N° 1.259, de 17 de julio de 1875. 


Art. 200. — Derógase el inciso 1% del artículo 260 de la 
Ley N°? 13.737, de 9 de enero de 1969. 


A partir de la vigencia de este Código cesará en sus fun- 
ciones la Comisión a que hacen referencia los incisos 2% y 32 
de dicho artículo. 


CAPITULO II 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 201. — El Ministerio competente mencionado 
en este Código será el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. 


Art. 202. — En tanto las leyes presupuestales no pro- 
vean lo pertinente para la reorganización administrativa de 
los servicios de dicho Ministerio, a fin de cumplir los come- 
tidos que este Código le asigna, el Poder Ejecutivo, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 174 inciso 2% de 
la, Constitución, dispondrá las medidas necesarias para ade- 
cuar los servicios a la ejecución de dichos cometidos. 


Art. 203. — Este Código empezará a regir, a' partir del 
día 1% de marzo de 1979. 


Art. 204. — Comuníquese, etc. 
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INDICE ALFABETICO DEL CODIGO 


Accesiones i 
Inundaciones no modifican do- 
minio: 57 


Aguas medicinales 
Noción: 56 


Algas 
Dominio público: 71, inc. 1 


Alumbramiento aguas 

Deber comunicar información 
sobre formaciones geológicas 
que contengan: 14 

Reglamentos de perforación: 46 


Aluvión 
Dominio: 62 
Noción: 62 


Alveos (aguas manantiales) 
Cauce natural y acostumbra- 
do: 29 


Alveos (aguas pluviales) 
Limitación al propietario: 21, 22 
Noción: 21 

Propiedad: 21 


Alveos (lagos, lagunas, charcos y 

aguas encharcadas) 

Fijación límite por el P.E.: 40, in- 
ciso 2 


Alveos (ríos y arroyos) 

Accesión: 32, 58 

Dominio público: 30, 59 

Idem y fiscal: 61 

Equidistancia (álveos en seco): 58 
inciso 2 

Límites: 36 

Noción: 35 

Proporción frentes (aluvión, 
franjas laterales en seco): 58, 
62 


Aprovechamiento aguas 
Fijación de dotaciones: 5 


Avulsión 
E isla: 64 
Noción: 63 


Atmósfera 
Actividades que pueden modificar 
régimen pluvial: 23 


Autoridad de aguas 

Ministerio competente: 4, 5, 6, 7, 
8, 9, 12, 13, 43, 45, 46, 47, 48, 
52, 60, 78, 144, 145, 147, 149, 
150, 154, 155, 156, 168-180, 185, 
186, 190, 192, 193-94, 


Mintsterio Salud Pública (aguas 
medicinales): 56, 144 y 145. 


Ministerio Transporte y Obras 

Públicas (competencia): 201-202 
P.E: a. 3% 51, 113, 126, 130, 
137, 138, 152, 164, 165, 167, 188, 
190, 202. 


Autoridad naval 
Y Salvamento: 111 


Cánones 
Por aprovechamiento aguas: 3, 
inciso 5 


Código Civil - v. Derogaciones 
Legislación subsidiaria: a. 1 - 2% 


Código Rural - v. Derogaciones 

Concesión (álveos públicos) 

Duración: 180 

Industrias extractoras (C. Mine- 
ría): 180, inciso 2 

Remisión a C. de Aguas: 180 

Prestación servicios públicos y 
construir obras públicas utili- 
ando: 193 


Concesión (usos de aguas) - v. 
Concesiones y permisos (genera- 
lidades) 
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Abastecimiento en fuente diver- 
sa: 169 

Caducidad: 173 

esión autorizada: 171 

División predio: 170 

Duración: 168 

Expropiación: 175, inciso 1 

Extinción: 172, 173 

Modificación titularidad del pre- 
dio: 170 

Prestación servicios públicos y 
construir obras públicas: 193 

Id. permiso a terceros uso de 
obras: 194 

Procedimiento adm. vo.: 176-178 

solicitud: 176 

publicación: 177 

audiencia pública: 177 

audiencia de prueba: 177 

contenido concesión: 178 

Responsabilidad Estado por dis- 
minución en caudales por su 
actuación: 179 

Revocación: 174, 175 


Concesiones y permisos (disposi- 

ciones comunes) 

Cambio destino 
Ministerio): 185 

Conciliación de varias solicitar 
des: 183 

Deberes de concesionario: 182 

Facultades implicitas: 181 

Lugar de medición y compensa- 
ción: 188 

Lugar fijo de extracción y ocu- 
pación dominio público: 184 

Responsabilidad Estado: 188, 189 

Suspensión por extraordinaria 
seguía: 188 

Turnos por insuficiencia: 186 


(conformidad 


Derecho Internacional 
y L. de Aguas: 1 - 2 


Derecho de uso aguas 

Deber de comunicación: 13, in- 
ciso 2 

Deber permitir observaciones y 
mediaciones: 13, inciso 1 

Deber suministrar información y 
muestras: 13, inciso 1 

Inscripción Registro (v. Registro 
Derechos al uso de aguas) 


Desecación y avenamiento 
Expropiación de terrenos insalu- 
bres: 160 


Obras en común: 159 

Protección ecológica y: 160 

Proyectos generales por zonas: 
156 

Realización por Estado o Entes: 
157 

Realización por propietario: 158 


Derogaciones: 198-200 

C. Civil, artículos 558-80, 752-57 

C. Rural 1875: Titulo IV “del do- 
minio y aprovechamiento de 
las aguas” 

Ley 13737 de 9.I.1969, a. 260 


Dominio aguas (generalidades) 

Estado: 16 

Modos de adquirir: Exclusión de 
prescripción: 17 

Municipios: 16 

Personas públicas: Excluidas de 
la titularidad pública: 16 

Regla (d. público o fiscal). Si no 
incorporadas a d. de particula- 
res a la vigencia: 15 


Dominio aguas (manantiales) 
Accesión (inmueble): 25, 26 
Aprovechamiento por propieta- 
rio 27, inciso 3 
Aprovechamiento sucesivo: 25 y 
26, inciso 2 
Desviación (regla unanimidad): 
24 
Interrupción: 27, inciso 1 
Noción y límites: 24 
Prescripción: 27, inciso 2 
Público: 25, 28 


Dominio aguas (lagos, etc.) 

Accesión: 39, incisos 1 y 2 

Dueño fincas co-lindantes: 41 

Embalses y determinación límite 
álveo: 40 

Públicas (terrenos y aguas pú- 
blicas): 39 

Remisión: a. 35, 36 y 38 


Dominio aguas (pluviales) 
Accesión (dueño del predio por 
donde escurren): 19 
Id. (d. público): 20 
Régimen pluvial: 23 


Dominio de aguas (rios y arro- 

yos) 

Barcos de pase y puentes: 32, in- 
ciso 2 


e 


AS 
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Declaración: 31 

Público: 30 

UsoUso de aguas (limitación): 
33 

Uso de aguas (orden sucesivo): 
34 


Dominio aguas (subterraneas y 

medicinales) 

Accesión: 43, inciso 1 

Alumbramiento y autorización: 
43, inciso 2, 48, 49 

Licencias de perforación: 45, 46, 
47, 48, 49 

Noción aguas medicinales: 56 

Plazos: 54 

Públicos (salvo derechos adquirl- 
dos): 42 

Reglamentación distancias: 51 

Remisión: 25, 26 y 27 

Solicitudes en terrenos públicos 
o fiscales: 52 

Titulares de concesiones mine- 
ras: 44 

Zona de exploración: 53 


Ecclogía 

Acueducto y: 93, ap. 29 

Autorización de perforación y 
alumbramientos y: 47 

Desecación pantanos y: 162 

Expropiación y: 18 

Obras regulación servidumbres 
naturales y: 78 

Prácticas para uso y conserva- 
ción aguas y álveos: 149 

Prohibiciones: 144, 145, 146 

Prohibiciones de uso por razón 
de: 6, 62 

Reglamentación por el P.E., de 
obras y extracciones: 152 

Sanciones por infracción a 
pronibiciones: 147 

Supervisión P.E.: 4, inciso 1 

Y concesiones o permiso de uso: 
182, inciso 1%, 2% y 5% 


Ejecución administrativa 

En caso de peligro de vida o sa- 
lud (P.E.): 4, inciso 3, 122, in- 
ciso 2 

S./ salvamento: 137, 138 


Expropiación 
Aguas y álveos particulares: peli- 


gro de aguas o protección me-" 


dio ambiente: 18 


Imposición S./ administrativas: 
126 

Modificaciones álveps: 38 

Obras en terrenos para aprove- 
chamiento aguas: 175, inciso 2 

Para camino de sirga: 132 

Terrenos insalubres: 160 


Fianza 
Medidas cautelares S./ acueduc- 
to: 85, inciso 3 


Fines legislación aguas 
Aprovechamiento: 1, 22 
Conservación: 22 
Defensa: 2% 


Hallazgo - v. ocupación 
Inventario recursos hídricos 
Actualización: 7 


Islas 

Avulsión e: 64 

Dominio penen (rio DAYeBA NIE 
o flotable): 

y dominio: a En 66 


Juez - v. J. de Paz 

Facultades en materia S./acue- 
ducto: 84, 96 

Facultades en materia S./ de pa- 
so: 105 


Juzgados de Paz 

Autorización para entrar en pro- 
piedad privada para retirar ob- 
jetos sumergidos: 69, inciso 2 

Id. para obras de S./ administra- 
tiva: 122 


Minerales 
Yacimientos: remisión C. de Mi- 
nería: 73 


Municipio 

Atribuciones en materia $S./ ad- 
ministrativas: 116 

Designación de bienes a expro- 
piar, si le corresponde: 126 

Dominio de aguas y álveos: 15 

Permisos y concesiones de uso 
en bienes dominio público mu- 
nicipal: 191 


Normas L./aguas 
Legislación fundamental y sub- 
- sidiaria: 1 
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Obras defensa y mejoramiento - 

v. Desecación 

Acueducto: preventivas filtra- 
ción y derrames: 86 

Autorización Ministerio: 150 y 
151 

Cambio cauce (para realizar): 60 

Defensa contra aguas de linde- 
ros: 150 

Faja de defensa en ribera: 153 

Obras de encauzamiento y de- 
fensa (estudio por Ministerio): 
155 

Prohibición de extraer materia- 
les: 154 

Prohibición de introducir ele- 
O deteriorantes: 144, 145, 
1 

Servidumbre natural. (regula 
ción): 74, inciso 1, 76 


Ocupación 

Arboles post-1 mes: 72 

Cosas caidas en aguas públicas: 
68, 69 1018 

Brazas, ramas y leñas en aguas 
dominio público: 71 

No rige para embarcaciones, car- 
gas u objetos provenientes de 
naufragio: 70 

Remisión C. Civil a. 725-730: 68, 
inciso 2 


Perforador 
Reglamentación: 46 


Permisos (estudio) aguas domi- 
nio público 
Alcance: 192 


Permiso (uso aguas) 

Condiciones: 167 

Preventiva para prestar servi- 
cios públicos: 190 

Reglamentación: P.E.: 167 

Reglamentación: 190 


Poder Ejecutivo 

Autoridad nacional en aguas: 39 

Bien a expropiar en vez de S./ 
administrativa: 126 

Competencia: 3%, 49 

Declaración navegabilidad o flo- 
tabilidad: 31 

Fijación límites álveos en embal- 


ses dominiales o fiscales: 4% 


Fijación S./ administrativas: 115, 
130 

Permiso especial de uso privati- 
vo para prestar servicios pú- 
blicos (reglamentación): 190 

Reglamentación obras de defensa 
y mejoramiento y ecología: 152 

Reglamentación distancias míni- 
mas para pozos: 51 

Reglamentación uso de agua de 
ríos y arroyos no - navegables 
y flotables: 33 

Reglamentación usos comunes 
aguas 164 

Reglamentación usos privativos: 
165, 167 i 

S./ de abrevadero: 113 

S./ de salvamento: 137, 138 

Suspensión suministro agua por 
sequía: 188, 191, inciso 2, 196, 
inciso 3 


Política de aguas 
Formulación por P.E.: 3%, in- 
ciso 19 


Pozos (alumbramiento aguas) 
Autorización: 43, 47, 48, 49 
Plazos: 54 

Roe ameo eon distancias: 51, 


Zona de exploración: 53 


Prescripción 
No se adquieren aguas y álveos 
fiscales por: 17 


Prioridades uso aguas 
Establecimiento por P.E.: 39, in- 
ciso 3 


Procedimiento administrativo 

Concesión uso de aguas: 176-178 

Fijación S./ administrativa: 117 
120 


Procedimiento judicial (S./ civi- 
les) 
Arts. 591-594 CPC: 114 


Prohibiciones 
De uso para salvaguardar salud- 
o motivos ecológicos: 6 


Registro (derechos al uso de 


5 AUas) 


inciso 2 48 Autorización (plazo): 8, inciso 1 


A PO 
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Comunicación de inscripción al 
Registro de Traslaciones de Do- 
minio: 12 

Contenido inscripción: 8, inciso 
2 

Inscripción de oficio: 4 

Modificaciones: 10 

Naturaleza: inscripción (oponibi- 
lidad): 11 

Posteriores: 9 


Registro (Traslaciones de Domi- 

nio) 

Forma de inscripción: 12, inci- 
so 2 

Inscripción de derecnos de uso 
de aguas que afecte a inmue- 
bles: 12, inciso 1 


Reservas de aguas 
Establecimiento y duración: 3%, 
inciso 2 


Riberas 
Faja de defensa: 153 
Límites álveos: 36, 37 


Sanciones 

Caducidad permiso o concesión: 
147 

Clausuras: 198 

Defensa ecológica: 147 

Multas: 147, 154 

Prohibiciones: 6 

Prohibición extracciones: 154 

Renovación O eliminación de 
obras: 4, inciso 2; 47, inci- 
so 2 

Suspensión: 4, inciso 2; 3, inci- 
so 4; 47, inciso 2 


Servidumbres naturales 

Noción: 74, inciso 2 

Dirección aguas S./ ¡predios aje- 
nos servidumbres: 74, inciso 3 

Obras de regulación: 74, inciso 2, 
76, TT 

Obras de regulaciór por Minis- 
terio: 78 

Obstáculos a.: 75 

De depósito: 75, inciso 2 


Servidumbres civiles -` v. $S./ 
abrevadero; acueducto; ama- 
rradura; apoyo presa; parada 
o partida; salvamento 


Noción:, forzosa: 79 
Noción: voluntaria: 79 
Procedimiento: 114 


Servidumbre de abrevadero 

Alcance: 113 

Determinación por el P.E.: 113, 
inciso 1 

Indemnización: 113, inciso 4 

S./ de paso: 113, inciso 3 


Servidumbre acueducto 

Autorización del titular dominio 
público para atravesar acue- 
ducto: 94 

Criterios establecimiento: 84 

Daños: 86 

Exclusión: 83 

Exclusión (acueducto dentro de: 
otro): 91 

Extinción y consecuencias: 101, 
102 Y 

Fines: 81 

Indemnización por: 81, inciso 2, 
85, 89 . 

Id. oportunidad de pago: 85 

Inserción de 2% acueducto en el 
10: 89 

Mayor volumen e indemnización: 
90 

Medidas cautelares: 85, inciso 3 

Modos de realizarlo: 93 

Noción: 80 

Obligación ingresar materiales y 
obreros: 87 

Obras para coristrucción: 96 

Oposición (causales): 95 

Partición y: 92 

Predio dominante: 80 

Predio sirviente: 80 

Preservación acueducto: 87 

Presunción gratuidad (título): 
81, inciso 2 

Puentes: 97, 98 

S./ y eepósito para hacer obras: 
9 

S./ impuesta por predio sirviente 
(aguas alumbradas o sobran- 
tes): 82 

S./ temporaria: 99 

S./ temporaria transformada en 
perpetua: 100 


Servidumbre amarradura 
Noción: 108, inc. 1 
Sujeto activo: 108, inc. 2 
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Servidumbre apoyo de presa 

Fines: 103, inciso 2, 104 

Indemnización: 105 

Noción: 103, inciso 1, 104 

Remisión: 83, 86, 88, 95, 96, 99, 
102, 106 


Servidumbre de parada o partidor 
Noción y límites: 107 


Servidumbre de salvamento 

Alcance: 109, 111 

Indemnización (límite): 112 

Margen de las aguas: 109, inci- 
so 3 

Sujeto activo: 110 

S./ depósito transitorio: 110, in- 
ciso 2 


Servidumbres administrativas - 

v. S./ saca de agua y abrevade- 

ro; camino de sirga; amarradu- 

ra; señalamiento; salvamento; 

estudio; ocupación temporaria y 

estudio; de pasó. 

Arrendatarios u ocupantes (noti- 
ficación y responsabilidad): 

123 

Concesiones de servicio público: 
sujetos activos: 124 

Consignación de indemnización: 
120 

Expropiación: 126 

Fijación por el P.E.: 115 

Id. Municipio: 116 

Gratuidad (bienes estatales) sal- 
vo perjuicio grave: 125 

Indemnización: 120, 121, 124 

Principales y accesorios: 139, 143 

Procedimiento Administrativo: 
117 

notificación: 118 

plazo: 118, inciso 2 

prueba: 118, inciso 3 

resolución: 119 

Proceso administrativo: 119, 120 

Urgencia: no es previo el pago 
indemnización: 122, inciso 3 


Servidumbre de amarradura 
Noción: 135 


Servidumbre de camino de sirga 
Cesación: 133 

Exclusión: 132 

Fijación por P.E. (contenido): 130 
Noción y alcance: 129, 134 
Prohibiciones: 131 


Servidumbre estudio 
Noción y alcance: 140 


Servidumbre de paso 
Criterios: 142 
Noción: 142 


Servidumbre ocupación tempora- 
ria o de depósito de materiales 
Noción y alcance: 141 


Servidumbre de saca de agua y 
abrevadero 

Ancho de vía de acceso: 128 
Audiencia interesados: 128 
Limitaciones: 127, inciso 2 
Sujeto activo: 127, inciso 1 


Servidumbre salvamento 
Alcance: 137, 138 
Noción: 137 


Servidumbre señalamiento 
Noción y alcance: 136 


Silencio administrativo 
Equivalente a negación: 48 


Suministro aguas 
Suspensión: 3% inciso 4 


Uso de aguas 

Derechos de y registro: 8, 162 

Manantiales: 25, 26, 27, 28, 29 

Pluviales: 19, 22 

Reglamentación por P. E.: 164 

Ríos y arroyos: 32, inciso 2, 33, 
34 


Uso de aguas (comunes): 163 


Uso de aguas (privativo) 
Concesiones - v. Concesiones 
Para prestación servicios públi- 
cos: permisos especiales: 190 
Permisos: 167 - v. permisos 
Permiso o concesión: 165 
Reglamentos P.E.: 165 
Terceros: 166 


Uso de aguas y álveos fiscales 

Autoridad: 196, 197 

No se requiere permiso o conce- 
sión si deriva de utilización del 
bien: 197 

Normas: 162 


Vigencia Código 

Consolidación dominio anterio- 
res y dominio público o fiscal 
para los restantes: a. 15 


4 


II) 


INDICE GENERAL DEL CODIGO 


Título I — Principios Generales 
(arts tada 
Título II — Del Inventario y Apreciación de los 


recursos hídricos y del Registro de los dere- 
chos al uso de Aguas 
(arts. TT Ei O a lo 


Título IH — Del dominio de las aguas 
(árts: A A A TE AE E 


Cap. I. Disposiciones generales (arts. 15-18) .. 
Cap. II. De las aguas pluviales (arts. 19-23) .. 
Cap. III. De las aguas manantiales (arts. 24 - 29) 
Cap. IV. De los ríos y arroyos (arts. 30-38) .. 


Cap. V. De los lagos, lagunas, charcas y aguas 
embalsadas (arts. 39-41) ................. 


Cap. VI. De las aguas subterráneas y medicinales 
tarts. E A A E a a a a 


Cap. VII. De las accesiones, arrastres y sedimen- 
tos de las aguas (arts. 57-13) ............. 


Título IV — De las servidumbres en materia 
de aguas 
(arts, TAS 143) ii a S e 


Cap. I. De las servidumbres naturales (artícu- 
Os Ti TE ae a AT E EE aa A 
Cap. II. De las servidumbres civiles (arts. 79-114) 


28 


44. 


67 


67 
72 
74 
80 


93 


94 


106 


140 


140 
149 


<< «<< 


472 


474 


477 


477 
477 
478 
480 


483 


483 


487 


491 


491 
493 


Sección 1 


De las servidumbres en general (art. 79) ...... 


Sección II 


De las servidumbres forzosas (arts. 80 - 114) ... 


19 


De la servidumbre de acueducto (arts. 80-102) .. 


29 


De la servidumbre de apoyo de presa y de la de 
parada o de partidor (arts. 103-108) ...... 


30 


De la servidumbre de amarradura (art. 108) ... 


49 


De la servidumbre de salvamento (arts. 109 - 112) 


59 


De la servidumbre de abrevadero (art. 113) ER 


6? 
Del “procedimiento (art. 114) ....... LL u L... 


Cap. III. De las servidumbres administrativas 
(arts. 115-43) A 


Sección I 


De las servidumbres administrativas en general 
(arts. 115- 126) do la 


140 y 493 
151 y 493 


151 y 493 


169 y 499 
ss y 500 
173 y 501 

OIB 


176 y 502 


178 y 503 


174 y 503 


179 y 503 


Sección II 


De las servidumbres administrativas en particu- 
lar (arts. 127 - 143) ..............ooo.oooo.o.. 


Título V — De las obras de defensa y mejora- 
miento y disposiciones preventivas 
(arts. 144-161) .......o.oooooooocooommoo.o.. 


Cap. I. De la defensa de las aguas y álveos y 
zonas aledañas (arts. 144-155) ........... 


Cap. II. De la desecación y avenamiento de lagu- 
nas y tierras pantanosas y encharcadizas (ar- 
tículos 156-161) ...........o.ooooooomoo.o.. 


Título VI — Del uso de las aguas y álveos 
dominiales y fiscales 
(arts. 162-197) ......o.o..o..o.ooooooooo ooo... 


Cap. 1. Del uso de las aguas y álveos dominiales 
(arts. 162-194) .......o.o.o....ooooooo ooo... 
Sección 1 


Generalidades (art. 162) ...................... 


Sección II 


De los usos comunes (arts. 163-164) ......... 


Sección III 
De los usos privativos (arts. 165-174) ......... 
1? 


Generalidades (arts. 165 - 166) ................. 


186 


199 


199 


207 


223 


y 


y 


508 


512 


512 


516 


518 


518 


518 


519 


520 


520 


29 


De los permisos de uso (art. 167) 


30 


De las concesiones de uso (arts, 168 - 180) 


49 


De las disposiciones comunes a los permisos y con- 
cesiones de uso y de los permisos especiales 
(arts. 181-191) AA IP 


50 


De los permisos de estudio y de las concesiones 
de servicios públicos o de obras públicas 
(arts, 192-194) oaea 


Cap. II. Del uso y aprovechamiento de las aguas 
y álveos fiscales (arts. 195-197) .......... 


Título VII — Derogaciones y disposiciones 
transitorias 
(arts. 198-204) ................ Ada 


Cap. I. Derogaciones (arts. 198 - 199) .......... 
Cap. II. Disposiciones transitorias (arts. 201-204) 


226 y 520 


227 y 521 


233 y 525 


288 y 528 


241 y 530 


272 y 531 


272 y 531 
273 y 532 


EE E A 


II) 


INDICE DE LEYES (ARTICULADO) (*) 


Acto Institucional 8 


Silencio Administración: 98 


Ante - Proyecto Valls 


a. 1: 28, 295 (B); a. 2: 295 (B); 
a. 3: 296 (B), 298 (B); a. 4: 
297 -98 (B); a. 5: 299 (B); a. 
6: 299 (B); a. 7: 300 (B); a. 8: 
82, 302-03 (B); a. 9: 46, 300 
(B); a. 10: 48, 302 (B); a. 11: 
49, 302 (B); a. 12: 302 (B); a. 
13: 303 - 04 (B); a. 15: 224, 375 
(B); a. 16: 225, 378 (B); a. 
17: 226; a. 18: 73; a. 19: 225, 
378 (B); a. 20: 235; a. 21: 228, 
236, 383 (B), 388 (B); a. 23: 
297 (B); a. 25: 233, 387 (B); 
a. 26: 234, 388 (B); a. 27: 154, 
234, 388 (B); a. 28: 154, 380 
(B); a. 29: 239; a. 30: 381 (B); 
a. 31: 237; a. 32: 231; 386 
(B); a. 33: 231, 386 (B); a. 34: 
232, 386 (B); a. 35: 233, 387 
(B); a. 36: 240, 382 (B); a. 37: 
381 (B); a. 38: 236, 389 (B); 


2. 39: 236, 389 (B); a. 40: 239, 


389 (B); a. 41: 229, 384 (B); 
a. 42: 230, 384 (B); a. 43: 230, 
384 (B); a. 44: 230; a. 45: 240, 
387 (B); a. 47: 97, 321 (B); 
2. 48: 98, 322 (B), 326 (B); 
a. 49: 99, 100, 325 (B); a. 51: 
96, 97, 321-22 (B), 325 (B); 
a. 52: 321 - 22 (B), 328 - 29 (B); 


“a. 53: 370 (B); a. 54: 207, 209, 


370 (B); a. 55: 209; a. 56: 103, 
154; a. 57: 367 (B); a. 58: 207; 
2. 59: 204, 209; a. 60: 199, 
200, 201, 366 (B); a. 63: 365 
(B); a. 65: 203, 365 (B); a. 
66: 74, 307 (B), 365 (B); a. 69: 
142, 334 (B), 368 (B); a. 70: 
142, 144, 146, 149, 335 (B); a. 
72: 148. 


Constitución 


a. 32: 322 (B); a. 318: 98. 


Código Civil 


a. 171: 323 (B); a. 447; 65 a. 
473: 86, 89, 313 (B), 317 (B), 318 
(B), 390 (B); a. 479: 65; a. 539: 
146; a. 550: 141, 143, 345 (B), 352 
(B); a. 553: 347 (B);-a. 554: 
144; a. 55: 150; a. 556: 150; 
a. 557: 150; a. 558: 141, 142, 
146, 333 (B); a. 559: 145, 333 
(B), 335 (B); a. 560: 140, 333 
(B); a. 561: 146, 148, 333 (B); 
a. 569: 137, 152, 153; a. 570: 
154; a. 571: 155; a. 572: 155, 
156; a. 573: 158; a. 574: 346 
(B); a. 575: 160; a. 577: 153; 
a. 579: 164; a. 580: 168; a. 
621: 150, 151; a. 629: 151; a. 
632: 151; a. 634: 153; a. 643: 
152, 169, 339 (B), 346 (B), 349 
(B); a. 645: 151, 169; a. 646: 
349 (B); a. 706: 54, 323 (B); 
a. 717: 55; a. 725: 113; a. 730: 
113; a. 731: 54; a. 748: 322 
(B); a. 752: 106, 329 (B); a. 
753: 11, 329 (B); a. 754: 112; 
a. 755: 112; a. 756: 106, 111, 
112, 329 (B); a. 757: 108 - 09, 
329 (B). 


Código de Minería 


a. 68: 96, 324 (B). 


Código Organización 
Tribunales 


a. 48: 179. 


Código Penal 


a. 218: 201, 367 (B); a. 225: 
201, 367 (B). 


Código Rural 1942 


a. 8: 169; a. 9: 66; a. 19: 66; 
a. 20, a. 21: 66; a. 31: 62; 


(*) Las págs. seguidas de (B), aluden a la Exposición de Motivos del 


Dr. OLAF BLIXEN. 
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a. 73: 18-19; a. 120: 246; a. 
121: 246; a. 122: 245. 


Código Rural 1875 (derogado) 

a. 251: 221, 222; a. 342: 56, 
67; a. 343: 56, 57, 67, 72 306 
(B); a. 344: 56, 67, 73, 306 (B); 
a. 345: 56, 74, 307 (B); a. 346: 
56, 62, 80, 222, 314 .(B), 317 
(B); a. 347: 56, 57, 62, 67, 76, 
77, 79-80, 225, 309 (B), 310 
(B), 312 (B), 314 (B), 347 (B); 
a. 348: 57, 76, 79; a. 349: 76, 
309 (B), 347 (B), 348 (B), 315 
(B); a. 350: 57, 268, 315 (B); 
a. 351: 221-22, 225, 307 (B), 
314 (B), 315 (B); a. 352: 307 
(B), 378 (B); a. 353: 57, 307 
(B); a. 354: 318 (B); a. 355: 
307 (B); a. 356: 57, 67, 79, 225, 
312 (B); a. 357: 57, 77, 78, 310 
(B), 314 (B); a. 358: 57, 67, 
312 (B); a. 359: 225, 312 (B); 
a. 360: 57, 307 (B); a. 361: 
57, 67, 93, 320 - 21 (B); a. 362: 
57, 95, 106, 322 (B); a. 363: 58, 
98, 99, 322 (B), 326 (B); a. 364: 
58, 95,_97, 307 (B), 322 (B), 
323 (B); a. 365: 95, 322 (B), 
323 (B); a. 366: 58, 97, 268, 
325 (B); a. 367: 58, 100, 268; 
a. 368: 58, 96; a. 369: 58, 101, 
327 (B); a. 370: 96; a. 372: 
101, 327 (B); a. 373: 58, 59, 
328 (B); a. 374: 59; a. 375: 
59, 97, 102, 328 (B); a. 376: 
58, 59, 102, 328 (B); a. 377: 
67, 96, 324 (B); a. 379: 97; a. 
380: 154, 225; a. 381: 102, 154, 
225, 328 (B); a. 382: 102, 154, 
328 (B); a. 383: 55, 314 (B); 
a. 384: 56, 314 (B); a. 385: 
51, 73, 306 (B); a. 386: 74, 307 
(B); a. 387: 51, 74, 307 (B); 
a. 388: 51, 73, 307 (B); a. 389: 
51, 85, 86-87, 89; a. 390: 51, 
87, 318 (B); a. 391: 52, 80, 317 
(B); a. 392: 52, 80, 317 (B); 
a. 393: 52, 85, 86-87, 89, 117, 
319 (B); a. 394: 117, 174, 175, 
176, 353 (B); a. 395: 52, 89, 
91, 320 (B); a. 396: 51; a. 397: 
53, 94, 321 (B); a. 398: 52, 117; 
a. 399: 106; 329 (B); a. 400: 
53, 107, 112, 329 (B); æ. 401: 
53, 108-09, 330 (B); a. 402: 
53, 107, 108, 330 (B); a. 403: 
109, 331 (B); a. 404: 53, 107, 
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162 - 63, 321 (B); a. 405: 53, 
111, 332 (B); a. 406: 53, 111, 
332 (B); a. 407: 53, 111, 332 
(B); a. 408: 112, 332 (B); a. 
409: 54, 332 (B); a. 410: 115, 
333 (B); a. 411: 54, 113, 114, 
267; a. 412: 114, 332 (B); a. 
413: 55, 115, 333 (B); a. 414: 
55, 114, 267, 332 (B); a. 415: 
195, 202, 307 (B); a. 416: 195, 
202; a. 417: 203; a. 418: 195, 
206; a. 419: 196, 206; a. 420: 
18-19, 196, 206; a. 421: 196, 
206; a. 422: 196, 306; a. 423: 
196, 206; a. 424: 196, 206, 268; 
2. 425: 206, 369 (B); a. 426: 
197, 208, 209; a. 427: 197, 208, 
209, 369 (B), 372 (B); a. 428: 
197, 208, 369 (B); a. 429: 198, 
208; a. 430: 196, 197, 208, 210; 
a. 431: 197, 208, 369 (B), 373 
(B); a. 432: 197, 198, 208; a. 
433: 197, 208; a. 435: 117, 141, 
142, 334 (B); a. 436: 118, 144, 
145, 146, 334 (B); a. 437:- 118, 
147, 335 (B); a. 438: 118, 148, 
335 (B); a. 439: 118, 149, 336 
(B); a. 440: 336 (B); a. 441: 
118, 142, 334 (B); a. 442: 118, 
142, 334 (B); a. 444: 118, 144, 
145, 146, 334 (B); a. 445: 121, 
152, 153; a. 446: 121, 154, 341 
(B); a. 437: 121, 155, 268, 341 
(B); a. 448: 120, 122, 155, 156, 
342 (B); a. 449: 122, 158, 168, 
343 (B); a. 450: 112, 343 (B), 
346 (B); a. 451: 122, 160, 343 
(B); a. 452: 343 (B); a. 453: 
121, 153, 340 (B); a. 454: 123, 
125; a. 455: 122, 164; a. 456: 
457: 123, 168; a. 458: 124, 168; 2. 
459: 124, 168, 345 (B); a. 460: 
120, 125, 154; a. 461: 120, 160, 
343 (B); a. 462: 161, 344 (B) a. 
463: 120, 268, 344 (B); a. 464: 
122: a. 465: 125; a. 466: 168, 268, 
349 (B); a. 467: 125, 168, 268, 
349 (B); a. 468: 121, 166; a. 
469: 120, 122, 123; a. 470: 121, 
123, 166, 348 (B); a. 471: 122, 
157, 159, 164, 345 (B); a. 472: 
168;- a. 473: 121, 168; a. 474: 
168 - 69; a. 475: 166; a. 476: 
122, 158, 343 (B); a. 477: 122, 
169, 349 (B); a. 478: 164, 345 
(B); a. 479: 121, 122, 165, 345 
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(B), 347 (B); a. 480: 124, 169, 
349 (B); a. 481: 123, 124, 168, 
349 (B); a. 482: 124, 167, 349 
(B); a. 483: 120, 168; a. 484: 
126, 170; a. 485: 126, 171; a. 
486: 126, 171; a. 487: 126, 172, 
268, 351-52 (B); a. 488: 118, 
177, 186 - 87, 362 (B); a. 489: 
177, 186-87, 362 (B); a. 490: 
118, 177, 186 - 87, 362 (B); a. 
491: 177, 186- 87; a. 492: 119, 
177, 186-87, 362 (B); a. 493: 
119, 187; a. 494: 188; a. 495: 
189, 363 (B); a. 496: 119, 187; 
a. 497: 119, 189, 363 (B); a. 
498: 119, 188, 363 (B); a. 499: 
119, 188, 363 (B); a. 500: 119, 
173, 190; a. 501: 119; a. 502: 
119; a. 503: 119, 175, 191; a. 
504: 119; a. 505: 119, 144, 145; 
a. 506: 216; a. 507: 216; a. 
508: 216, 378 (B); a. 509: 211, 
245; a. 510: 246; a. 511: 211, 
246; a. 512: 246; a. 513: 211, 
246 - 47; a. 514: 247; a. 515: 
247; a. 516: 81, 217, 248, 317 
(B); a. 517: 217, 248; a. 518: 
217, 248; a. 519: 217, 248; a. 
520: 248; a. 521: 248; a. 522: 
248; a. 523: 248; a. 524: 87, 
217, 248; a. 525: 217, 248; a. 
526: 217, 248; a. 527: 217, 248; 
a. 528: 217, 248; a. 529: 217, 
248; a. 530: 248; a. 531: 219, 
248; a. 532: :220, 248; a. 533: 
220, 248; a. 534: 233, 248; a. 
535: 219, 231, 236, 248; a. 536: 
231, 248; a. 537: 231, 248; a. 
538: 220, 231, 239, 248, 267; 
a. 539: 219, 220, 231, 248, 269; 
a. 540: 219, 231, 248; a. 541: 
219, 231, 248; a. 542: 219, 231, 
248; a. 543: 231, 249; a. 544: 
219, 231, 248; a. 545: 231, 248; 
a. 546: 219, 248, 296 (B); a. 
547: 219, 230, 248; a. 548: 248; 
a. 549: 248; a. 550: 216, 248; 
a. 551: 248; a. 552: 216, 248; 
a. 553: 248; a. 554: 217, 248; 
a. 555: 237, 248; a. 556: 217, 
248; a. b57: 217, 248; a. 558: 
248; a. 559: 216, 248; a. 560: 
216, 248; a. 561: 216, 248; a. 
562: 225, 248, 378 (B); a. 563: 
216, 225, 248; a. 564: 212, 249, 
378 (B); a. 565: 212, 249, 378 
(B); a. 566: 249, 267, 268; a. 
567: 225, 249-50; a. 568: 250; 


a. 569: 213, 250; a. 570: 250; 
a. 57i? 213, 250; a. 572: 213, 
225, 250-51; a. 573: 250; a. 
574: 250, 267, 368 (B); a. 575: 
203, 214, 227, 251-52; a. 576: 
252; a. 577: 214, 252; a. 578: 
214, 252-53; a. 579: 214, 253; 
a. 580: 253; a. 581: 253-54; 
a. 582: 214, 254; a. 583: 215, 
254; a 584: 198, 208, 215, 240, 
254- 55, 267; a. 585: 198, 208, 
215, 255; a. 586: 215, 255; a. 
587: 255-56; a. 588: 19, 215, 
256; a. 589: 256; a. 590: 217, 
264; a. 591: 217, 264; a. 592: 
217, 264; a. 593: 217, 264; a. 
594: 217, 264; a. 595: 217, 264; 
a. 596: 87, 218, 264, 318 (B); 
a. 597: 87, 218, 264; a. 598: 
264; a. 599: 218, 264; a. 600: 
83, 222, 264; a. 601: 218, 227, 
264; a. 602: 230, 264; a. 603: 
83, 218, 264; a. 604: 264; a. 
605: 218, 264;. a. 606: 218, 264; 
a. 607: 218, 264; .a. 608: 212, 
247; a. 609: 212, 247-48; a. 
610: 212, 247; a. 611: 212, 227, 
247; a. 612: 264-65; a. 613: 
265; a. 614: 265; a. 615: 265, 
267; a. 616: 259-60; a. 617: 
260; a. 618: 260; a. 619: 260; 
a. 620: 260; a. 621: 261; a. 
622: 261; a. 623: 261-62; a. 
624: 262; a. 625: 262; a. 626: 
262 - 63; a. 627: 263, 269;a. 628: 
263; a. 629: 263; a. 630: 263, 
268; a. 631: 267. 


Decreto 26. XII.1914 


Prohibiciones sobre pesca: 245, 


Decreto 19.X1I.1935 


Riberas: 86, 318- 19 (B). 
Texto: 89-90. 


Decreto 17.3.1941 


Exclusión riberas R. de la Pla- 
ta: 86. 


Decreto 30.1V.1948 


Comisión s./fijación de ribe- 
ras: 86. 


Decreto 20.V.1949 


Cero Wharton: 205, 368 (B). 
a. 19%: 421; a. 2%: 421; a. 3%: 
421. 


At 26 
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Ley 20.X.1900 
a. 3: 245; a. 4: 245. 


D. Ley 9.026 de 29.1V.1933 
a. 19: 239, 356 (B), 365 (B); 


a. 2: 239; a. 3: 239. 


Ley 10.653 de 21.1X.1945 
(SOYP) 
Constitución: 246. 


Ley 10.723 de 21.1V.1976 
a. 133: 420. 


Ley 11.029 de 12.1.1948 

(Instituto Nacional de 

Colonización) 
Referencia: 27, 


Ley 11.907 de 19.X1H1.1952 
(OSE) 
a. 2: 239. 


Ley 13.261 de 28 V.1969 
a. 9: 239. 


Ley 13.667 de 18.V1.1968 
(Conservación de Suelos 
y Aguas) 


—Referencia general: 11, 22, 27. 
—Texto: 29-30, 33, 103-106. 
-——Proyectos conservación y re- 


cuperación: 203. 


—Obligaciones conserva- 


ción: 234. 


Ley 13.137 de 9.1.1967 
(Dominio de Aguas) 


—Referencia general: 11. 


—a. 260: 60, 272, 273; a. 295: 
205, 368 (B), 420. 


Ley 13.833 de 29.XII.1969 
Contenido: 366 (B). 


Ley 13.892 de 14.X.1919 
a. 472: 18-19. 


Ley 13.937 de 9.1.1969 
a. 314: 55, 60- 61. 


Ley 14.106 de 14.3.1973 
a. 84: 31. 


Ley 14.145 de 25.1.1914 
(Estatuto Río de la Plata) 
Cap. IX y XII: 420. 


Reglas de Helsinski 
(International Law 
Association) 
a. VI (no existe preferencia 
de usos): 32. 


Ley 14.343 de 21.111.1975 
s./ embarcaciones hundidas, et- 
cétera: 114, 332 (B). 


Ley 14.384 de 16.V1.1975 
Competencia: 179. 


w Ley 14.521 de 11 V.1976 


(Estatuto Río Uruguay) 
Cap. X y XI: 420. 


Ley 14.694 de 1.1X.1917 (Ley 
Nacional de Electricidad) 
a. 26: 419. 


IV) 


INDICE ALFABETICO DEL TEXTO 


Abuso de derecho 
Noción: 310. 


Accesión 
—De aluvión por arranque: 111, 
331 (B). 


Accesiones, arrastres y 
sedimentos de aguas 
Disposiciones principales: 52, 
53, 62, 107, 330-33 (B). 
Fundamento: 106-7. 
Origen C. Ag.: 106. 
Retiro de cauce: 110-11, 331 
(B). 


Agua (regulación jurídica) 
—Diferentes aspectos: 24- 25. 


Aguas manantiales 
Desviación: 79 - 80. 
Dominio: 77-78. 
Noción: 75, 307-12 (B). 
Prescripción: 78, 79. 
Servidumbre innominada: 78, 
79. 
Uso: 76, T7. 


Aguas pluviales 
—Dominio: 72-73, 
—Obras referidas a: 72-73, 
—Régimen de: 74. 


Aguas quietas o estancadas 
Reglamentación: 320- 21 (B). 


Aguas subterráneas y 
medicinales 
Dominialidad: 95, 323 (B), 324 
(B). ` 
Exploraciones: 326-28 (B). 


Algas 
Dominio. Ley 13.937: 55. 


Alveo 
Cambios de... y dominio CR 
1875: 52-53. 


Dominio CR 1875: 51-52; C. 
Ag.: 61-62, 81-82, 318 (B). 
Medición: 85-9i. 

Noción: 63, 86-88, 414-15. 
Noción CR 1875: 51; C. Ag.: 
73, 85-86, 306 (B). 


Aluvión 
Arranque parte del predio: 111, 
331 (B). 
Dominio CR 1875: 53; C. Ag.: 
64 - 65, 331 (B). 
Noción en CR 1875: 53. 


Antecedentes Código Aguas 
(C. Ag.) 
Enumeración: 11-13. 
Legislativos: 11, 15. 


Anuencia 
Permiso y: 307 (B). 


Armada Nacional 
Aviso por salvamento (edifi- 
cación): 176. 
Río de la Plata y: 31. 
Arroyos y ríos (navegables 
y flotables) 
Aprovechamiento en orden su- 
cesivo: 84. 
Declaración: 81-82. 
Dominio: 80-81, 
. Noción: 62-63, 81. 


Asociación Rural del Uruguay 
Intervención en declaración de 
navegabilidad o flotabilidad: 
CR 1875: 62-63. 


Autoridad de Aguas (v. P.E.) 
C. Redactora: 19, 291-94 (B). 
C. Revisión de Terminología: 
19-20, 32, 403-05. 
Fundamentos: 20. 
Limitaciones; criterios para fi- 
jar dotaciones: 38-39. 
Municipios: 183. 
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Obras de defensa: 198. 


Obras para evitar daños: 148. 


Problemática: 291-94 (B). 


Autorizaciones 
Noción: 298 (B). 


Avulsión 
Dominio CR 1875: 33. 
Noción CR 1875: 53. 
Prescripción CR 1875: 53. 


Bosques comunales 


CR 1875 y supresión C. Ag.: 


91 - 92 
Caducidad 

Concesión: 201. 

Permiso: 201. 


Canon 
Por uso de agua: 33. 


Cero Wharton 


Noción: 204, 205, 368 (B), .421- 
22. 


Cauce 
V. Alveo. 


Codificación: 
Anticipación: 279. 
Dificultades: 278. 


Código Civil 
Aguas y: 295 (B). 
Código de Aguas 


(orientación general) 
Actualización: 22 - 23. 


Alcance: 29, 270-71, 285 (B), 


295 (B), 410. 


Antecedentes: 286 - 287 (B), 


411 - 12. 


Caracteres generales: 269 - 70. 
Código Rural 1942 y: 288- 89 


(B). 
Comisión Redactora: 282. 
Ecología: 23 - 24. 


Elementos privatistas: 290 (B). 


Estructura: 290 -91 (B). 
Nacionalización: 24. 


Normas complementarias: 411- 


12. 
ler. Mensaje P.E.: 281-83. 
Temas: 11-12, 411-12. 


Tendencia publicista: 286 (B), 
290 (B). 
Terminología: 402- 03. 


Código de Minería 


Ocupación álveos: 233. 


Código Rural 1875 (C.R.) 


Alveo: 51 - 52. 

Antecedentes: 277-78, 288 - 89 
(B). 

Antecedentes sobre aguas: 279- 
80, 312 (B). 

Bosques comunales: 91-92. 

C. Civil: aspectos incluidos en: 
280. 

Dominio: 313-16 (B). 
Ecología: 200. 

Temas: 15-16. 

Tendencia publicista híbrida: 
299 (B). 


Concesión 


Aguas fiscales: 390-91 (B). 
Bienes municipales: 238. 
Caducidad: 228, 229-30, 384 
(B). 

Cesión: 228 - 29, 383 (B). 
Criterios: 226. 

Duración: 227 - 28. 

Entes públicos: 389-90 (B). 
Expropiación obras: 230. 
Extinción: 228 - 29, 383 - 85 (B). 
Facultades implícitas: 233 - 34, 
382 (B). 

Gobiernos departamenta- 
les: 390 (B). 

Instrumento de: 232 - 33. 
Intuitu personae: 228. 

Intuitu re: 227 - 28, 382 - 83 (B). 
Lugar: 235, 388-9 (B). 
Modificación: 235 - 36. 

Noción: 423- 25. 
Obligaciones concesiona- 
rios: 234. 

Planificación y: 231. 
Prestación servicios públicos: 
239 - 40. 

Procedimiento: 230 - 31, 386 (B). 
Responsabilidad del Estado: 
232 - 33, 237, 386 - 87 (B). 
Revocación: 230, 384 - 85 (B). 
Servicios u obras públicas: 387- 
88 (B). 

Suspensiones: 236 - 37. 

Unidad: 228. 

Variaciones: 236. 


Fa 
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Consejo de Estado 

(Discusión en) 
Alcance de normas internacio- 
nales: 28-29, 33. 
Comisión Agricultura y Pesca: 
p. 397 (a. 3, 6, 7, 22, 29, 30, 33). 
p. 398 (a. 36, 37, 47, 51, 57, 86, 
94). 
p. 399 (a. 114, 119, 127, 148, 
165). 
Consejo de Estado (plenario); 
supresión riegos: (427 - 34); a. 
16 (462); a. 23 (436 - 37); a. 35, 
36, 37, 38 (438-42); a. 45-46 
(p. 449-50); a. 49 (443 - 57); 
a. 60 (457); a. 108 (458 - 59); 
a. 133 (460); a. 162 (463 - 64); 
obras o aprovechamientos hi- 

droeléctricos (461 - 68). 
Informe Comisión de Consti- 
tución y Legislación integrada: 
408. 
Prohibición sobre usos: 39. 
Reservas agua y playa: 32- 33. 


Consejo Enseñanza 
Colaboración en investigación 
régimen de conservación de 
suelos y aguas: 35. 


Contribución mejoras 
Obras desecación: 207. 


Convenio (Estado - particular) 
Obras desecación: 209. 


Costumbres 
Riegos (C. Rural 1875); 255. 


Criterios jurídicos 
Funcionalidad: 59-60, 68. 


Derecho 
Y hombre: 26. 


Derecho Aeronáutico 
Recurso hídrico y: 26. 


Derecho Agrario (y 
recurso hídrico) 
—Discusión: 24- 27. 


Derecho Agrario (y 

suelo o tierra) 
Accesiones, corrientes y sedi- 
mentos: 52-53, 62, 106 - 07. 
Alveo y agua: 51-52. 
Discusión: 25-27. 


Derecho Comercial (y 
recurso hídrico) 
Referencia general: 26. 


Derecho del Trabajo 
—Recurso hídrico y: 26. 


Derecho Internacional (y 
recurso hídrico) 
Alcance: 28-29, 295 (B), 300 
(B). 
Mar territorial: 295 (B). 
Referencia general: 26. 


Derecho de retención 
—Arrendatario por alumbra- 
miento aguas: 106. 


Derogaciones por C. Ag. 
Disposiciones derogadas: 245- 
274, 391-94 (B). 
Fundamentos: 243-44, 391 - 
94 (B). 


Dominio Aguas 

—Arroyos y ríos navegables o 
flotables: 62- 66. 

Criterios: 67- 69. 
Disposiciones C.R.: 15, 55-59. 
Estado: 413. 
Expropiación: 305 (B), 306 (B). 
Lagos: 93. 
Problema: 59- 62. 
Prescripción: 305 (B). 
Público y particular (ejem- 
plos): 62-66. 
Régimen general: 61-62, 70. 
acos general: 304 (B), 305 
B). 


Ecologia 
C. Rural 1875: 200, 265. 
Concesión y: 229 - 30, 234. 
Dd aguas: 366 - 67- 
B). 
D. Internacional: 29. 
Desecación zonas de importan- 
cia ecológica: 210. 
Obras de defensa y: 198. 
Obras públicas: 37 - 38. 
Orientación general del C. Ag.: 
23 - 24, 289, 298 (B), 299 (B). 
Reglamentación (alcance): 
203 - 04. 
S./ acueducto: 161- 62. 
Uso aguas y álveos públicos: 
220 - 224. 


i 
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Ejecuciones administrativas 
—Sobre obras que ponen en 
peligro vida o salud perso- 
nas: 37 - 38. 
Expropiación 
Noción: 306 (B). 
Riberas: 91. 


Fauna 
Agua y: 289 (B), 298 (B). 
Refugio de: 210, 373-74 (B). 


Hallazgo 
Objetos en aguas: CR1875: 55; 
C. Ag.: 113-14. 


Instituto Nacional de 
Colonización 
Referencia: 27. 
Sujeto a reglamentaciones P.E. 
sobre conservación suelos y 
aguas: 36. 


Inventario recursos hídricos 
Actualización: 42. 
Alcance: 42, 300 (B). 
Necesidad: 41. 

Registro: 42, 300 (B). 


Islas 
Dominio C.R. 1875: 54; C. Ag.: 
332 (B). 
Formación de: C.R. 1875: 53- 
54; C. Ag.: 332 (B). 


Lagos, lagunas, charcas y 

aguas embalsadas 
Dominialidad: 93. 
Embalses: 94. 


Mareas a 
Explicación técnica: 438 - 42. 


Medidas preventivas 
Defensa aguas: 199, 200. 


Medio ambiente 
Refugio animal y vegetal: 373- 
74 (B). 


Ministerio de Agricultura 

y Pesca 
Y Autoridad de Aguas: 21- 22, 
270. 

Ministerio de Educación 

y Cultura 
—Instituto de Preservación del 

Medio Ambiente: 21. 


Ministerio de Relaciones 
Exteriores 
Competencia: 297 (B), 412. 
Problemas internacionales de 
Aguas:, 21, 33. 


Ministerio de Salud Pública 
Terrenos insalubres: 210. 
Vista previa autorización acti- 
Tonna antisalubres: 200, 329 
(B). 


Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas 
—Y autoridad de Aguas: 21, 
22, 269-70. 


Obras de defensa 
C. Rural 1875: 195-98, 206. 
Convenio particular - Estado: 
209. 
Convenios particulares: 209. 
Defensa de aguas y tierras: 202. 
Desecación: 207 - 08, 369 (B). 
Ecología y: 148. 
Enfoque general: 198-99. 
Expropiación: 209 - 10. 
Faja de defensa costera: 204. 
Modo de adquirir dominio: 197- 
98, 208. 
Procedimiento: 202-203, 205. 
Prohibiciones: 199 - 200. 
Sanciones: 201-202, 205. 
Suspensión actividades: 199- 
200. 


Obras s./aguas 
—Restitución cauce - obligato- 
riedad de contribución: 109. 


Ocupación 
—Objetos arrastrados por 
aguas s./C.R. 1875: 54 - 55. 


Perforaciones 
Alcance: 325 (B), 326 (B), 443- 
56. 


Permisos 
Bienes municipales: 238. 
Criterios: 225-26. 
Estudios: 238 - 39. 
Gratuidad: 380 (B). 
Noción: 225-27, 423-25. 
Para servicios públicos: 237-38. 
Principio: 379 - 80 (B). 


Pesca 
C. Rural 1875: 211-12, 244. 


Planificación hidrica 
—Orientación genera] del C. 
Ag.: 22-24. 


de a 
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Pođer Ejecutivo — v. autoridad 
de aguas 
Autoridad de aguas: 21, 32. 
Fundamento de su interven- 
ción: 20-21. 


Policía de Aguas 
C. Rural 1875: 264 - 265. 
Ecología y: 37-38, 39. 
Obras públicas y: 37-38. 
Salud humana: 38, 39. 


Pozos 
Clases: 455-56. 
Ordinarios: 98-99; 455-56. 


Prescripción 
Aguas manantiales: 78. 
No aplicable a dominio público 
o fiscal: 71. 


Principio de realismo 
jurídico agrario 
—Y conservación de recursos 
naturales renovables: 41. 


Y Procesos de aguas 
(C. Rural 1875) 

Aguas pluviales (destrucción 
obras): 212-13, 213. 
Contenciosos: 268 - 69. 
Jurado de Riegos: 259, 263 - 64. 
Peritos decisores: 268 - 69. 
Remisión y leyes posteriores: 
265, 266 - 67. 
Reparaciones obras: 214. 
Servidumbres para empresas 
riego: 215, 219. 
Viveros: 212. 
Voluntarios: 267 - 68. | 


+ Procesos s./aguas 
Autorización J. de Paz para 
ingreso a predio: 182-83, 359 
(B). 
Contencioso - Administrativo: 
405. 
Incidental: 269. 
Indemnización por duración de 
procedimientos: 182, 358 - 59 
(B). 
Medidas precautorias: 146, 147, 
155 - 56 (s./ac.). 
Procedimiento en procesos sin 
servidumbres: 178 - 79. 
Procesos por s./administrati- 
vas: 181-83, 356 -59 (B), 406. 


Proceso de obra común: 157- 
58 (s./ac.). 
Proceso imposición s,/ac. 160 - 
61; obras, limpieza, etc. s./ac.: 
164, 
Proceso s./de apoyo de presa: 
171. 
Prueba: 
a) In dubio pro predio sir- 
viente: 154-55. 
b) Objeto de la prueba: 157. 
c) Carga de la prueba: 157. 
Síntesis: 269. 


Proyecto A. Valls 
Alcance: 28. 
Alveos y riberas: 86- 88. 
Antecedente a. 3%: 32. 
Limitación uso recreativo O 
abastecimiento: 39. 
Referencia general: 11, 22. 


Puente 
Construcción sobre acueductos: 
164. 
Realizado por terceros en cau- 
ce que deslinda dos fracciones 
de un predio: 63. 


Registro de derechos 

al uso de agua 
Actualización: 43, 46, 301 (B). 
Alcance: 42-43, 45, 300 (B), 
377 -78 (B). 
Constitución o declaración: 43- 
44, 300 (B). 
Inscripción: 47, 301 (B). 
Objeto: 43. 
Plazo de inscripción: 43. 
Publicidad: 43 - 44. 


Registro de traslaciones 
de dominio 
—Comunicación de derechos de 
agua: 44, 302 (B). 


Reserva de aguas 
Conveniencia: 32. 
Plazos: 32-33. 


Responsabilidad Estado 
—Por prohibición uso de aguas: 
39. 


Riberas 
C. Ag.: 62, 87-88, 319 (B), 
320 (B), 414-15. 
D. Romano: 319 (B). 
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Medición: 85-91, 414-15. 
Noción: 439-42. o voluntarias) 
Noción C.R. 1875: 56. Gratuidad (voluntarias): 346 
Río de la Plata: 415-18. (B). 

Noción: 140, 336 -37 (B), 418. 


Servidumbres (forzosas- 


A ti -nam A FP + 


Riegos 

C. Rural 1875: 212- 15, 244 - 45,  Servidumbres (naturales 

249 - 64, 279 - 80. o artificiales) 

Comunidad regantes (C. Ru- Alcance: 141 - 42. 

ral 1875): 256 - 64. Naturaleza: 143 - 44. 

Supresión C. Ag.: 220, 428-34. No agravar situación predio in- 
Ríos y arroyos — v. Arroyos y ferior: 311-12 (B). 


; ríos. Noción: 139-40, 150, 333 (B). 
; Obras en materia de: 147- 48, 
Sanciones 334 (B). 


V. obras de defensa, 
Acumulabilidad: 201. 
Clausura establecimientos: 201-  Servidumbres (principales 


. o accesorias) 
Obras defensa: 367 (B). Noción: 140. 

Suspensión actividades: 200-01. s./administrativas: 191-92, 364- 
Penales: 201. 65 (B). 


s./de paso y s./abrevadero, et- 


Titulares s./civiles: 151. 


C.R. 1875: 117 - 26, 281. 


Sequía ; cétera: 177, 187, 365 (B). 
Actuación P.E.: 234 - 35, 242. 
. Servidumbres 
| Servidumbre administrativas 


Ejecución adm.: 182- 83. 


Enfoque general C. Ag.: 139. 
Forzosas (Joaquín Olaso Carre- 
ra): 127-139. 
Indemnizaciones: 193. 
Innominada s./aguas manan- 
tiales (2): 78, 79. 

Noción: 143, 


Enunciación: 179-80. 
Esquema del régimen: 185 - 86. 
Indemnización: 182, 193. 
Indemnizaciones arrendatario: 
182 - 83. 

Iniciativa: 183 - 84. 

Noción: 179 - 80. 


13 No pueden constituirse s./bie- Organo para su imposición: 
nes de dominio público: 419-20. 180 - 81, 185 - 86. 

t , Procedimiento administrativo: 

k Servidumbre temporal de 181 - 82. 

depósito de materiales 


En s./maturales: 145. Servidumbre (administrativa) 

A de abrevadero 

? Servidumbres Noción y alcance: 186 - 87, 362 

: (administrativas o civiles) (B). 

' Estimación: 356-57 (B). 
Expropiación y: 361 (B). 
Indemnizaciones administrati- 
vas: 359-61 (B). 

Noción: 139, 355-56 (B). 
e an a oas Servidumbre (administrativa) 
140, 355-56 (B), 360 (B). de depósito de materiales 


Servidumbre (administrativa) 
de amarradura 
Noción: 189-90, 363 (B). 


Procedimientos administrati- Noción: 192, 364-65 (B). 

vos: 356 (B). , , 
Proceso administrativo: 357 Servidumbre (administrativa). 

(B). de estudio 


Responsabilidad: 360-61 (B). 


Noción: 182, 364-65 (B). 


+ 


de 


res 
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Servidumbre (administrativa) 
de ocupación temporaria 
Noción: 192, 364-65 (B). 


Servidumbre (administrativa) 
de paso 
Noción: 192-93, 364- 65 (B). 


Servidumbre (administrativa) 
de saca de agúa 
Noción y alcance: 186 - 87, 362 
(B). 
s./accesoria de paso: 186- 87. 


Servidumbre (administrativa) 
de salvamento 
Noción: 190-91, 364 (B). 


Servidumbre (administrativa) 
de señalamiento 
Noción: 190, 363 (B). š 


Servidumbre (administrativa) 
de sirga 
Expropiación y: 363 (B). 
Noción: 187, 362-63 (B). 


Servidumbre (civil) 

de abrevadero 
Noción y alcance: 177 - 78, 354- 
55 (B). 
Organo que la impone (P.E.): 
178, 354 - 55 (B). 
Predio sirviente: 177, 354-55 
(B). 
s./de paso accesoria: 178. 
Temporalidad: 178. 
Titulares: 177, 354 (B). 


Servidumbre (civil) 

de acueducto 
Abierto o cubierto (entubado): 
162. 
Ac. dentro de ac.: 159- 61. 
Clases (fines): 339-40 (B). 
C. Civil: 337-38 (B). 
C. Rural 1875: 337 (B). 
División predio dominante: 161 
Dominio de ac. y obras: 165, 
345 - 47 (B). 
Extinción y consecuencias: 167, 
349 (B). 
Finalidades: 153, 339-40 (B). 
apa (voluntaria): 340 
(B). 
Indemnización: 153, 157, 342 
(B), 348 (B). 


Iniciativa del titular del predio 
sirviente: 153- 54. 

Noción: -120, 151-52, 336 (B), 
339 (B). 

Oportunidad pago indemniza- 
ción: 156. 

Oposición titular predio sir- 
viente: 163. 

Responsabilidad: 342-43 (B). 
s./temporal: 166, 347 - 48 (B). 


Servidumbre (civil) 

de amarradura 
Noción: 173, 352 (B). 
Vía judicial: 173. 


(Oservidumbre (civil) de apoyo 


(estribo) de presa 
Clases: 350-51 (B). 
Imposición por justicia: 171. 
Indemnización: 171, 357 (B). 
Otorgamiento (acto jurídico): 
170. 
Requisitos y fines: 170, 349- 
50 (B). 
s./ac.: 1711-72. 


Servidumbre (civil) de 
parada o partidor 
Noción: 172, 351-52 (B). 


Servidumbre (civil) 

de salvamento 
Indemnización y límites: 176. 
Margen de aguas: 173-74. 
Naturaleza: 175, 349 (B). 
Noción: 174, 175, 352-54 (B). 


Silencio administrativo 
Interpretación: 413 - 14. 


Suelo (v. D.A. y suelo o tierra). 
Sujetos jurídicos (en 
materia de aguas) 
Estado: 23. 
Habitantes: 23 - 24. 
Productores: 23 - 24. 


Tierra — v. D.A. (y suelo o` 
tierra). 
Universidad 


—Colaboración en proyectos 
investigación régimen de 
conservación suelos y aguas: 
35. 
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Universidad del Trabajo 
—Colaboración en proyectos de 
investigación régimen de 
conservación suelos y aguas: 
35. 


Uso aguas (y álveos) 
Agrario e industrial: 221 -~ 22. 
Aprovechamiento hidroeléctri- 
cos: 461 - 68, 
Autorizaciones: 374 (B). 
C. Rural: 211-20. 
Concesión: 226, 375 (B). 


Dominial o fiscal: 223 - 24. 
Duración: 377-78 (B). 
Enfoque general C. Ag.: 220- 
21, 422. 

Fiscales: 241- 42. 

Particular o general: 223 - 29. 
Permiso: 226-375 (B). 

P.E. (facultades): 224 - 25. 
Prioridades: 297 (B). 
Reserva: 226 (B). 

Registro: 377-78 (B). 


Uso álveos — v. Uso de agua. 


. 
: 
+ 
i 
i 


A — 


V) 


INDICE GENERAL ANALITICO 


Dedicatorla. venssa sen oiea a RE 4 


Sumario 


PARTE PRIMERA — Exposición, concordancias y anota- 


ciones ui di is A 9 
Indicación general ...........o.oooooncoonoonmono.. 11 
I) Principios generales .............. <<. ..o..... 15 
Código anotado ......oooooocooccorccocnomo mm. 30 

II) Inventario de los recursos hídricos .......... 41 
Código anotado sidonia 44 

III) Dominio de las aguas ..............oooooo.. 51 
Código anotado .......ooooconcncncocrnnoo mo 67 

IV) Servidumbres ...........ooooocrororrrrornss 117 
Código anotado .........0oooococoooormc..o.» 140 

V) Obras de defensa y mejoramiento ........... 195 
Código anotado ....ooocooroccrorccrrr e 199 

VI) Uso de aguas y álveos ................ este 211 
Código anotado lidades ines 223 

VII) Disposiciones transitorias y derogaciones ..... 243 
Código anotado ......oooooocooccorommcoro mn»... 272 


SEGUNDA PARTE — Código de aguas — Antecedentes 
oficiales y textos .......ooooooocoororccrrorrrros. 275 


I) 


Informe de la Comisión Redactora del Código 
Rural de 1875 (en lo pertinente) ............- 277 


1D) 


1) 


Mensaje (1°) del Poder Ejecutivo, elevando el 


Proyecto de C. de AB. .....o.o.oooommmomoo.o.o.. 281 

Exposición de Motivos y Comentarios sobre el 

Proyecto de Código de Aguas (Dr. Olaf Blixen) 284 

Introducción: vt cda 284 

Titulo T A A O AORE 294 

Titul Ta daa a dos 299 

A a a A E 303 

Caâåp: A a d aa ao aa 303 

A ira EA A A 306 

Cape II ds EEE EN EE 307 

Cap IV santa dd a sd 312 

Capo Ve a a a 320 

Capi Vie ds 321 

Capo Vlad 321 

A e e a A e aA 333 

Capra ar a E AA 333 

A AAN 336 i 

See A A a e EN 336 

A k y a E OE G 349 

S AE a 352 i 

SEGS E 352 

A EE E E E 354 i 

Cap. HI A nee e e A a ES 355 

Sec. E E ET E E ES EN a A e 355 

O E E ÓN 362 
: 
] 


Título V 


Titulo VÍ ci ar paa 374 

Supresiones y derogaciones ...........o.o.... 391 

IV) Informe de la Comisión de Agricultura y Pesca 395 

V) A) (2%) Mensaje del Poder Ejecutivo ....... 400 
B) Informe de la Comisión Revisora de Ter- | 2 
minologia ........ooococcocconcrcnaranos. 401 | 
VI) Informe de la Comisión de Constitución y Le- i 
gislación, integrada ......ooooooocorcrcccooo 408 | 
VII) Discusión en el Consejo de Estado (Plenario) .. 426 | 
VID) Texto legal ..........ooooocoooconornnmomoo». 472 i 
TERCERA PARTE — Indices .............ooo.ooomoo.. 533 i 
I) Indice alfabético del Código ..........«.<.«..... 533 | 
II) Indice general del Código ................... 541 | 

III) Indice de leyes (articulado) ........... o 545 
IV) Indice alfabético del texto ..............«.... 549 
V) Indice general .........ooooococcorrcrrrr roo 557 


Se terminó de imprimir en 
el mes de agosto de 1981, 
en la Imprenta Rosgal S.A. 
Urquiza 3090 - T. 800529 
Montevideo — Uruguay 


Comisión del Papel - Edi- 
ción impresa al amparo del 
Art. 79 de la Ley 13.349 


Depósito Legal 154.122/81 


Sa maa 


